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  Advertencias


  Primera advertencia


  El presente ensayo de interpretación de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt en la génesis e instauración de la democracia moderna en Venezuela se apoya en un extenso borrador estructurado. Consciente el autor de la significación del tema tratado, pidió a la entidad patrocinadora de la obra, la Fundación Rómulo Betancourt, que pusiera ese borrador en su página Web, con el propósito de que los interesados pudieran conocerlo y, si lo tenían a bien, formularan observaciones críticas e hicieran aportes. El objetivo de esta decisión, oportunamente notificado, fue fortalecer el ensayo que debía intentar lo que en la presente obra se hace. Gracias a la generosa iniciativa del profesor Luis Lauriño, se formaron grupos de estudio del borrador, integrados por los siguientes estudiosos de la Historia, las Ciencias Sociales y la Literatura (además de Ciencias Políticas, Ciencias Económicas, Ciencias Jurídicas e Ingeniería): Carlos Balladares, Ronald Balza, Pedro Benítez, Rita Bitar, Alejandro Cáceres, Ysrael Camero, Teodoro Campos, Luis Gómez Calcaño, Daniel González, María Soledad Hernández, Luis Lauriño, José Alberto Olivar, Ana Virginia París, Miguel Prepo, María Teresa Romero, David Ruiz Chataing, Gustavo Saturno, Mariana Suárez, Tito Lacruz, Andrés Trujillo, María Claudia Perera y Roberto Patiño.


  La espléndida cosecha de observaciones y aportes resultante del objetivo estudio crítico realizado por estos 23 investigadores fue estudiada por el autor del borrador y debatida con los autores en dos prolongadas sesiones críticas. No vacilo en calificar esta experiencia como un enriquecedor intercambio intelectual que ha contribuido, de manera altamente considerable, al afinamiento conceptual de la obra que ahora me atrevo a proponer. Quiero dejar constancia de mi agradecimiento a los generosos colegas mencionados, como también a la Fundación Rómulo Betancourt. Mención especial debo hacer de mi agradecimiento a Virginia Betancourt, quien leyó el borrador del presente ensayo y lo favoreció con fecundas observaciones y sugerencias.


  Segunda advertencia


  El lector de la presente obra advertirá que se trata de un ensayo en cuya elaboración casi se ha prescindido del aparato crítico. Esto se corresponde con el deseo de no sobrecargar el texto; y con la decisión de poner a provecho la circunstancia de que el lector puede consultar, por vía electrónica, el aparato crítico minuciosamente recogido en el extenso borrador.


  Tercera advertencia


  El presente ensayo crítico no es un resumen ni una glosa del extenso borrador, enriquecido por la operación crítica reseñada en la primera advertencia; borrador que permanecerá en la página Web de la Fundación Rómulo Betancourt. Tampoco se conforma con su estructura. El presente ensayo crítico es una respuesta al propósito anunciado en el subtítulo del ensayo, consistente en ofrecer una versión sistemática de la significación de La personalidad histórica de Rómulo Betancourt en la génesis e instauración de la democracia moderna en Venezuela.


  Cuarta advertencia


  La presente obra –tanto el borrador estructurado, publicado en la red, como este ensayo– ha sido patrocinada por la Fundación Rómulo Betancourt, partiendo de un plan propuesto por el autor y aprobado sin enmiendas por la Directiva de la Fundación. Dicho plan ha sido realizado por su autor gozando de plena y absoluta autonomía, incluida la apreciación de las observaciones críticas y las contribuciones por él solicitadas u ofrecidas espontáneamente.


  Ensayo introductorio


  
    «Tengo confianza plena en que llegaremos a ser gobierno. No importa el tiempo que se requiera para alcanzar el poder, pero lo cierto es que lo tendremos algún día en nuestras manos. Y entonces será hora de realizar todo esto que es hoy un mundo de sueños y de anhelos. Rómulo Betancourt a Gabriel del Mazo, 9 de marzo de 1945. Rómulo Betancourt. Antología Política. Vol. III, pp. 301-302»

  


  
    «(...) Soy un creyente obstinado de la virtualidad de las ideas democráticas, y estoy convencido de que volverán a encarnar en gobiernos nacidos de la voluntad colectiva. Rómulo Betancourt a Eduardo Santos, 14 de agosto de 1955. Ibidem, vol. VI, p. 425»

  


  
    «(...) Lo que nosotros decimos, y con quien lo decimos, es objeto de interés, no porque seamos muy inteligentes, sino porque constituimos una posibilidad real de gobierno, porque somos efectivamente la única gente que va a gobernar, en Venezuela, por supuesto(...) Rómulo Betancourt a Gonzalo Barrios, 7 de diciembre de 1955. Ibidem, p. 343»

  


  
    «(...) Lo mismo pienso con respecto a tu compadre (¿?). Este, en su soledad meditativa, piensa, seguramente, en el futuro. Sabe como deberá actuar, lo que va a hacer, mucho más, infinitamente más, de lo poco que hizo antes, por las condiciones peculiares en que entonces actuaba. Y prefiere que se citen sus palabras, sus expresiones públicas, y no sus hechos no publicados. Y no porque se arrepiente de ellos, sino porque los va a hacer mañana con magnitud mayor, y quiere mantenerse en una penumbra propicia. Acaso no sea esa la opinión «profesoral». Pero, no será acaso que se refugia en el pasado, por falta de futuro? Rómulo Betancourt a Juan Bosch, 30 de diciembre de 1955. Ibidem, p. 429»

  


  Lo que sigue es un pretencioso intento de prefigurar lo que de Rómulo Betancourt podría ser percibido por un venezolano dentro de cinco a diez décadas, si su curiosidad llegara a sobrepasar el capítulo, o solo las páginas, que quizás ocuparían la vida y la obra de este personaje, en una lejana y algo desprevenida Historia General de Venezuela –o Historia extensa de Venezuela, como se ha vuelto de moda el denominar tal modalidad historiográfica–. Esto sea dicho preservando la convicción del autor de que se trata de una personalidad histórica cuya significación es y será, más y mejor apreciada, al enfocársela en el largo período histórico. Esto sea dicho, también, a sabiendas de que, plantado en el pensamiento histórico del venezolano, de este frondoso árbol que es la personalidad histórica de Rómulo Betancourt se irán desprendiendo hojas y ramas, dejando al descubierto el robusto tronco del que no vacilo en denominar Padre de la democracia moderna en Venezuela; o, si se le prefiere, de la democracia a la venezolana.


  En ambos casos quedaría puesto de relieve el rasgo que considero más expresivo del vasto significado de esa personalidad histórica. Consiste en haber reunido, en el curso de una vida de tenaz militancia democrática, y de fecunda creatividad ideológica, las potencias intelectuales y espirituales requeridas para sintetizar, en el suyo, el pensamiento y los sacrificios de quienes, en el país y en el exilio, en Venezuela y en toda Hispanoamérica, buscaron el camino hacia la libertad luchando contra el despotismo; y persistió en ello hasta llegar a formular las bases doctrinarias y los criterios estratégicos de los instrumentos organizativos necesarios para la fundación de la República liberal democrática en Venezuela, enmarcada en la que definió como la Revolución democrática o Revolución evolutiva.


  ***


  La decisión de acercarme a la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, atendiendo al honroso encargo que me hiciera la Fundación Rómulo Betancourt, me puso en un camino historiográfico sembrado de estimulantes dificultades. Brotaron aun antes de emprender la marcha, pues tuve que enfrentar dos cuestiones previas. La primera consistió en despejar el denso follaje formado por el debate acerca de la significación política –e incluso la de su personalidad psicológica e intelectual– del personaje a estudiar. Nada de gratuito hay en esto, pues no parece que en la vida política de Rómulo Betancourt haya habido un momento cuando no despertara reacciones, frecuentemente entusiastas, no menos frecuentemente adversas. La segunda dificultad suscita la larga explicación siguiente.


  La tarea que emprendo consistirá en un esfuerzo de conocimiento que deberá partir del descubrimiento de la personalidad, espiritual e intelectual, de Rómulo Betancourt, vista como la base de su trayectoria histórica. Para ello es necesario atravesar estratos de personalidad por él expresamente formados. Uno corresponde a Rómulo Betancourt como se vio a sí mismo; y esto a lo largo de su evolución como una personalidad orgánicamente vinculada con su aspiración y actuación de líder político. Otro estrato corresponde a cómo quiso verse a sí mismo, y a cómo quiso ser visto. Otro, aún, al que se propuso ser, ajustándose a un modelo cuya definición le llevó tiempo, invertido en la operación espiritual e intelectual sintetizada en la expresión vencerse a sí mismo; aspiración común a las personalidades sobresalientes por su ambición de realizar grandes obras.


  Para ello tuvo que superar etapas. Una, inicial, que él mismo calificó de romántica, podría denominarse la etapa Santos Luzardo, hermanada con una inclinación garibaldina que se manifestó recurrente. Le siguió la etapa de fervoroso militante comunista, con su vertiente, al cabo predominante, de creatividad crítica. Para culminar, la etapa del revolucionario democrático. Esta última admite el señalamiento de cuando menos dos fases. Una, primaria, en la que le fue necesario conciliar los vestigios de la etapa precedente con los condicionamientos surgidos del desempeño del Poder Público. La otra fase, culminante, en la cual le fue necesario intentar conciliar su conciencia de genuino demócrata militante con los requerimientos de la consolidación y defensa de la democracia, enfrentando amenazas que conjugaron la rancia herencia militarista caudillesca, vigente socialmente, con la resaca del socialismo autoritario original, revestido del que pronto quedó patentado como el fidelismo; modalidad del autocrático leninismo-estalinismo adoptada, como cobertura seudoideológica, por la vulgar dictadura caribeña cubana.


  Mas, el estudio de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt suscita también una cuestión de método que me luce fundamental: ¿debe apreciarse esa personalidad en función del teatro de su acción, tal como él lo vio, o tal como hoy sabemos que era; ciertamente conociéndolo mejor ahora de lo que él mismo pudo conocerlo, dados los medios de información de que dispuso y el condicionamiento ideológico que rigió su visión, asumida expresamente o vigentes sus vestigios? En caso de que tomásemos esta última vía, ¿la valoración de sus ideas y actuaciones tendría que considerar, de manera circunstanciada, lo real existente, si bien correlacionándolo con lo real por él percibido? Ni lo intentaré, por prudencia, pues me acecharían dos vicios metodológicos: el de modernismo y el denominado de la historia si; esa que se nutre de los ha debido y los si hubiera.


  Esta última posibilidad de enfoque suscita una cuestión de nada fácil apreciación. El hecho de que Rómulo Betancourt sobresalga por su preparación intelectual y científica –de autodidacta, pero con vocación universitaria frustrada–; preparación perceptible en el tratamiento que dio a problemas complejos, de naturaleza económica y política, ¿se deberá sobre todo a lo limitados que fueron, en esos terrenos, otros políticos contemporáneos también sobresalientes?


  En todo caso, la prudencia recomienda tener presente que en sus frecuentes declaraciones sobre su personalidad y sus principios, Rómulo Betancourt parece someter a prueba el malicioso precepto que reza: «Dime quién eres y sabré quién no eres. Dime quién no eres y sabré quién eres». La prueba consistiría en la calibración del sentido ético que se esforzó en darle y preservarle a su personalidad, edificada a base de tenacidad, voluntad y lucidez; asumiendo con entereza las duras circunstancias vitales, y enrostrando las reacciones despertadas por sus juicios frecuentemente iconoclastas.


  ***


  Las circunstancias vitales de Rómulo Betancourt, vistas en su mayor amplitud, revelan una sucesión de instancias cuyas características de urgencia, grado de dificultad y potencial trascendencia, sobrepasan, con creces, las enfrentadas por los demás hombres públicos venezolanos republicanos que actuaron a partir de 1830. Esto sea dicho a sabiendas de que al hacerlo se obvian circunstancias históricas que resultan de muy aventurada comparación. Valga, sin embargo, una sumaria enunciación de esas circunstancias.


  Entre las muchas dificultades que genera la conformación historiográfica de una personalidad histórica, una de las más arduas es la de correlacionar la naturaleza, necesariamente sintética, de esa construcción historiográfica, con la evolución vital del personaje. Si optáramos por la solución de sentido común, y correlacionáramos las fases o estadios de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt con las etapas de su ciclo vital, incurriríamos en el riesgo de contrariar la perspectiva de continuidad que pareciera ser recomendada por el desenvolvimiento de la historicidad de la personalidad estudiada. ¿Cabría confiar en que, para eludir ese riesgo, bastaría con fijar puntos de referencia, cronológicos o vitales, en la actuación histórica del personaje? A la superación de este escollo metódico tiende la siguiente caracterización de instancias. Advirtiendo que ellas se hallan atravesadas por constantes, en las cuales se asienta, precisamente, la condición de histórica de la personalidad estudiada.


  La instancia representada por el complejo de propósitos y determinaciones que es dable agrupar en el concepto usual de vencerse a sí mismo, sitúa a Rómulo Betancourt en una plataforma de partida, de su personalidad histórica, que puede calificarse de precaria, en cuanto a situación vivencial y a recursos; y de comprometida, por su condición de exiliado, colindante en aquellos tiempos con la de paria. Pero cabe reconocer la coincidencia –si no algo más orgánico– entre esta determinación personal y el código formativo del buen militante comunista; uno de cuyos preceptos básicos consistía, según propia proclamación, en la superación del sentimentalismo pequeñoburgués.


  La instancia que denomino decantación ideológica significó inicialmente el reconocimiento de la necesidad de esforzarse por recorrer críticamente, en tiempo perentorio y acicateado por la ansiedad de una formación intelectual actualizada, un tortuoso camino. Este lo condujo, desde el estado de conciencia política elemental, regida por la antinomia entre dictadura y libertad, hacia la concepción de la democracia como el antídoto contra la dictadura y el despotismo, y la garantía de la libertad; todo ello atravesando por las seductoras solicitaciones del humanismo marxista y rechazando la perversión leninista-estalinista de esa variante del humanismo esencial. La actitud intelectual correspondiente a esta instancia se consolidó, como una constante, ante la necesidad de captar la significación de los grandes acontecimientos ideológico-políticos que jalonaron la existencia histórica de Rómulo Betancourt.


  La instancia que merece ser caracterizada como de formulación de una teoría de la democracia moderna en Venezuela o a la venezolana, representó el más alto reto que se puso la osadía creativa de Rómulo Betancourt, tanto por el lastre del pasado sociohistórico venezolano que fue necesario echar por la borda, como por el esfuerzo ideológico de superar su bagaje de condicionamiento ideológico marxista básico. Pero, sobre todo, por el coraje intelectual requerido para proponer la resultante ideológica de ese esfuerzo como la orientación llamada, por razones sociohistóricas, a predominar en la vida política venezolana; sin descartar la proyección de esa resultante hacia otros escenarios.


  La instancia que consistió en formular la estrategia, diseñar las tácticas y formar los instrumentos sociales, para el despliegue y triunfo de la proposición política e ideológica liberal democrática, significó arbitrar los modos requeridos para coadyuvar a que la dinámica histórica de continuidad y ruptura llevase a que fuerzas atávicas contribuyesen a la apertura de vías que acarreasen la ruptura, creadora y perdurable, con el pasado representado por la práctica reiterada de esas mismas fuerzas. Para ello fue necesario conjugar, de manera recurrente, los modos tradicionales de acceso al Poder Público, con la modernización de los modos de organización sociopolítica; y luego la preservación de lo así instaurado con procedimientos represivos en buena parte tradicionales.


  La instancia consistente en el diseño e institucionalización de la República liberal democrática significó asumir la responsabilidad histórica de impulsar la reformulación el Proyecto Nacional, sentando las bases sociopolíticas conducentes a la liquidación de la República liberal autocrática, vigente desde 1830, una vez rota la República de Colombia, alias Gran Colombia. La realización básica y perdurable de esta hazaña histórica, personificada en Rómulo Betancourt, significó la emergencia del estadista, representada por los trascendentales ordenamientos constitucionales de 1947 y 1961.


  La instancia representada por la formulación de la doctrina orientadora de la aspiración democrática moderna, en función de la proyección ideológica y política de la Segunda Guerra Mundial, atendió lúcidamente a la ubicación de Venezuela en el gran frente de lucha de las democracias contra el fascismo. Propuesta y promovida con la determinación de estimular la lucha de los venezolanos, y la de los latinoamericanos en general, por la consolidación de la soberanía nacional; por la instauración de regímenes democráticos mediante el rescate de la soberanía popular; y por la procuración del bienestar social, ello significó llevar a cabo una labor de filigrana ideológica, desenvuelto en un clima sociopolítico en el cual confluían los factores tradicionales de poder, los efectos del imperialismo petrolero y las solicitaciones del autocrático seudosocialismo estalinista. La prosecución de este empeño creador alcanzó en la postguerra altos niveles de complejidad, representada de manera aguda por las repercusiones de la Guerra Fría.


  Parece posible concluir que al cerrarse parcialmente esta última fase, a raíz de los acontecimientos del 24 de noviembre de 1948, la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, entendida como la conformación de los componentes básicos y perdurables de esa personalidad, se había completado; pero, en realidad tomó un curso de intenso reajuste, exigido por el cambio de escenario, tanto nacional como internacional.


  ***


  La reanudación, en 1959, de la etapa fundacional de la República liberal democrática, que fuera parcialmente interrumpida el 24 de noviembre de 1948, se manifestó, en Rómulo Betancourt, como la culminación de un proceso de reflexión, ajuste y consolidación respecto de lo adelantado en el lapso 1945-1948. Esa culminación estuvo representada por la formulación y puesta en ejecución de la estrategia de retorno al poder.


  El exilio de diez años, su tercero, que siguió a la pérdida del poder, estuvo caracterizado, para Rómulo Betancourt, por cuatro incesantes luchas. Una, especialmente ardua, consistió en un esfuerzo constante por restaurar el partido –vivido como su partido–, tanto en el interior del país como en el exilio, rescatando y consolidando, para ello, su condición de presidente y líder. La segunda lucha consistió en persuadir a la opinión política de los países americanos, comenzando por los Estados Unidos de América, de su genuina superación del comunismo, como militancia política y como desviación ideológica del humanismo marxista. La tercera lucha consistió en aprender a desenvolverse en el ámbito de un fenómeno universal de novedosos rasgos –la implacable Guerra Fría–, diseñando para ello una nueva política ante el capitalismo y los Estados Unidos de América, que resultase convincente incluso para algunos líderes radicalizados de su propio partido. La cuarta lucha consistió en preservar y consolidar la fe en la democracia, apercibiéndose con ello, ideológica y políticamente, para enfrentar la coalición del militarismo tradicional y sectores desorientados de la izquierda. Es decir, la alianza subversiva establecida entre los supervivientes del militarismo –en sus dos versiones, la tradicional y la declarativamente revolucionaria– y los agentes de la intervención castro-comunista, llevada hasta la invasión. En suma, un cruento proceso en el que también parece posible advertir instancias.


  La instancia representada por la superación de las repercusiones de la Guerra Fría en Venezuela fue quizás la más dura prueba política e ideológica a que se vio sometido el surgente estadista exiliado Rómulo Betancourt, en el lapso de 1948 a 1958, y aun después de asumir la Presidencia constitucional el 13 de febrero de 1959. El atenuar, si no disipar del todo, en algunas mentes y gobiernos, en esas circunstancias, la sospecha de que se era una suerte de comunista irredento; pero procurarlo manteniendo la autonomía crítica ante el imperialismo mudado en colonialismo, y reclamando para América Latina la justa retribución, en tiempos de paz, de su alta contribución en los de guerra, exigió destreza político-diplomática y perspicaz interpretación de los tiempos.


  La instancia representada por la reinstauración de la República liberal democrática, a partir de 1958-1959, significó ajustar considerablemente, tanto en lo ideológico como en lo procedimental, la democracia a la venezolana; en consonancia con los momentos de mayor tensión en la Guerra Fría. Obligó a velar porque la institucionalidad democrática pudiese capear, padeciendo el menor daño posible, las aguas agitadas por quienes cayeron cautivos del espejismo fidelista.


  La última instancia de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt estuvo representada por la reafirmación heroica de su concepción democrática del desempeño del Poder Público, correspondiéndose con la demostración dada el 22 de octubre de 1945, en los términos del Decreto N.º 9, de la Junta Revolucionaria de Gobierno, en virtud del cual quedaron inhabilitados sus integrantes, civiles y militares, para postularse en las elecciones presidenciales previstas. El exilio voluntario que se impuso, una vez entregado el poder a su sucesor, el Dr. Raúl Leoni, decisión obviamente generadora de controversia y de suspicacia, significó su consagración como el estadista responsable merecedor de ser considerado Padre de la democracia moderna en Venezuela.


  Por consiguiente, el desarrollo de mi intento de comprensión de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt consistirá en una presentación, desagregada temáticamente, de los elementos que el lector podrá compaginar en función de esta sumaria caracterización de instancias; y de la correlación que las vincula históricamente. Pero en el entendido de que la diferencia fundamental entre los dos grandes períodos de esa personalidad histórica consiste en que el primero puede ser definido como el de la conformación de una personalidad orientada a ser histórica; y el segundo como el del replanteamiento, realista y pragmático, de los valores fundamentales acuñados en el primero; observándose entre ambos períodos una no siempre voluntaria ni controlada relación de continuidad y ruptura.


  ***


  Pretendo haber dejado establecido que el propósito de esta obra es contribuir al conocimiento de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. No es, por consiguiente, el de componer su biografía, ni personal ni política. Hacer esto último reclamaría un enfoque muy distanciado, y quizás no menos diferenciado, del aquí adoptado. Ambos enfoques –aunque en muchos e importantes aspectos resulten interrelacionados–, plantean problemas metódicos de carácter específico[1]. El enfoque adoptado en el presente ensayo quizás podría ser considerado, también, como uno que compromete a intentar resolver cuestiones metódicas mayores, si bien de diferente orden.


  Una, y la más general y esencial de esas cuestiones, es determinar en qué puede consistir la vida histórica de un personaje, y por consiguiente el sustento de su personalidad histórica, si entendemos por esta última la que lo recomienda a la atención no ya de sus coetáneos –como podría hacerlo la primera– sino de sus sobrevivientes, históricamente considerados-. La otra cuestión consiste en la espinosa diferenciación entre lo histórico y lo cotidiano, atendiendo, sin embargo, al entrelazamiento básico entre ambos órdenes de hechos, acontecimientos y aspiraciones, concluyentes todos en actitudes y resoluciones.


  No solo no culminan allí las estimulantes cuestiones metódicas, sino que del juego de ellas resulta la de más ardua resolución. Consiste en la determinación de la historicidad del personaje, detectada partiendo de su ubicación en el tiempo histórico; es decir en la correlación orgánica entre las que son, para el historiador, convencionales demarcaciones cronológicas, denominadas pasado, presente y futuro; demarcaciones que, para subrayar su continuidad, he intentado caracterizar como instancias. ¿Cabría suponer que una personalidad histórica debe expresar la vigencia de esa condición a lo largo de su tiempo histórico? Si así fuese, es obvio que el historiador podría desenvolverse con probable acierto en lo concerniente a las dos primeras demarcaciones, es decir pasado y presente. ¿Pero qué en lo concerniente al último estadio, es decir al futuro? Responder a esta pregunta sería aventurarse en el terreno de la perduración histórica; lo que suscitaría, cuando menos, la necesidad de determinar cuánto de los dos primeros estadios perdurará en el último, superando la condición de un recuerdo o antecedente más o menos impreciso; y no de una sobredeterminación que podría resultar incómodamente alusiva a una suerte de providencialismo.


  Saliéndome de las generalizaciones, y contrayéndome al hombre cuya personalidad histórica trato de esbozar, me encuentro con un problema mayor. Consiste en que ese hombre se consideró –podemos decir que desde muy temprano y por siempre– un hombre histórico. Y en apoyo de este aserto abundan no solo los indicios –como los que corren en los epígrafes– sino también en los testimonios, y aun en las pruebas aportadas por el personaje estudiado. En efecto, Rómulo Betancourt no solo practicó un documentismo puntilloso, sino que también mostró celo en trazar las grandes líneas que deberían guiar a los historiadores en la valoración de su personalidad y obra. Pero llegó a más: su presencia histórica revela un interés primero y primario por la biografía, como género histórico; y se cerró con muestras de preocupación sobre la comprensión del papel del individuo en la historia. En efecto, en una nota crítica fechada en el 20 de junio de 1931, intitulada «Dos libros de Picón Salas», al referirse al significado de la Nación en la Historia de Venezuela, dio prueba de la cruda visión marxista de quien apenas cumplía 23 años: «¿(...) La nación –lo único fundamental para quienes, por consecuencia a un método, no podemos ver en la historia sólo biografía, sin negar por eso el papel creador del grande hombre– se lanzó siempre a los campamentos respondiendo a las necesidades de clase vagamente intuidos. Pero a necesidades de clase (...)»[2]. Un mes después, el 24 de julio, sentenció:


  
    «(...) El fenómeno que se conoce en psicología experimental con el nombre de «desdoblamiento de la personalidad», se observa también y con mayor profundidad aún, en el campo de la biografía. Sólo que no es la acción misma del grande hombre la que se desdobla, por cuanto en ella todo es sencillez, naturalidad, retorno al hombre esencial, para expresarnos con palabras de Emerson [Ralph Waldo]. Son las generaciones posteriores a su actuación las que, falseando esa unidad primitiva, van creando al lado de la personalidad auténtica otra que en nada se le parece, que a veces llega hasta a oponérsele. Este último caso es el de Bolívar (...)[3].»

  


  Me esforzaré porque no sea también este el caso de Rómulo Betancourt; si bien, lo reitero, no me propongo escribir su biografía sino estudiar su personalidad histórica, situándola en una doble perspectiva. En primer lugar, trazando la evolución de su pensamiento, y el desarrollo de su acción vital y política. En segundo lugar, correlacionando ambas corrientes, por considerarlas simultáneas –tanto en su gestación como en su expresión– con el fin de delinear los rasgos de la personalidad histórica. Esto, en el entendido de que el hacerlo requerirá correlacionar constantes y variantes, ubicándolas en una dinámica de continuidad y ruptura.


  No pecaré de exceso al proyectar las reflexiones precoces de Rómulo Betancourt en su postrera preocupación, ya mencionada, por el papel del individuo en la historia. Como no parecerá desmesurada mi inquietud por la circunstancia de que me las veo con un personaje que pretendió escribir su personalidad histórica, al mismo tiempo que la edificaba, viviéndola.


  Por todo ello resulta pertinente invocar lo dicho para justificar mi decisión de colocar en segundo plano la visión de sí mismo, para la historia, que tuvo el cuidado de componer, de la manera y por los medios aquí estudiados. Así mismo, para explicar por qué he intentado acercarme a esa personalidad valiéndome, sobre todo, de sus cartas y textos políticos circunstanciales. Creo que esta aproximación, por parecerme la más directa, me permitirá ensayar una conjugación –que espero resulte reveladora, de sus motivaciones y aspiraciones– con sus actuaciones políticas; y con las repercusiones que estas, a su vez, tuvieron en la personalidad de quien las expuso y realizó mientras abrigaba, en este sentido, una firme convicción, según declaró al diario La Esfera, de Caracas, el 11 de febrero de 1936, al momento de regresar de su primer exilio: «No soy hombre del pasado sino del presente y el futuro»[4].


  No debo dejar pasar dos aspectos de la explicación de mi preferencia por las fuentes que menciono. En primer lugar, esa preferencia derivó de que valoro altamente, en el estudio de una personalidad histórica, el reino de su pensamiento; y no igualmente el grado de atingencia entre este y las realizaciones del personaje. ¿Ilustran los pensamientos errados sobre la significación de los acertados? Pretendo que lo primero ofrece la posibilidad de captar la personalidad histórica en su crisol, formado por el intelecto combinado con el sentido ético y la responsabilidad moral. Las realizaciones dejan de pertenecerle íntimamente al hombre histórico; se vuelven asunto de la sociedad, y por lo mismo resultan dotadas de autonómica imperfección. ¿No es esa la esencia del mensaje del de Galilea? En segundo lugar, todas las fuentes empleadas y citadas son de curso corriente. ¿Pretendo comprobar que el documento es o no pródigo según sea de afinada la pregunta que se le haga?


  ***


  Dada la concepción metodológica del presente ensayo, es pertinente advertir al lector de tres particularidades del mismo. Una consiste en que, deliberadamente, se incurre en repeticiones, en aras de la pertinencia demostrativa y para no someter al lector a tener que cotejar, o correlacionar, textos gráficamente separados, pero vinculados en su capacidad probatoria, y por lo mismo traídos a justificada colación en diferentes pasajes del discurso. La segunda particularidad consiste en que, partiendo de una inicial y sumaria globalización de las cuestiones fundamentales que merecieron la atención del político y estadista, expuesta en la parte I de esta obra, las mismas cuestiones son seguidas en su evolución a lo largo de las diversas etapas demarcadas en la vida histórica de Rómulo Betancourt; acentuando sobre todo las líneas de continuidad y ruptura en la concepción y tratamiento político de tales cuestiones. Valgan como ejemplos las siguientes: cuestión agraria, inversión extranjera e imperialismo. La tercera, y fundamental particularidad, es que la experiencia de la instauración de la República liberal democrática, en sus dos etapas, es desarrollada como un todo en la parte XI del presente estudio; lo que ha permitido subrayar o complementar significados más y mejor perceptibles al ser vistos en la totalidad del proceso del que son parte. El autor considera que no cabría admitir solución de continuidad entre esas etapas sin dañar el sentido básico de un proceso histórico, que si bien estuvo, como un todo, caracterizado por la dialéctica de continuidad y ruptura, lo fue con claro predominio de la primera.


  A las enunciadas particularidades les siguen dos explicaciones: el mensaje de que es portador este ensayo será más asequible al lector ya iniciado en el conocimiento de este período de la historia contemporánea de Venezuela y del personaje histórico estudiado. En algunas ocasiones el autor formula interrogantes que abren espacio para sugerencias interpretativas, a cargo de sentido crítico del lector.


  ***


  No me resigno a cerrar este corto ensayo introductorio sin aventurarme a realizar una breve incursión en la otra personalidad de Rómulo Betancourt. Me refiero a la personalidad hecha de una firme sencillez espiritual y una tenaz y alerta sensibilidad; esta última de la que, muy joven, él quiso desprenderse, para dirigir todas su energía y facultades hacia el liderazgo político, el dirigente teórico y el estadista que desde muy temprano decidió llegar a ser. Pero solo consiguió eclipsar esa personalidad, y esto como una hazaña, cual correspondía a su densa condición humana ingenuamente demostrada en trances de aflicción como en momentos de complacencia.


  Cuando al dar ejemplo de alternabilidad republicana, en febrero de 1964 no solo entregó el poder a un sucesor democráticamente electo, sino que decidió no volver a ser Presidente de Venezuela y dedicarse a poner en orden sus recuerdos y a estudiar la que había sido su obra sociopolítica, cesó el eclipse, los rasgos de personalidad contrariados retomaron el espacio del que habían sido relegados, revelando con ello la soledad de Rómulo Betancourt. Ella nada tuvo que ver con aislamiento; tampoco con verse privado de fieles compañeros, de genuinos amigos o de audiencia. Vivió la soledad de quien estuvo permanentemente acompañado, primero por los muy consecuentes compañeros y amigos a quienes llamaba Hermanitos; luego por un partido que él había concebido y creado, y el cual dirigió en la gran tarea de fundar la República liberal democrática. Sin embargo, anduvo en su prolongada vida histórica viviendo la soledad de aquel cuyo espíritu crítico y sentido de responsabilidad para con la obra emprendida le prohibían la quietud. Pero supo hallarse en paz consigo mismo, como lo manifestó, con la apropiada sencillez, cuando, cumplida su tarea, pudo quitarse la armadura del guerrero.


  La sencillez espiritual y la alerta sensibilidad hallaron espacio en la correspondencia con su hija Virginia Betancourt Valverde, depositada en su Archivo; y dejó muestras elocuentes. Haciendo balance íntimo, le escribió el 16 de abril, de 1964, a los pocos días de haberle entregado el poder, legal y legítimamente, a su Hermanito sucesor Raúl Leoni: «Estoy sereno y con alegría interior (...)». Siendo juez de su más preciado atributo, en la misma carta, se refirió a dos almuerzos con gentes del New York Times y de Life: «(...) Esta gente quiere que yo escriba lo que a ellos les interesa. Y por unos cuantos miles de dólares, ni que fueran millones de dólares, vendo yo mi pensamiento y mi ideario. La frase es campanuda, pero tu sabes que responde a una actitud mía de siempre (...)». Si bien el 22 del inmediato junio, desde Berkeley, escribió también a su hija Virginia: «(...) no quiero ni puedo trabajar de balde. Tengo que pensar en hacerme de una reserva de dinero, pequeña pero reserva, para no vivir bajo apremios económicos (...)».


  En su trayectoria de líder, dirigente y orientador, enfrentando situaciones frecuentemente extremas, Rómulo Betancourt sobrellevó, con firmeza de carácter y entereza de ánimo, momentos que sacudieron su espiritualidad y su conciencia hasta en los más altos niveles. Renunció a amistades que creyó consolidadas, fue conmovido por pérdidas que incrementaron su soledad en todos los planos, supo ser implacable con quienes traicionaron su confianza, su generosidad estuvo pronta a manifestarse. Es poblada la gama de sus severos juicios sobre personalidades. A la vez que expresó profundo pesar en la ocasión de pérdidas irreparables. El 22 de abril de 1964, desde Nueva York, escribió a su hija Virginia: «(...) La visita a la tumba de Kennedy [presidente John Fitzgerald] me produjo mucha emoción. Medí la magnitud de esa pérdida, y para mí la ausencia definitiva de un hombre con quien compartí ideas y aspiraciones de bien para las gentes. La barrera del idioma no fue obstáculo para esa vinculación (...)».


  También dejó brotar su sensibilidad, en modo que linda con la ingenuidad, refiriéndose a una comida poco feliz y a un para él hallazgo culinario: «(...) Me desquité en Kioto, comiendo un delicioso plato japonés, –el tempura–. Son varios pescados y mariscos, fritos y envueltos en el más sofisticado de los empanados, unas especies de hilos cristalinos, que estallan entre los dientes (...)».


  Me detengo. Corro el riesgo de invadir el reino de los biógrafos.


  Caracas, agosto de 2010


  Glosario básico


  Acercarse al estudio de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt impone encarar requerimientos, metódicos y criteriológicos, orientados a ubicar esa personalidad histórica en la conjunción de específicas coordenadas crono-espaciales; y en correlación con el juego de actores sociales entonces –y quizás tampoco ahora– no del todo bien definidos o caracterizados. Esto, en medio de una trama de factores de condicionamiento sociopolítico e ideológico inmersos, a su vez, en una dinámica de acelerada evolución histórica internacional, con repercusiones acentuadas en lo nacional.


  Tales consideraciones me llevaron a componer esta suerte de glosario, ajustado, en su mayor parte, a la acepción de los conceptos que lo componen, de uso regular en la Venezuela de los tiempos en que se desenvolvió la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. No a la acepción manejada hoy por las ciencias sociales. Obviamente, para este fin he intentado recoger el pensamiento de Rómulo Betancourt, expresado en sus documentos y en su copiosa correspondencia.


  I


  El primer cuidado ha sido puesto en ubicar la vida histórica de Rómulo Betancourt en función de coordenadas. La primera puede ser enunciada como el tiempo histórico, entendiendo por tal la resultante de la evolución de la instauración de la República hasta el momento cuando comenzó a asomarse la presencia histórica de Rómulo Betancourt, con sus primeros pasos, no ya como integrante de la denominada Generación del 28 ni como novicio militante político, sino como emergente líder tenazmente orientado hacia el ejercicio del Poder Público, lo cual alcanzaría a partir del 18 de octubre de 1945. Esto ocurrió cuando dejó de ser uno de los estudiantes en rebeldía contra el régimen despótico de la dictadura liberal regionalista, personificada por el Gral. Juan Vicente Gómez Chacón; cambio de condición marcado por haber redactado el denominado Plan de Barranquilla, fechado en el 22 de marzo de 1931; puesto a la consideración de sus llamados Hermanitos, como expresión primaria de su determinación de liderazgo.


  La otra coordenada puede ser enunciada como el espacio sociohistórico, entendido como un cuadro en el cual confluyeron tres grandes aportes de conocimiento y de vivencia. Todos valorados teniendo en cuenta las dificultades políticas y técnicas que impedían el acceso expedito a la información.


  El aporte básico de esta coordenada está representado por la Venezuela que Rómulo Betancourt vio y vivió antes de acceder al desempeño del Poder Público. Es decir, el cuadro de la sociedad venezolana tal como se desprende de la visión registrada por Rómulo Betancourt, en dos momentos altamente significativos en su formación política: el cuadro parcial e inmediato que llevó al exilio cuando cumplía veinte años; y el que exploró vehementemente a partir de su retorno del exilio –que fue, en propiedad, su virtual llegada a Venezuela–, en febrero de 1936. Esta visión se vio ratificada por la inferida del estudio crítico del Programa de Febrero, propuesto por el presidente Gral. Eleazar López Contreras el 21 de febrero de 1936; el Plan Trienal Político-Administrativo, propuesto en abril de 1938; y los programas de las organizaciones políticas surgentes. Estos documentos suplieron, al listar lo que había por hacer, la falta de información estadística confiable, puesto que la ofrecida durante la dictadura gomecista no lo era; y no había fuentes alternas. El Programa de Febrero, formulado en las postrimerías de la dictadura liberal regionalista, tuvo el propósito de rescatar la República liberal autocrática, mediante programas reformistas en lo social y lo económico, que encubriesen el propósito de mantener secuestrada la soberanía popular y controlada la formación del Poder Público.


  Un aporte, en gran parte determinante, de la formación política del personaje histórico que estudiamos, está representado por la América Latina que vio y vivió Rómulo Betancourt durante sus tres primeros exilios; reconociéndole especial significación al primero de ellos, transcurrido entre 1928 y 1936, por cuanto en la vivencia-visión que adquirió de un escenario sociopolítico amplio y diverso se insertó su visión primaria y limitada de Venezuela. Con esta última contrastaban la vivida directamente en el Caribe y América Central; y la conocida mediante los precarios medios de información de que pudo disponer. En suma, supo de sociedades que se debatían entre los factores condicionantes del pasado decimonónico, la contienda entre dictadura y libertad, y el atractivo de nuevas proposiciones ideológico-políticas derivadas, todas, del socialismo; y este, a su vez, derivado del originario humanismo marxista en el que también él se iniciaba.


  Un aporte, determinante, estuvo representado por el escenario internacional respecto del cual se desenvolvió Rómulo Betancourt. Es una de las constantes más reveladoras de su evolución, desde su formación primaria hasta su ocaso como político activo. Fue persistente su esfuerzo, frecuentemente de visionario, por captar la marcha de la sociedad venezolana, correlacionándola con vastos escenarios políticos, económicos e ideológicos. En síntesis, esta preocupación estuvo dominada por la percepción crítica de dos antagonismos básicos: el de democracia vs. totalitarismo, en función de la Segunda Guerra Mundial; y el de mundo libre vs. comunismo, durante la Guerra Fría. Cabe resaltar el hecho de que le tocó interpretar el papel de Venezuela en esos dos momentos culminantes del siglo XX; y fijar posición política activa respecto de ellos.


  II


  Los actores sociales, que no estaban entonces bien definidos –y quizás tampoco lo estén ahora del todo– fueron caracterizados genéricamente, durante la porción primaria, y quizás la más determinante, de la vida histórica de Rómulo Betancourt. Pero lo fueron más como resultantes de la realidad social directamente percibida, y de valoraciones sociopolíticas entonces debatidas, que de estimaciones estadísticas; menos aún de mediciones razonablemente confiables. En este elenco son globalmente identificables los siguientes actores:


  Los pueblos, percibidos como los habitantes históricamente asentados, esparcidos en vastos espacios rudimentarios, y desasistidos de los beneficios básicos de la cultura y la civilización modernas; privados, salvo muy contadas excepciones, de participación social, cultural y política organizada y significativa; agobiados por la precariedad ambiental, la desnutrición y la malnutrición, los vicios y la enfermedad; y abrumados por creencias socioculturales fundadas en esquemas interpretativos cargados de desconfianza en la aptitud y las posibilidades de esos pueblos para rescatarse de tal carga de atraso.


  Burguesías incipientes y viciadas, asentadas en núcleos urbanos estancados y deteriorados. Eran herederas universales del poder colonial, agazapadas, por lo general, en sus privilegios de extorsionadores de sus pueblos respectivos, al amparo de la República liberal autocrática; como secuela, remedo o resabio, en conjunto, de la monarquía colonial absoluta incrustada en los modos sociales; al igual que en los procedimientos gubernativos de esa República y acentuados en su fase terminal la dictadura liberal regionalista.


  Caudillos y dictadores, parapetados tras las formas constitucionales de la República liberal autocrática, sucesora de la tal monarquía absoluta, selectivamente demolida al ser edificada la República de Colombia, alias Gran Colombia, a partir de 1819-1821. La expresión más acabada de esta situación era la dictadura liberal, militarista, y en el caso de Venezuela también regionalista, afincada en el secuestro de la soberanía popular y valida de la perversa asociación conceptual entre independencia y libertad; utilizada como coartada para oprimir, impunemente, a los respectivos pueblos privados de libertad, so pretexto de defender la independencia de Estados usurpados de hecho por caudillos y dictadores.


  Juventudes, estudiantes e intelectuales inconformes, en los que se advertía la impronta de la rebeldía contra la dictadura y la reivindicación de la libertad, envueltas ambas actitudes en la desorientación ideológica y la precariedad formativa, en lo concerniente a las corrientes ideológicas de la modernidad.


  III


  Los factores de condicionamiento sociopolítico, en cierto grado determinantes del estado general de la sociedad venezolana en la que se desenvolvió –en acto y en potencia– la primera etapa de la vida política de Rómulo Betancourt, admiten el ser clasificados como los que habían regido esa sociedad en el relativo largo período histórico; y los de reciente inserción en el curso histórico de la sociedad. Entre los primeros cabe mencionar el legado psicosocial del pasado monárquico colonial; la perduración social de la esclavitud, trocada en peonaje; el latifundismo, disimulado en la economía de hacienda; el colonialismo mental, disfrazado de actualización informativa; el obtuso regionalismo y el caudillismo, disfrazados de personalismo republicano. Entre los segundos factores condicionantes destacan: el prepotente militarismo tradicional, el penetrante imperialismo moderno –real e ideologizado–, y el efecto distorsionador de la comprensión de la realidad, derivado de la adopción acrítica de novedosas proposiciones ideológicas. Reunidos, estos factores arrojaban un balance no ya de estancamiento sino de un atraso que llegó a ser considerado como poco menos que insuperable.


  La erradicación del legado del pasado monárquico tropezaba con la dificultad generada por una modalidad de la conciencia histórica mantenida en el engaño de que se omitiese el haber sido la venezolana una sociedad monárquica colonial; hasta el punto de que los signos que delataban la supervivencia de la conciencia monárquica eran interpretados como problemas inherentes a la construcción de la República, y no como secuelas de la demolición y erradicación de la conciencia monárquica, persistentes en el ordenamiento sociopolítico, al expresarse en autocracias que estaban más cercanas de la monarquía absoluta que de la República; y en actitudes sociales e individuales correspondientes más al comportamiento del súbdito que al del ciudadano.


  La abolición social de la esclavitud moderna requería que se superase la simplista creencia de que la abolición legal de la misma significaba su definitiva liquidación; cuando era evidente la supervivencia del rasgo más tenaz de tal esclavitud, que, combinando orgánicamente la discriminación social con la racial, perduraba en la marginación social, la pobreza y el analfabetismo en que se hallaban estancados los descendientes, todavía histórica y socialmente inmediatos, de los antiguos esclavos.


  El latifundismo, entendido como forma de control socioeconómico basado en la propiedad excluyente de la tierra económicamente rentable; y en la sujeción de la mano de obra agrícola mediante procedimientos extraeconómicos. Originado en el proceso de implantación de la nueva sociedad, iniciado en el siglo XVI, resultó reforzado por la política republicana de adjudicación de haberes militares, formulada y practicada para retribuir los esfuerzos y sacrificios de los combatientes independentistas; y para alivio del Fisco republicano. También por la de enajenación y arriendo de tierras baldías, específicamente dirigida, por sus términos, a favorecer la recuperación y ampliación de la gran propiedad agraria, y de su desempeño como fundamento de la economía de la naciente República y como factor principal del restablecimiento de la estructura de poder interna de la sociedad independiente. Amparaba esta situación la errónea interpretación historiográfica de tales procedimientos como la expresión de una suerte de adelantado agrarismo, potencialmente revolucionario.


  El colonialismo, entendido como rezago histórico y como expresión tardía de los imperios históricos, pues substituía el despojo territorial por prácticas comerciales y financieras expoliadoras. Pesaba sobre la recuperación de la economía, todavía perturbada por la disputa de la Independencia, y sobre el erario exhausto. Este enfoque del relacionamiento internacional, en su caracterización leninista, generó dos categorías generalmente adoptadas, al diferenciar entre pueblos coloniales y pueblos semicoloniales; estos últimos en razón de su independencia política, considerada nominal.


  El regionalismo, como expresión sociopolítica, en el ámbito de la República, del provincialismo históricamente originado, ponía de evidencia la baja integración nacional; tanto en el orden político-territorial como en el cultural e ideológico. Podría considerársele comprobación de la condición invertebrada socioespacial de la nacionalidad, de la elementalidad caudillesca de la función sociopolítica y del aislamiento cultural generalizado.


  El caudillismo tradicional, entendido como el caudillismo militar secuela de la disputa de la Independencia, combinado con el personalismo político, auspiciado por la perversión de la práctica electoral republicana, popular representativa, de formación del Poder Público. En este trayecto se sucedieron y se barajaron, en triste gama, el caudillo-prócer; el caudillo doctor-y-general, el líder carismático y el hombre necesario –trocado este último por Laureano Vallenilla Lanz en el afrancesado gendarme necesario–, pero substitutos todos del genuino ejercicio de la soberanía popular republicana.


  En este tejido de los factores de condicionamiento sociopolítico, que regía la incipiente conformación republicana de la sociedad implantada venezolana, se insertaron tres expresiones de la modernidad que tuvieron profunda y perdurable repercusión: el militarismo, el imperialismo moderno y el que he denominado efecto distorsionador de la comprensión de la realidad derivado de la adopción acrítica de novedosas proposiciones ideológicas.


  El militarismo, que asociado con el caudillismo tradicional fue señalado como secuela de la disputa de la Independencia, por haberse originado en el campo de los defensores del nexo colonial, engendró una modalidad de conciencia que se nutría del zafio desdén del soldado respecto del civil. A partir de 1903, fue fundada la Academia Militar, «(...) para atender a la educación militar de las clases que han de constituir el Ejército Nacional» y «de acuerdo con los sagrados deberes que impone la defensa nacional, y los últimos progresos de la noble carrera de las armas»[5]. Con ello se echaron las bases para la conversión del montonerismo tradicional en un militarismo primario, asentado en el mito de ser los militares, avalados por el despotismo, los necesarios garantes del orden y dispensadores de la eficiencia.


  El imperialismo, entendido como resultante de la articulación conformante y avasallante, con el sistema capitalista mundial –procurada desde los congresos de la República de Colombia, alias Gran Colombia– y promovida eficazmente bajo el denominado guzmanato[6]. Tal articulación había entrado en una nueva fase, la moderna, generada por la Segunda Revolución Industrial. La expansión del nuevo capitalismo internacional, bien avenido con la dictadura liberal regionalista, al mismo tiempo que actuaba, de hecho, como impulsor de procesos de cambio social, era vista por los más actualizados de los entonces campeones de la lucha contra la dictadura, con arreglo a la concepción leninista expresada como el imperialismo fase superior del capitalismo, dando pie al que he denominado efecto distorsionador de la comprensión de la realidad derivado de la adopción acrítica de novedosas proposiciones ideológicas. Se configuró de esta manera el principal adversario ideológico enfrentado por Rómulo Betancourt, al cabo de su proceso de decantación ideológica.


  IV


  Solo con extrema prudencia es posible intentar diferenciar entre los factores de condicionamiento ideológico y los factores de condicionamiento sociopolítico. Siempre habrá de tenerse el cuidado de subrayar la interacción que se da entre ellos.


  El liberalismo decimonónico quedó señalado como el camino a desechar, al considerase comprobado que no conducía a la libertad, por ser capaz de asociarse a la dictadura, contribuyendo a disimular la naturaleza despótica, militarista y regionalista de esta última, como quedó demostrado durante la primera mitad del siglo XX. Continuó anidando en la conciencia de los llamados caudillos tradicionales, opuestos al Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, que no a la dictadura como expresión terminal de la República liberal autocrática, valida del secuestro de la soberanía popular; fundamento de la condición tutelada de la sociedad.


  La aspiración democrática, doctrinaria y lastrada de liberalismo decimonónico, fue postulada como criterio para la organización política del Estado mediante el Decreto de garantías, dictado por el Gral. Juan Crisóstomo Falcón, en Caracas, el 18 de agosto de 1863. Fue traducida al federalismo en la Constitución de los Estados Unidos de Venezuela, promulgada por el mismo el 13 de abril de 1864. Permaneció eclipsada durante la autocracia guzmancista. Fue reivindicada de manera programática en la transición de los siglos XIX y XX; eclipsada de nuevo durante la dictadura liberal regionalista; nuevamente reivindicada de manera programática en la fase final de esa dictadura, e implantada como fundamento del Poder Público a partir de los acontecimientos iniciados el 18 de octubre de 1945.


  El socialismo-comunismo fue recibido por algunos de los jóvenes rebeldes –incluido Rómulo Betancourt–, quienes según propia confesión de este último habían permanecido ayunos del conocimiento de las nuevas ciencias sociales y proposiciones ideológico-políticas, como la alternativa revolucionaria respecto del liberalismo tradicional, que lucía incapaz de autorrenovarse. Esta suerte de fascinación ejercida por el humanismo marxista, e inicialmente también por el leninismo, comenzó a disiparse al ser remplazado este último por la dictadura del proletariado encarnada en la de José Stalin. El 20 de julio de 1936 fue promulgada por el Gral. presidente de la República, Eleazar López Contreras, albacea del dictador Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, la Constitución aprobada el 16 del mismo mes y año, por el Congreso heredado de la dictadura gomecista. En el Inciso 6.º del Artículo 32, se reflejó la acusación de comunismo formulada por el ministro del Interior, Pedro M. Arcaya, contra los jóvenes estudiantes promotores y actores de la Generación del 28, al establecerse que: «Se consideran contrarias a la independencia, a la forma política y a la paz social de la Nación, las doctrinas comunista y anarquista; y los que las proclamen, propaguen o practiquen, serán considerados como traidores a la Patria y castigados conforme a las leyes». «Podrá en todo tiempo el Ejecutivo Federal, hállense o no suspendidas las garantías constitucionales, impedir la entrada al territorio de la República o expulsarlos de él por el plazo de seis meses a un año si se tratare de nacionales o por tiempo indefinido si se tratare de extranjeros, a los individuos afiliados a cualquiera de las doctrinas antedichas, cuando considere que su entrada al territorio de la República o su permanencia en él pueda ser peligrosa o perjudicial para el orden público o la tranquilidad social».


  El concepto de humanismo marxista, intenta recoger la esencia del planteamiento doctrinario que se desprende de los textos primarios del marxismo, bien representados por el Manifiesto comunista de 1848, cuyos autores, Carlos Marx y Federico Engels, reflejando quizás la influencia del que fue calificado como socialismo utópico, se propusieron como objetivo crear las condiciones sociales para que pudiese formarse el hombre nuevo; concebido como un ser esencialmente libre. Y por lo mismo, libre de la explotación y del trabajo en condiciones inhumanas; libre de la credulidad y la superstición; y libre en el ejercicio de sus facultades intelectuales. Las derivaciones totalitarias del humanismo marxista trocaron esa libertad auspiciada, que concernía básicamente al individuo, por una militancia dirigida a crear una nueva Humanidad en la que el hombre libre resultaría insumido.


  El tenaz anticomunismo demostrado por Rómulo Betancourt desde el inicio de su tercer exilio, en 1948, especialmente acentuado en el tratamiento de la cuestión sindical, admite tres explicaciones: a) Rechazo de los militantes del Partido Comunista de Venezuela (PCV), por su defensa del régimen representado por el Gral. presidente Isaías Medina Angarita; por la actitud que asumieron ante el golpe militar del 24 de noviembre de 1948 y por su complacencia inicial con la Junta militar. b) Temor a la repercusión que podría tener toda sospecha de avenimiento con los comunistas en los países que integraban el Campo del mundo libre contra el comunismo, particularmente en los Estados Unidos de América; y en el movimiento sindical internacional, en el que Rómulo Betancourt cifraba grandes esperanzas; todo en el marco de la Guerra Fría. c) Tal acercamiento podría corroborar la sospecha injustificada de que la instauración de la República liberal democrática, en 1945-1948, estuvo dirigida por comunistas disfrazados de adecos, aludiéndose con ello al pasado ideológico-político de Rómulo Betancourt y de sus Hermanitos.


  Las derivaciones expresamente totalitarias del socialismo, entendiendo por tales el estalinismo, el fascismo, el nacionalsocialismo y el falangismo, eran asociadas con la dictadura por implicar la negación de la libertad, en una primera instancia; y por ser corrientes ideológicas negadoras de la democracia, al ser uniformadoras del pensamiento, violatorias de los derechos humanos y usurpadoras de la soberanía popular.


  El intelectualismo retórico y escapista era criticado y rechazado con dureza por ser considerado la antítesis de la militancia revolucionaria en el campo de las ideas, de la cultura y de la política; hasta el punto de que ese rechazo abarcaba lo académico puesto al servicio de la dictadura liberal regionalista.


  Los postulados ideológico-políticos del campo de la democracia, en sus dos tiempos, el de la fundamentación ideológica de la conformación del denominado Gran frente de la democracia contra el fascismo, durante la Segunda Guerra Mundial; y el del Campo del mundo libre contra el comunismo, durante la Guerra Fría, resultaban de la suma de los postulados de la doctrina de las cuatro libertades, proclamada por el presidente Franklin Delano Roosevelt, como fundamento ético de la libertad; y de la Carta del Atlántico, suscrita por el precitado y el primer ministro Winston Spencer Churchill, como fundamento del principio de la autodeterminación de los pueblos. Estos preceptos fueron relegados también por las democracias victoriosas, en función de los requerimientos de la lucha contra la expansión comunista durante la Guerra Fría.


  V


  Respecto de algunos de los conceptos empleados en este ensayo, tales como democracia, autocracia y dictadura, me abstendré de proponer definiciones. Me limitaré a puntualizar que el sentido en que los empleo se desprende del contexto. Esto lo hago consciente de que ello suscitará reparos, sobre todo de parte de quienes creen posible definir rigurosamente manifestaciones sociopolíticas que han adquirido diferentes connotaciones según tiempos y países, según culturas y tradiciones.


  Por garibaldismo ha de entenderse la inclinación a emprender expediciones, o a realizar incursiones, en las cuales prevalecían la determinación de un grupo y el arrojo de un jefe o caudillo, cuya estrategia consistiría en confiar en que la osadía demostrada suscitaría respaldo social y, por lo mismo, el crecimiento de la pequeña hueste incursora. Derivados son el garibaldismo primario, para significar la forma elemental y rudimentaria de tal práctica política; y como neogaribaldismo se quiere significar los intentos de renovar esa práctica valiéndose del apoyo y financiamiento, directo o indirecto, de gobiernos con los cuales los incursores tienen afinidad política o ideológica. Son ejemplos de esto último la frustrada Operación Berta, planeada por los asilados acciondemocratistas en Cuba, y las incursiones de militantes del Partido Comunista de Venezuela (PCV) y del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), con patrocinio y participación de militares fidelistas, durante la reinstauración de la República liberal democrática.


  Los términos República liberal autocrática, dictadura liberal regionalista y República liberal democrática se caracterizan en función de la vigencia o no, y el pleno ejercicio de la soberanía popular, como fundamento de los procedimientos y la práctica de los tres criterios básicos, válidos para calibrar el significado democrático de un régimen sociopolítico: la formación del Poder Público, el ejercicio del Poder Público y la finalidad del Poder Público. A su vez, las tres modalidades del Poder Público enunciadas, se hallan insertas en el Proyecto Nacional, que, fundado en la soberanía nacional, ha normado los esfuerzos por instaurar el régimen sociopolítico republicano desde los inicios de la crisis de la monarquía colonial. Conforman el Proyecto Nacional las manifestaciones de las aspiraciones socioindividuales que alcanzan a expresarse como políticas públicas en la organización constitucional de la Nación; y en la suma de leyes, prácticas, formas organizativas y creencias socialmente imperantes, que rigen y orientan el desenvolvimiento de la sociedad.


  La República liberal autocrática, caracterizada por el secuestro de la soberanía popular, aunque enmarcado formalmente en el ordenamiento constitucional liberal, se rige por el ejercicio autocrático del Poder Público. Fue instaurada en 1830, al ser rota la República de Colombia, alias Gran Colombia, y perduró hasta 1945-1946. La dictadura liberal regionalista es la fase terminal de la República liberal autocrática, caracterizada por el ostensible falseamiento del ordenamiento constitucional liberal, el ejercicio abiertamente despótico del Poder público y la preferencia regionalista de la función gubernamental en todos sus niveles. La República liberal democrática, cuya instauración se inició en 1945-1946, se caracteriza por el rescate de la soberanía popular y su vigencia plena y ampliada, cual se ilustra en la presente obra.


  Las demarcaciones sociopolíticas denominadas repúblicas se inscriben en el continuo sociopolítico representado por el Proyecto Nacional formulado a medida que se le instauraba, partiendo de la abolición de la monarquía y de la instauración primaria de la República. En lo concerniente a la formación del Poder Público, y a su legitimación, ello significaba la substitución de la voluntad divina, manifiesta a través de la Corona, por la voluntad de la Nación, expresada mediante el ejercicio de la soberanía popular. El Proyecto Nacional venezolano siguió el curso de la institucionalización de la República, en lo jurídico; y de la integración de la sociedad republicana en sus diversos niveles y componentes: desde la estructuración territorial hasta la conformación de la conciencia nacional, representada por la superación de la condición de súbdito y su remplazo por la de ciudadano.


  Caracas, 8 de julio de 2008


  PARTE I.

  Coordenadas iniciales de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt


  Que triunfante la revolución deben elevarse a canon los principios democráticos proclamados por ella y conquistados por la civilización, a fin de que los venezolanos entren en el pleno goce de sus derechos políticos e individuales.


  «Decreto de Garantías» dictado en Caracas, el 18 de agosto de 1863, por el

  GRAL. JUAN CRISÓSTOMO FALCÓN. (Documentos que hicieron historia, 1810-1989, vol. I, p. 572)


  Se califican de iniciales las coordenadas respecto de las cuales a Rómulo Betancourt le cupo hacer un papel esencialmente receptivo de sus efectos, aunque esa posición muy pronto se volvió crecientemente contestataria. A partir de su llegada a Venezuela –porque ella fue más que un retorno–, el 6 de enero de 1936, al término de su primer exilio, iniciado el 6 de junio de 1928, las coordenadas de su personalidad histórica reflejaron, en buena parte, su actuación destinada a modificar las iniciales. Cabe subrayar el hecho de que en ambas etapas las coordenadas son tratadas en este ensayo como las percibió y valoró Rómulo Betancourt; no como los estudios posteriores hayan podido establecerlas y valorarlas.


  Tiempo histórico en el que se inscribió la personalidad histórica de Rómulo Betancourt


  El tiempo histórico inicial en el que se inscribió la fase primaria de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt se corresponde, desde el nacimiento de este, el 22 de febrero de 1908, con la etapa culminante de la dictadura liberal regionalista. El régimen sociopolítico así instaurado, abiertamente despótico y dictatorial, representó la absoluta degradación institucional, política y administrativa de la República liberal autocrática, establecida una vez rota, en 1830, la República de Colombia, alias Gran Colombia, en la cual la República de Venezuela y la República de la Nueva Granada habían sido fusionadas, mediante Ley fundamental, desde el 17 de diciembre de 1819. A partir de la que fue, en realidad, su virtual llegada a Venezuela, la actuación pública de Rómulo Betancourt estuvo dirigida a combatir las secuelas de lo que en carta a Mariano Picón Salas, fechada en el 10 de febrero de 1932, denominó el gomezolato; y la perduración, en las postreras dos etapas de ese régimen sociopolítico, de las coordenadas iniciales en las que él se había desenvuelto. Lo intentó en un escenario de atraso generalizado que, como consecuencia de su reciente articulación con el sistema capitalista moderno, comenzaba a reflejar las repercusiones socioeconómicas y culturales de esa vinculación y entraba a experimentar de manera profunda las repercusiones de los más graves acontecimientos mundiales del siglo XX.


  El tiempo histórico venezolano


  La comprensión del enrevesado cuadro del que podría denominarse el tiempo histórico venezolano, atendiendo a sus signos de especificidad, reclamaría que se le ubicase, siquiera sumariamente, en la evolución sociopolítica republicana hasta 1928; yendo desde la abolición de la monarquía, en sus diversas fases –absoluta, constitucional y aun republicana–, hasta el establecimiento de la dictadura liberal regionalista, nacida con el siglo XX. Tenida cuenta de que esta última representó la fase degenerativa de la República liberal autocrática, que fuera instaurada luego de ser rota la República de Colombia, alias Gran Colombia. Esa República autocrítica fue, a un tiempo, producto del rechazo argumental –y prolongación real– de la dictadura comisoria de hecho instaurada en 1828 por Simón Bolívar, al ser perpetuada tal dictadura mediante el consiguiente secuestro de la soberanía popular.


  Pero, cabe preguntarse si hubo entonces alternativa válida en cuanto a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público, dado que era patente la condición monárquica de la población, que habría de ser gobernada por un sector todavía reducido de combatientes por la Independencia; quienes, además, habían abolido la Monarquía a cuyo cobijo se había acomodado esa población desde que José Tomás Boves restauró desde dentro, en 1814, el nexo colonial que fuera estabilizado por Pablo Morillo, comandante del cuerpo de ejército expedicionario arribado de inmediato.


  En el curso de esa abigarrada evolución sociopolítica siguió el suyo la democracia. Corrió en las menciones conceptuales primarias, envueltas en la denuncia del despotismo, representado por la monarquía absolutista cuya abolición se halla, expresa, en los términos de las proclamas elaboradas por los conspiradores de La Guaira de 1797; e implícita, en la reivindicación autonomista de 1810, y en la declaración de Independencia de 1811. Culminó su marcha con la instauración del régimen sociopolítico liberal democrático, a partir de 1946; pasando por su inicial planteamiento como aspiración constitucional en 1863; y asomándose en las menciones programáticas de fines del siglo XIX; mas también padeciendo abusos como el de ser invocada, cual principio legitimador, en el montaje de la etapa gomecista de la dictadura liberal regionalista.


  El tiempo histórico internacional


  El tiempo histórico internacional –en la fase inicial de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt– comprendido, básicamente como el ámbito continental americano y europeo, conformaba un gran escenario sociopolítico; entendido como la red de interacciones en la cual quedaba, más que ubicada, atrapada, Venezuela, si bien casi exclusivamente como contribuyente, dada su ascendente significación como área petrolera, con posterioridad a la Primera Guerra Mundial; y como consecuencia del creciente uso del petróleo para fines energéticos, industriales y militares. Se crearon, de esta manera, las condiciones para que el imperialismo moderno suplantase al colonialismo decimonónico y los cobros compulsivos padecidos por la República hasta comienzos del siglo XX. Si bien estas dos modalidades del traumático relacionamiento con el sistema capitalista en expansión fueron percibidas, hasta la Segunda Guerra Mundial, como un continuo, a partir de ese momento pudieron ser comprendidos e interpretados como fenómenos esencialmente específicos.


  Parece razonable enunciar algunos grandes acontecimientos como puntos de referencia relevantes para la comprensión de esta evolución del tiempo histórico venezolano. La Primera Guerra Mundial, caracterizada por el leninismo como una guerra antiimperialista, aportó simultáneamente la primera revelación de la vulnerabilidad socioeconómica de Venezuela y el despertador de su importancia como probable área petrolífera. La Revolución rusa marcó la irrupción de un cambio de fondo en el escenario sociopolítico internacional, inaugurando la doctrina de la revolución mundial, resultante de la confrontación entre el socialismo surgente como proyecto estatal y el capitalismo en su caracterización imperialista leninista. Acentuó el atractivo de Venezuela como potencial área petrolífera la pérdida, para el proceso capitalista, de los yacimientos de Bakú, expropiados por el Estado soviético; a lo que se sumó la nacionalización petrolera mexicana. La expectativa de guerra en Europa, vinculada con la guerra civil española (1936-1939), hizo sonar la alarma sobre la extrema vulnerabilidad de la estructura socioeconómica de la sociedad venezolana.


  El gran escenario ideológico-político


  El gran escenario ideológico-político estuvo conformado por las repercusiones del reordenamiento de las esferas de influencia resultantes del desenlace de la Primera Guerra Mundial; y de las repercusiones ideológico-políticas de los efectos socioeconómicos de la Gran Crisis de 1929; crisis que tuvo fuertes y perdurables efectos en la Venezuela agropecuaria. En este escenario, el socialismo post-Marx, caracterizado por su alejamiento respecto del humanismo marxista primario, fue progresivamente sacrificado en aras de la teoría política leninista del poder.


  La resultante ramificación del socialismo condujo a la generación de respuestas al escenario sociopolítico internacional, representadas por la socialdemocracia, el leninismo, el fascismo, el nacionalsocialismo y el estalinismo. Tanto el estalinismo como el nacionalsocialismo alentaron propósitos de hegemonía mundial, llegando a compartir consignas dirigidas contra el capitalismo y el imperialismo; pero sobresalió el papel desempeñado por la III Internacional comunista en la conformación del escenario político-ideológico mundial, mediante el funcionamiento coordinado de los partidos comunistas y gracias a una intensa actividad propagandística
y proselitista que, al contrario, no establecía diferencias entre pueblos ni razas. Por su parte, el nacionalsocialismo hizo valer la emigración alemana, estimulada por la propia crisis alemana, para montar una red de propaganda que daba a conocer el que en términos de hoy bien ha podido ser denominado el milagro alemán, representado por el führer Adolfo Hitler.


  El espacio sociohistórico al que correspondieron la dimensión ideológica y la acción histórica iniciales de Rómulo Betancourt


  El espacio sociohistórico al que correspondieron la formación ideológica y la acción histórica iniciales de Rómulo Betancourt se ubicó entre 1928 y 1935. A partir de su llegada a Venezuela, el 6 de enero de 1936, vale recordarlo, las coordenadas iniciales de su personalidad histórica reflejaron el impacto de su afinada y enriquecida visión del escenario venezolano, y las vicisitudes de su actuación política dirigida a modificar dichas coordenadas, hasta el punto de inducirlo a reformular su teoría de la revolución fraguada durante el exilio.


  El espacio sociohistórico nacional


  El espacio sociohistórico nacional en el que estaba llamado a desenvolverse políticamente Rómulo Betancourt puede ser entendido como el resultante del proceso expansivo de su conocimiento de un espacio sociohistórico con el cual establecía un contacto directo, enriquecedor de la evocación de su contacto juvenil con el mismo; y de su interpretación con arreglo a la visión teórico-política básica marxista. Esta confrontación con la realidad le llevó a valorar críticamente la generalizada atmósfera, de precariedad y atraso, en la que se desenvolvían los actores políticos y la sociedad toda, hacia cuya transformación modernizadora iban dirigidos sus afanes de líder. Una referencia muy elocuente de esta situación la ofrece la Guía General de Venezuela, 1929[7], por supuesto dedicada «Al general Don Juan Vicente Gómez, Presidente constitucional de los Estados Unidos de Venezuela». Baste decir que, según esa Guía la inauguración de unos pocos metros de cloacas era una elocuente muestra de progreso, merecedora de una fotografía; al igual que una modesta edificación pública era calificada de majestuosa. En la información ofrecida sobre el estado Táchira, que según la obra tenía registrados 181 automóviles y 189 camiones, era «(...) por su riqueza y por su situación [fronterizo con Colombia], uno de los más importantes de Venezuela».


  La exploración que emprendió del espacio sociohistórico nacional le permitió a Rómulo Betancourt levantar el inventario de las cuestiones sociales básicas, percibidas y valoradas en acuerdo con el escenario sociopolítico de la etapa final de la dictadura liberal regionalista, que transcurrió en dos tiempos sucesivos, representado el primero por el Gobierno del Gral. Eleazar López Contreras, (1936-1941), como heredero y albacea testamentario de facto del eterno dictador Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, fallecido oficialmente el 17 de diciembre de 1935; y el segundo tiempo representado por el Gobierno del Gral. Isaías Medina Angarita (1941-1945), designado por su predecesor; lo que determinó que el gobierno de este último fuese función del nuevo tiempo histórico, representado por las repercusiones de la Segunda Guerra Mundial.


  Por cuestiones sociales básicas, condicionantes del espacio sociohistórico, cabría entender aquellas que, por ser generalizadas y constantes, influían de manera determinante en el funcionamiento del binomio sociedad-territorio; y condicionaban adversamente su eventual evolución hacia niveles más altos y mejores de existencia individual y colectiva; hasta el punto de constituir problemas nacionales perdurables, susceptibles de ser calificados de tradicionales. Tenían que ver con la aptitud física de la población, con su capacidad para desenvolverse en lo social y lo económico, y con las condiciones de vida, evaluadas estas en la porción mayoritaria de la sociedad, la de condición rural.


  La importancia de estas cuestiones para el debate político se advierte en la crítica hecha por Rómulo Betancourt, en un artículo publicado el 23 de mayo de 1938, al Plan Trienal Político-administrativo, presentado al Congreso Nacional por el presidente Gral. Eleazar López Contreras, el 7 de ese mes. Centró sus objeciones en la necesidad de la reforma fiscal y de la reorientación de la anunciada política del Estado dirigida a «(...) sanear, poblar y educar (...)». Estimó que la importancia de esta política no se compadecía con la distribución presupuestaria: «(...) Los ministerios de Relaciones Interiores, de Guerra y Marina y de Obras Públicas, son los favorecidos con presupuestos inflados. Mientras que Educación, Sanidad y Asistencia Social y Agricultura y Cría, han sido aumentados en proporción insuficiente a la magnitud de los problemas a resolver por esos despachos ejecutivos». En lo concerniente a la cuestión agraria, vinculada con el propósito de poblar, concluyó que el Plan «(...) elude el problema agrario del país. Las soluciones que aporta son soluciones técnicas, dejando en pie y sin rozar siquiera esa trágica perspectiva venezolana de tierra sin hombres y hombres sin tierras».


  La persistencia de las condicionantes sociohistóricas básicas, reveladoras de la ineficacia político-administrativa del régimen sociopolítico dictatorial liberal regionalista, determinaba la relatividad de la noción de progreso, empleada en función de los procesos de cambio derivados colaterales de la articulación con el sistema capitalista en expansión; articulación operativa desde el arranque efectivo de la explotación petrolera, en 1928-1930, que dotó a la dictadura de los relativamente cuantiosos ingresos fiscales de que carecieron los gobiernos de la fase precedente de la República liberal autocrática.


  El contacto directo con el espacio sociohistórico nacional


  El contacto directo con el espacio sociohistórico venezolano no solo comprometió, en su valoración y vigencia, los logros de la evolución teórico-política de Rómulo Betancourt. Impuso profundos reajustes en la visión que de ese espacio había llegado a conformar una suerte de espacio-exilio. Visto en sus elementos formativos, este había sido resultante de la confluencia de una diversidad de factores: el contacto e inmersión con otros escenarios sociohistóricos; la adquisición y el enriquecimiento crítico de una visión internacional asumida como modélica; el contacto directo con diversos círculos sociopolíticos e ideológico-políticos (asilados, venezolanos y otros); la gravosa superación de la precariedad vital; y el cuadro imaginado de la Venezuela deseable. En suma, el recién llegado a la Venezuela real habría de desenvolverse en un escenario cuya comprensión activa requería una alta dosis de lucidez y determinación.


  En lo concerniente al espacio-exilio, es necesario establecer dos planos que si bien están orgánicamente interrelacionados admiten cierto grado de diferenciación, atendiendo a sus expresiones fundamentales. Cabría diferenciar entre el espacio-exilio como ambiente, en el sentido de la particularidad del grupo social en el que ha de ubicarse, primordialmente, el exiliado; y el espacio-exilio como condicionante de la personalidad del exiliado, en razón de los retos vitales que deberá enfrentar. Por otra parte, la de exiliado puede tender a convertirse, de una situación pasajera en una prolongada; y, en algunos casos, en una sui géneris profesión, como le ocurrió, justamente, a Rómulo Betancourt, quien llegó a considerarse un profesional del exilio, dador de consejos a los novatos. En toda circunstancia, la de exilio es la más dura de las penas, porque convierte la libertad en una prisión que no solo resta de la vida sino que obliga, a quien sufre tal pena, a un cotidiano recomenzar en el que danzan el recuerdo y la añoranza, al son de una esperanza que parece poner más empeño en desvanecerse que en realizarse.


  Contra estos efectos, distorsionadores del sentido crítico, que emanan del exilio, libró Rómulo Betancourt una permanente lucha, en la que, desde muy temprano, incitó a participar a los exilados cuya guarda asumió, actuando en condición de líder y orientador de conductas, individuales y colectivas. Así quedó establecido en el Mensaje a compañeros de la emigración, desde San José de Costa Rica, del 12 de febrero de 1930. Abre una ambiciosa enunciación de propósitos: «En forma breve y recta al objeto me propongo enfocar la realidad venezolana [¿Con el tácito fin de comprenderla él mismo?], los problemas que estamos enfrentando los revolucionarios de la emigración, los deberes inmediatos por cumplir, como militantes en el extranjero de la oposición y, sobre todo, como representativos en ella de la última generación revolucionaria del país (...)». Llegó a hasta formular un compendio de ética política del exilado. Lo hizo en su Mensaje a compañeros de la Universidad Central de Venezuela, desde el destierro, del 19 de marzo de 1930. Luego de reseñar brevemente los acontecimientos que le llevaron al destierro, retó sus posibles efectos negativos: «(...) No importa. Entre mis convicciones ciudadanas y mis pasiones de hombre, no vacilo. Primero la república, después, si sobra sitio, la amistad (...)». Lo que le permitió sentenciar que «(...) Quien se sienta dinámico y altivo no es un paria bajo ningún cielo. No es extranjero en ningún país (...)». No obstante, nunca disimuló, mucho menos ocultó, el efecto que tuvo en su ánimo el permanente asedio de que era objeto por la precariedad de sus condiciones de vida y por la plena pobreza.


  El espacio sociohistórico latinoamericano y mundial


  El espacio sociohistórico latinoamericano y mundial fue asumido por Rómulo Betancourt, en la fase inicial de la formación de su personalidad histórica, en función de la posición vinculada de Venezuela en el conjunto de América Latina; regida esa visión por una voluntad de unión latinoamericana ante los retos brotados del espacio sociohistórico extralatinoamericano.


  Su enfoque del espacio sociohistórico latinoamericano y mundial se basó en la calificación de las economías respectivas, y en la comprobación de la naturaleza subordinada de la participación de América Latina en el intercambio económico internacional, sobre todo con los Estados Unidos de América, Alemania y Japón. Este fue el criterio primordial, como se correspondía con un enfoque marxista del capitalismo imperialista: la de productores de materias primas que concurrían en el mercado mundial con una doble desventaja. No controlaban sus fuentes de producción y menos aún tenían capacidad de intervenir en el mercado. Como contrapartida, prevalecía la condición de importadores netos de mercancías elaboradas, y la de parcialmente dependientes en cuanto a la subsistencia.


  De acuerdo con ese enfoque, la estructura de las economías de las sociedades latinoamericanas era también la base de los conflictos contemporáneos entre Estados latinoamericanos. De allí que en el terreno de los diferendos limítrofes, aunque derivados de la disputa de la Independencia, se advirtiesen las rivalidades interimperialistas; dando como resultado guerras estigmatizadas como fratricidas; además de sustentar la visión clasista leninista de la guerra, en virtud de la cual los potentados guerreaban entre sí utilizando obreros y campesinos como carne de cañón.


  En este cuadro predominaba la presencia de las relaciones entre América Latina y los Estados Unidos de América. Ante la comprobación de la circunstancia de que actuando separadamente los países latinoamericanos quedaban a la merced de las potencias imperialistas, y fundamentalmente de la de los Estados Unidos de América, la estrategia requerida habría de ser la conformación del bloque latinoamericano, amparada por una invocación ad hoc del pensamiento de Simón Bolívar. Rómulo Betancourt alentó visiblemente, durante casi toda su vida política activa, la creencia de que ello sería posible, sobre la base de una especie de mancomunidad de Estados democráticos.


  La convicción de la necesidad de tal mancomunidad, que permitiría reubicar a América Latina en sus relaciones con las más poderosas economías industrializadas, se acentuó, para Rómulo Betancourt, como consecuencia de la evolución, del cuadro europeo, desencadenada por el expansionismo político y territorial de los surgentes totalitarismos, representados por el nazifascismo y la Tercera Internacional estalinista. La vulnerabilidad de América Latina ante los credos totalitarios, que hallarían terreno propicio en el personalismo político imperante en las sociedades, en forma de caudillos y dictadores –y dada la ausencia de regímenes sociopolíticos democráticos–, determinaría la urgencia de establecer alianzas estratégicas con los países democráticos imperialistas, y particularmente con los Estados Unidos de América.


  PARTE II.

  Formación inicial del militante político Rómulo Betancourt: circunstancias y factores que condicionaron la gestación de su personalidad histórica básica


  (...) En cambio, la tradición de los Sucre no prospera. Imitar las vidas superadas es más áspero y más difícil que imitar las vidas elementales, donde la acción no es consciente camino hacia propósitos indesviables sino aleatorio vaivén al impulso de los apetitos y a tono con el color cambiante de los acontecimientos. A veces, muy pocas –suficientes, eso sí, para restarnos pesimismo– florece alguna vida gemela de la suya.


  «La personalidad del Mariscal A. J. de Sucre». Rómulo Betancourt. Antología política. Vol. I, p. 186


  En rigor, solo de manera convencional parecería posible delimitar dos etapas en esta instancia de la formación de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. Fue un proceso único y continuo. He querido, en realidad, identificar dos fases del mismo proceso: la de toma de conciencia del punto de partida, en cuanto a la formación militante; y la de puesta en marcha progresiva de la aspiración de liderazgo revolucionario; esto, a sabiendas de que tampoco es posible trazar una línea nítida de demarcación entre ambas fases. Busco, propiamente, subrayar las circunstancias que rodearon cada una.


  Así enfocadas las fases, creo posible apreciar mejor la magnitud del esfuerzo, de conducta e intelecto, requerido para cubrirlas; y la determinación con la que Rómulo Betancourt lo realizó. Pareciera que en esa determinación reside la clave de una personalidad tesonera, en la cual la que él mismo denominó terquedad fue factor del éxito alcanzado en ambas fases. Mas no la explicación suficiente de tal éxito, pues esta la proporcionaron también el fervor político revolucionario y el desarrollo del espíritu crítico aplicado, simultáneamente, a la lectura de los tiempos del exilio y la política; y a la asimilación crítica de las proposiciones ideológicas y doctrinarias.


  La circunstancia de que esa formación se iniciara sin que hubiese militancia política precedente hizo posible que una vehemente determinación de luchar por la libertad contra la dictadura pudiese subyacer a lo largo de su vida histórica. ¿Cómo el substrato liberal que lo indujo en su evolución hacia la socialdemocracia?


  El juego de las coordenadas iniciales en el que hubo de desenvolverse Rómulo Betancourt


  El juego de las coordenadas, sociohistóricas y socioespaciales en que hubo de desenvolverse Rómulo Betancourt no habría podido ser menos alentador para quien emprendía el que sería un largo camino, poblado de dificultades, que habría de culminar con la fundación de la República liberal democrática en Venezuela. No parece haberse planteado la cuestión, –en términos de que fuese o no posible resolverla; o quizás tenía esto último por factible, dada su voluntad de resolverla–, de que una sociedad atrasada, diseminada en un medio geográfico poco menos que avasallante, con una economía agropecuaria rudimentaria y muy escasa de recursos humanos capacitados, pudiese reunir las condiciones objetivas requeridas para promover una revolución ajustada al criterio leninista. Es cierto que, consciente de la necesidad de explorar la realidad sociohistórica, en procura de identificar y sistematizar esas condiciones objetivas, redactó y esbozó textos, primarios, que anduvieron lejos de compararse con la obra de Lenin titulada La formación del capitalismo en Rusia, elaborada con propósito similar[8]. Pero no es menos cierto que esta preocupación corrió a lo largo de toda la vida histórica de Rómulo Betancourt, hasta cristalizar en su obra máxima, Venezuela, política y petróleo, realizada más como una rendición de cuentas ante la Historia que como una plataforma de partida para la acción política; si bien su autor llegó a concebirla como una suerte de manual para la formación ideológica de los jóvenes militantes del partido Acción Democrática.


  En cambio, los indicios apuntan, sobre todo, en la dirección de las condiciones vitales e históricas enfrentadas por Rómulo Betancourt. Vistas en su mayor amplitud, estas revelan una sucesión de momentos cuyas características de urgencia, grado de dificultad y potencial trascendencia parecen haber sobrepasado, y hasta con creces, las enfrentadas por los demás grandes políticos republicanos venezolanos que le precedieron. Al centrar su esfuerzo intelectual inicial en la edificación de su liderazgo, pareciera que Rómulo Betancourt dio la cuestión de las condiciones objetivas, de esta manera conformada, por resuelta, doctrinaria y teóricamente. Por consiguiente, actuaría convencido de que se necesitaría tan solo la aplicación, decidida e inteligente, de los preceptos así extraídos, a la realidad en la que él se disponía a actuar. De allí los indicios de que estas convicciones se conjugaron, durante un lapso prolongado, en una apreciación circunstancial del escenario sociopolítico, que mucho tuvo de emotiva; y en una poco realista apreciación de los recursos disponibles y de la viabilidad de los resultados procurados.


  El complejo de propósitos y determinaciones personales implícito en el clásico concepto de vencerse a sí mismo


  Al complejo de propósitos y determinaciones personales implícito en el clásico concepto de vencerse a sí mismo, dado el carácter totalizador de este precepto, no parece que sea razonable atribuirle un sentido ético predominante –si bien no descuidó Rómulo Betancourt su ejercicio ejemplarizante–, como tampoco demarcarlo cronológicamente. Quizás no cabría subestimar, en su alcance de autoexamen, vestigios de la formación cultural-religiosa básica común, presumiblemente adquirida en la familia. Esto sea dicho sin subestimar el sesgo misionero del marxismo doctrinario. Pero parece convenirle un significado de autoevaluación crítica de su personalidad.


  No corresponde al propósito de este ensayo indagar qué pudo motivar esta determinación en un joven que apenas superaba los 20 años de edad. En cambio, contamos con indicios de que se trató de la toma de conciencia de las que consideró necesarias correcciones conductuales. Determinación en la que vale atribuirle un papel a su experiencia protestatario-levantisca del 28, a la breve prisión padecida, a la dura prueba de sobrellevar su primer exilio, al contraste con los hábitos de los demás exilados, de quienes fue severo juez; y también a las influencias espirituales extraídas de la lectura de las obras de Miguel de Unamuno y de Henri Barbusse, a quienes dirigió reveladoras cartas juveniles. Al primero lo saludó, desde Santo Domingo, el 30 de abril de 1929, llamándolo «Noble y querido Maestro»; y se despidió recomendándose: «Bendígame, noble abuelo, y créame que le quiere mucho, Rómulo Betancourt». Al segundo, en carta desde Curazao, fechada en el 5 de julio de 1928, le había saludado como «Maestro», y se atrevió a exigirle, «(...) premiosamente, dos líneas siquiera de protesta contra el despotismo de Juan Vicente Gómez (...)».


  No requiere mucha sagacidad percibir, en la decisión de Rómulo Betancourt de vencerse a sí mismo, la huella de preceptos unamunianos contenidos, desde las primeras páginas, en su obra Vida de Don Quijote y Sancho, aparecida en 1905. He podido confirmar que no solo conoció la obra sino que con frecuencia comentó el aprecio que le merecía su aporte formativo. Para el aspirante a líder, la oferta no podía ser más directa: «Mira, amigo, si quieres cumplir tu misión y servir a tu patria, es preciso que te hagas odioso a los muchachos sensibles que no ven el universo sino a través de los ojos de su novia. O algo peor aún. Que tus palabras sean estridentes y agrias a sus oídos». Para el dirigente, no lo era menos. Refiriéndose a Alonso Quijano en trance de devenir Don Quijote: «(...) No fue un contemplativo tan sólo, sino que pasó del soñar a poner por obra lo soñado (...)». Para la claridad del objetivo ético-moral, la oferta era en extremo radical: «(...) Sólo es hombre hecho y derecho el hombre cuando quiere ser más que hombre (...)». Es decir, lo suficiente para concluir que ese pudo ser caudaloso afluente, ético y moral, de su sentido pastoral del ejercicio de la política y del desempeño del poder. En lo concerniente a Henri Barbusse, de cuya obra más notoria, Le feu, editada en 1916, cabe pensar que su aporte fue doble: si bien la obra pudo nutrir, en Rómulo Betancourt, su conceptualización de la guerra interimperialista como una suerte de moderna barbarie; luego el autor le deparó el desencanto de su fervoroso estalinismo; como le ocurrió con José de Vasconcelos y su inicial antiimperialismo trocado en proclamado hitlerismo.


  En los hechos, el vencerse a sí mismo, como tarea asumida espontáneamente, significó tomar conciencia, de manera más introspectiva que vivencial, de laxas formas de conducta juvenil, ahora sometidas a la dura prueba de un exilio en el que reinaba la precariedad y acechaba el que cabría denominar el complejo del exiliado. El aprendizaje del exilio, como condicionante vital, comenzó para Rómulo Betancourt el 6 de junio de 1928, cuando, después de permanecer en la clandestinidad desde el 7 de abril, logró salir a Curazao, con la ayuda de su padre. Desde allí escribió a Salvador de la Plaza, el 29 de junio, enviándole materiales para el periódico Libertad, editado en México por militantes comunistas; y unas notas suyas, que no se atrevió a firmar, velando por la seguridad de su padre, advirtiendo: «(... ) Todo eso que les envío ha sido escrito de prisa, sin cuidados de literatura, en breves paréntesis robados a una agotadora labor de ‘contabilista’ improvisado, a la que arranco el sustento (... )».


  Como resultado de un riguroso balance, emprendió el diseño de un proyecto de personalidad que fuese acorde con su incipiente bagaje formativo político-doctrinario, cultural y de aprendizaje científico-social. Desde muy temprano comprendió que el camino hacia el liderazgo debía partir de una adecuada remodelación de su personalidad. Probablemente también lo hizo así por saberse carente de las «credenciales» sociales y políticas de que hacían gala destacados exiliados, militares y civiles. La correspondiente disposición al cambio sitúa a Rómulo Betancourt en una base de partida, para la edificación de su personalidad histórica, que puede calificarse de azarosa, en cuanto a situación y recursos; y de comprometida, por su condición de exiliado, a veces colindante con la de paria. Se inició, de esta manera, la que fue una lucha sin tregua con la escasez y, frecuentemente, con la cruda pobreza, como lo ilustra una carta a Gonzalo Carnevali, de 28 de noviembre de 1929. Le informa sobre el costo de la vida en San José de Costa Rica, donde se hallaba exiliado: «(...) Con escaso presupuesto podrías vivir, ya que el precio de pensiones es sumamente barato. Nosotros vivimos donde una familia de apellido Sartoresi, pagando $1.25 diarios; haciendo un arreglo, puede lograrse rebaja (...)».


  Pronto se adaptó a tan precaria situación. Lo que es más, elaboró la combativa y persuasiva justificación. La expresó el 19 de marzo de 1930, en el mencionado «Mensaje a compañeros de la Universidad Central de Venezuela, desde el destierro»: «(...) La estabilidad material y la estimación social son, en todas partes, conquistas fáciles, si se tienen los puños para golpear la vida y decoro para actuar en las relaciones con los hombres (...)». Igualmente pudo legitimar su determinación: «(...) Esto también para decirles que si todos y cada uno de los estudiantes desterrados hemos ajustado nuestras maneras de ser públicas y privadas a normas de austeridad y de rectitud (...)», «ha sido por imposiciones de ideología, por respeto a nosotros mismos y a la generación que representábamos, y nunca porque no estuviera al alcance nuestro todo eso que constituye para hombres mediocres y sensualizados la razón de ser de la vida (...)».


  Autoevaluación crítica de su personalidad


  El propósito de semejante despliegue de voluntad era forjarse una conducta de revolucionario; pero de un revolucionario que se pretendía aspirante a ser el hombre nuevo. ¿Idealizado o ciñéndose a la codificada ética del joven militante comunista? La posible respuesta nos llevaría a preguntarnos si Rómulo Betancourt conoció la obra de Nikolai Ostrovsky titulada Así se templó el acero, cuya primera edición en español apareció en 1934; pero que bien pudo haberla leído en francés, idioma que declaró poder leer en marzo de 1930. También preguntarnos si conoció el Decálogo del buen comunista compuesto por Jorge Dimitrov, connotado comunista búlgaro a quien terminó rechazándolo por su papel en la III Internacional estalinista. En todo caso, el aspirar a representar el hombre nuevo sugeriría la influencia ética cristiana de Miguel de Unamuno, en una bizarra asociación con la ejemplaridad de Rosa Luxemburgo, inicialmente socialdemócrata, luego gestora del Partido Comunista alemán, y crítica de la Revolución rusa, fusilada en 1919, a quien citó con sentido de ejemplaridad.


  Emprendió así su transformación en la suerte de monje revolucionario propuesto como arquetipo por los doctrineros del socialismo. Esto significaba vivir la juventud en trance de depuración espiritual, mediante el cultivo de la voluntad y una prosecución de objetivos claramente determinados, que lo condujo a la solicitud de posibles parangones y modelos, tácitos o expresos, perceptible en sus citadas cartas a destacados intelectuales; y en la actitud crecientemente autonómica y crítica por él desplegada.


  Para apreciar debidamente la determinación del joven Rómulo Betancourt de vencerse a sí mismo, quizás valga más que el preguntarse sobre quién fue, el indagar sobre quién quiso ser. Son muchos los testimonios que permitirían atribuirle una suerte de personalidad aprendida; si bien no tanto de otros como de su propia inspiración; alimentada esta, más que de ejemplos admirados, de rechazos vitales que se combinaron en la firme determinación de ser la antítesis del exiliado ordinario. Para este fin dio entrada a la cuestión con una actitud juvenilmente franca y hasta retadora. Seguramente creyó haberla zanjado de manera terminante, en un artículo, titulado Apostilla a un persiflage, publicado el 25 de abril de 1931. Luego de un pronunciamiento retador «(...) Un libro de antiimperialismo contemporáneo me apasiona más que el más intenso relato de Tucídides. Demoro sobre las páginas difíciles de El Capital, de Karl Marx, los ojos que se me duermen de fatiga sobre las minucias mitológicas de Herodoto (...)», añadió:


  
    «(...) En los claros varones de Plutarco no he logrado sentir el calor de emoción humana que me dejaron el Lenin de Máximo Gorki, o el Mahatma Gandhi de Romain Rolland, o el Simón Bolívar de Fernando González. Cornelia me entusiasma mucho menos que Rosa Luxemburgo. En definitiva los nombres clásicos –ya «mineralizados», diría Eugenio d’Ors– me apestan a discurso de repartición de premios en escuelas de primera enseñanza. No logran despertar en mí –¿y en cuál hombre leal al ritmo de esta hora?– esa ansia de imitación superadora que nos arrastra detrás de los creadores de estos días, de los que sentimos inmediatos a nosotros en el tiempo y la actuación.»

  


  Parece haber advertido que esta suerte de exaltación de modelos podría sugerir un arrebato de mera vehemencia revolucionaria, o una prueba de inmadurez intelectual. De allí que ofreciese, de seguidas, una explicación-justificación: «No se trata de actitudes iconoclastas de mozalbetes (...). Nos sentimos más cerca, pongamos por caso, de la dialéctica marxista que nos da con una interpretación integral del mundo donde vivimos, de ‘nuestro’ mundo, los medios de subvertir un orden social injusto, que del Logos griego o de la Summa teológica [sic], sistemas ambos archivados en museos de arqueología (...). Se declaran, «(...)por consiguiente, más fervorosamente devotos de la vida y de la obra de un Federico Engels o de un José Carlos Mariátegui que de las de Solón o Tomás de Aquino». Tras lo cual remata, retador: «Así nos definimos leales a nuestras inquietudes y consecuentes con las necesidades vitales de estos pueblos, tan amenazados por las agresiones de fuera y por las charlatanerías de dentro».


  En cuanto a posibles modelos, era lógico que el primero posible fuese el comentado en carta de 19 de marzo de 1930 a César Camejo, en la que le recomendó leer Doña Bárbara, porque veía en Santos Luzardo «(...) el tipo que debemos aspirar a realizar (...)». Es decir practicar el valor civil. ¿Su valor? En la citada conferencia intitulada «La personalidad del Mariscal Antonio José de Sucre», dictada el 29 de mayo de 1930, luego de estigmatizar «(...) la sargentonada estulta, depredadora y criminal que detenta el poder público en casi todas las patrias del continente (...)» observa que «(...) Lo que en Sucre reclama fervor de recuerdo y propósito de imitación es el firme valor civil, ciudadano, que fisonomiza [sic] su personalidad, de grande hombre. Valor civil, el único valor, en concepto de Unamuno [Miguel de], porque aun el valor guerrero, cuando deja de cumplir esa condición, ya no es valor sino barbarie (...)».


  Templado ético y moral del carácter de Rómulo Betancourt


  En lo concerniente al templado ético y moral de su carácter, suscita interés la asociación establecida por Rómulo Betancourt entre la templanza ética, la formación doctrinaria, el cultivo intelectual y la vocación militante. Asociación de actitudes y normas de conducta relacionables con la suerte de religiosidad laica profesada por los más fervorosos militantes revolucionarios. Partió Rómulo Betancourt de la caracterización de la personalidad viciada del venezolano; la cual, según su propio testimonio, resultaba de estar este asediado por la ignorancia, la destemplanza y el vicio (alcoholismo). Lo que sugería la determinación de diferenciarse del arquetipo del venezolano, para ponerse en condiciones de trabajar en corregirlo. Decidió comenzar enfrentando el medio del exilio; al parecer por haber comprendido que al fondo común del venezolano añadía el exilio el desaliento, la ausencia del ya escaso control social, el chismorreo y la depresión, para conformar la figura de el exiliado.


  La remodelación de su personalidad moral y ética fue la más exigente de sus empresas primarias. Consistió en desechar actitudes y prácticas sociopolíticas socialmente asentadas; y en sustraerse, al rechazarlas, del patrón de conducta común de los exiliados. El ajuste de la conducta personal consistió en formarse, sobre la base de la disciplina vital, hábitos de constante laboriosidad, de celosa alerta ética, de severo autocontrol moral, y de solidaridad, practicada esta aún hallándose él mismo inmerso en circunstancias no solo poco propicias al efecto, sino hasta francamente adversas. El principio que regía esta remodelación de sí mismo lo expuso Rómulo Betancourt en un artículo publicado en febrero de 1933. Respondiendo a las críticas que hiciera Francisco de Paula Aristeguieta a su folleto Con quién estamos y contra quién estamos, esbozó el cuadro del resultado de la evolución histórica de la seudoaristocracia venezolana y de su yankofilia. Sentenció: «(...) conste que yo para nada creo que el proceder de los antepasados y familiares de un individuo tenga que hacer con la propia conducta de éste. Pero sí es urgente hacerle ver a estos envanecidos por el prestigio de sus abuelos, que ese prestigio no vale medio real». Lo que podría interpretarse, dada su rotundidad, no solo como una reivindicación de su modesto origen familiar; sino también, y probablemente más, como la desafiante declaración de quien entendía ser el autor de su propio prestigio. ¿Aliñado el todo, quizás, con una pizca de soterrado resentimiento social, bien envuelta en radicalismo político?


  Mas, sería desacertado el juicio sobre esta actitud de Rómulo Betancourt que sobrevalorase lo antes dicho. Muy pronto, al llegar a Venezuela terminado su primer exilio, tuvo ocasión de revelar el genuino fundamento de su drástico juicio. Lo hizo al declarar a la prensa: «(...) Desde el primer momento, la consigna de todo el elemento joven de la emigración fue: regresar. Se presentaba la oportunidad de reanudar en el interior del país la lucha que aquí mismo habíamos comenzado, y había que volver. Aquí estamos (...)». A lo que siguieron dos descargas. Una, el desplante en cuyo uso llegó a sobresalir, marcando autonomía y determinación: «(...) No nos ha importado la conspiración de silencio que se ha venido haciendo alrededor de nosotros, al mismo tiempo que se toca la campana mayor para saludar el retorno de los hombres de sable. Eso lo consideramos una consecuencia lógica de nuestro viejo fetichismo militarista (...)». La otra descarga resultó ser de inquebrantable determinación de realización personal y colectiva: «(...) El curso de la lucha que tendrá más de un momento dramático, dirá si saben ser consecuentes con ellos mismos y con su ideología democrática y renovadora los Raúl Leoni, Juan José Palacios, Gonzalo Carnevali, Manuel Rugeles, Paco Anglade, Ricardo Montilla y tantos otros a quienes la prensa ha venido silenciando sistemáticamente». ¿Se sabía poseedor de la llave que le abriría la puerta hacia el prestigio público?


  En correspondencia con tan resonante declaración de invulnerabilidad espiritual, en lo concerniente a su vocación política, fueron frecuentes las demostraciones de solicitud crítica dirigidas, por sí mismo, a su conducta, no solo política sino incluso personal. Podría decirse que fue celoso juez de sí mismo, y que no vaciló en la ocasión de tener que dictar severas sentencias. En carta a Raúl Leoni, fechada en el 2 de agosto de 1935, desde San José de Costa Rica, expuso la firme y razonada posición de su personalidad, evolucionada, ante la crítica. Se jactó de haberse despojado de la manifestación de espiritualidad que calificó, rotundamente, como «(...) esa porquería, esa excrecencia pequeño-burguesa que es el sentimentalismo (... )». Y proclamó: «(... ) Ya mandé a la mierda la sensiblería (...)». Igualmente, afirmó haber superado la inseguridad que sentía por carecer de la participación en la lucha política concreta, rematando con la afirmación de que la fuerza que le permitió endurecer su personalidad procedía de «(... ) los 4 años que llevo desempeñando trabajos en el Paco de aquí [el Partido Comunista de Costa Rica] (... )». Militancia partidista de la cual extrajo también la experiencia organizativa que le valió el desenvolverse holgadamente como promotor de movimientos y fundador de partidos.


  Toma de conciencia de sus deficiencias personales y carencias intelectuales y doctrinarias


  Rómulo Betancourt reconoció tempranamente sus carencias intelectuales y doctrinarias. Explicable lo primero por su interrumpida formación académica; lo segundo por el cerco ideológico puesto por la dictadura del Gral. Juan Vicente Gómez Chacón. Consciente de su muy escaso y débil bagaje cultural, emprendió la edificación de una utilitaria formación intelectual. Debía lograrlo superando el atavismo cultural, los rezagos ideológicos y las acechanzas del exilio. El estado de precariedad en que vivía, y la acentuación de su sentido crítico, le condujeron hacia una sostenida formación autodidacta que nutría una acelerada maduración intelectual; basada esta en el estudio de la Historia y en la aplicación del sentido histórico, así adquirido, a la comprensión del presente sociopolítico, y de su proyección. De esta manera, ajustándose a las pautas sintetizadas en la noción de vencerse a sí mismo, emprendió también la edificación de su personalidad intelectual. En este camino, su ejercicio autodidacta no se circunscribió a lo político y lo económico; tampoco al teatro social y político inmediato. Si bien tuvo como fundamento el cultivo de la percepción historicista del presente; y el desarrollo del sentido prospectivo de su evolución; consubstanciados ambos enfoques con los preceptos del materialismo histórico marxista.


  El punto de partida del esfuerzo de formación intelectual –en el que perseveró hasta el fin de su vida– fue el reconocimiento de lo escaso de su bagaje inicial, como lo expresó en la mencionada carta de 30 de abril de 1929 a Miguel de Unamuno «(...) Mientras llega esa hora [de la lucha armada] no olvido mis deberes de hombre culto, aun cuando pobremente capacitado (...)». Igualmente, en carta de 2 de mayo de 1930 a Víctor Raúl Haya de la Torre, le participó: «(...) Me propongo escribir una monografía, ampliamente documentada y con una precisa orientación doctrinaria, sobre los petróleos venezolanos, y en definitiva, sobre la situación venezolana frente al avance monopolista de la economía imperialista (...)». Y le previno: «(...) Para realizar este trabajo tengo más dinamismo y más confianza en mi mismo que preparación. No pienso, por otra parte, trabajar en latinoamericano, hacer obra de diletantismo (...)». Para lo que pasó revista a sus aptitudes, disponibilidades y carencias, tanto procedimentales como científicas: «(...) Disciplinando mi estudio, informándome lo más que pueda, aspiro a hacer obra sólida, dentro del marco de mis posibilidades personales. Puede enviarme obras en francés e inglés, especialmente francés porque el último idioma lo leo dificultosamente. Si hay algo en castellano, mejor. También le suplico, compañero, que procure enviarme sugestiones, datos, que puedan guiarme en este trabajo (...)». En suma, no solo solicitaba información; también buscaba maestro y orientador.


  Inserción de Rómulo Betancourt en el ámbito de las nuevas ideas y corrientes sociopolíticas y científico-sociales


  La inserción de Rómulo Betancourt en el ámbito de las nuevas ideas y corrientes sociopolíticas y científico-sociales revistió tales características que cabe hablar, propiamente, de inserción y no de afiliación. Desde muy temprano demostró inclinación a una asimilación crítica creciente de los postulados del humanismo marxista, y particularmente del leninismo. Como resultado de este esfuerzo autocrítico, fundado en el reconocimiento y confesión de carencias, le fue posible depurar y templar su emotividad juvenil, y orientarse críticamente en su formación cultural e ideológica; lo que le llevó a postular, en el Plan de Barranquilla, fechado en el 22 de marzo de 1931, la necesidad de «(...) un nuevo y menos gaseoso concepto de la Libertad (...)». Aserción que anunció la superación de la fase de su conciencia política representada por la antinomia libertad vs. dictadura; y le comprometió a la búsqueda de una fundamentación concreta de la Libertad que habría de conducirle a la formulación de la concepción jurídico-política de la República liberal democrática, centrada en el rescate y la plena vigencia de la soberanía popular.


  Reconocimiento y confesión de carencias. Ruptura de los cercos ideológicos tradicional y dictatorial


  En la ruptura de los cercos ideológicos tradicional y dictatorial, el paso inicial dado por Rómulo Betancourt fue la superación del condicionamiento ideológico preservado y cultivado, mediante la utilización de la Historia para exaltar, a la par del orgullo patrio, el sometimiento al hombre providencial. La ruptura de los cercos obligaba a desbrozar el terreno para que pudiesen germinar nuevas ideas. Para esto era necesario arreglar cuentas con el romanticismo historicista, con el liberalismo decimonónico y con el positivismo; asumido este último como clave para la interpretación científica de la historia de Venezuela y de la conducta, individual y social, del venezolano.


  La superación espiritual del romanticismo, como meta, significaba echar por la borda la carga emotiva adquirida con el fervor de La Generación del 28, manifiesta como amor a la libertad y odio a la dictadura. La inmadurez, tanto la vivencial como la política, le impidieron advertir que su casi irredimible garibaldismo era una genuina manifestación de romanticismo; si bien reaccionó, valiéndose de las armas del materialismo histórico, contra el influjo de Eduardo Blanco y su Venezuela heroica en la conciencia histórica común. La superación del liberalismo decimonónico, asumido por él mismo, inicialmente, como la antinomia libertad vs. dictadura, requirió un gran esfuerzo intelectual. Fue necesario percatarse de que el enemigo inmediato a combatir era una dictadura constitucionalmente liberal, pero afianzada en procedimientos despóticos en lo concerniente a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público. Al positivismo aplicado por los revisionistas históricos en boga lo declaró anacrónico; y lo estigmatizó por haber sido empleado para convalidar la conseja del hombre providencial, llamado a poner orden en la sociedad, como requisito para la paz y el progreso.


  La magnitud de la tarea intelectual, así esbozada, a realizar por Rómulo Betancourt para su inserción en el ámbito de las ideas y corrientes sociopolíticas; y para su iniciación en el conocimiento de las corrientes científico-sociales, que le fueron contemporáneas, da pie para extensas consideraciones en lo que concierne al reto de conciliar su procura de conocimiento con la precaria vida del exiliado, lo azarosa de la militancia política, la ausencia de una formación académica continuada y sistemática, y el difícil acceso a la información. Su correspondencia testimonia de frecuentes solicitudes de libros y revistas.


  El bagaje ideológico-político y científico-social del que partió la hazaña del autodidactismo de Rómulo Betancourt estuvo determinado por factores correlacionados: en el escenario del arcaísmo sociopolítico representado por la dictadura liberal regionalista imperaban el aislamiento ideológico y el atraso científico. El amasijo, más que el complejo, de ideas así generado, se hallaba encapsulado en un pensamiento histórico detenido en el culto a los héroes. Particularmente en el rendido a Simón Bolívar, convertido por historiadores avisados en una suerte de prototipo del dictador Gral. Juan Vicente Gómez Chacón.


  El asomo de las doctrinas socialistas en Venezuela, ocurrido en la segunda mitad del siglo XIX, se había poco menos que desvanecido. Esta situación reflejaba el impacto, en la opinión pública, de los ecos de La Comuna de París, y su sangriento desenlace, en marzo-mayo de 1871, transmitido en forma directa por los medios informativos; y en forma indirecta a través del concepto de el gendarme necesario; generado en Francia como secuela de la implacable represión de los comuneros y esgrimido ante el temor de una eventual recurrencia de tal insurrección. Incorporado y adaptado por Laureano Vallenilla Lanz a la generalizada condena de la guerra civil, ya tenida por endémica, este concepto fue uno de los factores que sumaron al descrédito del socialismo; para el caso confundido, perversamente, con el padecido por la democracia, heredado de la Guerra Federal.


  Esta amalgama ideológica fue cultivada, bajo el imperio de las circunstancias sociopolíticas representadas por la dictadura liberal regionalista, por la generalidad de los denominados positivistas. En primer lugar lo hizo el mismo Laureano Vallenilla Lanz que fuera criticado severamente por Rómulo Betancourt, como predicador y justificador de la dictadura, en un artículo publicado en La Nación, de Barranquilla, el 19 de noviembre de 1928. Lo señaló como calificado representante del caduco positivismo: «(...) son sus armas de lucha en esta cruzada de la vergüenza y el cinismo los métodos históricos y sociológicos que a fines del pasado siglo tuvieron su momento de actualidad en el mundo científico, pero, que ya hoy son cosa manida, muerta definitivamente (...)». Profundizó su crítica, denunciando la precariedad del fundamento científico de tal positivismo: «(...)En un conocimiento fragmentario de la obra de Heriberto Spencer, del biólogo Carlos Darwin, se fundamenta la abominable arquitectura sofística que forma la ‘doctrina’ [sic] divulgada en el periódico y en el libro por el ‘eminente’ director de El Nuevo Diario [vocero del régimen gomecista]».


  En la conciencia crítica del joven autodidacta, al descrédito del liberalismo constitucional, sacrificado por Laureano Vallenilla Lanz en aras de la por él reivindicada supuesta constitución real de la sociedad, se añadió la condena del liberalismo por el entonces militante ortodoxo venezolano del marxismo-leninismo, que consideraba la desdeñada democracia burguesa, –por instaurar– como una mera formalidad para encubrir la opresión de clase ejercida por la burguesía –incipiente– sobre el proletariado –casi inexistente–. La tarea de redención revolucionaria fue escuetamente planteada en el Plan de Barranquilla. Consistiría en enderezar el hecho de que el «(...) balance de un siglo para los de abajo, para la masa, es éste: hambre, ignorancia y vicio. Esos tres soportes han sostenido el edificio de los despotismos».


  A la muerte de Carlos Marx, ocurrida el 14 de marzo de 1883, recrudeció el debate sobre el socialismo, en parte estimulado por las disidencias ideológicas desatadas como repercusiones del trágico desenlace de La Comuna parisina. En ese escenario se destacaban, por su número y su prestancia ideológica, los socialdemócratas alemanes, entre quienes Rómulo Betancourt apreció particularmente a Rosa Luxemburgo. Lenin, nacido el 21 de abril de 1870, ya superada su etapa en la socialdemocracia, figuró en esta contienda junto con los grandes nombres del marxismo revolucionario radical, muchos de ellos citados por Rómulo Betancourt, a quien le tocó participar, activamente, en escala latinoamericana, en la fase más dura de la confrontación personal y la lucha por el poder ideológico-político que siguió a la muerte de Lenin; cuyos actores más notorios fueron Stalin y Trotsky. De esta participación dan pruebas sus juicios sobre ambos primeros actores.


  Determinar la ubicación de Rómulo Betancourt en esta contienda obliga a preguntarse si logró, realmente, emanciparse del patrón político de sus contemporáneos históricos latinoamericanos, con los que lidió. Ese patrón estaba constituido por el uso de la violencia como vía de acceso al poder, en un arco que se extendía desde la tradicionalmente denominada revolución hasta el golpe militar. Respecto de tal pregunta, cabría referirse a tres cuestiones clave: el anti-andinismo, el caudillismo, y, correlato de este último, el garibaldismo. Si bien respecto del primero fue muy clara y persistente la condena crítica que le mereció, respecto del segundo esa claridad conceptual tomó algún tiempo en establecerse. Y en lo concerniente al tercero, pese a enfáticas declaraciones en contrario, parece haber conservado, en cierto grado, la condición de mal recurrente. ¿La frustrada Operación Berta significó, ciertamente, una recaída en el sempiterno garibaldismo? ¿Y no fue este último el que llevó al poder a su irreductible enemigo Fidel Castro, echando también él a un lado el arsenal conceptual de la ortodoxia marxista? Esto, amen de las incómodas implicaciones ideológicas –revolucionarias y democráticas– del golpe civil-militar-civil del 18 de octubre de 1945.


  Vale recomendar tener presente que el desenvolvimiento de la formación autodidacta de Rómulo Betancourt transcurrió en el contacto crítico con el humanismo marxista; con el manejo de los criterios del materialismo histórico marxista; con su iniciación en el estudio de las ciencias sociales modernas; y con la adquisición de los principios de la Economía política marxista, proyectados estos principios, no pocas veces de manera dogmática, en la apreciación de la economía capitalista. Rigiendo el todo estuvieron cierto grado de desdén por el conocimiento académico –si bien no vaciló en recomendar el estudio–, una desconfianza nada disimulada respecto de los intelectuales puros y un sentido utilitario del conocimiento en función de la labor política.


  La valoración de lo así logrado por Rómulo Betancourt requiere que se le sitúe en un contexto altamente complejo y solicitante. Entre la muerte de Carlos Marx (1883) y el nacimiento de Rómulo Betancourt a la vida política (1928) corrió menos de medio siglo de la que podría denominarse contemporaneidad controversial en el campo del socialismo. Durante este espacio-tiempo, Benito Moussolini había instaurado su dictadura fascista a partir de 1922; Stalin la suya, una vez muerto Lenin el 21 de enero de 1924, convirtiendo a Trotsky en un exiliado que fue acogido por el Gral. Lázaro Cárdenas. Poco después Adolfo Hitler, designado canciller en enero de 1933, proscribió el Partido Comunista, para dejar el campo libre al nacionalsocialismo. Repercutió todo esto en un mundo hispanoamericano conmocionado por la inmediata Guerra Civil española y la instauración de la dictadura falangista de Francisco Franco, acogida reverencialmente por el tradicionalismo cristiano católico y anticomunista latinoamericano. El menú de los platos derivados del socialismo marxista parecía no dejar espacio para más, pues la socialdemocracia había sido derrotada en casi todos los frentes importantes del debate ideológico-político; particularmente en Rusia y Alemania. Parecía posible sostener que con el ocaso de la socialdemocracia se desvanecía el aura humanista del marxismo. Esta, que legitimaba, en la más alta instancia, los afanes políticos fundados en la libertad, en adelante fue reemplazada por la teoría del poder formulada por Lenin, y adoptada y adaptada por los totalitarios de todo color.


  Desarrollo de un programa de formación autodidacta, ideológica y cultural, revolucionaria


  El propósito de desarrollar un programa autodidacta de formación ideológica y cultural revolucionaria fue una disposición que permaneció vigente en la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. Lo rigió la supeditación de la inquietud intelectual a la formación revolucionaria, según propia confesión acerca de los libros y autores que despertaban su interés; y acerca de los que desdeñaba. Puesto en este camino, cultivó relaciones con intelectuales que consideró proclives a asumir una conducta revolucionaria, y criticó el intelectualismo aséptico. Esta determinación no contrastaba con su relacionamiento con intelectuales destacados, o en vías de llegar a serlo, que podían contribuir a su decantación cultural e ideológica, tales como Mariano Picón Salas, Juan Liscano, Germán Arciniegas y Luis Alberto Sánchez. Pero siempre con intelectuales que él consideró comprometidos en la lucha contra la dictadura y por la democracia y el antiimperialismo. Por ello censuró el academicismo institucional oficial. Fue particularmente severo con los académicos de la Historia, viéndolos como agentes solapados del despotismo; o como intelectos acomodaticios que al negarse al compromiso político democrático y revolucionario, con su evasiva servían al despotismo dictatorial.


  Este escenario suscita preguntarse cómo hizo el joven Rómulo Betancourt, desilusionado del liberalismo tradicional, y sumergido en el torbellino de ideas ya referido, para coger camino propio. Me siento tentado de dar una respuesta probable. Ignoro si Rómulo Betancourt leyó el Anti-Dühring, compuesto por Federico Engels –y difundido a partir de 1878– con el propósito de hacer engranar dialécticamente el materialismo histórico y el desarrollo científico entonces avanzado. También ignoro si pudo estar a su alcance una traducción de esa obra al francés, lengua que leía mejor que el inglés; si bien es sabido que la obra alcanzó una difusión relativamente rápida y extensa. Pero es notable la correspondencia entre la actitud crítica asumida por Rómulo Betancourt ante las nuevas propuestas ideológico-políticas –particularmente las del denominado leninismo-estalinismo– con los planteamientos de Engels sobre el apriorismo, en el capítulo tercero de la mencionada obra:


  
    «(...) Los esquemas lógicos sólo pueden referirse a las formas del pensamiento. Ahora bien, aquí únicamente nos ocupamos de las formas del Ser, del mundo exterior. De esta manera la relación se invierte totalmente: en la investigación los principios no son el punto de partida, sino su resultado final; no se les aplica a la naturaleza y a la historia humana, sino que son abstraídos de éstas; no son la naturaleza y el imperio del hombre los que se amoldan a los principios; sino que los principios sólo son exactos en la medida en que se corresponden con la naturaleza y la historia. Tal es la única concepción materialista de la cuestión (...)[9].»

  


  La reacción de Rómulo Betancourt ante las derivaciones contemporáneas del humanismo marxista revela que participó, militante y teóricamente, en el debate mundial respecto de la praxis política y de la fundamentación doctrinaria, del socialismo post-Marx. Así fue no solo por su contemporaneidad histórica con la fase más aguda de ese debate, particularmente en torno al socialismo y su versión leninista-estalinista, sino, sobre todo, por dos razones clave. En primer lugar, supo mantenerse en el ámbito del humanismo marxista, al preservar la asociación fundamental del denominado hombre nuevo con la libertad, como valor ético y como motivación y objeto de la acción política, rechazando la falaz transacción de libertad por bienestar; lo primero en presente y lo segundo en un futuro abierto e incierto. En segundo lugar, fue capaz de concebir una alternativa realista y eficaz, en medio de la pugna entre las derivaciones contemporáneas totalitarias del socialismo. Esa alternativa fue la de la democracia vista como condición para el ejercicio de la libertad, en el marco de una difícil situación de las soberanías nacional y popular; lo primero respecto de la relación imperialista-colonial; históricamente arraigada; lo segundo, respecto de la dictadura y el militarismo tradicionales, históricamente generados y visiblemente predominantes.


  Inicio del que fue cultivo incesante del espíritu crítico y del sentido histórico


  En Rómulo Betancourt el cultivo incesante del espíritu crítico, y del sentido histórico, representó la clave de su inconformidad con lo doctrinariamente establecido, y el alimento de su creatividad. En su discurso político sobresale una visión intuida del presente histórico que llegó a ser rayana con el mero uso y abuso de la Historia. Mediante el estudio de la historiografía venezolana avanzada de su tiempo, y la crítica del conocimiento histórico oficial y oficialista, pudo formarse una visión histórica del hacerse venezolano que, valorada al ras de su tiempo, conjugó notables logros interpretativos con criterios y perspectivas que lucían entonces como avanzados enfoques científicos. Mas, su reinterpretación de la historia de Venezuela, basada en el materialismo histórico marxista primario, pagó también tributo al revisionismo marxista, rudimentario y principista, de la historiografía venezolana, sobre todo de la concerniente al período republicano.


  La sostenida decantación ideológica de un militante revolucionario


  La sostenida decantación ideológica del militante revolucionario comunista Rómulo Betancourt estuvo marcada, en su inicio, por una reacción crítica ante el pensamiento sociopolítico común. Mas el rechazo crítico del liberalismo decimonónico, en sus tres versiones: caudillista, militarista y personalista, que contaminaban la pretendida virtud de ese pensamiento, el cual así desvirtuado servía como fundamento de la dictadura, en sus dos versiones, la República liberal autocrática y la dictadura liberal regionalista, marchó a la par con un revisionismo histórico que le llevó a percibir, sin que advirtiera en ello contradicción, como adelantados de las luchas en las cuales él mismo comenzaba a desenvolverse, a Simón Bolívar y Antonio José de Sucre.


  Su primer exilio le permitió comprender que el caudillismo militarista, con el que allí se topó, en nada esencial se diferenciaba del que sostenía al régimen dictatorial del Gral. Juan Vicente Gómez Chacón. El haber superado cierta ilusión, nacida en razón de los entonces juveniles impulsos garibaldinos, le permitió rechazar rudamente a tales caudillos y al caudillismo por ellos representado, disipándose el halo de valor y determinación que en 1929 le reconociera al Gral. Román Delgado Chalbaud, a cuya expedición intentó sumarse. Al marcar un distanciamiento insuperable respecto del caudillismo tradicional, la nueva estrategia en gestación suscitaba la cuestión de la actitud que debía asumirse ante los militares. La primera parte de la cuestión estaba firmemente resuelta, según lo informó el 3 de febrero de 1932 a Joaquín Gabaldón Márquez. Le dijo que ignoraba si había nuevos proyectos de alzamiento o invasión, si bien «(...) es posible que hayan [sic] algunas gestándose en la cabeza parsimoniosa de los tres vejetes que pontifican de caudillos (...)». Subrayó su pérdida de confianza en estos: «(...) Tú intuiste que esto nos sucedería. Recuerdo una carta tuya que me llegó a Curazao, cuando yo aún creía en esa gente, donde crudamente la disecabas, denunciándonos el caudillismo ‘redentorista’ de afuera como uno de nuestros problemas nacionales (...)». Advirtiendo, sin embargo, que esta posición levantaba como cuestión de principio la posición ante los militares, el 10 de febrero dijo a Mariano Picón Salas que compartía su criterio de que «(...) un matiz teñidamente antimilitarista es peligroso en un programa político. Pero es que en el Plan de Barranquilla ese matiz es, o quiso ser, teñidamente anticaudillista, antimachetero. Y en ese sentido, no sólo la masa de la población nos acuerpará, sino aun los mismos cultos e inteligentes de la clase militar (...)». Por consiguiente, le informó: «(...)ya modifiqué algunos párrafos del Plan, en el sentido de hacer bien categórica la posición nuestra, anticaudillista, antimacheterista (... ) pero, comprensiva de la necesidad de crear un Ejército distinto de esos cuadros de autómatas uniformados que nos dejará como herencia el gomezolato».


  El personalismo, por su condición civil y su fácil confusión con el liderazgo, conformando el jefe, planteaba un serio problema de deslinde: era necesario impedir, desde temprano, que ese liderazgo representase un anuncio del que podría llegar a convertirse en una especie de personalismo democrático. De allí su creciente preocupación organizativa y su enfática condena de que se le caracterizase como un caudillo democrático.


  Desde el garibaldismo vehemente hacia la militancia revolucionaria marxista-leninista


  La decantación ideológica condujo desde el garibaldismo vehemente hacia la militancia revolucionaria marxista-leninista. En la evolución del caudillismo tradicional, el garibaldismo era un componente recurrente, más que una modalidad. En cierto modo comenzó a volverse frecuente partiendo de los manejos de Antonio Guzmán Blanco, exilado en Curazao, que desembocaron en la Revolución de Abril de 1870. El procedimiento llegó a su más renombrado nivel en 1929, con la expedición del Falke. Son elocuentes las pruebas de que desde muy temprano Rómulo Betancourt vio en el garibaldismo la solución de la situación dictatorial venezolana. Lamentó no haber logrado incorporarse a la expedición del Falke. Pero, a medida que adelantaba en su formación marxista crítica, abandonó en lo inmediato el aventurerismo; si bien la reincidencia garibaldina rebrotó, en diferentes condiciones y circunstancias, en la mencionada frustrada Operación Berta.


  En este orden de ideas, el empleo instrumental de la violencia es una de las cuestiones de la evolución ideológico-política de Rómulo Betancourt que requieren cuidadosa valoración. Él mismo la planteó en términos directos: serían los objetivos y las circunstancias los que determinarían la necesidad de la violencia; y los que la justificarían. Debemos preguntarnos si no subyacía en esto la creencia, fraguada bajo el influjo de lo sucedido en Francia a partir de 1789, de que la revolución era el medio necesario para promover el cambio sociopolítico. No costaba mucho el creerlo, pues lo hizo así la Revolución roja, que sin embargo postulaba la lucha de masas, como la modalidad revolucionaria legítima de la violencia. Igualmente, era necesario cerrar las entendederas para no advertir que la consigna de la revolución agraria antiimperialista era un indirecto llamamiento a practicar la violencia revolucionaria.


  Posición ante el surgente leninismo-estalinismo


  El haber asumido una posición contestataria ante el surgente leninismo-estalinismo, comenzando los años 1930, suscita otra de las cuestiones que requieren especial atención crítica. Cabe verla representada por el tránsito de Rómulo Betancourt desde el humanismo marxista hacia la socialdemocracia y el leninismo primario. Parece necesario tomar en cuenta, a este respecto, el legado de Rosa Luxemburgo, por él admirada. También jugó en esto papel importante la aversión al concepto mismo de dictadura, crecientemente representado por el estalinismo. Igualmente, el que se pretendiera universalizar la experiencia soviética como modelo de absoluta observancia para la acción revolucionaria; desechándose la posibilidad de que los partidos comunistas de los países semicoloniales pudiesen agitar consignas de democracia política; obviamente porque tal cosa habría sido atribuida a una desviación trotskista que refluiría negativamente sobre la dictadura estalinista.


  Parece posible sostener que tal aversión al leninismo-estalinismo proclamado como doctrina del Estado totalitario soviético estuvo fundada en la asimilación por Rómulo Betancourt del mensaje fundamental del humanismo marxista. El hecho de que el concepto de el hombre nuevo estuviese identificado con el de el hombre libre (libre del trabajo explotador; libre de la credulidad; libre de los dogmas sociopolíticos) parece haber arraigado profundamente desde temprano, en su conciencia política. En esta persistía la genérica aspiración de libertad que, según su testimonio, había movido a los jóvenes más ardorosos de La Generación del 28, en su lucha contra la dictadura. Y en el rechazo de la dictadura corría la superación conceptual de la antinomia libertad vs. dictadura, gracias a la mediación de la democracia, considerada requisito para acceder a la libertad. No era dable la posibilidad de que resultase compatible esta actitud, llevada por Rómulo Betancourt hasta el sacrificio personal, con la idea de una dictadura, aunque fuese la nominativa del proletariado. Al pretenderse legitimar esta última, acreditándola como la ineludible culminación de la lucha de clases, esta misma quedaría consubstanciada con la negación de la libertad.


  Valoración de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS)


  En el proceso de decantación ideológica desatado por el entonces ardoroso militante comunista Rómulo Betancourt, se ubicaba en sitio preferente la alta y ejemplarizante valoración de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). La cuestión cambió radicalmente de carácter cuando el poder soviético emanado de la Revolución roja –lo que fue comprobación de la eficacia de la estrategia leninista de la asunción del Poder Público– tendió a convertirse de una dictadura que fuese, no ya la transitoria del proletariado sino una modalidad permanente del ejercicio de ese poder, que marchaba a identificarse con la practicada por las derivaciones declaradamente totalitarias del humanismo marxista, al constituirse el denominado poder de los soviets como la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, mediante la promulgación, el 5 de diciembre de 1936, de la constitución estalinista, que legitimó la dictadura de José Stalin.


  Al rango de importante experimento sociopolítico, aunque burocratizado y despótico, quedó degradada, en la estimación ideológico-política de Rómulo Betancourt, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas; calificación acentuada como consecuencia del despotismo estalinista y del Pacto Nazisoviético. Así lo expresó Rómulo Betancourt, refiriéndose a la invasión de la URSS por los ejércitos nazis. La dictadura allí instaurada, y el despotismo ejercido por Stalin, representaron el Termidor de la Revolución, según sentenció.


  El demoledor impacto de la desviación de la Revolución se advierte en el cambio de actitud de Rómulo Betancourt respecto de la planificación económica, que le llevó a diferenciar entre la planificación en el marco de un régimen totalitario y la planificación enmarcada en la democracia. Por lo demás, pronto comenzó a comprender que la ausencia de un sector empresarial privado, significativo y eficiente, habría anulado la factibilidad de una revolución democrática, dirigida a procurar libertad y bienestar a pueblos secularmente privados de ellos; lo que sería comprobado mediante la conformación de un partido policlasista, llamado a ser el impulsor de tal revolución.


  Rechazo crítico de la III Internacional comunista


  El rechazo crítico de la III Internacional comunista, enmarcado en la decantación ideológico-política de Rómulo Betancourt, se explica porque, bien avenido este con la concepción internacional de los movimientos de liberación nacional, antiimperialistas y antidictatoriales –fuesen de carácter socialista; fuesen de carácter democrático– repudió tajantemente toda suerte de internacionalismo dictatorial o totalitario, en esos momentos representado por los dos movimientos de programada proyección internacional: el comunista y el nacionalsocialista.


  Por ser vista como instrumento de la perversa derivación estalinista del binomio doctrinario-organizativo marxista-leninista, tal ocurrió con la III Internacional comunista, montada por el notorio militante comunista búlgaro Jorge Dimitrov con fines concordantes. Estos consistían en consolidar, en el escenario internacional, el Estado soviético, procurándole la solidaridad de los movimientos populares y revolucionarios mediante la exaltación de los logros del que era recomendado como el primer Estado de los trabajadores; y mediante la denuncia del asedio de que este era objeto por las fuerzas del capitalismo imperialista. Igualmente consistía en afianzar la dictadura de José Stalin, promoviéndolo como el líder de la revolución mundial; y, al mismo tiempo, contrarrestar los manejos de León Trotsky, estigmatizándolo como una amenaza para los proletarios de todos los países. En cuatro frentes se libró la confrontación entre Rómulo Betancourt y la III Internacional comunista.


  En primer lugar, se planteó como una confrontación entre la especificidad sociohistórica de los escenarios nacionales y la burocrática centralización dirigista. En segundo lugar, la cultura autodidacta adquirida, sumada al estudio crítico de la historia de Venezuela y de América Latina, nutrían en Rómulo Betancourt un sentido histórico que le permitía valorar la especificidad de las formaciones sociohistóricas latinoamericanas; y por lo mismo percibir las tendencias y las particularidades de sus posibles líneas evolutivas. Procediendo como materialista dialéctico engeliano, daba prioridad a la valoración de los rasgos propios y distintivos de las sociedades; y por lo mismo, mucha y básica, a su dinámica, presente e históricamente previsible. Como lógica consecuencia de estas consideraciones, tocaba disentir de la idea de uniformar el proceso de procuración de la misma meta revolucionaria por esas sociedades, tomando como pauta lo actuado en sociedades ajenas a la especificidad de las latinoamericanas y venezolana.


  En segundo lugar, se planteó la imposibilidad de la formación de un partido del proletariado en Venezuela. La viabilidad de un partido y de una revolución proletarios en un país de atrasada estructura agropecuaria, con una escasa población, dispersa y carente de la más elemental experiencia de organización social y política, tenía que parecerle descabellada a Rómulo Betancourt, quien así unía la comprensión de la realidad sociohistórica a un bagaje revolucionario en proceso de decantación crítica. Además de que, a diferencia de otros con quienes compartía credo, pensaba por sí mismo y, sobre todo, cultivaba la determinación de decir lo que pensaba. Quizás favoreció esta conducta intelectual la circunstancia de que, por ser autodidacta, careció de tutores y no padeció indoctrinadores.


  En tercer lugar, la confrontación se planteó como defensa doctrinaria de la autonomía de los partidos comunistas. En cierta ocasión, Rómulo Betancourt atribuyó al hecho de haberse formado como militante en un pequeño partido, de un pequeño país en el cual los más cercanos de ser proletarios eran los trabajadores de los fundos plataneros y los estibadores –mientras que algunos de sus entonces compañeros lo hicieron en Europa– le ayudó a prevenirse del espejismo de un partido proletario realizador de una revolución socialista a lo soviético. De estas comprobaciones salía fortalecida la necesidad de que el fundamento de la revolución procurada debía derivarse –engelianamente–, de principios extraídos del estudio del escenario sociohistórico en el que esos partidos debían actuar; si bien este esfuerzo creativo debía ser realizado por partidos comunistas fundados en la década de 1930, es decir, en la atmósfera del ya pronto avasallante estalinismo.


  En cuarto lugar, lo así planteado no era otra cosa que la progresión hacia la socialdemocracia, rama primigenia del humanismo marxista, en la cual habían vivido su iniciación revolucionaria Vladimir Ilich Lenin y el propio Josef Vissarionovich Stalin. El camino seguido por el ardoroso militante comunista Rómulo Betancourt hacia la socialdemocracia fue trazado, muy posiblemente, por su convicción de que le correspondía actuar en el seno de una sociedad que no solo se hallaba absolutamente privada de libertad, sino que virtualmente no la había conocido nunca; pero a la que él le ¿atribuyó? –y no se equivocó– aptitud para luchar por ella. ¿Sentido histórico? ¿Intuición política? ¿Sensibilidad social? Quizás un poco de todo, puesto al servicio de una voluntad revolucionaria democrática que no consintió flaquezas.


  El trotskismo de Rómulo Betancourt


  Por la dirección que tomaba, la decantación ideológica así adelantada por Rómulo Betancourt tenía que encallar en el hecho de que sus adversarios le acusaran de trotskismo. Si bien hizo varias referencias directas y laudatorias a la figura revolucionaria de León Trotsky, al igual que a algunos de sus postulados políticos, no parece haber puesto mucho empeño en refutar sistemáticamente, en el plano teórico, tal acusación, formulada por aquellos a quienes, en respuesta, él denunció reiteradamente como serviles estalinistas. Situando la cuestión en un plano directamente accesible para la opinión pública, la resumió en claros términos en carta de 3 de septiembre de 1940 a Antonio García. Luego de afirmar sobre las diferencias con los comunistas venezolanos «(...) que no se trata de una simple cuestión personal (...)», hizo un terminante planteamiento:


  
    «(...) Hay diferencias fundamentales, insalvables, entre quienes siguen dócilmente consignas dictadas de acuerdo con las necesidades estratégicas y políticas de la URSS y quienes actuamos recibiendo esas consignas de nuestras respectivas realidades y de la vasta realidad americana. Momentáneamente puede haber confluencia, coincidencia, entre los puntos de vista de los stalinistas y los nuestros. Pero se rompen cuando la URSS necesita dar un viraje en su política exterior. Esto lo sienten y comprenden muchos, pero algunos temen decirlo responsablemente por temor a ser blanco del complejo y maravillosamente organizado aparato de difamación internacional montado por la IC [Internacional Comunista]. Después de lo de Trotski habrá quien tema algo más: una mazazo en el cráneo. Empero, la verdad sobre lo funesta que es para América la acción de los grupos stalinistas terminará por hacerse del dominio de las masas, porque hay en toda América partidos y hombres dispuestos a decirle al pueblo lo que debe saber (...).»

  


  Lo ocurrido y comprobado fue, explícitamente, la reivindicación de León Trotsky, como dirigente político y teórico revolucionario, por Rómulo Betancourt. Creo necesario afirmarlo, aunque defensores bien intencionados de Rómulo Betancourt, ofuscados por la propaganda estalinista, todavía hoy ven al líder bolchevique en desgracia como representativo de una posición censurable. Si cediera a tentaciones novelísticas me atrevería a considerar que la identificación del militante comunista Rómulo Betancourt con el militante comunista León Trotsky comenzó a germinar por la circunstancia de que ambos eran pensadores críticos perseguidos por un poder dictatorial. Esto podría resultar rocambolesco, si no mediara el hecho de que ambos eran pensadores críticos que se atrevían a disentir sin apartarse del credo que compartían. Pero a la posible pregunta de por qué se perseguía con tanta saña a un primer actor de la Revolución, que no había abjurado, siguió una informada valoración de su papel histórico, de su pensamiento teórico y de su sentido político, expreso en formulaciones, citadas por Rómulo Betancourt, que se orientaban hacia la socialdemocracia como fase preparatoria de las masas en su movilización de largo plazo hacia el socialismo y el comunismo[10].


  También en este marco debe medirse el alcance de la relación ideológico-política entre Rómulo Betancourt y Víctor Raúl Haya de La Torre. Pero la denuncia formulada contra Rómulo Betancourt por sus excompañeros comunistas exilados, y por siempre producía, como prueba de su trotskismo, su estrecha relación ideológica y política con la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA) y, particularmente, su relación intelectual y política con su fundador y líder. Los denunciantes no fueron capaces de percibir cuánto distanciaba al predicador de Indoamérica, líder de una nación de baja integración social, en gran parte sobredeterminada aún por la persistencia de las sociedades aborígenes, del surgente líder de una sociedad criolla, en la que los habitantes originarios perduraban sobre todo como substrato histórico y como vestigios de sociedades ya entonces marginadas o relegadas en lo espacial.


  Juicio sobre José Stalin


  En la decantación ideológico-política de Rómulo Betancourt merece especial atención su juicio sobre José Stalin. Ese juicio simbolizó la porción más extensa y de mayor peso determinante en su confrontación con el Partido Comunista de Venezuela (PCV), y con el comunismo internacional, hasta la muerte del Padre del pueblo ruso y de todos los pueblos revolucionarios del mundo, según lo pretendieron sus cultores.


  En el inicio de la formación política de Rómulo Betancourt, la figura de José Stalin irrumpió como la de un usurpador de la Revolución, que tendía a procurar que se le consagrase como amo absoluto del poder, instaurando un régimen despótico. La presencia cada día más evidente de un dictador omnipotente, al frente del primer Estado que se proclamaba socialista; y convertido en pontífice máximo de la revolución mundial gracias a la centralización del liderazgo revolucionario, por obra de la III Internacional comunista, no podía menos que resultar intragable para Rómulo Betancourt. El Pacto germano-soviético, suscrito el 24 de agosto de 1939, ratificó el juicio radicalmente adverso de Rómulo Betancourt sobre José Stalin. Al sostenerlo públicamente, arreciaron las agresiones verbales de sus excompañeros de militancia, y de sus novicios y acólitos, a quienes lo ocurrido no les perturbó su fe, al acogerse dócilmente a la explicación de que el infame pacto había sido una hábil maniobra diplomática para impedir una magna coalición antisoviética del nazismo y el capitalismo imperialista.


  Posición antitotalitaria y antifascista


  Consecuente en el planteamiento público de su radical posición democrática y antidictatorial, Rómulo Betancourt fue un determinado y persistente enemigo de toda forma de totalitarismo, comenzando por el estalinista. En esencia, condenó el totalitarismo, desde sus inicios, por ser este contrario a la democracia y por pretender abolir la libertad. Probablemente, su aversión a los regímenes genéricamente autocráticos, reforzada por la carga ideológica expresa del falangismo; a la que se añadieron el insolente racismo preconizado y practicado por el nacionalsocialismo y secundado por el fascismo italiano, lo llevó a condenar el totalitarismo, en la más alta instancia, como una grave amenaza contra la Humanidad. Su condena absoluta y beligerante del nazifascismo le llevó a recomendar medidas extremas para combatir las manifestaciones del denominado quintacolumnismo nazifascista en Venezuela. En un artículo publicado el 2 de mayo de 1942 sostuvo «(...) que ninguna tolerancia puede caber para quienes actúen como minoría organizada al servicio de los fines de dominación mundial adelantados por los dictadores totalitarios de Europa. Los criollos o extranjeros afectos al nazismo, el falangismo o el fascismo, no pueden convivir con los venezolanos libres; y frente a ellos no cabe otra disyuntiva que el puente de un barco o el campo de concentración». ¿Seguía, en esto último, la política del Gobierno de los Estados Unidos de América respecto de los denominados nipoamericanos, radicados en la costa del océano Pacífico?


  Fervor y militancia antiimperialista primarios


  En el proceso de decantación ideológico-política de Rómulo Betancourt conservó su impronta, por largo tiempo, el fervor y la militancia antiimperialistas primarios. A estos efectos debe señalarse el hecho de que Rómulo Betancourt se inició en el antiimperialismo sin haber tenido contacto directo con el mismo, salvo en la más rudimentaria y brutal de sus expresiones, vale decir en la explotación del banano en Costa Rica y en la costa caribeña de Colombia.


  En estas circunstancias fue profunda la influencia de la concepción leninista del imperialismo. Asumió, como parte substantiva de su iniciación en el marxismo, y en el ejercicio de su militancia comunista, esa visión como la fase superior ¿extrema? del capitalismo. La Gran Crisis económica que estalló en 1929 estimuló este proceso, al ser presentados sus catastróficos efectos, por políticos y escritores, no ya solo como una genuina afección cíclica del capitalismo, sino como el anuncio de su definitivo derrumbe. Rómulo Betancourt se reveló receptivo de este mensaje. Un proceso semejante ocurrió respecto de la calificación de la Primera Guerra Mundial como guerra interimperialista. Le llevó a que la guerra fuese vista, genéricamente, como expresión inmanente del reparto de mercados y de esferas de influencia, entre las grandes potencias capitalistas. La generalización de este enfoque rigió la manera como Rómulo Betancourt evaluó y explicó los conflictos, calificados de fratricidas, entre Estados latinoamericanos.


  Evolución de Rómulo Betancourt hacia la socialdemocracia


  Como resultado del proceso de decantación ideológico-política, seguido por Rómulo Betancourt, el leninismo-estalinismo le llevó a abandonar el principio de la dictadura del proletariado; al igual que a evolucionar en la conceptualización y el ejercicio del antiimperialismo militante. En lo concerniente a Stalin y el estalinismo, el primero chocó con su tenaz defensa de la libertad, en todas sus expresiones, y de la soberanía popular como fuente legal y legítima del Poder Público. En cuanto a lo segundo, fue objeto de un razonado y exitoso combate, basado, no ya en la teoría leninista del imperialismo –desvirtuada por el mal disimulado imperialismo estalinista–, sino en la concepción moderna de la soberanía nacional y del principio de la autodeterminación de los pueblos. Incurrió al hacer tal, por añadidura, en el pecado de reconocerle a estos principios renovados fundamentos, de origen capitalista burgués, por hallarse contenidos en la Doctrina de las cuatro libertades, formulada por el presidente Franklin Delano Roosevelt; y en la Carta del Atlántico, suscrita por el mismo y Winston Spencer Churchill. Respecto al fascismo y el nacionalsocialismo, asumió un rechazo sin matices y una condena tenaz, incluyendo el denominado Pacto germano-soviético y el clericalismo falangista. En síntesis, en la evolución ideológico-política de Rómulo Betancourt tuvieron profunda influencia, por su significado ideológico-político, las repercusiones de la Primera Guerra Mundial, de la Segunda Guerra mundial y de la Guerra Fría.


  No corresponde a la naturaleza de este estudio una detallada consideración del ciclo de la socialdemocracia. Me limitaré a apuntar que el primer volumen de El Capital apareció en 1869 y el último después de la muerte de Marx. Su amigo y colaborador, Federico Engels, mantuvo una estrecha cooperación con el Partido Socialdemócrata alemán, fundado en 1875. Por su parte, Rómulo Betancourt, además de declarar, en un artículo publicado el 25 de abril de 1931: «(...) Cornelia me entusiasma mucho menos que Rosa Luxemburgo (...)», de quien dijo que leyó «(...) las cartas patéticas (...) desde las cárceles de Wronke y de Breslau(...)», afirmó rotundamente, en un artículo titulado «Magda Portal y el voto femenino», publicado el 6 de junio de 1931: «(...) nosotros no hablamos en política el galimatías azucarado de los liberales, sino el rudo lenguaje proletario de Engels, Trotsky y Rosa Luxemburgo».


  En lo concerniente a la socialdemocracia latinoamericana, una vez asimilados el episodio Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA) y el indoamericanismo-antiimperialismo de Víctor Raúl Haya de la Torre, quedó abierto, para Rómulo Betancourt, el campo de su creatividad, cuyo ejercicio le labró el puesto de alto contribuyente a la definición ideológica y política de la socialdemocracia latinoamericana, en su condición de Padre de la democracia moderna en Venezuela, y de ser uno de sus más tenaces promotores y defensores en el continente americano.


  Quizás sea posible sintetizar este proceso de decantación ideológica observando que Rómulo Betancourt no llegó a la socialdemocracia por adopción de una proposición ideológica, sino por descarte de las demás derivaciones del humanismo marxista, y guiado por su genuina vocación de democracia y libertad.


  PARTE III.

  Emergencia de un líder revolucionario marxista; fase preparatoria de la formulación de una teoría de la revolución democrática venezolana


  (...) Es necesario crear en Venezuela, rápidamente, una cultura política de emergencia. Me refiero a la simple inquietud por los problemas públicos, a la preocupación por los problemas sociales, ya que bien sé que una completa comprensión de una y otra cosa no se logran sino a través de una tarea de muchos años(...).


  «Carta a Mariano Picón Salas». 10 de febrero de 1932.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. I, p. 342


  Los signos sobresalientes, en el surgente liderazgo de Rómulo Betancourt, obligan a tener presente que tan tenaz empeño tuvo en su nacimiento, como componentes, factores que denotaban sobre todo un arrebato romántico: amor por la libertad, solidaridad juvenil, espíritu de sacrificio heroico, sentido misional del proselitismo político y arrojo personal. En suma, terreno propicio a la germinación de la semilla de una ideología revolucionaria a la que bastaba rasparle un poco la cobertura materialista para toparse con un núcleo romántico.


  La precedente apreciación de los factores y circunstancias que confluyeron en la aspiración de liderazgo de Rómulo Betancourt seguramente le habría contrariado. Choca frontalmente con la figuración de la personalidad compendiada en el propósito de vencerse a sí mismo, orientada hacia la personificación del militante imbuido de las virtudes y cualidades del buen comunista, descrito en la naciente literatura soviética. Pero también en este caso, de edificación de una personalidad ajustada a un propósito, regía la especificidad del teatro sociopolítico y cultural en el cual se generaba el propósito mismo.


  Hacia el liderazgo durante el primer exilio (1928-1936)


  Rómulo Betancourt emprendió la marcha hacia el liderazgo durante su primer exilio (1928-1936). Partió de una ardua y exigente iniciación. El hecho de que un joven estudiante exilado, que apenas superaba los veinte años de edad, con una breve pasantía carcelaria y un escaso bagaje cultural, además de verse condenado por el exilio a una sobrevivencia precaria, llegase a abrigar y a poner por obra la aspiración de liderazgo, conforma un punto de partida que retaría el sentido común, si no se considerase la brevedad de la expectativa de vida en aquella sociedad. Sin disminuir la significación de las cualidades personales ya demostradas en los sucesos que lo condujeron al exilio –si bien en ellos no se igualó en relevancia con otras figuras dirigentes que suscitaron su admiración juvenil– nada notable era visible en aquella personalidad un tanto impulsiva que, sin embargo, estaba decidida a sentar ejemplo de superación personal, ideológica e intelectual-.


  Los «Hermanitos»


  La determinación de aspirar al liderazgo tenía que brotar de una caracterización de la oposición exilada al dictador Gral. Juan Vicente Gómez Chacón. Luego vendría una valoración crítica de los rasgos y alcances de tal oposición. Hallarse, siendo portador de un bagaje sentimental e intelectual juvenil que lo impulsaba hacia el heroísmo desinteresado, confundido con grupos de exilados cuyas motivaciones iban desde la nostalgia del poder perdido hasta el obcecado aventurerismo, lo condujo a practicar una suerte de aislamiento profiláctico.


  Al mismo tiempo, el crudo dogmatismo de quienes también asumían las para ellos nuevas ideas revolucionarias chocaba con el espíritu crítico que ya despertaba en el joven exilado. Su relación epistolar con Salvador de la Plaza y Carlos León, y su encontronazo con el Partido Revolucionario Venezolano (PRV), en la segunda mitad de 1929, dan fe de esta disposición crítica, al igual que de su celosa independencia; de lo que había hablado al último mencionado en carta de 1.º de diciembre del año anterior: «(...) No tenemos compromisos con caudillos, ni militares ni civiles, no acatamos órdenes de ninguno de los sargentos de París o de Nueva York, en nuestro archivo no hay una sola correspondencia de ellos (...)». De allí su drástica clasificación de quienes se proclamaban opositores al dictador imperante en Venezuela; clasificación negativa de la que eran excepción los jóvenes de la Federación de Estudiantes de Venezuela (FEV), de quienes se sentía representante.


  Entre estos últimos destacaban en su aprecio los que denominó Hermanitos; en cuyo minúsculo grupo de carácter igualitario pronto irrumpió quien, imbuido de su arrebatada determinación de liderazgo, llegó a constituirse en juez censor de conductas y en consejero crítico; actuación que por rebasar las fronteras grupales, le hizo merecedor de ser cáusticamente aludido por el prestigiado exilado José Rafael Pocaterra. Sintiéndose ofendido por las recriminaciones y los consejos que le dirigiera Rómulo Betancourt en una carta de 5 de marzo de 1931, escribió a Carlos Delgado Chalbaud, en febrero de 1932, refiriéndose al estado de dispersión y desorientación que reinaba en la emigración opositora a Juan Vicente Gómez: «(...) ¡Todo porque allá, acá y por donde quiera no hay pelafustán, ni mocito imberbe, ni viejo nulo, que no se crea un Metternich, forrado de Napoleón y con la pureza de la Inmaculada! (...)».


  Pero no fue más del todo holgado su relacionamiento con los Hermanitos. Hubo quienes dieran muestras de autonomía ideológica; y entre estos uno que se permitió juzgar, casi paternalmente, la conducta del emergente e impulsivo líder; y aconsejarle moderar su fogosidad. Lo hizo Valmore Rodríguez en carta de 13 de agosto de 1931, al decirle: «Ahora, Romulín (...) ven acá. Juzgo que tú estarás completo y maduro para la labor que hemos emprendido sólo cuando adquieras ese sentido de flexibilidad que tanto te empeñas en rechazar. Por eso insisto tanto en ello, sin culparte en tu obstinación, hija legítima de tus cortos años de vida y de luchas. Ya me contarás otras cosas cuando conozcas mejor a los hombres. Conste que eso no es llamarte muchacho». El desenvolvimiento de esta relación crítica, y en ocasiones hasta polémica, constituyó, dada su condición grupal, una escuela primaria de liderazgo para Rómulo Betancourt. Le ayudó a refrenar la intolerancia ante la disidencia; y a conciliar esta última con valores humanos que se sobreponían a las motivaciones ideológicas, atemperándolas.


  Drástica ruptura con los caudillos patentados


  La decantación ideológica, basada en la asimilación crítica de las
nuevas ideas sociopolíticas, al remplazar progresivamente la motivación espiritual
e intelectualmente juvenil de la aspiración al liderazgo, consolidó
la ruptura con los caudillos patentados. Rómulo Betancourt logró desprenderse
del condicionamiento ético ejercido por el generalmente reconocido
heroísmo de los caudillos consagrados; y elevarse a la más severa caracterización
general de ellos. Al conocerlos de cerca, dijo, pudo calar el mito que
los envolvía, y contemplar su realidad: calificó, con dureza, su ineptitud
política y su arcaísmo ideológico. Casos representativos fueron crudamente
evaluados: Emilio Arévalo Cedeño, Rafael Simón Urbina, Francisco de
Paula Aristeguieta, etc. Otros fueron exaltados, como José Rafael Gabaldón
y Román Delgado Chalbaud. Llegó a idear tácticas para infiltrar los manejos
caudillescos si estos cuajaban en intentos de invasión y guerrilla, con el
fin de orientarlos de manera revolucionaria.


  Pugna ideológica y política con compañeros de militancia revolucionaria comunista exilados


  Como correspondía, el emergente líder cultivó un fecundo intercambio crítico con exilados e intelectuales de diversos países, pero siempre sobre la base de nuevos enfoques de los objetivos políticos en la lucha contra los regímenes dictatoriales, y promoviendo la solidaridad en la lucha contra la dictadura instaurada en Venezuela. En este escenario se desenvolvió la pugna ideológica y política con compañeros de militancia revolucionaria comunista exiliados, representados en esta contienda ideológico-política por Salvador de La Plaza y Miguel Otero Silva; contienda que fue, básicamente, consecuencia de la aproximación crítica y creadora de Rómulo Betancourt al marxismo; pero que se hizo particularmente aguda en razón de la posición que él asumió ante la dictadura de José Stalin y la pretensión rectora de la III Internacional comunista.


  Lo así gestado llegó a convertirse en una pugna entre un revisionista trotskista y unos revisionistas estalinistas; a lo que se añadía el normal y bivalente encono sectario entre el tildado de tránsfuga vendido y los estigmatizados como fanáticos sectarios. En cambio, fue fecunda la relación crítica de Rómulo Betancourt con otros exilados, como Germán Herrera Umérez y Carlos D’Ascoli; y con diversos intelectuales. Particularmente con los venezolanos Mariano Picón Salas y Juan Liscano; e igualmente con peruanos, como Luis Alberto Sánchez y Víctor Raúl Haya de la Torre; y colombianos, como Germán Arciniegas y Eduardo Santos.


  Montaje de la que Rómulo Betancourt concibió como una Internacional democrática


  Desde su primer exilio (1928-1936) estuvo siempre presente en el pensamiento político de Rómulo Betancourt el internacionalismo, tanto en escala continental americana como mundial. Así lo dictaba su formación marxista primaria. Pero la decantación ideológica lo llevó hacia un replanteamiento de su internacionalismo, abocado ahora a la promoción de la democracia. Al cumplir su tercer exilio (1948-1958), y enfrascado en la formulación de la estrategia del retorno al poder, los contactos establecidos y cultivados desde la primera etapa –también muchos de ellos evolucionados hacia la democracia– le fueron de gran utilidad; si bien incluso ante algunos de ellos tuvo que acreditar su nueva orientación política; lo que se logró básicamente gracias a su lucidez argumental y a la tenacidad de su combatiente anticomunismo. Este nuevo enfoque del internacionalismo lo expuso Rómulo Betancourt, con claro sentido pragmático, en una carta a Víctor Paz Estenssoro, de 3 de setiembre de 1953:


  
    «Le estoy diciendo a Walter Guevara [Arze] de la importancia que tiene la resonancia que se dé a la gira de Figueres [José]. No se trata solo de exaltar a uno de los nuestros, sino a quien tiene mayor receptividad en Estados Unidos. Después de su gira por Sud América irá al Norte. Allí tiene auditorio en medios políticos, universitarios, de prensa. Puede y debe llevar nuestras tesis a donde tan necesario es que se difundan; y será más eficaz [sic] ese impacto si se aprovecha este contacto suyo con los pueblos del Sur para exaltar su personalidad. Somos políticos con sentido americano de equipo, y por eso no debemos andarnos con circunsloquios [sic]. Es de utilidad obvia que tengan [sic] particular resonancia este viaje de nuestro amigo.»

  


  Importa advertir que en esta labor de internacionalista de la democracia, emprendida por Rómulo Betancourt cuando sus recursos no podían ser más escasos ni su situación personal más comprometida, se conjugaron las que llegaron a ser dos constantes de su personalidad histórica: su sentido de la solidaridad, procurada y brindada; y su conciencia de estadista democrático. Ambas le llevaron a ver la instauración y consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático como un enfrentamiento con el despotismo, en todos los escenarios.


  Formación de un estratega político en el exilio


  Para adelantar en el exilio su formación como un estratega político, Rómulo Betancourt consideró necesario partir del despeje del teatro en el cual habría de librarse la confrontación de fondo, a la que apuntaba su esfuerzo ideológico-político. A ello debió servir el folleto Hay o no hay comunistas en Venezuela. El deslinde de fuerzas y criterios allí trazado, inspirado en el conocimiento crítico del marxismo y de la teoría leninista de la política y el poder, revela que su revisionismo del marxismo era, esencialmente, un llamado al retorno a la autenticidad doctrinaria. ¿El camino seguido por todos los fecundos revisionismos? Un camino en el cual se recogen enseñanzas, se superan obstáculos, se aprende a lidiar con la adversidad, y se preserva la osadía de soñar en grande para emprender y realizar grandes obras.


  La promoción del emergente liderazgo requería, en primer lugar, la adquisición y el afinamiento de los medios que permitieran desarrollar la obra de adoctrinamiento. El emergente líder, mientras cuidaba de consolidar su pequeño grupo de Hermanitos, evolucionó hacia la condición de dirigente, ocupándose de montar el dispositivo necesario para la difusión del nuevo mensaje político, el suyo, aunque este se hallaba, todavía, en fase de gestación. Se ha observado que su aspiración al liderazgo se basaba, entonces, más en la definición de una posición que en una labor proselitista. La fórmula no era, sin embargo, sencilla. Consistía en la más difícil de las modalidades de la franqueza de que llegó a ufanarse: haz como yo hago, no solo como yo digo. Mas, que para ello era necesario el temple espiritual que permitiese desdeñar el citado dicterio que le disparó José Rafael Pocaterra: «(...) mocito imberbe (...) creído (...) un Metternich, forrado de Napoleón y con la pureza de la Inmaculada! (...)».


  El destinatario del discurso portador del nuevo mensaje revolucionario


  Para identificar al destinatario del discurso portador del nuevo mensaje revolucionario era necesario, en una primera instancia, diferenciarlo respecto de otros mensajes, ya en circulación, como el difundido por el periódico Libertad, que publicaban en México Salvador de la Plaza y Carlos León; considerado por Rómulo Betancourt inadecuado a la realidad venezolana; como también las prédicas tradicionales cargadas de generalidades y lugares comunes. Para estos efectos debía comenzarse por disponer el campo en el cual habría de batirse con prestigios establecidos. El instrumento concebido fue el folleto Con quién estamos y contra quién estamos; en el cual identificó y caracterizó, desde los puntos de vista social e ideológico, a quienes habría de enfrentar; como también al destinatario privilegiado del nuevo mensaje revolucionario.


  A la par que recomendaba la fuerza renovadora de la que su mensaje era portador, postuló, como correspondía, la necesidad de abandonar la usanza de la montonera y de substituirla por la promoción y orientación ideológica de la lucha de masas, conducente a la formación de un partido. ¿La fórmula aplicada desde su llegada a Venezuela en 1936, finalizado su primer exilio, centrada –dada la imposibilidad legal de formar el entrevisto partido de oposición revolucionaria– en la promoción de organizaciones gremiales y sindicales legales?


  Naturaleza del nuevo discurso político


  En lo concerniente a la naturaleza del nuevo discurso político, Rómulo Betancourt consideró que la divulgación y promoción del nuevo mensaje revolucionario imponía la necesidad de un discurso que se amoldase a él. Por lo mismo, su formulación conceptual y su argumentación debían marcar una clara diferenciación respecto del discurso revolucionario tradicional. Valga de ejemplo, en lo conceptual, su crítica del manejo de la noción de libertad con arreglo a la concepción liberal tradicional, que entonces consideraba periclitada; y en lo táctico, el contraproducente recurso al antiandinismo y a la indiscriminada condena del sector militar. Pero no solo debía el nuevo discurso desprenderse de las rémoras ideológico-políticas; también debía evitar que se le adhiriesen nuevas, tales como la adopción acrítica de la interpretación marxista mecanicista de la situación venezolana, comenzando por la prédica del partido del proletariado, la condena, también indiscriminada, de la burguesía; y el rechazo de la etapa parlamentaria postulada por la socialdemocracia como fase previa a la revolución; esto último tildado de trotskismo. Para ello era necesario tener en cuenta el gran obstáculo representado por la combinación del generalizado analfabetismo y de la no menos generalizada ausencia de conciencia política.


  Difusión del discurso: medios, lenguaje y contenido


  El objetivo inmediato, es decir la difusión del nuevo discurso revolucionario, requería complementar los medios tradicionales de difusión con algunas innovaciones en cuanto a los medios mismos, al lenguaje a ser empleado y a los contenidos. En cuanto a los medios, era obvia la necesidad del periódico o del boletín. Desde el primer momento se consideró cuestión primordial la edición de un periódico; mas ante la escasez de recursos para este efecto se pensó en un modesto boletín, quincenal o mensual, como el que publicaba la III Internacional comunista, sugirió Rómulo Betancourt a Mariano Picón Salas, el 10 de febrero de 1932; a la voz que detallaba lo conducente a «(...) esta labor de adoctrinamiento y propaganda (...)».


  El nuevo lenguaje debía ser directo, accesible a personas de escasa formación cultural, y ajeno a las elaboraciones doctrinarias eruditas o rebuscadas; un lenguaje que, sin embargo, contribuyese a superar esquemas atávicos y a contrarrestar el indoctrinamiento dictatorial. En síntesis, el medio divulgador debía hablar como hablaba el pueblo al que se dirigía, si bien este era ochenta por ciento analfabeto. Los contenidos debían ser agitativos y doctrinarios. Debía lograrse una fórmula en la que se combinasen ambos criterios, prestando particular atención a dos cuestiones capitales: el imperialismo y el petróleo. ¿En síntesis, el estilo Betancourt, que fuera calificado por Arturo Uslar Pietri de quincalla verbal? ¿Incluido el uso de arcaísmos y términos raros, que hacían las delicias de puristas y satíricos, pero que fijaban la atención en lo que dijo Betancourt?


  Diagnóstico del escenario sociopolítico venezolano, en el exilio y en el país, en función de la efectividad del discurso


  El nuevo mensaje revolucionario, por su autonomía ideológico-política a la par que por su reclamo de ser materialista histórico, debía fundarse en un diagnóstico más convincente y sólido del escenario sociopolítico venezolano, del exilio como del país, que el presentado en los mensajes que, a juicio de Rómulo Betancourt, debían ser desechados, sobre todo por la juventud. Era la tarea más ardua, atendiendo a las condiciones del exilio y a la escasa información procedente del interior del país; a lo que se sumaba la todavía observable falta de madurez del emergente líder, desbordante sobre todo de empeño y entusiasmo. Estas cualidades y condiciones se reflejaron en lo complejo y ambicioso de las tareas deducidas, como necesarias y urgentes, del diagnóstico historicista, más principista que informado, del cual derivaban; es decir las básicamente contenidas en el Plan de Barranquilla; si bien el documento mismo fue prontamente puesto en sordina.


  En función de la efectividad del discurso, debían combinarse en él la información fehaciente con el análisis político y el adoctrinamiento basado en la nueva orientación ideológico-política, si bien todavía en fase de gestación pero exaltada críticamente hasta el punto de ser calificada de revisionista por los acólitos tropicales de los guardianes de la ortodoxia. Se trataba de inducir a la militancia a que fuese genuinamente revolucionaria, es decir que llegase más allá del derrocamiento de la dictadura y apuntase a la transformación revolucionaria de la sociedad.


  El objetivo primero y primario habría de ser estimular la formación de la opinión pública, en una sociedad no solo abrumadoramente iletrada sino mantenida durante un siglo, por los gobiernos de la República liberal autocrática, en una condición tutelada, que la privaba de participación real en la consideración de los asuntos públicos; salvo la formal e ineficaz de una pequeña fracción fácilmente manipulable por quien ejerciera el más alto nivel del Poder Público. Para esa sociedad los asuntos públicos eran competencia exclusiva de quienes detentaran el poder. Despertar el interés por los asuntos públicos, hasta 1936 vedados, era una meta que lucía no ya muy ambiciosa, sino imposible de alcanzar. Esto, en un ambiente de censura de la prensa y de amenaza carcelaria o el destierro, si no la muerte lenta en calabozos mugrientos.


  Proposiciones y planes estratégico-políticos, en función del liderazgo


  Al emergente líder revolucionario marxista Rómulo Betancourt, resultante de la comprensión crítica de las mismas estrategias y tácticas que la generalidad de sus compañeros de militancia acogían sin reservas e intentaban llevarlas a la práctica disciplinadamente, se le planteó el reto de formular alternativas estratégicas, y sus correspondientes tácticas, que fuesen capaces de remplazar las por él criticadas; y de fomentar en la sociedad un nuevo estado de conciencia política; comenzando por su propios Hermanitos, también llamados a rescatarse de la ortodoxia que, en un comienzo, el ahora crítico redentor había igualmente defendido y predicado.


  La meta primordial perseguida fue claramente establecida. Consistiría, en palabras de Rómulo Betancourt, no ya en procurar «(...) un nuevo y menos gaseoso concepto de la libertad (...)», sino en llevar a cabo el cambio revolucionario de la sociedad venezolana. Vale subrayar la circunstancia de que aún no se asociaba la vigencia y perduración de la libertad con la instauración de la democracia; y, sin embargo, se pretendía fijar como meta un objetivo más lejano y apenas intuido, la instauración del socialismo. ¿Por qué Rómulo Betancourt pensaba, todavía, en marzo de 1931, cuando firmó el Plan de Barranquilla, que con el advenimiento del socialismo reinaría una libertad no gaseosa? ¿La ilusión liberal era reemplazada por la candidez socialista?


  La depuración de los planes estratégico-políticos, y la substitución de las directivas tácticas, ya instaladas en la mentalidad de los exilados opositores de la dictadura y propaladas por caudillos e intelectuales exilados, era requisito que debía satisfacerse para que el nuevo discurso revolucionario trascendiese a la acción. Esta tarea se planteaba en dos niveles correlacionados. En primer lugar, el de las substituciones, comenzando por la del ineficaz caudillismo-garibaldismo tradicional. Esto implicaba no solo el deber de criticar lo por otros representado, sino también la necesidad de una buena dosis de autocrítica. Pero esto último sin permitir que ese ejercicio crítico se tradujese en un enfriamiento del ímpetu de lucha, no solo política sino también armada, que podría derivarse de la ruptura con los planes, que Rómulo Betancourt consideraba infiltrables, de los viejos caudillos exilados. En segundo lugar, la substitución del marxismo mecanicista por el dialéctico. A este efecto no bastaba con la crítica expresa y divulgada; era necesario persuadir tanto de la necesidad de la nueva orientación como de su eficacia, aún por someter a prueba.


  Fomento de la conciencia política y social respecto de los problemas nacionales


  En suma, se requería fomentar y orientar, en la sociedad venezolana, el ejercicio de la conciencia política y social en lo concerniente a los problemas nacionales. Para el logro de esos propósitos era necesario no ya despertar sino crear conciencia política, en una sociedad desvalida ideológica y políticamente. A estos fines estarían dirigidas dos tácticas primordiales. La crítica, informada y correctiva, del desempeño del Poder Público, fue la táctica inmediata seguida para generar, en la opinión pública, capacidad y disposición para la captación de los contenidos de un mensaje que no tenía precedente; por hallarse fundado en una combinación de información básica y de estímulo al despertar del espíritu crítico; esto en una sociedad globalmente habituada a acatar, obedecer y callar.


  Rómulo Betancourt realizó una ejemplar aplicación de esta táctica. En esta línea de agitación política, consideró necesario desmenuzar las políticas públicas y administrativas; y traducir lo observado en un discurso que estuviese al alcance de los sectores de esa sociedad a los que estaría dirigido, preferentemente, el mensaje revolucionario. El minucioso periodismo crítico que practicó casi desde su llegada a Venezuela, en el 6 de enero de 1936, dedicado a ventilar, informando y criticando, todos y cada uno de los actos y actitudes del Poder Público –incluidos silencios y deliberadas elusiones, que comprometieran el interés de la Nación–, respondió a esta orientación táctica, al mismo tiempo que le procuraba modesto sustento al periodista vocacional que declaró ser.


  Superación del manifiesto revolucionario tradicional y del leninista-estalinista internacionalista: el Plan de Barranquilla


  La superación tanto del manifiesto revolucionario tradicional, como del obligado y expreso sometimiento a los textos sagrados del marxismo vuelto dogma; y también de las directrices de la ortodoxia internacionalista impartidas por los burócratas de la III Internacional comunista, debía tomar pie en una suerte de cuerpo de ideas y proposiciones que contuviese los principios, y fundamentase las normas, que habrían de regir la difusión y puesta en práctica del nuevo mensaje revolucionario. El Plan de Barranquilla representa ese primordial fundamento. Fechado en el 22 de marzo de 1931, la suscripción del mismo y su difusión marcaron la plena comparecencia del emergente líder ante sus eventuales seguidores. También ante sus ineludibles adversarios; ya fuesen correligionarios ortodoxos, ya fuesen representantes o causahabientes del pasado autoritario y despótico.


  La estructura metódica e ideológica del Plan... rompió con las tradiciones. En lo metódico, solo conceptualmente se situó, de manera ostensible, a la sombra de los preceptos sagrados del marxismo. En lo ideológico, partió del que quiso ser un diagnóstico directo del escenario sociohistórico venezolano. La conceptualización aparece explícitamente asociada con su finalidad organizativa y su provisionalidad objetiva. La significación y el propuesto alcance de este primordial documento deben ser apreciados al ras de los tiempos en que fue producido; pero en particular deben serlo en función del sentido y alcance del Programa mínimo que lo cierra. Parece clara su intención, en lo político conceptual, de deslindar campos ideológicos. Pero su redactor, Rómulo Betancourt, le atribuyó el propósito inmediato de propiciar la necesaria ubicación de los integrantes de la posible hueste. En cuanto al objetivo de largo plazo, lo supeditó a lo provisional; como cuadraba con el concepto de Programa mínimo.


  El Plan... suscitó –y sigue haciéndolo– muchos y diversos enfoques críticos. Pero ubicado en el largo período histórico, como corresponde al propósito de evaluar la proyección de un documento de tal naturaleza y advenido en tales circunstancias, legitima una importante interrogante: ¿postuló una instancia liberal y democrática, preparatoria de la revolucionaria, inspirada en las tesis de León Trotsky; o fue solo coincidente con ellas? La primera es una posible interpretación, basada en las referencias a las posiciones teóricas de León Trotsky, presentes en la correspondencia dedicada a defender el Plan, dirigida por Rómulo Betancourt a sus Hermanitos.


  En lo inmediato, el 3 de julio de 1931, en polémica carta a Miguel Otero Silva, también asumiendo la defensa del Plan de Barranquilla, citó a Trotski inmediatamente después de citar a Lenin: «(...) A este respecto escucha a Trotsky, que ‘renegado’ tiene más autoridad para hablar de los comienzos de la revolución rusa que muchos de los incorporados a ella a última hora y actuales dirigentes de la III Internacional (...)». También en carta a sus Hermanitos, fechada en el 17 de setiembre de 1931, transcribió un párrafo del prólogo de la obra de Trotsky titulada 1905:


  
    «(...) En aquella época –se refiere a la revolución de 1905– oponíamos al zarismo un amplio programa de democracia política (sufragio libre, república, etc.). No podíamos proceder de otra manera. La democracia política es una etapa necesaria en el desarrollo de las masas obreras, con la reserva esencial de que en algunos casos éstas pasan por dicha etapa en el transcurso de varias décadas, mientras que en otros la situación revolucionaria permite a la misma [sic] emanciparse de los prejuicios de la democracia política antes ya de que las instituciones de la misma sean llevadas a la práctica[11].»

  


  Al paso, desarrollando su propio pensamiento, se amparó bajo una cita de autoridad tomada, ¿de propósito?, de la Revolución permanente, obra particularmente execrada por los filisteos del leninismo-estalinismo, cuyo prólogo está fechado en 1930: «(...) el objetivo mediato de la lucha es la revolución agraria antiimperialista, revolución hecha por las masas y para llevarla hasta el fin por las masas, ya que es una utopía reaccionaria –y muy claramente lo demuestra Trotsky en las páginas de la Revolución permanente– pensar que la burguesía pueda realizar en nuestros países esa etapa de la revolución. La experiencia de octubre [de 1917] es decisiva en este sentido».


  Menos verosímil resulta otra interrogante: ¿Fue el Plan... un apenas disimulado manifiesto-programa socialdemócrata? Tal podría desprenderse del grado de correspondencia que se advierte entre lo pautado en ese documento y lo actuado a partir de 1945, con motivo de la instauración de la República liberal democrática. Mas, en la misma carta a sus Hermanitos, luego de la extensa cita de Trotsky, el ya hermano mayor dio una extensa respuesta circunstanciada:


  
    «(...) Estas consignas, de orden puramente político, capaces de interesar –lo repito– aun a los sectores liberales, anticaudillistas, civilistas, democratizantes, de la burguesía, debemos ligarlas con reivindicaciones exclusivamente de orden económico («Elevación del standard de vida de los trabajadores», etc., punto 2º de la síntesis [¿?]), donde están comprendidos los ordinales III y IV de nuestro Programa de Barranquilla (Se refiere al «(...) programa mínimo de acción política y social (...)», con el cual culmina el Plan de Barranquilla), es decir la reforma agraria y la expedición de decretos o resoluciones «protegiendo a las clases productoras de la explotación capitalista» (y observo que ese segundo punto debí hacerlo menos implícito, más claro, diciendo concretamente que nos referíamos a la lucha por las tierras del gomecismo para los trabajadores no poseyentes y a las mejoras del asalariado urbano). Y por último la consigna antiimperialista («Nacionalismo económico», etc., 3.º punto de la síntesis), entendiendo por esta consigna una concretización –indudablemente en exceso concretizada– de los puntos contenidos en el ordinal VII de nuestro Plan(...).»

  


  Solo que anduvo de por medio la Segunda Guerra Mundial, cuya dinámica ideológico-política resultó ser generadora de radicales cambios de enfoque de la naturaleza de la revolución todavía preconizada en el Plan…, como históricamente necesaria.


  La determinación de los actores y fuerzas sociales entrevistos como llamados a acoger el nuevo mensaje revolucionario y asumir sus directrices, depende de las respuestas que se den a las interrogantes inmediatamente precedentes. Y parece quedar justificada, respecto del Plan..., su condición de referente algo rudimentario y lejano de la Revolución democrática, que fue proclamada por su redactor luego de su tercer exilio (1948-1958). En efecto, del programa revolucionario provisional en él fundado, y sintetizado en el Programa mínimo que lo cierra, lo menos que podría observarse es que contiene, aparte de retos a la conciencia histórica basada en el saber histórico común, consideraciones y disposiciones apropiados para alarmar a la escasa y atrasada burguesía, como en efecto sucedió al contribuir a anclarla en la creencia de que el demócrata Rómulo Betancourt no era sino un irredento comunista solapado.


  En lo concerniente al propósito de largo alcance, que no podía ser, dada la naturaleza mínima del Programa, sino la revolución socialista, resultaba bastante ilusoria la esperanza de que fuese acogido entusiastamente por la coalición de las fuerzas sociales entrevistas por el redactor. Así quedó comprobado por el táctico cambio de enfoque de la cuestión agraria, en lo concerniente a la erradicación de la propiedad privada de la tierra.


  Los escenarios correspondientes al surgente liderazgo


  La consideración de la cuestión de los escenarios correspondientes al surgente liderazgo es fundamental para evaluar la eventual existencia, y la posible correlación, entre las denominadas condiciones objetivas y condiciones subjetivas, según lo pautado por la teoría política marxista-leninista, cuya presencia se advierte en el cuerpo del Plan... y en su Programa mínimo. El del exilio desempeñaba el papel de escenario condicionante, como reflejo distorsionado y desorientador del escenario nacional, al ser percibido este último a través de la condición general del exilado, que tiende a compensar la realidad conocida solo de manera fragmentaria, improvisada y necesariamente referencial. Un hecho básico, respecto de los exilados venezolanos entre 1928 y 1936, según confesión de Rómulo Betancourt, era el escaso y deficiente conocimiento del escenario nacional. La también escasa, además de sesgada, información de fuente oficial o tolerada por la estricta autocensura impuesta por el temor al ejercicio despótico del poder no podía ser contrastada con información independiente, por lo rudimentario y acomodaticio de los canales internacionales.


  La Venezuela recordada, la Venezuela conocible, la Venezuela imaginada y la Venezuela por conocer, tales fueron los términos de la dialéctica en la que el emergente líder Rómulo Betancourt tuvo que desenvolverse, para formular estrategias y diseñar tácticas. En síntesis, en la evaluación de las condiciones objetivas y las condiciones subjetivas estaba involucrada la confrontación –más que la concertación– entre la intuición política y el conocimiento. Rómulo Betancourt dio reiteradas pruebas de tener clara esta situación y de las limitaciones que generaba.


  PARTE IV.

  Hacia la formulación de una teoría revolucionaria venezolana de la democracia


  Pero la verdad es que el avance social no se hace en línea recta, por autopistas asfaltadas. Es un proceso complejo, difícil, en que utilizar el atajo, el camino accidentado, resulta a veces la única posibilidad real.


  RÓMULO BETANCOURT a Serafino Romualdi, 2 de abril de 1956.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, p. 557


  Así caracterizó, tardíamente, Rómulo Betancourt la situación planteada, en el trance de la formulación de una estrategia revolucionaria que pudiese ser percibida como alternativa válida, respecto del seguidismo internacionalista predicado por la III Internacional comunista y rechazado por él críticamente. Una alternativa que propiciase la participación, en la empresa de democratización de la sociedad venezolana, de sectores y actores sociales entumecidos bajo la opresión ejercida por la dictadura liberal regionalista, a lo largo de la casi década y media transcurrida desde la formulación del Plan de Barranquilla. ¿El hacerlo en 1956, casi al término de su tercer exilio, significaba, más que una reivindicación de lo actuado en 1945, el reconocimiento del papel que aún podría caberle desempeñar a la violencia, como vía de acceso al Poder Público, en el echado de bases propiciatorias de su propia erradicación?


  Papel fundamental a desempeñar por los escenarios sociopolíticos


  Ante esta situación, era acentuadamente importante la caracterización de los escenarios sociopolíticos. Tal era el condicionamiento básico; pero no bastaba con invocar las diferencias de escenarios. Se requería ubicar esas diferencias en el ámbito de una ideología política, la marxista, la cual, en aquellos momento y situación, no se pretendía rechazarla sino afinarla en su eficacia. Iniciándose la década de 1930, el militante comunista Rómulo Betancourt se esforzaba por preservar lo esencial de su formación ideológica recién adquirida. Enfrentaba tergiversaciones que impedirían el servirse de esa ideología en escenarios cuya formación sociohistórica determinaba realidades específicas, poco o nada favorables a ese efecto.


  Se daban, de esta manera, las condiciones propicias para que Rómulo Betancourt demostrase una ejemplar aplicación del principio primordial de la dialéctica materialista engeliana. Esto sea apuntado sin entrar a establecer si él pudo estudiar directamente la obra de Federico Engels, coautor de Manifiesto comunista, de 1848, titulada Anti-Dühring. (M. E. Dühring trastorna la ciencia). De esta obra se ha dicho: «(...) Presente en las librerías desde 1878, fue uno de los libros más leídos durante los doce años (...) siguientes (...) hasta el punto de que ya en 1885 se consideró necesario reeditarla. En esa época, y sin duda más que El Capital, esta obra contribuyó a la difusión del marxismo en Alemania y el mundo (...)»[12]. En referencia al momento vivido por Rómulo Betancourt vale recordar que uno de los postulados centrales de esta obra, que corre en el capítulo tercero, significativamente intitulado «El apriorismo», reza: «(...) Los principios sólo son exactos en la medida en que se corresponden con la naturaleza y la historia. Tal es la única concepción materialista de la cuestión (...)».


  Atendiendo a este precepto, ¿el marxista crítico Rómulo Betancourt comprendió que para la formulación de una teoría revolucionaria era la Historia el principal factor de sustentación?


  ¿Eclipse parcial del Plan de Barranquilla y de su Programa mínimo?


  De la respuesta que se dé a esta interrogante podría concluirse sobre si la observancia de este principio dialéctico condujo al eclipse más que parcial de lo contenido en el Plan...; al igual que de lo postulado en su Programa mínimo; documentos cuya instrumentalidad y provisionalidad fueron aseveradas por su autor desde muy temprano. Lo que permite preguntarse sobre si al hacer tal cosa escudaba la circunstancia, también reconocida por él, de que todavía el 22 de marzo de 1931 era muy escaso y deficiente su conocimiento de la realidad venezolana; lo que no podía obviarse sin contrariar el postulado dialéctico engeliano.


  El eclipse advino después que el Plan... había respondido a la circunstancia de que el esfuerzo requerido por la superación de la formación ideológica primaria admitía que se estableciera una diferenciación entre la militancia, entendida como actividad y participación políticas concretas, por una parte; y la militancia entendida como adhesión a corrientes ideológico-doctrinarias, por la otra. Obviamente, solo cabe establecer esa diferenciación en sentido analítico, pues son numerosos los entrecruzamientos, no solo vigorosos sino también persistentes. Como muestra vale considerar el papel cumplido por el Plan..., según las circunstancias políticas concretas, que lo hicieron colindar con una actitud pragmática ante lo político inmediato, llevada hasta dársele un carácter meramente instrumental y transitorio en la solicitación de adhesiones y la definición de posturas individuales. La acogida que se brindase al Plan... denotaría la ubicación del revolucionario antigomecista en la determinación de incluir esa lucha en la prosecución de objetivos más complejos y radicales.


  Pero resultó ser cuestionable la pertinencia del Plan de Barranquilla en la Venezuela cuyo conocimiento directo inició Rómulo Betancourt al llegar a ella, en 1936. La confrontación de la visión del exilado con la brutal realidad de una sociedad sumida en un profundo atraso no podía menos que repercutir, también, en la esperanzadora visión historicista de esa misma sociedad. No obstante, si no parece haber sido expreso el reconocimiento de esta confrontación en el pensamiento escrito de Rómulo Betancourt, sí llama la atención, en su nuevo discurso político, la casi total ausencia de referencias al Plan... y a su Programa mínimo, como tales; si bien en diversos aspectos importantes se aprecia la vigencia de la dialéctica de continuidad y ruptura en la relación entre los dos discursos políticos, el nuevo y el revisado.


  La extemporaneidad y la inaplicabilidad del Programa mínimo, que corona el Plan... alcanzan un grado más alto si valoramos separadamente sus objetivos sociopolíticos inmediatos, correspondientes a la etapa transitoria prevista por la socialdemocracia; y los objetivos sociopolíticos de largo plazo que habrían de corresponderse con la entrevista meta socialista. ¿Y comunista?


  Influencia de la conversión de la Guerra europea en Guerra mundial, en el eclipse parcial del Plan de Barranquilla


  Procede preguntarse sobre cuánto influyó en el eclipse parcial del Plan... el cambio de escala de la que comenzara como una Guerra europea. Parece posible afirmar que la Venezuela atrasada, y virtualmente estancada en lo político, que Rómulo Betancourt comenzó a explorar en 1936, entró casi de inmediato en un torbellino generado en el escenario internacional; torbellino cuyo desencadenamiento, en ese mismo año, con las repercusiones de la Guerra Civil española, ganó un rápido ascenso con el estallido de la Guerra europea el 1.º de septiembre de 1939, y alcanzó su más alto nivel con la conversión de esta guerra en Guerra mundial, por el ingreso pleno de los Estados Unidos de América en la contienda, el 7 de diciembre de 1941. En general, los estudiosos venezolanos de la política y de la Historia no han prestado suficiente atención a estas circunstancias, en las que Venezuela fue receptora de consecuencias globalmente determinantes de su desenvolvimiento sociopolítico.


  Aprendizaje del escenario venezolano por Rómulo Betancourt


  El aprendizaje directo del escenario venezolano por Rómulo Betancourt, iniciado en 1936, desencadenó un profundo replanteamiento y afinamiento de la observancia, en la que se hallaba empeñado, de criterios interpretativos de la realidad sociohistórica venezolana que se correspondieran con el precepto metódico dialéctico materialista del conocimiento, proclamado por Federico Engels. Abundan los indicios que lo confirman; al igual que las demostraciones de su permanente estado de alerta respecto de los riesgos que corría la sociedad venezolana, al verse en situación de ser posible presa codiciada en un enfrentamiento de titanes.


  Ambientación sociopolítica de Rómulo Betancourt al retornar de su primer exilio, en 1936


  En el proceso de ambientación sociopolítica de Rómulo Betancourt, al llegar a Venezuela –que tal cosa fue, en este sentido, el retorno de su primer exilio, en enero de 1936–, el hecho visible es que, en el esfuerzo intelectual que con ello se suscitó, pasó desde el conocimiento evocativo y más o menos referencial del escenario venezolano, a un proceso de comprensión de esa realidad por la vía del conocimiento directo; y de la percepción del dictado patriótico que emanaba de ello; dictado que, traducido en mandamientos políticos, repercutió en su decantación ideológico-política de manera profunda, induciéndole a formularse radicales replanteamientos.


  Se trataba de su primer contacto directo con una sociedad venezolana a la cual llegaba luego de ocho años de alejamiento forzado; y esto en un período de particular importancia para la formación de su personalidad, tanto como para la de la sociedad de la que había sido expelido. ¿Se encontró con una sociedad significativamente diferente de la que creía conocer? Aquí y allá se notaban asomos de cambio; lo que no siempre significaba que fuesen para mejorar el cuadro general. Justamente, cuando salió de ella comenzaba a nacer la sociedad petrolera. A su llegada advirtió el brote de una nueva dinámica que agitaba la vida urbana; surgían núcleos de población en los que convivían la modernidad laboral con el primitivismo ambiental; y en las más extensas áreas parecía que el tiempo se hubiese detenido. El contraste entre el espacio sociohistórico real y el espacio sociohistórico formado durante el exilio se hizo perceptible en el testimonio del recién llegado. El 1.º de marzo de 1936, en un mitin convocado por la Asociación Nacional de Empleados (ANDE), adelantó el efecto del primer impacto:


  
    «Nos dejó como herencia el gomecismo, con sus 27 años de paternalismo a la inversa, un país en quiebra, un país presa de problemas monstruosos, un país analfabeta, un país agostado por esa trilogía devastadora constituida por el aguardiente, el paludismo y los jefes civiles. Un país desvertebrado, no solamente por la ausencia de una red de vías de comunicación científicamente construidas, sino también por sus absurdos, por sus estúpidos rencores regionalistas, que están conspirando abierta, desembozadamente, contra la unidad de la Nación.»

  


  ¿Qué relación guardaba este cuadro con la posibilidad de identificar condiciones objetivas, propicias a cualquier tipo de empresa revolucionaria? Quizás la respuesta a esta pregunta se hallaría en un informado parangón con la sociedad rusa de dos décadas atrás.


  En lo ideológico-político, el cuadro no resultaba menos abigarrado. En una sociedad en la cual comenzaban a entreverse cambios políticos, muy precarios, que expresaban tímido relajamiento de la dictadura liberal regionalista, los cuales, comprensiblemente, y sobre todo por la vía del contraste con el pasado todavía presente, eran interpretados como notables avances hacia la libertad, comenzaban a tejer su red corrientes ideológicas que representaban la dialéctica de continuidad y ruptura. Sobre la base de una autocracia que se afanaba en perdurar con el mínimo de desgaste, la Guerra Civil española había excitado la decimonónica confrontación entre clericales y no ya laicos sino anticlericales; asomaban las nacientes corrientes democráticas, estigmatizadas como parte de un comunismo indefinible; el nacionalsocialismo era identificado con la presencia, y en algunos casos la preeminencia, de venezolanos de ascendencia germánica que no solamente no ocultaban sino que hacían ostentación del orgullo que les despertaba el poder de la Alemania nazi; y el antiyanquismo saltaba de la letra impresa a la conciencia social. Todo inmerso en un pantano de analfabetismo y de muy escaso avance en las elementales condiciones de educación y sanidad. ¿Era esta una amalgama de condiciones, objetivas o subjetivas? En todo caso, no parecía ser mucho el espacio que quedaba disponible para plantar el mensaje del nuevo discurso revolucionario.


  Exploración primaria y comprensión inicial del paisaje socioespacial


  Ante semejante cuadro, se explica que una de las urgentes tareas emprendidas por Rómulo Betancourt fuera la exploración primaria, y la comprensión inicial, del paisaje socioespacial. Tanto por la necesidad de compenetrarse con la realidad de este; como, quizás, para recobrar el equilibrio espiritual que le permitiese proseguir su ascenso como líder promotor del cambio sociopolítico, quiso establecer estrecho contacto con la que nunca había dejado de ser su sociedad; pese a haber asumido militantemente una modalidad latinoamericanista del proclamado internacionalismo proletario.


  ¿Esta exploración, iniciada por los Andes y Zulia, estuvo dirigida a comprobar el regionalismo y a vivir el imperialismo petrolero? Pero no todo era nuevo en la tarea que emprendía. Buscaba respuestas a dos problemas que habían sido centrales durante su gestación como líder emergente. Uno era el evaluar la realidad del regionalismo andino y del antiandinismo, tenidos comúnmente como claves para la comprensión de la dictadura liberal regionalista, y, por consiguiente, para combatirlo con mejores armas. El otro problema era verle de cerca la cara al imperialismo petrolero, contra el cual venía luchando tenazmente, sin haberlo tropezado, propiamente. En medio quedaba la situación real de las dos terceras partes de la sociedad, que a duras penas sobrevivía en el medio rural.


  ¿O, sin embargo, ya lo incitaba la ilusión de echar las bases de un partido nacional? El hecho es que más que el logro de un objetivo calculadamente fijado, hubo un resultado que pronto afloraría. Consistió en comenzar a afirmar, aunque fuese puntualmente, su presencia como líder nacional; y con ello a sembrar la idea del que llegaría a ser el primer partido político de masas, moderno y de presencia auténticamente nacional, tanto en la cobertura espacial como en la representación social.


  Conceptualmente, el resultado de esta exploración, que resultó ser para Rómulo Betancourt una especie de auscultación del espacio sociohistórico venezolano, se concretó en dos resultados que contribuyeron de manera profunda y permanente a la formulación de la teoría de la revolución democrática venezolana. Un resultado fue la percepción directa del atraso socioeconómico generalizado, que campeaba incluso en los centros de contacto con las que eran entonces manifestaciones avanzadas de la economía capitalista en auge, como lo era la explotación petrolera. Esto, en conjunción con el contacto directo con la manifestación social del que percibía como avasallante imperialismo cultural, en un modo que no era tan flagrante en las sociedades agrarias. El otro resultado fue la comprensión, más allá del cálculo estadístico, del agudo atraso de la población rural; demográficamente predominante y casi carente de significación económica; pero que si bien marginal en lo sociopolítico, era principal contribuyente en todas las áreas del precario nivel de bienestar social.


  Un líder emergente en marcha hacia la conquista del Poder


  Rómulo Betancourt, en marcha hacia la conquista del Poder Público, no pudo menos que preguntarse si eran esas las condiciones objetivas, requeridas por la teoría política marxista-leninista, para emprender un trabajo de revolución social, con alguna posibilidad de éxito. ¿Era razonable pensar que personas urgidas de agua para beber y para bañarse –como pudo comprobarlo en aglomeraciones seudourbanas del estado Zulia– abrazaran una causa revolucionaria encaminada hacia cambiar la sociedad? Parece razonable pensar que en este momento el revolucionario romántico, que en un momento creyó haberse despojado del que llegó a tildar de lastre sentimental, prevaleció sobre el revolucionario materialista, y se acogió a las condiciones subjetivas, que nunca había dejado de cultivar en lo íntimo personal; y que ahora creía posible sembrarlas en terrenos a todas luces nada propicios. Pareciera, en suma, que la clasificación de las condiciones, en objetivas y subjetivas, era también asunto de la subjetividad del observador-evaluador. Y ello fue lo que hizo Rómulo Betancourt, dejando descansar su ya duende militancia marxista-leninista.


  Pero en esta probable reflexión intervino el aspirante a conductor político: exoneró de culpa al pueblo, y apuntó al que estigmatizó como el principal, si no el único responsable: el régimen sociopolítico que por siempre había oprimido a ese pueblo, pero con especial ensañamiento desde los inicios del siglo XX. En adelante acentuó su empeño en exhibir la comprobación in situ, que había hecho, de la ineficacia gubernamental y administrativa de la dictadura liberal regionalista, en su fase final, representada por los cuentahabientes, militares y civiles de ese régimen sociopolítico –degradación de la República liberal autocrática– representados por los albaceas del eterno dictador, Gral. Juan Vicente Gómez Chacón; los generales Eleazar López Contreras e Isaías Medina Angarita.


  Comprobación de la ineficacia gubernamental y administrativa de la dictadura liberal regionalista, en su etapa final


  Estaba abierta la oportunidad de aplicar la táctica consistente en formar conciencia pública mediante la denuncia, informada y constructiva, del funcionamiento gubernamental. Por si hubiese sido necesaria una ratificación oficial de lo que habría de comprobar mediante observación directa, vino en auxilio del emergente líder el Programa de Febrero, propuesto por el presidente Gral. Eleazar López Contreras el 21 de febrero de 1936. Este documento admite una lectura menos entusiasta de la que una parte de la opinión pública le concedió. El listado de lo que había que hacer es un reconocimiento de la ineficacia gubernamental y administrativa; a la par de la admisión de su responsabilidad en ello, de parte de los albaceas y sucesores del gomecismo, quienes arbitraron el mencionado Programa... con el propósito de perpetuarse en el poder, lanzando al pueblo tras una ilusión de bienestar. Pasada la breve euforia, de la que también él participó, ¿seducido, quizás, por el concepto de Programa, asociable con el de Plan? Rómulo Betancourt emprendió la tarea de desenmascarar el engaño y de proclamar su desilusión.


  Esta evaluación crítica la aplicó igualmente al Plan Trienal Político-Administrativo, presentado al Congreso por el mismo Gral. Presidente el 7 de mayo de 1938, en el cual se pretendió concretar los objetivos formulados en el Programa de Febrero. Este nuevo intento de ganarse la opinión pública con promesas de bienestar fue exhibido por el ya líder político consagrado y periodista implacable, Rómulo Betancourt, como una nueva revelación palmaria de la incompetencia político-administrativa de los postreros representantes de la dictadura liberal regionalista; puesto que los problemas inventariados en el Programa de Febrero no solo no habían sido debidamente encarados sino que persistían poco menos que intocados, e incluso se habían agravado, mientras el dispendio burocrático y el peculado mermaban los ya disminuidos ingresos fiscales.


  Inserción y participación de Rómulo Betancourt en la surgente vida política


  La inserción y participación de Rómulo Betancourt en la surgente vida política fue un objetivo procurado con empeño desde su llegada a Venezuela, cuando declaró a la prensa, mencionando a sus Hermanitos: «No soy hombre del pasado sino del presente y el futuro». Anunció, de esta inusual manera, su disposición de luchar, sin descanso ni tregua, por la instauración de la democracia en Venezuela. Su actuación en el Movimiento de Organización Venezolana (ORVE) y en el Partido Democrático Nacional (PDN) se inspiró en los postulados de la democracia. Se vio auspiciada esta actividad por la proclamación de esos postulados en función del escenario bélico internacional, que él consideró previsible desde 1938. Jugó un papel muy importante en este ascenso el hecho de que vio acentuarse su preocupación por comprender y explicar el curso político de la sociedad venezolana, ubicándolo en el escenario internacional; y respecto de la creciente amenaza totalitaria. Consecuente con su primaria formación marxista, prestó especial atención al papel a desempeñar, en la promoción del cambio sociopolítico, por la organización sindical y gremial, representada particularmente por la Asociación Nacional de Empleados (ANDE) y la Federación Venezolana de Maestros (FVM).


  Revaloración del pueblo y siembra del primer partido político moderno de masas, organizado en escala nacional


  Con su actuación pública, Rómulo Betancourt puso en claro que su propósito era la revaloración del pueblo. Lo hacía en momentos cuando reinaba la que él mismo denominó visión sociológica pesimista del pueblo venezolano, que desembocaba en su descalificación en cuanto a la aptitud para vivir en democracia. Emprendió así la que pareció a muchos que era una desatinada, por ilusoria, campaña imposible. No vaciló en convocar al pueblo, genéricamente, para que fuese el primer actor en la naciente vida política. A este efecto puso sordina a la propia y nada benévola apreciación que había hecho de ese pueblo en más de una ocasión; probablemente influido por la visión sociológica por él denunciada durante su primer exilio y ahora comprobada in situ; atribuyéndole lo suyo a un alto grado de intolerancia resultante de su permanente determinación de vencerse a sí mismo. ¿Tuvo que escoger entre una precaria burguesía, cómplice y beneficiaria del estado de cosas que debía ser transformado, y una pequeña burguesía ramplona, en buena porción parasitaria de una burocracia clientelar e ineficiente; entre una población rural sumida en la miseria y campesinos-obreros sin conciencia de clase? ¿Inventó al pueblo venezolano reuniendo individuos de todos los orígenes sociales? La única respuesta posible es la de que no se detuvo en marcar diferencias: convocó voluntades. Pero no solo los reunió; los agrupó y movilizó mediante la siembra del que habría de ser un genuino partido político moderno de masas, organizado en escala nacional. Para estos efectos no solo promovió la creación de un partido del pueblo; sino también la formación de un pueblo para un partido: su partido Acción Democrática.


  Superación del regionalismo tradicional, mediante la promoción de un partido nacional de masas


  La realización de estos innovadores propósitos requería la superación del regionalismo tradicional, no ya como discurso patriótico sino como acto de realismo político. Para ello fue necesario, sobre todo, arremeter contra el regionalismo agresivo, a la par que contra el antirregionalismo inconsulto. Lo hizo atacando su foco entonces prevaleciente, y dando una clara demostración de voluntad de liderazgo, al solicitar el apoyo político de toda la sociedad, al mismo tiempo que enfrentaba la generalizada actitud de rechazo del andinismo, calificado genéricamente de caudillesco y opresor; y denunciaba la coartada del andinismo como signo de excelencia y de supremacía, utilizado para encubrir un despotismo gubernamental que no escatimaba regiones.


  Se trataba de mucho más que de la puesta en práctica de lo predicado en su panfleto ¿Con quién estamos y contra quién estamos?, publicado en mayo de 1932. Analizando allí el cuadro general de la sociedad venezolana, Rómulo Betancourt comprendió, desde muy temprano, que la dictadura liberal regionalista se había valido de una formidable fuerza social; que era necesario rescatar esa fuerza e incorporarla a la lucha por la democracia. El logro de este objetivo habría de serlo mediante la promoción de un genuino partido nacional, en el cual tuviese cabida esa fuerza comprobada. Poco más de una década después de su viaje exploratorio a los Andes, se destacaron varios andinos entre los más decididos combatientes contra la dictadura militar (1948-1958) y fueron mártires de esa lucha.


  Superación, por Rómulo Betancourt, de su inicial militancia comunista


  Pero la realización de estos innovadores objetivos requería, igualmente, la definitiva superación, por Rómulo Betancourt, de su ya marchita inicial militancia comunista. Las acusaciones y denuncias –que no retrocedieron ante las más vulgares calumnias– de sus excompañeros de militancia, corroboraron el encono de los sectarios contra quien no solo abandona la secta sino que marcha hacia el éxito anhelado por los sectarios, rezagados por ser conformistas o simplemente por carecer de espíritu crítico. ¿Cuál fue la clave de este tránsito feliz para la democracia moderna venezolana?


  La toma de conciencia de la realidad estructural de la sociedad venezolana parece haber sido la clave. La mentalidad materialista crítica, y el temperamento tenazmente romántico-revolucionario de Rómulo Betancourt, unidos al coraje intelectual que siempre demostró, atreviéndose a expresar su pensamiento, le permitieron comprender que en la sociedad venezolana de esa época más que proletarios lo que había eran sobrevivientes del medio rural –unos pocos de ellos aprendiendo a ser citadinos, en los barrios que nacían en la periferia de los todavía muy modestos núcleos declarados urbanos– que nunca habían conocido la libertad pero que la acogerían como producto del ejercicio de una democracia moderna, para ellos igualmente desconocida. Él comprendió, de esta manera, que los pueblos no se mueven por las ideas, sino por las creencias; y que estas no requieren explicaciones para ser profesadas y promovidas hasta el sacrificio personal. O quizás hizo suyo lo que asentó su inspirador Miguel de Unamuno, en la obra mencionada: «(...) En cuanto una alucinación se hace colectiva, deja de ser alucinación para convertirse en una realidad, en algo que está fuera de cada uno de los que la comparten (...)».


  En estas ahora sí condiciones objetivas, la única organización funcional, apuntada hacia la libertad mediante el ejercicio y la promoción de la democracia, debía ser un partido político genuinamente nacional por su alcance y presencia permanentes, y que por su carácter ampliamente popular incorporase como militantes –y no como carne de cañón, como lo hicieran los clubes políticos tradicionales– a quienes nunca habían ejercido porción alguna de la soberanía popular. ¿Encaró creativamente una necesidad? ¿O era esa la única posibilidad socialmente auténtica y potencialmente eficaz de hacer arraigar la democracia, como conciencia y como objetivo? Sus adversarios y excompañeros de andanzas militantes denunciaron el pecado: incurría en la para ellos herejía de pretender formar un partido policlasista, en lugar de uno de un proletariado por demás inexistente, pero que significase obedecer los úkases de la III Internacional comunista.


  Esa combinación de circunstancias sociales y de cualidades personales le permitieron comprender a Rómulo Betancourt que el único mensaje capaz de hacer vibrar esa porción mayoritaria del cuerpo social no era el que impregnaba el Plan de Barranquilla, sino el que él mismo había condensado en un pasaje de ese documento, con la expresión darle un sentido menos gaseoso a la libertad; valía decir asociando la libertad, de manera esencial, con la promoción del bienestar en todas las áreas y niveles. ¿Compuso así un mensaje socialdemócrata? ¿Pero también uno prerrevolucionario socialista? En todo caso, se comprobaría la pertinencia de una etapa liberal democrática. ¿La que denominó la revolución democrática?


  El escenario latinoamericano


  La comprensión de la formación del líder emergente Rómulo Betancourt requiere que se le proyecte en el escenario latinoamericano. Su visión política nunca se circunscribió a Venezuela. Haciendo gala de su internacionalismo bebido en las fuentes del humanismo marxista y del inicial leninismo, su visión de futuro se alimentó de un interés sostenido por los procesos políticos latinoamericanos, vistos frecuentemente con certero y profundo sentido del destino que aguardaba a las dictaduras que agobiaban a los pueblos del continente En su vida histórica toda, pero particularmente en esta etapa, su reflexión sobre el porvenir de la sociedad venezolana estuvo siempre enmarcada en el cultivo de la solidaridad latinoamericanista, tanto solicitándola como brindándola.


  Primera etapa del internacionalismo latinoamericanista


  La primera etapa del internacionalismo latinoamericanista de Rómulo Betancourt (1928-1936) estuvo regida por la visión revolucionaria comunista militante del exiliado. Dos criterios conformaban esa visión. Uno era la lucha contra la dictadura, en todas sus formas; y la promoción genérica de la libertad. El otro criterio se alimentaba de la convicción de que solo mediante la articulación de los pueblos latinoamericanos sería posible enfrentar el imperialismo, que saqueaba los recursos naturales, humillaba a las naciones y explotaba a sus sociedades.


  En el ejercicio recíproco del internacionalismo, en función de los conflictos entre países, y de sus confrontaciones internas –que en esta etapa del emergente liderazgo de Rómulo Betancourt marcó sus intentos de interceder en los conflictos– y en su visión crítica de los mismos, se percibe la influencia de la noción de internacionalismo proletario. En función de esta, sus juicios se acuerdan con la ortodoxia de la conceptualización leninista de la guerra como conflicto de intereses entre las burguesías, ventilados con la sangre de obreros y campesinos. Mención especial merece el denominado Incidente Leticia, entre Perú y Colombia, que motivó una carta de Rómulo Betancourt a la colonia venezolana en Bogotá en la que se compendian estos criterios y se trazan las consiguientes directrices políticas.


  El otro propósito expreso de este internacionalismo latinoamericano era la procuración de la solidaridad de pueblos y gobiernos, de los diversos Estados latinoamericanos, para con los exilados y pueblo venezolanos, en lucha contra la dictadura liberal regionalista, personalizada en el Gral. Juan Vicente Gómez Chacón. En este sentido, resultaron muy promisorios los contactos personales con figuras que luego desempeñarían importantes papeles políticos, aunque no fueron muy exitosas las gestiones pro solidaridad realizadas, de manera persistente, por Rómulo Betancourt en un continente donde casi cada pueblo había rumiado o rumiaba, a solas, el despotismo de su propia dictadura. También en este aspecto Rómulo Betancourt fue, desde temprano, hombre de vastos horizontes; el 2 de mayo de 1930 señaló a Víctor Raúl Haya de la Torre: «(...) Necesitamos identificarnos y unirnos, de una vez para siempre, todos los hombres de pensamiento y de acción que andamos en el exilio. Mejor que protocolos y que compromisos internacionales entre nuestros pueblos, servirá este compañerismo de hoy para afirmar las bases de una futura unidad política continental (...)».


  Lo novedoso en la promoción de la unión de los pueblos latinoamericanos frente al imperialismo sería que ella constituiría una especie de motivación global, pues a la realidad inmediata de la explotación de los recursos naturales y agrícolas se añadía la comprobación de que las dictaduras gozaban del padrinazgo y la protección de las grandes empresas explotadoras de esos recursos, y de sus respectivas cancillerías y gobiernos. Lo que conformaba una representación arquetípica del imperialismo. Sobre estas percepciones se erigió la relación de Rómulo Betancourt con Víctor Raúl Haya de la Torre y su partido Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA); y se produjo también el triste caso de José de Vasconcelos, ya comentado. De otra naturaleza fue el intento de constituir una versión operativa de la República de Colombia –ocultada por la historiografía tras las denominaciones de Gran Colombia o Colombia la Grande–; propósito inspirado en el saber común sobre el pretendido antiimperialismo, adelantado e intemporal, de Simón Bolívar.


  Segunda etapa del internacionalismo latinoamericanista


  La segunda etapa del internacionalismo latinoamericanista correspondió al período de la Segunda Guerra Mundial y del inicio de la postguerra (1936-1948). Sin abandonar su cruzada contra la dictadura y por la democracia, la magnitud del conflicto y sus implicaciones políticas e ideológicas –representadas por el totalitarismo, acompañado de la discriminación social, racial y cultural–, Rómulo Betancourt comprendió de inmediato que ese cambio en la naturaleza del conflicto inhabilitaba la concepción leninista de la guerra interimperialista –comprendida como pleito sobre recursos naturales, mercados y territorios– y hacía de la guerra ahora en curso una confrontación que comprometía los valores fundamentales de la civilización y de la Humanidad.


  Persuadido, por el amenazante giro inicial que tomaba la guerra, de que toda la América Latina, por sus riquezas naturales, se volvería una suerte de botín para el nazifascismo; luego de un breve lapso –que duró hasta el ingreso pleno de los Estados Unidos de América a la que había sido una guerra europea–, durante el cual recomendó un neutralismo vigilante, Rómulo Betancourt propuso dos líneas de acción para encarar la amenaza totalitaria. La primera consistió en la promoción de la democracia en América Latina, como medio para contrarrestar la amenaza nazifascista interna. La segunda consistió en que se promoviese una revisión realista de la actitud del bloque latinoamericano respecto de los Estados Unidos de América; lo que implicaría darle un tratamiento inteligente al detestado imperialismo, estableciendo un nuevo trato fundado en las necesidades recíprocas de defensa y abastecimiento. La interacción entre estas dos líneas de acción tendría el carácter de una concertación latinoamericana y continental en la lucha contra el totalitarismo nazi-fascista.


  El seguimiento de la estrategia así diseñada recomendaba la promoción, en Venezuela, de una política que Rómulo Betancourt denominó de compactación nacional. Consistiría en un frente común para consolidar y salvaguardar la independencia nacional –la cual veía en riesgo dada la importancia de la producción petrolera venezolana para las fuerzas en conflicto–, a la vez que se creaba un clima propicio a la acentuación de la democracia; que consideraba amenazada todavía por las reliquias sociopolíticas del despotismo gomecista.


  Este complejo de cambios ideológico-políticos debía estar orientado a rescatar, política y diplomáticamente, a las masas latinoamericanas, sumidas en la pobreza y la explotación, colonialista para unos; imperialista para todos. Lo creyó realizable en el marco de la reivindicación del principio de la autodeterminación de los pueblos, contemplado en la Carta del Atlántico, suscrita por el presidente Franklin Delano Roosevelt y el primer ministro Winston Spencer Churchill, el 14 de agosto de 1941. En un artículo publicado el 24 de julio de 1942, al mismo tiempo que dio su respaldo a la declaración del presidente Gral. Isaías Medina Angarita, hecha el 17, sobre la necesidad de revisar las relaciones con las compañías petroleras; es decir encarando «(...) el magno problema nacional: el del petróleo (...)», reiteró que «(...) La nacionalización por decreto confiscatorio de la industria petrolera no es consigna que sitúe en Venezuela ningún sector político, oficial o independiente, a la orden del día (...)»; y sostuvo que «(...) los gobiernos de Londres y Washington no son ya los instrumentos dóciles de los grandes consorcios imperialistas (...)». Esta aseveración respecto del imperialismo, revisionista por proceder del otrora fogoso marxista antiimperialista, manifiesta una validación, nada tácita, de la Carta.


  Tercera etapa del internacionalismo latinoamericanista


  La tercera etapa del internacionalismo latinoamericanista de Rómulo Betancourt alcanzó el plano de lo mundial en el lapso 1948-1964, en la medida en que las diferencias surgidas entre las potencias victoriosas, con motivo del establecimiento del nuevo orden mundial –y de los conflictos por ello suscitados– desbordaron los límites de los países e incluso de los continentes, iniciándose el enfrentamiento generalizado entre los dos grandes bloques, el del capitalismo y el del socialismo, que fue denominado la Guerra Fría.


  Ante este panorama cargado de variantes, y amenazante de escisión de la Humanidad en dos grandes contendores con creciente capacidad de destrucción mutua y hasta mundial; y atendiendo a los intereses específicos de Venezuela y de América Latina, Rómulo Betancourt puso empeño en proponer que se hiciese valer el resultado sociopolítico programático de la Segunda Guerra Mundial, apoyándose en dos consideraciones de principio que consideraba fundamental que los gobiernos de Venezuela y otros países latinoamericanos hiciesen valer. Una era la reivindicación de la vigencia del programa del Gran frente de la democracia en lucha contra el fascismo, fundado en la Doctrina de las cuatro libertades, promulgada por Franklin Delano Roosevelt, y en la Carta del Atlántico, suscrita por el mismo y por Winston Spencer Churchill, cuyos contenidos habían movido y estimulado la simpatía y el apoyo de los pueblos, particularmente de los que se hallaban en situación de sometimiento colonial, o eran presa de la explotación imperialista; haciendo nacer expectativas de liberación, o estimulándolas. Consideraba que el incumplimiento de tal programa significaría degradar el combate ideológico-político librado, en nombre de la libertad y de la Humanidad, a la brutal condición de lucha por el predominio mundial.


  Rómulo Betancourt estimaba que la invocación del papel desempeñado por América Latina en la contienda, como aliada política de los Estados Unidos de América, y como su principal proveedor de materias primas necesarias para el esfuerzo bélico, autorizaba a esperar que su voz fuese escuchada en negociaciones que se desenvolvían como asunto exclusivo de las grandes potencias. Ante esta perspectiva, nada alentadora, se ocupó de la promoción de una estrecha concertación, latinoamericana y continental, con miras a lograr dos objetivos primordiales, por él planteados.


  El primero consistiría en la erradicación definitiva y absoluta de los regímenes dictatoriales, aún subsistentes en algunos países latinoamericanos. Su persistencia contradecía los esenciales contenidos del programa ideológico-político de la democracia en la lucha contra el totalitarismo nazifascista. La tolerancia con esos regímenes comprometía la honorabilidad de las potencias vencedoras; e inducía a recordar prácticas que los pueblos tenían derecho a considerar superadas. El segundo objetivo consistiría en pronunciarse contra el colonialismo y promover su cese, en todo el continente americano. Los pueblos del sudeste asiático estaban dando ejemplo en este sentido; y las potencias vencedoras debían escuchar el clamor de los demás pueblos, que habían confiado en que el fin del expansionismo nazi-nipón marcaría también el cese del más rancio colonialismo.


  Simultáneamente, se debía gestionar la revisión y mejoramiento de los términos del intercambio comercial con las economías desarrolladas, sobre todo en una postguerra durante gran parte de la cual quedarían fuera de la competencia las economías de Alemania y del Japón, que tanto habían llegado a significar en el comercio exterior de los países latinoamericanos, antes de la guerra, por los términos de intercambio más liberales que ofrecían.


  El internacionalismo latinoamericanista de Rómulo Betancourt y el papel desempeñado por los Estados Unidos de América


  El restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático en Venezuela, a partir de 1959, y su establecimiento en toda América Latina, eran para Rómulo Betancourt las cuestiones primordiales de la postguerra. Consideraba que si fuese sacrificada la aspiración democrática de los pueblos de América Latina, en aras de la seguridad nacional de los Estados Unidos de América –actuando estos como líderes del enfrentamiento con el imperialismo estaliniano–, la cruel realidad resultante sería particularmente odiosa en el caso de Venezuela, la reinstauración de cuya República liberal democrática, recién fundada en 1945-1946, se vería amenazada de nuevo por una confabulación de fuerzas retrógradas, nacionales e internacionales. Fuerzas que al poco tiempo de inaugurada esa República impusieron, en 1948, una dictadura militar que fue protegida por el Gobierno de los Estados Unidos de América, con el fin de garantizar el flujo del petróleo, vital en la entonces naciente contienda entre los dos grandes bloques.


  Rómulo Betancourt comprendió que el papel predominante desempeñado por los Estados Unidos de América, en el escenario mundial, hacía recaer en su Gobierno la mayor responsabilidad de un estado de cosas que desvirtuaba el mensaje de democracia y libertad con el que se enfrentaba en la escena mundial al expansionismo soviético. De allí que, al mismo tiempo que intentaba comprometer al Gobierno de los Estados Unidos de América, apelando a la presión de una opinión pública informada, a trabajar por el restablecimiento de la democracia en América Latina, propugnó la concertación latinoamericana y continental en la lucha contra la penetración y la expansión del comunismo estalinista, considerando esta lucha como un asunto propio, en el cual se hallaba comprometida la aspiración democrática; pero también como medio para disipar la reticencia de los gobernantes de los Estados Unidos de América ante la conducta probable de gobiernos democráticos como el que se había restablecido en Venezuela, siguiendo de nuevo la orientación revolucionaria democrática formulada por Rómulo Betancourt.


  PARTE V.

  Reformulación de la doctrina orientadora de la aspiración democrática venezolana, en función de las repercusiones directas, en Venezuela, de la Segunda Guerra mundial


  (...) La idea de que una gran transformación democrática universal se aproxima, de la cual tenemos que ser los venezolanos actores dinámicos y no pasivos leños arrastrados a la deriva por los acontecimientos, ha ganado amplios sectores (...)


  «Una ventana abierta sobre el Occidente venezolano».

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. III. p. 223


  El estallido de la guerra en Europa, con la invasión de Polonia por los ejércitos del nazismo, el 1.º de septiembre de 1939, pudo parecerles a los venezolanos como un acontecimiento lejano, a cuyas consecuencias serían ajenos. El desarrollo de la contienda hasta convertirse en guerra mundial, obligó a tomar conciencia de que Venezuela se hallaba inserta en una dinámica internacional que podría comprometer incluso su supervivencia como Estado independiente. Esto fue particularmente amenazante como consecuencia de la fundamental participación –no ya de hecho y velada sino declarada– de los Estados Unidos de América en la contienda, a partir del 7 de diciembre de 1941. La formación de los dos grandes campos, el de la democracia y el del totalitarismo; y sobre todo la inclusión de la Unión de República Socialistas Soviéticas (URSS) en el campo de la democracia, aunque determinada solo por razones estratégicas, generaron una mezcla de valores sociopolíticos de difícil asimilación, pero de ineludible aceptación por las mentalidades críticas.


  Rómulo Betancourt tuvo que desenvolverse en este enrevesado escenario ideológico, manteniendo como norte la reivindicación de la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático, como necesaria consecuencia de la inserción, de hecho, de Venezuela en la conflagración.


  Fue el momento cuando la sociedad venezolana comenzó a tomar conciencia de su alto grado de dependencia respecto del escenario mundial, directamente y a través de su determinante vínculo con los Estados Unidos de América. Para estos efectos hubo de seguirse por los venezolanos alertas un proceso que partió de la condición de ser receptores impresionados de las noticias de una guerra lejana, hasta llegar a que sintiesen, no ya las noticias de la guerra sino sus consecuencias, como una amenaza a la supervivencia de la sociedad; pero también que se les comenzase a vivir como un estímulo para el despertar de la conciencia política en algunos sectores de la sociedad.


  Venezuela ante la guerra inicialmente europea


  Rómulo Betancourt ofreció temprana demostración de una visión prospectiva de la inminente evolución de una guerra que inicialmente parecía ser solo europea; y dio la voz de alerta acerca de las consecuencias que tal guerra tendría, de inmediato, para la muy vulnerable sociedad venezolana. Fue capaz, sin embargo, de ver en la contienda más allá de un trance de insensata destrucción de vidas, bienes y valores. Percibió la oportunidad de que una actuación política, lúcida y decididamente propiciadora de la democracia, permitiera abrir para los pueblos explotados y oprimidos, de Venezuela y de América Latina, la oportunidad de echar las bases de regímenes sociopolíticos liberales democráticos, y de procurar mejoras en sus condiciones de existencia.


  Al calor de los acontecimientos, el 4 de septiembre de 1939, en un artículo publicado cuatro días después de la invasión de Polonia por los ejércitos del nazismo –pero evidentemente madurado con detenimiento– se reveló la persistencia de la formación antiimperialista leninista de Rómulo Betancourt, al utilizar el concepto de guerra interimperialista. El desarrollo previsto de estos acontecimientos habría de tener repercusiones fundamentales y cercanas en la política; e inmediatas y muy graves en la economía; lo que comprometía a seguir «(...) cooperando lealmente en la solución de los problemas venezolanos, no obstante que éstos, con ser tan agobiantes, palidecen cuando se les parangona con ese vértigo de destrucción y muerte de la Europa en guerra». Pero si bien en lo económico se confrontaban «(...) baja producción, standard de vida deprimido, generalizada penuria en vastos sectores sociales» (...) «la situación interna del país ha cambiado en forma substancial, con motivo de la guerra europea. Está en juego algo más que el bienestar de los venezolanos. En esta dramática emergencia, la autonomía histórica de Venezuela, su soberanía nacional, corre riegos. La independencia de la República (...) peligra seriamente (...) pues el (...) hambre de petróleo experimentada por las grandes potencias en 1914 se ha agudizado, en proporción directa a la creciente motorización de los ejércitos de aire, mar y tierra (...)».


  De allí que el autor hiciera un llamado: «A la luz de estos hechos, medítese serenamente en los peligros que acechan a una nación (...) con sólo tres millones de habitantes, cuando de las entrañas de su suelo salen anualmente más de 30 millones de toneladas de petróleo». Pero consideró oportuno ¿hacer creer? que para enfrentar ese peligro contábamos con un arma intangible: «(...) formidables reservas de energía soterradas en la entraña popular venezolana. Y una creencia firme –lúcida en unos, subconsciente en otros– es que Venezuela está llamada a hacer grandes cosas. La fibra de 1810 está latente y en espera de la hora de actualizarse». Lo que le permite terminar reafirmando «(...) la inquebrantable adhesión venezolana a la causa de la democracia, de la libertad y de la cultura».


  ¿De dónde podía provenir la confianza en el porvenir de aquella descalabrada Venezuela, que el propio Rómulo Betancourt presentaba con tan sombríos colores? ¿Era simple lirismo historicista? Quizás habrá que conceder lo suyo a su instinto político; y más que a este, a su demostrada capacidad para mirar más allá del presente inmediato, si hemos de admitir el vaticinio formulado en un artículo publicado el 19 de abril de 1942: «(...) La idea de que una gran transformación democrática universal se aproxima, de la cual tenemos que ser los venezolanos actores dinámicos y no pasivos leños arrastrados a la deriva por los acontecimientos, ha ganado amplios sectores. De allí esa extraordinaria sensibilidad política que pudimos captar en los pueblos de la Cordillera. Comparable, sin exageración alguna a la que existe en Caracas y en Valencia». Vio, ¿sintió? nacer la conciencia política democrática en un pueblo hasta entonces marginado de la determinación de su destino.


  Inminencia e iniciación de la guerra en Europa; evolución de su interpretación por Rómulo Betancourt


  Ante la inminencia e iniciación de la guerra en Europa, vale subrayar que la primera fase de la evolución del enfoque de esa crisis político-militar por Rómulo Betancourt se correspondió con el esquema ideológico-político aprendido en el lapso de su formación marxista-leninista primaria. Parece haber influido en esta visión de la contienda, que apenas comenzaba, la valoración que él había difundido por la prensa de las razones y las consecuencias de la competencia comercial que, con América Latina como teatro, enfrentaba a los Estados Unidos e Inglaterra con Alemania y Japón.


  Aplicando al conflicto la noción principista leninista, basada en la caracterización de la Primera Guerra Mundial como la culminación bélica de los enfrentamientos entre burguesías, con el proletariado como combatiente, en un discurso pronunciado en la inauguración del VI Congreso Socialista de Chile, el 17 de diciembre de 1939, Rómulo Betancourt, quien vivía el que fue su segundo exilio desde el 20 de octubre, pasó revista del estado de las relaciones entre los países latinoamericanos, y opinó sobre la posición que debían adoptar ante la guerra. Lo hizo en términos en los que trasciende la impronta antiimperialista leninista. Explicó que consecuencia de la «(...) política de aislamiento y de mutua hostilidad practicada por las cancillerías de América es nuestra situación actual. Formamos un mosaico de débiles nacionalidades, mediatizadas económicamente a los consorcios capitalistas internacionales; y políticamente, con excepciones honrosas, a las cancillerías de las grandes potencias europeas, y a la de Estados Unidos (...) Los Congresos de Panamá se reúnen (...) bajo la experta batuta de Summer Welles, y con la recóndita idea de implicarnos en una guerra extraña a nuestro destino, donde no tendríamos nada que ganar y sí mucho que perder (...). Nos vemos sometidos a (...) la SDN [Sociedad de las Naciones] y la Unión Panamericana, organismos ambos desconceptuados ante la opinión antifascista y popular del mundo para protestar contra los horrores de las guerras injustas(...), porque cerraron los ojos ante los atropellos cometidos en España, Abisinia, Albania, Checoslovaquia y Austria (...)».


  Lo que le permitió sacar una conclusión en la cual reunió su latinoamericanismo esencial con una modalidad del bolivarianismo entonces de moda. De allí que somos «(...) fieles al mensaje bolivariano, adecuándolo a las nuevas realidades de nuestro tiempo, los partidos y los hombres que en América propugnamos la formación de un frente de defensa continental, tendido de México a la Argentina, e identificado con las corrientes antiimperialistas actuantes en las metrópolis (...)». Cabe suponer que en particular con las enfrentadas al «(...) gobierno de los Estados Unidos (...), del cual Simón Bolívar (...) alguna vez dijo que los gobiernos de esa poderosa nación norteña ‘parecían destinados por la Providencia para llenar [sic] América de miseria en nombre de la libertad’ (...)».


  La previsible ampliación de la guerra, y la mejor percepción del alcance ideológico del totalitarismo nazifascista, estimularon la evolución, y aclararon el sentido, de la inicialmente recomendada política de neutralidad del conjunto latinoamericano de naciones. Calibrado el nazifascismo como una creciente amenaza para estas, Rómulo Betancourt recomendó un cambio radical de políticas, tanto en el orden interno como en el interamericano.


  Imprevisión gubernamental ante las ineludibles consecuencias de la guerra europea


  La imprevisión gubernamental, ante las inminentes e ineludibles consecuencias de la guerra en curso y de su previsible expansión, fue objeto de un persistente y hábil tratamiento crítico, en la prensa y en documentos políticos, por una oposición democrática surgente que veía en la situación creada una oportunidad de audiencia para relacionar la crítica de la gestión gubernamental con la difusión de su programa político.


  La significación del petróleo venezolano en el conflicto, al igual que las repercusiones de este en todos los órdenes de la vida social, aumentaban a medida que lo hacía la expectativa de la ampliación del conflicto, al acrecentarse la importancia bélica de la disponibilidad del petróleo venezolano; lo que a su vez convertía al país en objetivo militar, como lo subrayó de manera insistente Rómulo Betancourt.


  Pero más inmediata y catastrófica era la amenaza determinada por lo endeble de la economía venezolana no petrolera; y por la dependencia generalizada, y sobre todo alimentaria, que de ello resultaba. Circunstancias que revelaron la extrema vulnerabilidad estructural de la sociedad venezolana.


  Efectos de la plena participación de los Estados Unidos de América en la hasta entonces guerra europea


  Lo que para Rómulo Betancourt eran amenazas previsibles, sobre las cuales llamó la atención reiteradamente, y adelantó proposiciones de orden político interno, se volvieron realidades como consecuencias del ingreso pleno de los Estados Unidos de América a la guerra. ¿Comenzó a revelarse la hasta entonces consagrada relación imperialista como una de esencial interdependencia, en la cual la negociación podía substituir a la dominación, abriéndose espacio a creciente autonomía de la parte débil?


  Los acontecimientos hicieron necesaria la concertación política, económica y militar con los Estados Unidos de América. Rómulo Betancourt recomendó que ello se hiciese en el marco de la unidad latinoamericana, que pudiese balancear, en el continente americano, el peso del socio mayoritario. Esto era necesario, dada la conversión del continente en objetivo militar, por su contribución al esfuerzo bélico de ese país. Perspectiva que se agravaba ante la posibilidad de triunfo militar del Eje Berlín-Roma en el continente europeo; y dada la riqueza de América Latina en recursos naturales requeridos para la actividad industrial, necesarios para ambos contendores en la que podría ser una guerra prolongada, librada ahora, simultáneamente, en los océanos Atlántico y Pacífico, y lo que, obviamente exponía el continente americano, en su totalidad, a las que entonces parecían ser poco menos que invencibles fuerzas de Alemania y de Japón.


  Lo así planteado respecto de la necesaria y amplia concertación con los Estados Unidos de América, significaba la reconsideración, como demostración de realismo político, de la relación, hasta entonces estigmatizada como de absoluta índole imperialista, con los Estados Unidos de América. Esta reorientación del enfoque de esa primordial cuestión suscita interrogantes. Una hacia el futuro: ¿una coyuntura propicia para revisar los términos de intercambio? Otra hacia el pasado: ¿y la relación imperialista? Las circunstancias parecían imponer, también, la necesidad de reconsiderar la tesis leninista sobre el imperialismo, porque, de no hacerlo, ¿qué papel entraría a jugar América Latina?


  Venezuela en la guerra ahora mundial


  Venezuela ingresó en la guerra ahora mundial a partir del 7 de diciembre de 1941. Cabía afirmarlo llanamente, y así vio la situación creada Rómulo Betancourt. Rápidamente pasó Venezuela de ser espectadora de un pleito lejano, librado entre europeos, a considerarse amenazada militarmente, eventualmente puesta en riesgo la Independencia nacional, y gravemente comprometida, en lo inmediato, la subsistencia de la sociedad. Nada descabellada resultó ser la visión de Rómulo Betancourt; pronto se hizo perceptible la actividad de los submarinos de la flota nazi en el Caribe, que intentaron cortar las líneas de abastecimiento, junto con la exportación petrolera.


  Revelación de la crisis estructural de la sociedad venezolana


  La crisis estructural de la sociedad venezolana fue revelada por la incapacidad de su economía no petrolera de proveer los productos básicos, agrícolas y pecuarios, al igual que los pocos manufacturados, necesarios para mantener el ya precario nivel de vida de la sociedad. Igualmente, resultaron afectados los programas gubernamentales que requerían materiales de construcción y vehículos, mientras la población en general enfrentaba la escasez de medicamentos y de vestuario.


  Rómulo Betancourt y su partido, Acción Democrática, no legalizado aún, proclamaron la urgente necesidad de que el Gobierno del Gral. Isaías Medina Angarita fuese el promotor de una política de unidad nacional, para el caso denominada de compactación nacional. Mas, tal política, dirigida a enfrentar el nazi-fascismo, también en el frente interno, debía basarse en el ejercicio de la democracia, consolidando y ampliando lo ya alcanzado en cuanto a libertades públicas, pero replanteando y saneando los mecanismos y procedimientos de formación del Poder Público; y por consiguiente los de su ejercicio y su finalidad.


  Igualmente subrayaron la necesidad de instaurar la que se denominó una economía de guerra, con el fin de encarar la crisis estructural de la economía, en lo interno; y particularmente la del sector agropecuario. Pero el hecho era que ya se estaba viviendo tal economía en lo internacional, dada la importancia bélica del petróleo y la interrupción del comercio exterior no petrolero, solo que como una aguda escasez generalizada.


  La crisis de subsistencia como situación general


  La crisis de subsistencia, como resultado del casi virtual cese del comercio de importación, consecuencia de la extensión al mar Caribe de la guerra submarina, reveló brutalmente la vulnerabilidad no ya del Estado o del Gobierno, sino de la sociedad misma. El Gobierno, con las manos literalmente atadas por la escasez, procuraba paliativos que resultaban ser también escasos además de ineficaces, a través de la instauración de los llamados mercados libres, pensados para acercar a los pequeños productores y a los consumidores.


  Se hizo palpable, aceleradamente, la incapacidad de la producción nacional para satisfacer las necesidades básicas de la sociedad; por igual en artículos de primera necesidad, tales como harina, leche en polvo, manteca de cerdo, etc. ¡Nos dimos cuenta de que incluso importábamos papas de Holanda! A lo que se añadían los medicamentos y demás artículos industriales. En particular, los que afectaban el tránsito automotor contribuían a agudizar la situación en el rudimentario mercado interregional.


  Fueron consecuencias del virtual cese del comercio exterior no petrolero dos importantes revelaciones de las que dio cuenta Rómulo Betancourt: la agudización de la dependencia respecto de los Estados Unidos de América, y la necesidad de un enfoque realista de esta situación, en el cual pudieran basarse equitativas políticas de cooperación. Rómulo Betancourt dio pruebas de poseer el coraje intelectual y la firmeza ética requeridas para asumir, responsablemente, la nueva realidad; y hacer de ella objeto de razonadas proposiciones políticas.


  Incapacidad del régimen para encarar la crisis estructural revelada por las repercusiones de la Guerra mundial


  La situación general así creada puso de bulto la incapacidad del gobierno final de la dictadura liberal regionalista, presidido por el Gral. Isaías Medina Angarita (1941-1945), para encarar la crisis global estimulada por las repercusiones de la guerra vuelta mundial. Rómulo Betancourt denunció insistentemente esta comprobación, y propuso políticas alternativas, basadas siempre en la consolidación de lo logrado en materia de libertades públicas y en la instauración de una democracia genuina, moderna y amplia.


  Denunció, con especial énfasis, la ausencia de visión gubernamental preventiva, en todos los órdenes. En lo político –al no propiciar la compactación nacional– y en lo administrativo –al no implementar una economía de guerra–. Lo consideró también resultado de la rudimentaria y torpe política exterior. Pero fue particularmente insistente en señalar las tradicionales insuficiencias de la Administración Pública, caracterizada por una burocracia improductiva e ineficaz, representativa de la ausencia de oportunidades de empleo productivo, que obligaba a buscar un carguito mediante alguna tarjetica de recomendación; sobre cuya base se injertaban carencias técnicas, despilfarro fiscal en altos cargos innecesarios en el Ejército y la práctica generalizada y ostensible del peculado.


  La presencia, abrumadora, de estos factores, condujo a que Rómulo Betancourt pudiese preguntarse, el 13 de septiembre de 1941, en el acto de instalación del partido Acción Democrática: «¿A qué se debe esta situación de miseria generalizada, en un país sin deuda gubernamental externa y con un Estado que ostenta el costoso privilegio de un presupuesto anual de gastos, señalado entre los más altos de América? ¿Cuál es la causa de que un país como Venezuela, el que exporta más petróleo en el mundo y figura en el tercer puesto en la escala mundial de esa pingüe riqueza minera, presente un cuadro de colectiva pobreza?». La respuesta fue terminante: «(...) los gobiernos venezolanos no han sabido, hasta ahora, imprimirle un ritmo agresivo, dinámico a las otras fuentes de producción».


  Proyecciones políticas directas de la ubicación de Venezuela en el Gran campo de la democracia contra el fascismo


  Las proyecciones políticas directas de la ubicación de Venezuela en el Gran campo de la democracia contra el fascismo, no han merecido la atención de quienes, desdeñando el significado del ejercicio de la soberanía popular en el proceso de formación del Poder Público, como fuente necesaria del principio básico de la legalidad y la legitimidad de ese poder, se limitan a ver con benevolencia la última fase de la dictadura liberal regionalista, representada por el gobierno del Gral. Isaías Medina Angarita, quien fuera pupilo de Gral. Eleazar López Contreras; y este, a su vez, albacea del dictador eterno, Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, como la antesala de la instauración de la democracia en Venezuela. Haciendo valer, para este efecto, el clima de tolerancia del ejercicio de las libertades públicas existente durante su desempeño de la Presidencia, sin tomar en cuenta la obligación en que se halló de honrar, con esa actitud, el hecho de formar parte del Gran campo de la democracia contra el fascismo –circunstancia que tuvo eco semejante hasta en la tiranía trujillista– además de la obligación de mantener un clima sociopolítico que garantizase, a todo trance, la vital paz petrolera.


  Efecto sobredeterminante de la Segunda Guerra Mundial en la apertura del régimen en materia de libertades públicas


  Fue notable el efecto sobredeterminante de la Segunda Guerra Mundial en la apertura tolerada por el último gobierno representativo del régimen dictatorial liberal regionalista; sobre todo en materia de libertades públicas; y por consiguiente, en que se diesen las condiciones mínimas necesarias para que tomase cuerpo el brote de oposición democrática que se hallaba en trance de organizarse desde 1937; el cual fuera reprimido durante el Gobierno inmediato precedente del Gral. Eleazar López Contreras.


  Esta circunstancia mayor hizo posible que comenzase a formarse un estado de conciencia público que propiciase su ascenso, superándose la situación adversa de la que desde muy pronto se había dado cuenta Rómulo Betancourt, quien así lo comunicó el 10 de febrero de 1932 a Mariano Picón Salas: «(...) Es necesario crear en Venezuela, rápidamente, una cultura política de emergencia. Me refiero a la simple inquietud por los problemas públicos, a la preocupación por los problemas sociales, ya que bien sé que una completa comprensión de una y otra cosa no se logran sino a través de una tarea de muchos años (...)». Estaba consciente de que para estos fines: «(...) necesitamos que encontremos allá [en Venezuela], siquiera, la curiosidad de saber qué pretendemos, el deseo de interpretar ese lenguaje que nosotros hablamos, tan distante de la retórica patriotera y liberalizante que ha sido salsa infalible de todos nuestros movimientos de masas (...)».


  La apertura del debate sobre participación política, que había permanecido proscrito desde los inicios del siglo XX, puso sobre el tapete de la opinión pública, directa y/o alusivamente, la denuncia del personalismo y el autoritarismo. En suma, la del despotismo que, derivado de la inapelable voluntad presidencial, impregnaba todo el edificio del Poder Público. Postura crítica que conllevaba la reivindicación de la soberanía popular, no solo como antídoto contra el despotismo; también y sobre todo como salvaguarda democrática de la libertad.


  Aunque enmarcados en la tolerancia oficial, fueron notables los efectos de la forzada radicalización del rechazo del totalitarismo nazifascista por la naciente oposición. Bajo la égida de un gobierno que mantenía vigente el Inciso VI del Art. 32 constitucional, la oposición hizo posible la revaloración de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), primero adversa, en razón del pacto nazi-soviético, y luego favorable, dada su incorporación, circunstancialmente estratégica, al Gran campo de la democracia contra el fascismo.


  A lo que siguieron la condena pública y la abolición del mencionado Inciso VI, mediante la necesaria reforma constitucional de 1945; por ser tal abolición necesaria para el reajuste de la política exterior, en función de la inminente postguerra, que permitiese, luego de ser declarado oficialmente –si bien in extremis– el estado de guerra con el Eje, la afiliación de Venezuela a la naciente Organización de las Naciones Unidas. Pero, y esto fue de la más alta trascendencia, sobre todo como paso necesario a la legalización de la oposición democrática partidista, hasta ese momento caracterizada, en los términos del Inciso, como comunista; pero tolerada, como se ha dicho, gracias al intermedio ocurrido en la sistemática intolerancia de las libertades públicas, determinado por la ubicación fáctica de Venezuela en el Gran frente de la democracia contra el fascismo.


  Aporte y legado de la Segunda Guerra Mundial en la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático


  El aporte y el legado de la Segunda Guerra Mundial, en lo concerniente a la evolución sociopolítica de Venezuela, deben ser valorados ubicándolos en el largo plazo histórico, pues sus efectos, como lo entendió contemporáneamente Rómulo Betancourt, estaban destinados a ser, y lo han sido, de una significación sociopolítica fundamental, creciente y perdurable. Ubicados en el corto plazo, y aun en el mediano plazo, esta coyuntura histórica no entrega todo su significado. Obviamente, no vale considerar la subestimación de la importancia de esta coyuntura –y menos aun el ignorarla– como aún lo hacen quienes imputan a los acontecimientos de octubre de 1945 el cargo de haber interrumpido violentamente una pacífica evolución hacia la democracia que, supuestamente, habría sobrevivido al inicio de la Guerra Fría y llegado al resultado alcanzado por la instauración de la República liberal democrática.


  Todo indica, y vale subrayarlo, que en función de la lucha contra el nazifascismo se creó un clima político internacional que impuso, a la última fase de la dictadura liberal regionalista, una modesta apertura del espacio sociopolítico regimentado en el que se había gestado y madurado, y en el cual procuraba continuar, para tolerar un ejercicio de las libertades públicas que fue aprovechado por la naciente oposición para trabajar en el incremento de la lucha por la instauración de un régimen sociopolítico genuinamente liberal democrático. La claridad con la que Rómulo Betancourt captó esta compleja dinámica sociopolítica y la tradujo en análisis fácilmente accesibles para una conciencia política popular que despertaba, hizo de su desempeño como líder y dirigente la principal fuente de estímulo de la oposición. Fue así posible enfrentar, al amparo de tendencias activamente universales, la tenaz supervivencia del régimen autocrático característico de la dictadura liberal regionalista en lo concerniente a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público; es decir en la observancia de los criterios necesarios para medir el sentido y el alcance democráticos de un régimen sociopolítico, una vez superada la simplista antinomia libertad vs. dictadura.


  El disfrute tolerado de las libertades públicas, y de la movilización de la opinión pública mediante la agitación política, condujeron al advenimiento de un estado de conciencia colectivo sin precedente en la sociedad venezolana de mediados del siglo XX. Si bien cabe apuntar la contribución de la repercusión de la confrontación ideológico-política local, generada por los ecos la Guerra Civil española, ella estuvo todavía enclavada en la pugna entre el clericalismo ultramontano y el anticlericalismo decimonónico, como quedó demostrado con motivo de algunos actos de Gobierno de la República liberal democrática, en trance de ser instaurada, en 1945-1946.


  Doctrina de las cuatro libertades y Carta del Atlántico: significación y alcance de sus principios


  Son diversos, y nada circunstanciales, los signos de la importancia y la proyección ideológico-política concreta que tuvieron, en el discurso democrático venezolano en formación, mediante la invocación principista y la evocación, expresa y tácita, la Doctrina de las cuatro libertades y la Carta del Atlántico.


  La significación de estos aportes al bagaje ideológico de La Larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia, contribuyó a emancipar el pensamiento ideológico-político democrático venezolano de la impronta revolucionaria francesa y soviética, impronta perceptible en el Plan de Barranquilla. No deja de suscitar cierto grado de sorpresa el cómo pudo asimilar Rómulo Betancourt, ideológicamente, la circunstancia de que el novedoso credo de la democracia moderna procediese de las dos naciones tenidas hasta entonces como los representantes arquetípicos del imperialismo moderno. ¿Pero, no le prestaba esta circunstancia una convalidación incontrovertible al discurso democrático venezolano, en fase de su acreditación, bajo un régimen político todavía armado con el citado Inciso VI del Artículo 32 constitucional?


  Finalizada la guerra con el triunfo de las democracias, la reivindicación de esa contribución ideológico-política, de insospechable procedencia, significó, en algún grado, el relevo del Decreto de Garantías dictado por el entonces Gral. Juan Crisóstomo Falcón en 1863. Para apreciar esta conexión vale tomarse la licencia de comparar los términos conceptuales y las circunstancias, substituyendo el término revolución por democracia: «Que triunfante la democracia deben elevarse a canon los principios invocados por ella y conquistados por la civilización, a fin de que los venezolanos entren en el pleno goce de sus derechos políticos e individuales».


El principio de la autodeterminación de los pueblos y la vigencia política y económica de la soberanía nacional


  La exaltación del principio de la autodeterminación de los pueblos, no ya en su versión soviética, que fuera ahogada por el estalinismo, para dar paso a la muy zarista política de rusificación; sino como una bandera entregada por sus más connotadas metrópolis, Gran Bretaña y los Estados Unidos de América, a los pueblos todavía coloniales o semicoloniales, fue un alto precio pagado por esas potencias coloniales, entonces asediadas, por la solidaridad de esos pueblos durante la lucha para contener el avance de los totalitarismos nazi y japonés. Estos también intentaron recomendarse a los pueblos de Centroeuropa y del Sudeste asiático, respectivamente –y no sin algún éxito– como auspiciadores de la emancipación de los pueblos subyugados por el colonialismo. En el escenario nacional venezolano, la invocación de este principio quedó liberada, de esta manera, de la calificación de propaganda comunista que le atribuían los servidores intelectuales de la dictadura liberal regionalista, valiéndose de lo establecido en el mencionado Inciso VI del Artículo 32 constitucional.


  Rómulo Betancourt montó celosa guardia en lo concerniente a la soberanía nacional, si bien ubicándola en las necesarias alianzas, latinoamericana y continental. De igual manera, en el plano ideológico. Esto fue puesto de manifiesto en una declaración de prensa aparecida el 5 de septiembre de 1941. En cuanto al relacionamiento ideológico-político con el exterior, y al condicionamiento ejercido por la guerra, en su fase europea, su autonomía ideológica se había venido manifestando en la revisión crítica del antiimperialismo y en la diferenciación entre la Internacional estalinista y el socialismo, representado este, conceptualmente, por la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). La autonomía ideológica quedó sintetizada en la reivindicación, por Rómulo Betancourt, de la autenticidad venezolana y americana de su partido: «(...) No trasplantamos mecánicamente la fórmula europea. No importamos consignas. La realidad nacional, enmarcada dentro [sic] del ámbito de nuestra América, nos ha señalado el rumbo (...)». No admitir el establecimiento de bases militares extranjeras, y atribuirle al Gran frente de la democracia contra el fascismo un genuino propósito anticolonialista, fueron conclusiones necesarias de la autenticidad de propósitos, oportuna y reiteradamente atribuida por él a la Carta del Atlántico. Así fue hasta que la conducta de las potencias vencedoras, en estos aspectos fundamentales, le hizo decir lo que, como genuino antiimperialista, probablemente sospechaba: que si bien el totalitarismo había sido derrotado, el colonialismo, y las formas indirectas de dominación de los pueblos practicadas por las potencias vencedoras, entendían volver por sus fueros.


  En otro nivel, la vigencia del principio de la autodeterminación de los pueblos informó el ejercicio de la soberanía nacional en materia petrolera; y en el reclamo de ajuste de los términos del intercambio comercial. Con el concepto de autodeterminación de los pueblos guarda relación el criterio, formulado por Rómulo Betancourt, de que la independencia económica –a lograrse gracias a la formación de la que él concebía como una auténtica economía nacional diversificada– sería la culminación de la secuencia compuesta por la independencia nacional –lograda mediante la ruptura del nexo colonial– y de la independencia política –lograda mediante el derrocamiento de la dictadura liberal regionalista–. En síntesis, que la genuina independencia nacional era procurada mediante el establecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático, representado por la República liberal democrática. El resultado de esta secuencia habría de ser el perfeccionamiento de la condición de Venezuela como una nación libre e independiente.


  Replanteamiento del antiimperialismo y erradicación del colonialismo en América


  La ubicación de Venezuela en el Gran frente de la democracia contra el fascismo; y la asunción de sus postulados ideológicos fundamentales, tenían que suscitar el replanteamiento conceptual del antiimperialismo, al menos como bandera política. Rómulo Betancourt substituyó ese concepto, de manera general, por el de colonialismo, con lo que afianzó el carácter atávico de tal modalidad de dominación de pueblos, y despojó el concepto de la connotación leninista, preservando lo fundamental, que era el derecho de los pueblos a la autodeterminación.


  Rómulo Betancourt pudo así preservar su prestigio de invariable luchador antiimperialista, cambiándolo por el de luchador por la erradicación del colonialismo, en América y en el mundo. Demostró esta su consecuencia ideológico-política al refutar el discurso colonialista del embajador de Francia en Venezuela, en un acto de júbilo por la liberación de París, y en el rechazo de la permanencia de la presencia militar de los Estados Unidos de América en colonias caribeñas europeas, al amparo de los acuerdos de préstamo y arriendo negociados durante la guerra.


  Al igual que pudo reforzar, valiéndose de la amplitud de esa lucha, las reclamaciones territoriales venezolanas y proclamar su apoyo a la causa de la Independencia de Puerto Rico. Rómulo Betancourt fue especialmente enfático en lo concerniente al destino de las colonias insulares holandesas aledañas al litoral venezolano, avizorando para ellas el ejercicio de la autodeterminación democráticamente expresada.


  Nueva orientación de la política exterior con miras a la postguerra


  La nueva fundamentación, necesaria y urgente, de la política exterior venezolana, con miras a la postguerra, fue cuestión merecedora de especial atención, de parte de Rómulo Betancourt. Lo actuado en esta materia no solo corrobora el estrecho condicionamiento, de la evolución de la política exterior venezolana, por factores y circunstancias en cuyo acontecimiento hemos carecido de participación directa. También, que lo tardío de las decisiones sugiere, en este caso, que la posición asumida por el representante norteamericano en la Conferencia de Río Janeiro, celebrada el 15 de enero de 1941, desalentando una eventual declaración de guerra al Eje, fue asumida, presumiblemente, con el propósito de resguardar el abastecimiento petrolero.


  En un artículo publicado el 17, Rómulo Betancourt opinó sobre estos hechos. Dijo que Summer Welles, representante de los Estados Unidos de América en la Conferencia, planteó que no se correspondía con el interés de su país una declaratoria de guerra; lo que dejó en una posición desairada a quienes querían «(...) ganar puntos en la estimación de la Casa Blanca y cohonestar algunos de ellos, con la sumisa postura ante el aliado poderoso, los crímenes cometidos contra sus pueblos (...) como el tristemente célebre Leonidas Trujillo, déspota quisqueyano y versión bufonesca en las Antillas de Herr Hitler (...)». Luego de afirmar que el Partido Acción Democrática respaldaba la posición de Venezuela y de los Estados Unidos de América, sacó dos conclusiones cargadas de significado autonómico: «(...) La guerra que de inmediato debemos declarar es contra el hambre y la miseria, la desocupación y la mala vida, que está a la orden del día en estos pueblos latinoamericanos [sic] de desarticulada economía semicolonial». Esto en coincidencia con la posición asumida por Sommer Welles, pero sosteniendo que el primordial objetivo de América Latina era ejercer «(...) nuestro derecho a liberarnos de coyundas económicas que nos mediatizan a consorcios capitalistas yanquis y británicos».


  Si bien la no declaración de guerra en el inicio de la contienda, se correspondió también con los intereses de una sociedad necesitada de velar por su subsistencia, la declaración del estado de guerra con el Eje fue planteada, por Rómulo Betancourt, como expresión de su preocupación por el papel que debía desempeñar Venezuela en la postguerra, en correspondencia con el que había cumplido como uno de los contribuyentes fundamentales al esfuerzo bélico de las democracias occidentales, tanto industrial como militar.


  Partidario del establecimiento de relaciones diplomáticas y comerciales con la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), si bien había sido duro crítico del pacto nazi-soviético y del Estado estalinista, esta posición se correspondía también con el propósito de depurar con ello su anticomunismo, despojándolo de adherencias circunstanciales; al mismo tiempo que aplicaba su criterio de que favorecería al proyecto democrático el hecho de que los comunistas pudiesen operar legalmente; lo que facilitaría su identificación y por lo mismo el combatirlos políticamente.


  Esto, amén de superar el Estado venezolano, de esta manera, la imposibilidad de ingresar a la Organización de las Naciones Unidas, siendo la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas miembro permanente del Consejo de Seguridad de esa institución; ingreso que no podría ocurrir sin haber establecido relaciones diplomáticas con ese país. Igualmente, este reconocimiento no sería factible sin levantar la prohibición absoluta del comunismo como corriente ideológica y prédica política; lo que de paso acarrearía la legalización de los partidos de oposición democrática, además del Partido Comunista, el cual, agradecido, además se convertiría en un fiel aliado del régimen medinista, calificándolo por ello de democrático.


  Presencia y participación de Venezuela y América Latina en las negociaciones de postguerra


  Excluida Venezuela, como toda la América Latina, de la Conferencia de Yalta, celebrada del 4 al 11 de febrero de 1945, por Franklin Delano Roosevelt, José Stalin y Winston Spencer Churchill, donde se dibujó el mapa del escenario internacional de postguerra, la presencia y participación de Venezuela en las negociaciones subsiguientes, inclusive la dedicada específicamente al petróleo, fue muy escasa, o, si alguna, meramente formal.


  En cambio tuvo Venezuela alguna actuación en la Organización de las Naciones Unidas, en el Comité de Descolonización; donde trabajó por el rescate de los pueblos, coloniales y semicoloniales, sumidos en la miseria y expoliados mediante la explotación de sus recursos naturales, con escaso retorno de beneficios.


  Rómulo Betancourt fue crítico de la eventual conducta de la delegación venezolana ante la ONU. Sugirió que se apoyase en la reivindicación principista de la Carta del Atlántico, aunque fuese tan solo para refrescarles la memoria a los denominados Cuatro Grandes, que lucían propensos a olvidarla; así como a dejar la Doctrina de las cuatro libertades, formulada por el presidente Franklin Delano Roosevelt, para invocarla en los discursos ante su tumba.


  Por estas razones, la expectativa de la postguerra le preocupó. Temía que ella trajese para Venezuela y América Latina la desilusión de no ver valorado su papel durante la guerra, manteniendo y garantizando el abastecimiento de materias primas para la industria bélica; y de petróleo para fines militares. Más aún, reclamó términos equitativos de intercambio entre las economías latinoamericanas y las economías desarrolladas. Al igual que expresó sus temores acerca de nada auspiciosas situaciones: un mercado mundial en manos de los vencedores, el control absoluto de la importación por los vencedores, y los devastadores efectos de la ausencia de competencia en el mercado de materias primas.


  PARTE VI.

  Formulación de la estrategia, diseño de las tácticas y formación de los instrumentos sociales, necesarios para el despliegue y la promoción de las propuestas políticas e ideológicas que serían desarrolladas por la revolución democrática


  Ya arribó el mundo a la trágica encrucijada. Los diplomáticos sinuosos han cedido el timón de Europa a los generales. Y como en 1914, en proporciones aún más aterradoras, los pueblos se están entredestruyendo, para que colonias, mercados y fuentes productoras de materias primas se repartan en forma diferente entre los amos del universo.


  «La guerra europea y la compactación venezolana».

  Rómulo Betancourt, Antología política. Vol. II, p. 421


  De la confrontación del bagaje ideológico-político que trajo a Venezuela, el 6 de enero de 1936, con la realidad de un espacio sociohistórico en el cual comenzaban a manifestarse los efectos, si bien más colaterales que directos, de la industria extractiva del petróleo, surgió la personalidad de un Rómulo Betancourt cuya acelerada maduración como líder no tuvo posible parangón en su tiempo. Tal fue resultado de un conjunto de condiciones objetivas y de la acción de factores altamente determinantes: del hallarse inmerso, por primera vez, en una sociedad cuyo balance, arrojado a contrario por los pretendidos planes modernizadores, no podía ser más desalentador. Una sociedad que, por añadidura, pronto comenzaría a verse afectada, material, intelectual y espiritualmente, por la que sería la mayor y más devastadora conflagración padecida hasta entonces por la Humanidad. En lo personal, cabe suponerlo abrumado por la consecuente revelación de las extremas precariedad y vulnerabilidad de la sociedad a la que, dadas las circunstancias, se incorporaba.


  Proyecciones ideológico-políticas de la Segunda Guerra mundial, en el surgente liderazgo de Rómulo Betancourt


  Las proyecciones ideológico-políticas de la Segunda Guerra Mundial actuaron como catalizador del hasta entonces surgente liderazgo de Rómulo Betancourt. El que fuera un tanto pretencioso emergente liderazgo, resultó potenciado por su consubstanciación con la cruda realidad de la sociedad venezolana. Encontró en el clima de opinión, nacional e internacional, generado por el enfrentamiento de la democracia moderna con el totalitarismo nazi-fascista, una fuente de inspiración y estímulo que contribuyó al creativo fortalecimiento ideológico-doctrinario de ese liderazgo. Cierto que la ocasión no podía ser más estimulante para un espíritu dispuesto y un intelecto despierto; pero no es menos cierto que el aprovechamiento de las lecciones brindadas por las novedosas situaciones que reclamaron su atención fue posibilitada por la disposición de aptitudes, espirituales e intelectuales, cuyo cultivo había requerido dar pruebas de un tesón poco común.


  Lo sistemático que se trasluce en la vastedad y diversidad del tratamiento de las cuestiones de gobierno, en la obra de un Rómulo Betancourt que no pudo culminar sus estudios de Derecho porque no pudo pagar lo estipulado en el reglamento de exámenes, expresa el haber alcanzado un grado de formación autodidacta y adquirido un nivel de sentido de lo jurídico, que permiten componer con sus observaciones, juicios y proposiciones, la estructura jurídica, política y administrativa básica del régimen sociopolítico liberal democrático luego definido por él mismo como la revolución democrática, y que constituye un muy significativo esbozo de la República liberal democrática, fundada en el lapso 1945-1948, reinstaurada a partir de 1958-1959 y actualmente bajo asedio puesto por una fuerza colecticia integrada por irredentos militaristas tradicionales en complicidad con sobrevivientes del socialismo autocrático.


  Proposición de principios y procedimientos democráticos de formación del Poder Público


  Se abrió la posibilidad de fundamentar, con mayor autoridad ideológica y mejor oportunidad política, la proposición de principios y procedimientos democráticos de formación del Poder Público. Pudieron, de esta manera, Rómulo Betancourt y sus partidarios, componer un conjunto de directrices políticas que significaron, a la vez, poder armar a la naciente oposición democrática de propósitos que la cohesionaran; y hacer de estos instrumentos y vías para llegar a la conciencia de amplios sectores de la sociedad.


  El rescate de la soberanía popular, y su ejercicio mediante el sufragio universal, directo y secreto, debía ser el primero, y fundamental, de esos instrumentos. Concernían principalmente a los principios y procedimientos relacionados con la formación del Poder Público. El rescate de la soberanía popular, y la demanda de su plena vigencia, contrastaban de manera radical con la práctica todavía vigente de la República liberal autocrática; despojada esta de remilgos seudolegales por la dictadura liberal regionalista. Consistía en una suerte de continuismo semidinástico, que hacía del gobernante saliente el único y universal elector. Se aspiraba a rescatar una potestad solo del pueblo, que permanecía secuestrada desde la instauración de su legalmente cuestionable dictadura comisoria por Simón Bolívar, en 1828.


  Lo propuesto sobrepasaba el alcance de toda práctica precedente en el proceso republicano de formación del Poder Público. El ejercicio de la soberanía popular, así rescatada, habría de significar la instauración del sufragio universal, directo y secreto, como la más alta expresión de la participación política ciudadana, y la genuina validación del principio, también esencialmente republicano, de la representación. Lo propuesto era la razón y consecuencia de una determinación destinada a completar la sociedad, y a dotar a la democracia que se buscaba instaurar de un rasgo de modernidad llamada a convertirse en una nueva y eficaz arma contra el despotismo: el reconocimiento de sus derechos políticos a la mujer.


  El segundo, pero no menos fundamental, de los instrumentos, era la observancia del principio de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. La instauración de un sistema de formación del Poder Público basado en el sufragio universal, puesto que incorporaba al ejercicio de la soberanía popular a la mujer, los analfabetos y los mayores de dieciocho años, se correspondía, en el más alto grado, con la concepción pedagógica de la política, al constituir una escuela abierta al aprendizaje activo de la participación ciudadana.


  La escuela de ciudadanía, así montada, habría de funcionar al favor de la transparencia gubernamental. Para ello se crearían las condiciones mediante una intensa campaña de alfabetización, el desarrollo del sistema educativo en todos los niveles y una permanente rendición de cuentas de quienes asumieran la responsabilidad del Gobierno y de la Administración Pública; rendición de cuentas que no se limitaría a la comparecencia constitucional y que habría de ofrecer la oportunidad, tan apreciada por Rómulo Betancourt, de dialogar con el pueblo. Dando pruebas de persistencia en la observancia de este propósito, el 31 de enero de 1961, Rómulo Betancourt, Presidente constitucional apuntó, en el acto de clausura de la Convención de Industriales, que el estar allí «(... ) está revelando que el Gobierno continúa, dos años después de haberse juramentado ante el Congreso de la República, leal y consecuente con una línea definida desde los inicios de nuestra gestión administrativa. Este sería –se prometió– un gobierno que dialogaría, un Gobierno que mantendría contacto permanente con todos los sectores de la colectividad, porque ello caracteriza y define los regímenes democráticos».


  La funcionalidad y la eficacia de este dispositivo democrático serían garantizadas por la plena libertad de que gozaría la opinión pública, independiente u organizada en partidos, encargada de vigilar el proceso y los procedimientos de formación del Poder Público, y de controlar su desempeño y vigilar su finalidad.


  Para estos propósitos, el régimen sociopolítico liberal democrático moderno, por instaurar, debía garantizar y velar por la libre organización de la participación ciudadana, impulsándola a evaluar y cultivar la correlación entre sus intereses socialmente expresados y la vigilancia y control de la gestión del Poder Público. Estos últimos dejarían de ser función exclusiva de quienes gobernasen o administrasen; se convertirían en el escenario natural del ejercicio democrático de la ciudadanía.


  El funcionamiento del régimen sociopolítico democrático por instaurar requería una ciudadanía organizada en partidos políticos; y que estos se correspondiesen, sin exclusiones, con la opinión ciudadana libremente expresada. Ello no significaba restablecer los partidos decimonónicos, que consistían propiamente en muy contados núcleos urbanos, dispersos en un socioespacio carente de medios vinculantes eficaces. Se trataría de partidos nacionales, programáticos, que guardasen relación con corrientes ideológicas identificables; diferenciables pero concurrentes en el cultivo de la democracia moderna. Lo que supondría, a su vez, el nada fácil aprendizaje, por dirigentes y militantes, de materias que les eran totalmente nuevas; incluso para quienes, como Rómulo Betancourt, también vivirían por primera vez la experiencia de militar en un partido de masas moderno y democrático.


  Papel semejante y paralelo, en esta amplia e inclusiva escuela de ciudadanía, debían desempeñarlo las organizaciones laborales y gremiales, en cuya instauración y desarrollo pondría esfuerzo el Poder Público, respetando su autonomía y proporcionándoles toda información sobre la marcha de la Administración Pública, en general y en sus respectivas áreas.


  Propuestas modernizadoras del ejercicio del Poder Público


  Simultáneamente con la puesta en práctica de las medidas atinentes a la formación del Poder Público, se debía hacerlo con propuestas modernizadoras del desempeño de ese poder. Esto era requisito para la recta funcionalidad del conjunto de los atributos del Poder Público democrático; pero revestía particular importancia, puesto que si la formación concernía fundamentalmente a la legalidad del origen Poder Público, solo su desempeño podía fundamentar su legitimidad. Lo que significaba que, en un régimen sociopolítico liberal democrático, no bastaría con la denominada legalidad de origen; sería requisito la legitimidad derivada del grado de correspondencia, en el desempeño y la finalidad del poder, con esa legalidad.

  

Para este fin era necesaria la diafanidad ética en el desempeño de las funciones del Poder Público. Plantear esto en una sociedad en la que si bien se expresaba repulsión respecto del peculado y el aprovechamiento indebido del desempeño del Poder Público, ambos eran practicados con ostentación e impunidad, respondía, sin embargo, a un clamor social que era desdeñado olímpicamente por los poderosos de la política gubernamental y sus agraciados en todos los niveles de la Administración Pública, y aun de sectores de la sociedad misma.


  La diafanidad ética en el desempeño de las funciones públicas debía fundarse en la vigencia, efectiva y responsable, de la separación de los poderes públicos. Sin la activa presencia contralora de un Poder Legislativo soberano, y de un Poder Judicial autónomo y diligente, solo quedaba la posibilidad de la sanción pública por la vía del ejercicio de la soberanía popular. Mas la sanción política así recaída no resarciría a la Nación por el daño sufrido, ni satisfaría la moral de los ciudadanos directamente afectados; además de que la posibilidad de que tal sanción recayese podría ser estorbada, eficazmente, por el ejercicio perverso del Poder Público, manifiesto como manipulación de los procesos electorales.


  No bastaría, por consiguiente, con la sanción política por vía electoral, aunque fuese eficaz. Además, esta alcanzaría directamente solo a los cargos de elección; quedando fuera del alcance directo de la sanción los incursos en delitos administrativos. De allí una doble necesidad: la de un Poder Judicial autónomo y la de sentar precedente de severidad ética. Por ello la inicial instauración de un tribunal de excepción, encargado de ventilar juicios de responsabilidad civil y administrativa. Esta medida, que fuera muy controvertida, pareció ser necesaria para advertir que tampoco los delitos cometidos durante administraciones pasadas quedarían impunes; de lo cual había el precedente de la confiscación de los bienes de los gomecistas más connotados, durante el Gobierno del Gral. Eleazar López Contreras. Llegado el momento, la Junta Revolucionaria de Gobierno, constituida el 19 de octubre de 1945, en su primer comunicado, de esa fecha, participó:


  
    «Este Gobierno constituido hoy hará enjuiciar ante los Tribunales, como reos de peculado, a los personeros más destacados de las administraciones padecidas por la República desde fines del pasado siglo. Están presos, y deberán comparecer ante los Tribunales a explicar el origen de sus fortunas, la mayor parte de esos reos contra la cosa pública. El General López Contreras [Eleazar] y el General Medina Angarita [Isaías], se encuentran entre los detenidos. Ninguno de ellos ha sufrido ni sufrirá vejamen en su persona, ni atropello de ninguna naturaleza. Pero deberán devolver a la Nación y al pueblo lo que le usurparon mediante el deshonesto manejo de los dineros públicos. Severo, implacablemente severo será el Gobierno Provisional contra todos los incursos en el delito de enriquecimiento ilícito, al amparo del Poder.»

  


  Esta disposición, deficientemente redactada y jurídicamente vulnerable, respondió, visiblemente, al propósito de dar a la opinión pública una prueba de voluntad ética en el desempeño del Poder Público, en momentos cuando había alcanzado el nivel del debate público el resentimiento causado en la sociedad por la práctica ostensible e impune del peculado y el enriquecimiento ilícito. No se trataba de cumplir con el Punto IV del Plan de Barranquilla, que contempla la «Creación de un Tribunal de Salud Pública que investigue y sancione los delitos de despotismo». Pero ¿no formaban parte el peculado y el enriquecimiento ilícito de semejantes delitos?


  La suerte de solidaridad delictiva derivada de la complicidad complaciente en el mal manejo y el aprovechamiento personal indebido de los recursos fiscales, era propiciada por una práctica básica de la dictadura liberal regionalista –no prohibida por la Constitución–, que consistía en proveer cargos electivos con funcionarios activos. Ello conducía a que recayese en una misma mayoría así compuesta la formulación del presupuesto nacional, el control de su ejecución, y la evaluación de la eficacia de esa ejecución en razón de los procedimientos administrativo y de los resultados. En síntesis, era cultivar la impunidad en lo administrativo. El otro gran peligro representado por esta práctica, el continuismo clientelar, debía resultar contrarrestado por el ejercicio democrático de la formación del Poder Público; y por su control mediante el establecimiento de la incompatibilidad de funciones públicas para la provisión de cargos de elección.


  Rómulo Betancourt libró una constante lucha, ante la opinión pública, contra la práctica de la compatibilidad en el desempeño de cargos electivos por funcionarios activos. Denunció, así, el vicio denominado compatibilismo; llevado al exceso de que en una misma persona, como dijo, pudiese realizase el Milagro de la Santísima Trinidad. Le parecía aberrante un Congreso Nacional integrado por funcionarios de diverso nivel, y por ende obediente a las órdenes dadas por el elector único y universal, poseedor de la Presidencia de la República; como le parecía ofensiva para la dignidad del pueblo venezolano la tesis justificadora de esa aberración, según la cual no se contaba con suficientes ciudadanos idóneos para legislar.


  La surgente oposición democrática planteó, como cuestión urgente, la erradicación del personalismo presidencial; y el necesario combate contra el clientelismo, en todos los niveles. Aunados a la práctica del vicio del compatibilismo, estos vicios del ejercicio del Poder Público eran la fórmula del continuismo político, sobre todo en la sucesión presidencial, mediante la argucia denominada continuismo alternativo, ideada para permitir que el Presidente saliente, al no poder ser inmediatamente reelecto, pactase con el sucesor, por él designado, su retorno al poder una vez concluido el que para el caso quedaría convertido en una suerte de período presidencial intermedio.


  Acentuando el combate contra el peculado y el aprovechamiento doloso del Poder Público, se tomarían medidas que los estorbasen, si no los imposibilitaren, al auspiciar la inculpación de gobernantes y funcionarios administrativos mediante la participación de la opinión pública, invitada y autorizada a ejercer una celosa vigilancia del desempeño de la función gubernativa y administrativa.


  La institución de la declaración jurada de bienes, al inicio en el ejercicio de un cargo público, y al término del mismo, debía proporcionar, eventualmente, una prueba objetiva de recto desempeño. El ocultamiento de bienes, por sí o mediante otra persona, sería igualmente sancionado. Se procuraría, con el establecimiento de este requisito, estimular la ejemplaridad ética de los altos cargos. Rómulo Betancourt dio ejemplo del cumplimiento a lo así dispuesto, al punto de que una vez terminado su desempeño del poder pudo gozar del prestigio derivado, como él lo dijo, de haber demostrado que en Venezuela se puede gobernar sin robar.


  La socialización de la vigilancia a ejercer sobre la responsabilidad administrativa de los funcionarios no significaba aliviar la carga del Estado en esa gestión, sino adelantar en la formación del ciudadano, haciéndole comprender su derecho a vigilar la cosa pública, por ser propietario de la misma. Al mismo tiempo, se buscaba crear conciencia acerca de que los malos manejos de los administradores podían implicar corresponsabilidad entre el funcionario que cometía una falta y el ciudadano que participaba activamente de ella, o que la encubría, por complicidad o cobardía cívica. Correlativamente, el funcionario podía proceder judicialmente contra quien lo incitara a faltar. La creación de instancias judiciales específicamente dedicadas al conocimiento de tales delitos, partiendo de acusaciones formuladas por los agraviados, fue concebida como una demostración de que se practicaría una justicia expedita y responsable.


  Propuestas modernizadoras de la finalidad del Poder Público


  Coronando el complejo de medidas concernientes a la modernización democrática de la formación y el desempeño del Poder Público, eran contempladas las propuestas modernizadoras de la finalidad de ese poder. Se demostraría, de esta manera, que las tres instancias del Poder Público se hallan orgánicamente vinculadas entre sí; y que solo la observancia armónica del conjunto podía dar fe del carácter genuinamente democrático de un régimen sociopolítico.


  Conciliar el desarrollo político democrático con la promoción del bienestar social era la orientación propuesta a la que progresivamente se perfilaba como la revolución democrática. El estado de la sociedad, y la disponibilidad de los recursos, obligaban a establecer un orden de prioridad en las políticas públicas, atendiendo al norte fijado; pero sin que esto significase subestimación de las correlaciones entre tales políticas.


  El rescate de los habitantes del medio rural, que montaban a cerca de 75% de la población total, y que apenas lograba sobrevivir en un paisaje carente de los más elementales medios de civilización, era la más urgente de las tareas. Su realización habría de significar el logro de lo expresado por Rómulo Betancourt en el acto de promulgación de la Ley de Reforma Agraria, efectuado en el Campo de Carabobo el 5 de marzo de 1960, en un discurso cargado de referencias a la figuración de Simón Bolívar como reformador agrario, enmarcadas en la evolución sociopolítica de la República hasta el momento de ponerle el ejecútese a la Ley; en aplicación de la cual debía realizarse «(...) una reforma agraria integral (...) que sería la resultante de (...) una acción concertada de todos los despachos ejecutivos, que bien podría bautizarse como ‘Operación rescate del Campesinado’, y permitirá transformar definitivamente la hoy agria faz de nuestro medio rural en un espectáculo al par promisorio y conmovedor de un pueblo campesino alegre, porque crea riqueza y porque se ha incorporado al disfrute de todo cuanto tiene de ventajoso la moderna sociedad». Esto, al igual que el desencadenamiento de fuerzas sociales, políticas, económicas y culturales que habrían de traspasar las fronteras de las demás prioridades y contribuir a consolidar la obra de la revolución democrática.


  Durante su exploración del medio sociohistórico, Rómulo Betancourt pudo palpar la necesidad, en cumplimiento de la finalidad del Poder Público, de formular y poner en práctica políticas nacionales de mejoramiento alimentario y sanitario. En consecuencia, libró campaña acerca de lo que denunció en un discurso pronunciado en el Nuevo Circo de Caracas, publicado el 3 de julio de 1943 con el título de «Un flagelo está destruyendo a nuestro pueblo: es el hambre que ahora tiene un nombre pedante: ‘avitaminosis’». Anunció que: «(... ) tocaremos a las puertas del Partido Democrático Venezolano [(PDV), partido oficial] para pedirles que realicemos juntos, conservando cada quien su independencia política y organizativa, una jornada patriótica y nacional contra el mayor flagelo que está destruyendo a este pueblo: el hambre, un flagelo que ahora tiene un nombre pedante y de última hora: se llama avitaminosis, pero es la clásica, la tradicional, la inenarrable hambre venezolana (... )». A esta suerte de hambre ancestral de los venezolanos se añadían la sed de agua potable y la esperanza de poder cobijarse bajo un techo que no fuese el del insalubre rancho, rural o urbano.


  Desnutrición, malnutrición y enfermedades endémicas condicionaban negativamente la potencialidad de la sociedad, incluso para llevar adelante las tareas que conformaban las otras prioridades. Las políticas enunciadas eran, por lo tanto, básicas y por consiguiente merecedoras de la más diligente atención. De ser postuladas y promovidas con carácter prioritario por los diversos niveles de gobierno, e implementadas eficiente y responsablemente por la Administración Pública, el resultado sería desarmar la calumnia formulada como la flojera del venezolano, cuando en realidad se trataba, sostuvo Rómulo Betancourt, de las efectos, en el rendimiento laboral, del hambre y las inhumanas condiciones de vida.


  La formulación y ejecución de políticas de genuino alcance nacional no solo significaría dejar de subordinarlas a intereses localistas, caudillescos o social y políticamente discriminatorios, como fue habitual, particularmente durante la dictadura liberal regionalista; si bien, como pudo comprobarlo Rómulo Betancourt durante su viaje exploratorio, bajo su férula tampoco los habitantes del medio rural andino corrieron con mejor suerte que sus compatriotas de las demás regiones.


  Las políticas nacionales debían ser técnicamente concebidas, lo que requería experticia y cierto grado de ordenamiento o de planificación. Al debatir públicamente sobre esta cuestión, Rómulo Betancourt tuvo ocasión de fijar posición respecto del concepto de «planificación», en circunstancias en las que la sola mención del término podría exponerlo a los rigores del Inciso VI del Artículo 32 constitucional, represor del comunismo. Pero si de alguna manera sería necesario ordenar las políticas públicas, si no propiamente planificarlas, era esencial que fuesen responsablemente ejecutadas, no solo en su aplicación sino también en su administración, notoria fuente de peculado y de malversación.


  El ordenar o planificar las políticas públicas debía partir de puntualizar y jerarquizar los objetivos globales; y de disponer los recursos consecuentemente. Pero, ocurría que si bien las políticas públicas anunciadas en la última fase de la dictadura liberal regionalista se recomendaban de tender a encarar dolencias evidentes de la sociedad, por estar orientadas a poblar, sanear y educar –y así se desprendía también del Programa de Febrero y del Plan trienal político-administrativo–, lo que convertía en nacionales esos objetivos, Rómulo Betancourt puso en duda su procuración eficaz, al observar la falta de concordancia de los mismos con la previsión presupuestaria. Demostró que no solo no se les daba la asignación necesaria, sino también que se continuaba la práctica de asignar preferentemente los recursos a los ministerios relacionados con el control político y social, generadores de burocracia y de vinculaciones clientelares. Es decir, se simulaba una planificación democrática para intentar preservar un régimen sociopolítico autocrático.


  Modernización de la vida política


  La modernización de la vida política, entendida en adelante como expresión del ejercicio de la ciudadanía, valida esta de su arma por excelencia, el ejercicio de la soberanía popular, significaría la más radical transformación sociopolítica experimentada por la sociedad venezolana, desde la ruptura del nexo colonial: los todavía súbditos, si bien de una cuasi monarquía constitucional que era aún de esto último solo apariencia, se verían llamados a ser, por primera vez, ciudadanos, en la plenitud del concepto. Se iniciaba, por consiguiente, un prolongado y nada sereno aprendizaje que en todas las sociedades de aspiración republicana cuyo régimen sociopolítico precedente inmediato fue la monarquía absoluta, ha tomado bastante más de un siglo.


  Lo así propuesto significaba la superación del régimen sociopolítico autocrático, vigente en la República liberal, desde 1830, al ser rota la República de Colombia, alias Gran Colombia, por los venezolanos que no se fueron con Bolívar. Si bien el Estado de Venezuela, entonces constituido, literalmente calcó, en sus preceptos básicos, la Constitución de la República de Colombia, promulgada por Simón Bolívar el 6 de octubre de 1821, el resultado fue un desempeño despótico, disimulado parcial u ocasionalmente, del Poder público, con determinación tutelar.


  Superación del régimen sociopolítico autocrático, vigente desde 1830, al ser rota la República de Colombia, alias Gran Colombia


  El objetivo fundamental, y a largo plazo, del régimen sociopolítico promovido por la oposición democrática, tendría que ser el de bloquear definitivamente el retorno de la República liberal autocrática; pero, como se correspondía, se debía lograrlo volviéndola ajena a la conciencia democrática que se estaba por fomentar y armar ideológica y políticamente en la sociedad. Lo que debía procurarse mediante la promoción de la formación ciudadana, sembrada desde la cúpula política y cultivada gracias a la militancia en los partidos políticos y otras organizaciones sociales. La sociedad dejaría de ser una suerte de cardumen en el cual caudillos y hombres necesarios pescaban vasallos para utilizarlos en pugnas armadas que únicamente concernían a estos en los términos de arengas y programas que ni siquiera sabían leer.


  Con sobrada razón los deudos de la República liberal autocrática y de su fase terminal, la dictadura liberal regionalista, vieron con temor lo que algunos observadores miopes han censurado tildándolo de partidización de la sociedad; confesándose por ello incapaces de comprender los naturales excesos ocurridos en la implantación de nuevos factores de la dinámica social. El 20 de enero de 1947, al rendir cuenta, ante la Asamblea Nacional Constituyente, de la labor cumplida por la Junta Revolucionaria de Gobierno, por él presidida, Rómulo Betancourt ofreció una suerte de justificación conceptual y explicación didáctica sobre esta materia:


  
    «Decir que no se cometieron errores, y hasta injusticias, en las relaciones entre ciudadanía y gobierno, sería de parte nuestra una mentira. Las revoluciones tienen su propia dinámica, y en las horas álgidas [sic] de su nacimiento, el afán de defenderlas y de estabilizarlas conduce a extralimitaciones inevitables. No se cambia tampoco de la noche a la mañana, por decreto, el que ha sido tradicional estilo de gobierno de un país, ni se eliminan por resolución ejecutiva los resabios ancestrales acumulados en la psicología de su gente; y por eso, no es hecho insólito que aquí o allá puedan ser señalados desplantes de arbitrariedad en la conducta de algunos funcionarios de la Revolución. Pero lo que sí afirmamos, con énfasis, es que cada vez que se hizo presente una manifestación de ese tipo, la Junta acudió rápidamente a exigir, y hasta a imponer, su rectificación(...).»

  


  A lo que siguió una declaración de principios respecto de la determinación democrática del gobierno, y de su inclinación respetuosa de los derechos ciudadanos:


  
    «(...) Por eso confiamos en que la historia, al hacer el balance de nuestra actuación, sabrá distinguir en ella lo esporádico y lo circunstancial de lo que es determinante y permanente línea de conducta del Gobierno. Su sincera vocación democrática, su ausencia de encono frente a quienes le eran hostiles, su repudio vehemente a la inveterada práctica de utilizar el Poder como oportunidad para ejercer represalias o venganzas personales, son actitudes escritas con hechos y difíciles de borrar de la memoria de los venezolanos.»

  


  Un proceso semejante al de la partidización debía tomar curso en las áreas laborales y gremiales. En una primera fase, la especificidad de estos movimientos vio avasallada su necesaria autonomía por la injerencia de los partidos políticos; si bien este hecho también revelaba presencia de la aspiración de ciudadanía, en una sociedad que en esos momentos carecía no ya de formación sino de la elemental experiencia política moderna; situación de la que no escapaban los sindicatos, según testimonio de Rómulo Betancourt.


  La superación del caudillismo, el personalismo y el militarismo tradicionales, afluentes del torrente de despotismo que durante más de un siglo derramaba sus aguas sobre la sociedad venezolana, estaba explícitamente contemplada en el complejo político-ideológico de la revolución democrática. No en balde su principal impulsor, en el orden teórico, alentaba un radical antiestalinismo y un rechazo del despotismo burocrático de la III Internacional comunista.


  Nada fácil resultaba reconocer al ciudadano como depositario de la llave del Poder Público. Más aún si se trataba de los tildados, incluso por intelectuales del llamado medinismo, de minusválidos políticos, es decir la mujer, los analfabetos y los mayores de 18 años. ¿Qué pruebas de lo contrario podrían aducirse? Lo que tales minusválidos eran capaces de hacer estaba por verse; y, en rigor, quienes a ellos apelaban solo podrían alegar, quizás, la arriesgada extrapolación de impresiones directas, forzosamente limitadas; o, con mayor probabilidad, producto de intuición política. ¿Fundada en la presunción de que el pueblo no solo es bueno sino que le gusta hacer el bien o aguarda solo la oportunidad de hacerlo? Lo que forzaría a preguntarse sobre cuánto de materialismo histórico podía haber en semejante presunción, aplicada a un pueblo que había permanecido embozalado.


  Quizás la única prueba que pudiera aducirse, como aval para el propuesto trastorno de la iniquidad padecida por el pueblo venezolano, consistiría en la refutación de la tesis del hombre necesario. La inoperancia para el bien, en el mejor de los casos; y la perversidad en lo general, de la vigencia de esa tesis, fueron planteadas por Rómulo Betancourt comentando el final del histriónico dictador italiano Benito Mussolini, cuyas ínfulas de restaurador de la latinidad atrajeron la admiración de algunos intelectuales venezolanos, y despertaron la tendencia a la imitación de algunos hombres políticos que se creyeron dotados de una personalidad y de un verbo capaces de rendir multitudes.


  Para el logro de estos altos fines sociopolíticos, además de la militancia partidista, sería promovida la diversificación y la autonomía de la participación en otros aspectos de la vida social. Yendo más allá de los colegios profesionales, por lo general anquilosados, ofrecían amplio campo las áreas del trabajo fabril y de la actividad empresarial; ambas correlacionadas orgánicamente en lo reciente de su aparición en el espacio sociohistórico venezolano, en términos de modernidad, según lo observó Rómulo Betancourt en su breve estudio titulado El movimiento sindical en Venezuela, publicado en noviembre de 1936.


  Esta breve obra inicial da prueba de lo temprano del interés de su autor en la promoción de la actividad sindical –más tarde rechazaría la escrita por un destacado compañero de partido y dirigente sindical–. Relacionó el nacimiento y desarrollo del movimiento sindical con la evolución de la economía venezolana. No huelga recordar que uno de los primeros indicios de la que llegaría a ser franca disidencia respecto del fundamentalismo marxista, fue la reacción de Rómulo Betancourt ante el cargo de desdén por la clase obrera, que le formuló Salvador de la Plaza, en el periódico Libertad, publicado por los marxistas ya ortodoxos, refiriéndose a los acontecimientos estudiantiles de 1928. Como da prueba de su interés sostenido en esta materia, lo dicho a Bernardo Pérez Salinas en carta de 29 de agosto de 1956, sobre cuestiones importantes que demandaban atención: «(...) Una de ellas, muy urgente, es la de la historia de las luchas obreras, sindicales, en Venezuela (...)».


  No fue menor la importancia atribuida por Rómulo Betancourt a los gremios. En su desempeño como Presidente constitucional de la República puso igual cuidado en asistir a la reuniones anuales y convenciones de empresarios, obreros y campesinos. Importa subrayar que esto último dio base a sus planteamientos sobre el papel del trabajador como factor de la actividad empresarial. En una convención anual de Fedecámaras, recordó que su interés por ese organismo arrancaba desde su fundación, en 1941. Con insistencia llamó la atención de los empresarios acerca de que debían formarse una visión moderna del sector laboral y de sus organizaciones sindicales.


  Instauración de la democracia de partidos políticos


  Sobre la instauración de la que ha sido denominada una democracia de partidos (¿podría haber una sin partidos?), cabe apuntar que los partidos políticos, además de cumplir su función de escuela de ciudadanía activa, estarían llamados a dinamizar la estructura de poder interna de la sociedad, mediante la vigilancia y control de la práctica de los requerimientos probatorios de la condición democrática de un régimen sociopolítico. Lo primero, en cuanto a posibilitar la presencia efectiva de la masa de la población en la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público; lo segundo, por cuanto habrían de servir a la conversión de esa presencia en efectivo regulador de la función pública, como expresión constante de la soberanía popular.


  Por ese medio debería ponerse término al ejercicio por el Presidente de la República del papel de único y gran elector, ejerciendo de esa manera una modalidad casi dinástica, y por lo general despótica, del Poder Público. Pero, y esto tocaba a lo fundacional del ordenamiento democrático de la sociedad, la actividad partidista debería incrementar la responsabilidad de la sociedad en la persistencia del despotismo manifiesto como tutelaje político al que era sometida la sociedad en su conjunto, incluidos quienes estaban cercanos al poder o se beneficiaban de él. Lo conseguido por este medio era más que conformismo; era sometimiento.


  Se trataba del artificio politiquero que daba origen al continuismo, denunciado desde muy temprano por Rómulo Betancourt como un escalón hacia la dictadura perpetua, a la manera de la ejercida por el Gral. Juan Vicente Gómez Chacón; entendiendo por continuismo, en un sentido lato, no solamente la permanencia al frente de la Presidencia de la República sino también el control del Poder Público, aun cuando ello resultase de lo que en carta de 17 de septiembre de 1931, a Hermanitos, él avizoraba: «(...) muy pocas probabilidades existen de que Gómez caiga por un movimiento de masas; la ‘evolución dentro de la situación’, por medio de un golpe de Estado interno o combinado con alguna ‘cruzada’ del Olivares [Gral. Régulo], es lo más esperable (...)». La trama consistiría en una manipulación de la cúspide del poder dictatorial para proyectar una ilusión de cambio que garantizase la continuidad del régimen evolucionado. ¿Fue otra cosa lo intentado por el presidente Gral. Eleazar López Contreras valiéndose del Programa de Febrero? En caso de que este procedimiento no diese el resultado apetecido, una manera de sortear pujas sucesorales consistiría en recurrir a la modalidad denominada continuismo alternativo, que permitiría simular alternabilidad republicana garantizando la salvaguardia del régimen sociopolítico que se buscaría preservar.


  En un escenario político tradicionalmente dividido entre un Gobierno, centralista y absolutista, y una oposición representada por grupos que intentaban organizarse, corriendo toda suerte de albures, incluyendo la represión, regía una polarización en la cual prevalecía la arbitrariedad gubernamental, hecha valer directamente mediante medidas policiales, como lo practicó el régimen del Gral. Eleazar López Contreras en su primer trecho de gobierno; o valiéndose de recursos seudojurídicos, como lo hizo él mismo cuando dispuso de la denominada Ley Lara, dándole el apellido de su proponente, el ministro de Relaciones Interiores. Con arreglo a esta Ley serían disueltas violentamente manifestaciones y protestas que no se ajustasen a lo genéricamente establecido en ella. Rómulo Betancourt ofreció una visión crítica de este acto de reválida de la dictadura gomecista, caracterizando la primera versión de esa ley, denominada Ley de Defensa Social, como: «(...) Modelo de ley represiva, digno de figurar en los escaparates de propaganda del nazismo alemán o del fascio italiano (...)». Tales circunstancias no eran compatibles con el debate sobre políticas públicas. Cualquier conato de crítica podía ser calificado de subversivo, con graves consecuencias para sus promotores. Así lo había probado la experiencia de 1928, a la que el entonces ministro del Interior calificó de comunista; inaugurando de esa manera una vía represiva que estuvo abierta hasta la abolición del Inciso VI del Artículo 32 constitucional, en 1945.


  En las nuevas condiciones de tolerancia política brotadas al amparo de las proyecciones ideológico-políticas de la Segunda Guerra Mundial, el Gobierno continuista del Gral. Isaías Medina Angarita tuvo que participar del debate en torno a las políticas públicas, ya no de manera encubierta, como lo hizo su antecesor, el Gral. Eleazar López Contreras, valiéndose de la creación y promoción de las llamadas Cívicas bolivarianas; aunque no proclamadas partido oficial. En cambio, su sucesor a partir de 1941, luego de ensayar, a la manera de su predecesor, con el movimiento denominado Partido de los amigos del Gobierno, culminó con el oficial Partido Democrático Venezolano (PDV).


  La modernización de la vida política tocaba la entraña del régimen sociopolítico representado por la dictadura liberal regionalista, al postular la genuina vigencia de los derechos civiles y políticos. Una sociedad que comenzaba a rescatarse del estado de indefensión en que se halló durante más de las dos terceras partes de tal régimen, durante las cuales careció de toda posibilidad de solicitar amparo hasta para las más cautas expresiones de disidencia respecto de las decisiones gubernamentales, el solo vislumbrar alguna posibilidad de ejercer ese derecho sin correr riesgo parecía pertenecer al reino de lo quimérico.


  El cumplimiento del compromiso del régimen sociopolítico liberal democrático que se promocionaba, de instaurar la autonomía del sistema judicial, sería resultado de la puesta en práctica de la concepción democrática de la formación del Poder Público y del desempeño legitimador del mismo. En el orden institucional, ello sería parte fundamental del Estado democrático, apoyado este en la separación y la autonomía de los poderes que conforman el Estado; valía decir, erradicando la práctica autoritaria que había prevalecido en la República liberal autocrática, y que se había desbordado, conformando el más crudo despotismo, bajo la dictadura liberal regionalista.


  El régimen sociopolítico propuesto se comprometía a demoler, mediante el nuevo ordenamiento político y judicial, la base de la arbitrariedad de que era presa la sociedad, en todos los terrenos y niveles. La representación primaria de esta situación era una modalidad, especialmente odiosa, de la autoridad, denominada el jefecivilismo, ejercido particularmente por los jefes civiles andinos, que actuaban como omnipotentes ejecutores del ordenamiento dictatorial en tierra ocupada. La significación social de la autoridad que decían representar, mezcla de ignorancia elemental y de desaforada mandonería, quedó plasmada en el personaje novelesco de Rómulo Gallegos, ño Pernalete.


  Redefinición modernizadora de los mecanismos y procedimientos de desempeño del Poder Público


  Globalmente, la naciente oposición promovía la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático, basado en la redefinición modernizadora de los mecanismos y procedimientos de ejercicio del Poder Público. Era considerado este objetivo como la instancia legitimadora del desempeño del Poder Público, legalmente formado mediante el genuino ejercicio de la soberanía popular. Por consiguiente, también al ejercicio del Poder Público debía reconocérsele como expresión directa del ejercicio de la soberanía popular, y, por lo mismo, como dotado de incuestionables fundamentos y de soberana vigencia.


  Con ello se procuraría satisfacer la esperanza abrigada, en todos los niveles, consciente e inconscientemente, por la sociedad venezolana, a lo largo de más de un siglo, de verse libre del despotismo; percibido y padecido, fundadamente, como el impedimento eficaz del disfrute no solo de la libertad, sino también de los otros valores liberales fundamentales: seguridad, propiedad e igualdad.


  Esto habría de lograrse mediante la superación de la concepción tutelar de la sociedad observada en todos los niveles de la función de gobierno, característica de la República liberal autocrática y llevada al extremo por la dictadura liberal regionalista. Esta concepción –lo denunció Rómulo Betancourt al censurar la obra de Laureano Vallenilla Lanz–, pretendieron elevarla a la condición de doctrina del poder, reforzada por el mismo autor con el también precepto francés de el gendarme necesario, los áulicos intelectuales de ese régimen sociopolítico. Para este efecto formularon una teoría, no extraída de la realidad sino adoptada y adaptada para justificar y perpetuar la realidad. Esa teoría extrapoló de manera ahistórica la vigencia del concepto emitido por Simón Bolívar, en el renombrado Discurso de Angostura, el 15 de febrero de 1819, sobre que «(...) La libertad, dice Rousseau, es un alimento suculento, pero de difícil digestión. Nuestros débiles conciudadanos tendrán que fortalecer su espíritu mucho antes de que logren digerir el saludable nutritivo de la libertad (...)».


  La ponzoña así inoculada a la incipiente conciencia nacional republicana abonaba el pronóstico condenatorio de una sociedad mantenida en un atraso generalizado y embrutecedor. El antídoto habría de ser el ejercicio de la ciudadanía, basado en el de la soberanía popular. La aplicación de este antídoto suscitó las supuestamente ilustradas reservas de quienes temían perder el control de la estructura de poder interna de la sociedad; y con ello sus ancestrales privilegios, cuya vigencia era considerada por sus beneficiarios como correlativo a la necesidad de mantener el orden en una sociedad que, alegaban, estaba todavía lejos de serlo en un sentido civilizado. ¿Podría una sociedad civilizarse siendo mantenida ajena a ello? Pareciera que modificaban la antítesis formulada por Sarmiento, cambiándola en Poder y Barbarie.


  Conscientes de esta distorsión de la dinámica social, los promotores del régimen sociopolítico liberal democrático postulaban la radical proscripción del principio de autoridad, atributo hasta del más bajo escalón del aparato despótico de la tutela gubernamental ejercida sobre la sociedad. El humor popular sintetizó esta perversión del ejercicio del poder en una escena reveladora: la del jefe civil ante quien traen un detenido y ordena: ¡pásenlo, pásenlo rápido al calabozo; y no lo dejen hablar porque se defiende!


  La invocación del Principio de autoridad por los ejecutores de los dictados del régimen sociopolítico representado por la dictadura liberal regionalista, brindaba una cobertura seudolegalista al desmán despótico, cometido en todos los niveles del Gobierno y de la Administración Pública. Al igual que servía de coartada para justificar toda suerte de despojos, en lo concerniente a la propiedad y a la actividad económica, de los ciudadanos puestos de esta manera en estado de indefensión. En su expresión más ominosa, hasta 1936, cuando fue envuelto en una tramposa legalidad, perfeccionada por la citada Ley Lara, este principio decidía el encarcelamiento sin formación de causa y por tiempo que podía significar prisión perpetua; al igual que las más bestiales torturas e incluso la pena de muerte, aplicada de inmediato o mediante el estado de mengua reinante en las cárceles. En los casos benévolos, ocurrían el exilio o la piadosa excarcelación in extremis, para que el secuestrado muriese en su casa.


  Para erradicar la aplicación de este degradante principio, el régimen sociopolítico liberal democrático prometía instaurar la norma de la responsabilidad política en el desempeño de la función pública, y velar, conjuntamente con el sistema judicial, la opinión pública y los partidos políticos, por su cumplimiento.


  Si bien durante la fase final de la dictadura liberal regionalista se había ampliado, en correspondencia con el clima bélico internacional, el ejercicio de las libertades públicas, se reclamaba por la naciente oposición democrática el cese de la subordinación de los procedimientos y organismos electorales al autoritarismo presidencial. Habrían de ser reemplazados por unos basados en la autonomía de los organismos electorales; y su funcionamiento amparado por el celoso respeto de la separación de los poderes públicos, que a su vez velarían por la imparcialidad comicial del Poder Ejecutivo.


  Además de la libre opinión pública y del juego de los partidos políticos, dos factores específicos habrían de propiciar y garantizar tan importante cambio, inherente al ejercicio pleno de la soberanía popular. En primer lugar, estaría la no injerencia del Poder Ejecutivo en los procedimientos electorales. En segundo lugar, y también como garantía de esto último, los organismos electorales habrían de ser constituidos mediante la representación partidista directa en todos sus niveles. Para refrendo de este propósito de cambio, se arbitrarían procedimientos y escenarios para garantizar, ante la opinión pública, la transparencia en el escrutinio. Esta preocupación, que podría parecer adjetiva, se correspondía con una realidad que estaba muy presente en la memoria de los venezolanos que se ocupaban de la política, como entonces se decía. Estaban conscientes de los manejos electoreros de un personaje pintoresco llamado Franco Quijano, quien manipulaba los anémicos procesos electorales gubernamentales y se jactaba de hacer votar a los muertos, aludiendo al milagro que realizaba con los registros de defunción.


  Subsistía, no obstante estas importantes prevenciones para instaurar y garantizar el ejercicio de la soberanía popular, un amenazante tremedal. Tal era el de la formación, el ejercicio y la finalidad del poder estadual. El hecho de que, constitucionalmente, los entonces denominados presidentes de estado fuesen designados por el Presidente de la República, hacía de los gobiernos y las administraciones estaduales ramas de un Poder Ejecutivo que no consultaba –tampoco de esa manera indirecta– a las respectivas sociedades. Los poderes estaduales así constituidos y ejercidos como poderes subordinados, permanecían acordes con la subordinación política y administrativa establecida desde la instauración de la República liberal autocrática, denominada en 1830 Estado de Venezuela; y luego, a partir de 1864, desvirtuando los, sin embargo, proclamados principios federales, Estados Unidos de Venezuela.


  Es posible colegir que la persistencia de esta versión política de la cadena de mando militar, al amparo de la Constitución democrática de 1947, representó una notable inconsecuencia con la crítica del seudofederalismo, expuesta razonadamente por el entonces emergente líder de la surgente revolución democrática. No obstante, cabría considerar que la persistencia de esta subordinación de los poderes estaduales y municipales, inclusive, aunque atenuada, durante el ejercicio por Rómulo Betancourt de la Presidencia constitucional (1959-1964), amparada por la Constitución de 1961, se correspondía con el grado de conciencia alcanzado acerca de la precariedad de la estructura social en estados y municipios; lo que se trató entonces de compensar mediante la celebración de convenciones de gobernadores de estados y de territorios federales; como también de concejos municipales; aunque tales congresos eran sobre todo escenarios de concertación de políticas nacionales. y no se basaban en grados significativos de autogobierno.


  Propuestas orientadas hacia el desempeño de la República en la postguerra


  Preocupados Rómulo Betancourt, y su partido todavía no legalizado, por lo que podría significar para Venezuela la postguerra, formularon un conjunto de propuestas, orientadas hacia el eficaz desempeño de la República en un escenario internacional al que preveían que advendría cargado de situaciones y tendencias respecto de las cuales se vería comprometido el Gobierno a fijar posición. Sobresale en esta situación crítica la perspicaz visión de Rómulo Betancourt respecto de la correlación, posible y necesaria, entre el programa ideológico-político del Gran frente de la democracia contra el fascismo y el renacer de los programas respectivos de las potencias vencedoras. Dando prueba de realismo político, al ver el escenario internacional en prospectiva, temía la probable incongruencia entre el programa de quienes luchaban por su existencia como naciones independientes y democráticas, y el de quienes habían salido victoriosos de esa lucha, e interpretaban su triunfo como una incitación a reanudar su pasada conducta internacional.


  Consecuencias nacionales de la postguerra


  Se planteaba la necesidad de estar prevenidos para encarar las consecuencias nacionales de la postguerra; y, por consiguiente, la de poder desenvolverse en ellas de la manera más propicia a los intereses inmediatos y futuros de la sociedad venezolana. Según la oposición democrática, con la prosecución de estos objetivos debían coincidir cambios en la orientación y conducción de la política exterior, y la realización de profundas reformas en el ordenamiento sociopolítico interno.


  Rómulo Betancourt tuvo claro que para propiciar la actualización en Venezuela del legado positivo de la Segunda Guerra Mundial era necesario participar en la Fundación de la Organización de las Naciones Unidas; lo que hacía imprescindible pasar de la condición de beligerante de facto, en razón de la contribución petrolera y política al esfuerzo de guerra, a la condición jurídica correspondiente, mediante la declaración del Estado de guerra.


  Estaba convencido –y así lo recomendó a la posible representación de Venezuela ante ese organismo– de que la Organización de las Naciones Unidas sería el gran escenario para participar en la promoción de la aspiración democrática de los pueblos, en función de la validación de los principios de las cuatro libertades, formulados por el recién fallecido Presidente Franklin Delano Roosevelt. Si bien esta estrategia revela sentido de oportunidad política, no cabe subestimar lo que ello significaba desde el punto de vista de la decantación ideológica de quien, si bien había dejado atrás su primaria militancia comunista, mantenía su postura antiimperialista. Como tocaba a un político sagaz, observó que era el arquetípico representante de ese imperialismo el que había cambiado. No parce exagerado pensar que jamás pudo esperar Rómulo Betancourt semejante refuerzo ideológico-político, en su lucha por la libertad y la democracia. Igual ocurrió con motivo de sus esfuerzos para coadyuvar en la conquista y/o preservación de la independencia de los pueblos, mediante la promoción del anticolonialismo, trabajando por que no cayese en el olvido el legado fundamental de la Carta del Atlántico, suscrita por Franklin Delano Roosevelt y Winston Spencer Churchill, consistente en el derecho de los pueblos a la autodeterminación.


  La urgencia y el alcance previsto de esta reorientación de la política exterior determinaban la necesidad de declarar el Estado de guerra con el Eje nazifascista-japonés. En el orden interno, urgía la abolición del Inciso VI del Art. 32 de la Constitución Nacional de 1936, concebido para impedir y castigar incluso referencias tangenciales de carácter ideológico que pudiesen ser aviesamente consideradas sospechosas de promover el comunismo. Levantado este obstáculo constitucional, quedaría expedito el camino para realizar lo que Rómulo Betancourt venía proponiendo: el consiguiente establecimiento de relaciones diplomáticas y comerciales con la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). Y, por extensión, la legalización de los partidos democráticos, hasta entonces tildados de «comunistas».


  No peca de exagerado el considerar la instalación pública del partido Acción Democrática el símbolo de la proyección del legado ideológico político de la Segunda Guerra Mundial en el acontecer sociopolítico venezolano. Si bien fue coronado de esta manera un incesante y lúcido trabajo de captación de la opinión pública; y si bien resultó, en lo inmediato, de la necesidad de ubicar a Venezuela en el escenario internacional de postguerra, no cabe subestimar el trabajo político directo, preparatorio, proseguido por Rómulo Betancourt y sus Hermanitos durante casi una década. El discurso pronunciado por Rómulo Betancourt en ese acto público es una pieza sobresaliente de la oratoria política en la Venezuela republicana. Puso a valer el pasado del partido en la ilegalidad, subrayó su participación en el presente político, nacional e internacional, y esbozó un porvenir de grandes realizaciones socioeconómicas y de convivencia liberal democrática, anticipando las que habrían de ser algunas de las grandes realizaciones de la que sería la República liberal democrática.


  Desde el punto de vista de la significación sociopolítica en el presente nacional, y de la proyección política y programática del partido Acción Democrática legalizado, el acto de instalación pública de ese partido marcó el ingreso, a la arena política pública, de un hecho que resultó ser nuevo y de la mayor relevancia: se retó, de manera pública y abierta, al Poder Público, representativo de la que sería la última fase de la dictadura liberal regionalista; y demás deudos del gomecismo, a competir por la atención y el favor de la opinión pública; y esto en condiciones nada airosas, pues el adalid gubernamental sería un partido organizado y financiado desde el Gobierno, formado sobre todo por funcionarios, el Partido Democrático Venezolano (PDV), concebido y manejado como un aparato destinado a recubrir de modernidad la trama continuista. Enfrentado a él se situaba, apelando directa y llanamente a la opinión pública, un partido genuinamente popular, orientado hacia la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático.


  Participación de Venezuela y de América Latina en las determinaciones internacionales de postguerra


  Rómulo Betancourt dejó constancia, de manera tenaz y bien argumentada, de su preocupación por la que parecía que podría ser, y por la que en justicia consideró que debería ser, la participación de Venezuela y de América Latina en las determinaciones internacionales de postguerra. Desde muy temprano, interpretó la marcha de los acontecimientos internacionales como la comprobación de que las potencias vencedoras estaban dispuestas a ignorar las expectativas de superación despertadas en los pueblos que habían sido socios menores, mas nada insignificantes, en la lucha de esas mismas potencias, ahora olvidadizas, por su supervivencia, frente al militarismo nazi-fascista y japonés.


  Reiteradamente denunció Rómulo Betancourt el desconocimiento de la substantiva contribución venezolana y latinoamericana al triunfo de las democracias. Temió que la euforia del triunfo, legítimamente compartida por los pueblos, condujera a sus gobernantes a olvidar las circunstancias padecidas por esos pueblos a lo largo de la guerra; al igual que a desestimar los sacrificios consentidos por ellos para contribuir a garantizar la solidez del frente común liderado por los que ahora pretendían ser los únicos vencedores. Lo percibió así en razón de indicios mayores, a los que atribuyó alta significación.


  Indicio mayor fue la ausencia de toda consideración de las expectativas y los intereses de América Latina, y por ende de los de Venezuela, durante las negociaciones ocurridas en las conferencias de Yalta, Teherán y Potsdam. Igualmente lo fue el hecho de que para los representantes de las grandes potencias, allí reunidos, el destino de los países menores en su capacidad militar, o simplemente subyugados de manera abierta o solapada, era objeto de un reparto, en el cual se barajaron las nuevas zonas de influencia y los propósitos de restablecer el colonialismo tradicional, como habría de comprobarse pronto en Indochina, Indonesia, Kenya y Argelia, entre otros países y pueblos. ¿Significaría el éxito de esta lectura imperialista de la victoria que se intentaba devolverle su vigencia a las tesis leninistas sobre el imperialismo, que Rómulo Betancourt creyó superadas por la realidad?


  Dado que la concepción accidentada de los procesos de cambio social, y la alta valoración de la acción de los pueblos para impulsarlos, formaban parte del ideario ideológico-político de Rómulo Betancourt, lo que ocurría tenía más carácter de confirmación que de sorpresa. Por ello Rómulo Betancourt atribuyó la mayor importancia al olvido, por los vencedores, de lo establecido en la Carta del Atlántico, respecto del derecho de los pueblos a la autodeterminación; olvido nada inocente, que burlaba las aspiraciones de los pueblos coloniales y semicoloniales. Lo hizo igualmente respecto de la contravención de los postulados de la Doctrina de las cuatro libertades, concernientes a la instauración de regímenes sociopolíticos democráticos y a la definitiva erradicación de los regímenes basados en el despotismo totalitario. Consecuentemente, persistió en su empeño de que el Gobierno venezolano, a través de su representación diplomática, trabajase activamente a favor de la liquidación del coloniaje en el continente americano. Consideraba esta lucha como consubstancial con la librada por el establecimiento de regímenes sociopolíticos liberal-democráticos, que procurasen el bienestar de pueblos sumidos en la miseria y la explotación.


  Con el fin de incrementar las posibilidades de éxito en esta lucha, promovió la participación de Venezuela en un frente latinoamericano impulsor de la liquidación del coloniaje. Este propósito normó, con algún éxito, el desempeño de la delegación venezolana en la Organización de las Naciones Unidas y en la Organización de Estados Americanos, en cuya creación había participado Rómulo Betancourt, en su condición de ex presidente provisional de Venezuela, en mayo de 1948.


  Más inmediatos e importantes resultados se derivaron de la participación de Venezuela en la Organización Internacional de Refugiados (IRO). Por coadyuvar al rápido desahogo de los campos de refugiados en la Europa no controlada por la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), se abrió el flujo inmigratorio, primero inducido y luego espontáneo, con Venezuela como destino. Este proceso había sido previsto por Rómulo Betancourt, en correspondencia, por él seguramente inadvertida, con la concepción del desarrollo socioeconómico capitalista formulada por los congresos de la República de Colombia, alias Gran Colombia, como uno de los requisitos básicos para desencadenar el cambio socioeconómico de las sociedades entonces en vía de emanciparse también de su estructural condición socioeconómica colonial. La participación de Venezuela en otros organismos internacionales de la posguerra no parece haber dejado huella significativa.


  Destino del comercio exterior y del petróleo y el inicio de la Guerra Fría


  Cuestión primordial fue para Rómulo Betancourt la suerte que correrían el comercio exterior y el petróleo en el nuevo ordenamiento económico internacional; sobre todo cuando ya entreveía las confrontaciones políticas e ideológicas que marcarían el inicio de la Guerra Fría. Asociaba la condición semicolonial de Venezuela y de América Latina, no solo con la explotación de los recursos naturales por la empresas imperialistas, sino también con la necesidad de un reordenamiento del comercio mundial en lo concerniente a la participación de los países económicamente dependientes.


  Reivindicó el establecimiento concertado de términos más equitativos de intercambio comercial, en atención a la previsible y prolongada ausencia del mercado mundial de economías –las de Alemania y Japón– que antes de la guerra demostraron ser, en lo comercial, más competitivas que las tradicionales, por la liberalidad de los términos de intercambio y por su moneda, menos dura que el dólar y la libra esterlina.


  También expresó su preocupación por el futuro, que se anunciaba poco promisorio, del incipiente desarrollo industrial nacional, dada su baja competitividad y su dependencia tecnológica y de insumos básicos. El retorno esperado de las economías bélicas a la producción civil permitía prever el empleo de tácticas comerciales cercanas al dumping, que encontrarían terreno abonado en las necesidades acumuladas y acentuadas durante la guerra en los países de economía dependiente.


  Como era lógico esperarlo, especial atención prestó al papel que debían desempeñar Venezuela y demás países petroleros latinoamericanos en el mercado petrolero de postguerra; lo que explica su empeño en que Venezuela estuviese representada –junto con otros países petroleros latinoamericanos– en la importante Conferencia del petróleo, de inminente celebración, en la cual las grandes empresas del ramo concertarían su actuación en el que había sido, antes de la guerra, teatro de enconada rivalidad, que se había traducido en confrontaciones violentas entre países latinoamericanos que él consideró, en su momento, como demostraciones de los perversos manejos del capitalismo imperialista.


  Efectivamente, en la Conferencia del petróleo las grandes empresas, hasta entonces representativas del más crudo imperialismo, se repartieron el mercado y el control de las áreas de exploración. Quedó fuera de agenda, aunque transitoriamente, la instalación de refinerías en Venezuela y, por consiguiente, la creación de oportunidades de empleo. Recuérdese que Rómulo Betancourt había expresado sobre esta materia un juicio que cabe suponer persistía. Sostuvo que la no instalación de refinerías en territorio venezolano se debió a cálculo político de las empresas, temerosas del riesgo que podría correr tan cuantiosa inversión en caso de cambio de régimen sociopolítico. Cabe pensar que alguna influencia pudo sumar a esta determinación de las empresas lo ocurrido con la industria petrolera en la ahora Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) y en los Estados Unidos Mexicanos.


  PARTE VII.

  Diseño e institucionalización, primeros y primarios, de la República liberal democrática en Venezuela


  La Nación venezolana considera que se hiere su más íntimo decoro ciudadano cuando se afirma la imposibilidad del ejercicio por ella del sagrado derecho de darse sus propios gobernantes, y más aún cuando se pretende justificar este atentado contra la esencia democrática de nuestras instituciones diciéndose que «el pueblo no está capacitado para elegir».


  «Carta de Acción Democrática para miembros del Directorio Nacional del PDV [Partido Democrático Venezolano], de fecha 13 de octubre de 1945.

  Antología política de Rómulo Betancourt, vol. III, pp. 594-595


  ¿Cuánto, y de qué manera, informaron el proceso de diseño e institucionalización, primeros y primarios, de la República liberal democrática en Venezuela, los postulados formulados, bajo la orientación de Rómulo Betancourt, en el marco de la elaboración de la estrategia que habría de conducirlo al poder? ¿Formaron ese proceso, globalmente, momentos de prueba, en los cuales sus actores desplegaron una azarosa combinación de creatividad-improvisación y realismo político? Más que obedecer a una reflexiva determinación, ¿hubo que adaptarse al vertiginoso y radical curso de acontecimientos que, por su novedad, intensidad y celeridad, pertenecieron, en buena parte, a lo imprevisible? Son todas conjeturas que encierran algo de una verdad que se está por desentrañar y ordenar. En ello se encuentran comprometidas, todavía medio siglo después, la historiografía y la ciencia política venezolanas.


  No parece inapropiado registrar el hecho de que en la comprensión de ese juego de acciones y actitudes prevalece cierto grado de confusión respecto de motivaciones y aspiraciones de los actores –en particular respecto de las abrigadas y promovidas por Rómulo Betancourt– y de sus consecuencias; estas últimas, obviamente, reconocidas por sus responsables como no siempre acordes con sus intenciones y propósitos. Las interrogantes que prevalecen parecen susceptibles de ser agrupadas en una, múltiple: ¿ubicada en la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia, la instauración abrupta de la República liberal democrática advino como el desenlace violento de una crisis de Gobierno, que se intentó evitar; fue el comienzo de un experimento sociopolítico de una fecunda pero accidentada proyección histórica; o marcó la interrupción imprudente de una evolución históricamente destinada a fructificar en términos compatibles con lo procurado mediante esa interrupción? De este último tramo de la pregunta nos hemos ocupado.


  Fundación de la República liberal democrática: emergencia del estadista Rómulo Betancourt y consolidación de su liderazgo político


  La instauración de la República liberal democrática no solo coronó la emergencia de Rómulo Betancourt como líder político, iniciada durante su primer exilio; también representó su estreno como estadista; y esto en condiciones de extrema novedad y trascendencia. Pueden ser condensadas como poner en marcha la liquidación del legado de la dictadura liberal regionalista y atender, simultáneamente, a las solicitaciones y los retos de la postguerra. Todo mientras se ponía en marcha el que, para muchos, parecía ser un experimento en el que la audacia tendía a prevalecer sobre la cautela.


  En suma, un complejo de condicionantes y de factores cuyo manejo reclamaba un tratamiento revolucionario. ¿Puede una revolución ser cautelosa? Rómulo Betancourt había declarado, desde los inicios de su liderazgo, no andarse con remilgos respecto de la audacia. En carta de 5 de noviembre de 1931 a un compañero de generación, Francisco Flamerich, luego de una expresiva declaración: «(...) he pensado que generación tan unida como la nuestra, por encima del tiempo, de las distancias y de las vicisitudes, es capaz de llevar hasta el fin todas las empresas (...)», precisó tanto la actitud generacional que cabía asumir, como el alto objetivo por alcanzar: «(...) Nuestra generación necesita probar que no sólo es la más audaz y honesta, sino la más apta (...)». Dos décadas después, el legado del 18 de Octubre inspiró la recomendación contenida en un Mensaje suyo para «Centro» de octubre de 1952: «(...) Recuerden a oficiales comprometidos [en el denominado trabajo especial] experiencia 18 de octubre [de 1945] cuando acción audaz fue respuesta a prisiones. No pretendan preparar todo hasta los menores detalles (...) Actúen con audacia y decisión (...) Acción y audacia es la consigna (...)».


  Fundamentación sociopolítica del diseño y la instauración básica de la República liberal democrática


  La fundamentación del diseño y la instauración básica de la República liberal democrática compuso un conjunto de tareas cuyo emprendimiento soportaba el lastre del origen –cuestionado incluso por conocidos demócratas– del nuevo régimen sociopolítico que se procuraba instaurar, enfrentando las fuerzas sociales profundas, casi incólumes, del régimen desplazado del poder, considerado por algunos como un visible avance hacia la democracia; si bien esto hacen, vale recordarlo, porque identifican la democracia con el disfrute tolerado de las libertades públicas, y no con un régimen sociopolítico de específicas características, en lo concerniente a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público.


  Lo ocurrido a partir del 18 de octubre de 1945 había significado pasar de la dramática frustración de un intento de concertación político-electoral, representado por la frustrada candidatura concertada del doctor Diógenes Escalante, a tener que recurrir a una combinación de fuerzas, civiles y militares, que resultó ser renovadora; pero que en el momento pudo ser interpretada con arreglo a los rancios criterios establecidos a lo largo de la República liberal autocrática, y de su fase extrema la dictadura liberal regionalista.


  En efecto, no era sencillo admitir que se intentase llevar a cabo la acción política modernizadora empleando el medio tradicional –y el más censurado incluso por quienes ahora procedían de manera inconsecuente con su propia crítica– de formación del Poder Público. Dejando de lado la cuestión ética, irresoluble en política, de si el fin justifica los medios; y la de su derivación conceptual, históricamente nada feliz, de que el empleo de los mismos medios rechazados en el adversario desvirtúa los fines perseguidos, quizás valga encarar la cuestión de fondo situándola en su realidad histórica. El resultado de esta operación podría conducir a tener que considerar la posibilidad de que pueda formularse, respecto del ordenamiento sociopolítico, un objetivo democrático que no implique el ejercicio de la soberanía popular, en un sentido del todo genuino. ¿Esta posibilidad no estaría implícita, también, en el ejercicio democrático del liderazgo? Por añadidura, cabría considerar que si bien pueden evolucionar los objetivos políticos, no parece que puedan hacerlo de manera equivalente los medios a ser empleados para alcanzarlos. La historia con H grande parece confirmar este aserto; como se empeña, también, en mantener bajo secreto algún caso fehaciente de un régimen sociopolítico liberal democrático instaurado democráticamente.


  Mas esa que, en lo inmediato, lucía como una ostensible inconsecuencia ideológica, una vez ubicada en el largo período admite una lectura que podría resultar reveladora. Contrariando incluso el testimonio de su principal actor, quien, en su obra culminante caracterizó lo hecho el 18 de octubre de 1945 como un golpe militar, lo actuado con su participación destacada se correspondería con una caracterización menos usual, al ser un golpe civil-militar-civil. Es decir, una insurrección de militares, conjuntamente con grupos de civiles armados, que respondieron, todos, a una sostenida preparación ideológico-política muy bien representada por la palabra de Rómulo Betancourt, recogida en un texto publicado el 11 de mayo de 1945 con el título «Venezuela, la sucesión presidencial y el ejército», que es parte de un discurso pronunciado cinco días antes: «El proceso de democratización de la conciencia nacional no se ha detenido, como ante muralla china, en las puertas de los cuarteles (...)». En los integrantes de las Fuerzas Armadas «(...) circula ese mismo anhelo de dignificación política y de superación democrática del país presente en el pensamiento de los núcleos civiles de la población nacional». Lo que impulsó al orador a traspasar los límites de la prudencia: «(...) es por todo esto que desde aquí quiero hacer una profecía, orgulloso como venezolano de poder expresarme así de las fuerzas armadas de mi país: si fuere civil el próximo Presidente de la República, tendrá en el Ejército apoyo sin regateo, respaldo sin reservas (...)». Carácter civil que fue ratificado desde las primeras actuaciones de la Junta Revolucionaria de Gobierno, instalada el 19 de octubre de 1945, si bien simultáneamente se produjeron conatos de rebelión militar que expresaban descontento por el predominio civil en la Junta.


  En síntesis, pareciera que situaciones de esta naturaleza solo son comprensibles, históricamente, si se llega a captar algo que suelo sugerir: la razón de la Historia no es la razón de la Razón. Esta última se codea, de manera habitual, con el sentido común, mientras que la razón de la Historia muestra una decidida preferencia por lo extraordinario; es decir por lo que reta los alcances del sentido común; ¡y que perdone Thomas Payne!


  El programa básico de la República liberal democrática, que así nacía en condiciones particularmente controversiales, mucho de este predicamento lo debió –y probablemente lo fundamental de ello– al hecho de que tal programa compendiaba la reformulación del Proyecto Nacional venezolano, cuya formulación definitiva estaba representada entonces por la Constitución Federal de 1864, que fuera proclamada como un código de la libertad para ciudadanos, y luego fue sometida a modificaciones que respondieron a coyunturas políticas, pero guardando incólumes los principios constitucionales fundamentales de la República liberal, en lo concerniente a la formación, el desempeño y la finalidad del Poder Público; a cuya sombra señoreaban las prácticas que permitían desnaturalizar esos principios, haciéndolos servir al despotismo de caudillos y dictadores.


  La reformulación del Proyecto Nacional así emprendida se basaba en el rescate, la ampliación modernizadora y la instrumentación democrática del principio de la soberanía popular, rescatada y erigida en principio fundamental de la formación de la conciencia de ciudadanía. En lo concerniente a los mecanismos y los procedimientos inherentes a la formación del Poder Público, fueron recogidos en el Estatuto electoral de 1946; y su fundamentación ideológico-política se halla sistematizada en la Constitución de 1947.


  Una decisión política que tuvo amplia proyección en la reformulación del Proyecto Nacional, relacionándolo directamente con la plena vigencia de la soberanía nacional, a través del ejercicio de la soberanía popular, en el proceso de formación del Poder Público –y con profundas repercusiones en cuanto al ejercicio y la finalidad de ese poder– consistió en la modernización y ampliación del universo electoral. De los considerando del Decreto correspondiente, dos revisten particular significación. Reza el primero: «Que la consulta electoral sincera a la ciudadanía venezolana, restituyéndosele al pueblo la soberanía que le usurparon anteriores regímenes, debe ser regulada por un Estatuto que garantice plenamente la pureza y la universalidad del sufragio»; lo que se correspondió con lo afirmado por Rómulo Betancourt en el discurso pronunciado en San Cristóbal el 14 de diciembre de 1945, refiriéndose a los objetivos fundamentales de la revolución que se iniciaba: «(...) Y sobre todo, primero que todo y antes que todo, devolver al pueblo su soberanía usurpada (...)». El segundo considerando subraya la autonomía del naciente Poder electoral: «Que esas condiciones son llenadas por el proyecto de Estatuto Electoral elaborado por la Comisión de juristas, formada casi en su totalidad por personas de filiación política independiente que había designado esta Junta Revolucionaria de Gobierno».


  En el articulado del Estatuto Electoral se destacan tres disposiciones generales, globalmente enunciadas por Rómulo Betancourt en el citado discurso. El Artículo 2.º universaliza la condición de elector: «Son electores todos los venezolanos mayores de dieciocho años, sin distinción de sexo y sin más excepciones que los entredichos y los que cumplan condena penal, por sentencia firme que lleve consigo la inhabilitación política». El Artículo 3.º universaliza la condición de elegido: «Son elegibles para representantes a la Asamblea Nacional Constituyente los venezolanos mayores de veintiún años, sin distinción de sexo, que sepan leer y escribir y que no estén comprendidos en las excepciones establecidas en el artículo anterior. Los venezolanos por naturalización, requerirán además, haber residido por más de diez años en el país». El Artículo 4.º puso cese a la práctica del compatibilismo, que había sido reiteradamente combatida por Rómulo Betancourt en la oposición: «No son elegibles para la Asamblea Nacional Constituyente los funcionarios de la rama ejecutiva, nacional o regional, a menos que hayan renunciado a sus respectivos cargos antes de la postulación (...)».


  Es imposible exagerar, si ubicado en el largo plazo, la significación y las proyecciones, políticas y sociales, del reconocimiento de sus derechos políticos a la mujer. Su acceso a la ciudadanía plena le abrió toda una gama de oportunidades cuyo aprovechamiento, en tiempo históricamente breve, llevó a la transformación de la dinámica social. La extensión democrática del universo electoral a los analfabetos y a los mayores de 18 años, no solo perfeccionó lo concerniente a la mujer, sino que impulsó a la juventud y a las masas de trabajadores, de la ciudad y del campo, hacia el despertar de su conciencia política.


  Mas no transcurrió sin tropiezos este proceso de cambio sociopolítico. El más relevante de ellos consistió en una imprudente apreciación de la vigencia de la conciencia religiosa en la sociedad. Sintiéndose afectada en su función educativa por el Decreto 321, que pretendió, abruptamente, estatizar las normas de evaluación escolar, la Iglesia cristiana católica promovió manifestaciones callejeras de estudiantes y maestros que llegaron a representar una preocupante cuestión de orden público y de conflictividad política.


  Rómulo Betancourt, pagando un costo político que resultó irrecuperable, enmendó lo actuado, y le salió al paso a las proyecciones ideológico-políticas del conflicto, el 12 de junio de 1946, mediante una exposición radiodifundida en la que comenzó por situar la cuestión en sus justos términos: «(...) Sinceramente conceptúo que ese lamentable acontecer contribuyó en mucho a que la discusión saliera de sus contornos técnicos, docentes, pedagógicos, para adquirir el sentido de un debate ideológico y de una pugna política». Tras lo cual añadió que el propósito del Gobierno «(...) no fue nunca, ni podría serlo, el de que se situara esta discusión sobre bases de tal naturaleza. Y menos aún que pudiera derivar hacia un conflicto de índole religiosa (...)». Denunció el interés de algunos «(...) en que volvamos a las andadas del 36 [1936] (...)», cuando la sociedad, en vez de dividirse en función de la confrontación política, «(...) se dividió en campos contrapuestos por motivos confesionales, contrariándose artificialmente una tradición nacional de tolerancia mutua hacia las creencias religiosas de cada quien». A este infundado recurso a la historia, añadió el señalamiento de la extemporaneidad de la controversia:


  
    «(...) hoy, cuando el triunfo de las democracias en los frentes bélicos ha garantizado a la humanidad esa posibilidad de que los pueblos recen a los dioses de sus respectivas religiones (...) conforme lo pautaba Roosevelt [Franklin Delano], al definir su famosa tesis de las cuatro libertades; hoy, cuando el mundo está dividido en sólo dos frentes: defensores de la democracia en marcha y epígonos del totalitarismo, aspirando a ganar la paz cuando perdieron la guerra, resultaría inconcebible que retrogradáramos a aquella infecunda polémica de tipo confesional en la cual se dilapidaron las mejores energías venezolanas durante los agitados días de 1.936.»

  


  La solidez de estas razones políticas incluyó otra elocuente referencia a la extemporaneidad del conflicto, llamada a tener un fuerte impacto, como advertencia, en una sociedad que había vivido con apasionamiento la Guerra Civil española: «Hoy, cuando ya es evidente el daño inmenso que Franco y Falange han causado a la democracia española, y al propio catolicismo español (...)». No obstante, la rectificación, y presumiblemente en no menor grado su justificación, sembraron persistente distanciamiento entre cercanos colaboradores.


  Concepción democrática de la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público


  En suma, la instauración de la República liberal democrática significó la puesta en práctica de una concepción democrática moderna de la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público, como medio para erradicar el despotismo, echando por la borda las prácticas tutelares de la República liberal autocrática, llevadas a su máxima expresión por la dictadura liberal regionalista; y por lo mismo, para disfrutar de «(...) un nuevo y menos gaseoso concepto de la libertad (...)», como postulara Rómulo Betancourt en el Plan de Barranquilla.


  Los primeros procesos electorales genuinamente democráticos, y por consiguiente basados en el ejercicio modernizado de la soberanía popular, mediante la aplicación del principio del sufragio directo, universal y secreto, reclamado persistentemente por Rómulo Betancourt y su partido, fueron los realizados, para la elección de representantes a la Asamblea Nacional Constituyente, en 1946, y, por primera vez para la elección directa del Presidente de la República, en 1947.


  En la organización, celebración y escrutinio de los resultados electorales quedó comprobada la autonomía de los organismos electorales, integrados, en todos los niveles, por representantes de todos los partidos políticos. El estatuto electoral que rigió estos procesos fue precedido del Decreto N.º 217 de la Junta Revolucionaria de Gobierno, cuyo primer considerando reza: «Que uno de los objetivos fundamentales de la revolución del 18 de octubre de 1945 ha sido el de integrar una Asamblea Nacional Constituyente, mediante la consulta verdaderamente amplia, libre y honesta al pueblo venezolano; Asamblea llamada a dotar a la República de una Carta Fundamental que contenga los modernos principios de la democracia, el derecho y la justicia social y corresponda así adecuadamente a la necesidades históricas de la Nación».


  La participación ampliada de la sociedad obligó a que las comicios se efectuasen utilizando colores, para que la mayoritaria población, analfabeta, pudiese identificar los partidos y escoger los candidatos; lo que se correspondía también con una sociedad que tendía aceleradamente a agruparse y organizarse en genuinos partidos políticos nacionales. Por primera vez, en la historia republicana, la sociedad pudo comprobar que el Gobierno y la oposición comparecían ante la opinión pública en condiciones institucionalmente equitativas. Cabe pensar que la percepción de esta importante condición jugó papel determinante en la masiva participación popular, tanto en la campaña electoral como en el acto comicial propiamente dicho.


  Esto fue posible, sobre todo, porque la opinión pública era libre y permanentemente informada por medios de comunicación pública que gozaban de plena libertad, informativa y editorial, con acceso a la información gubernamental, y orientada críticamente por los partidos políticos, libremente organizados. Vivió la sociedad venezolana, por primera vez, la experiencia de la plena y libre participación en el debate político y en la decisión de los asuntos públicos.


  Deslinde y concertación de los fundamentos sociopolíticos del Poder Público


  El resultado global de la aplicación de este conjunto de medidas políticas, modernizadoras y democratizadoras, fue que se postuló y se comenzó a establecer un claro deslinde, respecto del pasado político inmediato, en lo concerniente a los fundamentos sociopolíticos del Poder Público. Importa subrayar el hecho de que pese al eclipse parcial ocurrido en la instauración de la República liberal democrática, desde el 24 de noviembre de 1948 hasta los acontecimientos iniciados el 23 de enero de 1958 –eclipse parcial porque esa república perduró, combatiente, en la clandestinidad y en el exilio– lo postulado y sembrado entonces, en esa materia, ha perdurado.


  En la concepción modernizadora y democrática del Poder Público, y en la observancia de la concepción pedagógica de la política y del desempeño de ese poder, en ese momento cobraba especial importancia y significación su formación, dado que se trataba de romper con las casi ancestrales prácticas personalistas y autoritarias; y de reemplazarlas por procedimientos nunca antes ensayados, como lo eran el enriquecimiento y la ampliación del universo electoral y la participación partidista en los organismos electorales.


  Si bien es cierto que para la instauración de la República liberal democrática se convocó a la sociedad a que adoptase formas de conciencia social y política en cuya práctica se carecía de precedente válido, también contó en la conciencia política de los venezolanos la creencia de que era necesario erradicar la casi dinástica transmisión del Poder Público, y las prácticas electorales más que dolosas, que caracterizaron la República liberal autocrática; acentuadas durante el último episodio de esta, en los dos procesos de la dictadura liberal regionalista, el de 1941 y el frustrado de 1945.


  Podría afirmarse que el objetivo fijado, y los iniciales resultados del rediseño de los mecanismos y procedimientos relacionados con el Poder Público, constituyeron el primer experimento genuino de formación de la ciudadanía, mediante la articulación organizada entre el individuo y la sociedad, a través de la participación en la gestión pública gracias al ejercicio de la soberanía popular, individualmente; y a través de la acción mancomunada en partidos políticos y demás asociaciones gremiales y profesionales.


  Para el fomento, el fortalecimiento y la consolidación de la ciudadanía, expresada como la articulación funcional entre el individuo y la sociedad, en el proceso de definición, formulación y promoción de los objetivos nacionales, correspondientes al Proyecto Nacional liberal democrático, fue adoptado, en la composición del Poder Legislativo, el principio de la representación proporcional. Además de ganarle fuerza social al experimento que se iniciaba, ello enviaba el mensaje de que ningún elector perdería su voto, ni dejaría de participar en la formación del Poder Legislativo, eje del Estado liberal democrático.


  Lo que significaba, también, que se vería reforzada la condición de ese poder, al ser la más genuina, directa y plena representación de la soberanía popular; a la par que se enriquecería doctrinariamente la labor legislativa al resultar esta legitimada por la totalidad de la ciudadanía; a diferencia de lo que ocurría con el Poder Ejecutivo, cuyo representante, si bien vocacional y doctrinariamente debía representar la sociedad total, por su origen partidista estaba relacionado sobre todo con una porción de la misma. Mediando la plena separación de los poderes públicos, esta diferencia de origen habría de significar una barrera puesta al presidencialismo, antesala del personalismo y anuncio de conductas despóticas contrarias a la soberanía popular; y por lo mismo a la democracia.


  En la primera etapa de la instauración de la República liberal democrática, no se abordó, propiamente, la cuestión de la descentralización efectiva del Poder Público, sin embargo de que ello parecía formar parte del diseño e institucionalización, primeros y primarios, de esa República. Debía prevalecer la concepción, más administrativa que política, de la descentralización, anunciada por Rómulo Betancourt en el discurso que pronunció en San Cristóbal el 14 de diciembre de 1945, exponiendo los propósitos del régimen sociopolítico liberal democrático que se instauraba: «En lo político aspiramos fundamentalmente a descentralizar el gobierno, a transformar el concepto del mando personalista e imperioso, en el de la gestión impersonal de la cosa pública, a darle autonomía dentro de un plan articulado nacionalmente de política general, a los gobernadores regionales y a los Ministros del Despacho, para desenvolver sus actividades». En la realidad, se intentó acudir a la concertación nacional de los gobiernos estaduales y municipales, como substituto de la federación nominal, que él tan severamente criticara en la oposición. La progresiva enmienda de la centralización absoluta, que era practicada por el régimen depuesto, quedaría a cargo de la modernización democrática de la política, basada en el libre juego de los partidos nacionales y en el amplio debate sobre las políticas públicas.


  Formación del Poder público


  En una sociedad que llevaba una década tratando de recuperarse del severo trauma causado por la dictadura eterna del Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, que marcó el punto más alto de la dictadura liberal regionalista, la cuestión de la revisión a fondo de los medios y procedimientos empleados en la formación del Poder Público casi resumía, en la incipiente opinión pública, la totalidad de la cuestión de la transformación de Poder Público despótico en uno democrático.


  En esta concepción del ejercicio del Poder Público se conjugaban los efectos de una tradición caracterizada por la persistencia, en el inconsciente colectivo, de los vestigios psicosociales de la monarquía absoluta originaria, sumados los de la suerte de monarquía formalmente constitucional representada por la República liberal autocrática y los de la seudomonarquía absoluta representada por la dictadura liberal regionalista. La concreción de este acervo antirrepublicano en el principio de autoridad y en el jefecivilismo, ningún espacio dejaba en la conciencia de los constitucionalmente declarados ciudadanos para que se formase una visión del desempeño del Poder Público que no se manifestase como el despotismo, atributo de ese desempeño, así desvirtuado.


  La formación democrática del Poder Público como vía y como meta, hacia y de una democracia genuina


  La formación democrática del Poder Público, como vía y como meta, hacia y de una democracia genuina, resultaba ser una proposición tan difícil de afincar en la conciencia política colectiva como de acreditarla mediante la práctica sociopolítica, sin que se suscitasen incongruencias que delatasen tendencias al abuso de poder y hasta al ventajismo; desviaciones que el propio Rómulo Betancourt reconoció como poco menos que ineludibles adherencias a todo proceso revolucionario; y de tal naturaleza entendía ser el entonces emprendido.


  En este orden de ideas, era asunto primordial la postulación y promoción de candidaturas, particularmente la presidencial. No bastaba con que los miembros, civiles y militares, de la Junta Revolucionaria de Gobierno, se inhibieran como eventuales candidatos a desempeñar la primera magistratura. Tampoco con que el estatuto electoral y la promesa gubernamental garantizasen la imparcialidad del Poder Ejecutivo en el ejercicio de la soberanía popular. Rómulo Betancourt tuvo muy claro que era necesario persuadir, con hechos, y no solo con el enunciado de propósitos, a una sociedad que aprendía a alentar fundadas esperanzas de cambio; y esto habría de ser, obviamente, desde el inicio de la transformación democrática.


  Comprendió que particular esfuerzo demandaría el hacer creer que se pondría fin a la prolongada reserva que del nombre del candidato por él escogido solía mantener el Gran Elector presidencial, hasta el momento cuando ya era poco menos que imposible debatir los méritos del candidato gubernamental; aun cuando las condiciones adversas al ejercicio de la libertad de expresión estuvieron atemperadas por las circunstancias internacionales.


  Al quedar abierto el debate de candidaturas; y garantizada la participación política, organizada en partidos, mediante la postulación de candidatos propios; y al verse amparados estos por el compromiso activo de no interferencia del Poder Ejecutivo en el proceso electoral, este resultaba vulnerable a la denuncia, ante la opinión pública, de cualquier exceso gubernamental, previsible en las circunstancias contempladas en uno de los considerando del mencionado Decreto N.º 217 de la Junta Revolucionaria de Gobierno, fechado en el 15 de marzo de 1946: «Que la defensa del Régimen Revolucionario y de los intereses del pueblo requieren [sic] el mantenimiento de las medidas adoptadas que, sin afectar la validez de las libertades públicas, aseguren la permanencia de las conquistas de la Revolución frente a la reacción contrarrevolucionaria y preserven también las regulaciones de orden económico acordadas en defensa de la colectividad (...)». En cortas palabras: el compromiso de preservar el orden público podía generar abuso de autoridad.


  La que fuera censurada, por opositores al régimen revolucionario, como la partidización de la sociedad, representaba un nuevo estilo de participación social en la vida política, por tratarse de partidos organizados, doctrinarios, permanentes y de cobertura nacional institucionalizada. También en este aspecto se requería un grado de habituación, tanto del Gobierno, en todos sus escalones, como de la opinión pública.


  Al ser resultado el Poder Público, en sus ramas Ejecutiva y Legislativa, de procesos electorales de los cuales habría de resultar un partido mayoritario, era natural que a este se le considerase por la oposición como el partido oficial, sin embargo de haberse originado en una difícil situación de la oposición y de haber proclamado reiteradamente su autonomía organizativa. Tendió a confirmar esa percepción el masivo crecimiento del partido Acción Democrática, correspondiente tanto al atractivo de su programa como a la natural afluencia de partidarios que padecen los triunfadores. Rómulo Betancourt, durante su tercer exilio (1948-1958), consideró lo así sucedido un grave error, por cuya comisión el partido, agigantado, perdió capacidad de funcionamiento y de movilización.


  Pero es un hecho que de esta manera se sentó el precedente de que se consideraba factible un cambio que encerraba la promesa de erradicación del personalismo. Las candidaturas serían, una la del partido considerado oficial o de gobierno, y otras las de los partidos de oposición. La experiencia demostraría, en más de una ocasión, que el candidato escogido por el partido considerado oficial o de gobierno podía no corresponderse del todo con la preferencia presidencial. Pero, en cualquier circunstancia, el libre juego electoral y los procedimientos democráticos concomitantes, obligarían al partido considerado oficial o del Gobierno a elaborar plataformas electorales que debían cuidarse de incurrir en el grosero continuismo político.


  Las candidaturas para la elección presidencial de 1945


  Hay fundados indicios de que en la peripecia de la candidatura oficial para el violentamente interrumpido proceso electoral presidencial de 1945, pesaron los cambios generales así ocurridos en el proceso de selección del candidato representativo del partido políticamente predominante, dada la ruptura entre el Presidente de la República y el expresidente y aspirante a candidato Gral. Eleazar López Contreras.


  Ese proceso estuvo condicionado por el continuismo y sus instrumentos. Estos eran la médula de la dictadura liberal regionalista, en su esencial sentido. Eran el comprobado procedimiento para garantizar la permanencia del régimen; y esta era vista como la fundamental responsabilidad del Presidente en funciones. Aun reconociéndole su condición de gran e inapelable elector, esta condición tropezaba entonces con las que parecían ser insalvables limitaciones: el sucesor debía ser militar y andino.


  El procedimiento para asegurar la sucesión en el Poder Público había sido, hasta el momento en que se planteó la necesidad de decidir una candidatura en las nuevas condiciones generadas al calor de las proyecciones políticas de la Segunda Guerra Mundial, el continuismo simple: el escogido por el gran elector, militar y andino, debía ser también militar y andino. Las nuevas circunstancias indujeron a explorar una alternativa: la de un presidente civil pero andino. Ante este cambio, que alarmó a los ortodoxos del régimen dictatorial ya clásico, se invocó por ellos la figura del continuismo alternativo, cuya aplicación habría de significar el retorno al poder del andino Gral. Eleazar López Contreras. Lo que hizo que la oposición sospechase que ello se correspondía con un acuerdo, negociado en 1941, cuando el ahora declarado aspirante a retornar a la Presidencia cedió el poder a su entonces pupilo Gral. Isaías Medina Angarita.


  El funcionamiento, tanto del continuismo simple como del alternativo, estaba garantizado por la combinación del régimen electoral a dos niveles –Asambleas electorales, Congreso Nacional = Presidencia)– y del vicio del compatibilismo, generador de un Congreso Nacional con predominio de funcionarios, sometido a la voluntad del Presidente de la República saliente también por nexos clientelares. Contemplada la incompatibilidad de funciones por el Estatuto electoral de 1946, era dable esperar que ese riesgo se disipase. ¿Habría sido Rómulo Betancourt, Presidente provisional saliente, el sucesor de Rómulo Gallegos, Presidente electo entrante en 1948? En lo concerniente a la República liberal democrática reinstaurada en 1958-1959, así sucedió, sin que se suscitasen signos de continuismo, violatorio del principio de la alternabilidad republicana; pero sí de continuidad en el desempeño democrático del Poder Público.


  Ante la comprobada imposibilidad de conseguir, mediante la presión de la opinión pública, que el Presidente consintiese en la búsqueda de una solución que abriera una vía hacia la democratización de la formación del Poder Público, con ocasión del proceso electoral presidencial con miras a 1945, la surgente oposición agitó la desesperada bandera de una candidatura que, razonable y concertada, pudiese responder no solo a los exclusivos propósitos de los continuistas de uno u otro pelaje, ya fuesen los reunidos en el llamado medinismo, ya lo fuesen en el muy temido lospezcontrerismo.


  El resultado de esta apertura mutua del medinismo y de la oposición democrática fue la denominada candidatura concertada, que habría de significar la postulación de un civil, andino, que diese garantías de trabajar por cambiar los procedimientos tradicionales de formación del Poder Público. El consenso se logró en torno a la figura del Dr. Diógenes Escalante, veterano diplomático al servicio del Gobierno del Gral. Juan Vicente Gómez, pero que era bien visto por la oposición democrática porque no aparecía comprometido en los manejos turbios de los recursos fiscales; y por haber vivido la experiencia de regímenes democráticos en Inglaterra y en los Estados Unidos de América. Esta fue, visiblemente, de parte de la oposición democrática, la que creyó una opción realista entre el nada y el algo; una que, sobre todo, cerrase el paso al funcionamiento del nefasto continuismo alternativo.


  El dramático desenlace de la candidatura concertada, virtualmente coincidente con el término de la Segunda Guerra Mundial; y, por consiguiente, con el cese de su condicionamiento democratizador de las actitudes y prácticas políticas gubernamentales, indujo al presidente Gral. Isaías Medina Angarita a retornar al ejercicio del procedimiento sucesoral autocrático, si bien preservando la parte del concierto con la oposición democrática que consistía en escoger como candidato a un civil. Tal fue el origen de la candidatura del Dr. Ángel Biaggini. El rebrote, aunque algo matizado, de la concepción autocrática de la formación del Poder público, retornando el Presidente de la República a su función de gran elector, envió a la oposición democrática el claro mensaje de que el camino hacia la modernización democratizadora de la formación del Poder Público permanecería cerrado. En cambio, presumiblemente, comenzó a abrirse otro camino; el que, en otras circunstancias, expuso Rómulo Betancourt a Juan Pablo Pérez Alfonzo, el 31 de enero de 1952, al advertirle que sus «(...) objeciones a la rebelión violenta se refieren a la oportunidad de la misma, y no a la rebelión en sí (...)».


  La actitud del Gral. Presidente denotaba no solo que el principal camino hacia esa democratización había sido cerrado de manera unilateral, sino también que a la arbitrariedad de tal decisión se unía el desdén por el espíritu conciliador con que la oposición había contribuido a la adopción de una candidatura concertada. ¿Podría ser aceptable, por esa oposición, semejante retroceso en el desempeño del Poder Público? De esta experiencia le quedó a Rómulo Betancourt la certidumbre expresada en una carta «(...) a compañeros del CEN (...)», de 26 de octubre de 1950:


  
    «(...) creo que nuestra estrategia y nuestra táctica tienen que conjugarse habilidosamente; y tener en las manos para jugarla [sic] en el momento decisivo, no una sola, sino todas las cartas, desde la electoral hasta la insurreccional. No sería la primera vez que así procedieramos [sic], y ya una vez el expediente dio resultado. Nada indica en contrario de la posibilidad de que también ahora esa combinación de lo que pudieramos [sic] llamar trabajo ilegal con el legal nos abra las puertas que conduzcan a la reconquista del poder. La experiencia a la que aludo fue la del 18 de octubre [de 1945]. Recuerden ustedes como supimos conciliar los contactos con UPM [Unión Patriótica Militar] con el ardoroso y terco reclamo de elecciones, utilizando sucesivamente fórmulas en apariencia tan disparatadas políticamente como la «candidatura Escalante [Diógenes]» y el «candidato nacional».»

  


  Demostraba con estas consideraciones Rómulo Betancourt que, haciendo honor a su sentido pragmático de la política, no solo no había abjurado de lo que sus adversarios censuraban, señalándolo como una grave violación de los principios democráticos, sino que había elevado el así estigmatizado pecado al rango de virtud política. Esto hizo al mismo tiempo que descalificó la que en su momento también él había acogido como una promisoria transacción política: «la candidatura Escalante».


  El desempeño del Poder público


  Llegar al desempeño del Poder Público, tomando la que no requería mucho esfuerzo considerarla como la más tradicional y desprestigiada vía de acceso a esa meta, contradecía, de hecho, uno de los postulados fundacionales de la oposición democrática. Hubo que demostrar, de inmediato y fehacientemente, que tal inconsecuencia no solo había sido impuesta por la nueva coyuntura política, creada por el Presidente derrocado al reasumir la función de gran y único elector, sino que estaba encaminada a crear las condiciones básicas para que se pudiese realizar el programa de la oposición en ese terreno; programa que consistía, esencialmente, en erradicar los viciados procedimientos gubernamentales –tanto en el ejercicio como en el desempeño del Poder Público– durante la dictadura liberal regionalista.


  El necesario refrendo del ejercicio y el desempeño del Poder Público por la opinión pública


  Lo que hacía imprescindible y urgente el refrendo democrático, por la opinión pública, del ejercicio de facto, así alcanzado, del Poder Público. Su aceptación, y con ello la convalidación de lo actuado a partir del 18 de octubre de 1945, aportaría legitimidad revolucionaria a una acción cargada de flagrante ilegalidad; pero serviría, sobre todo, para compensar en el ánimo de Rómulo Betancourt el mal sabor ideológico-político que presumiblemente debió haberle dejado lo actuado, si bien argumentó con franqueza en favor de su ineludible necesidad.


  La transparencia de los actos del Poder Público revolucionario debía no solo acreditar lo hecho, sino ganar la aceptación de la opinión pública, primero; y, progresivamente, el respaldo y la participación de la sociedad para consolidar lo logrado y prevenir reacciones, que debían ser consideradas inminentes e ineludibles. Esta circunstancia era, quizás, más apremiante, por cuanto los militares denominados de escuela, representados en la conjura civil-militar-civil, no solo eran minoría en las Fuerzas Armadas, en comparación con los denominados chopo e’piedra, sino que solo desempeñaban mandos medios y carecían de amplia audiencia en los círculos civiles de poder.


  En la República liberal democrática, en cuya instauración se trabajaba, no cabía ocultar información ni impedir el acceso a ella. La libertad de prensa debía ser irrestricta, aun a sabiendas de que ello significaba abrir espacio a la eventual contrarrevolución, dado que era conocida la inclinación favorable de la gran prensa hacia el régimen derrocado; tanto por los valores que se le reconocían –fundados sobre todo en la confusión entre democracia y disfrute tolerado de libertades públicas; como por los atribuidos a una creciente inclinación democrática del Presidente derrocado–, a la par de antipatía sectaria dirigida contra el tránsfuga Rómulo Betancourt.


  En el proceso de instauración de la nueva modalidad de la República, debía rescatarse de inmediato la soberanía popular, mediante una consulta electoral genuinamente democrática. Por ello la inmediata convocatoria a la elección de representantes para integrar una Asamblea Nacional Constituyente, ante la cual debía hacerse entrega del Poder Público y rendirse cuentas de su desempeño revolucionario, como se hizo; y mediante ello convertir el poder de facto revolucionario en una suerte de dictadura comisoria, legitimada a posteriori, ejercida por un Presidente provisional. La Asamblea debía entrar a ejercer, de inmediato, las funciones de vigilancia y control inherentes al Poder Legislativo. Se dio cumplimiento, de esta manera, a lo contemplado, en el punto VIII del Programa que cierra el Plan de Barranquilla, redactado en 1931 por Rómulo Betancourt: «Convocatoria dentro de un plazo no mayor de un año de una Asamblea Constituyente, que elija gobierno provisional, reforme la constitución, revise las leyes que con mayor urgencia lo reclamen y expida las necesarias para resolver los problemas políticos, sociales y económicos que pondrá a la orden del día la revolución».


  Pero, dado el carácter democrático de la República que se instauraba, la vigilancia y el control del desempeño del Poder Público no podía limitarse a las instancias institucionales, como decía hacerlo, aunque solo formalmente, la dictadura liberal regionalista. Debían convertirse en realidad la diafanidad procedimental y la imparcialidad, largamente reclamadas por Rómulo Betancourt y su partido. La opinión pública había sido llamada a montar guardia al respecto, y dispondría de los medios para hacerlo. La informada vigilancia y el permanente control del desempeño del Poder Público debían realizarse, en lo cotidiano, mediante el constante debate sobre las políticas públicas, impulsado por partidos, sindicatos y gremios. En lo electoral, se haría mediante comicios pulcros, también vigilados, en todas las instancias, directamente por los partidos políticos y de manera constante por la opinión pública informada.


  Para estos fines era necesaria la frecuente comparecencia del Poder Ejecutivo ante la opinión pública. Lo era en particular la ejemplaridad personal del Presidente de la República, quien debía proyectar veracidad y responsabilidad en sus planteamientos, en la información por él proporcionada, al igual que en las decisiones por él tomadas. Pero no bastaría con que lo hiciera en actos protocolares o rituales. Debía hacerlo en asambleas públicas, masivas, de genuina factura popular; como también compareciendo ante sectores profesionales, con el fin de hacer planteamientos específicos, correlacionándolos con los generales. Rómulo Betancourt fue sumamente asiduo en el cumplimiento en este precepto de buen gobierno.


  La vocación liberal democrática del régimen sociopolítico que se instauraba imponía un veto al sigilo, al despotismo y a la demagogia. Esto significaba depurar no solamente el discurso político; sino también y fundamentalmente la conducta de quienes asumían la dirección de la fundación de la República liberal democrática, dictando con ello cátedra –y sentando ejemplo– en la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público.


  Este desempeño debía honrar y cultivar la prometida transparencia. Ello significaba terminar con el sigilo tras el cual se había guarecido la arbitrariedad. La dictadura liberal regionalista, en el segundo acto de su etapa final, iniciada en 1941, había tolerado rendijas en el que fuera hermético sigilo del gomecismo; ahora se trataba de abrir puertas y ventanas que le permitieran al ciudadano observar y juzgar el manejo de la cosa pública. Rómulo Betancourt inauguró esta disposición de buen gobierno con su célebre discurso pronunciado en San Cristóbal, el 14 de diciembre de 1945. En este discurso, significativamente pronunciado, y no por casualidad, en el corazón del temido andinismo, esbozó algunas de las líneas maestras del régimen sociopolítico liberal democrático que se procuraba establecer. Lo hizo en lenguaje directo y haciendo énfasis en los aspectos de mayor proyección regional.


  Debían ser erradicados el despotismo y la arbitrariedad, implícitos en el principio de autoridad; en uso y abuso del cual las diversas instancias del Gobierno a lo sumo informaban de sus actuaciones ya convertidas en disposiciones inapelables. No se consideraban obligadas a dar explicaciones, ni sobre su establecimiento ni sobre su aplicación. La enmienda debía comenzar por el propio Presidente de la República, según lo proclamó Rómulo Betancourt en el mismo discurso, al recomendar: «Esta labor de democratización del Estado, esta labor que haga del Presidente de la República, no una especie de monarca sin corona, como ha sido en Venezuela, sino un funcionario situado en el más elevado escalafón administrativo, pero sometido al control del Congreso y sometido al control de la opinión pública (...)».


  El régimen sociopolítico en curso de instauración se regiría por la prohibición de hacer falsas promesas y de asumir actitudes demagógicas, como las compiladas en el Programa de febrero y en el Plan trienal político-administrativo. Consciente de que en la práctica de la democracia la tentación de la demagogia acecha, agazapada tras el necesario recurso al voto popular, reconocido como única fuente legal y legítima del Poder Público; pero consciente también del atraso acumulado de la sociedad y de sus graves carencias, al igual que de la limitación de los recursos disponibles, Rómulo Betancourt se cuidó siempre de sembrar ilusiones o de despertar expectativas que pudieran quedar insatisfechas.


  Atendiendo a la realidad de los vicios que afectaban el Gobierno y la Administración Pública del régimen derrocado; y a la percepción de lo generalizado de los mismos por la opinión pública, era necesario implantar el ejercicio ético de la política, y el recto desempeño del Poder Público y de la Administración Pública. Esta perversión de la función pública, que había sido de una escala acorde con las escasas disponibilidades del erario, a lo largo de la República liberal autocrática, se había acrecentado visiblemente con los ingresos petroleros, comparativamente muy altos. La lucha contra el peculado y el tráfico de influencia figuraba entre las más populares banderas de la oposición democrática. La República liberal democrática debía implantar una rigurosa normativa ética, para combatir el peculado y cualesquiera otras formas y vías de la corrupción administrativa. En el mencionado discurso pronunciado el 14 de diciembre de 1945, en San Cristóbal, Rómulo Betancourt expuso llanamente la cuestión de la ética administrativa:


  
    «(...) esta reforma que democratice los órganos del poder, tiene que ir aparejada con una obra recia, depuradora, que moralice la administración pública. En Venezuela, la función de gobernar había llegado al último grado de descrédito. En Venezuela se sentía vergüenza cuando se ostentaba el carácter de hombre público, el carácter de político; porque político y traficante con el Erario Nacional, político y hombre venal, eran sinónimos en nuestra patria. Nosotros venimos resueltamente a ponerle el termocauterio de la sanción a esa lacra purulenta de nuestra administración que se llama peculado.»

  


  ¿Era posible inaugurar la ética republicana democrática sin sentar precedente? No se correspondería con la nueva ética republicana la impunidad de los vicios y delitos que había denunciado la oposición democrática. Los juicios de responsabilidad civil y administrativa fueron la respuesta oportuna y necesaria. En los considerando del correspondiente Decreto de la Junta Revolucionaria de Gobierno, de 27 de noviembre de 1945, luego de proclamarse que «(...) uno de los principales propósitos de la Revolución (...) es el de establecer la moralidad administrativa (...)», se afirma (...) que al amparo de los privilegios derivados del ejercicio abusivo del poder, se lograron enriquecimientos indebidos que la conciencia nacional repudia (...)», y se considera necesario que «(...) previo examen realizado por un Tribunal especial (...)», sea restituido al patrimonio público lo sustraído. La ejecución de lo decretado, cuestionable como lo fue, desde el punto de vista jurídico, puede serlo como lo sería la de todos los juicios instruidos por tribunales de excepción. Mas el cuestionarlos desde el punto de vista político sería un caso en el que la significación de corto plazo, expresada como la correlación entre necesidad y oportunidad, no prevalezca respecto de la proyección de largo plazo, situados en la cual esos juicios se llegó a considerarlos improcedentes algunos, contraproducentes todos. Cabe recordar, a este propósito, que las revoluciones suelen proyectarse en el largo plazo, realizándose en el breve; pues es en este último donde se establecen y consolidan, mientras que es en el largo donde suelen difuminarse hasta darle paso al restablecimiento esencial del pasado con el que se pretendió romper, mediante decisiones políticas no menos cuestionables desde el punto de vista jurídico, como sucedió.


  El desempeño del Poder Público mediante la formulación de objetivos políticos de Estado


  La instauración de la República liberal democrática debía fundarse en el desempeño del Poder Público mediante la formulación y la ejecución, controladas, de políticas de Estado. De ello dependería, necesariamente, la viabilidad de la compleja empresa de edificación de un nuevo régimen sociopolítico que estuviese acorde con la concepción liberal democrática, no solo del Gobierno sino también y sobre todo de la sociedad. Esta sola corrección de enfoque de la gestión gubernamental representaba una radical reorientación del desempeño del Poder Público, respecto de la dictadura liberal regionalista. Por consiguiente, si el primer objetivo político del Estado consistiría en el montaje, la puesta en marcha y la estabilización del régimen sociopolítico liberal democrático, ello suponía, como máxima prioridad, desarrollar una política global que presentaría dos vertientes fundamentales, orgánicamente vinculadas entre sí, pero diferenciables analíticamente.


  Una vertiente consistiría en abrirle camino a la radicación de la democracia, conjugando el empleo de procedimientos ya establecidos con propósitos y ensayos innovadores. Esto significaría seguir un camino largo y poblado de obstáculos, dado el estado de atraso global y de inmadurez política en que el régimen derrocado había mantenido a la sociedad durante casi medio siglo. Dificultades que se acentuaban en razón del despertar de la conciencia política, y de la estrecha correspondencia con sus postulados que debía observar el gobierno democrático, primero revolucionario y luego institucionalizado. La urgencia requerida y la necesaria consecuencia con los postulados políticos proclamados; enmarcados en la inexperiencia administrativa, tejían una red capaz de entrabar y hasta de desvirtuar acciones y propósitos.


  La otra vertiente consistiría en la no menos urgente y determinante necesidad de cerrarle el camino al eventual rebrote del régimen sociopolítico derrocado, o la de una versión de su matriz, la República liberal autocrática, por vía de la conspiración y el golpe. El carácter revolucionario del cambio significaba la súbita interrupción, del usufructo del Poder Público, por los factores sociales de esos regímenes sociopolíticos; al mismo tiempo que el propósito democratizador del cambio sociopolítico limitaba las posibilidades de radical inhabilitación de tales factores. Se avenía mal con la conciencia democrática el empleo, aun forzoso, de recursos y procedimientos contra los cuales se había predicado insistentemente. Entre estos sobresalían la prisión política preventiva y el exilio.


  ¿Era esa la situación normalmente vivida por toda revolución en su fase inicial? Lo más amenazador era la circunstancia de que el súbito ascenso del poder civil a la dirección política de la sociedad, y al control gubernamental de la misma, rompía el tradicional ejercicio de esas funciones por el denominado poder militar. No era posible percibirlo en ese momento, pero arrancaba el que pronto se revelaría como el sostenido esfuerzo de los representantes de ese poder por recuperar la hasta entonces casi constante hegemonía ejercida, a plena luz o solapadamente, desde la accidentada presidencia del Dr. José María Vargas (1835-1836); descartando los breves intervalos y las tristes ocasiones en que civiles desempeñaron papeles de testaferros o de marionetas del poder militar.


  Por tratarse de una revolución orientada hacia la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático, la amenazadora dificultad así formada debía ser enfrentada con la fuerza derivada del estímulo permanente, lúcido y responsable, dado a la formación de ciudadanos, mediante la observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. La eficacia de este procedimiento suponía el cumplimiento ejemplarizante de sus derechos y deberes por el Estado; o, en todo caso, comprometía a adoptar conductas capaces de convencer a la opinión pública de que tal objetivo era sincera y decididamente procurado. Contra el logro de ese objetivo conspiraban las dificultades reales y la constante y frecuentemente injusta crítica de periodistas identificados en lo ideológico con la alianza entre el Partido Comunista de Venezuela y el régimen depuesto.


  Simultáneamente, debía desarrollarse una acción gubernativa de protección de los derechos del ciudadano; y de educación de este en cuanto al cumplimiento de sus deberes y al ejercicio responsable de sus derechos, emancipándose del sometimiento ante el Poder Público en general; y del tutelaje ejercido por quien desempeñara la Presidencia de la República.


  Criterios rectores del desempeño del Poder Público dirigido a propiciar la formación de una sociedad democrática


  La observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público imponía a los nuevos gobernantes comportarse con una ejemplaridad practicada y ajustada a los criterios rectores por ellos predicados durante su actuación como oposición. Tal observancia debía servir a la apertura de la conciencia colectiva hacia la formación de una genuina sociedad democrática. Tarea considerada ilusoria por calificados observadores.


  La eficaz prosecución de este objetivo de largo plazo dependería de la remodelación y el fortalecimiento de la estructura de poder interna de la sociedad, induciéndola a despojarse de los hábitos de mando-obediencia inculcados y cultivados, en el largo período sociohistórico generado por la monarquía absoluta, preservados por la República liberal autocrática, y acentuados en la fase terminal de esta última (1936-1945). Viene al caso reiterar que la no asunción de esta secuencia condicionante, por la deformada conciencia histórica del venezolano común, mantenido por la historia oficial en la ignorancia del origen monárquico colonial de su sociedad, impide la ruptura de esta suerte de bloqueo ideológico de la evolución de la sociedad hacía la ciudadanía republicana.


  Rectamente interpretado por Rómulo Betancourt, el programa de la
oposición democrática llegada al poder autorizaba a suponer que la modernización
de la estructura de poder interna de la sociedad, que se procuraba
implantar, solo sería posible mediante la libre expresión organizada de las
aspiraciones socio-individuales. Valía decir, por una sociedad organizada en
partidos políticos, sindicatos, gremios y asociaciones diversas, democráticamente
constituidos y regidos; y por lo mismo legítimos transmisores y promotores
de esas aspiraciones, en un clima de libertad. Mediante estos procedimientos,
y siguiendo esos canales, le sería posible al régimen sociopolítico
liberal democrático reconocer el alcance social de las iniciativas ciudadanas, a
la vez que contar con el respaldo social necesario para satisfacerlas; disipando
con ello las prácticas de discrecionalidad benefactora, propicias al despotismo
del gobernante y generadoras de obediencia y sometimiento en el ciudadano.


  La función primordial de la República liberal democrática quedaba
así definida como la de estimular y encauzar la larga marcha de la sociedad
venezolana hacia la democracia; en la cual se insertaba, de esta manera, la
actualización de la reformulación del Proyecto Nacional venezolano, que
fue condensada primariamente en la Constitución promulgada en 1947, y
desarrollada y actualizada en la Constitución promulgada en 1961 y vigente
por casi cuatro décadas.


  Vista en esta perspectiva, esa reformulación del Proyecto Nacional,
complementada y actualizada, perfeccionó la instauración de la República
moderna liberal diseñada originariamente por los constituyentes de la República
de Colombia, recogida en su Constitución, promulgada en 1821.
Tuvo lugar así, cabe subrayarlo también, el perfeccionamiento y la actualización
del Proyecto Nacional colombiano –vigente originalmente para el
entonces Departamento de Venezuela–, cuya estructura institucional estuvo
vigente hasta su primera reformulación, parcial, en 1864, al asumirse, pero
solo formalmente, la organización federal en lo concerniente al desempeño
del Poder Público. Hubo perfeccionamiento de su carácter liberal en lo
concerniente a la formación del Poder Público, basado en el ejercicio pleno
y libre de la soberanía popular; al desempeño del Poder Público en lo concerniente
a la vigencia del Estado de Derecho, basado en la separación de
poderes y en la alternabilidad republicana; y a la finalidad del Poder Público
en la concepción pedagógica de la participación política y del desempeño del
Poder Público. Perfeccionamiento, también, de su modernidad republicana,
en cuanto se inspiraba, y tendía a servirla, a la concepción moderna de la
democracia, en lo concerniente al régimen legal de los derechos y deberes del
ciudadano. El alcance de esta reformulación global del Proyecto Nacional
venezolano se advierte en la vigencia de sus postulados básicos, prevaleciente
sobre los intentos de adulterarlos; y en la imposibilidad de abolirlos.


  Mas la erradicación de las prácticas de discrecionalidad benefactora,
propicias al despotismo del gobernante y generadoras de sometimiento y
obediencia en el ciudadano, habría de procurarse erradicando, de manera
definitiva, las secuelas sociopolíticas y culturales de la República liberal autocrática
y de la dictadura liberal regionalista; e imposibilitando su rebrote.
Obviamente, tal no podría ser el resultado de medidas políticas, por bien
concebidas e instrumentadas que fueren. Solo podía serlo de un profundo
cambio social, procurado con la participación informada de la sociedad; y en
un proceso de instauración y vigencia que, si bien propuesto y promovido
por el gobierno democrático, requería su decidida y sostenida promoción por
la sociedad misma.


  La incorporación a esa marcha de la sociedad, en trance de educarse políticamente
–y ahora completa gracias al reconocimiento de sus derechos políticos
a la mujer– crearía las condiciones para que llegase un momento a partir
del cual la aspiración democrática no descendería desde las alturas del poder,
y por voluntad de un sector de la denominada clase política, hacia la sociedad.
Ascendería desde la sociedad hacia ese poder y ese sector. Cabe pensar que
ese sería el objetivo, a largo plazo, de la revolución democrática promovida por
Rómulo Betancourt; ya en actitud de franco abandono del postulado de la
revolución socialista, originalmente predicada como objetivo de largo plazo.


  Criterios orientadores del desempeño del Poder Público ante las repercusiones negativas, políticas y económicas, de la postguerra


  Sentada la orientación de largo plazo, formulada como la instauración de un régimen sociopolítico liberal democrático, era necesario definir criterios orientadores del desempeño del Poder Público para encarar y canalizar, en las condiciones de la postguerra que se iniciaba, sus repercusiones negativas; particularmente las políticas y económicas. Habría de desenvolverse este esfuerzo siguiendo la dialéctica de paliar y remediar. Para lo primero escaseaban recursos y medios. Para lo segundo faltaban, además, técnicos y planes. Para ambos se contaba con la voluntad política; que pronto se revelaría como un recurso también insuficiente. Así lo apreció Rómulo Betancourt al presentar al Congreso Nacional, el 12 de febrero de 1948, la cuenta final de los gobiernos por él presididos desde octubre de 1945:


  
    «En las etapas iniciales de nuestra gestión llegamos a imaginar que bastaría con crear o ampliar por Decreto Ejecutivo determinado servicio público o con dotarlo de adecuada asignación presupuestaria para hacerlo marchar eficazmente. Hace tiempo que estamos de regreso de tales optimismos. La voluntad de servir de uno o varios ciudadanos colocados al frente de una dependencia gubernamental, y la adecuada dotación de recursos fiscales destinados a su funcionamiento, son factores importantes, pero no los únicos, para garantizar la eficacia administrativa.»

  


  Hecho este reconocimiento, procedió a sentar dos importantes criterios interpretativos de esa realidad: «Esa anhelada eficacia no podrá lograrse a cabalidad sin una previa reforma substancial de la estructura misma de los órganos de administración del Estado y sin el adecuado entrenamiento de un comando técnico, especializado en el complicado manejo de una moderna maquinaria de Gobierno (...)». A lo que siguió una explicación de alto vuelo, demostrativa del desarrollo de su sentido histórico: «(...) Y necesitamos con urgencia de una maquinaria de ese tipo y de los hombres familiarizados con su mecanismo, porque Venezuela, al igual de otros países atrasados que a saltos se incorporaron a la civilización, confronta casi todos los problemas vigentes en las naciones modernas y de armonioso desarrollo evolutivo, sin disponer para solucionarlos de adecuados elementos de organización y de suficiente equipo humano, capacitado y con voluntad creadora».


  Quedaba comprobado que el juego de esta dialéctica imponía una radical revisión del desempeño del Poder Público y del funcionamiento de la Administración Pública. La crítica de la conducta del régimen depuesto, referida a estas áreas, había desbrozado parcialmente el terreno; pero las inesperadas repercusiones políticas internacionales de la postguerra, acentuadas por las necesidades de la reconstrucción europea, alteraban considerablemente el escenario que habría cabido imaginar como probable.


  En lo inmediato, era urgente reformular la orientación general, las finalidades específicas, y la distribución, del gasto público. Dándole un destino productivo, y no burocrático, clientelar ni represivo, en correspondencia con las críticas formuladas, en la oposición, por Rómulo Betancourt. En igual sentido se debería actuar en cuanto a la formulación sectorial y a la asignación de las partidas del presupuesto nacional. Como también lo había apuntado. Igualmente, la elaboración del presupuesto nacional debía ser asumida como un acto político fundamental, pues de ella se extraerían los indicios de la naturaleza y la orientación, reales, de un régimen sociopolítico.


  Por consiguiente, en la República liberal democrática el desempeño del Poder Público debía contemplar la participación del Estado en la gestión económica. Esta consideración, y la valoración crítica adversa de la economía liberal de mercado, llevaron a adoptar la concepción planificada de la economía; si bien Rómulo Betancourt reconoció, circunstanciadamente, que esta difería, de manera radical, en un régimen totalitario y en un régimen democrático. En un régimen totalitario la planificación de la economía era entendida como la facultad que se atribuía un pequeño grupo de funcionarios de intervenir, de manera discrecional, en el proceso económico; prescindiendo de otros actores y sin pagar las consecuencia de sus eventuales desaciertos. En cambio, en las sociedades democráticas el ejercicio de la soberanía popular implicaba la posibilidad de sanción; lo que imponía un compromiso de eficiencia y cautela.


  En todo caso, la nueva política económica debía dirigirse al fomento y desarrollo de la economía nacional; lo que llevaba a superar la generalmente afirmada condición rentística de la economía, deformada por el régimen de la explotación del petróleo. Rómulo Betancourt había hecho una aguda crítica de este concepto. Importa seguir, siquiera someramente, la evolución de su pensamiento al respecto. Podría tomarse como punto de partida de esa evolución lo que afirmó, rotundamente, en un artículo publicado el 5 de mayo de 1939: el hecho es que «(...) no somos hoy –como Nación– sino un rentista inconsciente y engreído (...)». En un artículo publicado el 7 de septiembre de 1941, ofreció la siguiente explicación: «(...) una parte fundamental de esa ‘renta nacional’, que anualmente gasta el Estado, es realmente ‘riqueza nacional’ (...)». Y procedió a explicarse: «(...) Renta es el producto de una riqueza permanente y reproductiva, de una riqueza que no se agota ni se gasta. Y ese no es el caso de la riqueza minera, eje y fuente esenciales de la actual riqueza nacional. La industria petrolera, como toda otra de carácter extractivo, minero, es aleatoria y durará para un lapso determinado de años, mientras no se agoten los yacimientos o mientras no surja en los laboratorios un carburante sintético de más bajo costo de producción (...)»; y formula un reproche a «(...) quienes no se han detenido a pensar cuál suerte nos espere, cuando ya ni los más modernizados sistemas de ‘bombeo’ alcancen a extraerle una gota de aceite negro al suelo de la Nación». Al clausurar la XV Convención Anual de Fedecámaras, el 21 de marzo de 1959, afirmó: «(...) tenemos conciencia de que en Venezuela no estamos gastando la renta nacional, sino el capital nacional; porque estamos girando contra una riqueza –insisto y seguiré insistiendo en esto con terquedad machacona–, estamos girando contra una riqueza que se nos va a agotar a treinta años de plazo, la riqueza petrolera».


  Por consiguiente, la nueva política económica debía reestructurar el régimen tributario, haciéndolo equitativo; y reorientar las finanzas públicas en el sentido de propiciar el bienestar social. La reorientación de la economía acentuaba la importancia de la cuestión petrolera, y convertía su tratamiento en el eje del papel a cumplir por el Estado en la gestión económica.


  Finalidad del Poder público


  En la República liberal democrática la finalidad del Poder Público habría de corresponderse con la reformulación del Proyecto Nacional que esa República significaba. La finalidad global no podía ser sino la instauración y estabilización del régimen sociopolítico liberal democrático; lo que significaba operar, de manera simultánea y coordinada, en tres amplios frentes: la integración de la sociedad, el fomento del vínculo entre conciencia nacional e integración territorial, y el desarrollo de la correlación entre la integración nacional y la economía. Por estar orgánicamente vinculadas entre sí, las políticas estatales debían ser también políticas globales.


  Integración de la sociedad


  La integración de la sociedad había sido desencadenada –porque encadenada había permanecido durante la República liberal autocrática; además de engrillada durante la dictadura liberal regionalista hasta 1935– mediante decisiones políticas inherentes a la instauración del régimen sociopolítico liberal democrático; y en particular mediante la adopción del sufragio universal, directo y secreto, instrumento necesario para romper el control político de la sociedad por los regímenes autocráticos y dictatoriales.


  El aspecto más significativo, y de más importante proyección social, fue el reconocimiento de sus derechos políticos a la mujer. Esto no solo significó la incorporación, ahora directamente activa, a la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia, de un vasto y decisivo contingente, sino que abrió las puertas hacia la diversificación de su participación social, generándose con ello el crecimiento acelerado de la demanda social en todas las áreas, de las cuales la mujer había estado virtualmente ausente o con muy escasa participación. Si bien la participación organizada de la mujer en la actividad política siguió un curso explicablemente lento, fue inmediato su aporte al proceso de formación del Poder Público, y tendió a ser acelerada su incorporación a la Administración Pública; y de manera particularmente creciente y diversificada, al sector privado de la economía.


  Ello incrementó aceleradamente la demanda social en educación, trabajo y cultura; lo que se reflejó de inmediato en el funcionamiento de los servicios públicos y, tras poco tiempo, sobrepasó la capacidad de la Administración Pública para ofrecer los medios institucionales capaces de atender y canalizar esa demanda. Se generó así la consiguiente insuficiencia de esos medios, que terminaría por desembocar en el cuestionamiento y hasta el descrédito, no ya de la Administración Pública sino también del Gobierno. Al agudizarse, la crisis de funcionamiento administrativo culminó con el cuestionamiento del régimen sociopolítico liberal democrático; correspondiéndose este proceso con la citada advertencia formulada por Rómulo Betancourt, al rendir cuenta ante el Congreso Nacional el 12 de febrero de 1948.


  La gran masa rural, analfabeta y sobreviviente al margen de los más elementales servicios públicos y de otros signos de civilización, había sido tradicionalmente la proveedora de carne de cañón para el caudillo y el hombre necesario. Finalizando la segunda etapa de la dictadura liberal regionalista, se agitó públicamente, en septiembre de 1945, el propósito de poner en marcha una reforma agraria, encabezada por el Dr. Ángel Biaggini, como ministro de Agricultura y Cría, y luego candidato presidencial designado por el presidente Gral. Isaías Medina Angarita. La experiencia de lo sucedido con el Programa de Febrero y con el Plan Trienal Político-Administrativo de Abril, presentados por el presidente Gral. Eleazar López Contreras en 1936 y 1938, respectivamente, autorizaba a pensar que se trataba de otra medida de distracción táctica para desarmar la opinión pública adversa, lanzándola nuevamente tras un objetivo socialmente apetecible, pero cuyo propósito real era encubrir la preservación del régimen sociopolítico liberal autocrático.


  La República liberal democrática, en proceso de instauración, tenía en la incorporación social de la población rural una de sus preocupaciones centrales, correspondiéndose con los reiterados planteamientos de Rómulo Betancourt acerca de la necesidad de la que luego denominó la reforma agraria integral; si bien muy poco pudo adelantarse en este sentido dado que la que era en realidad implantación del Proyecto Nacional reformulado, se vio eclipsada, sobre todo en lo concerniente a la formación y el desempeño del Poder Público, durante la década de dictadura militar iniciada en el 24 de noviembre de 1948.


  La política de integración social del habitante rural a la experiencia democrática que se iniciaba se debatía en medio de la polémica suscitada entre la instrucción de la III Internacional comunista sobre la revolución agraria antiimperialista y el enfoque socialdemócrata de la cuestión agraria. Se asumió este último, pero reformulado como la puesta en marcha de la reforma agraria integral, que habría de conducir a la formación de un genuino campesino propietario de su tierra, asentado en un habitat provisto de servicios básicos y valido de incentivos culturales y educativos.


  El papel social del campesinado era visto también como función del desarrollo de su conciencia política, pero combinada esta con el producto de su participación en sindicatos y ligas campesinos; llamados, a su vez, a formar parte de la organización del trabajo que, junto con el partido político, pero guardándose las respectivas autonomías, desempeñarían papel de punteros en la edificación del régimen sociopolítico liberal democrático, como lo concebía Rómulo Betancourt.


  El rescate de la población rural transitaba por la elevación de su nivel cultural. El hecho de que en ella la tasa de analfabetismo superase el ochenta por ciento condicionaba la evolución y la superación general de ese dolido universo social; porque obstaculizaba el despertar y desarrollo de una conciencia política democrática informada. De allí la comprensión de la necesidad de darle un especial y decidido impulso a la alfabetización de adultos. Si ello era necesario en los centros urbanos, donde el analfabetismo de los trabajadores y de la mujer, en general, alcanzaba también un porcentaje no muy inferior al que padecía la población rural, allí la radio y la agitación política compensaban parcialmente esa falta; no así en el medio rural, carente de electricidad y sumido en el aislamiento, como consecuencia de la muy reducida y precaria red vial.


  En la instauración del régimen sociopolítico liberal democrático, la alfabetización de adultos era necesaria para promover la concientización política elemental; e imprescindible para el ejercicio pedagógico de la política y el desempeño del Poder Público. La importancia que Rómulo Betancourt le reconocía a esta situación se vio subrayada el 21 de marzo de 1959, cuando, luego de casi una década de dictadura militar, pretendidamente desarrollista, trazó las grandes líneas del cuadro venezolano en la iniciación del año lectivo en el Centro Internacional de Educación Rural, en Rubio, Estado Táchira: «(...) llegan ustedes a un país donde ya gobernantes y gobernados tienen la resuelta decisión de desnudar los problemas para afrontar su solución. Llegan a un país donde no estamos ocultando un saldo indigerido de dos millones de venezolanos adultos que no saben leer ni escribir; que tenemos una patria con mucho petróleo, pero donde nuestro campesinado vive en setecientos mil ranchos, que lejos de ser protectores de la especie humana, conspiran contra su salud; que carece de tierras, de créditos, de caminos; que nos faltan técnicos, ingenieros, maestros (...)». Pero, en contrapartida, un país donde «(...) gobierno y gobernados estamos definitivamente resueltos a aceptar el reto y a comenzar a solucionar esos problemas básicos de rescate y valoración del material humano del país».


  Conciencia nacional e integración territorial, en la superación de la insularidad territorial


  Como consecuencia de un siglo de guerras, en las cuales los historiadores han pretendido diferenciar entre las de Independencia, gloriosas, y las civiles, infaustas; y del atraso generalizado concomitante, era evidente la escasa concordancia entre la todavía incipiente conciencia nacional y la precariedad de los factores de integración social, económica y aun territorial. Las denominadas historia patria e historia nacional u oficial –esta última instituida escolarmente luego de la formulación definitiva del Proyecto Nacional, sintetizado en la Constitución de 1864; e institucionalizada mediante la fundación de la Academia Nacional de la Historia, en 1888– se esforzaban por llenar esa brecha haciendo valer la que Eduardo Blanco denominó Venezuela Heroica, cuyo eje era el culto a los héroes y en primer lugar el rendido a Simón Bolívar.


  El resultado de la acción de esta combinación de factores era una suerte de insularidad territorial, casi absoluta hasta que la explotación del petróleo, afincada en la década de 1930, generó una demanda de trabajadores que acarreó migraciones internas de relativa magnitud. De esta manera, luego de las guerras libradas en el curso de la disputa de la Independencia, y de la instauración de la República liberal autocrática, la denominada movilidad social horizontal –es decir el desplazamiento espacial de población– se manifestó como el resultado de la acción, combinada y/o simultánea, del paludismo, la explotación petrolera y la crisis económica repercusión de la mundial iniciada en 1929-1930. Este fenómeno social, denominado éxodo rural, significó la concentración de desempleados y sobrevivientes del mundo rural en los centros urbanos, en medio de la impotencia y/o la desidia de los gobiernos, hasta finalizada la década de 1950, cuando el régimen sociopolítico liberal democrático comenzó a poner en marcha, en forma decidida, la reforma agraria integral.


  La instauración de la República liberal democrática requería que se trabajase en la erradicación del regionalismo, rémora que estorbaba la consolidación de la Nación. La legitimidad histórica de la región había sido aprovechada por los caudillos republicanos como coartada para justificar sus ambiciones de poder, creándose reductos. En sus viajes exploratorios del paisaje socio-espacial, emprendidos por Rómulo Betancourt poco después de llegar a Venezuela, en 1936, pudo percibir la gravedad de esta situación. Esta vivencia reforzó su temprano y sostenido esfuerzo de postular la superación del regionalismo como cuestión sociopolítica apremiante. En este cuadro tuvo especial significación la ratificación de su temprana denuncia del antiandinismo –bien argumentada en el folleto titulado Con quién estamos y contra quién estamos, fechado en mayo de 1932-. En él vio el andinismo como el caldo de cultivo del despotismo de la dictadura liberal regionalista; y en el antiandinismo, al ser agitado como bandera de lucha contra esa dictadura, e involuntariamente, un estímulo a la cohesión de lo que se quería combatir.


  Los factores de distorsión del conocimiento histórico común, entre los cuales se conjugaban el contrabando ideológico de el gendarme necesario gomecista con el bolivarianismo lopezcontrerista, determinaban la necesidad de rearmar la conciencia nacional, actualizándola conceptualmente; y modernizándola desde el punto de vista crítico, para ponerla en condiciones de aportar en la tarea de llevar adelante la instauración de la República liberal democrática.


  Si bien no prescindió Rómulo Betancourt del uso y abuso de la historia, para recomendar proposiciones políticas de cambio, algo se avanzó, bajo la influencia del materialismo histórico primario, en el empeño de liberar la conciencia histórica de la sociedad de su encierro heroico. Los promotores del gran cambio republicano necesitaban un pueblo en quien ver la fuerza social impulsora de un mejor futuro sociopolítico, el democrático. Para legitimar esta confianza, era necesario elevar ese pueblo, que había permanecido agobiado por efecto de las carencias más elementales –y sometido al despotismo– a la condición de actor de su historia, dejando de ser espectador de unas glorias patrias que eran exaltadas para embelesarlo. De esta manera se procuraría estimular al pueblo para que fuese el agente determinante, mediante el ejercicio de la soberanía popular, de la República liberal democrática; al mismo tiempo que mediante el indoctrinamiento ideológico-político se procuraría su aceptación activa del denominado por Rómulo Betancourt nacionalismo defensivo, inspirador de la lucha por la consolidación de la independencia nacional, vulnerada por el imperialismo.


  El ajuste entre la conciencia nacional y la integración territorial fue procurado mediante la formulación de una política dirigida a darle fundamento infraestructural a la integración nacional. El Plan preliminar de vialidad fue un ensayo sistemático y realista de planificación sectorial. Si bien consistió, en buen parte, en modernizar la plantilla de comunicaciones terrestres iniciada, propiamente, bajo la presidencia del Gral. Antonio Guzmán Blanco, se prescindió del ferrocarril, al parecer por influencia de la doctrina de la época que prescribía optar por el vehículo automotor. Se tendió, sobre todo, a mejorar la vinculación interregional en la porción centro-occidental del país, dejando que permaneciera en virtual separación la porción oriental, sin embargo accesible por vía aérea, marítima y mediante un prolongado desvío por los altos Llanos.


  Concebido para impulsar el proceso de implantación en sentido espacial, el Plan... tropezó con el mismo escollo insalvable que encontró la política vial del gobierno guzmancista, incluyendo el ferrocarril. La imposibilidad de que se formase un mercado nacional siquiera medianamente funcional, en razón de la escasa producción nacional y del escuálido consumo de una población de apenas cuatro millones de habitantes, dispersos en su mayor parte, impedía el posible efecto esperado de las comunicaciones como estímulo del desarrollo socioeconómico.


  Integración nacional y economía


  La correspondencia entre la precaria integración nacional y la débil economía había sido puesta de evidencia durante la Segunda Guerra Mundial, cuando se requerían grandes esfuerzos para hacer circular, aun entre estados vecinos, la escasa producción agrícola; mientras la virtual interrupción de la importación puso a la sociedad al borde de la hambruna. Incluso el transporte entre los puertos y las zonas inmediatas, el transporte de pasajeros en el interior del país, y el transporte urbano, tropezaron con grandes dificultades por la imposibilidad de reponer las unidades; y por la extrema dificultad de hallar repuestos para un parque automotor que permaneció anquilosado durante más de media década.


  La preocupación del gobierno revolucionario en esta materia fue función de dos objetivos primordiales, de cuya manera de encararlos y eventual solución dependería la estabilización del régimen sociopolítico revolucionario mediante el respaldo popular, aun cuando la situación creada, como consecuencia del ingreso pleno de los Estados Unidos de América a la guerra, en 1941, fue la causa principal de las dificultades. Al régimen revolucionario solo le tocó paliar las secuelas de la postguerra, mientras la economía de ese país avanzaba en su recuperación para la paz y suplía a las urgentes necesidades europeas; situación que solo tendió a mejorar hacia 1947, y ello mediante la adquisición masiva de excedentes de guerra.


  Objetivos: garantizar el abastecimiento, combatir el alto costo de la vida y estimular el crecimiento agrícola y pecuario


  En materia de objetivos políticos inmediatos ocupaba primer lugar garantizar el abastecimiento básico de la región centro-norte –especialmente el de la capital– y combatir el alto costo de la vida. La política de control de precios, que generó más problemas de los que logró paliar, fue vista por Rómulo Betancourt como un recurso que resultaría inoperante sin la colaboración y la vigilancia responsable de la sociedad. La carne, alimento básico, era traída en rebaños desde los llanos, lo que hacía aleatorio el abastecimiento tanto en verano como en época de lluvias. Hubo que implementar un rudimentario puente aéreo para paliar la situación, mientras que el establecimiento de mercados libres, en algunas parroquias capitalinas, contribuía a sobrellevar la escasez de productos básicos.


  Mientras tanto se hacían esfuerzos para estimular el incremento de la agricultura y la ganadería, en medio de una aguda escasez de implementos de labranza, por no hablar de tractores y tractoristas. Importa subrayar que a las dificultades ya anotadas se sumaba el atraso tecnológico en lo concerniente a los cultivos y a la mejora del pie de cría; lo que se traducía en muy baja productividad; cuestión que había merecido la atención de Rómulo Betancourt desde su tiempo de opositor. En un estudio sobre El movimiento sindical en Venezuela, publicado en noviembre de 1936, observó que la casi ausencia de movimiento sindical –observable todavía en 1941– incidía en los condicionantes económicos y alimentarios de la conducta laboral del venezolano; lo que fue ratificado por expertos extranjeros; acerca de cuyos dictámenes apuntó Rómulo Betancourt: «Estas afirmaciones, cuando estuvieron en bocas nuestras, fueron calificadas de demagógicas (...)». Además, correlacionó la carestía, la baja remuneración del trabajo, y «(...) la baja productividad agrícola y pecuaria del país, como causa esencial del alto costo de la vida (...)».


  Creación e instauración de estructuras económicas nacionales: Comisión Nacional de Abastecimiento, Corporación Venezolana de Fomento y Consejo de Economía Nacional


  Hubo conciencia de la necesaria creación e instauración de estructuras económicas nacionales, en todas las áreas, desde la vial y comunicacional hasta la financiera. Valga de prueba de lo desguarnecida que se hallaba la sociedad, el hecho de que las modestas medidas para paliar la crisis alimentaria tropezaban con la falta de silos y de frigoríficos. En líneas generales, si bien se carecía de la base tecnológica para producir, esa carencia se acentuaba en las deficiencias del transporte y la distribución. La síntesis de la creación de las diversas estructuras nacionales clave debía ser la puesta en obra de la formación del mercado nacional, lo que comprometía el desarrollo de sus instrumentos básicos. Cabe recordar que si bien la moneda nacional había sido creada hacía unas siete décadas, al igual que decretada la unificación decimal del sistema de pesas y medidas, aún no estaban plenamente implantados estos instrumentos en escala nacional.


  Esta resistencia al cambio estaba bien representada por lo ocurrido respecto del sistema financiero, objeto de reiteradas críticas de parte de Rómulo Betancourt. Si bien se había dado un paso hacia delante con la creación del Banco Central de emisión, la red bancaria se hallaba circunscrita a algunas de las pocas ciudades principales. Persuadido de la necesidad de establecer dicho banco, Rómulo Betancourt libró batallas argumentales que en un momento lo pusieron al borde del desaliento. En un artículo titulado «En torno al proyecto del Banco Central de Venezuela», publicado el 14 de julio de 1937; dando por muerta la iniciativa, sacó una conclusión pesimista: «Hablar, pues, del Banco Central de Venezuela carece de un interés inmediato, apasionante, periodístico. Es hablar de lo que no fue, de lo que se frustró, como parece estar destinada a frustrarse en Venezuela, nación fuertemente cogida entre las tenazas de intereses favorecidos con cuanto signifique estancamiento y atraso, toda idea renovadora y moderna». Reveló la fórmula aplicada para bloquear la iniciativa: «(...) Por lo visto, lo que a los ojos del más profano en cuestiones económicas se impone con rotunda evidencia necesita, para el criterio de algunos panegiristas de nuestro monstruoso atraso, del parsimonioso estudio de ancianos doctores».


  Debe subrayarse el hecho de que, en esta etapa de su desarrollo intelectual y político, Rómulo Betancourt todavía identificaba a la que denominaba burguesía criolla con la oligarquía. Igualmente, que al opinar sobre lo que sería y para qué serviría el Banco Central de Emisión, señaló como adversaria del Banco a «(...) la oligarquía enquistada en el atraso venezolano (...)»; y calificó su resistencia parafraseando un postulado marxista: «(...) Ninguna casta ha sido desalojada de sus posiciones sin que se encrespe y encolerice (...)»; dando con ello lugar a dos preguntas: ¿por qué casta y no clase? ¿Eludía ya el uso marxista del concepto de clase social?


  Con el fin de atender a las emergencias, y de propiciar la conformación del mercado nacional, se pusieron en práctica iniciativas tendientes a incrementar y regularizar el abastecimiento y también a regular los precios. Un papel de particular importancia habría de desempeñarlo la Corporación Venezolana de Fomento, encargada de promover el empresariado privado y de estimular la formación de empresarios mediante el otorgamiento de créditos y la venta de empresas ya constituidas por la Corporación. La instalación del Consejo de Economía Nacional, contemplada en la Constitución, y por lo cual había abogado Rómulo Betancourt opositor, debía satisfacer la necesidad de concertación de los factores de la actividad económica, aportando con ello un clima patronal-laboral propicio a la planificación democrática.


  Economía nacional integrada y planificada; papel del sector privado y de la inversión extranjera


  La crisis estructural de la economía venezolana, así comprobada, hizo que se desatase la controversia sobre el papel del Estado en la actividad económica, dando lugar al planteamiento de consideraciones sobre economía nacional integrada y planificación. Rómulo Betancourt opositor había participado de lleno en la consideración de esta cuestión. Pero la circunstancia de plantear desde el poder la necesidad de la planificación económica les dio base a sus adversarios para sus acusaciones de alentar propósitos comunistas de control autoritario de la economía, de destrucción del sector privado y de desalentar la inversión extranjera.


  No había rechazado, en aquellos momentos, acentuar la inserción en el sistema capitalista. Es más, consideraba que debía lograrse gracias a una inversión extranjera controlada por el Estado y dirigida hacia la explotación de los recursos naturales que la debilidad del capital privado venezolano no permitiría explotar. Cabe concluir que consideraba este un paso necesario para el desarrollo de la economía nacional; y quizás también la única posibilidad de enfrentar la situación de escasez padecida por la sociedad. Igualmente, debemos formularnos dos interrogantes: ¿se manifestaba, de esta manera, la superación realista de su formación económica marxista primaria? ¿Asumía ante la cuestión económica una postura pragmática, de estadista?


  Una posible respuesta la ofrece la circunstancia de que el 17 de enero de 1943, en una concentración popular, sostuvo Rómulo Betancourt, en presencia del Presidente de la República, Gral. Isaías Medina Angarita: «Es oportuno precisar aquí que nuestra posición no es de irreflexiva xenofobia frente a la inversión extranjera (...)». Tras lo cual afirmó llanamente: «(...) La necesita un país de escaso desarrollo técnico y de limitadas reservas propias de capital. Sólo que creemos que esa inversión debe realizarse en forma tal que el Estado la condicione y la regule para que realmente sea factor dinámico y creador de nuestra vida económica y social». En suma, asumió, sin invocarla –y muy probablemente ignorándola–, la doctrina que en esta materia formularon y pusieron en práctica los congresos de la República de Colombia, alias Gran Colombia, a partir de 1821, con el fin de impulsar el desarrollo económico necesario para la edificación de esa República moderna liberal.


  La moderación que envuelve esta firme declaración revela qué y cuánta agua había corrido bajo el puente del antiimperialismo todavía perceptible en un artículo titulado «Entendimiento con Estados Unidos no debe ser entrega a Estados Unidos», publicado el 8 de junio de 1941, cuando ese país no había entrado abiertamente en la guerra hasta entonces europea. Lo propuesto debía ser «(...) un entendimiento interamericano (...)»; es decir entre las dos Américas, pero con un fundamento explícito: «Necesidad de un ‘nuevo trato’ en las relaciones comerciales entre ambas Américas». Mas la discusión debe partir de un reconocimiento:


  
    «Resulta evidente que en nuestros países existe un viejo resentimiento hacia Estados Unidos. Sus capitanes de empresa han considerado tradicionalmente a nuestros pueblos como «tierra de nadie». Hasta ahora, muy escaso beneficio hemos obtenido de la explotación de nuestras fuentes naturales de riqueza, porque la parte del león se la llevó siempre el inversionista radicado en Wall Street. El aparato diplomático, y en ocasiones hasta el militar, de Estados Unidos, respaldó más de una vez esas prácticas exhaustivas de las riquezas latinoamericanas y del trabajo de los latinoamericanos, utilizadas por las grandes empresas yanquis.»

  


  Lo que era más, los explotadores «(...) –y sus ganapanes criollos, subastadores de plumas y conciencias– han venido sosteniendo la tesis de que si no perecemos, de hambre y de inanición, es por la generosidad suya al valorizar nuestras fuentes de riqueza». Tras lo cual sentenció: «Ambas concepciones deben ser liquidadas, y en plazo perentorio (...)». Lo dicho significaba que, casi seis meses antes del ataque a Pearl Harbor, declaraba abierta la reconsideración crítica del crudo enfoque leninista del imperialismo; si bien se advierte igualmente la persistencia de una visión estrecha y ahistórica del necesario establecimiento de la articulación dinamizadora con el capitalismo en expansión, planteada, cabe subrayarlo, desde hacía más de un siglo en los congresos de la República de Colombia, alias Gran Colombia.


  La nueva situación internacional debía prevalecer: «La lógica más elemental induce a aceptar que el Gobierno Roosevelt [de Franklin Delano] tiene interés en que se amortigüen los viejos rencores latinoamericanos hacia su país. Ese rencor, de persistir, sería el mejor asidero para la propaganda totalitaria en nuestra América». Pero cabe reconocer que «(...) Precarios, por no decir ninguno, son los beneficios que hemos obtenido [los venezolanos] en el plano económico y comercial de la política rooseveltiana de ‘buena vecindad’ (...)».


  La diversificación necesaria de la economía venezolana, y la enmienda de la insuficiencia en la relación producción-consumo, estaban condicionadas por la carencia de capital nacional; lo que podía corregirse aumentando los impuestos a las empresas mineras extranjeras y obteniendo en los Estados Unidos apoyo económico real. Ofreció Rómulo Betancourt, a manera de refuerzo argumental, la visión de Venezuela por Nelson Rockefeller: «(...) Vio a Venezuela en vísperas de convertirse en una nación monocultivadora, petrolera, y sometida ‘al control de intereses extranjeros’».


  La argumentación del autor culminó con una conclusión cargada de significados, y de anticipación de nuevas políticas, algunas de las cuales, –que forman en las realizaciones de la República liberal democrática–, apenas alcanzaron el carácter de esbozo en la breve etapa de instauración del correspondiente régimen sociopolítico liberal democrático, en el lapso 1945-1948:


  
    «(...) Venezuela debe reclamar, con serena y terca energía, que la «buena vecindad» se traduzca para ella en beneficios económicos reales. ¿Cómo? Revisando el tratado comercial yanqui-venezolano en cuanto nos perjudique; gestionándose en Estados Unidos mercado estable y precios remuneradores a nuestros productos exportables; imponiéndose a las empresas exportadoras de aceite mineral el tributo previsto en el artículo 21 de la Ley de Aduanas; y traduciéndose a realidad cumplida lo que es sólo divagación alucinada del biógrafo de Mr. Nelson Rockefeller: el aporte de un 40 por ciento de capital norteamericano en empresas venezolanas, destinadas a crear una economía propia y diversificada, Y aporte este último que se realice aceptando los inversionistas que ya dejamos de ser una factoría, para convertirnos en Nación capaz de negociar con el capital extranjero en condiciones favorables para el país, dueño de la riqueza susceptible de ser explotada.»

  


  Estas consideraciones sobre la política relacionada con la inversión extranjera ganan significación si atendemos a que Rómulo Betancourt reconoció, al mismo tiempo, la importancia del papel que debía desempeñar el incipiente sector privado nacional, y contempló la necesidad de conectarlo con la inversión extranjera; representada esta por el hombre-símbolo del capitalismo, Nelson Rockefeller, al constituirse la Corporación Venezolana de Economía Básica (CVEB). El entablar estas negociaciones representó un paso de audaz realismo. Pareció justificado por la esperanza de que contribuyese a la solución de la crónica escasez alimentaria; y a modernizar el sistema de mercadeo, mediante el establecimiento de empresas que, una vez en marcha, quedarían abiertas al capital nacional, según lo estipuló Rómulo Betancourt en comunicación de 26 de junio de 1947: «(...) y que en todo caso al cabo de diez años la totalidad de las empresas estén en manos del capital venezolano».


  Estos ajustes políticos y reorientaciones ideológicas marcaron la primera etapa de la instauración de la República liberal democrática. Se esbozaron las políticas que se creyó habrían de ser fundamento de una economía nacional no subordinadamente petrolera, en la cual pudiese basarse una política global de consolidación definitiva de la independencia nacional. Pero se inscribían, con un sentido de continuidad y perfeccionamiento, con la política de desarrollo global que Rómulo Betancourt anunció al esbozar el cuadro del desarrollo integral de Guayana. Lo hizo en el discurso pronunciado en el acto de instalación pública de su partido Acción Democrática, el 13 de septiembre de 1941. Impulsar el desarrollo de Guayana significaría volver realidad la visión que allí expuso: «(...) una ciudad industrial de la Gran Sabana, construida en las vecindades de las chimeneas de los altos hornos, donde obreros venezolanos estén transformando en materia prima para las fábricas venezolanas de máquinas esos mil millones de toneladas de hierro que en sus entrañas guarda, hoy inexplotadas, la Sierra de Imataca (...)». La repercusión esperada del que más tarde fue concebido como el desarrollo integral de Guayana estaba calculada para hacerse sentir en todo el país, y en todos los sectores sociales, según lo expuso Rómulo Betancourt, Presidente constitucional, en el acto de clausura de la XVI Asamblea Anual de Fedecámaras, el 28 de mayo de 1960. Habría que «(...) formar esa legión de técnicos que necesitamos cuando dentro de poco tiempo se nos convierta Guayana, o la convirtamos nosotros con nuestro esfuerzo, en un pequeño Ruhr de nuestra América (...)»; donde se producirá aluminio en tal cantidad que podremos «(...) exportar el 25% del aluminio del mundo (...) donde después de que construyamos la represa del Guri (...) estamos [sic] en capacidad de llevar energía eléctrica al precio de céntimos de bolívar al último rincón de Venezuela (...)».


  Reforma agraria integral e industrialización básica proyectada como sector estatal de la economía


  Ubicado en una perspectiva global, el desarrollo de una economía nacional que gozara de un amplio margen de autonomía negociadora en el ámbito del intercambio económico internacional, resultaría de la combinación de dos grandes políticas sectoriales, desarrolladas simultánea y coordinadamente: una reforma agraria integral, que rescatase la población rural del profundo atraso en que se hallaba literalmente postrada –y la cambiase en productora y consumidora, convirtiéndose de esa manera en mercado– y una industrialización en la cual se combinasen un sector privado, estimulado y financiado por el Estado, y una industria básica, proyectada y desarrollada como sector estatal. Tal sería, para Rómulo Betancourt, el fundamento de una economía nacional, emancipada del predominio absoluto de la contribución petrolera. De ambas políticas cabía esperar una fortísima irradiación de progreso para todas las áreas y niveles del complejo social.


  Mas, al tomar este camino se debía tener conciencia de que la eventual nacionalización del petróleo, y la posición ante la inversión extranjera, eran cuestiones clave. Debía razonarse acerca de ellas en función del desarrollo de una genuina economía nacional, partiendo de dos consideraciones que, en el caso de Venezuela, se hallaban orgánicamente vinculadas. Era la venezolana una economía petrolera en el absoluto sentido de la palabra. La industria petrolera era la primera empleadora, la base del erario, el único sector moderno de la economía y la respuesta a la búsqueda de la articulación con las economías desarrolladas. En segundo lugar, la porción no petrolera de la venezolana era una economía primaria, sin desarrollo tecnológico propio como no fuese el obsoleto tradicional criollo, y capitaneada por una burguesía descapitalizada, lo que hacía imprescindible, como había sucedido en otros países, incluso en los iniciales Estados Unidos de América agropecuarios, el recurso a la inversión extranjera y a su arsenal tecnológico. ¿Cuánto espacio podía quedar para las aspiraciones de un desarrollo económico no solo autónomo sino también autosuficiente?


  Esbozo de las grandes líneas de la política exterior


  La institucionalización primera y primaria de la República liberal democrática determinó que por primera vez se pusiese atención a la formulación de una agenda activa, no solo reactiva, de la política exterior republicana, ahora apropiada a las necesidades de la estabilización de esa República; pero adelantada en función de una apreciación realista del escenario político internacional de postguerra. Lo más significativo en esta agenda fue el cambio de enfoque: se atendió a que los lineamientos de la política exterior debían nacer del resultado de la evaluación, de naturaleza conceptual y doctrinaria, de las necesidades y los objetivos del proceso global de instauración de tal República.


  Ciertamente que la prioridad en política exterior consistiría, como correspondía, a la salvaguarda y consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático venezolano, en vías de ser instaurado. Mas no derivaba de allí una estrecha visión nacionalista, sino una concepción amplia del interés nacional, que por su naturaleza democrática era capaz de concernir, en conjunto, a los Estados latinoamericanos que procuraban un objetivo semejante. A estos efectos debía tener especial importancia la denuncia y condena de las dictaduras latinoamericanas, porque, además de oprimir a sus respectivos pueblos, por temor a que alguno de ellos se contagiase del ejemplo venezolano, podrían prestarse a entrar en maniobras políticas y conspiraciones dirigidas a desestabilizar el experimento venezolano. De allí el llamado a aislar políticamente a las dictaduras subsistentes –pero también adverso al intervencionismo directo–, denominado luego Doctrina Betancourt. Con igual propósito se promovió la procuración de garantías, en los organismos internacionales.


  La situación internacional de creciente confrontación de los dos grandes bloques, denominada la Guerra Fría, determinaría la necesidad de un nuevo enfoque de la denuncia y el combate de la penetración comunista en América Latina. En la etapa fundacional de la República liberal democrática, la intensidad del enfrentamiento de Rómulo Betancourt y su partido Acción Democrática con los comunistas venezolanos alcanzó un nivel muy alto, con motivo de la alianza por ellos establecida con el régimen representado por el depuesto presidente Gral. Isaías Medina Angarita, a través del oficial Partido Democrático Venezolano (PDV), en el cual figuraban compañeros de la generación del 28, y algunos que habían sido sus amigos. No parece que sea un exceso de suspicacia el atribuir a la colaboración de estos últimos las sobresalientes similitudes programáticas, claramente perceptibles, entre el discurso de aceptación de su candidatura presidencial, pronunciado por el Dr. Ángel Biaggini el 2 de octubre de 1945, y el programa de reformas y cambios que venía agitando la oposición democrática. Mas en esa confrontación predominaba el rechazo del procedimiento sucesorio autocrático. Incrementó la hostilidad recíproca la defensa armada del régimen autocrático por algunos militantes comunistas, y política por el partido mismo, movidos todos por una errónea interpretación de la legalización de ese partido como una prueba de la intencionalidad democrática del régimen dictatorial depuesto. ¿O movidos, también y más, por su ya declarado odio a Rómulo Betancourt?


  La vocación grancolombiana de Rómulo Betancourt –demostrada durante el exilio– fue puesta en práctica en dos áreas, acordes con las contempladas en la Alianza Unionista de la Gran Colombia, propuesta por él en una conferencia dictada el 29 de mayo de 1930. Ellas fueron la promoción de la cooperación fronteriza y la creación de la Flota Mercante Grancolombiana, concebida esta última para contrarrestar el predominio ejercido por la Conferencia Naviera del Caribe, oligopolio encarecedor de los fletes; lo que repercutía sensiblemente en la carestía en el mercado interno y en la competitividad para la exportación.


  Esta visión integracionista de Rómulo Betancourt, que sobrepasaba el escenario venezolano-colombiano, probablemente tradujo la circunstancia de que él se desenvolvió, en gran parte, durante casi toda la fase primaria de su formación política, en el clima ideológico de el culto a Bolívar y a su entorno heroico, desarrollado bajo la égida de la dictadura gomecista; y llevado a su más aguda expresión por el celo bolivariano del presidente Gral. Eleazar López Contreras. Poco o nada sorprendente es que su pensamiento político respecto de la proyección extranacional de la democracia hallase en ese artificio político-historiográfico inspiración y argumentos. De ello da testimonio el que situase bajo esa égida su proyecto de «Alianza Unionista de la Gran Colombia». Así lo anunció en su mencionada conferencia dictada el 29 de mayo de 1930, en Barranquilla. Se trataba del intento de rescatar la República de Colombia, adelantada por una «(...) organización creada por un grupo de hombres jóvenes sin compromisos con el pasado, [que] aspira a reconstruir aquella Gran Colombia que forjó en la fragua de su genio el Libertador y que fue atomizada por divisionismos de caciquillos (...)». A lo que siguió la definición ideológico-política de lo que habría de ser restaurado: «(...) Nuestra Alianza es, pues, un bloque unionista de firme, de definida, de militante filiación antiimperialista (...)». Al remitirle un ejemplar de Bases de la Alianza unionista de la Gran Colombia, informó a Mariano Molina, en carta del 12 de agosto inmediato, sobre el carácter realista de la empresa. Comenzó por señalar lo que ella no pretendía ser: «(...)se trata de luchar por la reintegración de la Gran Colombia. Esto no por vías utópicas de centralización política, de destrucción de barreras geográficas, de unificación oficial de nuestras nacionalidades bajo un solo estatuto. No es eso a lo que aspira la Alianza(...)». Pasa a sintetizar los objetivos, en cuya formulación se combinan un idealismo sociohistórico excitado con una visión de largo plazo que quiso ser realista:


  
    «Simplemente, a vincular espiritualmente a nuestros pueblos, a identificarlos en aspiraciones comunes, a destruir por el conocimiento y el aprecio recíprocos los recelos fronterizos, los odios, las prevenciones que nos han mantenido durante cien años enseñándonos los dientes. Para lograr esa aspiración, la Alianza predica cultura intensiva, «al alcance de todos y con la tercera parte del presupuesto nacional» y la adopción por todos los países que constituyeron la Gran Colombia de unos principios legislativos comunes: ciudadanía automática, libre intercambio comercial de productos agrícolas o manufacturados, unificación de leyes agrarias, de pensums [sic] escolares y universitarios, etc. (...).»

  


  En esta labor de promoción y organización, el 30 de agosto de 1930 escribió a Antonio Noguera, en términos que sobraría comentar: «(...) Los puntos de doctrina sobre los cuales insistimos persistentemente son: cultura, libertades públicas y fervor racial [por tal debe entenderse el concepto de raza latinoamericana, entonces en boga, utilizado para designar a las sociedades criollas], conciencia de nuestros destinos y de nuestras posibilidades como pueblos, en definitiva (...)». En lo inmediato, «(...) Tendremos una fuerza organizada que nos respaldará, que estará con nosotros (...)». En cuanto «(...) al propósito ‘lejano’, al que los sabelotodo y los escépticos de pulpería califican de utópico: la efectiva vinculación de nuestros pueblos(...)», con miras de gran alcance: «(...) Nuestra unión con Colombia –no política sino de índole cultural y con un buen aporte de unificación económica– es lo único que puede fortalecernos para la formidable lucha que nos espera mañana, frente al imperialismo (... )».


  PARTE VIII.

  El estadista socialdemócrata Rómulo Betancourt se halló de nuevo en el exilio, su tercero


  (...) estoy animoso y combativo como siempre. Se me hostiliza porque no cejo en la lucha. Al fin, triunfaremos en Venezuela. Volveré a gobernar, si no me matan en el camino. No hay día en que no trabaje, para alcanzar ese fin. Si no gobierno yo, personalmente, siempre gobernará Acción Democrática (...).


  Carta de RÓMULO BETANCOURT a Serafino Romualdi, de 31 de marzo de 1955.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, p. 396


  Desde el punto de vista de su personalidad histórica, al exilio no salía el joven carente de formación ideológico-política del primer exilio, caribeño y centroamericano. Tampoco el líder todavía en ciernes del segundo exilio, impresionable por lo para él novedoso del escenario político chileno. Al tercer exilio salía un líder formado, veterano de la lucha por el Poder Público e iniciado en el papel de estadista. Culminadas esas etapas de su escolaridad ideológico-política, emprendía el que resultaría ser una suerte de postgrado de alto nivel, tanto para el líder político como para el dirigente partidista y el estadista democrático. En estas tres funciones, orgánicamente vinculadas entre sí, tuvo que rehacerse y rehacer a otros. En cuanto al liderazgo, se ocupó de perfeccionar la tarea iniciada, mucho tiempo atrás, como líder emergente, de vencerse a sí mismo; en cuanto al dirigente, tuvo que proyectar una ejemplaridad que, dada la dureza de las pruebas a que fue sometida, no es sencillo saber si era más necesaria para quienes miraban hacia él que para el mirarse a sí mismo. Al surgente estadista democrático, le correspondería labrarse un espacio en una confrontación entre gigantes prepotentes, en la cual únicamente podía contar con la aspiración de libertad y democracia de los débiles.


  Un liderazgo comprometido


  El período comprendido entre el golpe militar del 24 de noviembre de 1948, que interrumpió la instauración y montaje fundacionales de la República liberal democrática; y el inicio de la reinstauración de esa República, el 13 de febrero de 1959, con la juramentación de Rómulo Betancourt como su Presidente Constitucional, fue de prolongado y duro sometimiento a prueba de la capacidad de liderazgo político, y de dirigente y conductor ideológico de su partido Acción Democrática, del entonces segundo Presidente libre y democráticamente electo de nuestra historia.


  El llegar a serlo requirió una celosa guarda de los valores ideológico-políticos en cuya formación había trabajado desde el inicio de su primer exilio. También una constante vigilancia, ejercida sobre las conductas colectiva e individual de los militantes de su partido, en el exilio y en el país. Todo enmarcado en la formulación de una estrategia política acorde con el nuevo escenario ideológico-político internacional, conformado bajo las implacables determinaciones de la Guerra Fría. Por consiguiente, con el retorno al poder culminaría para Rómulo Betancourt un prolongado y duro trance de rectificación, preservación y consolidación –tanto como de creatividad política– en materia de liderazgo y de formulación de estrategias y tácticas; esto en función de situaciones para él sin precedentes.


  Si bien en el período que así culminaba se advierten claras líneas de continuidad, para los fines de su mejor comprensión parece razonable demarcar dos etapas, cada una de las cuales expresa esa continuidad en una perspectiva diferenciada y sobresaliente. Así, la primera etapa, que denomino un liderazgo que restaurar, reafirmar y preservar, estuvo centrada en la cuestión del liderazgo contestado, tanto respecto del partido en el interior del país como respecto de algunos grupos de exiliados. La segunda etapa, que denomino el camino del retorno al poder: efectos conjugados de las circunstancias internacionales y del cuestionamiento del liderazgo, estuvo centrada en los esfuerzos específicamente dirigidos a recuperar para su partido el Poder Público. Obviamente, la persistencia de las líneas de continuidad obliga a cierto grado de reiteración temática; pero la creo justificada porque ella se inscribe en la fundamental diferenciación entre las etapas en las cuales se aprecia dicha continuidad. De manera general, sitúo esta licencia bajo la invocación de la dinámica histórica de continuidad y ruptura.


  De lo que acabo de decir pareciera poder colegirse que entramos en una estancia de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt que resultaría ser menos relevante que las precedentes. Esta sería una apreciación errónea. Derivaría de la subestimación de la naturaleza profunda de esta nueva fase, en lo concerniente a la depuración de su decantación ideológica y al fraguado de los valores sociopolíticos inherentes a su vocación de estadista socialdemócrata. Estos valores fueron, para él, ámbito de incesante prueba de los valores ideológico-políticos críticamente adquiridos, y de las convicciones sociopolíticas en formación desde los inicios de su vida política. Solo que si bien en ninguna etapa de la vida histórica de Rómulo Betancourt ello transcurrió sin tener que enfrentar retos y acechanzas, en esta habría de hacerlo en un escenario, nacional e internacional, de renovada complejidad y no ya poco propicio sino frecuentemente hostil. ¿No bastaban estas circunstancias para generar desconcierto y, probablemente, algo más?


  La necesidad de desenvolverse en un escenario internacional nuevo


  Hecho blanco de simplistas pero tenaces caracterizaciones –en sus predios, algunas políticamente adversas; en el escenario internacional, muchas ideológicamente hostiles–, Rómulo Betancourt sobrevivió a la necesidad de desenvolverse en un escenario mundial que le resultaba nuevo y cargado de drásticas confrontaciones, ideológicas, políticas y militares. No parece que algo de lo vivido y experimentado pudiese haberlo preparado, adecuadamente, para desenvolverse en semejante trance. Por lo general tuvo que valerse de su inspiración; y en algunas ocasiones tocar de oído. Pero, contaba con un poderoso aliado, conformado por su firme vocación de libertad y democracia, unida a una aptitud crítica y a un sentido histórico en cuya adquisición y afinamiento había trabajado desde su adolescencia; lo que, pasado el efecto inmediato de la pérdida del poder, le ayudó de manera constante a enfrentar lo nuevo sucesivo controlando la capacidad de sorprenderse.


  Un prestigio severamente afectado por una catástrofe política de la que se le señalaba como principal responsable


  En los hechos, se trataba de un exilado severamente afectado, en lo espiritual y en político-partidario. No parece que sea razonable, ni quizás posible, disociar estos términos de la situación del nuevo exilado; habida cuenta de la magnitud y de la intensidad del compromiso adquirido y visiblemente desvirtuado. ¿Comenzó en esa instancia la soledad que acompañaría a Rómulo Betancourt hasta el final de su vida histórica? Bien valorada, de su esquela de despedida se desprende un sabor que parece corroborarlo.


  
    «1º Dic. de 1948. Compañeros del Cen [Comité Ejecutivo Nacional]: Imposibilitado de comunicarme con Uds. he tomado la decisión de irme a una Embajada y procurar salir al extranjero. Esta grave decisión la adopto fríamente, serenamente, ocho días después de la militarada. Las razones son tres. 1.º) Me apresarán o asesinarán de un momento a otro. No estábamos preparados para la ilegalidad y esto me afecta más que a nadie. He andado estos días saltando de una casa para otra a pleno día, manejando yo mismo, entre gentes aterradas, tirándome la puerta en las narices (Ayer atravesé a pie por un pelotón de soldados, dirigidos por Rincón Calcaño – 2.º) La presencia mía en la clandestinidad si es que pudiera mantenerme en ella, creará en las gentes falsa ilusión de que vamos a recobrar de inmediato el poder. Volveremos a él, pero después de un trabajo lento y no por una acción mágica, y 3.º) Vivo un momento de íntima depresión, explicable por razones que conocen varios compañeros del Cen. Esta situación de ánimo me resta transitoriamente serenidad para analizar los acontecimientos. Creo que el Cen, para evitar desconcierto, debe decir en un comunicado impreso que ordenó mi asilamiento y salida al extranjero. Si no lo hace, lo interpretaré como desaprobación de mi conducta y me condenaré a la anonimia en un exilio sin retorno: Pero no olviden esto: estoy procediendo fríamente, con lucidez, seguro de mí mismo, con total confianza en el pueblo y en el partido, sin vacilar en la creencia de que el futuro me dará la razón. Los abraza, R.»

  


  Tenida cuenta del empeño por todos demostrado, y del esfuerzo colectivo invertido en la instauración de la República liberal democrática, lo ocurrido el 24 de noviembre de 1948 había sido una catástrofe política. Para muchos, ella demostraba incluso la vanidad del empeño en instaurar la democracia en una sociedad inadecuada. No sin motivos, al menos aparentes, Rómulo Betancourt era señalado como principal responsable de esa catástrofe; no solo por los rasgos, reales y atribuidos, de su conducta política; sino incluso por los de su personalidad. Los reproches recorrían una gama que iba desde su terquedad hasta su sectarismo. ¿Sancionaban con ello su creatividad, determinación y arrojo políticos? ¿Hacían prevalecer, respecto de estas cualidades, tono de voz, actitudes, vehemencia? ¿Pero, era posible juzgar con serenidad a quien había sido primordial en el desatado de la tormenta sociopolítica?


  Asediado por la pobreza y la precariedad del exilio


  La realidad era que se trataba de un líder caído en desgracia y asediado por la precariedad de sus condiciones de vida y la pobreza. Aunque con ello se componía un cuadro para él nada novedoso; sí acentuado. Quedaba puesto de evidencia, en cambio, que durante su ejercicio de la Presidencia de la Junta Revolucionaria de Gobierno, y de su desempeño como Presidente provisional de la República, había observado escrupulosamente su prédica de honestidad administrativa, observada aun en situación de excepcionalidad revolucionaria.


  La situación personal se agravaba porque reunía su condición de presidente del partido y la de líder responsable de la orientación ideológico-política; comprometido a cumplir con las funciones correspondientes y con frecuencia moralmente obligado a practicar la solidaridad con militantes exilados, desconcertados y aun carentes de recursos; aspecto este último en el cual se hallaba todavía más limitado por la vigencia de la norma, inflexiblemente respetada, de no emplear en ayudas personales los fondos que pudieran recabarse para el partido. Esto último en circunstancias en las cuales la falta de recursos era extrema, tanto en el país como en el exilio. Hasta el punto de que fue necesario recaudar fondos en el exilio para auxiliar al partido en el interior del país. Situación que, por otra parte, revelaba imprevisión mientras se transitó por el poder. Esto, en medio de ingentes esfuerzos por organizar a los exilados, mientras en la clandestinidad reinaba una explicablemente acentuada falta de organización.


  La infructuosa gestión de solidaridad ante organismos internacionales


  No obstante las grandes dificultades que debía enfrentar, Rómulo Betancourt puso todo su empeño en llevar a cabo una gestión de solidaridad ante organismos internacionales que se reveló ardua, y en ocasiones frustrante. ¿Era todavía creyente de las virtudes del legado ideológico-político de la Segunda Guerra Mundial? Quizás se trató solo de que no disponía de otro punto de apoyo que pudiese tener alguna significación para los organismos internacionales, cuando fuese invocado por los países que al hacerlo demostrarían compartir la buena memoria de los países débiles oprimidos. El resultado de su esfuerzo consistió en comprobar la imposibilidad de competir, esgrimiendo la causa de la restauración de la democracia en una Venezuela políticamente marginal, con áreas y focos de conflicto que concernían directamente a las potencias, ya enzarzadas en la contienda mayor de la postguerra.


  No era fácil hacer valer el caso venezolano, dado que sobre la apenas instaurada República liberal democrática pesaba la sospecha de haber mostrado una marcada inclinación hacia el comunismo, sospecha que probablemente parecía verosímil, dada la bien ganada fama de antiimperialista de su máximo gestor y dirigente. No costaba mucho admitir que sería un error distraer, al considerar de interés estratégico un caso que no implicaba amenaza alguna, la atención reclamada por los grandes conflictos internacionales, directamente relacionados con la confrontación entre las hegemonías.


  Efectos de la visión crítica de Rómulo Betancourt sobre la ONU y la OEA


  Rómulo Betancourt acudió ante dos instituciones con las cuales guardaba una relación que pudo hacerle concebir esperanzas de que sus gestiones serían al menos oídas, si no escuchadas. Había promovido el ingreso de Venezuela a la Organización de las Naciones Unidas, y había participado como delegado por Venezuela, de manera destacada, en la creación de la Organización de Estados Americanos, en la IX Conferencia Interamericana, inaugurada el 20 de marzo de 1948 en Bogotá.


  Lo infructuoso de sus esfuerzos lo indujo a formular una valoración crítica de estos organismos. El saldo fue la comprobación, nada alentadora, de que estaban ¿incomprensiblemente? más interesados en combatir la expansión del comunismo en el sudeste asiático y en Europa, que en contrarrestar su penetración en América Latina; penetración que él denunciaba, con insistente argumentación, como favorecida por los desmanes cometidos por los regímenes dictatoriales, dado que algunos de estos, para ganarse el favor del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, al perseguir también a los comunistas los hacían aparecer ante la atención pública como defensores de los valores humanos y políticos.


  Los efectos que esta peripecia entre la razón política y la razón de Estado, en el temple de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, se reflejaron en su correspondencia con el organismo coordinador de los exilados, y con algunos de sus compañeros más allegados. Pero se cuidó siempre de que su desagrado no denotase intención de abandonar los esfuerzos que realizaba. Los concentró en el montaje y cultivo eficaces de una red de solidaridad internacional, para lo cual apeló a viejas amistades e impulsó la participación en ello de exilados venezolanos en diversos países; haciendo valer su autoridad de presidente del partido, mediante reconocimientos y recriminaciones.


  Se fijó como objetivo la promoción de la solidaridad democrática continental, para poder plantear el caso de Venezuela, en los organismos internacionales, con mejores posibilidades de que fuese atendido. A estos efectos trató de comprometer legisladores, ministros y jefes de Estado, amén de periodistas e intelectuales prestigiosos. El momento culminante de estas gestiones fue la celebración en La Habana de la Primera Conferencia Interamericana Pro Democracia y Libertad. Dio lugar a que Rómulo Betancourt pronunciara, el 12 de mayo de 1950, un discurso en el cual caracterizó la actuación de la Organización de Estados Americanos (OEA), al debatir la cuestión de fondo: el principio de la no intervención, relacionándolo con la posible actuación de organizaciones internacionales en defensa de la democracia. Señaló la existencia de fisuras «(...) en el bloque regional de países que integran la Organización de Estados Americanos (...). Existen recelos y pugnacidades latentes entre los gobiernos dictatoriales y los ya escasos de origen representativo y raíz popular (...)». El panorama está dominado, dijo, por «(...) una evidente crisis de la confianza popular en la sinceridad de los gobiernos-líderes del llamado frente occidental. Es que esos pueblos, con lógico razonamiento, no entienden cómo se le [sic] está llamando a somatén para rechazar la avalancha totalitaria que viene desde las estepas rusas, mientras se hace tan poco para detener los desmanes de los totalitarismos domésticos».


  Especial atención le mereció, por ser condicionante general de los afanes solidarios, tanto sindicales como políticos, la cuestión de la no intervención. Dijo el orador que nadie planteó en la Conferencia «(...) que unilateralmente interviniera una determinada Cancillería del continente en las cuestiones internas de otro país (...)». Reafirmó el «(...) principio de la no intervención, recta y no falazmente interpretado (...)». Pero, en la Conferencia, «(...) al propio tiempo se recordó con reiterada insistencia que no vicia ese principio del derecho público americano, sino que lo complementa y humaniza, la defensa colectiva de los derechos del hombre (...)». Como resultado, sostuvo, se había creado una situación contradictoria, cuyo saldo estaba claro:


  
    «(...) No se explica nadie por qué algunos de los gobiernos que en la ONU sancionan con sus justas y encendidas críticas a los regímenes situados en el Este de Europa, detrás de la Cortina de Hierro, por sus violaciones desenfadadas a la libertad y a la dignidad del individuo argumenten en la Organización de los Estados Americanos que es organismo regional de naciones, estructurado jurídicamente en torno a los principios normativos de la Carta de San Francisco [Fundacional de la ONU], debe guardar silencio indiferente ante los periódicos censurados, los exilios en masa, los centenares y aun millares de presos sin mandato judicial lanzados al fondo de los calabozos, las cotidianas violaciones a las libertades sindicales y a otras que forman patrimonio esencial del hombre de nuestro tiempo, en los países que integran lo que se está perfilando como una segunda Cortina de Hierro, enclavada en el hemisferio occidental.»

  


  Consideró que era necesario comprender que «(...) la ONU y la OEA no pueden continuar de brazos cruzados frente a los métodos ‘húngaros’ [alude a la represión practicada por el régimen comunista de Hungría] de represión política y social vigentes en nuestra América Latina (...)». Se llamó en la Conferencia, afirmó, a comprender que al «(...) proceder así estarán realizando labor de solidaridad democrática y alzando vallas de contención al avance del comunismo internacional (....)». El saldo no pudo ser más desalentador, si bien Rómulo Betancourt, dando prueba de la terquedad de que se jactaba, sostuvo su esfuerzo hasta el último día de su exilio.


  La promoción sindicalista en el exilio


  Su cuidado de la autonomía del movimiento sindical, y su alta valoración política del mismo, dieron mejores frutos. Compensaron en parte lo poco feliz de la promoción de la solidaridad internacional, en el nivel gubernamental como en el de las organizaciones internacionales no sindicales. Rómulo Betancourt desarrolló un persistente y fructífero trabajo persuasivo ante el movimiento sindical de diversos países, y ante sus organizaciones internacionales.


  Merece ser subrayado el hecho de que el celo político de Rómulo Betancourt se repartió de manera convincente entre el partido y el movimiento sindical. Puso especial cuidado en la ambientación de los líderes sindicales exilados, y propició el establecimiento de relaciones entre esos líderes y los dirigentes de organizaciones sindicales, nacionales e internacionales; asesorándolos y aconsejándolos políticamente para el más efectivo establecimiento de relaciones personales con dirigentes sindicales extranjeros. Esta disposición da pie para evocar lo arraigado de su formación marxista básica. ¿Suplía de esta manera la impracticabilidad de constituir un partido del proletariado?


  Las relaciones con el sindicalismo norteamericano


  Particular atención prestó Rómulo Betancourt al relacionamiento, suyo y de diversos dirigentes sindicales exilados, con el movimiento sindical norteamericano, representado por la AFL (American Federation of Labor) y el CIO (Congress of Industrial Organizations). Estas poderosas organizaciones brindaron solidaridad y prestaron ayuda económica al movimiento sindical venezolano, exilado y en la resistencia. Desempeñó un importante papel en estas gestiones Serafino Romualdi, funcionario dirigente de la AFL, con quien mantuvo, además, una estrecha amistad personal; lo que puso más ponzoña en la censura de sus ahora enemigos comunistas. Como era de estilo, estos denunciaron a Romualdi como agente de la CIA (Central Intelligency Agency).


  En los hechos, queda claro que Rómulo Betancourt tuvo dos objetivos estratégicos al cultivar esta relación con el sindicalismo norteamericano. Estimaba, acertadamente, que ella sería una vía para llegar a la opinión pública norteamericana, que consideraba deficientemente informada sobre la cuestión venezolana; y, por este medio, y dada la significación del movimiento obrero en la política interna de los Estados Unidos de América, llegar a influir también en el Departamento de Estado y en el Congreso. Al mismo tiempo, esa relación ayudaría a disipar las sospechas que todavía despertaba su ya remoto pasado de militante comunista; y su no menos militante y sí perdurable antiimperialismo. Estas relaciones favorecieron también la conexión con el sindicalismo internacional, al calor del pugilato ideológico-político entre la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres (CIOSL) y la Federación Sindical Mundial (FSM), esta patrocinada y manejada por el gobierno soviético. Razonando en función del propósito de retornar al poder, estimó que llegado el momento las relaciones con el sindicalismo norteamericano podrían ser muy útiles para acreditar, ante la opinión pública y el Gobierno de los Estados Unidos de América, la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático.


  Alerta ante una eventual unidad sindical con los comunistas, ante el antiyanquismo; y respecto de la CTAL y la FSM


  Correlativa con esta estrategia corría, expresamente declarada, la tenaz y esclarecedora vigilancia sobre la eventual unidad de los sindicalistas adecos con los sindicalistas comunistas. En este frente, Rómulo Betancourt no escatimó censuras, amonestaciones ni prevenciones, demostrando no solamente celo sino también una clara visión de la importancia del movimiento sindical; al igual que de las repercusiones políticas negativas de tal eventual conducta de ese movimiento, en el exilio y en el interior de Venezuela.


  Las baterías ideológicas y disciplinarias del presidente del partido apuntaron, de manera expresa y drástica contra el antiyanquismo, en el que incurrían algunos dirigentes sindicales democráticos. También contra los cantos de sirena de la Confederación de Trabajadores de América Latina (CTAL), capitaneada por el Lic. Vicente Lombardo Toledano, con quien polemizó directamente; y contra los seductores pronunciamientos antiimperialistas y pro independencia nacional de la Federación Sindical Mundial (FSM), regida por Stalin a través de los sindicatos soviéticos, validos de invitaciones y otros beneficios. Fueron difíciles las relaciones con la Organización Internacional del Trabajo (OIT) debido a la presencia oficial de la dictadura en esa organización, pese a su ejecutoria antisindical. No obstante, esta situación desembocó en el retiro del gobierno venezolano de la OIT, disgustado por la publicación de un informe sobre violación de libertades sindicales en Venezuela.


  Un liderazgo que consolidar y preservar


  La tarea estaba claramente planteada. Consistía en consolidar y preservar un liderazgo; combinando para ello firmeza de líder, determinación de dirigente y persuasión de orientador ideológico y de guía conductual de militantes. Todo esto en circunstancias generalmente poco propicias y con frecuencia agresivamente adversas. No en balde algunos antibetancuristas hicieron circular el rumor de que Rómulo Betancourt, abrumado por el que ellos, históricamente miopes, consideraron el irrecuperable fracaso de la República liberal democrática, había abandonado la lucha política; infundio que él rebatió firmemente. El 5 de agosto de 1949 se dirigió, desde Washington, mediante carta a A. J. Blanco Monasterios, quien se hallaba en Cuba, «(...) a los compañeros recién expulsados [del país] (...): Serás vehículo para que mis ideas lleguen a todos los compañeros que viven otra etapa más de sacrificio, en esta lucha de tantos años que venimos realizando, por Venezuela y para Venezuela (...)». Le encarga hacerles conocer su manera de pensar, que «(...) la he venido sosteniendo desde el primer momento [en] que salí de Venezuela, en contacto con los compañeros en exilio y con los del interior, apenas logré comunicación con el CEN (Comité Ejecutivo Nacional) (...)».


  Reiterar el orgullo por la obra realizada y reafirmar la viabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático


  Nada fácil resultaba reiterar el orgullo por la obra realizada. Tampoco proclamar la viabilidad histórica del régimen sociopolítico liberal democrático, cuya instauración, primera y primaria, había sido interrumpida por el golpe militar del 24 de noviembre de 1948. Cualquier planteamiento en este sentido podría ser interpretado, no como valoración de lo hecho sino como justificación de las pretendidas torpezas reprochadas a Rómulo Betancourt. Objetivamente, lo inesperado, lo súbito y lo abrumador del desastre padecido parecían destinados a sembrar el pesimismo, sobre todo en quienes sufrían el exilio por primera vez.


  Sobresalió en este trance el equilibrio conceptual demostrado entre la reivindicación de la potencialidad histórica de lo emprendido, la responsabilidad asumida por lo actuado y la determinación, ajena a desmayos, de perseverar en la lucha dando ejemplo de sacrificio personal, y concentrando en ello su voluntad aun en los momentos políticamente más difíciles; y el riesgo personal llevado hasta los intentos y planes de asesinato.


  El pronóstico optimista como táctica alentadora


  Con el propósito de recomponer la voluntad de lucha de los exilados, abrumados por la dificultad de sobrevivir en condiciones de acentuada precariedad; y no menos la de quienes libraban, en el interior del país, la lucha clandestina contra la dictadura, enfrentando una represión desorbitada y en medio de toda suerte de penurias, Rómulo Betancourt se convirtió en un pronosticador del final relativamente próximo del eclipse parcial padecido por la democracia.


  Si relacionamos estos pronósticos fallidos con la necesaria afirmación de franqueza y veracidad, que consideraba inherentes a la función de liderar, cabría preguntarse: ¿fueron errores de pronóstico? Pero, ¿su frecuencia no habría de minar la confiabilidad del líder? Cabría, sin embargo, formularse una interrogante aún más comprometedora: ¿practicó el pronóstico optimista como táctica desesperada? Mas, de ser así, bordearíamos el crudo oportunismo político. Pero se suscitan posibles, y más serias, implicaciones de este juego de las esperanzas y frustraciones, practicado a lo largo de casi una década. Al proceder de esta manera, Rómulo Betancourt, ¿incurría en una deliberada infracción a su realismo político? De ser así, ¿quedaría algo de su reiterada afirmación de franqueza y de apego a la verdad desnuda? O, en cambio, solo quedaría comprobada la futilidad de estas interrogantes, al estar referidas a quien ya debía ser considerado un político ducho.


  Quizás por esto último debamos darles paso a viables explicaciones, que formarían parte del arsenal disponible para un líder en apuros. Tomando pie en su reiterada reivindicación de franqueza y veracidad: ¿era admisible que se equivocase habiendo dicho siempre la verdad? De ser así, ello no lo haría menos vulnerable a la crítica de su idoneidad como dirigente, y vería debilitarse su liderazgo. Parece posible concluir que Rómulo Betancourt no fue ajeno a la práctica de la verdad política, consistente en volver acierto lo erróneo, como lo demostró palmariamente con ocasión de las elecciones de setiembre de 1952, cuando su prédica, sostenida y bien argumentada, de la abstención, fue convertida por los electores en una victoria de la oposición a la dictadura militar, al votar por el partido Unión Republicana Democrática (URD), liderado por Jóvito Villalba Gutiérrez. Sucedido esto, sostuvo Rómulo Betancourt que ese resultado había obedecido a un cambio de línea política dispuesto, con muy escasa antelación y superando todos los obstáculos para impartirlo, utilizando canales clandestinos, por la dirección del partido Acción Democrática, la cual presidía.


  Actualización de la posición respecto de los Estados Unidos de América


  El ajuste estratégico de la posición de Rómulo Betancourt, respecto de los Estados Unidos de América, fue cuestión clave en el proceso de reorientación ideológico-política requerido por la consolidación de su liderazgo, en el trance de la formulación de la estrategia de retorno al poder, mediante el rescate de la República liberal democrática.


  Vale considerar dos posibles fuentes de motivaciones de tal operación ideológico-política. Pero estas deben ser apreciadas en función de la claridad y la firmeza con que se procuraba continuar la obra de transformación sociopolítica de la sociedad venezolana, prosiguiendo la que luego denominó Rómulo Betancourt la revolución democrática.


  ¿Evaluación realista de la crisis de la República liberal democrática y de las posibilidades de su reinstauración?


  Ubicada, como corresponde históricamente, en una perspectiva de largo plazo, vale preguntarse si esta actualización de la postura de Rómulo Betancourt respecto de los Estados Unidos de América fue resultado de una reevaluación realista de lo sucedido; concluyendo de esta que se trataba de un eclipse parcial en la instauración de la República liberal democrática. Esta operación debía fundarse en la convicción de que esa instauración se inscribía en el curso histórico de la sociedad, como un paso necesario en la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia. Esta convicción cuadraba con la concepción materialista de la Historia, regida por la dinámica de continuidad y ruptura, pero suscitaba la necesidad de señalar el destino de esa marcha: ¿lo era la democracia liberal misma; o esta habría de ser, como previsto por la estrategia socialdemócrata doctrinaria, la antesala del socialismo? No se advierten indicios de que a estas alturas de la evolución de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt esto último fuese lo que él se planteaba, aunque fuere de manera tácita.


  De admitirse esto último, el realismo en que se fundaría la mencionada evolución ideológico-política de Rómulo Betancourt sería referible a las posibilidades de la reanudación de la instauración de un objetivo histórico ¿inmediato o suficiente? En el primer caso, el objetivo habría correspondido a un enfoque político transitorio. En el segundo caso, implicaría haber sometido a una revisión fundamental la naturaleza del objetivo perseguido; como también poner de lado las tesis de León Trotsky sobre la necesidad de un intervalo liberal democrático, preparatorio de la revolución propiamente dicha. Quizás la respuesta acertada sea que aún no había fraguado la teoría de la revolución democrática.


  Necesidad de ganarse la opinión pública norteamericana


  Cualquiera que fuese la respuesta que se pudiese dar a las interrogantes precedentes, lo comprobado es que Rómulo Betancourt consideró que era necesario ganarse la opinión pública norteamericana; e influir por su medio en las instancias gubernamentales, disipando los recelos –infundados en el pasado e injustificadamente acentuados en el presente internacional– acerca de los propósitos reales de la lucha por la implantación de la República liberal democrática en la estratégica Venezuela petrolera.


  En su situación de exilado, enfrascado en una lucha permanente por consolidar su liderazgo, al mismo tiempo que disipaba las aprehensiones ideológicas cultivadas por sus adversarios y los voceros de estos en los Estados Unidos de América; además de contar con muy escasos medios para difundir y hacer valer sus argumentos ante las instancias gubernamentales de los Estados Unidos de América, lo intentó, con poco éxito, mediante sus conexiones con la prensa y las agencias noticiosas internacionales. Pero con mejor suerte cultivando las relaciones con el movimiento sindical.


  Necesidad de contrarrestar reacciones adversas en sus propias filas


  Al mismo tiempo le era necesario a Rómulo Betancourt enfrentar las repercusiones perturbadoras que este cambio ideológico estratégico –respecto del objetivo final de su lucha; y en relación con la revisión de su posición ante los Estados Unidos de América– tenía en sus propias huestes, atendiendo a la persistencia en ellas de los efectos del antiyanquismo, que él mismo había contribuido a sembrar, durante su fase de fogosa militancia antiimperialista. A lo que contribuía el resentimiento que generaba en la juventud politizada la comprobada simpatía del Gobierno norteamericano hacia el espurio régimen dictatorial, establecido en Venezuela como resultado del golpe militar del 24 de noviembre de 1948 y del desconocimiento por ese régimen de los resultados electorales de 1952. Los síntomas de tal perturbación, claramente perceptibles en el seno del partido, eran más acentuados en la juventud universitaria; pero también en el sector sindical.


  Radical deslinde estratégico y político-ideológico respecto del comunismo y los comunistas


  En toda circunstancia, se imponía un deslinde estratégico y político-ideológico más radical respecto del comunismo y los comunistas. Esto dejaba de ser un requerimiento en buena parte personal. Se convertía en una cuestión de partido, además de representar un factor clave en la formulación de la estrategia de retorno al poder, mediante la reinstauración de la República liberal democrática.


  Para estos fines era necesario contrariar, política y públicamente; y contrarrestarlas disciplinariamente, las tendencias a la unidad, inclusive estratégica, que tendían a corresponderse con la prédica unitaria de los dirigentes comunistas. La recepción de esta prédica se veía favorecida por los ineludibles efectos desmoralizadores de la represión y de la prolongación de la situación dictatorial, que parecía inmune a todos los intentos de cambio, tanto legales como especiales, hasta entonces ensayados; inmunidad ostensiblemente relacionable con el beneplácito de que la dictadura gozaba en círculos gubernamentales y de la opinión pública de los Estados Unidos de América.


  Estas actitudes surgían, de manera explicable, en el seno de un partido en situación de clandestinidad, acosado por toda suerte de miserias y duramente golpeado por la represión. Se manifestaban sobre todo, cabe subrayarlo, entre los jóvenes adecos universitarios, que por hallarse en contacto directo con estudiantes militantes comunistas se mostraban abiertos a atender la invitación a otear nuevos horizontes ideológicos.


  Actuando en su doble condición de presidente del partido, y de presidente del Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior, Rómulo Betancourt se mostró particularmente sensible ante los intentos de penetración de los comunistas en la juventud; sobre todo en la militante de su partido. El 21 de noviembre de 1955 lo explicó a Pedro Pablo Rendón: «(...) En cuanto a los jóvenes, hay dos categorías, en mi opinión: unos están desorientados, y nuestro deber es orientarlos (...)». Pero «(...) los que pretendan instalarse en la desorientación, por escuchar la prédica comunista, entonces que se vayan para donde los comunistas (...) AD no es tierra de nadie (...)». Esta última afirmación se compadecía con la normativa establecida por él en carta a Pedro Felipe Ledezma, secretario general del Comité Ejecutivo Nacional (CEN), de 24 de noviembre de 1954. Afirmó no haber sido sorprendido por la información que se le daba respecto de esta cuestión: «(...) Esa infiltración en la juventud es vieja, y no queda sino una actitud a adoptar, la que debió adoptarse hace mucho tiempo: precisar quienes son realmente desorientados, y tratar de orientarlos, y excluír [sic] inexorablemente de nuestras filas a quienes allí actúen como quinta columna camarada (...)». Al efecto argumentó: «(...) Hace tiempo tengo, y tenemos los del comando exterior la idea evidente de que los cs. [comunistas o camaradas], incapaces de nada constructivo y creador, se han dedicado a infiltrarse en nuestras filas. Es una vieja táctica, que hicimos fracasar en los días del PDN [Partido Democrático Nacional], entre los años 37 y 40, expulsando inexorablemente a quienes se localizaba como agente [sic] de esa secta en el P. (...)». Concluyó reconociendo que «(...) La falta de energía para proceder contra ellos ha conducido a situaciones (...)» lamentables.


  Rómulo Betancourt tuvo que tratar esta cuestión empleando un dosificado discurso, hecho de persuasión y severidad, que contempló la posibilidad de llegar a acuerdos tácticos –pero nunca estratégicos– con los comunistas. Subrayando siempre la necesaria preservación de la autonomía organizativa y del bagaje ideológico, al igual que la autonomía crítica, del partido. A la par de proclamar la firme determinación de promover la expulsión de las filas del partido de quienquiera que no acatase la que fue acogida primeramente como una orientación impartida por el presidente del partido, pero estatuida como línea oficial del mismo.


  La eventual correlación conceptual entre diferencias ideológicas, disidencias y actividades fraccionalistas, pero sobre todo su posible repercusión en la disciplina partidista, constituyeron para Rómulo Betancourt fuente de fundadas preocupaciones. El propósito de contrarrestar esta eventualidad parece haber sido el disparador de una determinación disciplinaria difícilmente conciliable con el funcionamiento de un partido político democrático. ¿Sería explicable esta infracción por tratarse de una situación de emergencia política fundamental? El hecho da lugar a consideraciones que requieren una muy atinada valoración. La fijación de principios políticos, atinentes a la formulación de estrategias, revela un abanico que se extiende desde lo inaceptable a lo pintoresco, y más allá. Resulta claramente incongruente, en el ámbito de un partido democrático –aun concediendo lo suyo a las circunstancias y a la altura del propósito– una pauta como la siguiente, propuesta por Rómulo Betancourt: «siempre pendiente de la prensa partidista (...)», se quejó, en carta al Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior, fechada en Nueva York el 1.º de diciembre de 1957, de que «(...) se publicaban tesis que no figuraban en el programa del partido (...)». Más adelante, decidió tomar medidas al respecto y anunció:


  
    «(...) La circunstancia de que estén dispersos en numerosos países los exilados de AD, puede determinar situaciones inconvenientes para la organización, derivadas de la publicación por miembros del Partido de folletos o de libros no ajustados a sus lineamientos teóricos, o a sus planes tácticos. En vista de ello se resolvió en la Conferencia de Exilados que los originales de cualquier folleto o libro de contenido político que aspire a editar un miembro del Partido debe [sic] ser conocido [sic] previamente por el CC [Comité coordinador]. Este someterá los originales al estudio de una comisión de tres miembros, integrada por el Presidente del Partido y dos compañeros más, designados en cada caso por el CC. Esa comisión deberá elaborar y presentar su opinión al CC en un plazo nunca mayor de los 30 días posteriores a la fecha en que se reciba [sic] en consulta los originales[13].»

  


  La apreciación crítica de esta disposición, cuya aplicación supondría una nada fácil precisión conceptual entre diferencias ideológicas, disidencias y actividades fraccionalistas, con el propósito de tipificar las faltas correspondientes para los fines de la aplicación de sanciones, constituiría una regimentación de la opinión en el seno de un partido promotor de la libertad de opinión en la sociedad. Dar como respuesta a esta inquietud la invocación de la norma según la cual las diferencias debían ventilarse en los organismos correspondientes y ante las instancias regulares del partido, dejaría un regusto a partido leninista.


  Formulación, en el exilio, de la fase básica de la estrategia de retorno al Poder


  Consubstanciada con la restauración y la consolidación del liderazgo de Rómulo Betancourt marchaba la de su función de dirigente. En esta última desempeñaba papel necesario la formulación, en el exilio, de los fundamentos de la estrategia de retorno al poder. Fase básica, por cuanto en la formulación acabada de esa estrategia, al igual que en su eficaz culminación, pesó de manera determinante la imprevista evolución de las condiciones, locales, que desembocó en el derrocamiento de la dictadura militar. Del acatamiento de esta orientación estratégica, en el exilio como en el interior del país, y de la confianza que inspiró su funcionalidad, provinieron el acatamiento y el alcance de la capacidad, tanto de persuasión como de disuasión, demostrada por Rómulo Betancourt en el trato dado tanto a las muestras de abierta disidencia como a las de desacato de las directrices partidistas.


  Acción conjugada de las circunstancias internacionales y del cuestionamiento del liderazgo de Rómulo Betancourt


  La principal dificultad que Rómulo Betancourt hubo de superar, en su desempeño como estratega del retorno al poder, fue la resultante de la acción conjugada de las circunstancias internacionales, generadas por las manifestaciones de la Guerra Fría, y de los efectos, aunque todavía relativamente leves y nada sistemáticos, del cuestionamiento de su liderazgo en el interior del país y en el exilio. En ambas ubicaciones, los militantes del partido reflejaban los efectos de la prolongación, sin término previsible, de situaciones capaces de minar su moral, llevándolos a que cediesen a la natural tendencia a usar como aliviadero el reproche a los dirigentes; y en este caso sobre todo a quien, como hemos apuntado, algunos culpaban de la situación que atravesaban, después de haber saboreado el poder.


  Fuerte de su determinación, nutrida del diálogo con un grupo de probados dirigentes y consejeros, entre quienes sobresalieron Raúl Leoni, Gonzalo Barrios y Juan Pablo Pérez Alfonzo; y contando con el apoyo de Carlos Andrés Pérez, del que hizo merecido encomio, pudo Rómulo Betancourt sobrellevar la prueba del tercer exilio y compensar con su entereza los momentáneos devastadores efectos que tuvieron en su ánimo la muerte de Valmore Rodríguez, Leonardo Ruiz Pineda, Alberto Carnevali, Andrés Eloy Blanco, y la de los muchos militantes secuestrados, torturados y asesinados por la Seguridad Nacional. La fuerza de voluntad con la que, según su confesión, superaba los cuartos de hora depresivos, abonó su creciente soledad ya generada por la tenacidad y la lucidez demostradas en la preservación activa de los principios, personales e ideológico-políticos, forjados durante el prolongado e incesante empeño puesto en vencerse a sí mismo.


  Confirmación de la independencia ideológica del partido, y de la condición democrática y anticomunista del partido y su presidente


  La clave del éxito en esta confrontación con la adversidad política y personal se halló en su fundamental contribución a la confirmación de la independencia ideológica y doctrinaria del partido Acción Democrática. Sus tesis constitutivas primarias debían ser preservadas como la más realista y creativa respuesta a la necesidad de impulsar el desarrollo socioeconómico democrático de la sociedad venezolana. En correspondencia con esta ratificación del carácter democrático de su motivación global, era necesario despejar toda duda acerca del pasado ideológico representado por el Plan de Barranquilla, todavía traído a colación por quienes buscaban despertar dudas acerca de la vocación probadamente democrática del partido. Igual tarea correspondía realizar en relación con el pasado de militante comunista de su presidente, aun cuando abundaban los indicios de su abandono de lo que ese pasado podía significar.


  De lo que se desprendían dos consecuencias importantes. Una consistía en la necesidad de ofrecer una convincente y entonces oportuna ratificación de la orientación genuinamente democrática, y probadamente anticomunista, del partido Acción Democrática. La otra consecuencia era que dada la identificación comprobada del fundamento doctrinario del partido con el pensamiento ideológico-político de su presidente, quedaría avalada la condición democrática de este último, y, sobre todo y oportunamente, la autenticidad de la superación de su ya remoto pasado de militante comunista.


  En suma, ¿se ajustaban, estratégicamente, a los requisitos de la Guerra Fría? Como correspondía, la satisfacción de este requisito político estimuló la agresividad contra Rómulo Betancourt ya usual en quienes, al convertirse en sumisos estalinistas, también habían dejado de ser genuinos militantes comunistas, como él lo fuera en su momento.


  Defensa de la República liberal democrática como baluarte ante la expansión del comunismo soviético


  La defensa de la instauración de la República liberal democrática, como expresión fundamental de la entonces denominada Revolución de Octubre, significaba mucho más que agitar una bandera para promover su reinstauración, recomendando la obra política del partido y justificando la visión política de su presidente. Actuar de esta manera significaba asumir la continuidad de ese acontecimiento como vía para perseguir los más altos objetivos sociopolíticos, que venían madurando desde hacía más de dos décadas, contadas a partir del Plan de Barranquilla, suscrito en el 22 de marzo de 1931.


  Confluirían esos altos objetivos en el fortalecimiento de la independencia nacional, procurándole como base el régimen sociopolítico liberaldemocrático y el bienestar de la sociedad, con especial atención prestada a la desasistida población rural. Lo que significaba, a su vez, disipar la desconfianza suscitada por la sospecha de que se intentaría llevar a la práctica la consigna, poco clara, del nacionalismo defensivo, proclamada por Rómulo Betancourt en un artículo, titulado «Nacionalismo económico», publicado el 23 de febrero de 1938, cuyo pasaje «México está a la cabeza de las naciones latinoamericanas que ahora sustituyen el entreguismo al extranjero por el nacionalismo defensivo (...)», fue interpretada como la normativa a seguir en lo concerniente a las relaciones del Estado liberal democrático con las empresas extractoras y exportadoras del petróleo; y en general con la inversión extranjera tradicional.


  La lucha por la reinstauración de la República liberal democrática debía servir para recomendar que la concepción democrática del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público, en todas sus expresiones, serviría como baluarte contra la expansión del comunismo soviético. Este era un mensaje particularmente difícil de asimilar por las instancias internacionales, consagradas a combatir por la fuerza esa expansión y poco inclinadas a considerar eficaces, para tal fin, regímenes deliberantes y respetuosos de la disidencia, vale decir democráticos; y cuando también en las acreditadas democracias occidentales se debatía la adopción de medidas preventivas, de carácter represivo, que incidían negativamente en la vigencia de los valores democráticos, como sucedía en los Estados Unidos de América con el Comité de actividades antinorteamericanas (Un-American Activities Committee), generador del denominado macarthismo, que hostilizó a Rómulo Betancourt obligándolo a interrumpir su asilo político en Puerto Rico.


  Reafirmación de la vigencia histórica del partido Acción Democrática


  La defensa de la instauración de la República liberal democrática conllevaba la reafirmación de la vigencia, históricamente convalidada, de sus principales gestores, impulsores y promotores, ahora repartidos en la clandestinidad, la cárcel y el exilio: los adecos. Era necesario convencer, a unos y otros, de que ellos eran el partido Acción Democrática, ahora ilegalizado, proscrito, perseguido, y seriamente descalabrado; el mismo partido al cual Rómulo Betancourt se refirió, en el acto de su instalación pública, el 13 de septiembre de 1941: «(...) Digo lo que siento y me brota de lo profundo de la conciencia la convicción de que este partido ha nacido para hacer historia (...)».


  El cambio en las condiciones de la lucha, y la necesidad de ganar para ella a la nueva generación en vías de iniciar su participación en la política, conducían a que se viese como cuestión urgente la redacción de la Tesis política del partido. Como era costumbre cuando de redactar documentos se trataba, la comisión fue asignada al presidente del partido. El encargo resultaba engorroso para quien se hallaba en trances de formular la estrategia de retorno al poder. La formulación de objetivos a largo plazo generaría debates teóricos, como consecuencia de los cuales podía verse contrariado el trabajo de restablecer la fuerza organizativa y disciplinaria del partido. La renuencia de Rómulo Betancourt a desempeñar tal comisión, aunque rodeada de argumentos circunstancialmente válidos, parece haber obedecido a esta consideración: no habría sido oportuno plantearse públicamente cuestiones tales como la lucha contra el imperialismo, la nacionalización de la industria del petróleo y el condicionamiento casi desalentador de la inversión extranjera; la visión de las cuales, a la vez tradicional y circunstancial, perduraba sobre todo en la juventud del partido.


  La afanosa entrega de Rómulo Betancourt a la elaboración del libro que se titularía Venezuela, política y petróleo, podría ser vista como una solución airosa y respetable de la engorrosa situación en la que se le había puesto. Al posponer la redacción de la Tesis, y enfrascarse en la redacción de el Libro, lograba dos resultados, de suyo importantes y muy oportunos: haría prevalecer la fundamentación histórica de su gran empresa sociopolítica, sobre las todavía inciertas perspectivas de la misma, y consagraría su condición de fundador, orientador y dirigente.


  La recuperación del partido y de su papel al frente de la resistencia contra la dictadura militar


  La formulación de la estrategia de retorno al poder debía fundarse en la recuperación organizativa del partido Acción Democrática; y en el incremento y la eficacia del desempeño de su papel al frente de la resistencia contra la dictadura militar. De ello dependerían las relaciones con los demás partidos políticos y el rendimiento del denominado trabajo especial, término empleado para designar los manejos conspirativos con militares.


  La organización del partido, en la clandestinidad, obligaba a revisar y, eventualmente, a rediseñar su estructura y ajustar su funcionamiento al estado de su militancia, seriamente golpeada por la violencia policial; y presa del desaliento y la dispersión. Entre los militantes en el exilio la situación, aunque por diferentes motivos, tampoco era del todo alentadora. La consecuencia era que en ambos escenarios el funcionamiento partidista adolecía de severas deficiencias.


  El partido no había previsto la posibilidad de verse desplazado del poder, incurriendo con ello en un grave error de pronóstico de la proyección que tendría, y la reacción que generaría, la transformación sociopolítica que se emprendía. ¿Falla también imputable al presidente del partido, dada su formación marxista? ¿Simple novatada? El resultado fue el virtual desmantelamiento del partido. Por ello Rómulo Betancourt situó la organización como tarea inmediata y urgente; un organismo desarticulado no podría desempeñar el papel que históricamente le correspondía, ni, por el momento, encabezar la ejecución de la estrategia de retorno al poder.


  En el exilio, la precariedad organizativa se acentuaba por las nada propicias condiciones en las que se debatían muchos exilados. Pasada la ilusión de que serían bien acogidos en sus destinos, debían sobrevivir y al mismo tiempo cooperar en la gestión de solidaridad con los presos políticos y perseguidos, siguiendo las instrucciones impartidas por Rómulo Betancourt, como presidente del partido y del comité coordinador en el exilio; pero sobre todo como impulsor del retorno a la lucha clandestina de presos y exilados. El retorno de cuadros exilados, necesarios para la recuperación del partido clandestino, suscitaba situaciones de alto dramatismo, pues el retorno al país significaba exponerse a morir, de inmediato o de mengua en una cárcel. Al presidente del partido, en el exilio, le correspondía disponer los retornos.


  Enfrentando el antibetancourismo y el sarampión infantil


  La tarea de organización, en los dos frentes, el clandestino y el del exilio, debía realizarse librando una decidida lucha contra dos actitudes bien caracterizadas. Aunque estas admitían consideración específica, guardaban entre sí una relación inocultable: el antibetancurismo y el que Rómulo Betancourt, seguramente recordando su pasado leninista, denominó sarampión infantil.


  Los efectos de estos adversarios conjugados se habían manifestado con mayor intensidad en la radicalización de la juventud universitaria. Su sarampión infantil se expresaba, en una radicalización compuesta de antiyanquismo y de apertura respecto de alianzas estratégicas con los comunistas, como la de formar un frente único con los comunistas para combatir la dictadura. Obviamente, estas posiciones se nutrían del cuestionamiento del liderazgo de Rómulo Betancourt –configurando el antibetancourismo–, señalado cual principal responsable de la difícil situación que todos padecían y promotor de las posturas ideológico-políticas que entendían combatir. ¿Era este último el mensaje encubierto en los reclamos contra el monopolio de la dirección política por los líderes históricos, y por lo mismo tildados de estar desactualizados? Se comprobó poco después que así prepararon el terreno de su mentalidad para que en él arraigara el fidelismo.


  Formulación y práctica de la unidad contra la dictadura militar


  Clave de la formulación de la estrategia de retorno al poder consistía en la fundamentación política y la puesta en práctica de una estrategia de unidad de las fuerzas opositoras contra la dictadura militar. Estaba claro que el eje de esa unidad tendría que estar constituido por el partido Acción Democrática y su presidente y líder Rómulo Betancourt, por constituir ellos, pese al visible debilitamiento del primero y a la campaña de descrédito contra el segundo, el más firme, determinado y representativo adversario de la dictadura militar. No les era fácil a los demás partidos políticos reconocer que Acción Democrática y su presidente representaban, por ser los promotores de la instauración de la República liberal democrática, el objetivo tanto de la acción represiva dictatorial militar como de la lucha contra esa República librada por fuerzas sociales reacias al cambio sociopolítico liberal democrático.


  Las posibilidades de promover la unidad de las fuerzas contrarias a la dictadura se incrementaron a partir del desconocimiento por ella de los resultados electorales de 1952, que le fueron adversos. Lo que significó el envío al exilio de líderes del Partido Unión Republicana Democrática, triunfador, y la proscripción de ese partido, quedando el partido social-cristiano Copei en una muy incómoda situación. Pero la definición de la unidad propuesta, en esas condiciones, obligaba a ubicar políticamente a los llamados medinistas y a los que habían abandonado el gobierno militar, por diversos motivos. Su posible inclusión en la unidad prevista suscitaría la necesidad de fijar posición acerca de la legitimidad histórica del régimen sociopolítico cuya instauración, iniciada el 18 de octubre de 1945, fue interrumpida el 24 de noviembre de 1948; y de la asumida ante ese golpe militar. Lo que pasaría por la revisión de actitudes entre los líderes respectivos de los partidos políticos agrupados en el frente unitario, y podría generar un alto grado recíproco de desconfianza, y hasta de hostilidad. Fue notable, en este último aspecto, la utilidad de la destreza diplomática adquirida por el ahora estadista exilado Rómulo Betancourt, quien supo desenvolverse como promotor de la unidad, preservando la especificidad partidista.


  La unidad de la oposición debía comprender a los partidos Acción Democrática (AD), Unión Republicana Democrática (URD) y Comité de Organización Política Electoral Independiente (Copei); e independientes. Desde los inicios de estas negociaciones Rómulo Betancourt planteó, como cuestión de principio, la no participación de los comunistas. Tampoco la de quienes acogieron con beneplácito el golpe militar del 24 de noviembre, o le prestaron colaboración; y estableció criterios para la posible participación de independientes. Resultaba obvia la incompatibilidad de una eventual inclusión de los comunistas con la formulación de la estrategia de retorno al poder.


  La cuestión de la inclusión de independientes en las negociaciones unitarias de la oposición reviste particular interés en lo que concierne a la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. Hacía necesario encarar el problema de que explicar los motivos del golpe de Estado militar del 24 de noviembre de 1948 representaba asunto mayor para quien era señalado como el principal responsable de tal catástrofe, por su postura política, calificada de sectarismo adeco por los adversarios (también por algunos compañeros de partido). Rómulo Betancourt definió roles y asignó responsabilidades, comenzando por Jóvito Villalba Gutiérrez, quien, en documento público, dijo Rómulo Betancourt a Valmore Rodríguez el 5 de febrero de 1953 «(...) pretende alzar la bandera del legitimismo del 30 de Nov. [Se refería a las elecciones celebradas el 30 de noviembre de 1952, cuyos resultados fueron desconocidos por la dictadura] cuando ya arrió la del legitimismo del 24 de Nov. del 48. En síntesis: que ni olvida ni aprende, como los Borbones (...)». Ante la posibilidad de que se firmase un documento conjunto con independientes que acogieron el golpe militar del 24 de noviembre de 1948, y luego habían rectificado, le dijo a Juan Liscano el 7 de febrero de 1954: «(...) en este preciso momento, tan reciente en el tiempo la traición del 24 de Nov. que derrocó a Gallegos [Rómulo], no sería conveniente, sino contraproducente y desorientadora, la salida pública de nosotros, firmando un documento conjunto (...)». La incorporación de independientes a un documento conjunto suscitó de parte de Rómulo Betancourt el establecimiento de precisas diferenciaciones:


  
    «(...) estaría de acuerdo en que hicieramos [sic] una especie de distingo. Independientes como tú [dijo en la carta a Juan Liscano, de 7 de febrero de 1954], como Pizani [Rafael], García Arocha [Humberto] (de quien, como lo sabes, no soy amigo) no producirían desconcierto en nuestra gente y en el pueblo, sino estímulo. Pero se me ocurre que quienes se comprometieron tanto al servicio de la dictadura, como es el caso de Antonio Martín, preferible es que no firmen con nosotros. Esto debo plantearlo con meridiana franqueza (...).»

  


  Dicho esto, pasó a explicarse: «(...) Me ha parecido que rectificar es honroso (...)»; pero «(...) Al pueblo se le había burlado su fé [sic]en el sufragio, y en ese momento, en un gabinete que encarceló a millares de adecos, destruyó su prensa e ilegalizó el Partido, estaba(...)» un ahora independiente, posible firmante, cuando «(...) Su firma calza decretos que nos sometieron a una capitis diminutio [sic] civil, que nos transformó, políticamente, en parias (...)». Admite que «(...)el agua regia del tiempo, de que hablaba en carta reciente el indio Siso [Martínez, J. M.], puede y debe borrar muchas cosas. Pero están tan recientes, que sería lastimar la sensibilidad de nuestra gente olvidarlas nosotros (...)»¨. Sugiere la posibilidad de que se hagan dos documentos, «(...) Y en uno de ellos, los ex que ocuparon cargos en la dictadura expliquen porque [sic] rompieron con el regimen [sic]. Ese documento tendría mucha fuerza. Sería muy convincente. Y no expondría a la gente en Venezuela a desorientarse, si ve una mezcolanza poco defendible (...)». Lo que le llevó a sentar principios:


  
    «(...) Deseo que se me entienda y que se valore mi franqueza. No creo que es cuestión de crear un degredo para quienes sirvieron al cuartelazo de noviembre. Sea cuál [sic] fuere la argumentación que hagan, es lo cierto que fallaron en su responsabilidad ciudadana. Pero pensar que por eso van a ser marginados todo el resto de su vida al proceso político del país, sería revelación de rencor subalterno. Necesitarían rescatar su prestigio con una labor consecuente, democratica [sic], firme. Pero ahora, precisamente ahora, no creo que lo hayan logrado todavía, y quienes tenemos la responsabilidad de que un sector del pueblo crea en nuestra consecuencia principista debemos ser cautelosos, medir nuestros pasos (...).»

  


  Al emitir este juicio, de circunstanciada justicia, el otrora señalado de sectario, Rómulo Betancourt, sentó pauta de ética ciudadana y de moral política, haciendo valer la correlación que debe reinar entre la responsabilidad ciudadana y el acto político, en el marco de la concepción pedagógica de la política.


  Formulaciones estratégicas y diseño de tácticas


  La formulación de la estrategia de retorno al poder, y el diseño de las tácticas correspondientes, constituyó para Rómulo Betancourt la ocasión de someterse, ante sus compañeros de partido, y ante sí mismo, a una prolongada revisión de criterios políticos de todo orden. Encaraba el hecho de que a estas alturas de su vida histórica, la prolongada decantación ideológica realizada se tornaba particularmente exigente y compleja. No solo implicaba la recreación crítica de nociones teóricas sino también, y sobre todo, la ponderación de responsabilidades ideológicas asumidas individualmente, y compartidas y adelantadas políticamente con el costo de las que lucían como irrealizables esperanzas inducidas en otros; y aun el de vidas sacrificadas. Esa dramática revisión debía contemplar cuestiones troncales, cuyo tratamiento significaba fijar posiciones que conllevaban grados de severa aunque tácita autocrítica.


  El fiasco de la línea electoral abstencionista de 1952


  El fracaso de la línea electoral abstencionista de 1952, preconizada enérgicamente y con gran copia de argumentos por Rómulo Betancourt, tuvo dos consecuencias que pesaron en la formulación de la política unitaria de la oposición y en su puesta en práctica. Permitió valorar negativamente la capacidad del partido Acción Democrática para captar el sentir de la sociedad y orientarla políticamente; además de contribuir al envalentonamiento de Jóvito Villalba Gutiérrez como aspirante a liderar la unidad de la oposición; lo que, como quedó demostrado, no facilitaría las gestiones unitarias.


  El haberse destacado como promotor de la abstención electoral significó un predicamento para el prestigio de Rómulo Betancourt como dirigente. Pero no fue menos grave la puesta en evidencia de la imposibilidad en que se halló su partido de movilizar la sociedad en defensa del resultado desfavorable a la dictadura; y de rechazo al subsiguiente nuevo golpe militar. Reunidos, estos hechos debían condicionar negativamente la confianza en una salida electoral, y estimularon el denominado trabajo especial; es decir los manejos conspirativos con militares, y aun la recurrencia garibaldina.


  Pero el fiasco acaecido dio lugar a una demostración de la posibilidad de capitalizar políticamente el error. Rómulo Betancourt, repuesto de la sorpresa, sostuvo en los medios que la masiva votación obtenida por el partido Unión Republicana Democrática (URD) resultó de un cambio en la directriz de radical abstencionismo impartida por el partido Acción Democrática, y atribuyó la alta votación recibida por URD a los militantes y simpatizantes de ese partido, quienes así acataron el cambio dispuesto por una dirección partidista que él presidía. El momento de prueba para la lucidez de este enfoque político del proceso electoral que culminó el 30 de noviembre de 1952 estuvo representado por un súbito (¿e imprevisible?) cambio, que motivó un breve y elocuente Mensaje de Alberto Carnevali a Rómulo Betancourt, del inmediato 1.º de diciembre: «Gobierno tratará desconocer triunfo decisivo oposición en elecciones. Trataremos hacer intentona popular y huelga de brazos caídos para obligar a actuar a grupos castrenses desafectos al regimen [sic]. A última hora pusimos sordina a la abstención electoral». No cuesta mucho esfuerzo ver en este mensaje un desesperado, y no muy convincente esfuerzo, por salvar la responsabilidad política del partido, y la de su presidente, en la formulación de una estrategia abstencionista que fue desoída por la sociedad y aun por la propia militancia. El 2 de diciembre Rómulo Betancourt respondió el Mensaje de «Centro»: «(...) ayer urgido por agencias explicar resultado elecciones y por gente amiga declaré: 1) Resultado es plebiscito contra Pérez [Jiménez]; 2) Acción Democrática votó por oposición (...)». De esta manera puso a salvo su responsabilidad política y atenuó la del partido, si bien subsistía el hecho de no haber sido capaces de combatir el falseamiento de los resultados y al menos estorbar los manejos dictatoriales subsiguientes.


  Valoración política de la violencia: ¿atentado personal, recurrencia garibaldina e intervencionismo democrático?


  Añadiéndose al hecho de que el partido Acción Democrática había continuado, aunque con poco éxito, el denominado trabajo especial, lo acontecido con motivo de las elecciones de 1952 y la prolongación del régimen dictatorial condujeron a que Rómulo Betancourt hiciera una circunstanciada valoración política de la violencia; lo que se proyectó en los aprestos tácticos hasta el derrocamiento de la dictadura militar, en enero de 1958. Aunque sin ubicarlos cronológicamente, vale correlacionarlos en función de la valoración de la violencia como instrumento de la política. Mención especial merecen, en este sentido, los acontecimientos de octubre de 1945.


  La valoración crítica de esta solo aparente evolución de la conciencia política de Rómulo Betancourt, en lo concerniente a los modos transitorios de acceso al Poder Público, requiere cuidarse de incurrir en ligerezas interpretativas. Sería fácil acudir a una nueva fórmula, bautizándola neogaribaldismo; y ubicarla en algún lugar entre la inconsecuencia doctrinaria y el realismo político. O acudir a expedientes exculpatorios de circunstancia, tales como desesperación o desconcierto. Me inclino a considerar esta persistencia en lo concerniente a los modos transitorios de acceso al Poder Público, como una muestra de realismo político, resultante del contraste entre la concepción pedagógica del desempeño del Poder Público y su ejercicio; proyectado todo en la frustrante experiencia del 24 de noviembre de 1948. Esto sea dicho porque parece ser cosa comprobada que Rómulo Betancourt no padeció de aversión principista a la violencia, como lo confesó en carta a Juan Pablo Pérez Alfonzo, de 31 de enero de 1952: «(...) debo advertirte que mis objeciones a la rebelión violenta se refieren a la oportunidad de la misma, y no a la rebelión en sí (...)». Sentado este principio, en el que se percibe la huella de su primaria formación marxista –la violencia como partera de la Historia– impregnada, en lo concerniente al acceso al poder, del leninismo también octubrista, razonó su aserción cumplidamente:


  
    «(...) Si no creo que deba desencadenarse un movimiento inmaduro de esa naturaleza, en cambio considero que cuando a un pueblo le están vedados todos los caminos para la acción cívica no le queda otra vía para traginar [sic] sino la de insurrección. Pero que ésta es culminación de un proceso previo y debe lanzarse cuando concurran una serie de factores en el país, objetivos y subjetivos, que le garanticen un margen razonable de éxito. Creo que de esto ya tiene idea clara nuestra gente, y el duro precio pagado para adquirir esa experiencia en cabeza propia debemos aceptarlo como algo inevitable en movimientos políticos jóvenes, como es el nuestro (...).»

  


  Valga subrayar que en este razonamiento no es difícil advertir correspondencia con el criterio de Lenin, en tránsito desde su etapa socialdemócrata a la de socialrevolucionario. También, que al emitir estos juicios Rómulo Betancourt retomó, en esencia, lo que dijo a Miguel de Unamuno en carta que le dirigió el 30 de abril de 1929: «(...) Sin embargo, ese pueblo inhábil para mantenerse erguido en la terrible tranquilidad del ‘no hacer’, de la abstención, está clamando por la otra forma de defensa a que está habituado: la del fusil. Y a ella tendremos que llegar necesariamente, dolorosamente (...)».


  También le fue necesario a Rómulo Betancourt fijar posición respecto del terrorismo, practicado como atentado personal. El asesinato carcelario de varios dirigentes, y particularmente el callejero de Leonardo Ruiz Pineda, el 22 de octubre de 1952, llevaron al Comité Ejecutivo Nacional del partido Acción Democrática, en la clandestinidad, a considerar la necesidad de una represalia, practicada en la persona del jefe de la policía política, denominada Seguridad Nacional. Así fue dispuesto y, obviamente, con la aprobación del presidente del partido; quien, sin embargo, dirigió al comité de exilados en México un mensaje fechado en octubre de 1952, condenando el atentado individual como táctica política, y afirmando: «(...) vengaremos nuestros muertos derrocando a los usurpadores y libertando a Venezuela, a través de una lucha colectiva y organizada (...)». Circunstancias prácticas impidieron que se realizase el atentado; pero, también como correspondía, se rechazó la acusación de que había sido planeado. Cabe recordar que el Lenin socialdemócrata condenó el atentado individual practicado por los anarquistas, y postuló la lucha de masas, orientada y dirigida por el partido, como vía ¿pacífica? idónea para llegar a la meta revolucionaria.


  En conexión con el denominado trabajo especial advino la recurrencia garibaldina, representada por la peripecia de la denominada Operación Berta. Esta empresa, que llegó a presentar giros un tanto rocambolescos, habría de consistir en combinar el desembarco de fuerzas expedicionarias, y de un gran lote de armas, con una insurrección militar y huelgas obreras; lo que habría podido conducir a una suerte de guerra civil. ¿Reproducir, básicamente, la expedición del Falke en 1929, en la que Rómulo Betancourt vio frustrarse su intento de participación?


  Una modalidad del uso de la fuerza que merece especial consideración crítica, consistió en el que podría denominarse intervencionismo democrático. Esta modalidad, muy bien representada por la denominada Operación Berta, suscita observaciones en relación con la posición antiintervencionista asumida reiteradamente por Rómulo Betancourt. ¿Se ilustraría, de esta manera, el perogrullesco precepto de que lo admisible como legítimo, para los fines de la revolución, no lo es para los propósitos de la contrarrevolución?


  Las Fuerzas Armadas y el trabajo especial


  Para los fines de la estrategia de retorno al poder era ineludible fijar posición ante las Fuerzas Armadas. Rómulo Betancourt estuvo atento a esta cuestión, y mantuvo especiales relaciones con los militares que pagaban en el exilio el haber participado eficazmente en la fundación de la República liberal democrática, distinguiéndolos como genuinos partidarios de la democracia. Vio en el capitán Mario Vargas, fallecido en el exilio, ejemplo de auténtica identificación con los ideales democráticos. No he hallado claros indicios de que hiciese una diferenciación conceptual entre militar y militarista. Si bien asoció el militarismo con el caudillismo, parece que por militarismo entendía globalmente el despotismo militar.


  Se mantuvo en conocimiento del trabajo especial –es decir conspirativo– con militares. Llegó a impartir instrucciones acerca de la relación que dicha actividad debía guardar con el funcionamiento y la organización, regulares, del partido. Lo movió a hacerlo el temor de que como resultado indeseable de ese trabajo el partido tendiese a cifrar en él toda esperanza de derrocar a la dictadura militar; y que, por descuidar el trabajo de masas, derivase en una suerte de secta de conspiradores.


  No obstante, un resultado muy significativo del relacionamiento de Rómulo Betancourt con los militares fue su juicio, que corre en un artículo titulado «El ideal civilista y la sucesión presidencial» –publicado el 14 de septiembre de 1945–, sobre la relación entre la formación profesional del militar y su incapacidad para gobernar; si bien como he dicho, diferenció tendencias y personalidades.


  
    «(...) El gobernante de extracción castrense tiende a aplicar a la rectoría de la cosa pública el estilo de disciplina que adquirió en el cuartel. Puede flexibilizar ese concepto de disciplina, pero resulta imposible que se deshaga de él porque constituye nervio de conducta, basamente [sic] intransferible de su personalidad. De allí que el gobernante militar resulte orgánicamente incapacitado para entender la política y la administración de un país como diálogo con los gobernados. Transigir ante los reclamos de la opinión, admitir expresa o tácitamente que se ha errado, torcer el rumbo cuando el que se trajina desagrada a la mayoría de la colectividad, son principios del arte de gobernar difícilmente compatibles con la mentalidad forjada en el mando de tropas.»

  


  Pero había obstáculos aún más difíciles de superar, por cuanto concernían a áreas del conocimiento que no eran cultivadas en las escuelas militares. Disciplinas que, además, requerían para su efectivo aprendizaje el contacto estrecho con el mundo de los civiles; lo que les estaba estrictamente vedado a los cadetes, además de que se les prevenía sobre el riesgo de contagiarse de espíritu del civil que ello representaba.


  
    «Además de esta razón, otra refuerza la tesis contraria a los gobernantes militares. La administración pública, en los Estados modernos, constituye una compleja red de problemas intrincados. La sociedad contemporánea es un vivero de encontrados intereses. Y no puede concebirse que un solo hombre pueda dominar técnicamente todas las ciencias conexas con la administración pública, se requiere en un buen gobernante la posesión de un cúmulo de ideas generales sobre economía, derecho público, política nacional e internacional. Ahora bien, el militar, por lo mismo que su cultura necesita ser altamente especializada en la técnica bélica, resulta casi siempre un hombre sin ese lastre de generalizados conocimientos requeridos por el moderno gobernante.»

  


  Sería válido afirmar que una vez corregido el desliz antimilitar cometido al redactar el Plan de Barranquilla, Rómulo Betancourt siempre incluyó a los militares en sus combinaciones políticas. Efectivamente, el punto I del Programa, que cierra ese revelador documento, establece: «Hombres civiles al manejo de la cosa pública. Exclusión de todo elemento militar del mecanismo administrativo durante el período preconstitucional. Lucha contra el caudillismo militarista». Tan rotunda afirmación hacía valer, de manera programática lo afirmado en el texto respecto de los objetivos perseguidos: «(...) El logro de estas conquistas significa el desplazamiento del poder de todo hombre o partido de raíces militaristas y latifundistas, pues, como lo tienen demostrado cien años de fracaso de los ideales democráticos, terratenientes y generales son enemigos históricos de la cultura y mejoramiento de las masas».


  La maduración de su conciencia política condujo a Rómulo Betancourt hacia una revisión de aquella suerte de rencor antimilitar, que le aconsejara Mariano Picón Salas, como se advierte en carta que le dirigió el 10 de febrero de 1932: «Estoy con usted en pensar que un matiz teñidamente antimilitarista es peligroso en un programa político. Por eso es que en el Plan de Barranquilla ese matiz es, o quiso ser, teñidamente anticaudillista, antimachetero. Y en ese sentido, no sólo la masa de la población nos acuerpará, sino aun los mismos cultos e inteligentes de la clase militar (...)». Por consiguiente, «(...) He tomado en cuenta su indicación y ya modifiqué algunos párrafos del Plan, en el sentido de hacer bien categórica la posición nuestra, anticaudillista, antimacheterista, en franca pugna con los guapos de entorchados, pero comprensiva de la necesidad de crear un Ejército distinto de esos cuadros de autómatas uniformados que nos dejará como herencia el gomezolato».


  No obstante, Rómulo Betancourt formuló un juicio, en una carta a Serafino Romualdi, de 4 de abril de 1957, que ayuda a comprender la escasa presencia de militares en la Administración Pública durante la reinstaurada Republica liberal democrática: «(...) Los militares manejan muy mal los asuntos públicos, pero llegan al clímax de su incapacidad para esa clase de gestiones cuando se trata del problema obrero. Con métodos cuartelarios no puede enfrentarse la cuestión social básica de nuestro tiempo».


  Los militares y la formación del Poder Público


  Rómulo Betancourt se refirió en términos claros y directos al peligro de subversión militar; y al papel del Ejército, en relación con la sucesión presidencial, que habían asomado con la abortada rebelión militar del 12 de noviembre de 1944. El peligro que esto representaba para las libertades democráticas fue objeto de un artículo, titulado «Nuevas reflexiones sobre la rebelión militar», publicado el inmediato 19. Observó en la falta de claridad y de contenido fáctico en la información oficial sobre los acontecimientos; y lo que era peor, en los apenas velados intentos de implicar en ellos a la oposición, en calidad de instigadores, una amenaza contra «(...) una de las escasas conquistas fundamentales alcanzadas a partir de 1936: la libertad de prensa y de expresión (...)».


  Estos acontecimientos también motivaron la publicación, el inmediato 22, de un artículo, titulado «El mirador de Próspero», cargado de significativas consideraciones sobre insurrección y democracia; y de la refutación de los argumentos –que calificó de piachistas– de Miguel Otero Silva, quien dijo haber previsto lo sucedido «(...) porque en América Latina se ha desatado una marea de movimientos insurgentes, signados todos por el marbete ‘farrelista’ [alusión al Gral. Edelmiro Julián Farrell], es decir, inspirados en el neonacionalismo fascistizante del GOU (Grupo de Oficiales Unidos) argentino». El rechazo de este aserto fue categórico, y en cierto grado premonitorio: «Esta esquemática revisión de movimientos insurgentes habidos en América, en países donde Hitlers tropicales habían cerrado a las fuerzas democráticas toda posibilidad de actuación, revela como [sic] es de mentecata la tesis que conceptúa necesariamente reaccionario y fascista todo movimiento insurreccional americano». ¿No los movimientos insurreccionales promovidos por la III Internacional comunista en otras latitudes? Esta consideración de Rómulo Betancourt tenía precedente (¡y tuvo proyección!), pues él había afirmado, en un artículo publicado el 28 de junio de 1941, que «(...) nada pudre más a una nación como la permanente rencilla doméstica y como la irritación del pueblo contra gobiernos que se empecinan en cerrarle las puertas a la legalidad, provocándolos tácitamente a tomar por el atajo de la violencia».


  Ganaba renovada actualidad la que había sido una constante a lo largo de la dictadura liberal regionalista: el papel electoral desempeñado por los altos mandos del Ejército, en el sentido de atribuirse la sobredeterminación incuestionable de las candidaturas. Era necesario, por consiguiente, ocuparse llanamente del asunto. Rómulo Betancourt lo hizo en el antes citado texto publicado el 11 de mayo de 1945 con el título «Venezuela, la sucesión presidencial y el ejército», que es parte de su discurso pronunciado en el Teatro Olimpia, de Caracas, el 6 de mayo del mismo año.


  Revisto con detenimiento este importante texto, que se revela de perdurable vigencia, no parece que hubiese algo de casual en que el tratamiento del papel electoral del Ejército sucediera inmediatamente al dado a la candidatura del expresidente Gral. Eleazar López Contreras, auspiciada por los altos mandos militares y «(...) propiciada por sectores de muy definida contextura ideológica conservadora, que está debatiéndose públicamente en el país (...)». Los términos son claros: Acción Democrática se oponía a esa candidatura por buenas razones: «(...) una de ética política; las otras enraizadas en consideraciones de interés nacional y muy vinculadas al proceso de transformaciones sociales de posguerra». Se subraya que «La moral política de la nación sufriría un severo golpe si a estas alturas de nuestra evolución se elevara al rango de tesis política el infantil juego de ‘la candelita’ (...)». Concluye que: «(...) El país necesita para el 46, año en que los cambios sociales de postguerra estarán a la orden del día, un hombre en Miraflores con un repertorio de ideas más audaces que las que forman el bagaje político del ex-Presidente [¿por ser militar?]. Y con mente más permeable a los aires de fronda que corren [sic] por el mundo, con agilidad mayor para adaptarse a situaciones cambiantes de un mundo convulsionado, con una concepción menos rígida del ‘principio de autoridad’».


  Por estas razones reviste especial importancia la parte del discurso subtitulada «El Ejército Nacional y el 46». El orador consideró que tratarla causaría sorpresa, porque: «Se dice por ahí, a la sordina, como quien transmite una consigna pavorizadora, que el Ejército no admitiría en el 46 sino a un gobernante salido de sus filas, a un General Presidente (...)». Para desarmar esta trama, acudió a un recurso retórico bien calculado: «(...) Quienes así hablan le están infiriendo una ofensa tan grave como gratuita a las fuerzas armadas de la República, al presentarlas no como salvaguarda del orden público y garantía de ejecución de la Ley, sino como casta antinacional, que se sintiera actuando en tierra conquistada y dispuesta a toda hora a imponerle al país su soberana e inapelable voluntad (...)». Dicho esto, sentenció, enviando un mensaje corrector: «(...) Están errados quienes así hablan de la actitud de nuestras instituciones armadas porque olvidan que el Ejército no es patrimonio privado de ningún prestigio personal [como el que se le reconocía al Gral. Eleazar López Contreras], sino el Ejército de la Nación».


  Sobre la base de esta elaboración conceptual, que en su momento lució por igual como artimaña retórica y como mensaje subversivo, sacó tres conclusiones que resultaron destinadas a proyectarse en el proceso de reinstauración de la República liberal democrática, a partir del 23 de enero de 1958. En primer lugar, consideró que «(...) el proceso de democratización de la conciencia nacional no se ha detenido, como ante muralla china, a las puertas de los cuarteles (...)». En segundo lugar, afirmó: «Portar uniforme militar no puede considerarse causal de inhabilitación para ejercer la primera magistratura. Pero tampoco es herejía pensar en un posible candidato civil para la Presidencia de la República en 1946 (...)». En tercer lugar, anunció: «(...) quiero hacer una profecía, orgulloso como venezolano de poder expresarme así de las fuerzas armadas de mi país: si fuere civil el próximo Presidente de la República, tendrá en el Ejército apoyo sin regateo, respaldo sin reservas (...)».


  La profecía se cumplió al reinstaurarse la República liberal democrática. Bajo el mando supremo de Rómulo Betancourt, Presidente constitucional de la República, la fuerza armada fue el brazo operativo de la Soberanía popular, en momentos especialmente difíciles para la revolución democrática venezolana y la agredida Soberanía nacional.


  PARTE IX.

  Fundamentos ideológicos y procedimientos políticos en la reinstauración de la República liberal democrática


  Es áspera y a ratos ingrata la tarea de gobernar, y sobre todo desveladora cuando en ella se pone pasión, preocupación y deseo de acertar. Pero gobernar también conlleva momentos de íntima complacencia (...).


  Palabras de RÓMULO BETANCOURT en el acto de clausura de la XV Convención Anual de la Federación de Cámaras y Asociaciones de Producción (Fedecámaras). San Cristóbal, 21 de marzo de 1959.

  Rómulo Betancourt, Antología política, vol. VII, 1959-1964, p. 78


  Si bien fue un episodio particularmente intenso, en una vida política nunca serena, la novedad de sus factores determinantes, y la especial agresividad con que estos se manifestaron –la confrontación política y armada adquirió caracteres sin precedentes en la Venezuela republicana, al desembocar en la ideologización del terrorismo–, la fundamentación doctrinaria y la determinación de los procedimientos políticos y organizativos conducentes al restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático le plantearon a Rómulo Betancourt retos que sometieron a severa prueba su maduración ideológico-política, al igual que su destreza en el ejercicio del liderazgo.


  No parece exagerado pensar que los diez años de su tercer exilio fueron una suerte de escuela preparatoria avanzada para el desempeño del Poder Público en condiciones críticas. De su conducta quedó comprobado que de ella había egresado un político cuyo sentido realista del gobierno; y cuya firme determinación ideológico-política de reanudar, renovándola, la vigencia de la República liberal democrática, llegaron a expresarse con una inflexibilidad –y hasta con una ocasional rudeza– que no es fácil ubicarlas en el ámbito de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. Fue tal la avalancha de recriminaciones, y hasta de acusaciones de supuesta inconsecuencia con sus iniciales propósitos y sus propagados principios –acusaciones formuladas incluso por compañeros de partido, algunos de ellos veteranos–, que creo justificado preguntarse, atendiendo a la tenacidad y lucidez con la que se enfrentó a ellas, sobre quién fue el Rómulo Betancourt que regresó a Venezuela en 1958.


  Intentar responder esta pregunta requiere detenerse en la consideración de los efectos que el duro tercer exilio tuvo en su personalidad y en su condición de político. A estos fines parece posible distinguir tres grandes rasgos. Se expresan sintéticamente como el fraguado de su condición de dirigente; función del afinamiento de principios y facultades, tanto de conducta personal como de orientación política. Ellos fueron: la reafirmación de valores ideológico-políticos, prolongadamente madurados; la consolidación de criterios sociopolíticos pragmáticos fundamentales; y el afinamiento de la capacidad de formarse juicio sobre acontecimientos y personas. Es decir, principios y facultades que componían el arsenal básico requerido por quien se sabía comprometido a restablecer el régimen sociopolítico liberal democrático; y, sobre todo, a consolidarlo, concibiéndolo como la concreción de la revolución democrática, y dándole con ello gloriosa culminación a su personalidad histórica.


  Correlación entre retos, aptitud y determinación en Rómulo Betancourt


  Para la comprensión crítica del momento estelar de la vida histórica de Rómulo Betancourt, en los términos enunciados, es necesario correlacionar la culminación de su maduración política, vivida durante la fase final de su tercer exilio; su decidida progresión hacia la Presidencia constitucional, y su disposición anímica y principista, para actuar como diestro estadista, en un nuevo escenario nacional e internacional de continuidad y ruptura.


  El punto de partida de esta hazaña sociopolítica fue la reagrupación de fuerzas, mediante la promoción de una política unitaria de los partidos opuestos a la dictadura militar; unidad a la que podrían incorporarse independientes y personalidades de otras corrientes políticas que cumpliesen los requisitos establecidos, en nombre del partido eje de la unidad, Acción Democrática, por su presidente, Rómulo Betancourt. Importa subrayar que él concibió la unidad de las fuerzas opositoras a la dictadura militar como un proceso políticamente controlado; no meramente reactivo ni de acceso incondicional para todo el que se declarase opositor al régimen dictatorial. Para estos fines era necesario seguir un rumbo certeramente trazado, libre de improvisaciones y de concesiones apresuradas.


  Reafirmación de valores y reivindicación de logros


  Rómulo Betancourt tenía muy claro que así habría de ser, por cuanto estaban en juego valores y logros políticos que debían ser rescatados y reafirmados, también en el proceso unitario dirigido hacia la reinstauración de la República liberal democrática; respecto de la cual su partido y él mismo cumplían históricamente el papel de autores; al mismo tiempo que eran señalados, por no pocos, como responsables de su eclipse parcial. El partido y su presidente podían actuar de esa manera porque sabían que gracias a su tenacidad y sacrificio, colectivo y personal, el eclipse no había sido más prolongado y dañoso. Pero, sobre todo predominaba el hecho de que la fundación y los programas de los demás partidos de la unidad que se procuraba eran tributarios del régimen sociopolítico liberal democrático, concebido, formulado e instaurado siguiendo los lineamientos trazados por Rómulo Betancourt y su partido.


  En este orden de ideas, debía ocupar el primer lugar la reivindicación y defensa de la instauración de la República liberal democrática, mediante el término violento de la dictadura liberal regionalista, fase terminal de la República liberal autocrática. Ello obligaba a obviar la en su momento generalizada afirmación de que el golpe civil-militar-civil del 18 de octubre de 1945 había imprudentemente interrumpido la evolución de la última etapa de la dictadura liberal regionalista hacia un régimen de creciente democratización.


  El cumplimiento de esta condición era necesario para que el partido Acción Democrática y su presidente pudiesen asumir el liderazgo de la unión de las fuerzas opositoras a la dictadura militar, en una acción conjunta cuyo objetivo no podía ser sino la reinstauración de la República liberal democrática, a cuya fase inicial le hicieron reparos los entonces nacientes partidos políticos ahora unitarios, y, en un momento del exilio, incluso adecos agrupados en diversos países.


  Importa subrayar, sin embargo, que esta conducta se correspondía con la inicial resuelta en la reunión del Comité de Cuba, «(...) en pleno con el c. Pdte del Partido (...)», durante los días 4 y 5 de febrero d 1949: «(...) el Partido debe actuar con la seriedad y la categoría de Partido que ha llegado al poder, que comenzó desde la realización de un ambicioso programa político, económico y social, y que, si bien ha sido desplazado por un accidente histórico, habrá de volver a asumir los destinos nacionales en breve plazo, ya que no es posible, en la presente etapa de nuestra historia, que se pueda gobernar a Venezuela sin Acción Democrática (...)».


  Deslinde crítico de las fuerzas unitarias


  La adhesión a la política de oposición unitaria a la dictadura militar impuso el deslinde crítico de la participación de fuerzas políticas que, si bien se habían constituido todas en el ámbito de la República liberal democrática que se procuraba reinstaurar, durante el lapso 1945-1948, asumieron políticas propias, nada benévolas respecto del régimen democrático entonces derrocado. Pero en medio del virulento antagonismo manifestado por todas las partes, cabía distinguir importantes diferencias en la conducta de sus dirigentes. Estas eran función de los nexos que algunos de ellos habían establecido con el régimen depuesto en 1945, gracias al margen de disfrute de las libertades públicas que dicho régimen había tolerado, dada su ubicación, de hecho, en el Gran frente de la democracia contra el fascismo.


  Las relaciones con el partido Unión Republicana Democrática (URD) estaban gravadas por la posición que este había asumido ante el golpe militar del 24 de noviembre de 1948; lo que acentuó el distanciamiento iniciado, entre Rómulo Betancourt y Jóvito Villalba Gutiérrez, cuando este –respecto de quien el primero no había escatimado manifestaciones de aprecio personal y admiración– le negó su apoyo a la candidatura simbólica de Rómulo Gallegos durante el proceso electoral de 1941, alegando, según testimonio de Rómulo Betancourt, que el candidato era demasiado radical; y se había sumado al medinismo. Distanciamiento que se agudizó cuando, con motivo de las elecciones montadas por la dictadura en 1952, el partido URD decidió participar mientras el partido Acción Democrática llamó a la abstención. Por otra parte, nunca fue del todo clara la ubicación ideológica de URD, partido en el cual su líder, poco sólido en lo ideológico, parecía ser el absoluto orientador.


  En cambio, trato especial mereció Rafael Caldera Rodríguez, quien fuera, fugazmente, procurador general en la República liberal democrática. Aunque entre el partido Acción Democrática, considerado el partido de Gobierno, y el partido socialcristiano Copei, considerado el principal partido de oposición, hubo frecuentes y duros enfrentamiento de carácter doctrinario, las posibilidades de acuerdos unitarios en la última etapa de la dictadura militar se correspondieron con el hecho de ser ambos partidos representativos de la socialdemocracia; si bien la actitud ante la Iglesia cristiana católica suscitaba roces. Hubo respeto entre ambos líderes, aunque fue más perceptible la buena disposición de Rómulo Betancourt en su relación con el surgente líder socialcristiano Luis Herrera Campins.


  Necesario deslinde político e ideológico respecto del comunismo


  El desarrollo de la política unitaria de las fuerzas opuestas a la dictadura militar, en el marco de la formulación de la estrategia de retorno al poder, por el hecho de haber sido concebida y de ser promovida por el partido Acción Democrática, bajo la orientación impartida por su presidente, Rómulo Betancourt, debía sentar, en lo internacional, una clara contraposición respecto del comunismo soviético como doctrina sociopolítica; y hacía necesaria, en lo nacional, precisar las relaciones con el Partido Comunista de Venezuela, agente de tal comunismo. Globalmente pesaban sobre todo las diferencias ideológicas; pero aun más, en lo inmediato nacional, las respectivas conductas políticas, tanto de las organizaciones como de sus principales dirigentes.


  Al papel desempeñado por el Partido Comunista de Venezuela, durante la última fase de la dictadura liberal regionalista, en su condición de fuerza clandestina cobijada bajo la Unión Popular Venezolana (UPV), de colaborador agradecido del oficial Partido Democrático Venezolano (PDV), por haber establecido el régimen del Gral. Isaías Medina Angarita relaciones con la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), se añadía su militante antiadequismo, por ser el partido Acción Democrática su antagonista histórico en la aspiración de liderar al pueblo, y sobre todo a los trabajadores.


  La actitud asumida por los comunistas en la lucha contra la dictadura militar, una vez proscritos como consecuencia de la Guerra Fría, no podía desprenderse del lastre representado por el hecho de que luego de participar en los combates en defensa del medinismo, la conducta de los comunistas en relación con el golpe militar del 24 de noviembre de 1948, y durante los primeros tiempos de la dictadura, arraigaron la pugna que creció al máximo como consecuencia también de la Guerra Fría y como requisito de la estrategia de retorno al poder.


  Aun prestada la atención debida a estos acontecimientos políticos, reinaba la persistencia del anticomunismo, doctrinario y estratégico, desarrollado por Rómulo Betancourt en su evolución a partir de su alejamiento de la que llegó a considerar una sumisa secta estalinista.


  El fondo de las diferencias: la formación del Poder Público


  En la valoración del episodio de la dictadura liberal regionalista representado por la Presidencia del Gral. Isaías Medina Angarita, es decir el lapso iniciado en 1941 que debía terminar en 1946 y fue interrumpido por la conjura civil-militar-civil que produjo la insurrección de los días 18 y 19 de octubre de 1945, se advierten los efectos de dos enfoques esencialmente diferentes. Uno, que cabe calificar de benévolo, se vale de la combinación de la bonhomía del general y de la tolerancia del gobernante; y de cómo estas cualidades condicionaron su moderado desempeño del Poder Público. El otro enfoque pone énfasis en su conducta, al cabo autocrática, en lo concerniente a la formación del Poder Público, entendida como imprescindible expresión política de la soberanía popular.


  En virtud del primer enfoque, se suman aspectos sin duda significativos. Vale mencionar el clima de libertades públicas, que hizo posible el funcionamiento apenas disimulado de fuerzas opositoras que caían bajo el mazo del Inciso VI del Artículo 32 constitucional, como lo eran el Partido Comunista de Venezuela, bajo las siglas UPV (Unión Popular Venezolana); y el futuro partido Acción Democrática bajo las siglas PDN (Partido Democrático Nacional). A lo que se añade, como altamente significativa, la ausencia de presos políticos, de exilados y de perseguidos políticos. Culminaron esta enumeración de actitudes y decisiones consideradas democráticas dos reformas adoptadas in extremis. Una fue la abolición del mencionado Inciso VI mediante una reforma constitucional que contemplaba, también, la adopción, luego del consiguiente trámite constitucional, del voto femenino para las elecciones municipales. La otra fue el haber decretado la creación de instituciones modernizadoras y propuesto la realización de una Reforma Agraria, que fue aprobada el 10 de septiembre de 1945 y promulgada el inmediato 20. Mas, quienes esto alegan no parecen estimar debidamente los efectos condicionantes derivados de la participación, de hecho, de Venezuela en el Gran frente de la democracia contra el fascismo; y del surgimiento de una fuerte corriente de oposición que perturbaba el montaje del escenarios de la sucesión presidencial a la manera tradicional, cumplidamente con el propósito continuista del régimen dictatorial.


  El segundo enfoque, que se correspondía con la tesis política central del partido Acción Democrática y de su líder Rómulo Betancourt, situaba en posición determinante la cuestión de la formación del Poder Público. En varias ocasiones, y con diversas motivaciones expresas, se hicieron reconocimientos críticos de la actuación del Presidente; por ejemplo, como ocurrió con motivo del anuncio que hizo, en una concentración pública, de los lineamientos básicos de la política petrolera. Dando prueba de un alto grado de consecuencia con estos planteamientos, Rómulo Betancourt expresó, el 17 de enero de 1943, su acuerdo con el presidente Gral. Isaías Medina Angarita por «(... ) su histórico discurso de Maracaibo, el 15 de noviembre de 1942». Y citó el fragmento central: «(... ) ‘Debe corresponderle a Venezuela –dijo– una participación adecuada a su carácter de propietaria de la materia que es fuente verdadera de esa industria, y que su proceso industrial debe tener en Venezuela su principal asiento para multiplicar las oportunidades de empleo del trabajador venezolano’». Estimó que, de ser llevadas a la práctica, esas palabras serían unánimemente apoyadas por los patriotas venezolanos: por eso «(... ) nuestra actitud bien definida es la de apoyar en sus lineamientos generales esa posición nacionalista proclamada por el Presidente de la República (... )».


  Se llegó incluso a la denominada candidatura concertada o consensual del Dr. Diógenes Escalante a la Presidencia de la República, como resultado de la búsqueda de una salida preparatoria que condujese hacia la solución democrática de la cuestión de la formación del Poder Público. Pero el partido Acción Democrática y su líder Rómulo Betancourt mantuvieron, en todo momento, la determinación de rescatar el ejercicio de la soberanía popular como la única fuente de legalidad y de legitimidad del Poder Público.


  Esta era la cuestión en relación con la cual las demás quedaban subordinadas. Era necesario que la oposición se definiese respecto de ella; también lo era sobre la identificación del Gobierno al que habría que oponérsele, diferenciando entre la manera de gobernar y la orientación del Gobierno. Rómulo Betancourt lo hizo en un artículo, titulado «Señores, no es para tanto», publicado el 22 de julio de 1941: «(...) es hora de clarificar ese concepto de la ‘oposición al gobierno’. ¿A cuál gobierno? Porque para la Nación ha habido, de 1936 a esta fecha, dos gobiernos: el que finalizó su actuación el 19 de abril de este año; y el que se inició al encargarse de la presidencia el actual titular del Poder Ejecutivo [Gral. Isaías Medina Angarita] (...)». Lo que imponía una comprobación: «(...) si es lógico criticar, con la serenidad con que lo hacemos, el balance arrojado por la pasada administración, ya no lo sería implicar en esa crítica a un gobierno que está dando sus primeros pasos». Pero, se trataba de una oposición que formuló una suerte de consejo-advertencia: «A éste lo que debe pedírsele es que no sea una especie de causa habiente [sic] testamentario del anterior, en el sentido de que reciba sin beneficio de inventario todas las directrices trazadas por aquel [sic], sino que se enrumbe por el camino de una acción administrativa más planificada, más metódica, más acorde con las necesidades apremiantes del país».


  La pertinencia de esta exhortación pudo apreciarse en los términos del Mensaje Anual presidencial, presentado el 21 de abril de 1945. Se reveló en dos afirmaciones del Presidente. Una, la de que «(...) bajo la actual Administración se han realizado ‘las elecciones más libres y más limpias que conoce nuestra historia’ (...)». Otra, la de que «(...) ‘hoy como ayer puedo decir que por mi voluntad ningún compatriota sufre prisión, ni se halla alejado de la tierra natal’ (...)». Comentando este Mensaje el inmediato 26, Rómulo Betancourt refutó la afirmación de libertad y pureza, alegando que en todas esas elecciones «(...) la voluntad del electorado ha sido coaccionada y deformada desde arriba (...)»; lo que se apreciaba en la bajísima representación de la vasta oposición. En cuanto a la tesis sobre las libertades públicas, la interpretó como «(...) un impacto retrospectivo a una política que se escribió bajo el signo de la represión y del exilio contra los opositores al régimen». Le pareció que buscaba el nuevo Presidente diferenciarse del gobierno precedente –el del Gral. Eleazar López Contreras– y desprenderse de su propio pasado de cercano colaborador del mismo y sucesor designado; lo que, en realidad, resultaba muy necesario dada la divergencia surgida entre ambos respecto de la selección del sucesor presidencial, siguiendo la tradición del continuismo, fuese este inmediato o fuese alternativo, como lo pretendía el Gral. expresidente, ansioso de retornar al poder.


  Importaba, por consiguiente, tener claramente identificado el pasado contra el cual estaba orientada la estrategia de retorno al poder. Ese pasado no era solo el inmediato, representado por la irrupción militar; si bien este había restablecido prácticas gubernativas de la República liberal autocrática, y represivas de lo más oscuro de la dictadura liberal regionalista; además de degradado aportes institucionales de la República liberal democrática. Lo planteado históricamente era impedir la reactivación de las atávicas prácticas y procedimientos atinentes a la formación, el desempeño y la finalidad del Poder Público; lo que solo sería posible procurando la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático iniciado en 1945-1948. El conseguirlo imponía una valoración realista de las fuerzas sociales capaces de retomar e impulsar esa fundamental empresa, y para ello era necesario centrar el objetivo, en una primera fase, en la formación del Poder Público.


  Alistando las armas para realizar la estrategia de retorno al poder


  Formulada la estrategia de retorno al poder, restaba alistar las armas requeridas para librar con éxito combates acerca de cuyo desenlace todavía prevalecía la incertidumbre; si bien esta no lo hacía en lo concerniente a la determinación de emprenderlos, en cuya prédica se afanaba Rómulo Betancourt, dando ejemplarizante cumplimiento a sus tareas de líder, orientador y dirigente de su partido Acción Democrática.


  El apresto rebasaba la reafirmación de los valores y la lealtad, políticos, comprometidos en el proceso unitario. Una vez ventiladas cuestiones tales como la ubicación en ese proceso de los independientes, de los exdictatoriales y de los medinistas; y precisadas las relaciones con los comunistas, era necesario evaluar las fuerzas de que dispondría el enemigo; y adelantar en la preparación de la postdictadura. Al menos declarativamente, y desestimando los posibles efectos adversos de la apatía y de la intimidación, respecto de la oposición organizada, se daba por descontado el respaldo popular.


  La esperada conducta de los militares


  En lo concerniente a las fuerzas de que podría disponer la dictadura militar, cuyos manejos para darse una base política y popular, valiéndose de los recursos gubernamentales, habían dado resultados aparentes, pero nada confiables, la atención se centraba en la única fuerza de que realmente parecía disponer: los militares.


  Rómulo Betancourt se había ocupado de cultivar las relaciones con los militares exilados, llegando hasta a incorporarlos a planes concretos de neogaribaldismo. Al mismo tiempo, el partido Acción Democrática clandestino había establecido y mantenido relaciones con grupos militares, que participaron en dichos planes comprometiéndose a desencadenar movimientos insurreccionales coordinados con la resistencia civil. No parecía ser, por consiguiente, descabellado esperar que algunos desempeñasen un papel significativo en la fase final de la dictadura militar.


  Menos esperanzas podían cifrarse en que el eventual descontento de los militares pudiese contribuir a la reafirmación y fortalecimiento del liderazgo de Rómulo Betancourt, dada la sistemática campaña de descrédito de que él había objeto, presentándolo como enemigo del Ejército. Esta imputación se correspondía con el hecho de que nada holgado resultaba ser el trato de los militares con los representantes políticos de la sociedad civil. En una carta dirigida a los tenientes coroneles J. M. Gámez [Arellano], Nucete Paoli [Miguel] y Jiménez Velázquez [José J.], de 6 de enero de 1958, afirmó Rómulo Betancourt: «(...) Entre los muchos daños que Pérez J. [Jiménez, Gral. Marcos] le ha hecho a Venezuela está ese de haber pretendido abrir un abismo entre las Fuerzas Armadas y los hombres que en el campo civil hemos trabajado y seguimos trabajando por la libertad y la dignificación de nuestra Patria». Ángel Borregales, del grupo de exiliados en Barranquilla, en carta a Rómulo Betancourt, de 8 de enero de 1958, expresó sugerentes juicios sobre la actitud de algunos de los militares entonces alzados, allí refugiados, respecto del partido Acción Democrática:


  
    «(...) lentamente hemos venido venciendo la resistencia que de parte de muchos de ellos existe con respecto al Partido. Pero no todos piensan en igual forma. Hay algunos, posiblemente los más politizados que tienen una mentalidad democrática y ven en Acción Democrática una fuerza de un gran valor moral y político llamada a desempeñar un papel de primer órden [sic] en la vida de nuestro país. Con un trabajo paciente y bien orientado es mucho lo que se puede conseguir en el sentido de crearles conciencia política y democrática a esta gente. A las claras se ve que han sido atiborrados de cosas en nuestra contra, haciendonos [sic] aparecer como enemigos del ejercito [sic] y llenos de un espíritu de retaliaciones y de venganzas.»

  


  No obstante, añadió el corresponsal que era particularmente estimulante la valoración, por aquellos militares refugiados, de la conducta de los militantes adecos: «Reconocen que las condiciones económicas de los hombres del partido son de pobreza, lo que indica que pasamos por el gobierno sin tocar para provecho personal, los dineros del estado (...)». Igualmente les impresionaba el hecho de «(...) Que desde que caímos hasta la fecha hemos soportado con heroicidad el peso de la represión ejercida por la dictadura. Este hecho produce admiración en el seno del ejército y de quienes no son propiamente amigos del partido». A lo que sumó una comprobación particularmente significativa: «(...) La mayoría están [sic] de acuerdo en opinar que el movimiento que insurgió el 1.º de enero [de 1958] tenía en líneas general [sic] un móvil democrático (...). Esta opinión me la han trasmitido por separado varios de ellos. De no ser cierta, al menos fue lo que se les hizo ver a este grupo». Coincidiendo con estos juicios estaba lo dicho por Rómulo Betancourt a Serafino Romualdi, en carta de 4 de abril de 1957, acerca de los propósitos continuistas del Gral. Marcos Pérez Jiménez, si bien «(...) un grupo importante del Ejército venezolano no oculta su repudio a la idea continuista (...)». Cabía, por consiguiente, -y así lo demostraron los acontecimientos inmediatos-, al menos no sobreestimar la cohesión de la base militar del régimen dictatorial.


  ¿Presagios de un Gobierno de coalición?


  Cuidadosos y muy claros debían ser los preparativos de la postdictadura. Debían ser ventilados de manera desapasionada los resentimientos, todavía presentes, brotados al iniciarse, en 1946, en condiciones revolucionarias, la política genuinamente de partidos; y reforzados por los nacidos de la actitud asumida por dos de los partidos democráticos ante el golpe militar que condujo, atropellando la soberanía popular de cuyo ejercicio habían participado esos mismos partidos, a la instauración de la dictadura militar; al igual que de los nacidos de la soledad del partido Acción Democrática clandestino en la primera fase de la lucha contra ella.


  No fueron gratas ni holgadas las gestiones con el partido Unión Republicana Democrática (URD), dada las condiciones puestas por su líder, Jóvito Villalba Gutiérrez. Este se consideraba fortalecido por el resultado electoral de 1952 y entendía que se diese cabida a la reivindicación del medinismo y a sus buenas relaciones con los comunistas; ambas posiciones resultaban inadmisibles para Acción Democrática y su líder, Rómulo Betancourt. Menos difíciles fueron las conversaciones con el partido socialcristiano Copei, y su líder, Rafael Caldera Rodríguez.


  No requería mucho esfuerzo advertir, como resultado de estas gestiones unitarias, la posibilidad de que una vez derrocada la dictadura militar se formase un gobierno de coalición; el cual, a su vez, permitiese crear una situación de equilibrio político que abriese la vía para consolidar un gobierno transitorio hacia el pleno restablecimiento de un régimen democrático de partidos. Es decir, lo que tomó curso en el Pacto de Puntofijo y el Programa mínimo conjunto de gobierno; bases políticas de la que, bajo la figura transitoria de una reinstauración, habría de ser, ubicada en el largo plazo histórico, la instauración definitiva de la República liberal democrática.


  Fase final de la estrategia de retorno al poder


  La fase final de la estrategia de retorno al poder alcanzó un alto nivel de complejidad sociopolítica, acentuada por la forma acelerada como se desenvolvió y por la intervención de una cadena causal no expresamente prevista, si bien no del todo sorpresiva, a juzgar por ciertas observaciones de Rómulo Betancourt acerca de la participación de los militares en la lucha para derrocar el régimen dictatorial. Rómulo Betancourt, en Memorándum para la Dirección interna de Acción Democrática, de 18 de noviembre de 1951, había observado que: «(...) Los socios de los cuarteles posiblemente no actuarán sino cuando haya el estímulo de un movimiento armado desencadenado (...)». Cabe subrayar el cambio táctico sintetizado en esta última frase. Había sucedido a la inversa el 18 de octubre de 1945. A la rebelión militar de entonces le acompañó, concertada, la participación civil largamente preparada y propiciadora de la participación militar. Obviamente, Rómulo Betancourt había dejado de considerar que pudiese ser el sector militar el detonador de la acción conjunta cívico-militar. No parece que esta concepción, en el fondo optimista, pudiese corresponderse con el estado real de las masas; pero sí es posible que se valorase de manera realista la actuación propiamente militar.


  No obstante, pronto se recayó en la esperanza de que fuesen militares quienes tomasen la iniciativa. Si bien era poco menos que inevitable que de ello disuadiesen los reiterados fracasos del denominado trabajo especial; más aportaba en ese sentido la comprobada incapacidad demostrada del partido para inspirar y promover movimientos de masas dirigidos a enderezar la situación. Requerirá detenido estudio lo sucedido a partir del 23 de enero de 1958, cuando la espontánea acción de masas sí enderezó la torcida situación continuista que intentaron montar los militares que habían tomado la iniciativa.


  Papel fundamental del escenario propiamente nacional


  En el desarrollo de los acontecimientos que condujeron al derrocamiento de la dictadura militar, el escenario propiamente nacional pasó a desempeñar el papel predominante. ¿Significó esto desvirtuar el hasta entonces enfoque de la persistencia de la dictadura militar influido por la función de esta en el escenario internacional, caracterizado por la Guerra Fría? Solo que después del desenlace adverso de la primera intentona militar, la marcha de los acontecimientos hubo de ser enfocada en función de la enconada situación mundial. Pero una vez recuperadas de su sorpresa las direcciones de los partidos políticos de oposición, la viabilidad de la reinstauración de la República liberal democrática estuvo regida por la equilibrada concertación por ellas cultivada; equilibrio sobre el cual siguió planeando, como correspondía, una percepción de lo nacional en acentuada correlación con la conflictiva situación internacional. ¿Se dio en estos acontecimientos un caso de la que en metodología de la Historia ha sido denominada una cadena causal independiente, tras cuya irrupción recobró vigencia la dialéctica de continuidad y ruptura, propia del curso de lo histórico?


  Quedó así ratificada la utilidad de las negociaciones unitarias. Mas, tuvo que tenerse presente la circunstancia de que la formulación de la estrategia de retorno al poder se vio condicionada por los requerimientos de la posición beligerante de los Estados Unidos de América, en el marco de la Guerra Fría. Respecto de Venezuela, en ese marco reinaba la seguridad del abastecimiento petrolero, garantizada hasta entonces por la dictadura militar. No se contaba con indicios razonables y confiables de que la determinación político-estratégica de los Estados Unidos de América pudiese admitir un cambio, menos aún uno, además de brusco, radical.


  El trastorno del cuadro interno por la súbita caída de la dictadura militar, como resultado, en lo inmediato, de conspiraciones militares, crea una gran dificultad de interpretación. ¿Se había producido en el cuadro general internacional de la Guerra Fría una brecha, perceptible, que auspiciase la súbita caída de esa dictadura, repotenciada en 1952? Se han adelantado dos plausibles explicaciones. Una apunta hacia la aparición de diferencias, en las Fuerzas Armadas, por inconformidad de un grupo de oficiales con la acentuación del carácter policial represivo del régimen; y el consiguiente temor de incurrir en futuras responsabilidades judiciales o en represalias privadas. Otra apunta hacia posibles maquinaciones de sectores financieros, nacionales y vinculados con extranjeros, afectados por el desorden administrativo del régimen. Incluso se ha pretendido hacer valer, en este último sentido, posibles reacciones de empresas afectadas por haber quedado fuera de la rebatiña de concesiones petrolíferas montada por la dictadura militar, apremiada por el déficit fiscal. Obviamente, también se ha querido exaltar la labor de la Junta Patriótica, muy de acomodo con los partidos que la integraron para recomendarse a la opinión pública. ¿Podría atribuirse algún papel, en lo sucedido, a una suerte de cadena causal independiente, quizás atinente a diferencias y celos profesionales entre los militares?


  Legítimo resentimiento producido en la sociedad venezolana por la complacencia del Gobierno de los Estados Unidos de América para con la dictadura militar


  Estaba clara la necesidad del manejo hábil de las relaciones con los Estados Unidos de América, reclamado por el desenvolvimiento de la situación una vez derrocada la dictadura militar. Sobre todo, importaba que los objetivos del juego de las fuerzas políticas no comprometieran la normalidad en lo concerniente a la industria petrolera; esto, ni en la gestación de la crisis política final de la dictadura ni en su desenvolvimiento. La satisfacción de este requisito suponía manejar con tiento y transparencia el fundado resentimiento causado en sectores de la sociedad venezolana por la probada complacencia del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América con el dictador depuesto.


  Para los fines de largo plazo, la estrategia de retorno al poder se convertía en la estrategia de la reanudación de la instauración de la República liberal democrática. Para tales fines, y guardando el recuerdo de lo ocurrido con la primera fase de esa República, el 24 de noviembre de 1948, era evidente la necesidad de ganar tiempo, suscitando una actitud de expectativa de parte de Washington; y esto requería que el proceso político se desenvolviese de manera confiable, en cuando a su regularidad y moderación. El conocimiento inmediato del déficit fiscal resultante del desorden administrativo practicado por la dictadura reveló que las eventuales repercusiones de la alteración de la situación en lo concerniente a la industria petrolera afectarían tanto o más a la propia Venezuela. Obviamente, esta conducta no era la apropiada para satisfacer a los exaltados del antiyanquismo, sobre todo el de quienes rompiendo lanzas contra el imperialismo, en nombre de la independencia nacional y la libertad, cerraban los ojos ante lo que ocurría detrás de la cortina de hierro.


  Del golpe continuista militarista del 23 de Enero de 1958, a la reinstauración de la República liberal democrática


  Esta reformulación de la estrategia de retorno al poder era más necesaria y urgente dada la circunstancia de que lo ocurrido el 23 de enero de 1958 fue un golpe genuinamente militar. No se tiene noticia de que en alguna de sus fases hubiese participación civil; ni se hizo simultáneamente alguna promesa de que se abriría la opción de restaurar el poder civil; ni se conocen intentos de formar frente con algún sector civil significativo. Todo indica que el golpe se correspondía con un propósito-proyecto de continuismo militarista en el ejercicio del Poder Público.


  La Junta instalada por los militares alzados estuvo integrada solo por militares; y no cabía pensar que alguno de ellos brindase esperanzas de un gobierno que difiriera del derrocado. La designación luego, como presidente de la Junta, del vicealmirante Wolfgang Larrazábal; seguida del lanzamiento de su candidatura a la primera magistratura, avalan esta interpretación. De allí la incongruencia de que ese acontecimiento sea proclamado como el hecho inicial de la democracia venezolana. Se trasluce en esta aseveración el rechazo del denominado trienio, expresión denigrativa empleada para designar el período 1945-1948, no solo inicial sino también primordial en la instauración de la República liberal democrática.


  La conversión del golpe militar del 23 de enero de 1958 en oportunidad propicia a la reinstauración de la República liberal democrática se debió al inesperado rebrote de los valores democráticos sembrados durante el lapso 1945-1948. Tomados de sorpresa por la espontánea reacción de la sociedad, los azorados golpistas tuvieron que recomponer el libreto, reformando la Junta de Gobierno mediante la incorporación de civiles, con miras a aplacar los ánimos de la sociedad, al menos momentáneamente, pues casi de inmediato hubo conatos de rebelión militar contra esa Junta, que fueron frustrados con la colaboración, determinante, de las fuerzas sociales ahora alertadas y movilizadas por los partidos políticos en vías de reasumir públicamente sus funciones.


  Atenuar las reticencias del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América


  Entraba en una nueva fase el papel que venía desempeñando Rómulo Betancourt en la tarea de atenuar las reticencias del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, respecto de la reinstauración de la República liberal democrática en un área cuya estabilidad resultaba ser de gran importancia estratégica en el marco de la Guerra Fría. Para estos altos fines, el realismo político de Rómulo Betancourt tuvo que torcerle el cuello –aunque no del todo– al cisne de su pasado de militante comunista y fervoroso antiimperialista; lo que incitó a sus consecuentes enemigos de secta y demás detractores, quienes estaban dispuestos a poner en riesgo la resurgente democracia venezolana obedeciendo los dictados estalinistas, a acentuar denuncias que han perdurado hasta el presente; aunque sobre todo entre ellos mismos.


  Para la promoción de sus altos fines patrióticos, encaraba Rómulo Betancourt la difícil tarea de dar prueba de no ser comunista. Lo hizo hábilmente: sin afirmar no haberlo sido. Con lo que puso a buen recaudo la entereza de su carácter y el decoro de su evolución ideológico-política. Lo hizo procurando dejar claramente sentada, mediante un discurso nunca obsecuente con aquellos de quienes reclamaba ser escuchado; y apoyándose en su actuación en el campo político y sindical, su genuina disposición de enfrentar el expansionismo soviético, al mismo tiempo que combatía la dictadura e impulsaba la democracia, no solo en Venezuela sino en toda Latinoamérica. La convicción de que la prosecución eficaz de estos objetivos reclamaba la revisión del antiimperialismo militante, de inspiración leninista, y la superación de su degradación el antiyanquismo, tanto en lo personal como en lo partidista, alcanzó en la segunda etapa del tercer exilio de Rómulo Betancourt, durante los años 1953 a 1958, su momento culminante, en obsequio de la formulación y puesta en obra de la estrategia de retorno al poder.


  El punto de partida, en los tiempos del primer exilio, de 1928 a 1936, de su fervoroso antiimperialismo y aun de antiyanquismo, había comenzado a verse limado en el curso de la formación del partido Acción Democrática, a partir de 1936-1937. Ocurrió en correspondencia con los retos planteados por la Segunda Guerra Mundial y al amparo de la figura democrática de Franklin Delano Roosevelt. Esta evolución experimentó considerables avances durante la instauración de la República liberal democrática, en 1945-1948. El golpe militar tradicional del 24 de noviembre de 1948, y la posición de los Estados Unidos de América ante la dictadura, enmarcada esta en los requerimientos de la Guerra Fría, reactivó transitoriamente el rechazo hacia el gobierno norteamericano, particularmente en el movimiento sindical y en la juventud del partido Acción Democrática; pero fue dando paso a la estrategia, formulada y vigilada por Rómulo Betancourt, que progresivamente se convirtió en una firme postura político-ideológica, basada en los requerimientos del ordenamiento sociopolítico democrático, fundado en el ejercicio de la libertad y el desarrollo del bienestar social. Esta evolución quedó consignada en el «Borrador de Memorándum de Rómulo Betancourt al Congress of Industrial Organizations, CIO»; presumiblemente de agosto de 1954: «Comenzaré por fijar mi posición y la del Partido que dirijo, Acción Democrática (...). Nosotros admitimos y reconocemos que tenemos coincidencias históricas, geográficas y económicas con Estados Unidos (...)». A lo que añadió un oportuno y aventurado reacomodo político de la verdad: «(...) No hemos hecho nunca del ‘antiyanquismo’ bandera de lucha (...)».


  Sin embargo, no fue parco Rómulo Betancourt en sus críticas a la política del gobierno norteamericano respecto de la dictadura del Gral. Marcos Pérez Jiménez. En un «Memorándum para el Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior», «(...) confidencial y muy privado (...)», de fines de diciembre de 1956, acerca de conversaciones que sostuvo con funcionarios del Departamento de Estado, informó:


  
    «(...) hice una crítica franca, abierta, sin medias tintas, a la política seguida hasta ahora por ellos en V. Dije que no era de «manos fuera», sino que había adoptado francos matices intervencionistas, y en el peor camino. Cité la condecoración [La Orden del Mérito del Congreso, otorgada al dictador por el Presidente Eisenhower], y, antes, la premura para reconocer a PJ [Pérez Jiménez], después del golpe de Estado del 52 [1952], sin iniciar procedimiento habitual de consulta; critiqué el discurso de Fletcher Warren [Embajador de los Estados Unidos] del 2 de Dic. 1953, en el Centro americano de Caracas. (Se me olvidó –lo que más tenía presente– la invitación de ellos a Pedro Estrada). Me preguntaron numeros [sic] de presos, nombres de ellos, exilados, etc. Como es obvio, en ningun [sic] momento plantée [sic] que nosotros aspirabamos [sic] a ingerencia suya directa para que se pudiera realizar un proceso electoral limpio en Venezuela. Apenas me referí a que «había un grupo de gobiernos latinoamericanos dispuestos a presentar en la OEA una petición de amnistías generales en América», y que la actitud del representante de EE.UU. sería ahí muy importante (...)»

  


  Más que sus críticas, las circunstancias políticas estimularon un cambio de actitud en esos funcionarios diplomáticos, según informó Rómulo Betancourt al Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior, el 1.º de diciembre de 1957: «(... ) Encontré en esa gente una receptividad tan amistosa que me sorprendió, y explicable, entre otras cosas, porque hay en ellos la convicción de que el enano [Gral. Marcos Pérez Jiménez] está más débil de lo que nosotros mismos nos imaginamos (... )».


  Es decir, suficientes hechos como para suscitar el antiyanquismo de los jóvenes adecos, según lo reseñó Pedro Francisco Ledezma, secretario general del partido, en carta al presidente y demás compañeros del Comité Exterior de Acción Democrática, fechada en el 14 de noviembre de 1954:


  
    «Todo gira para esos niños alrededor del problema imperialista, que no lo comprenden. Y ello los lleva a sostener disparates como el de que nosotros no somos consecuentes anti-imperialistas porque no despotricamos, en igual forma que los comunistas, contra los Estados Unidos. Ellos quisieran ver en nuestros documentos, a cada momento, expresiones como «la bota yanqui», «tiburones imperialistas», etc., que además de ser muchas de mal gusto, no cuadran con nuestro sentido nacionalista de la lucha anti-imperialista; lo que se ha repetido más de una vez en nuestros documentos, pues tales invectivas de los camaradas responden a una estrategia internacional; y es obvio que si fuera Roosevelt [Franklin Delano] el que llevara el timón, hoy, en los Estados Unidos, el [sic] sería el «primer tiburón imperialista».»

  


  Consciente de que era necesario refrenar los ímpetus del que consideraba el inconsulto –aunque no del todo inmotivado–, antiyanquismo que se manifestaba en el seno del partido, y particularmente en la juventud universitaria, Rómulo Betancourt adoptó una posición basada, a un tiempo, en su concepción de la edad juvenil y en la alta valoración del papel que la juventud había desempeñado en la lucha clandestina contra la dictadura; y más todavía de lo que ella estaba llamada a representar en la reconstrucción del partido Acción Democrática. Consistió en la reorientación ideológica y la conciliación argumentada; pero dejando claramente establecida su determinación de que podrían tomarse medidas disciplinarias severas y hasta drásticas, que simbolizó con la figura de la pinza del dentista; de cuya aplicación había dado pruebas.


  Garantizar el vital flujo del petróleo


  La cuestión petrolera adquiría, en el nuevo escenario sociopolítico venezolano y su condicionamiento internacional, una extraordinaria relevancia: amenazaba con pasar de ser importante a ser determinante. A todo lo largo del proceso de formulación de la estrategia de retorno al poder, Rómulo Betancourt había demostrado comprender, desde muy temprano, que en las condiciones de la Guerra Fría la disponibilidad del petróleo venezolano era vital para los Estados Unidos de América y el Occidente todo.


  A comienzos de 1953, en un artículo publicado en la revista cubana Bohemia, Rómulo Betancourt apreció en estos términos la significación mundial del desconocimiento del resultado electoral de 1952, por la Junta constituida por los militares Marcos Pérez Jiménez, Luis Felipe Llovera Páez y el «(...) civil de alquiler Suárez Flamerich [Germán] (...)»: «Factor muy importante sin posible duda, es el rango y papel que le corresponde a Venezuela, como productor en grande de petróleo (...)». Apunta que el periódico The Times registró, en comentario del seis de diciembre de 1952, sobre los acontecimientos políticos venezolanos, que «(...) ‘tienen inseparable [¿insuperable?] importancia para el mundo atlántico, porque la economía de las naciones situadas a ambos lados del océano no podrían evitar serios descalabros si se interrumpiera la producción de petróleo en Venezuela’». Y agrega: «‘El año pasado la producción de petróleo crudo de Venezuela fue de noventa y un millones de toneladas, casi igual al total de lo producido por todo el Medio Oriente’». Es decir, tal era la razón por la que «(...) Las oficinas de los ejecutivos de los más poderosos consorcios capitalistas de Estados Unidos son sismógrafos muy sensibles para registrar las alternativas políticas venezolanas».


  Además de expresiones tan específicas, da testimonio de esta preocupación la cautela demostrada durante la formulación de la estrategia de retorno al poder. De allí su controversia con Juan Pablo Pérez Alfonzo. Esta reveló que desenvolverse en función del abrumador cuadro de la nueva relación de dependencia así establecida para Venezuela era aún más difícil preservando la autonomía crítica, antiimperialista y democrática del ahora notable exilado. Si bien el antiimperialismo, doctrinario y militante, de Rómulo Betancourt, había asimilado los requerimientos ideológico-políticos de la Segunda Guerra Mundial, estaba lejos de haber desarmado. Antes por el contrario, había sido reanimado por el rechazo que le merecía la connivencia petrolera de las democracias, que ayer lucharon contra el fascismo, con el régimen militar que intentaba detener la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia.


  Ante la declaración de un alto ejecutivo de la Shell, sobre que «(... ) la ‘expansión de la industria requerida por el mundo libre’ impone, o implica, la obtención de nuevos lotes de subsuelo (... )», Rómulo Betancourt padeció un acceso de antiimperialismo que lo llevó a asumir una posición que, en aquellos momentos y circunstancias, habría podido resultar poco menos que políticamente contraproducente. El 31 de enero de 1952 escribió a Juan Pablo Pérez Alfonzo «(... ) Considero que ha llegado el momento en que nosotros ratifiquemos, ya en función de los elementos concretos de que disponemos, la declaración de tipo general que ya se hizo. Que se diga, en lenguaje sereno pero claro, que deberán invalidarse en el futuro [sic] esas concesiones (... ) Pienso hacer eso en una exposición radial (... )». Esta radical posición motivó en el destinatario de la carta un tajante comentario, en carta de 31 de octubre: «No otorgar nuevas concesiones, es más radical y terminante que el ‘cese radical del sistema etc. etc. [¿de concesiones?] (... )»; a lo que añade: «Aquí desarrollas el principio de ‘no más concesiones’, ‘no otorgar nuevas concesiones’ (cita del Mensaje) que como te digo es más terminante que el cese radical. De todos modos esto es lo que interesa y no el medio que llegue a adoptarse para continuar la explotación petrolera. La empresa estadal es uno de esos medios y puede ser q. finalmente llegue a aplicarse. De momento, si damos un poquito de publicidad a esto, sin embargo, puede que demos a Pérez J. [Jiménez] la solución q. no ha encontrado a la barrera de NO MÁS CONCESIONES».


  Aunque quizás fue más determinante la diferencia surgida entre la posición asumida por Rómulo Betancourt respecto de garantizar que no se vería afectada la producción petrolera, de resultas de la reinstauración de la República liberal democrática; y la asumida al respecto por la dirección de su partido en el exilio. Consciente de esta realidad, en el «Memorándum de Rómulo Betancourt para el Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior», de fecha 2 de noviembre de 1956, al tratar sobre la necesidad del documento «(...) suscrito por el Presidente del Partido que ha acordado el CC. Estoy plenamente de acuerdo con él (...) Es evidente que un documento de esa significación debe meditarse y escribirse con tranquilidad, y no a vuela-máquina (...) Ese documento debe ajustarse, en su intención y estilo, a la nueva tactica [sic] que estamos aplicando (...) debe hacer énfasis en que un gobierno democrático en Venezuela no significará paralización, ni por un día, ni por una hora, del aporte del petróleo venezolano al mundo occidental, ahora urgido como nunca de ese aporte debido a la crísis [sic] bélica en el Medio Oriente (...)». La respuesta de Luis Augusto Dubuc, de 7 de noviembre de 1956, es reveladora de la persistente postura antiyanqui en el Comité Coordinador: el CC. ampliado recomendó «(...) eliminar la referencia al aporte del petróleo venezolano, por considerarla inoportuna y no apropiada a la índole del documento (...)». De allí que no le fuese fácil dar prueba de realismo político, contribuyendo a que se garantizase el flujo petrolero, al mismo líder y dirigente que había planeado concertar su último arranque neogaribaldino, denominado Operación Berta, con una huelga de los trabajadores petroleros del Estado Monagas.


  Desde el inicial y fervoroso antiimperialismo leninista hacia un anticolonialismo apoyado en la Carta del Atlántico


  En este tránsito ideológico-político se operó la conversión del que fuera ardoroso antiimperialismo de inspiración leninista, proclamado por Rómulo Betancourt, en una serena pero firme actitud política que tendía a lograr los mismos fines, pero adoptando la vía de la instauración del régimen sociopolítico liberal democrático, de manera simultánea con el desarrollo de una economía nacional orientada hacia la consolidación de la independencia nacional y el incremento del bienestar social; en suma, realizando la por él denominada la revolución democrática.


  El tránsito consistió en pasar del antiimperialismo leninista al anticolonialismo. De por medio estuvieron un sostenido e intenso proceso de decantación ideológica y la vivencia de dos guerras mundiales: la Segunda y la Guerra Fría. Pero quizás, y sobre todo, pesó el haber tenido que aceptar la existencia, la práctica y la amenaza de algo que en su inicial fervor militante había negado: el imperialismo soviético, multiforme e implacable, representado por la cortina de hierro, denunciada por Winston Spencer Churchill en 1946; y luego por el muro de Berlín, dispuesto el 12 de agosto de 1961.


  Redondeando Rómulo Betancourt su juicio sobre la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), afirmó que representaba la progresiva degradación de un experimento sociopolítico que él había considerado bien concebido y bien orientado, como búsqueda de un mejor ordenamiento sociopolítico. Juicio semejante había formulado en lo concerniente a una cuestión que, como marxista-leninista básico, también había considerado fundamental: la reivindicación del principio de la autodeterminación de los pueblos, y, por consiguiente, de la lucha contra el colonialismo y el imperialismo. Del arranque de la evolución de su juicio al respecto dio una explicación, sintética y llana, en una carta a Antonio García, de 28 de noviembre de 1932. Aunque declarándose inspirado en la fórmula propuesta por Lenin, acogida en 1922; y partiendo de la proclamada política de nacionalidades, el naciente poder soviético se había convertido en un gobierno absolutamente centralista, enmarcado en un Estado declarativamente federal: «(...) La política seguida por la Unión Soviética con sus nacionalidades, cuando les dio derechos para la autodeterminación, fue la primera prueba que dio de estar dispuesta a ser consecuente con el marxismo en ese terreno (...) Bajo el comando de Lenin y Trotski, quienes sí poseían una mentalidad internacionalista (...)». Llevado de este entusiasmo, en la citada carta afirmó Rómulo Betancourt:


  
    «(...) No vacilo en negar, en este punto, todo lo que ha dicho la reacción internacional contra esos jefes de la revolución rusa, haciéndolos aparecer como revividores del sueño expansivo y conquistador de Pedro el Grande. La vida y la obra de ambos los pone a salvo de semejantes inepcias. Pero si en esa época podía hablarse del imperialismo ruso –imperialismo libertador, si es que fuera posible unir esos dos conceptos irreconciliables–, en cambio hoy no puede hablarse de él. Rusia y su revolución han caído en la charca termidoriana. Stalin es un Bonaparte sin las ambiciones expansionistas de Bonaparte. Un marxista desnaturalizado, porque no tiene sino una mentalidad aldeana, rural. Ha acuñado la inepcia de «construir el socialismo en un solo país», y a realizarla se ha dedicado con todas sus fuerzas. No piensa sino en eso; y la III Internacional, fiel a su línea política, se desentiende hasta extremos inimaginables de los movimientos revolucionarios de los demás países (...).»

  


  Rómulo Betancourt culminó su alegato avalando personalmente su juicio: «(...) Yo se lo digo por experiencia objetiva, directa. Aquí [San José de Costa Rica] he trabajado (...) dentro del Partido Comunista local. Estoy enterado de su correspondencia, conozco los resortes íntimos de su actuación (...)».


  Cabría indagar sobre la repercusión que pudieron tener en el avance de esa evolución ideológica de Rómulo Betancourt, dos acontecimientos de fuerte proyección internacional. Uno respecto de la noción de imperialismo: el reparto de Polonia, en virtud del pacto nazi-soviético; que puso de bulto el sometimiento de sus antiguos compañeros de secta al estalinismo. El otro, respecto de la consolidación y el afinamiento de esta línea de su evolución ideológico-política, permite preguntarse: ¿estuvo basada en –o fue solo auspiciada por– la Carta del Atlántico, reiteradamente citada e invocada por él? En todo caso, parece haberse correspondido, tal evolución, con una de esas situaciones en las que el realismo político, practicado con valentía, cambia el que algunos podrían tildar de irresponsable oportunismo en responsable sentido de oportunidad. Pero, parece quedar probado, en todo caso, que se trató del resultado de un laborioso proceso crítico.


  Es el comentario que suscita el barajarse de los conceptos de imperialismo y de colonialismo, en el referido trayecto ideológico y doctrinario de Rómulo Betancourt, función de la reinstauración de la República liberal democrática. Lo substancial es que, procedente de un fervoroso antiimperialismo, las implicaciones ideológico-políticas de la Segunda Guerra Mundial estimularon una revisión de esas iniciales posiciones. No obstante, todavía el 24 de noviembre ¿de 1954?, escribió a Pedro Felipe Ledezma, secretario general del Comité Ejecutivo Nacional (CEN) de su partido, refiriéndose al otorgamiento de nuevas concesiones petrolíferas: «(...) Es la entrega de lo que queda del subsuelo nacional al imperialismo del aceite; en condiciones ominosas para el país. Es la peor traición a Venezuela de esa taifa de asesinos y aventureros (...)». ¿Por qué no entrega al imperialismo, genéricamente?


  El hecho fue que en el discurso político de Rómulo Betancourt el concepto leninista de imperialismo ya había cedido progresivamente el espacio al de colonialismo o al de coloniaje económico. ¿Cambio conceptual o giro táctico en función de la estrategia de retorno al poder? Expuso la cuestión, razonadamente, en una carta a Juan Pablo Pérez Alfonzo, de 8 de febrero de 1954: «(...) hay algo sobre lo cual tenemos que ver claro. Con nuestro propio lenguaje, según nuestros propios enfoques, estamos obligados a recoger un sentimiento existente en el país, y a orientarlo. El que pugna contra la colonización económica. Aun dentro de las vigiladas y morigeradas Cámaras [de Comercio y Producción] aflora ese sentimiento (...) Hay razones nacionales y extra-fronteras para ello. Las nacionales derivan de la conchupancia y amartelamiento, tan ostensible como inhabil [sic], de los inversionistas con la dictadura (...) Las extranacionales ya la [sic] sabemos. El mundo colonial y semi-colonial está insurgido (...)». Y dio un ejemplo: «(...) Lo de Persia tan lejana repercute hasta en el último rincón de América, y muy vivamente en un pueblo de la inquietud del nuestro (...)». Luego advierte:


  
    «(...) El hecho de que esta carta vaya a ir a mano me hace decirte las cosas con menos guabineo. En realidad, creo que lo q. alarma al desk [¿el Departamento de Estado?] y a más arriba, es que estamos demostrando con cifras (...) como están las Compañías esquilmando a Venezuela. Y poniendo en evidencia cómo el tratamiento tan gentil que PJ [Pérez Jiménez] y su clique reciben –en la ONU, en la OEA, en el mundo de las relaciones diplomáticas– tiene extrecha [sic] conexión con la influencia aceitosa en los medios gobernantes de allí [¿USA?] y de Londres. La verdad es que cada día se confunden más Administración [Gobierno] y bussinesmen, y uno no sabe donde comienza la una y terminan los otros (...)»

  


  A esta comprobación le siguió un juicio estratégico: «(...) Claro que no es cuestión de pelar la cuerda, y que debe seguirse el consejo de Ted [Teodoro] Roosevelt: hablar bajito y esperarlos en la bajadita. Pero no un ‘bajito’ de afonía. Enseñar el tramojo no es mala táctica. Ya vez [sic] que hasta Gonzalo [Barrios], tan cauteloso, lo hace en su discurso publicado en folleto [¿?] (...)». ¿El rudo imperialismo pasaba a ser cosa del pasado, donde yacía la Carta del Atlántico?


  Tal parece desprenderse de la circunstancia de que al escribir «Sobre la situación política de Honduras», ¿a fines de 1954?, dice del Gral. Tiburcio Carías, solo que: «(...) Fue ‘hombre’ de la United Fruit Company y Honduras una factoría bananera(...)». Pero consecuente en la condena del colonialismo, en un «Memorándum para Pedro Bernardo Pérez Salinas», ¿de fines de 1955?, al aconsejarlo sobre lo que habría de decir en una visita a AFOL-CIO, le dice: «(...) Y aludes [sic], tambien [sic], al despertar de Asia y África, y adoptas una posición francamente anti-colonialista (...)». No sabemos si consecuente consigo mismo, o aplicando el consejo de Teodoro Roosevelt, fue cautelosa su proposición de una nueva política a seguir en la cuestión petrolera por un renaciente gobierno democrático.


  Parecía haber sido superada la confusión conceptual perceptible en un artículo de prensa sobre Irán, publicado el 16 de agosto de 1952, en el cual denunció Rómulo Betancourt que «(...) Métodos coloniales de explotación, los tradicionales del imperialismo inglés de viejo cuño, fueron aplicados allí como en el resto de Asia (...)». De manera general, también refiriéndose a los acontecimientos de ese país, concluyó que «(...) No solo está en debate la suerte y destino de un pequeño país [sic], enclavado en ese triángulo geográfico que divide en dos al mundo. Está en juego una tesis: la de autoderminación de los pueblos, la del derecho de las naciones débiles a ser rectoras de sus propios destinos. Es [¿había sido?] la tesis oficial de Occidente, que se esgrime frente a la vocación expansionista de Rusia Soviética [URSS] y su tendencia a crearse una constelación de Estados satélites (...)». Por eso, sentencia, el caso de Irán «(...) Ha llegado a ser piedra de toque para poner a prueba la sinceridad y buena fe del frente occidental».


  La actualización de la postura antiimperialista demostraría que el partido Acción Democrática y su presidente rectificaron lo afirmado en la Declaración de la Dirección Política Nacional, de septiembre de 1952, al decir que «(...) Nuestro compromiso con Venezuela, el de actuar como un partido conductor de la alianza de clases explotadas, para cumplimiento de la revolución democrática y antimperialista [sic], no iba a ser olvidado (...)». ¿Lo que significaba que la consigna internacionalista de la revolución agraria antiimperialista quedaba descartada en beneficio de una versión socialdemócrata, la de una revolución democrática; pero también antiimperialista por cuanto se dirigía hacia la consolidación de la independencia nacional?


  La dialéctica de la unidad política y la autonomía ideológico-política


  Los trabajos políticos conducentes a la reinstauración de la República liberal democrática tenían que estar regidos, en razón de su origen unitario, por una dialéctica de la unidad como propósito y de la autonomía ideológico-política como criterio de funcionamiento. Nunca antes se había concebido en Venezuela un experimento sociopolítico de semejante complejidad; dado que el Ejecutivo triunviral constituido en 1811 significó, sobre todo, intentar alejar la posibilidad de un gobierno despótico, a la usanza revolucionaria francesa. También, que las alianzas decimonónicas entre caudillos no pasaban, por lo general, de ser complicidad o transitoria confabulación para enfrentamientos entre iguales.


  Liquidación de la Junta Patriótica


  La liquidación de la Junta Patriótica, formada por representantes de los partidos antidictadura –incluido el Partido Comunista de Venezuela (PCV)– e independientes, planteó la necesidad de realizar una delicada operación política. Delicada, sobre todo por el prestigio de que gozaba la Junta en la opinión pública; quizás no tanto por su eficacia demostrada, como por la aspiración de estabilidad y convivencia democrática a la que se esperaba que respondiera. Esta circunstancia, políticamente significativa, además de la valoración objetiva del mensaje de unidad que representaba, cuando era justamente la unidad el criterio predominante en el pensamiento político común, motivó que la solución del problema que podría derivarse de su permanencia, al constituirse en una suerte de instancia contralora suprapartidos, comenzase por el reconocimiento unánime de su labor rendida.


  Mas, estaba de por medio la presencia de los comunistas. Esta chocaba con la posición doctrinaria de Acción Democrática, consubstanciada con la de su presidente Rómulo Betancourt, de no concertar con ellos acuerdos que fuesen más allá de lo puntual táctico; y esto en la lucha contra la dictadura militar. Era evidente que la presencia de los comunistas en un organismo político unitario permanente no propiciaba la procura de tiempo, ante las instancias internacionales, comenzando por los Estados Unidos de América, para que llegase a buen puerto la reinstauración de una República liberal democrática que, en sus inicios, suscitó sospechas que ahora era necesario no ya terminar de disiparlas sino evitar que rebrotasen.


  Reanudación de la democracia de partidos políticos


  El instrumento para llevar a feliz término esta delicada operación de cirugía política lo proporcionó la reivindicación del principio de restablecer la democracia de partidos políticos, inaugurada a raíz de la Revolución de Octubre de 1945; reivindicación que cuadraba con las diferencias doctrinarias y la autonomía organizativa de los partidos democráticos unitarios, también interesados en darle curso a su restauración; y principio celosamente sostenido por Rómulo Betancourt durante la formulación de la estrategia de retorno al poder; y base del desarrollo de las negociaciones unitarias.


  La necesidad de legitimar la existencia de partidos políticos en el marco de una democracia; además de hallarse en este caso reunidos en un propósito común, condujo a que fuese disuelta honrosamente la Junta Patriótica. Fue considerada un recurso necesario para enfrentar una situación de emergencia; pero que resultaba superfluo en condiciones de normalidad institucional. Su permanencia habría significado consentir en la vigencia de una suerte de ente calificador de las conductas partidistas, que, previsiblemente, dada la participación del Partido Comunista de Venezuela, estorbaría el funcionamiento del gobierno de coalición; y terminaría por viciar el concepto de unidad del que participaban todos los partidos democráticos de oposición a la dictadura.


  Prevalecía en esto la razón de que para preparar el gobierno democrático de coalición era necesaria la conjunción de los partidos; pero basada en su autonomía organizativa y en su especificidad doctrinario-política. La Junta Patriótica había sido constituida sobre la base de supeditar esos valores y requisitos al derrocamiento de la dictadura militar. No a la edificación de un régimen sociopolítico republicano liberal democrático, como sí se lo propusieron los partidos democráticos, y sus respectivos candidatos a la Presidencia de la República, voluntad que cristalizó en la formulación y adopción del Pacto de Puntofijo y del Programa mínimo conjunto de gobierno, que lo acompañó, rigiendo su observancia.


  Automarginación inducida de los comunistas; preservando su presencia organizada en el régimen sociopolítico liberal democrático


  Se crearon de esta manera las condiciones para establecer una nítida diferenciación de los partidos democráticos respecto de los comunistas, sin que fuese necesario tomar medidas extremas de carácter político discriminatorio. Este procedimiento se correspondió con la táctica expuesta por Rómulo Betancourt, según la cual para contener al comunismo era más efectivo que la represión el mantenerlo a la vista.


  No avizoraba, en esos momentos, que llegaría el momento cuando, en circunstancias no ya de discriminación ideológica sino de intento de guerra civil, se vería obligado a infringir el precepto que expuso en un artículo, titulado «Contrastes», publicado el 6 de marzo de 1944, en el cual denunció el peligro representado por plantearse nuevamente la cuestión del comunismo como doctrina antinacional. Afirmó: «(...) A mí, personalmente, no me quita el sueño eso de que me califiquen de comunista, sin serlo. Empero, sé por experiencia que cuando suena esa música, se está esgrimiendo un arma tremenda contra la democracia. Se cultiva y manipula el pánico al comunismo como medio de alcanzar finalidades antidemocráticas (...)». El autor declaró contarse entre quienes pedían la abolición del Inciso VI del Art. 32 constitucional, por principio: «(...) No creo en el peligro comunista (...)». Mas, reconoció para preguntarse: «(...) Hay, desde luego, comunistas en este país, como en cualquier país del mundo. ¿Pero acaso no es mejor hacerle perder el miedo a las gentes conociendo a los comunistas, que ocultándoselos y multiplicándoselos?». Consideró que «A los comunistas se les combate mejor en campo abierto. Mejor que con martirologios (...) sin que haya peligro de que este pequeño mundo, tan poco burgués y tan carente de condiciones para que se imponga una dictadura del proletariado, se derrumbe aparatosamente (...)». Hizo esta elocuente caracterización de la sociedad venezolana de entonces, por temer que el anticomunismo volviera a englobar a los demócratas, como ocurrió durante el gobierno del presidente Gral. Eleazar López Contreras. Rómulo Betancourt consideró necesaria una advertencia: «(...) si se intenta volver al confusionismo anterior, colgando sambenitos a troche y moche, habrá que prevenirse. Huele al cadáver que estamos enterrando en los campos de batalla de Europa y Asia».


  La eficaz táctica acordada entre los tres partidos democráticos consistió en generar acuerdos que contribuyeron a la creación de condiciones políticas que –sin que significasen, al menos expresamente, discriminación ideológica– indujeran a los comunistas a mantenerse al margen de la empresa común de los demócratas. Tal fue uno de los muchos propósitos, logrados, del Pacto de Puntofijo, con el refuerzo del Programa mínimo conjunto de gobierno suscrito por los tres candidatos a la Presidencia de la República, representantes de los partidos pactantes. La vinculación irrestricta de los comunistas con la política exterior de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), acentuada en los términos de la confrontación entre los dos grandes bloques, el de la democracia y el del socialismo-comunismo, imposibilitaba la adhesión del Partido Comunista de Venezuela a las políticas pautadas en ambos documentos.


  No obstante que la posibilidad de esa adhesión quedaba abierta en virtud del párrafo final del Pacto de Puntofijo. Tras la ratificación de que «(...) este acuerdo no fija principio o condición contrarios al derecho de las otras organizaciones existentes en el país, y su leal cumplimiento no limita ni condiciona el natural ejercicio por ellas de cuantas facultades pueden y quieren poner al servicio de las altas finalidades perseguidas (...)». Se invitó «(...) a todos los organismos democráticos a respaldar, sin perjuicio de sus concepciones específicas, el esfuerzo comprometido en pro de la celebración del proceso electoral en un clima que demuestre la aptitud de Venezuela para la práctica ordenada y pacífica de la democracia». Esta invitación fue interpretada y denunciada por el Partido Comunista de Venezuela (PCV) como un artificio retórico fraguado para excluirlo. Solo que cabía diferenciar entre excluirse y ser excluido; pero sin que fuese cuestionada su presencia, como organización partidista, en el régimen sociopolítico liberal democrático a participar en cuya reinstauración se le ofrecía la posibilidad.


  El plan de operaciones, organizativo y político, y la reestructuración del partido Acción Democrática


  En el plan general de operaciones para la reinstauración de la República liberal democrática, debía insertarse el concerniente a la reestructuración del Partido Acción Democrática, llamado a ser el eje y principal impulsor de esa República, como fundador que había sido de la misma; cual lo afirmara reiteradamente Rómulo Betancourt. De allí la necesidad de formular una estrategia y diseñar tácticas, partiendo de la realidad de que se trataba de un partido fuertemente afectado por la clandestinidad, el exilio, la disminución considerable de su militancia activa y la pérdida irreparable de probados dirigentes.


  Tarea urgente era la formación de los instrumentos y el diseño de los medios, estratégicos y tácticos –culminantes de la estrategia de retorno al poder– dirigidos a darle paso a la participación dirigente del partido Acción Democrática en la creación de las condiciones necesarias para el funcionamiento del régimen sociopolítico liberal democrático. La formación de la Dirección, mediante la asunción del comando por el presidente del partido y sus colaboradores probados en el exilio, era el paso inmediato. De manera de poder actuar eficazmente en materia de disciplina partidista, y de coherencia doctrinaria, esto debía hacerse cerrándole el camino a disidencias, sin que ello pusiese en riesgo la consolidación de la organización. Es decir, constituir el partido que su presidente, Rómulo Betancourt, dispuso en carta de 24 de enero de 1958 a sus compañeros de la todavía Dirección interna:


  
    «Comando. Es necesario comenzar a reestructurar el Partido. No se está en los actuales momentos en condiciones de realizarse una consulta directa a la militancia, porque estamos desarticulados. Alguna fórmula debe aplicarse para llenar el vacío y considero que no queda sino una: la elección por arriba de un comando provisional. Debe establecerse una comisión reorganizadora amplia, con subcomisiones para las distintas tareas: organización, sindical, periféricas, etc. Y un comité político, que conduzca, oriente y represente al Partido. Indico la conveniencia de que lo integren los compañeros Leoni [Raúl], Dubuc [Luis Augusto] y un miembro del CEN actual(...).»

  


  Y pasó a disponer –¿como presidente del partido? ¿como dirigente? ¿como líder?– si bien tuvo el tacto de ordenar en condicional y asumiendo la responsabilidad por lo así dispuesto. ¿Previendo posibles reacciones de los militantes inconformes, que veían renacer y reinstalarse el por ellos denunciado betancourismo?:


  
    «(...) Al ingresar el compañero Barrios [Gonzalo] debería formar también parte de ese comité político, junto con el compañero Lepage [Octavio] y el compañero Malavé [Villalba, Augusto], o un líder sindicalista experimentado. En todo caso, de una vez debe asumir el triunvirato Leoni, Dubuc y el compañero del CEN las riendas del Partido. Asumiré yo ante la organización, cuando podamos debatir con más libertad, la responsabilidad de haber hecho esta indicación, que considero adecuada a las necesidades perentorias de unificar el esfuerzo partidista.»

  


  Recuperación de la militancia y control de la dirección del partido


  Era condición básica, después de casi una década de vida clandestina, proceder a la reorganización del partido Acción Democrática sobre una base que le permitiera actuar en condiciones de legalidad, mas no ya como partido gobernante sino en competencia con socios unitarios que habían corrido con mejor suerte. En este sentido, debía procederse a la reconstitución de la militancia, pero siguiendo criterios selectivos. Rómulo Betancourt y sus más cercanos colaboradores hicieron adoptar procedimientos organizativos que apartaron el asambleísmo. Por ello suscitaron, desde su inicio, reservas y disidencias, llamadas a ganar pronto inquietantes expresiones fraccionalistas, fomentadas e integradas por quienes consideraban injustamente obstruida su aspiración al liderazgo.


  A lo así dispuesto le siguió un «Memorándum para la Dirección del Partido sobre organización interna», de fecha 27 de enero de 1958, en el que Rómulo Betancourt dispuso (¿propuso?) las pautas para hacerse un partido a la medida: «(... ) no tenemos por qué precipitarnos en el mitineo al detalle (... ) necesitamos abrir nuestra Casa Central y nuestras Casas Locales en el resto del país (... ) el proceso de reestructuración de nuestro Partido lo vamos a realizar dentro de los locales (... ) no pensamos salir a la plaza pública dentro de un período de tiempo prudencial (... ) No tenemos un centavo en estos momentos, pero no actuemos dentro de ese complejo de pobreza que nos caracterizó inevitablemente en la resistencia y el exilio (... ) estamos en Venezuela y allá conseguiremos los recursos necesarios (... ) En relación con la organización del Partido en escala nacional (... ) seríamos unos irresponsables hacia Venezuela y hacia AD, si cayéramos en el asambleísmo (... ) Las Direcciones Regionales deben ser escogidas por la Dirección Nacional y no someter función tan importante a ningún azar (... )».


  Cumpliendo con su función de dirigente, subrayó: «(...) lo que no podemos ni debemos permitir, es que se nos anarquice el Partido por afanes asambleístas, que en este caso sería sucumbir a la demagogia (...)». Igualmente apuntó que: «(...) En conexión con este mismo problema, está otro acerca del cual hemos hablado mucho en la resistencia y en el exilio (...)». Era el de reglamentar la admisión de miembros del Partido, estableciendo «(...) dos puntos básicos: uno, los viejos militantes anteriores al 24 de noviembre [de 1948] que deben pasar por una criba antes de ser reincorporados al Partido mediante la explicación de cuál ha sido su conducta durante estos años (...)»; dos, a quien ahora quiera ingresar al Partido, el carnet «(...) no podrá ser otorgado sino después de un lapso de prueba en el que el aspirante demuestre su lealtad a nuestro programa y su disposición de acatar nuestra disciplina (...)». Por último, una medida extrema: «(...) Conceptúo que deben ser integradas comisiones nacionales y estadales para estudiar la conducta de los compañeros durante los años de la tiranía, estableciendo distingos entre quienes no fueron luchadores activos y aquellos que nos traicionaron en una u otra forma. Estos últimos, claro está, no pueden aspirar a ser reincorporados a AD (...)». El resultado esperado era «(...) integrar un Partido mucho menos voluminoso que aquél de los 500.000 militantes teóricos del 48 [1948], pero mejor acoplado, acerado, auténtico instrumento del pueblo (...)».


  Como atemperador de estas disposiciones, algunas de las cuales tendían a dejar traslucirse resentimientos y hasta rencores, las envolvió en una recomendación: «(...) Todas estas medidas tienen que ser adoptadas con la suficiente flexibilidad para no aparecer como que constituímos [sic] una secta en la que sólo tienen lugar aquellos que hicieron la resistencia y fueron a las cárceles o al exilio (...)». Pero advierte que «(...) si no las adoptamos, corremos el riesgo de que un desborde aluvional llene nuestros registros con nombres de personas que muchas podrían ser indeseables y otras sólo circunstancialmente interesadas en la lucha política y social». Quizás vendría más al caso atribuir tales medidas a la previsión de tiempos difíciles en los cuales el instrumento destinado a promover la revolución democrática debía demostrar cohesión y eficiencia.


  Cautelosa presencia pública del partido


  Acatando la instrucción dada por Rómulo Betancourt, el partido en trance de reconstituirse adoptó como táctica la de asumir una actitud de cautelosa presencia en la escena pública. Sobre todo, sin suscitar sospechas de aspiraciones hegemónicas, que hubiesen comprometido la unidad de los partidos democráticos lograda en la última fase de la estrategia de retorno al poder. Era necesario desvirtuar los cargos de prepotencia y sectarismo, todavía presentes en parte de la conciencia pública. De ello dependería, en lo esencial, la acreditación de la voluntad unitaria imprescindible para el éxito del experimento político que se iniciaba.


  Reinstalar públicamente el partido Acción Democrática, de manera que pudiese recuperarse de los efectos de la represión dictatorial, de las miserias del exilio y del desprestigio inherente a la pérdida del poder; esto en medio de la efervescencia sociopolítica, era una tarea que debía adelantarse con mucho tacto político. Así lo entendió Rómulo Betancourt y lo expuso en un «Memorándum para la Dirección del Partido acerca de elecciones y candidato único», también fechado en Nueva York, en el 27 de enero de 1958. Cautelosamente, advirtió: «(...) Había pensado que lo más indicado de parte nuestra era estimular la publicación de manifiestos de personalidades independientes, entidades cívicas, etc. (...) Y no hacer declaración nuestra, concreta, de Partido, para no dar demostraciones de impaciencia (...)». Tras lo cual reconoció la soberanía de la Dirección interna, y aconsejó veladamente: «(...) Y dependerá del análisis que ustedes hayan hecho allí de la situación interna que esta idea se ponga en marcha o no. Supongo, necesariamente, que ustedes estarán auscultando todos los grupos de opinión, dentro y fuera del gobierno, y que tendrán elementos de juicio que a mí me faltan para apreciar lo más conveniente en estos momentos (...)». Pero de inmediato se recuperó y asumió su papel de militante, Presidente del Partido, de dirigente y de líder: «(...) En todo caso, el Partido, como tal, no debe comprometerse a exigir por sí mismo, o a plantear por sí mismo, que el proceso eleccionario se realice dentro de un plazo fijo. Hemos dicho que no tenemos impaciencia y es hora de demostrarlo. Pero si otros grupos de opinión están contextes [sic] de la necesidad de que se pida la fijación desde ya de la fecha de apertura del proceso electoral, ustedes deben estimularlo [sic] activamente para que actúen».


  Preservación y promoción de la unidad interpartidista: hacia una política unitaria operativa


  Igual celo demostró Rómulo Betancourt en la preservación y promoción de la unidad de los partidos democráticos, subrayando el pleno respeto convenido de la autonomía organizativa y la especificidad doctrinaria de los coparticipantes en el proyecto unitario. Reconocida la necesidad de esta fórmula, quedaba por acordar la modalidad de su ejecución. No ya como proyecto, sino como plan de operaciones adecuado para desarrollar la reinstauración de la República liberal democrática y consolidar su instalación y funcionamiento, enfrentando las ineludibles reacciones que necesariamente despertaría.


  Para Rómulo Betancourt estaba claro que la estrategia debía consistir en lograr unidad política y unidad operativa; basadas ambas, de manera contractual, en la coincidencia programática inmediata. Pero esto habría de lograrse con la salvaguardia de la autonomía organizativa y de la diversidad ideológica. Desde el inicio esto pareció viable entre los partidos Acción Democrática y socialcristiano Copei. ¿Por ser ambos socialdemócratas y anticomunistas? Menos precisa era la expectativa de la conducta de Unión Republicana Democrática (URD), que no parecía haber superado la condición de un grupo de amigos reunidos en torno a un líder en quien se combinaban un exaltado personalismo y una menos definida fundamentación en lo político-doctrinario. Se esperaba que la participación de reconocidos independientes, acreditados por su idoneidad profesional, en la estructura del Gobierno y la Administración Pública, tendería puentes entre las respectivas militancias políticas.


  El Pacto de Puntofijo y el Plan de Barranquilla


  El Pacto de Puntofijo, suscrito en el 31 de octubre de 1958 por los más altos representantes de los partidos Unión Republicana Democrática (URD), partido socialcristiano Copei y Acción Democrática (AD), fue un logro político fundamental para la reinstauración de la República liberal democrática. Pero la prevista salvaguarda de la especificidad doctrinaria planteaba un problema al partido Acción Democrática; y en particular a Rómulo Betancourt; problema que desbordaba lo táctico y comprometía lo doctrinario.


  ¿Dónde quedaría el Plan de Barranquilla? Ya hemos dicho que mucha agua había corrido bajo los puentes desde que fue suscrito en el 22 de marzo de 1931. El hecho era que ya poco después su redactor, Rómulo Betancourt, lo había caracterizado como un instrumento para estimular la definición ideológica de quienes lo suscribieran. Pero no había sido expresamente reemplazado, puesto que él había eludido el mandato de redactar la Tesis política del Partido, ¿presumiblemente porque ello habría significado entrar a dilucidar cuestiones delicadas, cuyo tratamiento doctrinario podría haber estorbado la estrategia de retorno al poder? La respuesta a esta pregunta ya había sido dada por Rómulo Betancourt a Carlos D’Ascoli, en carta de 20 de mayo de 1932:


  
    «(...) Ya dentro [de Venezuela], acordados concretamente sobre el campo mismo de los acontecimientos, fundaremos una organización con finalidades claramente definidas. Si el Plan de Barranquilla no tuvo sino el carácter de itinerario de discusión, el grupo A.R.D.I. [Agrupación Venezolana de Izquierda] que reúne a los que hasta ahora se han definido solidarios con él no tiene sino una función transitoria. Desaparecidas las condiciones en que estamos actualmente (sin otro contacto que el de la correspondencia, con desacuerdos de matices entre unos y otros, etc.), sí podremos fundar nuestro partido, como expresión orgánica de un pensamiento común, firme, sólido (...).»

  


  Era obvio que a lo largo de la formulación de la estrategia de retorno al poder nuevos lineamientos para la acción política debían reemplazar el mencionado Plan... ¿Pero los planteamientos revisionistas del mismo habían sido sistematizados y documentados? Para justificar el no haberlo hecho podía haberse alegado la fluidez de la situación vivida durante la clandestinidad y el exilio; pero también podría hallarse allí la razón de por qué la Dirección nacional clandestina reclamaba de Rómulo Betancourt la elaboración de La Tesis política del Partido; y también la explicación de por qué, como se ha dicho, este le daba largas al asunto, incluso recurriendo a argumentos que mucho tenían de elaboradas evasivas.


  El Programa mínimo conjunto de gobierno y el Programa mínimo que cierra el Plan de Barranquilla


  El Programa mínimo conjunto de gobierno, suscrito en el 6 de diciembre de 1958 por los tres candidatos presidenciales, Rómulo Betancourt, Rafael Caldera y Wolfgang Larrazábal, también vino en auxilio de la reinstauración de la República liberal democrática, aportándole las orientaciones básicas para el proceso de restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático en el que ella habría de sustentarse. De hecho, todos los partidos de la unidad democrática hallaron en los dos documentos suscritos un aliviadero, en el difícil trance de definición político-doctrinaria en que se hallaban. Relacionar este documento con el Plan de Barranquilla, en esas circunstancias, se volvía no solo arduo sino también engorroso, sobre todo en lo concerniente al Programa que cierra dicho Plan...


  No obstante, para el partido Acción Democrática y su líder ¿dónde quedaban las directrices contenidas en ese Programa; y sobre todo el sentido antiimperialista y anticapitalista del punto VII: «Revisión de los contratos y concesiones celebrados por la nación con el capitalismo nacional y extranjero (...) Control por el Estado o el municipio de las industrias que por su carácter constituyen monopolios de servicios públicos?». Formular un programa propio que, en esas circunstancias, recogiera la evolución vivida en esa materia, y no solo por Rómulo Betancourt, habría significado despertar y estimular diferencias capaces de comprometer la unidad.


  Resultaba tarea sencilla demostrar que el Programa mínimo conjunto de gobierno, ahora suscrito, contenía los fundamentos operativos del régimen sociopolítico liberal democrático en proceso de restablecimiento. ¿Pero también los de la revolución democrática o revolución evolutiva, según parecía anunciarlo Rómulo Betancourt, en los términos que preceden al Programa con el que culmina el Plan de Barranquilla? Vale recordarlos: «(...) La marcha misma del proceso social nos señalará el momento de poner a la orden del día [sic] la cuestión de ampliación y revisión del programa». Esto precedido, a su vez, por una comprometedora advertencia: «(...) Hemos dicho programa mínimo, porque el suscrito hoy por nosotros apenas contempla los más urgentes problemas nacionales y porque el contenido mismo de nuestros postulados de acción es apenas reformista». Resulta evidente que los documentos ahora suscritos no se corresponderían con lo entrevisto en función de esta estrategia de 1931; como resulta no menos evidente que, en aquellos tiempos de todavía militancia, el término reformista encerraba una comprometedora carga ideológica, por ser antitética, en la jerga de los leninistas, de revolucionario; y porque era tomado como antesala de la comisión del máximo pecado, representado por el término revisionista.


  Repercusiones políticas de lo acordado por los partidos democráticos y sus respectivos candidatos presidenciales


  Las consecuencias fundamentales de las políticas así acordadas en el Pacto de Puntofijo y en el Programa mínimo conjunto de gobierno, pueden situarse entre las que cumplieron un papel fundamental en la reinstauración de la República liberal democrática, por una parte; y, por la otra, entre las que estimularon la reacción ideológico-política y armada de los adversarios y enemigos de esa República. Por lo demás, es obvia entre los dos géneros de consecuencias una correlación que desembocó en complicidad.


  El nada disimulado ensañamiento de algunos historiadores y científicos políticos con ambos documentos se explica porque confluyeron de manera determinante en la creación de la plataforma sociopolítica del gobierno de coalición, que rigió la reinstauración de la República liberal democrática, marco institucional del régimen sociopolítico liberal democrático que entró en su segunda crisis en 1998-1999. También crearon las condiciones para hacer que le resultase imposible al Partido Comunista de Venezuela (PCV) su participación constructiva en ese fundamental proceso de cambio social; lo que le dio pretexto para coadyuvar en la primera agresión armada del fidelismo contra la democracia venezolana.


  La personalidad del estadista estratega del retorno al poder, consolidada por la experiencia de su tercer exilio


  El papel desempeñado por Rómulo Betancourt en la formulación de la estrategia de retorno al poder; como también su actuación en la formación de las bases sociopolíticas necesarias para la reinstauración de la República liberal democrática, sumados a su ejecutoria como dirigente y orientador de su partido, tanto en el exilio como en la clandestinidad, lo prepararon para ejercer la función rectora de la coalición democrática. Mueve a reflexión el hecho de que, reunidos, el colapso de la instauración de la República liberal democrática, atribuido por sus persistentes detractores; y también por algunos inconsecuentes copartidarios, a la personalidad pugnaz y los desplantes radicales del líder –todo respaldado por una constante campaña de descrédito promovida y auspiciada por la dictadura militar y sus cómplices, clientes y allegados en el exterior–, con el añadido de la forzada ausencia de la opinión pública venezolana, no minaran su prestigio de líder político. Contrariando expectativas, retornó al escenario político nacional con mayor prestancia y merecedor del más alto respeto popular.


  La conducta personal y el desenvolvimiento político de Rómulo Betancourt desde su salida al exilio, su tercero, como consecuencia del golpe militar del 24 de noviembre de 1948, comprobaron su ejemplar entereza en la adversidad. No hubo vacilación en el ejercicio tenaz de la presidencia partidista, haciéndola presente por igual en lo concerniente al partido en la clandestinidad y a los exilados, concentrados sobre todo en La Habana y México. Esta prueba de responsable orgullo partidista, que infundió ánimo en quienes hacía mella el exilio, lo llevó hasta dignificar, utilizándolo, el denigrativo epíteto de adeco. El 15 de enero de 1951 [¿1952?], escribió a Raúl Leoni: «(...) La verdad es que después del descalabro octubriano grietas insalvables debieron abrirse, y si no fueron tan hondas es porque los adecos somos una extraña gente, soldada por una disciplina ‘para perros’, como gustaba de calificar Laureano [Vallenilla Lanz] a la impuesta a su godarria (...)».


  Firmeza en la dirección del partido y en la orientación de los militantes


  Asumía la rectoría del proceso de restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático un hombre que no solo había demostrado firmeza en la dirección de los organismos partidistas. Simultáneamente con la afirmación de su condición de presidente del partido, desarrolló una constante y vigilante afirmación de cohesión ideológica en la orientación de la militancia; lo que fue especialmente visible en los casos de llamada de atención a organismos partidistas y a militantes. Su sentido histórico le permitió inspirar en los militantes, aun en condiciones extremas, la certidumbre de que su esfuerzo se correspondía con la marcha de la Historia. Con fecha 13 de septiembre de 1949, Rómulo Betancourt dirigió un mensaje a sus compañeros de partido. Lo hizo en su «(...) carácter de presidente de nuestro gran partido». El propósito era tonificar el espíritu y fortalecer la conciencia de quienes venían luchando, desde 1936, «(...) por la implantación en Venezuela de una auténtica democracia (...)»; enfrentando, para ello «(...) la persistencia del gomecismo como sistema político y económico, que infectaba la vida nacional(...)». Este recordatorio se correspondía con su permanente cuidado en darle fundamento histórico a la lucha, y con ello legitimidad a sus metas.


  En cuanto al fundamento histórico fue preciso: «(...) Hemos actuado, sucesivamente, como grupo clandestino; como oposición legalizada; como partido de gobierno, a partir del 18 de Octubre de 1945; y otra vez como fuerza de resistencia y de decoro cívico, en las catacumbas de la persecución, a partir del nefasto 24 de noviembre de 1948, fecha de la traición a las instituciones democráticas por tres militares ambiciosos y aventureros». Es decir una síntesis que rezumaba determinación, esfuerzo, tenacidad y espíritu de sacrificio.


  En cuanto a las metas, fue asertivo, dando espacio a los aciertos y desaciertos; mas ubicándolos en una perspectiva histórica cuyo saldo positivo no habría de dar lugar a dudas; a la vez que subrayaba la persistencia del empeño comprometido en el más alto nivel de responsabilidad política colectiva para con el pueblo venezolano:


  
    «(...) Las generaciones del futuro darán su veredicto sobre la forma como el Partido del Pueblo llevó a cabo esa trascendente misión; pero desde ya puede asegurarse que por encima de sus aciertos y errores nuestro Partido ha cumplido y sigue cumpliendo una tarea de hondo significado. Tarea decente [¿docente?], pedagógica, que consiste en la diaria demostración objetiva, con hechos reiterados, de que la política no significa utilizar al pueblo como un trampolín para llegar al Poder, y luego traicionar al Pueblo (...)»

  


  Esta certidumbre se extendía a toda América Latina, como lo afirmó en el discurso que pronunció, el 12 de mayo de 1950, en la clausura de la Conferencia Interamericana Pro Democracia y Libertad celebrada en La Habana: «(...) considero transitorio el eclipse [sic] de las libertades públicas en América y tengo la absoluta convicción de que recobrarán los Estados del continente su fisonomía civil y democrática (...)».


  Reinstaurar la República liberal democrática y defenderla, aun a costa de infringir principios


  Sobresalió en la conducta de Rómulo Betancourt durante este su tercer exilio la inquebrantable determinación, mantenida incluso a conciencia de que arriesgaba su vida, en la realización del propósito de reinstaurar la República liberal democrática.


  Esa convicción estaba centrada en restaurar y consolidar el régimen sociopolítico liberal democrático que comenzara a hacerse realidad en el lapso 1945-1948. La trascendencia de esta tenacidad la apreciaba igualmente en la sociedad venezolana, como lo hizo constar Rómulo Betancourt en un artículo publicado en enero de 1953: «(...) Su lucha de cuatro años contra una dictadura cruel y sanguinaria (...) ha evidenciado su irrevocable decisión de conquistar un gobierno responsable y representativo (...)».


  Simultáneamente consolidó su disposición, de conciencia y ánimo, de defender el régimen sociopolítico liberal democrático, reinstaurado, aun cuando para ello tuviese que pagar un alto precio en principios necesaria y transitoriamente infringidos. Lo que no contrariaría, sin embargo, su valoración del pasado con agudo sentido de autocrítica; ni su apertura a modalidades actualizadas del ejercicio pedagógico de la política y del desempeño del Poder Público.


  El líder, dirigente y estadista que formuló, orientó e impulsó la estrategia de retorno al poder, había aprendido, también pagando un altísimo precio, que la meta sociopolítica a cuyo alcance se consagraban esfuerzos y sacrificios, tanto y de tantos, obligaría a situar su preservación por encima de escrúpulos personales que pudieran pretenderse libres del compromiso asumido con la libertad y el bienestar de la sociedad, en cuyo beneficio se combatía.


  PARTE X.

  Superación de las repercusiones, directas e indirectas, de la Guerra Fría en la reinstauración de la República liberal democrática


  Somos antiimperialistas, pero entendemos el antiimperialismo como una actitud de defensa de los intereses de Venezuela y de nuestra América. Y no el antiimperialismo que en el juego mundial de las potencias ataca a Estados Unidos para ponerse al servicio de la política expansionista soviética. Y por antiimperialistas no se ha concedido ni se concederá un milímetro de subsuelo venezolano a concesionarios extranjeros. Y por antiimperialistas vamos a poner a funcionar la Corporación Venezolana del Petróleo; y por antiimperialistas hemos ido a Bagdad y a Beirut a promover un acuerdo entre los países productores de petróleo, a fin de defender el justo precio a que debe ser pagado este producto privilegiado de la naturaleza.


  «En franco diálogo con el pueblo».

  Rómulo Betancourt, Antología política, vol. VII, p. 232


  Bien cabe caracterizar este proceso como uno de particular dinámica, representada por la acentuada e influyente interacción de procesos internos y de factores externos en las reacciones, activas y probables, adversas a la República liberal democrática reinstaurada. Esos factores formaron en una gama extendida desde la conspiración hasta la lucha armada –respaldada por el financiamiento y la invasión armada fidelistas– pasando por el terrorismo. La confabulación así tramada, cuyo rasgo definitorio fue el ahistórico desconocimiento de la soberanía popular libremente expresada, sometió la conciencia pública, que había reivindicado la democracia, a un trauma inmotivado, injusto y estéril de grandeza, no solo de realizaciones sino igualmente de motivaciones.


  Un escenario nuevo, complicado y altamente dinámico


  El período comprendido entre el 13 de febrero de 1959, cuando asumió la Presidencia constitucional de la República y se puso en marcha por el gobierno de coalición la reinstauración de la República liberal democrática; y el 11 de marzo de 1964, cuando hizo entrega de la Presidencia de la República al Dr. Raúl Leoni, significó para Rómulo Betancourt presidente la más difícil prueba de su capacidad política y de su determinación de estadista comprometido con la implantación de la democracia.


  La capacidad política, por cuanto el período transcurrió mientras en el escenario internacional, una vez concluida la guerra caliente en Corea, librada desde el 25 de junio de 1950 hasta el 17 de julio de 1953, se desarrollaba, con su más alta intensidad, la Guerra Fría. El Presidente lo recordó el 15 de octubre de 1962, en una alocución al país con motivo del pedido de ilegalización de dos organizaciones políticas, el Partido Comunista (PCV) y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), presentado ante la Corte Suprema de Justicia: «(...) Vivimos en el azaroso tiempo de la Guerra Fría y dentro de sociedades que aún no han encontrado su centro de equilibrio (...)».


  La determinación de estadista, por cuanto todo el período transcurrió bajo el asedio del nuevo desarrollo, en el Caribe –y en parte de América del Sur y Central– de acontecimiento políticos, e insurgencias armadas, inspirados por la entonces denominada la Revolución cubana; que fuera vista -por tratarse del derrocamiento de una dictadura-, con justificado beneplácito y apoyo por el gobierno de transición instaurado tras los acontecimientos que arrancaron del 23 de enero de 1958. El intento de contraponer el régimen que allí nacía, calificado de revolucionario, a la revolución democrática, que retomaba su curso, generó grandes retos a la vigencia de la legalidad democrática y al ejercicio de la libertad.


  La formulación de políticas, el trazado de estrategias y el diseño de tácticas, acordes con este nuevo-viejo escenario, repotenciado, impusieron a Rómulo Betancourt presidente la necesidad de reformular su concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público, al mismo tiempo que procuraba preservar los fundamentos del ordenamiento sociopolítico liberal democrático, también en azaroso trance de actualización.


  El saldo de esta retadora y prolongada jornada, aunque positivo en lo político, fue muy oneroso para el desarrollo democrático de la sociedad; si bien dejó comprobado el fuerte arraigo social de los valores democráticos sembrados durante la instauración de la República liberal democrática, en el también intenso lapso de 1945 a 1948. Quien fuera el inspirador y principal promotor de esa siembra de valores, se veía ahora obligado a conciliarlos con la conversión de la disidencia ideológico-política en una confabulación de fuerzas, armadas, en la que confluyeron contingentes nacionales y la primera invasión armada extranjera padecida por la sociedad venezolana, desde que fue reconocida su independencia, en virtud del Tratado de Paz y Reconocimiento suscrito en Madrid el 30 de marzo de 1845.


  Rescate del régimen sociopolítico liberal democrático


  El objetivo central de la unión pactada y programática de los partidos democráticos coaligados era la institucionalización, la estabilización y la consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático, en vías de ser rescatado bajo el amparo de la reformada Junta de Gobierno postdictadura militar. En el marco de esta fórmula remedial se planteaban para el partido Acción Democrática y su líder-presidente Rómulo Betancourt, cuestiones ideológico-políticas de fondo, que se correspondían con enfrentamientos y controversias entre los pactantes; cuestiones que si bien habían sido estratégicamente puestas de lado en aras de la unidad, persistían en su esencia. Lo orquestado en esta situación bien podría ser apreciado como un notable ejemplo de lo que algunos científicos políticos han denominado metodología para el manejo de conflictos, aplicada en este caso a la ventilación de cuestiones ideológico-políticas de profundas raíces y riesgosas proyecciones.


  ¿Reanudación o revisión de la experiencia liberal democrática interrumpida en 1948?


  ¿Lo planteado era la reanudación de la experiencia liberal democrática interrumpida en 1948; su revisión, o solo su reformulación, atendiendo a las nuevas coordenadas políticas nacionales e internacionales? No todos los partidos firmantes de la unión podían asumir la misma actitud ante esta cuestión política básica, dada la posición asumida respecto de ella en la etapa fundacional. Tampoco resultaba menos preocupante la admisión internacional de la reanudación de un experimento sociopolítico que en esa misma etapa fue considerado incompatible con los requisitos de la naciente Guerra Fría.


  Si bien para el partido Acción Democrática estaba en juego su justificación como promotor responsable y defensor de esa experiencia; además de haber desempeñado el papel principal en la formulación de la estrategia de retorno al poder, incluidas las gestiones unitarias finales; era comprensible que para el partido Unión Republicana Democrática (URD), dada su conexión con el medinismo, aunque el restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático le beneficiaba, también le creaba una dificultad, comparable en intensidad aunque de signo contrario, respecto de su inmediato pasado político. El partido socialcristiano Copei, inicialmente influido por el entonces anticomunismo vaticano –que abarcaba en su enfoque hasta el partido Acción Democrática y su líder– mantuvo, durante casi toda la dictadura militar, una postura de no ostensible oposición a la misma.


  Revaloración de la Revolución de Octubre


  En el fondo de esta cuestión estaban el significado y el alcance del intervalo dictatorial militar, valorados en el marco de la dinámica de continuidad y ruptura. ¿Había interrumpido –¿aunque de manera ilegal e ilegítima?– un régimen considerado negativo para los intereses nacionales, puesto que ese régimen, a su vez, había interrumpido –¿injustificadamente?– la evolución pacífica hacia la democracia, como lo afirmaban, con especial énfasis, los adversarios de Rómulo Betancourt? ¿O había sido interrumpido violentamente un régimen liberal democrático que procuró, por diversos medios, impedir la adopción del tramposo continuismo alternativo, fraguado como alternativa no menos autocrática del puro y simple continuismo practicado en el ámbito de la etapa final de la dictadura liberal regionalista, según lo afirmaban Rómulo Betancourt y su partido?


  Para el partido Acción Democrática y su líder, ya la formación de un Gobierno de coalición, en los términos pactados y programados, representaba un significativo reajuste respecto de lo actuado en la instauración de la República liberal democrática. Con esto quedaba disipado el cargo denominado sectarismo adeco, respecto del cual Rómulo Betancourt había tenido que ofrecer justificaciones, alegando los naturales excesos revolucionarios. Lo hizo al rendir cuenta del Gobierno por él encabezado desde octubre de 1945, ante el Congreso Nacional, el 12 de febrero de 1948:


  
    «Debe admitirse con franqueza que la Nación ha sacrificado sosiego y tranquilidad, y aún [sic] apreciable porción de sus energías productoras de riqueza pública y privada, para lograr esas conquistas fundamentales. Pero es que no existe, en la historia universal, ejemplo de pueblo alguno que haya podido saltar la etapa de las profundas conmociones internas, al abandonar las formas absolutistas de gobierno y administración para substituirlas por las de un Estado moderno y democrático.»

  


  Tras lo cual ofreció, como explicación sociohistórica, una versión potable de la noción de lucha de clases. Observó que quienes asignan la responsabilidad al gobierno por los episodios de alteración del orden público, ocurridos o debelados, «(...) Olvidan como [sic] no registra la historia un solo caso de una casta [¿no clase?] política feudal y absolutista [sic], poderosa económicamente y habituada al mando sin control durante decenios, que haya aceptado con resignada serenidad su desplazamiento del Poder (...)». Por el contrario: «(...) Siempre apelaron, alentadas por el señuelo de la reconquista y convencidas de su segura derrota en un debate cívico, a las formas violentas de lucha, fomentando revueltas intestinas [sic] o incurriendo en delito de lesa Patria, al aliarse contra esta [sic] con sus detractores extranjeros».


  Había quedado claramente establecido, gracias a la posición asumida por Rómulo Betancourt respecto de la en su tiempo denominada Revolución de Octubre, durante la fase de formulación de la estrategia de retorno al poder, que las rectificaciones debían realizarse sin incurrir en la ligereza de un mea culpa, que pudiese haber deslegitimado históricamente al partido y a su líder; reconociéndole, de paso, algún grado de legitimidad al golpe militar de 1948.


  En relación con los otros socios de la unidad, Rómulo Betancourt debía superar la línea que había trazado desde muy temprano; la cual auguraba, vagamente, un cambio de trato, si bien todavía marcadamente reticente. En un Memorándum para «Centro», de 1.º de noviembre de 1949, Rómulo Betancourt enunció, entre sus criterios para fortalecer la resistencia: «(...) c) distinguir entre Jóvito [Villalba Gutiérrez] y Caldera [Rodríguez, Rafael], y quienes dentro de sus respectivos grupos pueden alentar algunos restos de decencia democrática; y en todo caso disminuir los ataques contra Copei y URD dentro de la estrategia general de concentrar todas las baterías contra el triunvirato (...)». La prolongación de la dictadura militar y su práctica del terrorismo de Estado, entre otras circunstancias, hicieron posible que Rómulo Betancourt se dirigiera a Rafael Caldera, el 2 de noviembre de 1956, en términos auspiciosos de la unidad procurada: «(...) El venezolano es demócrata, quiere la libertad, por ella ha peleado y se ha sacrificado a lo largo de nuestra historia, como lo sabes bien por tus afanes de estudioso de la sociedad venezolana. Y nuestro deber de dirigentes políticos, sea cual fuere la ideología que profesemos, es el de hacer que despierten esas voliciones en nuestro pueblo, actualmente adormecidas, pero de ninguna manera muertas».


  ¿Restaurar, rectificar o reformular?


  Por consiguiente, estaba planteada, como cuestión, el sentido que debería tener el restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático. Para ello se abrían posibilidades de nada fácil conciliación, vale subrayarlo, puesto que estaba en juego la justificación histórica de lo actuado por el partido que había asumido la responsabilidad de haber instaurado ese régimen por vía violenta, de haber hecho de la reivindicación de esa autoría el principal fundamento de la formulación de la estrategia de retorno al poder, y de haber alentado en la resistencia, en el país como en el exilio, una disposición de ánimo consistente en la esperanza-certidumbre de reanudar la obra interrumpida.


  Al formarse un gobierno de coalición, en los términos pactados y programados, quedaban establecidas las condiciones para restaurar, rectificar o reformular el régimen sociopolítico liberal democrático primario. Solo que, si bien para cada uno de los participantes las respectivas opciones tenían diferentes proyecciones doctrinarias, también en los mismos términos eran admitidas y canalizadas hacia el desempeño coaligado del Poder Público.


  Mientras que el partido Copei (Comité de Organización Política Electoral Independiente) y Unión Republicana Democrática (URD) corrían el riesgo de reconocer, de hecho, la primacía doctrinaria del partido Acción Democrática y de su líder Rómulo Betancourt, para estos últimos solo cabía la posibilidad de contribuir a afinar la experiencia democrática, sin contrariarla en lo básico.


  La nueva democracia de Rómulo Betancourt


  En medio de estas dificultades y controversias, ventiladas con gran discreción, pues se tenía conciencia de la difícil situación que todos los partidos vivían, resultado del malestar social y económico generalizado, y de ser aprovechado tal malestar por la reacción de grupos civiles y militares descontentos, se dio un resultado de la más alta significación: fraguó la nueva democracia de Rómulo Betancourt, que resultó ser tolerable para el partido socialcristiano Copei y su líder Rafael Caldera Rodríguez, pero al cabo inaceptable para el partido Unión Republicana Democrática (URD) y su líder Jóvito Villalba Gutiérrez.


  Para Rómulo Betancourt, lo actuado era la síntesis de su prolongada decantación ideológica; enriquecida y estimulada su maduración como estadista, durante su tercer exilio. Este proceso, en el que predominaba la continuidad, parecía ser consecuencia, sobre todo, de haber tenido que desenvolverse, en condiciones extremadamente desventajosas, en escenarios internacionales nuevos y complicados; y en haber hecho parte de su conducta personal y política el consejo, ya citado, que le diera Valmore Rodríguez, en carta de 13 de agosto de 1931, dirigida a él y a Juan José Palacios; tocando, como de paso, una de las fibras más sensibles del entonces aspirante a líder: la de su juventud; pero referida entonces a su falta de experiencia, tanto vital como política: «(...) Juzgo que tú estarás completo y maduro para la labor que hemos emprendido sólo cuando adquieras ese sentido de flexibilidad que tanto te empeñas en rechazar. Por eso insisto tanto en ello, sin culparte en tu obstinación, hija legítima de tus cortos años de vida y de luchas (...)». Había llegado el momento de poner a valer este sabio consejo, y lo hizo exitosamente.


  Experimentación de una nueva modalidad de desempeño del Poder Público


  No parecía encajar en la evolución sociohistórica venezolana, comprendida entre los años 1945 y 1959, la adopción de una fórmula gubernativa que, al ser de coalición entre actores enfrentados durante ese lapso, pareció a muchos observadores como condenada a fracasar, en medio de confrontaciones que habrían de abarcar desde las riñas seudoideológicas hasta la rebatiña burocrática. Tal fue la sentencia dictada por las patentadas mentalidades alertas de la época. Por supuesto que el agente desencadenante de esas confrontaciones habría de ser el estigmatizado como sectario y prepotente Rómulo Betancourt. Solo que así se referían a un contrincante –en lo fundamental fabricado por sus adversarios y enconados enemigos– que había llevado las dos fuerzas motrices de su personalidad histórica, la representada por la determinación de vencerse a sí mismo y la practicada como una vigilante y persistente decantación ideológica, hasta la feliz conjunción representada por el líder político curtido, y estadista avezado, que personificaba, cada día más, la democracia venezolana.


  De allí que la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático estuviera regida por el carácter experimental de la modalidad del desempeño del Poder Público adoptada; y el del juego político correspondiente. Unida por primera vez, la oposición democrática fue capaz de poner en marcha una muy compleja operación política. Consistió en demoler la tramoya militar, terrorista y políticamente dispendiosa, montada por el primer intento sistemático del poder militar de asaltar no ya el Poder Público sino también de ocupar la República de manera permanente. La determinación y la eficacia con que fue realizada la operación de desmantelamiento de esa tramoya, y su desarrollo, permiten demarcar instancias.


  Primera instancia del restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático


  La integración coaligada del Poder Público fue asumida como una innovación necesaria para procurar la estabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático, en circunstancias que cabía prever que serían muy adversas; y para la creación de un clima político que fuese propicio al restablecimiento de la democracia de partidos. En la formación de ese clima puso gran empeño Rómulo Betancourt, quien había llegado a formularlo conceptualmente. En una carta a José Antonio Mayobre, de 11 de enero de 1958, le dijo: «(...) se han dado pasos muy positivos en el camino del entendimiento y unidad de las fuerzas civiles venezolanas. Jóvito [Villalba Gutiérrez] y yo mantenemos aquí [Nueva York] estrecho y cordial contacto; y si sale [exiliado] Caldera [Rodríguez, Rafael] pensamos hacer una declaración los tres, a nombre y representación de nuestras respectivas organizaciones. No sera [sic] dificil [sic] para mi [sic] trabajar hoy y seguir trabajando mañana, con sostenida voluntad, por la eliminación [sic] del canibalismo Inter-partidista [sic]. Es que siempre he estado convencido de que si algo le ha hecho daño al movimiento democratico [sic] venezolano ha sido esas luchas a cuchillo [sic] entre los grupos civiles, de las cuales se han aprovechado los ‘providenciales’». Más directo fue en una carta a Luis Herrera Campins, de 14 del mismo enero:


  
    «Ahora ya tenemos que pensar en el futuro. Es un gran paso el que se ha dado el de
que las fuerzas políticas civiles nos hayamos comportado, en la practica [sic], con un sentido de entendimiento. Pero algo mas [sic] serio y profundo debe hacerse. Soy de los mas [sic] sinceramente convencidos, por mi propia experiencia en el gobierno, de que son la desunion [sic] y el canibalismo entre las fuerzas civiles lo que estimula y acicatea las ambiciones de los ‘providenciales’. No basta, por consiguiente, esta unión ya soldada, aun cuando no se haya estipulado en fórmula escrita, para terminar con la tiranía actual. Debemos prevenir el riesgo de una crisis recurrente de ese mal en apariencia crónico de la autocracia y el despotismo en nuestro país (...)»

  


  Estas palabras auguraban el denominado Pacto de Puntofijo. Como para que no quedara duda sobre el sentido y alcance del pacto entrevisto, añadió Rómulo Betancourt: «(...) En todo esto hay limpieza de propositos [sic], honrado interes [sic] nacional, y nadie pretende que ninguna colectividad politica [sic] pierda su perfil, su finomía [sic], sino de [sic] que busquemos de buena fe una fórmula que contribuya no solo a erradicar el obstaculo [sic] actual para una evolución venezolana hacia el gobierno propio y la libertad, sino tambien [sic] evitar definitivamente para el futuro [sic] el reflorecer de aquella estúpida guerra a cuchillo [sic] que nos hicimos antes».


  Redefinir la constitucionalidad republicana liberal democrática


  En este clima político se advirtió la necesidad de redefinir la constitucionalidad republicana liberal democrática. No parece que hubo mucho empeño en restablecer, pura y simplemente, la Constitución de 1947. Cabe preguntarse si así se procedió porque era considerada por dos de los socios unitarios una constitución adeca, o porque no se creyó que fuese el cuadro adecuado para que funcionase la nueva ecuación sociopolítica. Sin restarle importancia a la primera aserción, fundada en que los adecos predominaron en la primera Asamblea Nacional Constituyente elegida democráticamente, parece razonable concluir que prevaleció la segunda aserción. De allí que el nuevo marco constitucional adquiriese el carácter de una actualización del reformulado Proyecto Nacional liberal democrático de 1947.


  El nuevo ordenamiento constitucional debía, como ámbito jurídico-institucional necesario del régimen sociopolítico liberal democrático actualizado que se establecía, corresponderse con el denominado Pacto de Puntofijo, suscrito por los tres partidos democráticos el 31 de octubre de 1958; pero sobre todo con el Programa mínimo conjunto de Gobierno, suscrito por los tres candidatos presidenciales –Rómulo Betancourt, Rafael Caldera y Wolfgang Larrazábal– el 6 de diciembre de 1958. Así debía ser, en cumplimiento de lo estipulado en el Art. 3.º de dicho programa: «El próximo gobierno constitucional realizará una administración inspirada en el programa mínimo de gobierno (...)». Este mandato pactado se halló sintetizado en la Constitución de 1961. Dos aspectos primordiales del Programa... podían comprometer la observancia de lo estipulado en el punto 1.º del Pacto... suscrito por los partidos «(...) interesados por igual en la consolidación de la unidad y la garantía de la tregua política, sin perjuicio de la autonomía organizativa y caracterización ideológica de cada uno (...)».


  Un aspecto, contemplado en el rubro «Política económica», se correspondía con el propósito de promover un ambiente, en lo nacional y lo internacional, propicio a la tregua procurada, alejando sospechas de veleidades comunistoides o cerradamente antiimperialistas: «El Estado reconoce la función primordial que cumple la iniciativa privada como factor de progreso y la colaboración en este mismo sentido de las inversiones extranjeras; por consiguiente, las estimulará y protegerá dentro de los límites establecidos por el interés público y social y el ejercicio de la soberanía nacional». El otro aspecto, contemplado en el rubro «Paz social y laboral», amplió el ya extenso enunciado de los derechos sociales y económicos, recogido en la Constitución de 1947. Parece bastante obvia la determinación de conciliar los enfoques partidistas de estas cuestiones fundamentales; y al mismo tiempo ofrecer garantías de procurar satisfacción de las necesidades de la sociedad, afectada en aspectos básicos por la administración dictatorial.


  Esta delicada operación de concertación condujo a la constitución de un Estado liberal moderno, comprometido a promover derechos sociales y económicos de inspiración socialista. ¿Se generó de esta manera una contradicción, que fue entonces subestimada en sus eventuales consecuencias, sin embargo en buena parte previsibles? ¿Estaban el Estado y la sociedad en capacidad de poner en práctica el nuevo ordenamiento socioeconómico? Quizás venga al caso la justificación de que no se legisla solo para el presente. ¿O fue tan solo que se quiso cumplir con lo contemplado en el Programa mínimo conjunto (...)»: «Elaboración de una constitución democrática que reafirme los principios del régimen representativo e incluya una Carta de Derechos Económicos y Sociales de los ciudadanos (...)».


  Ejercicio ampliado de la soberanía popular


  El régimen sociopolítico liberal democrático actualizado, en vías de ser restablecido, aportaba la determinación de poner en práctica una concepción extensa del Poder Público, como resultado del ejercicio ampliado de la soberanía popular. La condición coaligada del Poder Público, en todos los niveles, ya ilustraba sobre esta determinación. Mas su realización debía ser mediante la coordinación de las políticas nacionales, en razón de la necesaria concertación del Gobierno nacional con los gobiernos estaduales, desempeñados por militantes o simpatizantes de diferentes partidos; al igual que de los miembros del Gabinete Ejecutivo; y gracias a los contactos directos con el pueblo en actos de masas y asambleas, y a la utilización de los nuevos medios de comunicación.


  La vigencia plena de la soberanía popular sería la fuente primaria de la legalidad del régimen sociopolítico; y el ejercicio constante, libre y responsable de la soberanía popular sería el criterio para evaluar la legitimidad en el desempeño del Poder Público. La conjunción de la legalidad y la legitimidad sería el fundamento de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño de ese poder. El propósito de alcanzar la observancia de estas pautas convertiría al Estado y la Administración Pública en escuelas de Gobierno, descartándose radicalmente los pretextos conducentes a las prácticas despóticas, como el malhadado principio de autoridad.


  De esta manera se perfeccionaría el cumplimiento del primer requisito básico válido para la calificación democrática de un régimen sociopolítico: la formación del poder, entendida como el conjunto de normas y procedimientos que incluyen el acto electoral. Lo que significaba complementar, reforzándolo, el criterio de la legalidad de origen del poder –tan desvirtuado por los gobiernos legalmente electos que toman un giro despótico–, con la legitimidad aportada por el ejercicio de la política y el desempeño del Poder Público.


  Segunda instancia del restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático


  La segunda instancia del restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático, actualizado también en su marco constitucional, consistió en el desempeño del Poder Público guardando correspondencia cotidiana con la observancia expresa y amplia de la soberanía popular. Todo sugiere que esto fue consecuencia, en gran parte, del ejercicio coaligado del poder; pero, y ello sea dicho sin desmedro de la voluntad democrática de los coaligados, también obedeció a la necesidad de mantener a la opinión pública informada de las difíciles condiciones sociales, económicas y políticas, encaradas por la coalición; y de que el desorden fiscal heredado y los menguados recursos disponibles impedían atender las necesidades acumuladas con la prontitud esperada por la población.


  Desempeño pactado del Poder Público


  La instauración del régimen sociopolítico liberal democrático, actualizado mediante el desempeño, pactado y programado del Poder Público, por representantes de los partidos que suscribieron el Pacto de Puntofijo –y por los candidatos presidenciales que acordaron el Programa mínimo conjunto de Gobierno– se ajustó a una suerte de mandato contemplado en el artículo 4.º del segundo documento: «Preocupación fundamental del Presidente de la República, de su gobierno y de las organizaciones políticas signatarias del documento antes mencionado [se refiere al «(...) contenido y el espíritu del pacto de Unidad (...)», denominado Pacto de Puntofijo], será el mantenimiento y consolidación de la tregua política y la convivencia unitaria de las organizaciones democráticas como las mejores y más sólidas garantías del afianzamiento y permanencia de las instituciones republicanas».


  En la práctica, la formación e instauración de un Gobierno unitario de coalición fue una operación delicada, de equilibrio político, realizada en torno al eje representado por Rómulo Betancourt, quien hizo ejemplar y eficazmente el papel de curador y ductor de la coalición.


  La gestión coaligada debía expresarse a lo largo y ancho del Gobierno y de la Administración Pública. En su inicio se sospechó que se desencadenaría una hipertrofia de la burocracia, pues se creyó que se trataría no de gobernar conjuntamente sino de repartir por partes iguales la Administración Pública entre los militantes e independientes simpatizantes de cada partido. No obstante roces y diferencias, tanto el Gobierno como la Administración Pública funcionaron denotando coherencia en su funcionamiento regular, y firmeza y cohesión en el trance de enfrentar los atentados fraguados y cometidos contra el régimen sociopolítico liberal democrático.


  Redefinición de la función presidencial


  La formación coaligada del Gobierno y del Poder Público en general, implicaba la redefinición de la función presidencial. Se requería consolidar y preservar la majestad política y las atribuciones constitucionales del cargo, al mismo tiempo que el Presidente debía actuar como una suerte de orquestador de voluntades; es decir, de gobernar, dejando de lado toda tentación de mando. Rómulo Betancourt comentó críticamente esta situación, difícilmente comprensible por una sociedad que en medio siglo de vida republicana tan solo había vivido tres años libre de la aciaga sombra del despotismo. Para estos efectos él ofreció, de manera sostenida, una convincente justificación de lo actuado.


  Tal determinación significaba hacer valer, y preservarla, la conjunción estratégica y táctica de los criterios y procedimientos dirigidos hacia la reinstauración y la estabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático. Por ello era necesario dotar a la coalición de una legitimidad que resultase fácilmente perceptible por el grueso de la sociedad; al mismo tiempo que concitase inclinación a participar de tan difícil empresa. Para estos efectos era necesario que la coalición naciese de creencias profundamente arraigadas, como lo advirtió Rómulo Betancourt, Presidente constitucional de la República, ante el Primer Congreso de Campesinos de Venezuela, el 2 de julio de 1959: «Esta coalición gubernamental no es un transitorio ensayo. Esta coalición gubernamental se mantendrá, no sólo porque es una resultante de un compromiso solemne, suscrito por los partidos políticos el 31 de octubre de 1958, sino porque es una necesidad nacional (...)». Luego de apelar al símil de la madre enferma, rodeada de la solicitud familiar, para prevenir una recaída, afirmó: «(...) así todos los venezolanos de sensibilidad y mentalidad democráticas debemos mantenernos unidos, para que la madre Venezuela, la cual acaba de salir de un trance que estuvo a punto de conducirla al colapso definitivo, del trance de una dictadura destructora de todos los valores nacionales, se recupere, y marche y camine con paso seguro. Por eso es por lo que el Gobierno de coalición no es un transitorio ensayo. ¡El Gobierno de coalición debe ser mantenido, y será mantenido!». Mas, igualmente tenía conciencia de lo arriesgado del ensayo, y así lo planteó el Presidente en la misma ocasión:


  
    «(...) La coalición es un régimen difícil, complejo, y estas crisis que se han presentado, estas dificultades últimas creo que van a servir para mejorar su mecanismo. Me propongo reunirme de inmediato no solamente con los líderes máximos, sino también con los directorios de los tres partidos de la coalición, para que podamos estructurar juntos una plataforma concreta y definida de cómo debe funcionar la coalición. Y eso se hará de conocimiento del país. Esta plataforma concreta y definida no va a modificar lo que hasta ahora ha venido rigiendo, y lo que ha venido rigiendo es lo siguiente; soy un gobernante demócrata, completamente hostil a la idea de mandonería (...).»

  


  Hizo una afirmación solemne: «(...) Mi mayor orgullo será pasar a la historia de Venezuela como un hombre que después de diez años de gobierno absolutista y autocrático gobernó democráticamente. Cuando un periódico publicó por allí un titular diciendo: ‘Betancourt está dispuesto a mandar’ la palabra final me repercute desfavorablemente en los oídos (...)». Se tocaba, de esta manera, una cuestión que se creía particularmente espinosa. Consistía en la correlación eficaz entre un Gobierno de coalición y la autonomía presidencial. El Presidente consideró necesario ofrecer una explicación. Lo hizo en el III Congreso de Trabajadores, el 20 de noviembre de 1959. Haciendo pie en la circunstancia de que el dirigente sindical «(...) Juan José Delpino hizo referencia a que la unidad de los trabajadores debe ser aleccionadora para los líderes políticos (...)», declaró, de manera terminante: «(...) Quiero decir aquí que el Gobierno de coalición estructurado alrededor de los tres grandes partidos nacionales, no tiene grietas ni fisuras profundas (...)». A lo que añadió la seguridad de que «(...) el Gobierno de coalición marcha y marchará. Hay discusiones, hay diferendos, pero ésos se solucionan. Y debo decir ante ustedes, y también ante el país, que en ningún momento ha pretendido ninguno de los partidos de la coalición menoscabar o disminuir las atribuciones que me da la Constitución de Venezuela, atribuciones que ni comparto ni delego».


  Era necesario que estuviese claro quién gobernaba. Lo subrayó el 21 de enero de 1962, en un Mensaje al país, por la red de radio y televisión, con motivo del segundo aniversario del 23 de enero de 1958. Para estos efectos formuló una interpretación muy significativa de los resultados electorales, al referirse a intentos de:


  
    «(...) incitar a las Fuerzas Armadas a la guerra civil contra siete millones de venezolanos inermes de material bélico, pero armados de la indeclinable decisión de mantener, conservar y defender el régimen que ellos plesbicitaron [sic], en el recto sentido de esa fórmula del derecho público, cuando en las elecciones del 7 de diciembre de 1958 votaron por el candidato triunfador y por los otros candidatos, unidos los tres y los partidos políticos que los respaldaban en una plataforma democrática común.»

  


  En un acto público celebrado en Caracas, el 13 de febrero de 1960, para conmemorar el primer año del Gobierno constitucional, el Presidente sostuvo: «(...) Entre los venezolanos menos sorprendidos porque haya arribado a su primer aniversario el Gobierno Constitucional, habiendo debido afrontar sólo transitorias horas de emergencia, me encuentro yo, porque siempre me animó la fe de estar asentado sobre bases graníticas el régimen democrático (...)». Como correspondía, subrayó el papel cumplido por la observancia fiel del principio de la soberanía popular: «(...) De esas bases graníticas la fundamental ha sido y será la decisión de siete millones de venezolanos de erradicar para siempre de nuestro país los sistemas de fuerza y arbitrariedad, para ser gobernados por regímenes de derecho enmarcados dentro [sic] de las normas inexorables de las leyes (...)». Considerarse, aun en forma alusiva, electo por quienes votaron por los tres candidatos, significaría confundir el voto por la democracia con el recibido específicamente por su candidatura; lo que sobrepasaría el alcance de lo establecido en el punto 1.º del Programa mínimo... En efecto, lo contemplado era que «(...) El candidato que resulte electo por la voluntad popular gozará del respaldo de los otros candidatos y de los partidos que suscriben aquel pacto [de Puntofijo].


  A la que se sumaba otra razón, no menos importante y significativa, la unidad de propósito democrático de la sociedad: «(...) Tenía, además, confianza en que éste iba a ser un Gobierno nacido no bajo el exclusivismo sectario [¿como se alegaba, por adversarios, que fue el instaurado por él mismo en la etapa fundacional de la República liberal democrática? ¿Pero, había entonces partidos nacionales compatibles con la concepción moderna de la democracia?] sino de la unidad nacional representada por los tres grandes paridos de la coalición (...) y por la vasta masa de venezolanos que no están agrupados bajo tiendas partidistas (...)».


  Actores del proceso de restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático


  El funcionamiento eficaz del régimen sociopolítico liberal democrático, actualizado, enmarcado en la República liberal democrática, constitucionalmente también actualizada, planteaba la necesidad de una caracterización, igualmente actualizada, desde el punto de vista de los requerimientos de la normativa acordada para regir y orientar la reinstauración de ese régimen, de los llamados a desempeñarse como sus actores. Al caracterizarlos, se puso de relieve la conjunción, en el pensamiento de Rómulo Betancourt, de las dimensiones políticas y éticas que habrían de ser promovidas mediante la observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. Tales actores serían la sociedad, como la Nación; el pueblo, como depositario de la soberanía popular; los trabajadores, como organizaciones sindicales y gremiales; los partidos políticos, como conductores y orientadores del ejercicio de la soberanía popular; las Fuerzas Armadas, como garantes de la estabilidad del régimen y la Iglesia cristiana católica, como factor de control social.


  Respecto de la sociedad, debe tomarse en consideración el hecho de que la porción urbana de ella fue duramente caracterizada por Rómulo Betancourt en su Mensaje de Año Nuevo, fechado en el 31 de diciembre de 1959, en el cual se reflejó el juicio formado durante su agónica formulación de la estrategia de retorno al poder. Debía recibir el estímulo de procedimientos y medidas ejemplarizantes, dirigidas a restaurar actitudes y conductas corrompidas por la dictadura. El cambio consistiría en la práctica de una nueva ética individual y ciudadana, en la cual se combinasen la ciudadanía genuinamente republicana con la conciencia política democrática. Por consiguiente, correspondía «(...) erradicar de nuestra vida pública el odio, la retaliación, la desconfianza, y tener los hombres y militares [sic], patronos y trabajadores, un alto objetivo de patria que redima a todos de nuestras pequeñas miserias y de nuestras limitaciones personales. Este es todo un tentador programa por acometer, conciudadanos (...)». Convertir ese programa en norma de convivencia social permitiría:


  
    «(...) Honrar a esa patria con el trabajo creador; con el espíritu de servicio a la colectividad; con la autodisciplina conscientemente admitida; con la renuncia en aras del bienestar general y para el logro de una patria económicamente redimida del gusto por la vida dispendiosa y frívola que se ha generalizado tanto en el país; echar las bases estructurales, a prueba de sismos económicos, de una nación que se autoabastezca en sus consumos fundamentales y que no siga importándolos en esos barcos que ahora mismo están abarrotando los muelles de la [sic] Guaira y Puerto Cabello; lograr que se sienta más orgullo en ser un buen profesional, un buen obrero, un buen artesano o un buen estudiante, que en cambiar de automóvil todos los años; considerar que servirle al Estado venezolano, en labores orientadas hacia el bienestar colectivo, no es fácil granjería, sino una honrosa oportunidad de cumplir con un deber ciudadano (...).»

  


  ¿Al expresarse de esta manera se desprendía, aunque fuera momentáneamente, el ahora Presidente constitucional, del realismo sociopolítico que lo caracterizaba? ¿Retomaba el celoso materialista histórico el camino que había creído abandonar cuando abjuró del romanticismo? Quizás, se trató, simplemente, de un arrebato de autenticidad, de igual naturaleza que el padecido cuando vislumbró el portentoso desarrollo de Guayana, en el acto de instalación del partido Acción Democrática, el 13 de septiembre de 1941.


  En lo concerniente al pueblo, era necesario establecer una diferencia. Por su decisiva actuación con motivo del golpe militar continuista del 23 de enero de 1958, el urbano se había promovido a sí mismo a un nivel de actor político de papel protagónico. Se le planteaban las urgentes tareas de salvaguardarse de los efectos del desempleo y de librarse del analfabetismo y la ignorancia, propiciando su acceso a mejores condiciones de vida y de trabajo; lo que habría de lograr esgrimiendo de manera políticamente informada y responsable su arma: la soberanía popular. La población rural, cuyo estado de atraso y abandono oficial la mantenía al margen de la sociedad que disfrutaba del derrame civilizador petrolero, debía rescatarse asumiendo un rol activo en la realización de una reforma agraria integral.


  Los trabajadores, y sus organizaciones sindicales y gremiales, habían sido duramente golpeados por la dictadura, que además intentó regimentarlos, creando una organización sindical oficialista. El cese de la política dictatorial de construcciones, resultante de la transición de regímenes, estimuló un creciente desempleo que indujo a tomar medidas paliativas que vulneraban la ética del trabajo y afectaban su función de control social. Así consideró Rómulo Betancourt el Plan de emergencia, establecido por la Junta de Gobierno transitoria para aplacar el descontento popular generado por el desempleo, y postuló e impulsó su liquidación.


  Los partidos políticos encaraban la urgencia de que, para los fines de canalizar la situación sociopolítica, fuesen restauradas sus funciones de orientadores de la opinión pública y de vehículo organizado del ejercicio de la soberanía popular; llamados a constituir, con los sindicatos y las organizaciones de trabajadores, los puntales de la revolución democrática.


  Las Fuerzas Armadas debían ser reinstaladas en sus funciones profesionales, e instruidas en la observancia de los principios constitucionales y en la subordinación al poder civil. Al ser rescatadas de la condición de amenaza contra el poder civil, serían un factor llamado a desempeñar papel fundamental en la preservación de la estabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático y de su desarrollo institucional.


  Por el papel que había desempeñado en la etapa final de la dictadura militar, la Iglesia cristiana católica había recuperado su prestigio como factor de control social; y esto contribuyó a echar las bases del nuevo relacionamiento con el Estado republicano, en el marco del régimen sociopolítico liberal democrático, que hizo posible la substitución de la institución del Patronato eclesiástico, asumido por la República de Colombia, alias Gran Colombia, basándose en la Ley de 28 de julio de 1824, por un Concordato. Con lo que se atendió a lo pautado en el Programa mínimo conjunto... como: «Regularización de las relaciones entre la Iglesia y el Estado».


  El escenario internacional y la política exterior del Gobierno de coalición


  El escenario internacional en el que se adelantaba la reinstauración de la República liberal democrática estaba determinado, en escala global, por la Guerra Fría. Esta sobredeterminaba las relaciones internacionales en el plano también global. En el plano continental, más inmediato, la política exterior del Gobierno de coalición liberal democrático enfrentaba conflictos y retos condicionados por la vocación democrática de la República; y por su franco rechazo de los regímenes dictatoriales.


  En este orden de ideas, el conflicto con el dictador dominicano Rafael Leónidas Trujillo, alias Chapita, era una suerte de infortunada herencia de la etapa fundacional de la República liberal democrática. Además de haber patrocinado atentados contra Rómulo Betancourt durante su tercer exilio, entonces y ahora brindaba cobijo, patrocinio y ayuda a quienes conspiraban contra la reinstauración de esa República. Lo que culminó en el atentado perpetrado contra Rómulo Betancourt Presidente constitucional, el 24 de junio de 1960. En reiteradas ocasiones Rómulo Betancourt expresó su condena del régimen tiránico de Trujillo, e hizo gestiones para que República Dominicana fuese expulsada de la Organización de Estados Americanos (OEA), como sanción por la intromisión de su gobernante en los asuntos internos de Venezuela, lo que se consiguió después del mencionado atentado.


  Reviste especial interés la relación que se estableció entre Rómulo Betancourt, Presidente constitucional, y el Presidente de los Estados Unidos de América, John F. Kennedy. Forjada bajo la égida de la Alianza para el progreso, de la cual el primero fue impulsor y crítico, adquirió un carácter de intercambio conceptual que le permitió a Rómulo Betancourt hacerle importantes señalamientos en materia de política continental, ubicándola en el contexto mundial; y dio paso a una amistad de carácter personal.


  El caso Cuba y la crisis de los cohetes soviéticos fueron los aspectos culminantes en materia de política exterior continental –con obvia proyección extracontinental–. El caso Cuba se manifestó inicialmente con motivo de la reiterada y comprobada evidencia de la participación directa del fidelismo en la subversión, el terrorismo y la lucha armada contra la República liberal democrática. Culminó con la intervención directa, con armas y soldados, hasta conformar una suerte de invasión practicada por jóvenes venezolanos asesorados [¿y comandados?] por auxiliares militares cubanos. La denuncia de estos hechos condujo a la expulsión del Gobierno cubano de la Organización de Estados Americanos (OEA). El punto culminante de esta confrontación se alcanzó con la posición del Gobierno venezolano en relación con la crisis de los cohetes rusos, llevada hasta la participación directa en el bloqueo puesto por los Estados Unidos de América al régimen fidelista.


  Permanente desempeño pedagógico del Poder público


  La reinstauración de la República liberal democrática, por las características unitarias del proceso seguido, y dadas las condiciones pactadas del régimen sociopolítico liberal democrático restablecido, brindó la gran oportunidad para poner por obra, en escala general, la concepción pedagógica del Poder Público. Tal resultó de imponer, la condición coaligada del Gobierno y de la Administración Pública, una permanente comparecencia ante los sectores y organismos sociales, en cuya práctica gobernantes y gobernados debían aprender a desenvolverse en democracia. La naturaleza coaligada del Gobierno determinaba la unidad de las políticas; pero la condición partidista de los funcionarios responsabilizaba al partido correspondiente, ante la opinión pública, por la ejecución de esas políticas; lo que generaba una suerte de competencia basada en la eficiencia responsable.


  Funcionamiento del Gobierno coaligado pactado


  El restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático actualizado suponía la concurrencia de visiones de la sociedad, y del Gobierno, que si bien no estaban ostensiblemente contrapuestas, sí revelaban diferencias considerables, en lo concerniente a la dinámica social y a los objetivos nacionales. Lo sobresaliente fue que los pactantes dieron prueba, durante un prolongado lapso, de saber conciliar esas diferencias conceptuales y doctrinarias.


  Las características del desempeño pactado del Poder Público, por representantes de partidos e independientes, suponían también la conciliación entre una figura presidencial que era necesario restablecer, preservar y fortalecer, reconociéndosele un grado de autonomía que alejase, en las respectivas militancias, sospechas de subordinación; pero que igualmente previniese de toda tentación de personalismo autoritario de parte del primer mandatario.


  Puestas de lado las diferencias programáticas partidistas, considerablemente limadas desde el inicio por el Programa mínimo conjunto de gobierno, las posibilidades de consenso o disidencia en la coalición gubernamental quedaban en manos de las direcciones partidistas y de la personalidad de los respectivos líderes. Fue notable el acercamiento entre Rómulo Betancourt y Rafael Caldera Rodríguez. ¿Se sabían corresponsables del éxito del rescate de la forma republicana de Gobierno? Jóvito Villalba Gutiérrez nunca se avino con su papel secundario, pese a que Rómulo Betancourt, por conocerlo a fondo y por juzgar necesaria su permanencia en la coalición, procuró que se destacase.


  Consenso y disenso en el Gobierno de coalición


  Diferencias programáticas y disidencias procedimentales, surgidas sobre todo en los predios subordinados del Gobierno y de la Administración Pública, se manejaban bajo la égida de los objetivos políticos globales del régimen sociopolítico liberal democrático actualizado; de allí que terminase por predominar el consenso. Contrariando los aciagos vaticinios de quienes no eran capaces de diferenciar entre gobernar y mandar, el gobierno coaligado demostró ser eficaz en situaciones críticas, que abarcaron desde la protesta social de los desempleados incluidos en el Plan de Emergencia hasta graves insurgencias militares y actos de terrorismo.


  El objetivo político fundamental y permanente fue la reinstauración de la República liberal democrática; ambiente necesario para la recuperación organizativa y el libre funcionamiento de los partidos pactantes. Consecuentemente, corría paralela con estos objetivos particulares la defensa de la democracia institucionalizada. Una medida extrema, como lo fue la ilegalización de dos organizaciones que habían llevado su actividad subversiva hasta, literalmente, alzarse en armas, el Partido Comunista de Venezuela (PCV) y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), dio ocasión a Rómulo Betancourt para que subrayase su condición de demócrata cabal y de siempre. El 15 de octubre de 1962 hizo del conocimiento público que fue tomada, por unanimidad, en el Consejo de Ministros, la decisión de solicitar «(... ) ante la Corte Suprema de Justicia la ilegalización de esos partidos (... )». Observó que ello no podía causar sorpresa, porque: «(... ) Divergencias de principios fundamentales, no podrían surgir entre un Presidente de República que ha demostrado a lo largo de una dilatada vida pública apasionada y militante adhesión a las normas democráticas [¿reivindicar esas normas, como se hizo el 18 de octubre de 1945, no fue también dar prueba de esa adhesión?] y los dirigentes de partidos políticos o ciudadanos políticamente independientes que ocupan los más destacados puestos de comando de la administración pública (... )». Y extendió una amplia y circunstanciada garantía de conducta democrática: «(... ) Tentación de arrebatos dictatoriales no podría esperar el país de quien no los ha tenido en tres años y medio de muy difícil etapa de gobierno. Sería sospechoso de ellos quien diera indicios de querer prolongarse en el gobierno, más allá de la finalización de su mandato, en los comienzos de 1964; o de quien tuviera especialísimo interés en saltarse a la torera la Constitución, como forma de garantizarse bienes malhabidos. Ni una ni otra situación son [sic] las mías (... )».


  Esta posición de los partidos democráticos, obedecía a lo establecido en el Pacto de Puntofijo: «Los Partidos Acción Democrática, Social Cristiano Copei y Unión Republicana Democrática, previa detenida y ponderada consideración de todos los elementos que integran la realidad histórica nacional y la problemática electoral del país, ante la responsabilidad de orientar la opinión pública para la consolidación de los principios democráticos, han llegado a un pleno acuerdo de unidad y cooperación (...)». Lo que, dicho directamente, significaba que se constituían en garantes de la vigencia de la soberanía popular. Largo y escabroso había sido el camino recorrido hasta alcanzar este grado de unidad. En el Boletín interno n.º 2, de 9 de febrero de 1949, girado por el Comité de Cuba de Acción Democrática, la relación con los partidos ahora en la coalición fue presentada en términos muy severos:


  
    «(...) El partido URD continúa sus esfuerzos desesperados por capitalizar la situación adversa de Acción Democrática procurando incorporación de masa militante. Al mismo tiempo continúa su labor de incorporar fichas suyas en los puestos administrativos. Continúa prestando abiertamente apoyo al régimen militar. El partido Copei se disputa con URD las ventajas que les significa el golpe militar. Despliega una política enchufista y de conquista de opinión análoga a la de URD pero manteniendo cierta pugna con este partido. A pesar de la actividad realizada, ninguno de los dos partidos logra impresionar favorablemente la opinión nacional (...).»

  


  La alternabilidad republicana, como objetivo político, era materia constitucional, pero su práctica resultaba de obvia necesidad al término de una dictadura militar y del fracaso de su propósito continuista. No cabría exagerar su importancia, tampoco, como aliciente para la buena conducta política de los líderes pactantes. En este sentido, merece que se le preste atención al hecho de que el acuerdo entre ellos convenido reflejó la decisión de organismos de dirección, y no de las respectivas militancias; pero gozó del respaldo de estas y fue bien acogido por la opinión pública, como quedó de manifiesto en la alta participación en los procesos electorales.


  Diálogo permanente y amplio con la opinión pública


  El desempeño del Poder Público, con observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público, como un diálogo permanente y amplio, con los diversos sectores y organizaciones sociales, era una práctica que se correspondía con una inclinación muy arraigada en Rómulo Betancourt, habituado al contacto de masas. Es posible diferenciar dos grandes sectores en esta actuación, sin que ello signifique valoración privilegiada de uno u otro; sino que, por el contrario, subraya la interconexión de ambos en un propósito común. Consistía en estabilizar el régimen sociopolítico liberal democrático y en fomentar un desarrollo socioeconómico que sustentase la independencia nacional.


  Ello se correspondía con los postulados fundamentales de la revolución democrática, sintetizados como procuración de una independencia nacional basada en una economía nacional diversificada y en el fomento del bienestar social y económico de la sociedad, con goce de libertad basada en el pleno ejercicio de la soberanía popular. Merece subrayarse que tal síntesis obviaba el enunciado de dos cuestiones básicas, que estaban enclavadas en la conciencia ciudadana: arreglar cuentas con el otrora imperialismo, ahora colonialismo o explotación colonial; y con sus también otrora denunciados aliados internos, el latifundismo y el despotismo.


  Fomento del sector privado de la economía


  La atención prestada por Rómulo Betancourt a las organizaciones empresariales, representadas por la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción (Fedecámaras), y la Convención de Industriales, se correspondía con lo pautado en el Programa mínimo conjunto de gobierno: «El Estado reconoce la función primordial que cumple la iniciativa privada como factor de progreso y la colaboración en este mismo sentido de las inversiones extranjeras, por consiguiente las estimulará y protegerá dentro de los límites establecidos por el interés público y social y el ejercicio cabal de la soberanía nacional». Lo que empalmaba con la orientación adoptada durante la instauración de la República liberal democrática, con la creación de la Corporación Venezolana de Fomento (CVF), mediante Decreto de 29 de mayo de 1946.


  La atención prestada a las organizaciones de trabajadores y campesinos, además de ser consubstancial con la condición democrática de la República, significaba trabajar en dotar a la economía nacional diversificada de una amplia y activa fundamentación social; a la par que levantar barreras contra intentos de penetración por corrientes políticas adversas o subversivas. Pero no era menos importante lo que habría de significar un movimiento laboral organizado y democrático en la modernización de las relaciones obrero-patronales, tratándose de un empresariado que iniciaba su desarrollo moderno.


  Alcance y limitaciones represivas del Gobierno liberal democrático


  La reinstauración de la República liberal democrática transcurrió en permanente enfrentamiento con dos amenazas. Una estuvo representada por los deudos directos de la dictadura militar, para el caso denominados perezjimenistas, que intentó constituirse en el partido político denominado Cruzada Cívica Nacionalista, de corta vida. La otra lo estuvo por dos organizaciones políticas legales: el Partido Comunista de Venezuela (PCV) y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), encandiladas por el prestigio de la entonces denominada Revolución cubana. Los continuistas militaristas y los añorantes del régimen dictatorial se repartían entre ambas amenazas.


  Se creaba, de esta manera, una situación de confrontación que rebasaba los límites de lo político ordinario. Se asentaba en la subversión y se proyectaba en la insurrección armada; llevadas al extremo del terrorismo urbano, la primera; y de los conatos de guerrilla campesina, la segunda. El celoso respeto de la legalidad liberal democrática, imprescindible para acreditar el régimen sociopolítico liberal democrático como antítesis de la violencia dictatorial militar, hacía en extremo difícil cumplir, a la letra, con el mandato pautado en el Programa mínimo conjunto de gobierno, que no pudo haber previsto este grado de agudización de la reacción contra la reinstauración de la República liberal democrática; si bien prescribía la «(...) Defensa del orden constitucional y enérgicas medidas contra las actividades antidemocráticas (...)».


  En correspondencia con la aplicación del principio de la separación de poderes, como uno de los fundamentos de la lucha contra el despotismo, la autonomía del Poder Judicial amparaba la del sistema jurídico. Como consecuencia, la independencia de los tribunales podía significar cuando menos retardo procesal. Rómulo Betancourt fue muy insistente en este punto. Pero demostró tener escrúpulos insuperables, respecto de tal autonomía; y absoluto rechazo respecto del despotismo, en la aplicación de las leyes y en cuanto a los procedimientos represivos arbitrarios, legado de la dictadura militar; sobre todo la prisión-secuestro, la tortura y el exilio.


  Estas consideraciones obligan a que el tratamiento historiográfico de la cuestión de la represión política, en el marco de la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático, comience por evaluar la conducta de la persona históricamente responsable de su ejercicio. Como Presidente y como hombre político, Rómulo Betancourt expuso el trance que vivía en un mensaje a la Nación, el 14 de octubre de 1959, con motivo de «(...) los recientes brotes terroristas en la capital de la República (...)». Luego de declarar que «(...) Las autoridades policiales y las Fuerzas Armadas de Cooperación recibieron instrucciones precisas de no usar modales atildados, sino mano de hierro, en la represión de esos brotes de salvaje gangsterismo (...)», cumplió con el deber de «(...) informar al país que es propósito del gobierno llevar a la mayor parte de los detenidos ante los tribunales de justicia, cuando se tengan testimonios que ofrecer a los jueces. Otros no han dejado huella tangible de sus actuaciones delictivas, acerca de las cuales no le cabe al Gobierno duda alguna. En esos casos se le [sic] aplicará a los detenidos medidas de alta policía, de detención o expulsión del país (...)». De lo que ofreció una explicación muy personal: «(...) Yo sólo sé cuánto me desagrada, en lo íntimo de mí mismo, tener que proceder así, porque entre cárceles y exilio han transcurrido muchos de los treinta años que ya cuento de vida pública. Pero los sentimientos personales los hago a un lado, y los haré siempre, cuando estén en juego la salud y la felicidad de la República».


  Represión y legalidad en un régimen sociopolítico liberal democrático


  Como era esperado, a juzgar por las previsiones contenidas en el Pacto de Puntofijo y en el Programa mínimo conjunto de gobierno, en la República liberal democrática, en trance de ser reinstaurada, se dio, en esta materia, una pugna de criterios en la que se barajaron motivaciones que, sin embargo, admiten caracterización global. Por una parte, rigió la necesaria contención de las reacciones sociales desbordadas; como también la contención de las reacciones que, enarbolando banderas políticas o ideológicas, tomaron caminos extralegales, pese a que se les mantuvo abierta la posibilidad de competir políticamente por el favor de la soberanía popular libremente ejercida. Por la otra parte, rigió la necesaria preservación de la legalidad en cuyo marco debía mantenerse el régimen sociopolítico liberal democrático, asumiendo su cumplimiento como criterio de legitimidad; aunque ello significase también, en algunas ocasiones, incurrir en actuaciones que traspasaron los límites de la contienda política, invadiendo los predios de la vigencia de los derechos políticos democráticamente ejercidos por vía electoral, y aun los más elementales derechos humanos.


  Se planteó, en suma, el dilema de la desigualdad de los términos en que se libraba la confrontación. Escuetamente planteado, ese dilema significó la contraposición entre la necesaria observancia de la legalidad y de los principios democráticos, y la permisiva violación revolucionaria de los mismos. Esto, válido para ambos bandos. Visto el caso con criterios actualmente en vías de consolidación, parece posible afirmar que, hasta el presente, no ha sido posible formular criterios –de los llamados objetivos– para establecer responsabilidades en esta materia; pues si toca a un Estado preservar la legalidad y velar por los derechos humanos, no parece que pueda ignorarse esa responsabilidad de parte de quienes insurgen contra ese Estado; más aún si este, como era entonces, estaba revestido de la legitimidad que derivaba de su legalidad originada en el ejercicio libre de la soberanía popular. ¿La ignorancia de estas circunstancias por el insurgente, podría exonerar al Estado de la obligación de cuidar de su vigencia?


  En la práctica de la represión política, Rómulo Betancourt presidente actuó al frente de un Gobierno de coalición, concebido unitariamente. Estuvo obligado a observar el Plan mínimo conjunto de gobierno definido y compuesto en consecuencia de esa unidad. Pero Rómulo Betancourt acumulaba una experiencia política en la cual se habían conjugado la cárcel; el destierro, reiterado y prolongado; la precariedad en el asilo y la pobreza; el atentado, en potencia y en acto; la clandestinidad y el acoso policial; y la persecución ideológica, en escala nacional e internacional. Al mismo tiempo, esas vertientes de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt hombre político, confluían en un proyecto ideológico-político, por él denominado la revolución democrática. La gestación, formulación, promoción, instauración primaria y ahora reanudación de la realización de ese proyecto, eran la razón de su personalidad histórica. Este conjunto de circunstancias y motivaciones formaba una red en la cual la conciencia crítica, el humanitarismo y la sensibilidad personal eran presas de un permanente e implacable contrapunteo con la firmeza doctrinaria, el sentido de responsabilidad política e histórica, la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público; todo dirigido hacia la formación de la conciencia y la conducta ciudadanas requeridas para la cimentación, estable y perdurable, de un régimen sociopolítico genuinamente liberal democrático.


  El tener que vivir honestamente este trance obligaba, a Rómulo Betancourt hombre político, a comparecer con frecuencia ante la opinión pública. Rendía cuentas de su desempeño en una función de vigilante represión, cuya responsabilidad siempre asumió personalmente, con una demostración de franqueza y una prueba de entereza que conformaron, por primera vez en la historia de Venezuela, una ética del desempeño pedagógico del Poder Público. En virtud de ella, la fuerza, responsablemente ejercida, estaba subordinada a principios y valores siempre invocados de manera expresa; pero cuya vigencia reflejaba, necesariamente, los tropiezos de la creación de la instrumentación jurídica requerida para librar, con arreglo a esos principios y valores, la lucha contra una colecticia tropa de adversarios en cuyas acciones terminaron por amalgamarse –y en no pocos casos combinarse– las formas más arcaicas del despotismo con las pretendidas más modernas y proclamadas revolucionarias del mismo.


  Fundamento legal de la represión


  En la base de la falta de correspondencia entre represión y legalidad estaba la inadecuación de los instrumentos legales para normar la reacción represiva, social y política, ejercida por un régimen sociopolítico liberal democrático; lo que llevó a Rómulo Betancourt a proponer la actualización de la legislación, adecuándola a los nuevos tipos de delitos y eventuales crímenes; e incrementando la severidad de las penas. En una alocución radiotelevisada, el 20 de mayo de 1963, explicó la situación:


  
    «(...) en esta lucha contra un nuevo tipo de delincuencia que ha surgido en el país, que es esta delincuencia terrorista, inspirada y financiada desde Cuba, se encuentra el Estado venezolano con la falla de que la legislación ordinaria no provee los elementos suficientes para una acción eficaz en defensa de la sociedad, y por eso el Gobierno Nacional va a presentar en la primera sesión próxima de la Cámara del Senado un proyecto de ley de emergencia (...) que viene a precisar delitos que no están bien tipificados dentro del Código Penal vigente (...).»

  


  Podía parecer que la mayor implicación ética que le fue necesario superar a Rómulo Betancourt consistió en el siguiente falso dilema, formulado en términos de aparente fuerza lógica: Si la democracia no se defiende con firmeza, corre el riesgo de perecer. Pero si lo hace contrariando sus valores, ¿no le da razón a sus adversarios y, en cierta forma, sufre una derrota ética y política que podría resultarle fatal? Pero ocurrió que él ya había resuelto este falso dilema. Lo hizo al declarar en la citada carta a Juan Pablo Pérez Alfonzo, de 31 de enero de 1952, que no padecía la aversión principista a la violencia. Por otra parte, ¿no le decía la experiencia, apoyada en su sentido histórico, que una democracia averiada en sus principios conservaría, no obstante, la potencialidad requerida para su propia reparación? Sin embargo, ¿la razón fundada en el sentido común seguiría postulando que la similitud de los medios empleados haría que se igualasen éticamente los fines perseguidos?


  Vino en su ayuda el hecho de que el terrorismo, inicialmente practicado por los remanentes del perezjimenismo, cambió de careta cuando pasaron a practicarlo –de lo cual abundaron ejemplos– «(...) dos grupos políticos que han perdido su fisonomía ideológica y se han convertido simplemente en bandas terroristas». Lo que condujo a cambios en la represión, puesto que cabría afirmar que no se perseguían ideas: «Pero en esta lucha contra un nuevo tipo de delincuencia que ha surgido en el país, que es esta delincuencia terrorista, inspirada y financiada desde Cuba, se encuentra el Estado Venezolano con la falla de que la legislación ordinaria no provee los elementos suficientes para una acción eficaz de defensa de la sociedad (...)». Por esta razón anunció, el 20 de mayo de 1963, que sería presentado al Congreso «(... ) un proyecto de ley de emergencia (...)», para tipificar los nuevos delitos. En su VI Mensaje presidencial, presentado el 9 de abril de 1964, llevó a su más alto nivel su inconformidad con este vacío legal, avalado por: «(...) ambas constituciones democráticas –la de 1947 y la de 1961– en muchos de cuyos aspectos disiento, porque tienen acusados perfiles helvéticos y rodean de vallas al Jefe del Estado para ejercitar lo que es primordial deber de un Gobierno: la propia defensa de su estabilidad y de las instituciones cuya custodia se le confía». ¿Asediado por las adversas circunstancias políticas, juzgó mal las salvaguardas constitucionales contra el despotismo presidencialista, que él mismo había combatido con permanente determinación?


  Deficiente marco legal y violación de los derechos humanos


  Mientras se lograba la actualización del marco legal, reforzando las penas, la represión rebasó los iniciales límites que se había fijado mientras se trató de contener manifestaciones callejeras y actos de protesta. Al convertirse estos en violencia terrorista, para combatirla llegó a autorizar Rómulo Betancourt violaciones de la legalidad ¿que habrían podido significar, de hecho, la aplicación preventiva de la pena de muerte? Consciente de que al formular esta conjetura suscito la consideración de una cuestión en la cual se juntan la gravedad y la complejidad, me limitaré a añadir que no me considero apto para entrar en disquisiciones jurídicas sobre el grado de responsabilidad respectivamente representado por el delito o crimen impedido y el cometido; pero considerados ambos no ya en el acontecer ordinario sino en el extraordinario de conmoción sociopolítica.


  En su actuación, la subversión había experimentado un cambio radical, que fue denunciado por el Presidente, mediante la red de radio y televisión, el 21 de enero de 1960: «(...) de los panfletos explosivos se pasó a las bombas explosivas [sic] por los irreductibles enemigos de la paz y de la felicidad de los venezolanos». Hubo que admitir que «(...) Contra el bandidaje armado de explosivos ya no cabían fórmulas civilizadas. Y por eso se impartieron instrucciones a las Fuerzas Policiales y a las Fuerzas Armadas de Cooperación para que dispararan, y no al aire, contra cualquier persona o grupo de personas que se localizase infraganti en el momento de lanzar o de depositar cargas de dinamita en algún sitio de la ciudad (...)». Felizmente para el bienestar moral del Presidente, «(...) No fue encontrado ningún protagonista de actos terroristas con las manos en la masa, pero para hoy y para siempre debe quedar claro ante el país que la orden impartida a los organismos armados encargados de la custodia de la tranquilidad pública es permanente, y que no la desestimen quienes pretendan, hoy o mañana, reeditar el episodio de las bombas (...)». Reiteró: «(...) La orden es ésta: sobre quien sea ubicado por un cuerpo armado colocando una bomba o lanzándola, se aplicará la ultima ratio de una descarga (...)». ¿Terrorismo institucional contra terrorismo subversivo? ¿Pena de muerte contra crímenes odiosos –aun los no perpetrados– no procesados judicialmente? Sobra campo para interpretaciones. ¿Habrían estas de tomar en consideración la circunstancia de que el terrorismo y la represión del mismo carecían de precedente en la sociedad venezolana? También cabría considerar la circunstancia de que durante la segunda mitad del siglo XX se fortaleció la idea de que si bien el terrorismo no es guerra, sí es una importante táctica de guerra, como quedó demostrado en Argelia, Vietnam, etc.


  Los enemigos de siempre y los disfrazados de revolucionarios


  La República liberal democrática enfrentaba los ataques de sus enemigos de siempre, aunque revistieran, algunos, diferente ropaje ideológico. El enfrentamiento de los militaristas, tradicionalmente bien avenidos con la República liberal autocrática y con la dictadura liberal regionalista; enfrentamiento que lo era, en realidad, con el régimen sociopolítico liberal democrático que los desplazaba del control del Poder Público, se inició desde el momento en que la oposición democrática surgente proclamó la necesidad de un presidente civil y enfrentó el continuismo militarista representado por la pretensión del expresidente Gral. Eleazar López Contreras de recuperar la Presidencia. Ese enfrentamiento se acentuó con los acontecimientos iniciados el 18 de octubre de 1945. La integración de la Junta Revolucionaria de Gobierno, con mayoría civil y presidida por un civil, no fue del agrado de algunos cabecillas del sector militar. El Decreto n.º 7 de la Junta, al inhabilitar a sus miembros, civiles y militares, para fines electorales, apartó a estos últimos no solo del ejercicio privilegiado del poder público sino también de la posibilidad inmediata de aspirar al mismo. El continuismo militarista rebrotó el 24 de noviembre de 1948 –dada su incapacidad, comprobada en 1952, de competir en una elección democrática– y pretendió reafirmarse por la vía del continuismo el 23 de enero de 1958. Una vez contenido por la reacción popular, ese continuismo colocó a un militar al frente de una junta ampliada mediante la incorporación de civiles; mas, patrocinado, como de ordinario, por civiles, unos desorientados, otros cómplices, intentó preservar el control militar del Poder Público valiéndose de una candidatura militar, la del contralmirante Wolfgang Larrazábal, en las elecciones presidenciales.


  Pasado este lapso, durante el cual los militaristas más recalcitrantes no cejaron en su empeño, ahora procuraban usufructuar de nuevo el control del Poder Público, juntándose con los deudos de la dictadura liberal regionalista. Además, se había formado en las Fuerzas Armadas una suerte de quintacolumna del Partido Comunista de Venezuela; de manera que se dio una triple división en las Fuerzas Armadas: el sector crudamente militarista tradicional, pronto marginado; el sector autoproclamado institucionalista, embridado por el Gobierno de coalición, que le cerraba el paso al reclutamiento de cómplices civiles organizados en partidos democráticos. El liderazgo de Rómulo Betancourt hizo posible un acercamiento entre ese sector del poder militar y el sector democrático del poder civil, de manera que ese sector militar fue clave en la derrota del tercer sector militar, representado por la quintacolumna comunista, vinculada con las organizaciones políticas subversivas, Partido Comunista de Venezuela (PCV) y Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR). El papel fundamental desempeñado por los comunistas en este juego del poder consistió en su mediación con la denominada Revolución cubana, y en la coordinación de las actividades subversivas con la actuación de la fracción parlamentaria comunista.


  Desde la insurgencia urbana hacia la acción guerrillera


  El tránsito desde la insurgencia urbana hacia la acción guerrillera transcurrió como una sucesión de errores estratégicos y tácticos, inspirados, –más que fundados– en un diagnóstico nada realista del momento histórico vivido por la sociedad venezolana. El resultado fue una trágica amalgama de acciones inducidas más por la imitación de la experiencia cubana magnificada –y lastrada de arrebatos románticos– que por el cálculo político y militar; acciones que, además, se montaron casi simultáneamente en todos los escenarios, representados por las modalidades del terrorismo urbano y la frustrada insurrección campesina.


  Las insurrecciones militares se manifestaron como intentos que carecieron de repercusiones más allá de sus focos, donde fueron reprimidos eficazmente por las Fuerza Armadas institucionalistas, leales al Gobierno democrático. Esas insurrecciones revistieron dos modalidades. Una, la dirigida por el Gral. Jesús María Castro León, en San Cristóbal, el 20 de abril de 1960, representaba todavía el militarismo tradicional. Sin hallar respaldo en otras unidades militares, fracasó en solo 24 horas y su cabecilla fue detenido. Las insurrecciones de fuerzas navales en Carúpano, el 4 de mayo de 1962; y en Puerto Cabello, el inmediato 2 de junio, revelaron la penetración de la quinta columna comunista en la infantería de marina y en la marina. Ambas alcanzaron cierto nivel de violencia y arrojaron considerable número de bajas; pero, al no ser secundadas en otras guarniciones, fueron sometidas prontamente.


  El terrorismo terminó por expresar más una actitud desesperada que una táctica militar. Sus promotores sobreestimaron la posibilidad de intimidar a la población; y subestimaron la voluntad y la capacidad de respuesta del Poder Público. Estos errores de diagnóstico se condensaron en la consigna «RR» (Renuncia Rómulo).


  Los fracasos condujeron a la decisión desatinada de montar un movimiento guerrillero, a imitación y en alianza con la abierta intervención armada fidelista. Desempeñaron un papel destacado en esta actividad militantes desprendidos del partido Acción Democrática, que, desdeñando la oportunidad histórica de fundar el partido socialista, formaron el muy circunstancial Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR).


  La derrota, policial, militar y política, del movimiento subversivo y guerrillero


  Se dieron así las condiciones para que ocurriese la derrota, policial, militar y política, de movimientos subversivos y guerrilleros que resultaron ser históricamente extemporáneos; y estuvieron orientados sobre todo por entusiastas urbanos presas de un acceso, masivo y prolongado, del idealismo subjetivo que suele acechar a marxistas doctrinarios, tan fervorosos como acríticos. Amén de que el concepto de masas, en substitución del de pueblo, les indujo a adoptar una comprensión mecanicista de este último, negándole la capacidad de generar una voluntad colectiva propia.


  La extemporaneidad histórica de la subversión y la guerrilla se advierten en la sencilla comprobación de que la falta de sentido histórico en sus dirigentes les llevó a creer que un pueblo, que había derrotado la maniobra militar continuista, movido por el recuerdo de un incipiente régimen sociopolítico liberal democrático, inaugurado en 1945-1948; que había padecido una década de dictadura militar; y que iniciaba los trabajos necesarios para reinstaurar el régimen sociopolítico liberal-democrático, sería receptivo ante la negación de su espléndida obra de pueblo, en favor de la promesa de un régimen del que llegaban los ecos de fusilamientos en masa, y en el que se advertían los síntomas de precoz semiendiosamiento de uno más de los salvadores de la patria que tanto habíamos padecido los venezolanos.


  La estrategia de defensa de la República liberal democrática, formulada y desarrollada por Rómulo Betancourt, se basó en apelar directamente al pueblo, convocándolo a la edificación de un régimen cuyos rasgos y signos eran básicamente comprensibles, por ser en buena parte conocidos y por muchos aún recordados. En las plazas públicas, mediante la radio y luego en la televisión, la figura conocida de un hombre que no se daba ínfulas de grandeza, que empleaba conceptos inteligibles incluso para los analfabetos, cuya incorporación a la ciudadanía había promovido; y que daba ejemplo de desprendimiento personal y verdadero patriotismo, contrastaba con las abstracciones y los enrevesados argumentos de figuras públicas poco o nada conocidas, que se presentaban como profetas de un porvenir tan luminoso como ininteligible para la casi totalidad de la sociedad, dada la brutalidad del mensaje esencial, que consistía en la afirmación de que el régimen sociopolítico liberal democrático, producto del ejercicio pleno de la soberanía popular, y avalado por todos los partidos democráticos, no era bueno para el mismo pueblo que lo eligió.


  Por eso, al despedirse de los venezolanos, el 9 de abril de 1964, Rómulo Betancourt pudo afirmar, rotundamente: «Me voy orgulloso y satisfecho de la gente venezolana. En las horas más difíciles de mi Gobierno me alentó con su confianza, y esa confianza fue de todos los sectores de toda la Nación, porque hombres de empresa y trabajadores, intelectuales y obreros, profesionales y estudiantes, sacerdotes y seglares, el vasto país civil y los hombres de uniforme de las Fuerzas Armadas, dieron respaldo a ese Gobierno en las coyunturas difíciles que vivió (... )». A lo que siguió una declaración enaltecedora: «Quiero decir que me siento profundamente orgulloso del pueblo venezolano y que declino en él todos los honores que pudieran discernírseme. Y esto lo digo sin afán demagógico, sino sinceramente: no se hubiera podido lograr la hazaña de estabilizar una democracia tan acechada si no hubiera habido el concurso para defender las instituciones que el mismo pueblo se dio».


  Rómulo Betancourt tuvo, además, el acierto de combinar la represión policial, el enfrentamiento militar y la apertura política, manteniendo abierta la puerta de la participación para quienes se acogiesen a la vida política regular. Al mismo tiempo, dejaba demostrada su voluntad de combatir con todas sus fuerzas a quienes mantuvieran una conducta subversiva; e igualmente dejando claramente establecido que no habría perdón ni amnistía para quienes, aun invocando preceptos revolucionarios, incurriesen en delitos graves o cometiesen crímenes. La ausencia de respuesta de la población rural al llamado guerrillero difícilmente puede ser atribuida en grado determinante, como lo pretendió Rómulo Betancourt, al hecho de que ya había sido acogida por esa población la promesa de una reforma agraria integral. Parece haber pesado más el hecho de que la guerrilla no pudo despojarse del todo de su carácter citadino. El hecho es que en el combate contra la guerrilla no fue perceptible la participación directa campesina ni obrera; que estuvo a cargo de las Fuerzas Armadas, obediente a su comandante en jefe, civil, y comandada por oficiales ganados para la institucionalidad democrática.


  Complejidad política del desenlace y balance


  Trágico y prolongadamente nocivo fue el balance. En los enfrentamientos, en medio de graves violaciones de los derechos humanos por ambas partes, pereció o se malogró casi toda una generación de potenciales líderes, llamados a desenvolverse en mil actividades, privadas y públicas, cuya falta fue sentida poco más de una década después, al desatarse la crisis de funcionamiento de los partidos políticos democráticos y no contar estos con una generación de relevo políticamente experimentada. En las acciones terroristas, en la guerrilla, en la cárcel, se torcieron voluntades y conciencias que naufragaron en la pérdida del sentido de ciudadanía o en la simple delincuencia.


  En una alocución radiotelevisada dirigida a la Nación, el 20 de mayo de 1963, el Presidente ofreció un balance de los resultados de:


  
    «(...) estos métodos lentos pero seguros de la democracia (...) Están detenidos por subvertir el orden público 88 personas. Por propaganda de la guerra civil, 143. Por actividades conspirativas, 98. Por atracos a mano armada, 68. Por manipular o hacer estallar bombas explosivas [sic], 87. Por asesinato de agentes de orden público, detenidas 35. Han asesinado a 14 policías (son más los policías asesinados, pero sus victimarios aún no han sido localizados por la policía) y a 9 guardias nacionales. Estos últimos victimados en las ciudades o en encuentros con grupos irregulares armados en los campos. Por actividades cimarrones –que no deben llamarse guerrilleras–, detenidos 28.»

  


  Refutó el dicho de la oposición, de «(...) que estén colmadas las cárceles de Venezuela de presos políticos. Existen en total 592 en todo el país. Hay auto de detención contra 420. Y los tribunales de justicia, unas veces con plena razón, otras veces porque no han considerado suficientes las pruebas que las policías presentaban como razonables, han libertado a 172».


  No me ha sido posible determinar la valoración por el Presidente de este balance, presentado escuetamente. Cabe, sin embargo, destacar que significa la admisión de que existían presos políticos, de diversas categorías. Igualmente, que estaban siendo procesados judicialmente; en el supuesto de que ello ocurría en el marco de una estricta legalidad democrática. Mas el solo hecho de que hubiese tal cantidad de presos políticos –¿que el Presidente consideraba tolerable?– conllevaba un reclamo de amnistía, al que prestó atención el Presidente. Lo hizo clara y directamente, «(...) con dos argumentos, uno de carácter jurídico y uno de carácter político (...)». El de carácter jurídico consistió en que según el artículo 139 constitucional, «‘Es privilegio del Congreso decretar amnistía, lo que hará por ley especial’. No está en manos del Ejecutivo decretar una amnistía». El argumento político se fundó en la naturaleza de los delitos. La situación era diferente de la vivida en 1941, «(...) cuando en vísperas de la transmisión del poder se había dado una amnistía (...)». En aquellos momentos «(...) Tanto nosotros, quienes después constituimos Acción Democrática, como el Partido Comunista, estábamos (...) en la clandestinidad. Pero en esa época no se mataban policías; en esa época no se dañaban propiedades privadas; en esa época no se realizaba por la oposición clandestina ninguna clase de actividades terroristas. Y no faltaron motivos (...)». Pero Rómulo Betancourt presidente no eludió el compromiso de fondo:


  
    «(...) Claro está que debo dar mi opinión sobre la cuestión de la amnistía y no vacilaré en darla. Si en este país se extiende el manto de la amnistía para los alzados de San Cristóbal, y para los alzados de Carúpano, para los alzados de Puerto Cabello, para los alzados de otros sitios, para los convictos y confesos de haber asesinado policías, de haber asesinado guardias nacionales, de haber asesinado simples ciudadanos, de haber realizado atracos, sería una abdicación de la sociedad venezolana de su derecho a defenderse. De tal manera que no habrá amnistía; por lo menos, el Gobierno no la propicia.»

  


  No fue fácil la conciliación, en este terreno, entre el deber de Rómulo Betancourt, como inspirador y líder de la implantación de la democracia moderna en Venezuela, y el cumplimiento de sus altos deberes de Presidente de la República. Eran, sin embargo, muy estrechos los vínculos entre ambos términos. En el VI Mensaje presidencial, presentado el 9 de abril de 1964, corren estos pronunciamientos: «(...) si algo ha caracterizado a mi gobierno ha sido su decisión de no titubear ni vacilar en defensa del orden legítimamente constituido (...)»; dijo refiriéndose a las medidas tomadas para hacer abortar el plan terrorista denominado «Plan Caracas», concebido para obstaculizar las elecciones que dieron inicio al nuevo período presidencial. Igualmente corre la afirmación de que «(...) conocida es la decisión que adopté, solo conmigo mismo y con mis responsabilidades de gobernante, ante Venezuela y ante la historia (...)». Esa decisión significó que «(...) Los parlamentarios de los partidos Comunista [PCV] y Movimiento de Izquierda Revolucionaria [MIR], comando coaligado de la subversión antidemocrática en Venezuela y sumiso estado mayor ejecutor de las instrucciones emanadas de sus jefes cubanos, fueron detenidos y entregados a la jurisdicción de los tribunales militares, por la índole de sus delitos, tipificados en el Código de Justicia Militar (...)».


  El conocimiento de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt autoriza a pensar en la autenticidad de una declaración suya hecha el 1.º de noviembre de 1960, en un acto de masas obrero-campesinas, refiriéndose a la represión de conatos de subversión: «Conciudadanos: Creo que ustedes saben, sin decírselo yo mismo, cómo han sido de ásperos, duros, dolorosos para mí estos días recientes. Cuando sentía el foetazo de los balazos en la alta noche se me encogía el corazón, porque si algo he querido siempre y deseé siempre es que bajo mi Gobierno nadie padeciera por acción del Gobierno (...)».. Sin embargo, pudo zanjar esta sentida y dramática confrontación entre valores y deberes, según sus palabras en la Alocución Presidencial de Año Nuevo, el 31 de diciembre de 1962: «(...) Lo más fácil para un gobernante en vísperas de dejar el poder es dar muestra de humanitario espíritu frente a los autores de motines y sediciones, dejándole a su sucesor la peligrosa herencia de la impunidad del crimen político. Tengo demasiado sentido de responsabilidad conmigo mismo y con la historia para proceder así (...)». Esto dijo Rómulo Betancourt presidente, sin ignorar ni subestimar las consecuencias que de ello derivarían para el Rómulo Betancourt líder democrático: «(...) Estoy consciente de que por esta línea de conducta, indesviable e inmodificable, caerán sobre mí rencores familiares e individuales imborrables, pero gobernar con sentido de lealtad al país no es, en mi concepto, eludir responsabilidades, sino asumirlas ante la propia conciencia, ante la Nación y ante la historia». Postura que ratificó en su VI Mensaje presidencial, presentado el 9 de abril de 1964:


  
    «(...) Irresponsable hubiera sido, y la irresponsabilidad no se puede señalar entre mis características de hombre público, si al final de mi mandato procurara granjearme un ambiente de Presidente benévolo abriéndole, con la firma al pie de un decreto de sobreseimiento, las puertas de las cárceles a quienes en ellas están no por delitos de opinión ni por haber ejercitado el legítimo derecho que tiene todo ciudadano a oponerse en todas las tribunas a un gobierno. Están encarcelados porque son los agentes de una conspiración extranjera contra la paz, la libertad y la soberanía de Venezuela (...).»

  


  Al asumir razonadamente esta postura, en defensa inmediata y preservación de la República liberal democrática reinstaurada, se robustece la comprobación de que Rómulo Betancourt asumió, a plena conciencia, la responsabilidad histórica de ser el Padre de la democracia moderna en Venezuela.


  Tercera instancia de la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático


  La tercera instancia de la reinstauración del régimen sociopolítico liberal democrático recoge las cuestiones de mayor y más amplio alcance político; y de más vasta significación ideológica, confrontadas y generadas en el accidentado curso de ese proceso, tomando por tal el Gobierno constitucional de coalición, presidido por Rómulo Betancourt, durante el período constitucional 1959-1964. La lucidez y la determinación demostradas por él en su desenvolvimiento como líder y orientador político de la sociedad; como dirigente de su partido y cabeza del Gobierno, y como estadista llamado a tomar decisiones exigidas por situaciones y conflictos de alta novedad y posible fuente de graves consecuencias, marcaron la culminación de su personalidad histórica; de lo cual demostró tener plena conciencia.


  Una necesaria, pero nada fácil, definición de objetivos: ¿una democracia revolucionaria o una revolución democrática?


  La formación de un Gobierno de coalición suscitaba la necesidad de determinar la finalidad global del ejercicio del Poder Público, cuidando de que resultase compatible con la naturaleza de la coalición. No era una cuestión terminológica; la respuesta debía versar sobre si se trataría de perseguir un objetivo final, tácito o expreso; o si solo uno transitorio. Esta cuestión concernía especialmente al partido Acción Democrática, y en particular a su presidente y líder, dadas las características ideológicas del pasado de militante revolucionario de este último.


  Una cuestión reinaba en importancia: la República liberal democrática tendría como norte diseñar, predicar y promover un profundo cambio político y un progresivo desarrollo social. Rómulo Betancourt definió como revolución democrática el marco político requerido para el desarrollo de la República liberal democrática reinstaurada; lo que era especialmente necesario por la naturaleza y el funcionamiento del Gobierno de coalición llamado a dirigirla ¿hacia la instauración de una democracia revolucionaria? La condición revolucionaria de la democracia que se reinstauraba derivaba del profundo cambio introducido, mediante una alianza de clases sociales, en los procesos de formación, ejercicio y finalidad del Poder Público. La condición democrática de tal revolución debía, necesariamente, consistir en replantearse los fundamentos y los objetivos del cambio social acuñados en el concepto de lucha de clases.


  ¿La revolución democrática debía ser entendida, ahora, como meta y no como fase previa de la otra revolución? Es decir ¿debía ser asumida, o no, en el sentido de la etapa socialdemócrata previa a la revolución socialista, pautada por León Trotsky; y también postulada por Rómulo Betancourt en el Programa que cierra el Plan de Barranquilla? En las conclusiones de dicho programa se asienta: «Precisados en el orden interno y en las relaciones internacionales los factores determinantes de la situación venezolana hemos suscrito un programa mínimo de acción política y social con vistas a esos factores». ¿Como también ocurría en 1958?


  ¿O, convenientemente, sería una revolución evolutiva?


  Rómulo Betancourt también calificó la vía que se tomó en la reinstauración de la República liberal democrática, de revolución evolutiva, advirtiendo que no había contradicción en así denominar la que también designaba como revolución democrática. ¿Lo hizo solo para subrayar el carácter dinámico de la revolución que se emprendía; para prevenir sobre nuevos ajustes, que podrían revelarse como necesarios, según las circunstancias, o para dejar establecido que la meta de tal revolución sería la instauración de la democracia como régimen sociopolítico? Recuérdese que al redactar las conclusiones del Plan de Barranquilla, mencionadas, la transitoriedad del mismo había sido claramente expresada: «(...) Hemos dicho Programa mínimo, porque el suscrito hoy por nosotros apenas contempla los más urgentes problemas nacionales y porque el contenido mismo de nuestros postulados de acción es apenas reformista (...)»; lo que, interpretado ubicándolo en el contexto, obliga a pensar que la orientación era entonces hacia el socialismo-comunismo. Pero a lo así aclarado le seguía una significativa coletilla: «(...) La marcha misma del proceso social nos señalará el momento de poner a la orden del día [sic] la cuestión de la ampliación y revisión del programa». ¿Obligaría esta advertencia a considerar que casi tres décadas de profundos cambios ideológico-políticos, entre los cuales sobresalían la reafirmación de la democracia triunfante sobre el totalitarismo y la quiebra doctrinaria de la experiencia soviética, habían bastado para conducir a un cambio en la orientación de la revolución?


  No obstante, y aunque pueda sonar un poco irónico, el cambio de orientación tendía a coincidir, esencialmente, con la expresada como la «(...) la lucha en nuestro pueblo contra el absolutismo político por la defensa de la autonomía económica y para la protección de las clases productoras plantea de una vez la cuestión de defensa nacional de la penetración capitalista extranjera». Sôlo que esta síntesis programática corresponde a un Plan... fechado en el 22 de marzo de 1931, cuando parecían ser un circunloquio para no decir, llanamente, revolución socialista.


  ¿O una revolución para avanzar hacia el socialismo?


  Pareciera que la meta global, así expresada, era la afirmación de la independencia nacional; y en ella iban englobados el antiimperialismo y la socialdemocracia ¿Como condiciones para avanzar hacia el socialismo? La respuesta a esta pregunta parece hallarse en la teoría de las tres independencias, aplicada mas no formalmente expuesta por Rómulo Betancourt. ¿El efecto acumulativo de ellas remplazaría o satisfaría las expectativas más radicales contempladas, aunque tácitamente, en el Plan de Barranquilla? Para estos efectos parece haber distinguido tres independencias: la primera independencia, es decir la independencia nacional, para significar la ruptura del nexo colonial; la segunda independencia, es decir la independencia política, para significar la erradicación del despotismo absolutista practicado por la República liberal autocrática, en sus dos fases, y la instauración de la República liberal democrática; y la tercera independencia, es decir la independencia económica, ¿para significar el desarrollo de una economía nacional diversificada y modernizada; y por su medio la emancipación respecto de la dominación imperialista?


  No es posible menos que llamar la atención sobre la compleja situación ideológico-teórica así creada: en ausencia de una clara renuncia a la prosecución como meta de la revolución socialista, persiste la circunstancia de que la teoría política socialdemócrata original postula ese mismo objetivo ¿solo que alcanzable por la vía evolutiva? ¿Pero, no era la socialdemocracia una de las vertientes del socialismo, como lo era también el socialcristianismo? ¿No surgió de esa asociación el llamado bipartidismo, que representó la alternancia en el desempeño del Poder Público de dos partidos socialistas: el socialdemócrata Acción Democrática y el socialcristiano Copei? De ser así, ¿podría no ser calificado de socialista el régimen sociopolítico liberal-democrático reinstaurado en Venezuela a partir de 1959? No han sido pocos los regímenes socialistas modernos europeos, surgidos también después de la Segunda Guerra Mundial, integrados bajo régimen de coalición interpartidista.


  Áreas de inmediata atención en función de la revolución democrática


  Correspondiéndose con esta no muy precisa concepción doctrinaria, fueron identificadas, por el Gobierno de coalición, las áreas que requerían inmediata atención, por el papel que estaban llamadas a hacer en la realización de la finalidad revolucionaria democrática del desempeño del Poder Público. Este procedimiento significaba introducir cambios radicales en lo concerniente a la finalidad de ese poder. Esta ya no estaría centrada solo en la formulación de políticas genuinamente nacionales sino también en el replanteamiento de los fundamentos del Poder Público, y por consiguiente del proceso de su formación, de su desempeño y de su finalidad misma.


  Formulación de políticas revolucionarias democráticas


  Pero en la reinstauración de la República liberal democrática, concebida por Rómulo Betancourt, también era cuestión formular y poner en marcha políticas, nacionales y sectoriales, de proyección revolucionaria democrática, que atendieran, simultáneamente, tanto las urgentes necesidades sociales como la preparación de avances estructurales de gran aliento. Medidas, todas, condicionadas por los resultados esperados del establecimiento de una articulación equitativa con las economías desarrolladas; y especialmente con aquellas con las que persistían relaciones de orden antes imperialista y ahora reclasificadas como de corte colonial.


  Entre las medidas que requerían inmediata atención sobresalían las que habían adquirido la condición de crónicas, pero ahora exacerbada esta condición por la deficiente y arbitraria administración de la dictadura militar; y acentuada todavía por el brusco receso causado en la industria de la construcción, considerada suntuaria. Se trataría, ahora, de políticas dirigidas a combatir el desempleo, a promover una reforma agraria integral, a generalizar la alfabetización, y al mejoramiento ambiental y la erradicación del rancho; al igual que a la extensión y mejora de la educación. Entre las medidas que prepararían avances de gran aliento jugarían papel fundamental la industrialización, la electrificación, la dotación infraestructural y el desarrollo de las comunicaciones.


  Establecimiento del régimen sociopolítico liberal-democrático mediante la planificación democrática


  La naturaleza y la envergadura de las tareas que debían estar comprendidas en la correlación entre la revolución democrática, que se emprendía; y la composición coaligada del organismo político estatal llamado a dirigirla, creaban la necesidad de coordinarlas con la instauración política y administrativa de la democracia mediante la planificación democrática, de la que Rómulo Betancourt había sido proponente desde muy temprano, oponiéndola a la practicada en los estados totalitarios.


  La planificación democrática ofrecería el marco institucional para la concertación de los sectores de la economía: el público o estatal y el privado; y entre los factores de la producción: el trabajo y el capital. Serían demarcados el sector público, constituido por las industrias básicas, que quedarían reservadas al Estado; y el sector privado, que gozaría igualmente de protección y regulación, según lo establecido en el Programa mínimo conjunto de gobierno. A su vez, el Estado velaría por la cooperación entre trabajadores y empresarios, promoviendo la organización de los primeros para el incremento de su bienestar y el desarrollo de la conciencia ciudadana; y garantizando a los segundos la salvaguardia de la propiedad, tanto urbana como rural; y la facilitación de la procura, socialmente responsable, de sus legítimos objetivos empresariales.


  En la preocupación de Rómulo Betancourt por la clase obrera y sus organizaciones se reflejaron las proyecciones ideológicas de la Segunda Guerra Mundial. En un artículo publicado el 19 de julio de 1944, atendiendo a la revelada precariedad de la economía venezolana, comentó a propósito de la Primera Asamblea de Fedecámaras, en la que se acordó un saludo a los trabajadores: «(...) deben buscarse todos los puntos de avenimiento posible entre capitalistas y trabajadores (...)», siguiendo el ejemplo de los países donde «(...) la pugnacidad inter-clasista de décadas no ha sido allí obstáculo para la celebración de convenciones entre empresarios y trabajadores».


  La planificación democrática consagraría la función económica del Estado, no como poder interventor sino como coordinador y promotor, puesto que a él le correspondería, también, controlar y orientar el sector extranjero de la economía, de acuerdo con lo pautado en el Programa mínimo conjunto de gobierno.


  Correlatos necesarios del nuevo planteamiento de la economía


  Como correlatos necesarios del nuevo planteamiento de una economía nacional, capaz de sustentar la transformación de una estructura económica técnicamente atrasada y conformada en una relación de subordinación con la explotación del petróleo –¿Cabía preguntarse si valía caracterizar esa economía, cual lo afirmó también Rómulo Betancourt, como deformada por el petróleo?–, se depuraría y modernizaría la fundamentación y el funcionamiento de una Administración Pública ahora encuadrada en el régimen sociopolítico revolucionario democrático; y en correspondencia con la necesidad de sanear el Erario.


  Ponerle coto a la improvisación y la desorientación


  Se comenzaría por la liquidación de la herencia político-administrativa de la dictadura militar, caracterizada por la falta de planificación, la arbitrariedad y la corrupción administrativa, y el descuido de las necesidades sociales fundamentales. Para tales efectos se corregiría la dispar distribución socioespacial de la inversión pública, concentrada en unas pocas ciudades– y particularmente en la capital de la República–, mientras la población rural languidecía en medio del atraso y asediada por la pobreza.


  La superación de los procedimientos administrativos viciados habría de comenzar por resolver el problema del déficit fiscal, que privaba al Gobierno coaligado de los recursos urgentemente necesitados para atender las expectativas básicas de la sociedad; y bloqueaba el acceso al crédito externo, que bien empleado habría podido compensar transitoriamente la situación.


  El apremiante saneamiento del Erario, superando el déficit fiscal y logrando formular un presupuesto balanceado, impuso a Rómulo Betancourt un ingente esfuerzo de persuasión de la opinión pública. Respecto de la en gran parte aparatosa y onerosa política de obras civiles, destinadas a proyectar una imagen de eficiencia y de progreso, subyacía una realidad precaria generadora de reclamos y demandas que habían permanecido refrenadas por el temor; pero que ahora afloraban con una legitimidad y un apremio capaces de comprometer la estabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático, en trance de ser restablecido.


  Habría de ser particularmente significativa, social y políticamente, la reanudación de la decidida y ejemplar lucha contra el peculado, iniciada durante la instauración de la República liberal democrática, en el lapso 1945-1948. Esto lo fue no solo sancionando lo cometido durante el reciente pasado, sino también creando condiciones administrativas y políticas dirigidas hacia su erradicación.


  Urgente lucha contra el desempleo


  Una cuestión del más alto interés social y económico, a la par que estaba cargada de preocupantes repercusiones políticas, habría de ser el combate constructivo contra el desempleo, el cual se veía agravado por el abrupto cese de la política, practicada por la dictadura militar, de construcciones dedicadas a exhibir la majestuosidad de su gestión administrativa, a la vez que era fuente de negociados dolosos y de enriquecimiento ilícito.


  Al frenar tal política, el régimen transitorio instaurado a raíz del golpe militar del 23 de enero de 1958 sumó al déficit fiscal el drama del desempleo. Quiso paliar el problema, social y político, del desempleo, que resultó acentuado, montando el denominado Plan de emergencia. Si bien fue concebido como una forma de subsidio de desempleo, pronto derivó en una red de clientelismo político y administrativo, que rápidamente se reveló como una de simple subvención del ocio.


  La liquidación del Plan de emergencia se planteó, en primer lugar, como una necesidad de contribuir a resolver el grave problema del desequilibrio fiscal; pero Rómulo Betancourt presidente no vaciló en justificarla, también, como un paso necesario en el restablecimiento de la ética del trabajo, procurando la ubicación productiva de los desempleados. El trabajo recobraba vigencia, de esta manera, como uno de los factores ordenadores y de control social, en la estructura de poder interna de la sociedad. La aplicación de esta política dio motivo a disturbios callejeros, incitados y dirigidos por los comunistas, que buscaron hacer retroceder al Gobierno, produciéndose una enérgica reacción del Ejecutivo coaligado.


  Condicionamiento de la nueva política económica por el déficit fiscal


  La escasa disponibilidad de recursos propios, y la imposibilidad de acudir al crédito externo en una situación de desequilibrio presupuestario, pesaron, inicialmente, como insuperables limitaciones en la instrumentación y ejecución de la política económica del régimen sociopolítico revolucionario liberal democrático, en lo concerniente a las áreas clave; entre las cuales prevalecían las urgentes expectativas sociales.


  La atención a la cuestión petrolera requería la formulación y ejecución de una política acorde con el objetivo global de consolidar y garantizar la independencia nacional; pero las dificultades hacendarias condicionaban de manera determinante la capacidad de maniobra en este campo; regido de manera no menos determinante por la necesidad de consolidar políticamente, en el marco internacional de la Guerra Fría, el régimen sociopolítico revolucionario liberal democrático. La cautela con que fue necesario desenvolverse en este escenario suscitó enconadas críticas de los comunistas, quienes acusaban al régimen de ser obsecuente con el imperialismo petrolero.


  La crisis fiscal condicionaba la atención que debía prestarse a la cuestión agraria, concebida esa atención como la realización de una reforma agraria integral. Basada en el respeto de la propiedad privada de la tierra en producción, era no solo una empresa de equidad social sino también un paso necesario para rescatar la población rural del estado de atraso técnico y de miseria generalizada que padecía; y de incrementar la demanda requerida para promover una industrialización que necesariamente debía apoyarse en el mercado nacional.


  Este enfoque de la cuestión agraria se emancipaba de la consigna de la revolución agraria antiimperialista, como también del agrarismo revolucionario mexicano; y se diferenciaba de la económica-tecnológica reforma agrícola. Al realizarse en el marco de la instauración del régimen sociopolítico revolucionario liberal democrático, su objetivo primordial era hacerlo arraigar en la población rural; lo que suponía, en primer lugar, generalizar la propiedad privada como base del mejoramiento social correlativo al desarrollo de la conciencia política democrática; correspondiéndose con los postulados de la revolución democrática.


  A su vez, la promoción de la industrialización, como base de una economía nacional diversificada, generadora de empleo y estimulante de avance tecnológico, requería cuantiosas inversiones de parte del Estado, con el fin de crear las condiciones básicas de la producción en materia de energía, agua, urbanización, comunicaciones y transporte. Además del montaje eficaz de un sistema de formación técnica. Con este último fin fue creado el Instituto Nacional de Cooperación Educativa (INCE). Al recibir el informe de su primer año de actuación, el 24 de marzo de 1961, Rómulo Betancourt presidente, señaló: «(...)A través de nuestra evolución histórica, poca o ninguna preocupación hubo acerca de la formación de mano de obra calificada; y esta necesidad resulta perentoria en un país que ya está trascendiendo en forma acelerada su etapa pastoril y agrícola para marchar por la vía de la industrialización (...)».


  La superación del déficit fiscal, y el logro del equilibrio presupuestario, eran requisitos para generar la confianza y crear las condiciones sociales necesarias para propiciar la inversión extranjera. Esta era considerada un factor coadyuvante necesario para la formación de la economía nacional diversificada y moderna, dirigiéndola hacia la explotación de nuevas áreas y el incremento de la de otras, dadas la escasa disponibilidad de capital del sector privado y la urgencia de que fueran atendidas necesidades básicas por el Estado. En el mismo discurso pronunciado al recibir el informe de gestión del INCE, el Presidente afirmó: «(...) Es bien sabido que con los solos recursos de nuestra capitalización no podemos impulsar un desarrollo industrial agresivo, ni llevar mejores condiciones de vida a los amplios sectores depauperados, empobrecidos, miserables, que hay en nuestro país (...)».


  Implantación de un código de responsabilidad política y administrativa


  La promoción y el desarrollo de una economía nacional acorde con los objetivos de la avizorada revolución democrática, requería la formulación e implantación de un nuevo código de responsabilidad política y administrativa, que retomase y actualizase el comenzado a formular con motivo de la instauración de la República liberal democrática. Las políticas nacionales dirigidas a este primordial objetivo debían generar un ambiente de seguridad jurídica, y de eficiencia y pulcritud en la Administración Pública, que promoviesen, auspiciasen y garantizasen la actividad empresarial acorde con los preceptos y las normativas del régimen sociopolítico revolucionario liberal democrático.


  Se planteaba, en suma, la formación de un empresariado moderno, a la par de un movimiento sindical que superase el nivel cruda y elementalmente reivindicativo; todo ello como parte de la formación ciudadana democrática. Reservando para el Estado el papel de contralor vigilante y equitativo. ¿Emprender la marcha hacia la conformación de una sociedad capitalista moderna, partiendo de una sociedad todavía primaria en sus aspectos fundamentales, relativos a la funcional y sostenida interacción entre trabajo, gestión, capital y tecnología?


  Tecnificación de la Administración Pública


  La Administración Pública fue severamente criticada por Rómulo Betancourt durante las dos etapas finales de la dictadura liberal regionalista, representadas por los gobiernos de los generales Eleazar López Contreras e Isaías Medina Angarita. Caracterizada por ser una burocracia incompetente, ineficaz y corrompida, había visto acentuarse esos rasgos durante la dictadura militar. Particularmente en lo concerniente a la generalización del peculado, al calor del creciente ingreso petrolero, y del tráfico de influencia practicado a todos los niveles, generando gruesos recaudos fraudulentos.


  El régimen sociopolítico liberal democrático, en trance de ser restablecido bajo la bandera de la revolución democrática, debía hacer del combate contra el peculado y demás vicios administrativos el eje de una nueva ética administrativa. Estableció severas normas de funcionamiento, creó instancias jurídicas específicas y reclamó la activa vigilancia pública, practicada en forma individual y organizada, como complemento de la supervisión institucional y política.


  Política económica de la República liberal democrática reinstaurada


  La formulación de la política económica de la República liberal democrática, en proceso de reinstauración revolucionaria, suponía atender primeramente tres frentes, cargados de dificultades y potencialmente generadores de roces y conflictos, susceptibles de comprometer el éxito de la operación política en curso. Parece posible demarcar cinco áreas prioritarias, de las cuales hemos tratado dos: poner orden en las finanzas públicas y atender el grave problema del desempleo. A estas se añadían: establecer respecto del capital extranjero una política que combinase realismo y cautela; modernizar y democratizar las relaciones entre trabajadores y empresarios; y disponer la sociedad en favor de la reforma agraria integral y de la industrialización.


  Posición ante la inversión extranjera


  La posición a asumir por la República liberal democrática en proceso de reinstauración revolucionaria, ante el capital extranjero, no podía menos que corresponderse con el criterio expuesto reiteradamente, y desde muy temprano, por Rómulo Betancourt. En efecto, en un artículo sobre «Significado y trascendencia de la nacionalización de la industria petrolera en México», publicado el 23 de marzo de 1938, el todavía fervoroso antiimperialista consideró que: «Posiblemente, en las últimas cinco décadas de historia americana no se ha tomado una medida gubernamental semejante a esta de México, al nacionalizar la industria petrolera». Pero creyó necesario, ¿o estratégico, dada la riesgosa situación política venezolana de entonces, determinada por la vigencia del Inciso VI del Artículo 32 constitucional, represor de las ideas comunistas?, ofrecer una significativa aclaratoria: «(...) Afirmamos la necesidad en que están nuestros pueblos, de economías rudimentarias y sin grandes reservas propias de capital y de técnica, de recibir y de asimilar las que vengan de los países de alto desarrollo industrial. Empero, somos al mismo tiempo decididos y convencidos adalides de la tesis que ni la soberanía nacional ni el mañana de las naciones deben salir vulnerados de nuestras relaciones con el capital extranjero (...)». En lo que se advierte clara continuidad con la doctrina de la República de Colombia, alias Gran Colombia, en materia de desarrollo capitalista de la sociedad republicana, expresada como la necesidad de atraer capital y brazos, entendiendo por esto último capacitación técnica; todo bajo control y supervisión del Estado.


  Por consiguiente, la substitución de la irresponsable política de subastar concesiones petroleras, practicada por la dictadura militar, que fuera severamente criticada y condenada por Rómulo Betancourt durante su tercer exilio, debía contemplar estos criterios; al mismo tiempo que evitaría reacciones políticas internacionales que habrían resultado de obvias consecuencias en las circunstancia de la Guerra Fría, y que habrían podido comprometer la suerte de la reinstauración de la República liberal democrática.


  Modernizar y democratizar las relaciones entre trabajadores y empresarios


  El carácter revolucionario democrático de la empresa de reinstauración revolucionaria de la República liberal democrática debía ir acompañado del restablecimiento de un régimen sociopolítico también liberal democrático actualizado; lo que generaba la necesidad de formular políticas nacionales que pusieran el desarrollo del movimiento sindical en concordancia con el estímulo a la formación del sector privado de la economía, gerenciado por un empresariado en vías de modernizarse. Lo que significaba desechar, el principio de la lucha de clases. Llegado a este punto, le fue necesario a Rómulo Betancourt presidente y líder ideológico y doctrinario, redondear su pensamiento sobre esta materia. Lo hizo en el discurso de clausura de la XVII Asamblea Anual de Fedecámaras, el 15 de abril de 1961. Luego de recordar que había sido «(...) observador discreto y atento del nacimiento de esta entidad(...) hace ya cerca de dos décadas (...) como Jefe de Estado, en el breve interludio democrático de 1945 a 1948, y posteriormente ya como Presidente de la República, de 1959 a hoy, siempre concurrí a los actos de clausura de las convenciones anuales de esta entidad empresarial (...)». Subrayó el hecho de que así lo había hecho porque «(...) como gobernante de confesa, de sincera y militante vocación democrática, entiendo la función del Jefe de Estado como el diálogo permanente con todos los sectores de la colectividad (...)». Pero, aclaró que no se trataba de un recurso político: «(...) concurro a las asambleas de la Federación Campesina, de la Confederación de Trabajadores de Venezuela, de los organismos profesionales, del organismo de los hombres de empresa del país, porque la unión e integración de todos estos sectores constituye la vanguardia dinámica de nuestra Venezuela».


  En el acto de masas efectuado para conmemorar el primer aniversario de la reinstauración revolucionaria de la República liberal democrática, el 13 de febrero de 1960, dando una clara lección procedimental y política, se refirió a la tranquilidad reinante en el sector laboral, afirmando que «(...) a ello se ha llegado mediante el sistema normal de regateo entre las partes y sin que se hayan conmovido las bases de la economía nacional con una huelga (...)». Lo que indicaba, también, «(...) que es cierta la tesis del Gobierno por mí presidido de que hay dos formas de hacer nacionalismo: el nacionalismo demagógico, palabrero y gritón; o el nacionalismo que defendiendo los intereses de Venezuela y de sus trabajadores, no está importando del exterior [sic] lo que se ha bien definido como ‘odios estratégicos’». ¿Por odios estratégicos quería significar solo antiimperialismo? ¿O también la lucha de clases? ¿O, sobre todo, llamaba a desechar esta última y a ejercitar las posibilidades de la colaboración de clases al amparo de un Gobierno revolucionario democrático?


  La última de estas preguntas adquiere sentido si la relacionamos con el siguiente pasaje del Plan Cuatrienal del Gobierno, presentado al Congreso Nacional el 29 de abril de 1960: «Las relaciones del Gobierno con la Federación de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción [Fedecámaras], con la Confederación de Trabajadores de Venezuela y con la Federación Campesina de Venezuela han sido cordiales y amistosas. Siempre han estado abiertas las puertas de Miraflores y de los despachos ministeriales para los personeros de los grupos patronales y del trabajo (...)». Gracias a ello, declaró, «(...) se constata con satisfacción patriótica que haya sido relativamente pequeño el número de huelgas (...)», y que «(...) se haya resuelto mediante la suscripción de contratos colectivos y de procedimientos conciliatorios la mayoría de los diferendos surgidos. Particular importancia debe asignársele al contrato colectivo que regulará durante tres años las relaciones obrero-patronales en la industria petrolera, eje y nervio de la economía del país».


  El propósito de normalizar y regular los eventuales conflictos laborales conducía, necesariamente, a la reglamentación del derecho de huelga. En esta materia el punto de partida doctrinario está recogido en el Mensaje de Primero de Mayo, fechado 30 de abril de 1959. Luego de sentar el criterio de que: «Parte integrante, elemento concurrente y complementario del derecho, de sindicalización, es el derecho de huelga, también consagrado en nuestra Ley del Trabajo(...)»; estableció la pauta correspondiente: «(...) Procurará el Gobierno, y así lo ha hecho en más de una ocasión, ejercer una intervención amistosa y conciliatoria entre las partes para evitar las huelgas, pero si en algún caso ha de producirse alguna deberá ajustarse en su tramitación a las normas legales. El paro intempestivo, sin agotarse esos trámites, es ilegal, y el Gobierno los ha declarado así cuando se han producido y así los declarará si se produjeren en algún momento (...)». Subrayó las «(...) categóricas declaraciones del Comité Sindical Unificado (...)», de que respaldará «(...) al Gobierno en esa política que tiende a enmarcar las diferencias laborales dentro de regulaciones legales, garantizadoras de tres intereses igualmente respetables: los de los empresarios, los de los trabajadores y los de la colectividad en general». Pero reconoció el Presidente que: «Es muy posible que algunos brotes de indisciplina social tengan su raíz en problemas cuya solución se aplazó por tanto tiempo y que ahora han aflorado atropelladamente (...)».


  Como efectivamente ocurrió, dando motivo a la reiteración contenida en el Plan Cuatrienal de gobierno, presentado al Congreso Nacional el 29 de abril de 1960: «(...) He dicho, y aquí quiero ratificarlo ante el Congreso y ante el país, que el derecho de huelga debe ser ejercido de acuerdo con las pautas establecidas en la legislación del trabajo vigente (...)». El celo demostrado por el Gobierno en materia de las relaciones obrero-patronales, le hizo a Rómulo Betancourt presidente dejar bien sentados algunos criterios, en el acto de clausura de la Convención de Industriales, el 31 de enero de 1961: «(...) Estamos procurando una mejor distribución de la renta nacional [¿el ingreso nacional?]; estamos procurando que se corrijan las muchas injusticias acumuladas sobre los sectores más empobrecidos de la población, a través de la década de la dictadura. Y pido a ustedes, y con ustedes a todos los hombres de empresa de Venezuela, colaboración en este empeño del Gobierno (...) No se repetirá más en Venezuela la ocupación de fábricas (...) Pero tampoco tolerará el Gobierno Nacional que se cometan injusticias con los trabajadores».


  Disponer la sociedad en favor de la Reforma Agraria integral y de la industrialización


  Rómulo Betancourt percibió claramente que la correlación entre la reforma agraria integral, orientada a realizar lo que denominó el rescate del campesinado; y la industrialización, dirigida a generar el desarrollo de una economía nacional diversificada, capaz de sustentar la soberanía nacional, consistía en rescatar del atraso y la pobreza a la población rural, incorporándola al mercado como significativa productora y consumidora.


  Las esperanzas puestas en la reforma agraria integral no solo eran muy altas sino que se extendían hacia diversos ámbitos. Se esperaba que fuese un gran estímulo para la industrialización. Igualmente, que se desarrollase en armonía con la propiedad agraria empresarial, según lo afirmó Rómulo Betancourt presidente en la clausura de la XVI Asamblea Anual de Fedecámaras, el 28 de mayo de 1960: «Esta reforma agraria se está haciendo y se seguirá haciendo por métodos legales, sin violencia, sin ocupación de tierras por la fuerza (...) las tierras ocupadas por la fuerza no serán adquiridas por el Instituto [Agrario Nacional] (...)». Los ocupantes no tendrán acceso a créditos, «(...) La realización de la reforma agraria no colide sino que coincide con la continuidad del apoyo a quienes han venido cultivando la tierra con métodos técnicos y modernos, con dedicación y con esfuerzo (...)» y a estos se les garantiza el acceso al crédito.


  Quizás deba tomarse en cuenta, al considerar críticamente esta declaración, que en Rómulo Betancourt estaba seguramente presente el recuerdo de la crisis alimentaria resultante de la Segunda Guerra Mundial. ¿Podría la producción generada por la incipiente reforma agraria integral, despejar el temor de que se produjese una situación semejante como resultado de una grave crisis política internacional, enmarcada en la Guerra Fría?


  Pero, en la valoración de los resultados esperados de la nueva política agraria, sobresalía lo procurado en el orden social; como correspondía a la orientación esencial de ese proceso, antes sociopolítico que económico. Se confiaba en alcanzar, más que el incremento de la producción, la transformación de las condiciones de vida de la población rural. Derivaba de esto, entre otros objetivos, también el posible cese del fenómeno de movilidad social horizontal o espacial denominado éxodo rural. En San Carlos, Estado Cojedes, el 5 de abril de 1961, el Presidente se refirió a este fenómeno: el «(...) éxodo en la provincia, del campo hacia las ciudades y de las ciudades del interior hacia Valencia o hacia Caracas, tiene sus raíces en las pésimas condiciones de vida de la tercera parte de la población del país, de su población campesina. Gentes que viviendo en la segunda mitad del siglo XX, se alumbran con la vela de esperma y con la lámpara de kerosén, bebiendo agua de pozos, sin escuelas, sin tierras (... )»., abandonaban el campo. En la clausura de la XVII Asamblea Anual de Fedecámaras, el 15 de abril de 1961, el Presidente, al tratar de los resultados sociales y políticos de su administración, sintetizó el alcance de la política agraria:


  
    «Y junto con el desarrollo agropecuario, la Reforma Agraria. Reforma Agraria que viene a significar, como insistentemente he afirmado, un mejor aprovechamiento de la tierra y justicia social. Y junto con ello, estabilidad para el régimen democrático y para la estructura social de Venezuela, porque si hubiera continuado en este país el fenómeno de 300.000 familias sin tierra, sin escuelas, tomando agua pútrida de los pozos, viviendo en ranchos insalubres, aquí se hubiera repetido tarde o temprano aquella devastadora peripecia que fue la Guerra Federal. De tal manera que la Reforma Agraria significa justicia social, y significa una garantía de paz para Venezuela. Esa Reforma Agraria la estamos haciendo, la seguiremos haciendo, a la venezolana y no a la cubana (...) dentro de marcos legales (...)»

  


  La aspiración al desarrollo industrial fue planteada por Rómulo Betancourt ya el 11 de febrero de 1939, en términos que no podían sonar más apremiantes. Refiriéndose a los fallidos «(...) proyectos industrialistas del Zulia (...)», exploró las causas de «(... ) esa inercia venezolana frente a la inaplazable necesidad de industrializar al [sic] país». Menciona en primer lugar «(... ) el hecho –cierto, irrebatible– de que el número de los capitalistas criollos, por el empobrecimiento general de la Nación, es relativamente muy reducido (... )»; y que «(... ) los más tienen mentalidad usurera, agiotística (... )»; lo que les lleva a rehuir el riesgo. En segundo lugar, comprueba que el «(... ) sector del capitalismo nacional interesado en actividades industriales y de mayores riesgos (... ) carece de posibilidades económicas para desarrollar en grande los proyectos que solicita su mente (... )»; y el crédito es excesivamente oneroso. En suma una situación que requería un plan estatal de desarrollo industrial, y esto necesitaría que «(... ) hubiera en los medios gobernantes una fiebre creadora de la que hasta ahora no han dado sino débiles muestras».


  Parecía haberse formado un círculo vicioso: un país atrasado necesitaba industrializarse, no solo creando industrias sino también formando empresarios industriales; y ello en ausencia de capital, que solo podía provenir de la industria extractiva del petróleo; la cual requería, a su vez, la inversión de cuantiosos capitales cuya afluencia estaba condicionada por las consideraciones políticas y por la incertidumbre de la situación internacional. Quizás el tomar conciencia de esta situación indujo a Rómulo Betancourt a asumir posición ante la inversión extranjera, relacionándola, justamente, con los lineamientos de política petrolera. Como resultado, se requería una alta dosis de realismo político para comprender y admitir que los resultados de la revolución democrática pasaban a depender, también, de la formación de una burguesía empresarial moderna y de fomentar términos positivos de relacionamiento con el capital extranjero.


  Rómulo Betancourt, Presidente constitucional: continuidad en su evolución política


  La vastedad de la obra emprendida, globalmente consistió en reinstaurar, con arreglo a la revolución democrática, el régimen sociopolítico liberal democrático, enmarcado institucionalmente en la República liberal democrática; y en ese marco procurar desarrollar y modernizar la base económica de la sociedad. De esta manera fue puesto a prueba el Rómulo Betancourt presidente constitucional, tanto en su condición de líder y dirigente de una nueva forma de Gobierno, la de coalición, como en su papel de estadista, comprometido a desarrollar, preservar y defender la democracia. En suma, un reto al hombre político, no menos que al economista autodidacta, puesto que nunca fue él seguidor de ideas, sin hacerlas pasar por el cedazo de su crítica informada.


  Durante su ejercicio como Presidente del Gobierno de coalición, y no obstante las nuevas situaciones, nacionales e internacionales, en las que hubo de desenvolverse, se advierte el predominio de la continuidad en la evolución política de Rómulo Betancourt. Mantuvo su conducta de eficaz líder político, de celoso dirigente ideológico-político y de estadista alerta; lo que se traducía en una visión amplia e informada del escenario en el que le tocaba actuar. Pero ahora debía conjugar las funciones de Presidente constitucional de un Gobierno democrático de coalición, y las de líder revolucionario democrático. Por ello en muchas ocasiones y situaciones es posible distinguir entre el Presidente de la República, comprometido lealmente con las funciones inherentes al desempeño del cargo en las nuevas condiciones regidas por la política unitaria, y el líder y dirigente político que supo ser consecuente con su trayectoria, caracterizada por una incesante decantación crítica, intelectual y éticamente responsable. La conciliación de ambos roles debía lograrse de modo que proyectase en la opinión pública la vigencia de esa unidad, como prueba fehaciente de ejecución mancomunada del compromiso contraído electoralmente.


  El pleno ejercicio de la soberanía popular determinaba que se debía procurar que se afianzase en la opinión pública, igualmente, la certidumbre de la legalidad y la legitimidad como condiciones respetadas del cambio revolucionario democrático. De allí el cuidado extremo que puso Rómulo Betancourt en hablarle al pueblo con franqueza, sin trazas de demagogia, informando sobre lo hecho, sobre lo que se estaba haciendo, y sobre lo que no se podría hacer; dada la baja disponibilidad de recursos, financieros y técnicos; abundando en razones y poniendo por delante su alta valoración de la credibilidad del Presidente y la suya personal.


  Una política de principios: de dirigente político democrático a estadista y líder revolucionario democrático


  La constante invocación de principios, tanto comunes como elaborados a partir de la propia experiencia, comprometiendo su credibilidad al enunciarlos; y reclamando que fuesen recibidos por la opinión pública con una disposición equivalente, llegó a constituir una constante en el discurso político de Rómulo Betancourt, tanto en actos públicos como en sus mensajes radiales y televisados. Envueltos en un lenguaje llano y directo, la invocación de esos principios, bien comprendidos y mejor recibidos por el pueblo, le crearon una imagen de autenticidad en su conducta pública, llevada hasta conformar el estilo Betancourt.


  Puso empeño en persuadir del alto respeto que le despertaban los principios, tanto en el ámbito de la ética política como en el de la moral individual. En la observación de esta conducta, no vaciló en asumir responsabilidades, llegando a reclamarlas para sí; como tampoco en tomar medidas que sabía ingratas y hasta odiosas para la opinión pública, pero que juzgaba necesarias para la salud de la revolución democrática que había asumido la responsabilidad de impulsarla y llevarla a buen término. Destacó, en este sentido, su determinación de asumir personalmente la responsabilidad no solo de actos represivos, asumiendo la autoría de decisiones que amigos consideraban poco humanitarias; sino incluso de ordenar acciones que, objetivamente, décadas más tarde habrían podido ser consideradas violatorias de derechos humanos; pero cuya comisión consideró un deber ineludible, en el cumplimiento de la histórica misión de reinstaurar la República liberal democrática.


  Uso y abuso de la Historia


  Si bien en los inicios de su vida pública Rómulo Betancourt fue crítico del abusivo recurso a la Historia, para apuntalar principios, y propósitos políticos y gubernativos; también desde muy temprano comprendió que era ese un recurso nada desdeñable, y teorizó al respecto. Reprochándoles a sus Hermanitos, en carta de 17 de septiembre de 1931, el que no hicieran comentarios sobre un texto suyo titulado Bolívar auténtico y Bolívar falsificado, radiodifundido el 24 de julio, les reclamó:


  
    «(...) A propósito, nada me han dicho nunca de lo que les envié sobre el Libertador. He presumido que guardan alrededor de esas cuartillas un silencio…. cómplice. No olviden, ni por un momento, Hermanitos, que las necesidades de la lucha obligan a adoptar posiciones en apariencia divorciadas con nuestra ideología revolucionaria. Les aseguro que poco, muy poco gusto siento de andar desenterrando al Libertador. Pero lo hice en un momento en que era necesario decir a través de él unas cuantas verdades oportunas.»

  


  Como Presidente constitucional hizo uso y abuso de la Historia para apuntalar los propósitos y planes de la revolución democrática. Si bien se reflejaron en ello los hoy muy poco si no nada fundados juicios de la entonces naciente historiografía marxista, imbuida de un materialismo histórico mecanicista, en ocasiones ese uso y abuso estuvo acompañado de juicios históricos propios que revelaron creatividad, como sucedió con la apreciación de acontecimientos contemporáneos relacionados con la Segunda Guerra Mundial y con la postguerra.


  Proyección internacional de Rómulo Betancourt, Presidente constitucional de la República


  Rómulo Betancourt, segundo Presidente constitucional de la República liberal democrática, vio crecer aceleradamente su proyección internacional, como estadista capaz de promover la instauración de un régimen sociopolítico revolucionario liberal democrático actualizado, en el marco institucional de esa República; y como defensor de los valores ideológico-políticos correspondientes y de normas de convivencia internacional ajustadas a leyes y tratados, pero también de la necesidad de que estos últimos estuviesen acordes con los requerimientos políticos y las aspiraciones democráticas de los pueblos.


  El alcance internacional de su liderazgo democrático se expresó al volverse término de comparación para Estados y pueblos que luchaban contra sus respectivas dictaduras, y por la instauración de genuinas democracias. Su actuación como estadista en la escena internacional se manifestó en la dirección que imprimió a la política exterior de Venezuela, recogida en la denominada Doctrina Betancourt. Igualmente, revistió alta significación su actitud ante la Alianza para el progreso, y sus relaciones oficiales y personales con John Fitzgerald Kennedy, Presidente de los Estados Unidos de América.


  Un término de prueba: el caso Cuba


  El caso Cuba revistió particular importancia en la conjugación de los papeles desempeñados por Rómulo Betancourt como Presidente de un Estado agredido, y como líder político que en alguna ocasión llegó a parangonarse con Fidel Castro. En una carta a Luis Augusto Dubuc y Carlos Andrés Pérez, de fecha 21 de mayo de 1957, escrita, significativamente, en momentos cuando se realizaban las difíciles gestiones unitarias de los partidos de oposición, declaró: «(...) He tenido algun [sic] trabajo en estos años y rumiado mucho desagrado; sobre todo, ando con el reconcomio de haber sido víctima, o cómplice, de una serie de presiones, desde el interior del país, y desde el exterior, para haber dejado de cumplir con el deber de hacerle la revolucion [sic] a esa gente. Lo que está haciendo Fidel Castro, y con mucho mas [sic] éxito, debí hacerlo yo en 1950; y deberemos hacerlo en 1957, si no hay elecciones libres (...)». Pero, no vaciló en actuar como responsable en la denuncia de la penetración del comunismo, directamente o a través de la denominada Revolución cubana; y como crítico de su nefasta influencia en la situación política de la República liberal democrática venezolana. Lo hizo participando en el desenvolvimiento de la Guerra Fría en el Caribe y en la orientación y la práctica de la política internacional americana relativa a la promoción de la democracia y la descolonización.


  El más grave peligro enfrentado por la República liberal democrática en proceso de reinstauración actualizada estuvo representado por la confabulación antidemocrática montada por el Partido Comunista de Venezuela (PCV) y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), con la participación de representantes del militarismo tradicional y de la infiltración comunista en las Fuerzas Armadas; confabulación directamente influida, promovida, financiada y armada por el fidelismo. Para este, según Rómulo Betancourt, la revolución democrática adelantada en Venezuela representaba la alternativa, pacífica y exitosa, a la rebelión armada de corte totalitario, al fortalecer eficientemente la independencia nacional y promover el mejoramiento de las condiciones de vida de los ciudadanos. Tal ratificación de los principios de la revolución democrática y de su proyección, quita fundamento a una interpretación según la cual ella podría ser entendida como una reacción ante la denominada revolución cubana. Esos principios tenían raíces profundas en la personalidad histórica de Rómulo Betancourt.


  La intervención del régimen fidelista en el proceso de consolidación de la República liberal democrática venezolana recorrió toda la escala de manifestaciones: estímulo ideológico, financiamiento, entrenamiento de subversivos, terroristas y guerrilleros, y envíos directos de armamento, hasta culminar en la invasión armada mediante la presencia de comandantes militares y comisarios políticos, cuya misión habría de ser asesorar los conatos de frentes guerrilleros.


  La flagrante intervención fidelista jugó un papel político importante en dos sentidos. Estimuló, por reacción, la consolidación de la determinación democrática de la sociedad venezolana, como quedó demostrado en libres procesos electorales en los cuales la subversión, apenas disimulada, obtuvo resultados irrisorios. Coadyuvó a que las Fuerzas Armadas Nacionales, entonces definidamente anticomunistas, cerraran filas y prestaran su decisivo apoyo al régimen sociopolítico liberal democrático, convirtiéndose en uno de los pilares de la reinstauración de la República liberal democrática, y contribuyendo con ello a que esta rigiese durante cuatro décadas y arraigase en la conciencia cívica de los venezolanos.


  PARTE XI:

  Valoración global de la instauración y consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático en Venezuela: 1945-1964


  (... ) la estimativa alegre de quien no ha pasado por la prueba del gobierno (... ).


  Carta a Mercedes Fermín. Agosto de 1955.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, pp. 407-408


  Por ser la valoración histórica de la instauración y consolidación de la República liberal democrática, en el lapso comprendido entre el 18 de octubre de 1945 y el 11 de marzo de1964, el principal fundamento de la alta personalidad histórica de Rómulo Betancourt; y ubicada esta en la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia, se requiere un enfoque de largo plazo de su aporte personal, conceptual y teórico-práctico, a este hecho mayor de la historia de Venezuela, y en particular de su período republicano. Hecho quizás solo comparable, por su trascendencia, a la ruptura del nexo colonial, iniciada oficialmente en el 5 de julio de 1811 y culminado con la Batalla de Ayacucho, el 9 de diciembre de 1824. El período así demarcado se corresponde con el curso de la denominada por Rómulo Betancourt revolución democrática, iniciada con el término de la República liberal autocrática, instaurada a partir de la ruptura de la República de Colombia, alias Gran Colombia, en 1830, y llegada en 1945 al final de su fase degenerativa, la dictadura liberal regionalista, iniciada al nacer el siglo XX.


  Quizás sorprenda, a algún lector desprevenido, el hecho de que en el lapso arriba demarcado quede incluida la década 1948-1958, denominada la dictadura militar. Viene al caso recordar dos cosas. En primer lugar, que nuestro estudio está regido por el juego de dos tenaces constantes: la dinámica de la continuidad del proceso histórico y la dialéctica de continuidad y ruptura, propia de esa dinámica. Vista en esta perspectiva, lo históricamente legítimo –es decir, acorde con ese juego de constantes–, realizado en la etapa fundacional de la República liberal democrática (1945-1948), perduró durante la década dictatorial en la reivindicación que de ello se hizo en la clandestinidad y en el exilio, pero también en el hecho de que los aportes esenciales respecto de la formación del Poder Público no pudieron ser abolidos, aunque sí falseados. La Historia no brinda ejemplos de cambios sociales profundos e históricamente legítimos que no hayan tenido que superar instancias de contestación, esporádicas y hasta en ocasiones perdurables. ¿No ha sido esa la aventura de la República francesa?


  La peripecia del poder vivida por los venezolanos luego que rompimos la República de Colombia, en 1830, autoriza a formularse una pregunta: ¿cuándo se fundó, real y definitivamente, la República en Venezuela? Si tomamos como criterio la institucionalización de los fundamentos del ordenamiento sociopolítico republicano, representados en primer lugar por el ejercicio de la soberanía popular, la separación y autonomía de los poderes públicos, y la práctica genuina de la alternabilidad en el desempeño del más alto nivel del Poder Público, la fundación real y definitiva, en Venezuela, de una genuina República, se inició en 1946, al convocarse la Asamblea Nacional Constituyente que elaboró la Constitución de 1947; al amparo de la cual se instituyó por primera vez una Presidencia republicana electa de acuerdo con los fundamentos del régimen sociopolítico representado por la República. Vale observar que esto aconteció un siglo después de que, en el 30 de marzo de 1845, nuestra todavía reina Isabel II –así reconocida, de hecho y derecho, en virtud de un solemne acto consensual– abdicó y reconoció la independencia de Venezuela; estatus que fuera hasta ese momento una situación de hecho, por ser obra de súbditos rebeldes. Esta circunstancia da pie a una conclusión: si la fundación de la República, entendida en los términos aquí enunciados, se inició en 1946, ella nació como la República liberal democrática, cuyo fundador fue Rómulo Betancourt, campeón en la lucha contra el que había denominado, en el Plan de Barranquilla, fechado en el 22 de marzo de 1931, absolutismo político; lo que, a su juicio, hacía que el régimen sociopolítico contra el cual luchó, estuviera e intentara permanecer más cercano de la Monarquía que de la República.


  Por consiguiente, ¿rota la República de Colombia, que en virtud del Artículo 1.º constitucional abolió la Monarquía, el régimen que la continuó, en el hasta entonces Departamento de Venezuela, hasta 1946, podría ser considerado como una etapa de transición entre la Monarquía absoluta y la República; representada esa etapa por una suerte de remedo de Monarquía constitucional? De responderse afirmativamente esta interrogante, resultaría que la República venezolana se anunció moderna y liberal, en 1821, en el seno de la República de Colombia, alias Gran Colombia; y nació, propiamente, en los Estados Unidos de Venezuela, en 1946, como la República liberal democrática. De allí la legitimidad historiográfica del presente enfoque global.


  Nueva concepción del Poder público, del Estado y del Gobierno


  La nueva concepción del Poder Público, del Estado y del Gobierno, presente en el pensamiento y obra de Rómulo Betancourt, en sus complementarias facetas de líder político, de orientador doctrinario y de estadista, conforma una armónica estructura político-jurídica en la que se vieron sintetizados, e interpretados de manera creativa, los aportes del liberalismo, actualizado como concepción democrática de la libertad; del marxismo en sus expresiones como humanismo centrado en la gestación del hombre nuevo; del leninismo-trotskismo primario como teoría del poder, producto de la acción de masas conducidas por un partido revolucionario; y de la socialdemocracia, como simbiosis del liberalismo y el socialismo, tanto en los procedimientos de formación, ejercicio y finalidad del Poder Público como en las metas revolucionarias de libertad y bienestar social. Todos estos aportes, fueron críticamente repensados por él, con base en una informada interpretación crítica de la condición sociohistórica de la sociedad venezolana de mediados del siglo XX.


  Al formular sus consideraciones histórico-críticas, Rómulo Betancourt tradujo el fenómeno histórico real e inmediato que percibía, más que comprendía, a la terminología revolucionaria en la que entonces se iniciaba. Cabe dudar de que, por las obras que leía, pudiera tener amplio conocimiento crítico de la realidad histórica de lo que tomaba por originario; es decir del ordenamiento republicano moderno y liberal de la República de Colombia, alias Gran Colombia; de la confrontación de este con el desquiciamiento de la estructura de poder interna de la sociedad colonial; y de la comprobación de que la necesidad-imposibilidad de generar los factores dinámicos –en lo económico y lo social– requeridos para la instauración de tal República, hizo necesario procurar el concurso del capital y los brazos (tecnología) que se esperaba podrían ser aportados por las sociedades consideradas entonces más avanzadas. Corría pareja la convicción de que la drástica abolición de la Monarquía, en sus estructuras gubernamentales y administrativas, podría acentuar la ya grave perturbación de la estructura de poder interna de la sociedad, y obstruir la instauración del régimen sociopolítico republicano, moderno y liberal.


  Se abre, de esta manera, la interrogante sobre cómo pudo el empleo del conocimiento sociohistórico que tuvo a su alcance Rómulo Betancourt, vertido en las categorías del materialismo histórico marxista primario, servir al origen de una concepción revolucionaria democrática del cambio social que abrió para los venezolanos la genuina modernidad sociopolítica republicana. En el marco del presente estudio de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, el tener como eje la instauración en Venezuela de la República liberal democrática, desea servir a la formulación de una respuesta a esa interrogante.


  Emancipación de una sociedad tutelada


  El punto de partida, y el objetivo de la instauración de la República liberal democrática, consistieron en la superación de la condición tutelada de la sociedad, en la que había sido mantenida durante el largo siglo de su existencia republicano-absolutista transcurrido desde 1830. Esto fue procurado mediante el rescate, la democratización y el pleno ejercicio de la soberanía popular, que había sido estatuida como la fuente originaria de la legalidad y la legitimidad del Poder Público en la Constitución definitiva de la Venezuela republicana, integrada en la República de Colombia, alias Gran Colombia. Esta Constitución, promulgada por Simón Bolívar, recogió y enriqueció los términos de la Ley fundacional dictada en Angostura y también promulgada por Simón Bolívar, en 1819. La soberanía popular, así erigida en principio básico de la existencia republicana, había sido mantenida bajo secuestro desde que, en 1828, Simón Bolívar asumió la dictadura comisoria –mediante un procedimiento jurídicamente cuestionable–, dirigida a preservar la independencia de la República de Colombia. El sentido histórico adquirido por Rómulo Betancourt le llevó a comprender que, gracias a este rescate, habría de quedar comprobado que la naturaleza democrática de las normas y procedimientos atinentes a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público, conforman el criterio básico para evaluar el tenor democrático del Estado, el Gobierno y la Administración Pública, republicanos.


  Por consiguiente, el rescate de la soberanía popular, y su pleno ejercicio, respondían al propósito de superar las formas de acceso al Poder Público, y de su ejercicio y finalidad, en las cuales percibió la embozada práctica del ejercicio monárquico absolutista del poder, bajo el amparo de un remedo de monarquía constitucional que, básicamente, usurpaba las formas institucionales republicanas en beneficio del ejercicio despótico del Poder Público por caudillos y hombres necesarios, generalmente militares, rodeados de validos letrados que envolvían ese artificio despótico y semidinástico en una legalidad constitucional ad hoc. Probablemente a ellos se refirió Rómulo Betancourt en un artículo publicado el 10 de diciembre de 1936, al subrayar «(... ) la diferencia profunda que hay entre la manera de polemizar de los demócratas y la de los absolutistas (... )».


  Propósitos y práctica de la renovación de las formas de acceso al Poder Público


  Esta renovación debía acarrear, en primer lugar, la liquidación de la herencia de la República liberal autocrática y de su fase degenerativa, la dictadura liberal regionalista, en lo concerniente a la formación del Poder Público. Para este fin se ensayaron fórmulas de emergencia o de transición, como lo fueron la candidatura concertada y la candidatura nacional, concebidas como expedientes para cerrarle el paso al continuismo, ya fuese directo y semidinástico, ya fuese alternativo o pactado, practicado anulando, en los hechos, incluso la formal consulta electoral.


  Lo fundamentalmente procurado era institucionalizar, mediante el ejercicio de la soberanía popular, la alternabilidad republicana; perfeccionando así la abolición de la Monarquía; y mediante ello erradicar el caudillismo y el personalismo, perfeccionando también la liquidación de la República liberal autocrática y de su fase degenerativa la dictadura liberal regionalista. Al logro de estos objetivos debía contribuir el hecho de que quienes conquistaron el Poder Público en 1945, con el auxilio de la más arraigada y aun por ellos detestada manera de acceder al mismo –si bien en una nueva versión, la del golpe civil-militar-civil– iniciaran su desempeño revolucionario del poder inhabilitándose para aspirar a ejercerlo, una vez rescatada la soberanía popular y puesta en plena vigencia.


  ¿Se intentaba con ello solo jugarle a la dinámica histórica de continuidad y ruptura? Hubo desconcierto en la opinión pública; y en el mejor de los casos escepticismo, entre adversarios y pretendidos agudos observadores, quienes creyeron que, de no ser un mero recurso demagógico, se pretendía un imposible. Incluso, después del golpe puramente militar-militarista del 24 de noviembre de 1948, una de las recriminaciones de que fue blanco Rómulo Betancourt consistió en culparlo de lo sucedido, por no haber sido él quien desempeñase la Presidencia, en vez de hacerlo Rómulo Gallegos, a quien si bien se le reconocían méritos para ejercer la Presidencia de la República, no se le atribuía experiencia para resolver crisis políticas, porque anteponía la firmeza de los principios a la habilidad política.


  Sentido y alcance de la universalización del derecho al sufragio


  La universalización del derecho al sufragio venía siendo recomendada por Rómulo Betancourt desde su etapa de opositor a los dos postreros episodios de la dictadura liberal regionalista, representados por los gobiernos de los generales Eleazar López Contreras e Isaías Medina Angarita. Si osado pareció a muchos el reconocimiento de sus derechos políticos a la mujer, esta apreciación se cambió a aventurada por la circunstancia de que el derecho al sufragio fuese extendido a los analfabetos y a los mayores de dieciocho años. Temían observadores, no sin algún fundamento, que la falta de una experiencia política básica de los nuevos ciudadanos los haría permeables a prédicas demagógicas, e incluso a posturas eventualmente no democráticas. Arturo Uslar Pietri destiló la frustración de su aspiración a ser una suerte de Presidente-designado, en una artículo de prensa publicado el 6 de septiembre de 1947: «(...) Yo no soy de los que creen que el número por sí solo constituye un acierto en la dirección política, y nadie me hará entender que puedan comprender mejor los supremos intereses de Venezuela los ochocientos mil analfabetos que los cuatrocientos mil que saben leer y escribir».


  En rigor, las osadas mentalidades que dieron ese paso –que quedaría consagrado como necesario hacia la más absoluta inclusión social registrada en la historia de Venezuela republicana, superando la abolición legal de la esclavitud– estuvieron lejos de captar la motivación profunda de tales medidas. Se trataba de quebrar la estructura de poder interna de la República liberal autocrática y de su fase degenerativa. Para ello era necesario ampliar, hasta llevarlo a que resultase incontrolable por quienes ejercieran despóticamente el Poder Público, un electorado que había sido mantenido cautivo mediante la manipulación de los recursos políticos y administrativos, y conducido empleando fórmulas tramposas como la compatibilidad de funciones públicas, en virtud de la cual funcionarios podían desempeñar simultáneamente cargos ejecutivos, judiciales y legislativos.


  Mas habría de ser el procurado un resultado que, si bien nada desdeñable, no bastaría para consolidar y preservar el régimen sociopolítico liberal democrático que se implantaba. Para esto era necesario comprometer la responsabilidad de toda la sociedad con la práctica de la política; y adelantar en la formación, el desempeño y la finalidad del Poder Público, ejerciendo el sufragio y teniendo la posibilidad de integrarse en partidos políticos y sindicatos. En síntesis, asumiendo la corresponsabilidad ciudadana del Poder Público, aprendida bajo los auspicios de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño democrático de ese poder. ¿Trocar la despótica tutela en enseñanza-aprendizaje de la libertad democrática?


  Combinación de las formas, tradicionales y renovadoras, de acceso del Poder Público y de su legitimación


  Mas no bastaba, al propósito central de establecer el régimen sociopolítico liberal democrático, enmarcado en la República liberal democrática objeto de tal instauración, la depuración del proceso de formación del Poder Público. Esta, que habría de ser la fuente imprescindible de su legalidad, debía combinarse, en lo concerniente, sobre todo al desempeño y la finalidad de ese poder, con procedimientos y actitudes políticas que reorientasen y enriqueciesen las formalidades constitucionales de legitimación del Poder Público, cual correspondía con la doctrina del ejercicio pedagógico de la política y del gobierno. Sin subestimar la circunstancia de que tales novedosos ejercicios y procedimientos necesitaban de la ejemplaridad de la conducta de quienes asumieran el compromiso de instaurar y promover la nueva modalidad de orientación –no ya de conducción– sociopolítica de la sociedad.


  Práctica de la concepción pedagógica del desempeño del Poder Público


  Rómulo Betancourt y los integrantes del Gobierno, en sus altos niveles, cultivaron su legitimación mediante la frecuente comparecencia ante la opinión pública, empleando, incrementando y diversificando procedimientos que complementaban los constitucionales. La frecuente presencia del Presidente de la República en actos de multitudes, y su participación en convenciones y asambleas anuales de organizaciones sociales; solo o acompañado de los ministros competentes, llegaron a ser rutina. Esas comparecencias no fueron rituales: al centrarse en una suerte de rendición de cuentas respecto de las políticas de Estado –ampliamente difundida por los medios de comunicación–, ejemplificaban a plenitud el acatamiento de la soberanía popular y la vigencia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público.


  En este ejercicio pedagógico, Rómulo Betancourt incurrió en prácticas discursivas representativas del uso y abuso de la Historia. Servirse de la conciencia histórica común, y apelar al patriotismo, es quizás el más arraigado recurso [¿ardid?] de los gobernantes y los conductores de pueblos. Permite ahorrar explicaciones y justificaciones; y conduce a que cada quien reciba el mensaje que acomode a su grado de conocimiento de la Historia y a su aptitud crítica. ¿Consideró, Rómulo Betancourt, que este recurso guardaba correspondencia con las condiciones culturales e intelectuales de la sociedad que buscaba transformar, mediante la revolución democrática? En todo caso, no dejaba de ser una demostración, si bien tangencial, de acatamiento de la soberanía popular


  La democracia moderna, fuente y garantía de la libertad


  Conectándose con la fundamentación de la actuación histórica de Rómulo Betancourt, estaba la presunción de que el régimen sociopolítico liberal democrático, que se postulaba como objetivo; y en cuya instauración se trabajaba, como expresión moderna de la democracia, aportaría el disfrute y la garantía de la libertad; de una menos gaseosa, según sus propias palabras. Esto último, presumiblemente, porque ella advendría acompañada de la promoción de un bienestar basado en el trabajo y el esfuerzo políticamente organizado de una sociedad que aún se hallaba, en su absoluta mayoría, sumida en el atraso y la pobreza; además de lastrada de sometimiento.


  Fundamentación liberal-democrática del Poder Público


  Las bases jurídico-políticas de la instauración y consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático, en el lapso 1945-1964, integran un núcleo de factores y condiciones, orgánicamente interrelacionados, atinentes principalmente a la formación del Poder Público y a su desempeño; lo que se explica históricamente porque se procuraba, por este medio, el desenlace, favorable a la libertad, de la lucha contra el despotismo, enunciada desde los primeros asomos del propósito de romper el nexo colonial.


  El ejercicio pleno de la soberanía popular ampliada, buscaba ponerle cese al continuismo en la formación del Poder Público; manifestado este como perpetuidad del gobernante, como la sucesión casi dinástica o como expresión de la preferente, profesional o regional, finalidad de ese poder. La vigencia de estos criterios absolutistas, como los calificara Rómulo Betancourt, se traducía especialmente en una confrontación entre el poder militar y el poder civil; uno de cuyos fundamentos consistía en que se mantuviese a los militares activos privados del ejercicio de la ciudadanía, en el orden político, para mediante ello evitar que se contagiasen de civilidad.


  Situación esta que la República liberal democrática no podía alcanzar a corregir en el breve lapso de su instauración primaria, pese a que Rómulo Betancourt parecía haber logrado sentar las bases para justificarla. En un artículo publicado el 22 de noviembre de 1944, refutando uno de Miguel Otero Silva, expresó ideas, cargadas de significación, relativas a los conceptos de insurrección y democracia, referidos a los «(...) movimientos insurgentes habidos en América, en países [Ecuador, Guatemala y El Salvador], donde Hitlers tropicales habían cerrado a las fuerzas democráticas toda posibilidad de actuación (...)». Consideró que censurar tales movimientos «(...) revela como es [sic] de mentecata la tesis que conceptúa necesariamente reaccionario y fascista todo movimiento insurreccional americano». Pero, prudentemente, y dadas las circunstancias políticas imperantes, afirma que esta suerte de doctrina legitimadora de la insurrección no valía para Venezuela, donde «(...) ya lo hemos dicho en este periódico [El País, vocero del partido Acción Democrática], están abiertas las vías legales para luchar cívicamente contra las deformaciones y falsificaciones de nuestra democracia enclenque (...)»; y en este sentido actúa «(...) la oposición principista y seria (...)».


  Quedaba todo subordinado a que no fuesen cerradas esas vías, lo que conllevaba una muy poco velada advertencia, cuya motivación afloró en razón de la controversia acerca de la sucesión presidencial. Rómulo Betancourt fijó posición en el famoso «Discurso del Olimpia», pronunciado el 6 de mayo de 1945. En la parte intitulada «El Ejército Nacional y el 46», reivindica el derecho a tratar ese tema, al afirmar que: «Otro tópico que debe abordarse en torno a la sucesión presidencial es este del papel que en esa oportunidad han de desempeñar las fuerzas armadas de la nación». Añadió una reveladora comprobación del estado de la sociedad en lo concerniente a tan fundamental cuestión: «No se me escapa el gesto de sorpresa, y hasta de angustiada expectación, con que se han recibido las palabras que acabo de pronunciar. Es que en Venezuela es el tema del Ejército un tema tabú, sin razón alguna que avalen y justifiquen [sic] ese proceder frente a una de las más importantes instituciones de la República». A continuación rechazó la conseja de que el Presidente tenía que ser militar, porque el Ejército no aceptaría que no lo fuera: «El proceso de democratización de la conciencia nacional no se ha detenido, como ante muralla china, en las puertas de los cuarteles (...)». En los integrantes de las fuerzas armadas «(...) circula ese mismo anhelo de dignificación política y de superación democrática del país presente en el pensamiento de los núcleos civiles de la población nacional». Lo que impulsó al orador a traspasar los límites de la prudencia: «(...) es por todo esto que desde aquí quiero hacer una profecía, orgulloso como venezolano de poder expresarme así de las fuerzas armadas de mi país: si fuere civil el próximo Presidente de la República, tendrá en el Ejército apoyo sin regateo, respaldo sin reservas (...)».


  Prosiguiendo en la misma dirección, el 14 de septiembre de 1945, a casi un mes del golpe civil-militar-civil que abrió la vía a la instauración de la República liberal democrática, Rómulo Betancourt adelantó los sucesos en un artículo titulado «El ideal civilista y la sucesión presidencial»: «Es de una evidencia incontrastable que Venezuela anhela ver en Miraflores a un gobernante civil (...) y como siempre lo hemos creído, este anhelo es compartido por los cuadros técnicos y por la oficialidad de escuela, de nuestras instituciones armadas (...)». Si bien en la época se diferenciaba entre los militares de escuela y los chopo-e-piedra –distribuyéndolos según la fundamental diferencia entre el origen caudillesco y el institucional–, para ambos regía la que Rómulo Betancourt consideraba incapacidad estructural del militar para gobernar, derivada de los condicionantes de su formación profesional.


  La radicación de la fuente de la legalidad originaria del Poder Público en la ciudadanía organizada se correspondía con la instauración de una democracia de partidos. Significaba dotar al ciudadano que ejercía la soberanía popular de medios que permitieran lograr que su unicidad se convirtiera en una fuerza colectiva permanente; capaz de enfrentar, a través de la representación parlamentaria, los eventuales desvaríos autocráticos o despóticos del Poder Ejecutivo. La conversión del ejercicio de la ciudadanía en una fuerza política con capacidad reguladora del desempeño del Poder Público cifraría su potencialidad y eficiencia en la vigencia de los procedimientos de la democracia moderna como garantía de la ciudadanía.


  La democracia moderna, garantía de la ciudadanía


  Procedentes de la penumbra de la República liberal autocrática y de la oscuridad de su fase degenerativa, el venezolano se hallaría comprometido, como resultado del genuino ejercicio, por primera vez, de la soberanía popular, en la formación de una sociedad de ciudadanos. De una manera que en los hechos resultó ser más simbólica que real, la República había nacido con esta preocupación, como elemental consecuencia de la comprensión de que su existencia estaba supeditada al ejercicio político de la ciudadanía. De allí el sostenido empeño en el fomento de la ciudadanía política representado por la obra de Francisco Javier Yanes intitulada Manual político del venezolano, aparecida en 1839.


  El cambio radical operado en esta materia, en 1946, al reconocérsele sus derechos políticos a la mujer, determinó la puesta en marcha de un necesario reordenamiento de la vida social y política, que habría de incidir de manera creciente en la formación y el ejercicio del Poder Público, tanto por vía de la participación política directa como por la de la representación social. La progresiva apertura de las organizaciones partidistas a la militancia de la mujer, primero segregada en las denominadas fracciones femeninas, y luego como militantes ordinarios, abrió para ella una escuela de democracia que se proyectó en la vida familiar y en el trabajo.


  Los procedimientos de la democracia moderna como garantía del ejercicio de la ciudadanía


  La operatividad de este núcleo de factores y condiciones, orgánicamente interrelacionados, atinentes sobre todo a la formación del Poder Público y a su desempeño, requería un grado de seguridad sociopolítica del que nunca antes había gozado la sociedad venezolana, en lo concerniente al pulcro ejercicio político de esa potestad básica y exclusiva del ciudadano que es la soberanía popular. La vigencia de esa seguridad suscitaba la presencia operativa de un Estado y un Gobierno ajustados a los principios y procedimientos democráticos modernos.


  En materia de principios y procedimientos regulatorios del desempeño del Poder Público, el marco general estaba representado por la observancia responsable del Estado de Derecho, basado en el respeto de la separación de los poderes constitucionales y en la garantía de su autonomía jurisdiccional y funcional. Esto suponía, por lo mismo, no solo la revisión y el control permanentes de la conducta gubernativa, sino principalmente el respeto de los mecanismo y procedimientos de que pudiera servirse el ciudadano para hacer valer sus derechos, ahora diferenciados en civiles, políticos, sociales y económicos. En síntesis, los gobernantes debían aprender a convivir con diferencias, y hasta con la disidencia democráticamente manifestada.


  El aprendizaje de esta nueva correlación entre gobernante electo y ciudadano elector significaba, en el ordenamiento sociopolítico, la radical transformación de la tradicional contradicción, esencialmente individualista, entre el complejo dictadura-autocracia-despotismo y la libertad. Tal habría de ser resultado de la mediación de la democracia, que haría de la libertad la garantía de la ciudadanía, tanto social como política; a la vez que haría del ejercicio de la ciudadanía la garantía de la libertad. El estado de la salud de este núcleo de factores y condiciones sociales y políticas, orgánicamente interrelacionadas, atinentes de manera principal a la formación del Poder Público y a su desempeño, se hallaba vinculado con las apuntadas prácticas de la separación y la autonomía de los poderes públicos, vistas también como funciones del ejercicio de la soberanía popular, pero expresado este ejercicio como participación política y administrativa enmarcada en el funcionamiento de los partidos políticos, actuantes como entes alertas, potenciadores de la ciudadanía política.


  Relación orgánica entre la marcha hacia la democracia y la participación ciudadana


  Quedaban así planteados los requisitos a satisfacer para consolidar e impulsar la implementación y el desarrollo de la relación orgánica entre la reanudación de la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia y la participación ciudadana, libre, amplia, organizada y efectiva, en lo político, lo social, lo económico y lo educativo. Amparada en el ejercicio de derechos constitucionales, y respetada y promovida en correspondencia con el reconocimiento de la ciudadanía, democráticamente practicada, como la fuente, necesaria y única, tanto de legalidad como de la legitimidad, en el desempeño pedagógico del poder así recibido, en todos los niveles.


  La reorientación del desempeño del Poder Público habría de corresponderse con la franca y sostenida orientación del Gobierno hacia la promoción de la democracia, mediante la observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. Hacia ello se enderezaron los pasos de Rómulo Betancourt desde los duros y eternos momentos de su tercer exilio, cuando formulaba la estrategia de retorno al poder. Dos etapas habría de cubrir ahora.


  La primera etapa debía significar la inducción de la democracia en la sociedad, por una suerte de vanguardia democrática, cuyos fervor y determinación retaban, desde hacía mucho tiempo, la codificada correlación leninista entre condiciones objetivas y condiciones subjetivas. Mas, obviamente, la promoción de una inducción ahora gubernativa de la democracia podía desvirtuar su autenticidad, y hacerla derivar hacia otra modalidad de la detestada benevolencia del poder –y aun de su tutoría–-, ya fuese individualmente ejercido, ya lo fuese colectivamente. En la breve instancia fundacional de la República liberal democrática, durante el lapso 1945-1948, había regido esta ya corregida dinámica; la cual, por ello y significativamente, sembró los ahora arraigados principios de la democracia. Otra cosa sería el aprendizaje de la libertad, pues esta no tolera dación ni negación, pues en ambos casos resultaría desvirtuad su esencia; es un saber en el cual los pueblos, aun contando con ductores sabios y benévolos, están condenados a ser esencialmente autodidactas.


  La segunda etapa debía consistir en que la democracia fuese socialmente asumida como meta. La reacción popular, espontánea, ante la maniobra continuista militar del 23 de enero de 1958, fue la primera demostración directa del cambio que tendía a operarse en la dinámica interna de la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia: en adelante tendería a afianzarse el cambio sociopolítico esencial consistente en que la activa aspiración democrática de la sociedad estaría enderezada a ascender desde la sociedad hacia la clase política y quienes desempeñaran el Poder Público. ¿No fue esto lo que el pueblo políticamente consciente demostró al impedir, espontáneamente, la maniobra militar continuista del 23 de enero de 1958? Correspondería a la dirección de los partidos políticos y demás organizaciones sociales –y particularmente a sus líderes y dirigentes– actuar como creativos transmisores de tal aspiración; de lo que sentó ejemplo Rómulo Betancourt.


  Desempeño del Poder Público fundado en el binomio legalidad-legitimidad, y en la ejemplaridad ética


  La renovada dinámica de la conducción política del restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático, hacia la plena asunción de la democracia, respondiendo con ello a la aspiración activa de la sociedad, demandaba una celosa observancia de principios de gobernabilidad apropiados al propósito de estimular la generación, en la sociedad, de actitudes que significasen la definitiva superación de la situación de tutela en la que había sido mantenida, desde la instauración de la República liberal autocrática, en 1830, por considerársela indefinidamente carente de aptitud para vivir en libertad. Criterio especiosamente sustentado por los ideólogos de la dictadura liberal regionalista, personificada en el Gral. Juan Vicente Gómez Chacón.


  Dicho globalmente, la conducción democratizadora de la sociedad obligaba a practicar la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público, como incitación al fortalecimiento y desarrollo de la conciencia política ciudadana, la que en el inicio de su aspiración de líder Rómulo Betancourt había considerado que era necesario crear. Dos criterios debían regir este papel del Presidente en funciones de dirigente político y orientador de la conciencia ciudadana. La puesta en práctica de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público debía fundarse en el binomio legalidad-legitimidad. Lo haría demostrando, de manera fidedigna y fehaciente, la autenticidad de la convicción de que el haber llegado al Poder Público legalmente perdería virtud si su desempeño no denotase apego irrestricto a la legitimidad derivada de su consecuente orientación hacia servir los intereses patrios y promover el bienestar de la sociedad, desechando los que podrían ofrecerse como tentadores atajos del despotismo y el autoritarismo.


  Igualmente debía contemplarse la circunstancia de que la eficaz observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público requeriría dar prueba de la ejemplaridad ética del Gobierno y de los gobernantes; lo que, para el caso de la todavía elemental conciencia ciudadana, impregnada de vestigios de la conciencia monárquica, comprometía personal y familiarmente a quien representara el más alto nivel del Poder Público.


  Transparencia de la conducta gubernamental


  El cultivo de la transparencia en la dirección política, en la gestión gubernativa y en la promoción eficaz de la participación real de la sociedad, tanto en la formulación de políticas como en la gestión gubernamental y administrativa, deberían ser llanamente perceptibles por la sociedad en general. A estos efectos, la conducta del gobernante debería ser no solo conscientemente ejemplar sino de suyo fehaciente.


 Al favor de los medios de comunicación modernos, fue posible mantener un contacto informativo permanente y directo entre los altos niveles del Gobierno y la sociedad. En ese contacto, Rómulo Betancourt estuvo siempre presente, unas veces como Presidente responsable; otras como Presidente líder y orientador de la opinión pública; pero siempre asumiendo en primera persona la responsabilidad de los actos del gobierno, fuese este revolucionario, provisional o de coalición; jamás escudándose tras la condición colectiva de esas modalidades de Gobierno; y declarándose siempre celoso de sus prerrogativas y deberes constitucionales; lo que disipaba toda posibilidad de eludir compromisos y responsabilidades.

 
  Velar por la credibilidad de la palabra oficial, basada en la veracidad informativa y en la diligencia al ofrecerla a la opinión pública, era condición esencial de la observancia de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. Rómulo Betancourt presidente demostró estar consciente de que en cada comparecencia suya ante la opinión pública estaban en juego no solo la credibilidad del Gobierno sino también la suerte de la República liberal democrática; y, simultáneamente, como líder y dirigente político que era, la respetabilidad de su figura de fundador y ductor ideológico-político primordial del partido Acción Democrática.


  La desagregación del desempeño del Poder Público


  La desagregación del desempeño del Poder Público, vista como antídoto contra el despotismo y como incentivo de la participación ciudadana, habría debido corresponderse con los planteamientos hechos por Rómulo Betancourt acerca de la ficción de la federación en un Estado que se denominaba Estados Unidos de Venezuela y que, sin embargo, practicaba el más absoluto centralismo. No deja de sorprender, por consiguiente, el hecho de que en el restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático se optase por formas sucedáneas de la plena descentralización político-administrativa. ¿Razones? En ausencia de alguna aducida por él, cabe suponer que una posible podría ser que Rómulo Betancourt considerase que la coyuntura política confrontada, tan difícil como trascendental, reclamase conciliar la unidad lograda y pactada respecto de la función política, con la cohesión gubernativa en el desempeño del Gobierno de coalición. Otra posible razón pudo haber sido que él dudase de la aptitud de algunos estados para ejercer de manera eficaz y responsable tareas de autogobierno. En toda circunstancia, sugería incoherencia el hecho de que pudiese pautarse el pleno ejercicio de la soberanía popular, y que ella no se proyectase en la desagregación del Poder Público, mediante la descentralización político-administrativa inherente a una genuina federación.


  Esta parecía ser cuestión primordial, por tratarse de un aspecto básico de la actualización de la reformulación del Proyecto Nacional recogida en la Constitución promulgada en 1947, ahora adelantado en correspondencia con la reinstauración de la República liberal democrática; actualización que fue recogida en la Constitución promulgada en 1961. Pero no era menos cuestión por la circunstancia de que representaba una de las taras, tratadas con gran énfasis por el Rómulo Betancourt opositor de la República liberal autocrática, en su fase hipercentralista: la dictadura liberal regionalista. Había publicado, el 5 de mayo de 1939, un enérgico artículo sobre esta materia en el que concluyó: la realidad es que «(...) Sin renta propia, los estados venezolanos viven al arrimo del pariente rico: el erario nacional (...)». De ello se desprendía la subordinación política de los estados: «La autonomía estadal, estampada pomposamente en la carta política venezolana y en las constituciones de los estados tiene que resultar letra muerta (...)». Dicho esto, se preguntó, muy en acuerdo con su estilo: «(...) ¿Puede mandar en su casa quien no dispone de la llave de la alacena? (...)». El hecho es que «(...) no somos hoy –como Nación– sino un rentista [concepto este último que luego revisó] inconsciente y engreído (...)». Por consiguiente, «(...) no podrá hablarse de régimen político federativo, ni de autonomías estadales, sino cuando se reforme el sistema fiscal del país. Sólo la descentralización administrativa, el reintegro a los estados y los municipios de varias rentas absorbidas y centralizadas por el Ejecutivo Federal, podrá darle base y estabilidad al federalismo político, teóricamente consagrado –y sólo teóricamente– en las leyes fundamentales de la Nación». ¿Habría sido viable esta fórmula que, cuando menos, distanciaba temporalmente lo político de lo administrativo?


  La celebración de convenciones anuales de gobernadores de estados y territorios federales, al actuar como organismos de concertación política y administrativa, con el Presidente de la República y su Gabinete, significó un importante avance en la descentralización del desempeño Poder Público, y jugó un papel de alguna importancia en la definición y ejecución de políticas nacionales; con lo que se adelantaba en la democratización de la finalidad del Poder Público, mediante prácticas políticas y administrativas ¿de intención descentralizadora? En todo caso, las convenciones de concejos municipales añadieron un importante rasgo a la semidescentralización, puesto que se trataba de concertar políticas con los organismos que Rómulo Betancourt había caracterizado como los de más directa expresión del ejercicio de la soberanía popular. No obstante, el hecho de no haber emprendido, en el proceso de reinstauración de la República liberal democrática, la remodelación del desempeño del Poder Público, podría ser apuntado como la reiteración de una notoria inconsecuencia ideológico-política.


  Democracia, desarrollo político y económico; y bienestar de la sociedad


  Los postulados de la democracia y su práctica fueron propuestos por Rómulo Betancourt como requisitos para el desarrollo político, social y económico –y el bienestar global, de la sociedad– a ser logrados en el marco de la lucha por la realización de la plena independencia. Componían el núcleo de la denominada revolución democrática. Por ello comprometían a diseñar y poner en marcha novedosas y ambiciosas políticas socioeconómicas globales. Entre estas la promoción de una economía nacional diversificada era vista como condición básica para los efectos del desarrollo político y económico, y el bienestar de la sociedad. La formación ideológica primaria del ahora Presidente constitucional así lo dictaba; pero la experiencia de la crisis de subsistencia padecida durante la Segunda Guerra Mundial lo había ratificado de manera incuestionable y generalizada.


  La nueva economía como fundamento necesario de la República liberal democrática


  No era objetivamente concebible que el régimen sociopolítico liberal democrático actualizado, en vías de ser restablecido, pudiese avanzar hacia la plena vigencia de la democracia, poniéndola a buen recaudo de tropiezos que pudieran comprometer su vigencia, sin contar con una economía capaz de sustentar la soberanía nacional. Esta comprobación se correspondía con lo afirmado por Rómulo Betancourt el 12 de mayo de 1950, en el discurso de clausura de la Primera Conferencia Interamericana Pro Democracia y Libertad, celebrada en La Habana.


  Entre las cosas sobresalientes tratadas en la Conferencia, a las que se refirió, estuvo el pasaje dedicado a «(...) la necesidad de vitalizar la democracia dándola un contenido económico». Le surgió una pregunta: «(...) Cuántos de los países latinoamericanos descapitalizados y empobrecidos están en capacidad de elevar el nivel de vida de los trabajadores y de emprender ambiciosos planes de fomento e industrialización de sus riquezas? (...)». Respondió, muy elocuentemente: «(...) La respuesta es obvia, y no necesita preguntarse cuál será (...)». Consideró evidente:


  
    «(...) que con la precaria cuota que corresponderá a América Latina en aplicación del llamado «punto cuarto» [de la Doctrina Truman], con préstamos ocasionales del Banco de Importación y Exportación, y del Banco de Fomento Internacional, no podrá lograrse la substitución de la economía de escasez prevaleciente en esta porción del continente, por una economía de abundancia. De igual manera debe decirse con claridad que mediante la sola inversión privada no pueden ser atendida eficazmente las perentorias urgencias de desarrollo económico de estos países de habla española. Técnica y capitales importados necesitan nuestros pueblos, pero la opinión americana rechaza la idea de que pueda dispensarse a las inversiones extranjeras garantías mayores que las acordadas a la inversión nacional (...)»

  


  El planteamiento hecho por Rómulo Betancourt, acerca del contenido económico que era necesario darle al concepto de democracia, fue luego desnaturalizado por supuestos fervorosos revisionistas de la democracia liberal. La que él postuló como una vinculación requerida para el desarrollo económico necesario para la consolidación de la independencia nacional se halló convertida en un motivo para la subcalificación de los primordiales objetivos sociopolíticos de la democracia, al supeditarlos a la satisfacción de las necesidades socioeconómicas.


  Papel de la industria petrolera en la nueva economía


  Para llegar a ese nivel de autonomía, la nueva economía nacional debía ser capaz de compensar y regular su dependencia de la industria petrolera, como porción de lejos predominante de la inversión extranjera. Lo que creaba una situación que podría expresarse con la siguiente fórmula: sería necesario incrementar los recursos fiscales obtenidos del petróleo para invertirlos en la promoción de una economía que llevase a disminuir o balancear la dependencia del petróleo. Pero ello sin desalentar la necesaria inversión extranjera.


  Un diagnóstico realista de la sociedad venezolana debía fundarse en la comprobación de que su desarrollo democrático tendría que partir de la caracterización de su economía, y del reconocimiento de que ella estaba centrada en la actividad petrolera. Era necesario, por consiguiente, reconocer que Venezuela sería un país petrolero, solo que en condiciones diferentes de las que habían reinado hasta entonces. En unas declaraciones dadas al New York Times, aparecidas el 20 de enero de 1957, acerca de las nuevas concesiones petroleras otorgadas por la dictadura militar, Rómulo Betancourt afirmó: «No somos hostiles a la idea de que se siga explorando el territorio venezolano y de que se exploten bajo un gobierno responsable nacido del voto del pueblo las reservas del país. Pero no por el sistema colonial de concesiones por 40 años (...) Creemos que el Estado a trabés [sic] de una Compañía suya, debe explotar esas reservas, bien directamente o a través de contratos de administración con compañías extranjeras (...)». Así debía ser porque el pueblo venezolano «(...) tiene ya conciencia del valor de la riqueza; y ha demostrado, al afirmar cuando podía expresarse libremente su apoyo a la política de no más concesiones a particulares, que está en desacuerdo con el sistema de concesiones, considerado como de un definitivo [¿definido?] carácter colonial». Por estas consideraciones se podía afirmar que «(...) Bajo un régimen democrático, Venezuela podria [sic] resolver normalmente sus problemas básicos, entre ellos el del petróleo, con tantas implicaciones, internacionales». En este orden de ideas, en carta a Juan Pablo Pérez Alfonzo, de 19 de abril de 1956, Rómulo Betancourt le había dicho que era razonable esperar «(...) que si las Compañías aceptaron las regulaciones del gobierno de ayer de A.D. tambien [sic] aceptarían las de un futuro gobierno de ese mismo Partido. Opíname».


  Contrapartida necesaria de esta política debía ser la confirmación de lo también declarado por Rómulo Betancourt en el Memorándum confidencial para el Comité Coordinador de las actividades de Acción Democrática en el exterior, [¿de enero de 1957?], en el que informó sobre una reunión sostenida en el Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, propuesta «(...) sin mediar gestión directa de mi parte, por intermedio de SR [Serafino Romualdi] (...) Ratifiqué que no estamos planteando la nacionalización integral de la industria, pero que estamos irrevocablemente decididos a que termine en Venezuela el sistema de concesiones, de acento colonial inconfundible (...)». Tras lo cual hizo una oportuna observación: «Hasta donde pude colegir, este planteamiento sobre el espinoso asunto parece haber producido cierta impresión tranquilizadora (...)».


  El aspecto petrolero del diagnóstico requería una evaluación cuidadosa del resultado de la gestión de la dictadura militar en tan importante área, puesto que de los resultados de esa gestión habría de partir la reanudación de la política petrolera de la República liberal democrática; pero tenida cuenta de su orgánica y vital vinculación con la nueva concepción de la economía nacional, y con la saneada Administración Pública. No obstante, era parte ineludible del diagnóstico la apreciación de la posición del partido Acción Democrática sobre la legalidad del otorgamiento de nuevas concesiones. En el Memorándum el asunto fue sintetizado en los siguientes términos. Dijo haber planteado:


  
    «nuestra actitud cuestionadora de la legalidad de las concesiones petroleras otorgadas por esa gente (...) Recordé la actitud de Italia y de Francia después de los gobiernos de Vichy y Mussolini [Benito]. Dije que no podía adelantar lo que hiciera [sic] en el futuro un gobierno representativo, ni podía afirmar enfáticamente que sería un gobierno de AD, aun cuando era obvio que ese partido era y seguía siendo el de mayor influencia en el país. Pero que AD tenía ya un «estilo», como lo había demostrado en su etapa de gobierno, para tratar la cuestión petrolera; y que no estaba descartado que de gobernar nosotros anularamos [sic] las concesiones, pero hicieramos [sic] contratos con las Compañías operadoras de ellas para que las siguieran explotando, en nombre de una empresa del Estado, por plazos que no podían ser de 40 años, con prerrogativas que no podrían ser las que se les han discernido; con ganancias que no podrían ser las que pretenden obtener.»

  


  En síntesis, la política petrolera consistiría en controlar y regular la actividad privada, necesaria, pero haciéndola confluir en la formación de una empresa estatal que sería la concesionaria de las áreas de explotación, pudiendo operar por sí misma o mediante contratos de servicios. Culminaría, de esta manera, el procedimiento, en materia petrolera, planteado por Rómulo Betancourt en un discurso pronunciado en el Mitin de unificación de las izquierdas, en Caracas, el 31 de agosto de 1936. Partió de una afirmación de principios acorde con aquella etapa de su formación ideológico-política, al decir que todas las «(...) clases interesadas en que Venezuela sea gobernada con métodos democráticos tienen también un interés vital en que se libere nuestro país de la tutela de yanquis e ingleses (...)». Por ello estimó, igualmente, que «(...) todos están interesados en que se les impongan tributos más cónsonos con esa fabulosa ganancia de no menos de 500 millones de bolívares que sacan anualmente de nuestro país las compañías petroleras a fin de que el erario pueda atender necesidades tan urgentes como dotar de escuelas a los 420.000 niños que no reciben enseñanza ni siquiera elemental (...)». Cerró con una desafiante afirmación: «(...) todos están interesados, en fin, en que se logre algún día nacionalizar esas enormes riquezas de nuestro subsuelo, aun cuando para ello sea necesario librar un nuevo Ayacucho [la Batalla de] y obtener de ese modo que Venezuela sea para los venezolanos».


  Papel de la interacción entre Reforma Agraria integral e industrialización


  Para estos fines debía servir la interacción entre la reforma agraria y la industrialización. No era razonable concebir la industrialización al margen de la industria petrolera. Lo probó la fundación de la Corporación Venezolana del Petróleo (CVP) como instituto autónomo el 19 de abril de 1960; pero, en los planteamientos de política económica generalmente era enfocada la industrialización como orientada, sobre todo, a contrarrestar el predominio absoluto de la industria petrolera en la economía nacional. Por ello, Rómulo Betancourt presidente concibió la reforma agraria, también, como una actividad socioeconómica integradora, y como función del desarrollo del mercado interno. En el acto de clausura de la Convención de Industriales, el 31 de enero de 1961, al declarar que «(...) El Gobierno Nacional está interesado, profundamente interesado –y lo ha demostrado con hechos y con palabras– en la industrialización de Venezuela (...)», subrayó que:


  
    «(...) la industrialización sin reforma agraria, industrialización sin una política de represamiento de aguas, industrialización sin financiamiento a las actividades del agro, sería una actividad sin resultado positivo, porque no se aumentaría la capacidad de consumo de la población, y se abarrotarían los almacenes de los textiles, de los laboratorios, de las otras empresas industriales, si no elevamos el poder de compra de esa gran porción marginal de nuestra población constituida por el campesinado, que a través de largos años, de décadas, ha producido muy poco y ha consumido muy poco.»

  


  Las esperanzas puestas en la reforma agraria no solo eran muy altas sino que se extendían a diversos ámbitos. Pero se esperaba, particularmente, que fuese un gran estímulo para la industrialización. Al recibir un informe sobre las actividades y los planes del Instituto Nacional de Cooperación Educativa (INCE), el 24 de marzo de 1961, el Presidente observó que al proponerse el Instituto actuar tanto en el campo industrial como en el agrícola: «(...) Esta acción coincide con dos objetivos básicos (...)» del Gobierno.


  Como impulso necesario a la formación y fomento del mercado nacional, y, por consiguiente, de una economía capaz de garantizar la subsistencia de la sociedad y de proyectarse en la exportación para fortalecimiento del erario –y así compensar progresivamente la dependencia absoluta de la exportación petrolera–, la interacción entre la reforma agraria y la industrialización contribuiría al rescate de la población rural para una vida civilizada, volviéndola factor de la formación del mercado nacional, y por lo mismo consumidora de los productos de la industria nacional. Rómulo Betancourt expuso ideas semejantes en la clausura de la XVI Asamblea Anual de Fedecámaras, el 28 de mayo de 1960. Luego de expresar su satisfacción por «(...) ver cómo los hombres de empresa ratifican su apoyo a la reforma agraria (...)», dirigió un claro mensaje a los empresarios: «(...) La reforma agraria que está realizando este Gobierno es no sólo una necesidad de justicia social, sino la única vía posible para la industrialización real del país. Porque no nos industrializaremos mientras haya en Venezuela apenas tres millones o apenas dos millones y medio de consumidores en una población de 7 millones de habitantes; mientras más de cuatro millones de venezolanos sigan haciendo una vida vegetativa, al margen de la producción y del consumo (...)». De allí que le fuera posible concluir, ratificando el incitante mensaje al empresariado, al subrayar que «(...) La incorporación de los campesinos a la reforma agraria va a significar y está significando un acto de justicia social; pero también un programa que hará posible el desarrollo de la industria venezolana, porque se aumentará y ampliará el mercado de consumo.


  Incorporación realista de la industria petrolera a la economía nacional diversificada


  El adelantamiento de estas y otras políticas nacionales hacía necesaria la incorporación realista de la industria del petróleo a la economía nacional. Ya el 25 de abril de 1942 Rómulo Betancourt había hecho una importante aclaratoria: «No planteamos la nacionalización inmediata, y por decreto, de la industria petrolera. Sino viables medidas de defensa fiscal y económica de la Nación (...)». ¿Aplicaba el nacionalismo defensivo proclamado por él en un artículo, ya citado, titulado «Nacionalismo económico», publicado el 23 de febrero de 1938?


  Son muchos y claros los indicios de que Rómulo Betancourt estaba consciente de la vulnerabilidad económica y política de Venezuela. Por ello, también, lo estaba de su necesaria asociación con los Estados Unidos de América. Pero no debe descartarse que, dada su caracterización sociopolítica de la sociedad y de los venezolanos de la época, dudase de que estos pudieran manejar la industria petrolera. Por ello, el 24 de julio de 1942, al mismo tiempo que dio su respaldo a la declaración del presidente Gral. Isaías Medina Angarita sobre la necesidad de revisar las relaciones con las compañías petroleras, es decir encarando «(...) el magno problema nacional: el del petróleo (...)», reiteró que «(...) La nacionalización por decreto confiscatorio de la industria petrolera no es consigna que sitúe en Venezuela ningún sector político, oficial o independiente, a la orden del día [sic] (...)». Si bien sostuvo que «(...) los gobiernos de Londres y Washington no son ya los instrumentos dóciles de los grandes consorcios imperialistas (...)». Esta aseveración respecto del imperialismo, revisionista por formularla el otrora fogoso marxista antiimperialista, manifestaba una validación, nada tácita, de la Carta del Atlántico, suscrita por Franklin Delano Roosevelt y Winston Spencer Churchill el 14 de agosto de 1941. La revisión de los contratos petroleros, considerada como una necesidad y como el aprovechamiento de una oportunidad, atrajo insistentemente la atención de Rómulo Betancourt; lo que le llevó a ocuparse, el 1.º de agosto de 1942, del ejemplo dado en esa materia por Irak, como digno de ser seguido.


  Igualmente se ocupó Rómulo Betancourt, el 28 de noviembre inmediato, en un artículo titulado «Por qué se refina fuera de Venezuela el petróleo venezolano», del hecho de que no se estableciesen refinerías de petróleo en territorio venezolano. Refutó la explicación de que ello se debió a la oposición del dictador Gral. Juan Vicente Gómez Chacón. Ofreció otra, que hizo recaer toda la responsabilidad en las grandes compañías petroleras norteamericanas y angloholandesas ¿Imperialistas? ¿Colonialistas? Concluyó, sin dejar de suscitar dudas acerca de si daba una prueba de objetividad crítica o abonaba su postura ante lo que representaban esas empresas:


  
    «Creo dejar demostrada la falsedad de la leyenda de haberse opuesto Gómez a la instalación de refinerías en Venezuela «(...) El gobierno de Gómez sí intentó –aun cuando hablando el lenguaje sumiso del lacayo al solicitar una dádiva de su señor– que las empresas refinaran dentro del país el aceite venezolano (...)».]. Las compañías prefirieron establecerse fuera del país porque estaban temerosas de la reacción popular a la muerte del déspota (...) Su conciencia les hacía temer por los millones de dólares o libras esterlinas que se invirtieran en refinerías, en una nación que odiaba a sus déspotas nativos, y que también odiaría al imperialismo extranjero al saberlo incitador y sostén de despotismos.»

  


  Dando prueba de un alto grado de consecuencia con sus planteamientos respecto de la explotación petrolera, Rómulo Betancourt expresó, el 17 de enero de 1943, su ya citado y significativo acuerdo con el presidente Gral. Isaías Medina Angarita por «(...) su histórico discurso de Maracaibo, el 15 de noviembre de 1942». Y citó el fragmento central: «(...) Debe corresponderle a Venezuela –dijo– una participación adecuada a su carácter de propietaria de la materia que es fuente verdadera de esa industria, y que su proceso industrial debe tener en Venezuela su principal asiento para multiplicar las oportunidades de empleo del trabajador venezolano». Estimó, que de ser llevadas a la práctica, esas palabras serían unánimemente apoyadas por los patriotas venezolanos. Por eso «(...) nuestra actitud bien definida es la de apoyar en sus lineamientos generales esa posición nacionalista [¿defensiva?] proclamada por el Presidente de la República».


  También descartada la nacionalización de la industria petrolera en la etapa de reinstauración de la República liberal democrática, al igual que el incremento impositivo, por razones de mercado admitidas por Rómulo Betancourt presidente, era necesario tomar vías alternas. Estas fueron dos, representadas por sus siglas: OPEP y CVP. La promoción de la Organización de Países Productores de Petróleo (OPEP), fundada y constituida a comienzos de la década de 1960, marcó un nivel culminante en esta política, situando a Venezuela en el escenario internacional como iniciadora de un replanteamiento de las relaciones entre los países productores y los países consumidores, que ha perdurado hasta nuestros días. No había precedente de una operación diplomática de tanta proyección y envergadura. Pero sí se tuvo conciencia de sus posibles repercusiones en la viabilidad de la reinstauración de la República liberal democrática. En la sesión inaugural de la II Conferencia de los Países Exportadores de Petróleo (OPEP), celebrada en Caracas, en el 16 de enero de 1961, el Presidente hizo dos puntualizaciones; una justificativa y otra tranquilizadora. Justificando la iniciativa tomada por Venezuela, sostuvo que «La defensa de los precios de las materias primas que producimos es una exigencia histórica. Desde la segunda guerra mundial son patentes los ejemplos de cómo la caída de los precios de las materias primas ha alterado en forma desfavorable los términos de intercambio de los países subdesarrollados». Luego brindó tranquilidad a las grandes empresas ¿que dudaban de que tan audaz negociación diplomática tuviera éxito?: «La organización no está dirigida contra las compañías productoras, que se beneficiarán de los precios estables. Esperamos que una actitud comprensiva de las compañías evite o suavice las diferencias que puedan producirse. Pero en todo caso, la organización, como legítima representante de sus miembros, ha de guiarse por el principio de que son superiores los intereses de los pueblos en ella representados». ¿Hubo un solemne documento denominado Carta del Atlántico?


  La creación de la Corporación Venezolana del Petróleo (CVP) habría de significar el primer intento de participación directa del Estado en el negocio petrolero; y la fundación de una escuela práctica de gerencia petrolera. ¿Con miras a una nacionalización de la industria petrolera, sobre lo cual Rómulo Betancourt había debatido extensamente desde 1936?


  Alcanzado el poder, cabe diferenciar dos etapas en la atención dada por Rómulo Betancourt a la cuestión petrolera. Una etapa correspondió a la fundación de la República liberal democrática, en el lapso 1945-1948. En ella, por su brevedad y transitoriedad, solo tuvo lugar el primer contacto directo, de alto nivel, con la industria petrolera, en su gama de aspectos, políticos y socioeconómicos. En la etapa correspondiente a la reinstauración de esa República, en el lapso 1959-1964, su vocación de periodista, y el desarrollo de los medios de difusión del pensamiento, se combinaron, potenciándola, en su disposición de mantenerse permanentemente en sintonía con la opinión pública, mediante una frecuente comparecencia personal, y su participación, en actos público masivos, al igual que en convenciones y congresos celebrados por diversos sectores sociales. Fue muy frecuente, en tales actos, el planteamiento de la cuestión petrolera, ubicándola en los diversos escenarios de alto interés público, con el propósito de propiciar la participación de la opinión pública en el debate sobre la que consideraba cuestión primordial de la vida nacional.


  Estado y Gobierno como expresión directa de la ciudadanía


  Un innovador enfoque del Estado y el Gobierno, como expresión directa y genuina de la ciudadanía, a través del ejercicio efectivo de la soberanía popular, ocupó lugar destacado en el pensamiento y obra de Rómulo Betancourt estadista. En ello cabe diferenciar dos etapas, estrechamente correlacionadas; pero diferenciables, atendiendo, sobre todo, a las circunstancias en las que se desenvolvieron.


  Una fue la etapa fundacional de la República liberal democrática (1945-1948), durante la cual Rómulo Betancourt tuvo que explicar, con razones, el curso de los acontecimientos a una sociedad en la cual todavía prevalecía la conseja de que buen gobierno era el que no persiguiera a quienes estuvieran en desacuerdo con su política, y tolerara el ejercicio de las libertades públicas; pero en grado que no comprometiese los fundamentos del poder, so pena de que se activase el Inciso VI del artículo 32 constitucional, en virtud del cual era calificada delito toda disidencia que fuese considerada amenaza potencial contra la estabilidad de la autocracia. De manera simultánea, fue necesario recomendar el cambio predicando nuevas situaciones y actitudes –tales como la puesta en práctica de una democracia de partidos, basada en el ejercicio pleno de la rescatada soberanía popular– y la depuración ética del desempeño del Poder Público–, que comenzaban a concretarse cuando irrumpió el golpe militarista del 24 de noviembre de 1948. La otra etapa fue la de reinstauración de esa República, como la obra de una experiencia de Gobierno coaligado de la cual no se tenía experiencia, en medio del resurgir de la democracia de partidos y ante una sociedad que había demostrado, y la esgrimía con determinación, conciencia de lo que significaba el ejercicio pleno de la soberanía popular. En síntesis, la correlación entre las dos etapas mencionadas la representaba el despertar sociopolítico de la ciudadanía.


  La constante comprobación de la condición democrática del Poder Público como disposición gubernamental, se correspondía con la convicción de Rómulo Betancourt de que el Estado y el Gobierno eran representaciones directas y genuinas de la libre expresión de la soberanía popular. Esta convicción se hallaba unida a la de que la legitimidad en el desempeño del Poder Público dependía de la conducta de quien lo ejerciera, y no solo de su origen electoral. El todo amparado por la concepción que le animaba de la finalidad democrática y de proyección nacional del Poder Público. Pero, de manera creciente se comprobó que esta buena disposición gubernamental no se generaba de manera espontánea en quienes ejercieran el Poder Público. Los hechos demostraban que a la buena disposición gubernamental y administrativa le costaba llevarle el paso a la creciente demanda ciudadana de muestras de consecuencia con esa determinación, cuyos oferentes actuaban enfrentando el escrutinio, de propósitos y logros, efectuado por los partidos políticos, y se hallaban emplazados a comparecer en el juicio público representado por procesos electorales libres.


  Rigurosa observancia de las nuevas coordenadas éticas del Poder Público


  Una de las áreas prioritarias en la cual la rigurosa observancia de las nuevas coordenadas éticas globales del desempeño del Poder Público debía ser cotidianamente percibida por la ciudadanía, era la integrada por la vigencia y el riguroso cumplimiento de las nuevas normas éticas del ejercicio del Gobierno y del funcionamiento de la Administración Pública, proclamadas por el régimen sociopolítico liberal democrático, e insistentemente recomendadas por Rómulo Betancourt. Simultáneamente, por obra del terrorismo y demás formas de violencia, se vio sometida a una estricta prueba la observancia de las normas de la nueva ética del Poder Público, en las ineludibles prácticas represivas.


  La opinión pública era particularmente sensible ante la posible persistencia de los daños causados por flagelos que Rómulo Betancourt había llamado a combatir desde 1936: la burocracia inflada, ineficaz y onerosa; la arbitrariedad, practicada en todos los niveles gubernamentales y administrativos, por la vía del principio de autoridad; el dispendio de los recursos públicos, destinándolos a obras que no se correspondían con las necesidades inmediatas de la sociedad, y en particular de la numerosa población de escasos recursos.


  En el catálogo de los males inveterados resentidos por la sociedad, corriendo pareja con la ineficiencia e irresponsabilidad administrativa, figuraba la corrupción, representada por los delitos del peculado y el tráfico de influencia, cometidos de manera escandalosa y generalizada. El régimen sociopolítico liberal democrático debía, de manera ejemplar, cuidarse de incurrir en tales vicios, y para ello se solicitó el concurso vigilante de la opinión pública.


  El papel desempeñado por Rómulo Betancourt en la lucha emprendida durante la República liberal democrática contra la corrupción administrativa, merece capítulo aparte. La magnitud y lo arraigado del mal había sido motivo de persistente preocupación para él. Ya el 9 de mayo de 1938, en sus «Acotaciones al Mensaje presidencial de 1938 Vº» presentó una visión histórica, y político-conceptual, de este cáncer sociopolítico, al considerar que, según el Presidente de la República, un «(...) ‘amplio y rígido control’ sobre las inversiones del Estado es una de las necesidades más urgentes de la administración pública (...)». Por su parte, fundó este aserto en una abrumadora confirmación: «La historia del Estado venezolano es la historia del saqueo del erario venezolano. El Tesoro público ha sido, a través de nuestra historia republicana, el botín de guerra conquistado por caudillos fortunosos. El general triunfante se posesionaba, al mismo tiempo, de la silla presidencial y de las llaves de las arcas nacionales». Consideraba necesario erradicar «(...)el concepto del Erario botín (...)», práctica que ha suscitado «(...) un sentimiento de profunda desconfianza en el pueblo venezolano hacia la pulcritud de los administradores del patrimonio nacional (...)». En consecuencia, «(...)ningún hombre de Estado de nuestro país debe ignorar, tanto la existencia en muchos funcionarios públicos de una moral sui géneris, como un sedimento arraigado de desconfianza en el pueblo sobre la honestidad de los que manejan el patrimonio común».


  En la práctica de la represión política, Rómulo Betancourt, Presidente de la República, actuó al frente de un Gobierno pactado de coalición, concebido unitariamente. Cumplieron, él y el Gobierno, la obligación libremente contraída, de observar lo estipulado en el ya citado Art. 1.º del Plan mínimo conjunto de gobierno definido y compuesto en consecuencia de esa unidad: «(...) El candidato que resulte electo por la voluntad popular gozará del respaldo de los otros candidatos y de los partidos que suscriben aquel pacto [denominado Pacto de Puntofijo], comprometiéndose todos a actuar en defensa de las autoridades legítimamente constituidas y de las instituciones democráticas en el caso de que se produjera una acción que pretenda vulnerar y desconocer la decisión soberana del pueblo».


  El estadista Rómulo Betancourt en un nuevo escenario nacional


  El régimen sociopolítico liberal democrático actualizado, correspondiente a la reinstauración de la República liberal democrática, debía atender a las nuevas coordenadas socioespaciales, que conformaban un escenario cuya diversidad intrínseca desbordaba la hasta entonces predominante diferenciación entre lo rural y lo urbano; lo que incrementó la complicación de la tradicional diferenciación entre el campo y la ciudad. Había que ser estadista en una sociedad que comenzaba a experimentar, igualmente, el impacto conjugado de la masiva inmigración espontánea y/o clandestina; y del crecimiento de la industria petrolera; y por lo mismo de las áreas de influencia espacial y social de ambos procesos.


  El crecimiento y desarrollo de la economía petrolera había desatado y estimulado cambios en el escenario socioespacial, cuyas expresiones adquirían el rango de problemas fundamentales, en materia de servicios públicos, educación y sanidad. El denominado éxodo campesino, generador y efecto de la creciente y desordenada urbanización; el desempleo y la baja calificación técnica de la mano de obra; llamaban al diseño e implementación de políticas específicas, que requerían inversiones que no podían realizarse de la manera masiva y urgente en que eran solicitadas; y personal calificado del que no se disponía.


  Los cambios socioespaciales ocurridos o en desarrollo confluían en la necesaria implementación de una economía industrializada, generadora de empleo; y de recursos fiscales que permitieran la atención, por el Estado, de las nuevas y crecientes demandas en todos los órdenes del quehacer social. La dictadura militar, amasijo de arbitrariedad y dispendio, dejó sembrados los signos de desorganización social en un campo en el cual habían arraigado el temor y el sometimiento, creándose una ilusión de orden y eficiencia que encandilaba a las débiles conciencias políticas, volviéndolas intolerantes para con las demoras del régimen sociopolítico liberal democrático.


  Nuevas dimensiones espaciales del desempeño del Poder Público


  Por su naturaleza liberal democrática, el régimen sociopolítico actualizado, en vías de ser restablecido, debía atender, con renovados criterios, las dimensiones espaciales del ejercicio del Poder Público, tanto en lo nacional como en lo internacional.


  En lo nacional, la naturaleza democrática del régimen y el propósito de ampliar la participación, expresiones ambos del rescate y pleno ejercicio de la soberanía popular, demandaban un planteamiento de la relación entre lo regional y nacional, que armonizase lo equitativo con la necesidad de fortalecer la conciencia nacional, como condición general; y que fomentase el mercado nacional, en lo socioeconómico. En este sentido desempeñaron importante papel las convenciones de gobernadores y de concejos municipales, que fueron vehículos de la participación regional en la ejecución de políticas nacionales; y de consulta en la toma de decisiones fundamentales en aspectos prioritarios. Al inaugurar la primera Convención de Gobernadores, el 13 de marzo de 1959, Rómulo Betancourt presidente abrió con dos declaraciones que ilustran sobre su comprensión de la vastedad y la dificultad de la empresa sociopolítica planteada: «(...) No podremos nosotros en Venezuela enfrentar el reto, el desafío de tantos problemas irresueltos, si no actuamos desde el Gobierno con un sentido de coordinación y de planificación que vaya más allá de una sola administración. Que los planes de la Nación sean un compromiso adquirido ante el país, un compromiso para ser reclamado por la opinión pública a las sucesivas administraciones (...)».


  En lo internacional, la política exterior de la República liberal democrática, en proceso de reinstauración a partir de 1959, si bien muestra líneas de continuidad con la practicada en la etapa fundacional de esa República, en el lapso 1945-1948, obligaba a efectuar reorientaciones en los diversos escenarios –grancolombiano, latinoamericano y mundial– en cuyas grandes líneas venía trabajando desde el inicio de su liderazgo Rómulo Betancourt; pero que habían revelado la necesidad de esos reajustes durante la formulación de la estrategia de retorno al poder. Los reajustes tuvieron como motivación global la nada fácil ubicación de una República, liberal y democrática, en el escenario mundial de la Guerra Fría, extremadamente sensible ante todo lo que pudiese despertar sospechas de radicalismo de izquierda; lo que adquirió particular importancia en función de la abierta intervención fidelista en Venezuela; y alcanzó su fase aguda con motivo de la presencia armada de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) en Cuba.


  Dimensiones ideológicas de la política liberal-democrática unitaria


  Los alcances y las proyecciones ideológicos de la política liberal-democrática unitaria planteaban retos de la más alta significación sociopolítica. En primer lugar, por tratarse de un gobierno de coalición, integrado por partidos políticos en cuyo enfoque de la política nacional, relacionada con la internacional, se advertían considerables diferencias; y, en segundo lugar, para Rómulo Betancourt, por lo que esa nueva orientación política representaba en su propia evolución como líder promotor de la socialdemocracia y decidido anticomunista. En ambos aspectos influía la posición ante la denominada Revolución cubana y el tratamiento de la cuestión cubana, por el Gobierno de los Estados Unidos de América, dado su peso en las deliberaciones de los organismos internacionales.


  Cabe subrayar que, considerado en la perspectiva de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, el Pacto de Puntofijo representó el momento culminante de su carrera como líder político y dirigente ideológico de la democracia venezolana. El texto recogió y correlacionó, casi puntualmente, las líneas políticas y los fundamentos ideológicos de la que él concibió y formuló, durante su tercer exilio (1949-1958), como la estrategia de retorno al poder. Lo que ayuda a comprender las apreciaciones del Pacto... ofrecidas de inmediato por Rómulo Betancourt, quien, acatando letra y espíritu, integró en su agenda, como correspondía, los contenidos de dicho Pacto y de su anexo, el Programa mínimo conjunto de gobierno, firmado por los tres candidatos presidenciales el 6 de diciembre de 1958.


  Es notable, sobre todo, la correspondencia global de lo contemplado en ambos documentos con lo fundamental del programa político –si bien no documentado de manera sistemática– luego desarrollado como la revolución democrática, por el partido Acción Democrática; amén de la correspondencia que pueda percibirse con los programas, tampoco documentados, de los otros partidos firmantes. Probablemente se explique esta desigual presencia programática por el hecho de que era Acción Democrática el único de los partidos democráticos que, por ser orientado y dirigido por Rómulo Betancourt, se planteaba como meta retornar al poder, con el propósito de proseguir, ratificándola y actualizándola, la acción sociopolítica cuyo ejercicio marcó el nacimiento de la República liberal democrática.


  También al inaugurar la primera Convención de Gobernadores, el 13 de marzo de 1959, Rómulo Betancourt presidente subrayó el cumplimiento, en el orden político, del Pacto de Puntofijo: «Ha actuado el Gobierno dentro de un régimen de coalición tripartidista. Tanto en los ministerios como en los Gobiernos regionales hay representantes de los partidos Acción Democrática, Copei y URD, y técnicos y ciudadanos políticamente independientes (...)». A lo que siguió una rotunda afirmación de confianza política:


  
    «(...) Frente a las previsiones derrotistas y pesimistas de quienes conceptuaban que este ensayo, nuevo en Venezuela, no iba a dar resultados positivos, esos resultados positivos están a la vista. En Venezuela, cuatro semanas después de iniciado el nuevo Gobierno, hay un régimen estable, y sobre todo coherente, que está trabajando con sentido de equipo porque no se ha tratado de dividirse las ventajas burocráticas como quien reparte un botín, sino de compartir responsabilidades de gobierno los partidos que suscribieron al llamado Pacto de Punto Fijo del 31 de octubre del año pasado. Junto con los militantes de partidos políticos están trabajando con dedicación y con fervor, ciudadanos políticamente independientes y grupos de técnicos, todos orientados por un objetivo común: el de servir a Venezuela con ánimo de acertar.»

  


  La valoración de la trascendencia histórica de la actuación de las fuerzas democráticas, políticas e independientes, que concurrieron en las negociaciones que globalmente es razonable denominar de Puntofijo, ha sido enturbiada por algunos observadores. Las han censurado por considerarlas una desviación del recurso a la unidad como medio de superar la terrible experiencia dictatorial militar. Para estos efectos, diluyen esa unidad en el denominado espíritu del 23 de enero; es decir en una amalgama ideológica que sobre todo sirvió para dignificar el proyecto continuista militarista, al identificar ese espíritu con la candidatura presidencial del contralmirante Wolfgang Larrazábal; y también para exaltar la formación de la Junta Patriótica, la cual una vez derrocada la dictadura militar habría sido puerta abierta a la figuración y actuación del Partido Comunista de Venezuela como partido democrático. El todo así formado es contrapuesto con la actuación, para el caso tildada de sectaria, de los partidos democráticos acordes en reinstaurar y consolidar la República liberal democrática. Esta contraposición ha servido para abonar la reacción de los comunistas contra lo acordado en Puntofijo, acusando a Rómulo Betancourt de haber saboteado el espíritu del 23 de enero. Significativamente, hemos visto en tiempos recientes cómo el militarismo desenfrenado ha pretendido hacer ver en el peyorativamente denominado puntofijismo una suerte de cáncer padecido por la democracia; que se alega motivó la pretendida intervención político-quirúrgica practicada por el bolivarianismo-militarismo.


  Funcionamiento del Gobierno ¿presidencialista? de coalición


  Cuando el 31 de diciembre de 1959 Rómulo Betancourt presidente se dirigió a la Nación, haciendo un balance del primer año de gobierno, refiriéndose a problemas del funcionamiento gubernamental, y demostrando cuán presente tenía lo establecido en los dos importantes documentos por su partido y por él suscritos, afirmó: «(...) como balance y síntesis de este aspecto de la situación política nacional, he creído conveniente ventear algunas dudas ante la Nación con ingenua franqueza y ratificar mi creencia de que el sistema de gobierno de unificación democrática y de coalición tripartidista es el más conveniente para el país en su actual coyuntura histórica (...)». Expuso su convicción de que «(...) ese sistema no debe tener una vigencia prefijada en el tiempo [sic], sino prolongarse en el discurrir de los próximos años; y que no hay problema, o diferendo, que con métodos honorables y sin concesiones contrarias a los mejores intereses del país, no pueda ser solventado dentro de la coalición (...)». Concluyó subrayando el origen de tal experimento político, ciertamente riesgoso: «(...) no resulta ocioso, sino muy oportuno, añadir que esa fórmula de gobierno no fue arbitrio posterior al 7 de diciembre de 1958, sino compromiso adquirido ante el electorado por los candidatos y partidos que en forma democrática competimos en aquella histórica jornada de comicios».


  El apego de Rómulo Betancourt presidente, a lo pactado y acordado con los otros dos partidos de la coalición, revela la profundidad de la convicción que abrigaba respecto de su significado en lo concerniente a la reinstauración de la República liberal democrática y a su estabilidad. La extensa y pormenorizada exposición que hizo sobre esta cuestión al presentar al Congreso Nacional el Plan Cuatrienal de gobierno, el 29 de abril de 1960, es un elocuente reconocimiento de lo acertado de esa orientación política. Al tratar de las dificultades hacendarias y presupuestarias; y de la necesaria represión de actos violentos y desórdenes públicos, hizo una tajante afirmación: «Estas y otras dificultades han podido ser afrontadas por el régimen que presido con un mínimun [sic] de sacudimientos por la composición misma del Gobierno (...)». Consideró que «(...) Fue patriótico acierto el de los líderes de los tres grandes partidos nacionales, Acción Democrática, COPEI y Unión Republicana Democrática, cuando suscribieron el pacto del 31 de octubre de 1958 (...)». Y lo declaró cumplido: «(...) Sabido es que en él se comprometían a cooperar con el Presidente que eligieran los venezolanos y apoyarlo en la calle y en el Parlamento, y aportar militantes suyos para que formaran parte de los cuadros del Poder Ejecutivo (...)». Proclamó que «(...) Leales hemos sido todos al compromiso adquirido, y hoy, un año después de estar funcionando, creo como nadie en la conveniencia y necesidad de que se mantenga el régimen de coalición con representación en el gabinete y en otras dependencias del Estado de los tres grandes partidos nacionales y de los sectores políticamente independientes».


  Informó de intentos de persuadirlo de que «(...) marcharía mejor la gestión de Gobierno si me deshiciera del compromiso contraído y formara un Gabinete sin representación de partidos (...)»; o con solo miembros de su partido, junto con independientes. Se lo explicaba, tal vez, por «(...) la excesiva publicidad que se ha dado a fricciones normales en todo Gobierno de coalición (...)». Estimó que «(...) Esas fricciones han sido relativamente pequeñas si se toma en cuenta la tradición de Venezuela de acusadas polarizaciones políticas (...)». Sostuvo que «(...) La Coalición ha significado y significa la eliminación de ese canibalismo tradicional en nuestro país en las luchas entre los partidos (...)». Adujo razones: «El logro fundamental del Gobierno de Coalición ha sido el de atemperar el debate interpartidista entre las fuerzas políticamente organizadas que tuvieron el apoyo del 94% del sufragio nacional en las pasadas elecciones. Pero también ha significado que se hayan [sic] podido utilizar hombres y capacidades de esos mismos partidos para el ejercicio de las funciones públicas (... )». Lo que le llevó a observar que «(... ) No es muy numeroso en Venezuela el sector de ciudadanos con real vocación de servicio público, y muchos ciudadanos de reconocida capacidad gerencial están entregados a sus actividades privadas o al ejercicio profesional, y no demuestran disposición de abandonarlos para desempeñar funciones de Gobierno (...)».


  La conclusión fue categórica: «(...) Por todas estas razones soy un convencido, y así lo proclamo y lo digo enfaticamente [sic], de la necesidad de que se mantenga y prorrogue en el tiempo este ensayo de Gobierno de Coalición (...)». Tras refutar la conseja de que tal régimen ha conducido a la hipertrofia de la burocracia, hizo una declaración terminante:


  
    «(...) Reafirmo que el Gobierno de Coalición será mantenido. Habrá reajustes en él, pero no me dejaré tentar por las insinuaciones formuladas, por unos con la más sana intención y por otros a causa de hostilidad congénita al sistema de partidos, para que gobierne solo [sic] con hombres de la organización política donde milito y con amigos personales míos, y de que en alguna forma torpedee u obstaculice la vigencia del Pacto del 31 de octubre de 1958. Lo respeto no solo por lealtad a la palabra comprometida y empeñada, sino porque con toda sinceridad considero que de aquél ha derivado la mejor fórmula posible para enrumbar a Venezuela en esta difícil y promisoria etapa de su historia.»

  


  Pero la disidencia tendía a acentuarse en el frente unido, si no en el Gobierno de coalición. Así lo reconoció, de hecho, Rómulo Betancourt dirigente político al hablar –después del atentado de 24 de junio de 1960– en una concentración pública, el 1.º de noviembre: «Así como exalto la necesidad de un avenimiento obrero-patronal quiero hacer un llamamiento al cese de la tensión entre los partidos políticos de la Coalición, y en definitiva entre todos los venezolanos (...)». La peligrosidad de la situación conflictiva que así podría generarse, puede apreciarse por el hecho de que el orador incurrió en la que podría figurar como grave demostración de inconsecuencia respecto de uno de los fundamentos de la República liberal democrática: «(...) He dicho y sostengo que la coalición tripartidista la necesita Venezuela. Pero que esa coalición debe estar asentada sobre una especie de agregado, o codicilo público, al Pacto llamado de Punto Fijo, del cual se cumplieron ayer dos años. Un agregado o codicilo en el cual los partidos políticos coaligados se comprometan a defender a través de sus fracciones parlamentarias las tesis y posiciones que hayan aprobado sus Ministros dentro del Gabinete (...)». El objetivo fue determinado claramente: «(...) Un pacto que impida a los partidos de la coalición hacer frente único, ni por una hora ni por un momento, con el Partido Comunista y sus satélites». Se explica, por consiguiente, que la tenacidad argumentada con la que Rómulo Betancourt se aferró al Pacto de Puntofijo, hasta el término de su período presidencial, bastaría –apartando, si se pudiera– los contenidos del mismo, para comprender la sostenida acometida contra ese pacto por los opositores de la República representativa y democrática; como también la de los adversarios personales de Rómulo Betancourt. Pero, de haber mediado la eventual y documentada regimentación de la mayoría coalicionista en el Congreso, ¿cómo habrían quedado la separación y la autonomía de los poderes constitucionales, imprescindibles en el ejercicio liberal democrático del Poder Público?


  Fundamentación política de la necesidad del Gobierno de coalición


  Tal grado de tenacidad de Rómulo Betancourt dirigente político revelaba su determinación de hacer valer, y de preservarla, la conjunción estratégica y táctica de los criterios y procedimientos dirigidos hacia el restablecimiento y la estabilidad del régimen sociopolítico liberal democrático. Por ello era necesario dotar a la coalición de una legitimidad que resultase fácilmente perceptible por el grueso de la sociedad; al mismo tiempo que concitase inclinación a participar de esa difícil empresa.


  Para estos efectos era necesario que la coalición naciese de creencias profundamente arraigadas, como lo había advertido Rómulo Betancourt presidente ante el Primer Congreso de Campesinos de Venezuela, el 2 de julio de 1959, cuando reiteró que «Esta coalición gubernamental no es un transitorio ensayo (...) ¡El Gobierno de coalición debe ser mantenido, y será mantenido!». Mas, igualmente se tenía conciencia de lo riesgoso del ensayo, y así lo reconoció el Presidente en la misma ocasión. La importancia que Rómulo Betancourt líder político le reconoció a lograr que la opinión pública se identificase con el Gobierno de coalición, se hizo patente por la frecuencia con que creyó necesario ilustrar sobre la cuestión; como también en lo temprano que tuvo que ventilar dudas al respecto.


  Bien pudo evocar los esfuerzos realizados para concertar acciones de urgente interés nacional, con el Partido Democrático Venezolano (PDV), oficial. Llevando a su más alta expresión la propuesta política de unificación nacional, el 13 de octubre de 1945 –es decir solo cinco días antes de que estallase el golpe civil-militar-civil–, fue dirigida una carta, firmada por Rómulo Betancourt y varios miembros del Comité Ejecutivo Nacional (CEN) de Acción Democrática, a los siguientes partidos: Partido Democrático Venezolano (PDV), Agrupación pro Candidatura Presidencial del ex Presidente Gral. Eleazar López Contreras, y Partido Comunista de Venezuela (PCV). Fue publicada el 14 de octubre con el título de «Acción Democrática y la sucesión presidencial». En síntesis, se propuso: «Gobierno provisional con un candidato nacional. Reforma Constitucional y elecciones generales (...)».


  El envío de esta carta, y su publicación, han sido interpretados por unos como una maniobra de cobertura, justificadora de la conjura, y del golpe ya inminente. Por otros, como un último intento de hacerlos innecesarios. No obstante, hay dos circunstancias objetivas: la iniciativa se correspondía con la proposición de unidad nacional; y ya venían desarrollándose intentos de buscarle una salida negociada a la crisis política.


  Afirmar la estabilidad del Gobierno es elemental deber de quien lo encabece. Manifestar su confianza en esa estabilidad puede lucir como una mera aspiración, exenta de la obligación de presentar pruebas. Hacerlo al comienzo de su gestión, y luego de enunciar un largo listado de necesidades y dificultades, como lo hizo el recién electo Presidente, en su Mensaje del Primero de Mayo, fechado en el 30 de abril de 1959, parecía echar mano de un recurso que rayaba en lo retórico: «Reitero mi confianza, ya expresada, en la estabilidad del Gobierno, apoyado en un respaldo mayoritario de la opinión pública y en la lealtad de las Fuerzas Armadas. Con una gran seguridad en el porvenir, con una fe cierta en el hoy y mañana de Venezuela, concluyo este mensaje (...)». No subrayaba lo logrado; recomendaba lo que consideraba necesario lograr, para bien de todos.


  En la clausura del III Congreso de Trabajadores, en el 20 de noviembre de 1959, puntualizó Rómulo Betancourt sobre el origen de la fortaleza del Gobierno: «Este Congreso ha dado un respaldo, que no nos envanece sino que nos compromete más, al Gobierno Constitucional. Respaldo no sólo para una posible hora de emergencia en que estuviera en riesgo de peligro [sic] la estabilidad del régimen constitucional, riesgo de emergencia [sic] que no lo avizoro en el horizonte(...)». Y avala sus palabras comprometiendo su prestigio personal: «(...) El pueblo de Venezuela, en sus distintos estamentos sociales y sectores políticos, conoce mi modesta trayectoria de hombre público, y sabe bien que si algo me ha caracterizado es la franqueza, a veces ruda, y la incapacidad para los cubileteos del tramoyista. Cuando digo que el régimen de Venezuela está asentado sobre bases sólidas, es porque esto es cierto (...)». Dio como prueba la difusión por el gobierno de una carta subversiva, «(...) porque tiene plena conciencia de que el pueblo de Venezuela valora la cantidad de mendacidad acumulada en esa misiva; y porque tiene cabal confianza en el respaldo que al Gobierno Constitucional le dan las Fuerzas Armadas del país».


  Restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático


  Sobre estas bases de estabilidad política, y de confianza en la unidad del Gobierno de coalición, era necesario crear las condiciones propicias al restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático. A este fin debía corresponder el ejercicio del Poder Público, de acuerdo con los contenidos políticos y administrativos del Pacto de Puntofijo y del Programa mínimo conjunto de gobierno. En su Mensaje de Primero de Mayo de 1959, fechado en el 30 de abril, el Presidente sostuvo que era necesario que la sociedad, urgida de soluciones, tomara conciencia de que se instauraba «(...) un Gobierno Constitucional, y no un gobierno de facto que se haya atribuido la totalidad del ejercicio de la Soberanía nacional (...)». Por consiguiente, «(...) no puede dictar leyes, porque esa es función privativa del Congreso Nacional. Y es al Congreso a quien le correspondería dictar (...) leyes, que por otra parte, no pueden ser promulgadas de manera fulminante sino mediante los trámites de cierta lentitud pero de segura eficacia que tienen los instrumentos jurídicos elaborados por parlamentos democráticos (...)». El respeto de la separación y la autonomía de los poderes constitucionales no era una invocación más o menos ritual. Fue realidad, incluso en momentos de la más alta significación política. El 4 de marzo de 1961, al presentar al Congreso Nacional un «Mensaje relativo a las medidas económicas de urgencia», Rómulo Betancourt presidente afirmó: «(...) Seguro de estar cumpliendo con mi deber y convencido de que el Congreso y el país cumplirán el suyo, les hablaré hoy a las cámaras legislativas y a la nación con palabras de desnuda y hasta de ruda franqueza». Luego de exponer la difícil situación económica y hacendaria que vivía la Nación, estableció responsabilidades y acreditó lealtad institucional:


  
    «Esta es la hora de la decisión. Ha cumplido el gobierno, responsablemente, con el Congreso y con el país al señalar en el texto del proyecto de ley que hoy se entrega a vuestra consideración y análisis, cuáles caminos considera el Poder Ejecutivo que deben recorrerse para salir de la encrucijada. El Congreso tiene la palabra al analizar esta petición de poderes especiales que de él solicito y con apego a fórmula que la Constitución prevé. Si de las preocupadas deliberaciones del soberano Congreso surgen soluciones distintas, pero realmente encaminadas a enjugar el déficit presupuestario y reanimar la economía, las acogerá y cumplirá respetuosamente el Poder Ejecutivo.»

  


  Preguntado durante una rueda de prensa en el Press Club de Washington, el 20 de febrero de 1963, sobre si contemplaba algún nuevo impuesto a las compañías petroleras, el Presidente respondió negativamente: «(...) Tampoco se ha considerado el establecimiento de nuevos impuestos (...)». Abundó en el enunciado de razones institucionales: «(...) Por lo contrario, aun cuando tenía autorización del Congreso para establecer el Ejecutivo un impuesto sobre dividendos, y siempre que lo creyera necesario, ese impuesto no se aplicó porque fue modificado el proyecto inicial (y conste que la coalición gubernamental tenía mayoría en ambas Cámaras, lo cual es una prueba de la libertad de que disfruta el Congreso en Venezuela, que no es un apéndice dócil del Ejecutivo) (...)». Y procedió a explicar este desacato del Poder Ejecutivo a la voluntad del Poder Legislativo: «(...) el Ejecutivo no aplicó esa ley porque conceptuó, de acuerdo con los estudios hechos por los técnicos, que las compañías productoras de aceite negro en mi país estaban en ese momento en el límite de que si aumentaban los impuestos no resultaba competitivo el petróleo venezolano con los petróleos producidos en otras áreas del mundo». El Presidente exhibía como ejemplar acto de gobierno lo que no habría ocurrido si se hubiese formulado y aprobado el antes mencionado codicilo «(...) al Pacto llamado de Punto Fijo (...)», propuesto por él mismo el 1.º de noviembre de 1960.


  Subyacían, en esta necesaria disertación pedagógica, la necesidad y la oportunidad de dilucidar la ancestral cuestión del presidencialismo, como lo advirtió el Presidente al dirigirse a la gran concentración pública, convocada para conmemorar el primer año del Gobierno Constitucional, efectuada el 13 de febrero de 1960: «(...) Este Gobierno no tiene nombre ni apellido. Este Gobierno es un gobierno de coalición, y sus aciertos y errores no son aciertos y errores del Presidente de la República, sino aciertos y errores del equipo ministerial donde están hombres de Acción Democrática, de Copei y de URD, donde están ciudadanos políticamente independientes. Son aciertos y errores de una coalición que no es un arbitrio transitorio, sino que debemos conservar y mantener (...)». Bastaba leer con atención para darse cuenta de que Rómulo Betancourt líder político hacía asunto suyo la despersonalización del poder, rechazando el presidencialismo y exaltando el papel de quienes coaligadamente ejercían el poder, en su más alta instancia. Hago, dijo, «(...) público elogio de los jefes de los tres partidos de la coalición, en los cuales he encontrado colaboradores eficaces y hombres de buena fe, tan empeñados como yo en empujar a Venezuela por el camino de la estabilidad institucional (...)». Pasó a nombrarlos: «(...) Son ellos: el doctor Jóvito Villalba, líder de Unión Republicana Democrática, a quien le conferí mi presentación [sic] personal en una gira de acercamiento y unidad con los pueblos de Suramérica; el doctor Rafael Caldera, líder del partido Copei y Presidente de la Cámara de Diputados; y el doctor Raúl Leoni, Presidente de la Cámara del Senado y líder de Acción Democrática».


  La conclusión estaba clara. De la conjunción de la separación de poderes con la erradicación del presidencialismo resultaba la situación a la que el Presidente se refirió, en su Mensaje a la Nación, justificando la suspensión de las garantías constitucionales en todo el territorio nacional, el 28 de noviembre de 1960: «Quiero pedirles a todos mis compatriotas que si sufrieren incomodidades con la suspensión de garantías (...) que esas dificultades las afronten sabiendo que están dando su aporte a la consolidación de un régimen que debe ser definitivo en Venezuela, porque ya para siempre en nuestro país no se instaurarán regímenes arbitrarios y absolutistas». Por consiguiente, la nueva política a formular y observar debía compaginar las delicadas tareas de promoción del nuevo régimen sociopolítico, con la compleja y riesgosa determinación de procurar su preservación sin comprometer la credibilidad del Gobierno. ¿Conciliar la participación política, fundamental para acreditar la democracia, con la represión, necesaria para consolidarla y preservarla?


  Esa no fue la primera ni la máxima dificultad que tuvo que encarar Rómulo Betancourt presidente. La precedía y superaba la representada por el compromiso de contribuir a que la elemental aspiración de libertad y bienestar, que pudiese hallarse en un pueblo mantenido en una relación tutelar que llegaba al extremo de suscitar confusión entre sometimiento y libertad, por la vía de la paz y la seguridad que esa sometimiento generaba en espíritus simples, se trocase en voluntad de hacer que la democracia, fundada en el ejercicio de la soberanía popular, fuese comprendida como clave de la genuina libertad. Desde los sucesos que cambiaron el propósito continuista del golpe militar del 23 de enero de 1958, reveladores de cuán arraigados estaban los valores democráticos sembrados en la primera etapa de la República liberal democrática, hasta el sucesivo ejercicio de la alternabilidad republicana, pasando por las trágicas confrontaciones con el terrorismo y la guerrilla, el camino recorrido por la democracia venezolana abona el éxito alcanzado, también en esta tarea, por Rómulo Betancourt líder político.


  La explicación, si no la justificación, de la conciliación de las conductas, en mucho antitéticas, comprometidas en la coalición gubernamental, pareció radicar en que las decisiones eran concebidas y aplicadas con arreglo a una nueva concepción de la revolución, por definición ajena y adversa a los excesos totalitarios supuestamente revolucionarios, entonces denominados a la cubana, para significar el terror practicado por el fidelismo. ¿El firme y consciente rechazo de que fue objeto por las fuerzas políticas coaligadas hizo que la intromisión fidelista en los asuntos de los venezolanos contribuyese, a su pesar, a la consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático, enmarcado en la República liberal democrática?


  Una revolución ¿democrática o evolutiva?


  El restablecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático actualizado; su consolidación institucional y la preservación de su condición de proceso revolucionario democrático o evolutivo, debieron desenvolverse en escenarios poblados de controversias internas y de amenazas externas, en ocasiones también coaligadas y generalmente confabuladas. Ubicada esta experiencia de gobierno, para la sociedad venezolana novedosa, en perspectiva sociopolítica, cabe preguntarse: ¿se emprendía una revolución que era democrática por sus propósitos doctrinarios y programáticos expresos; o que pretendía serlo para avalar sus resultados inmediatos, proyectándolos en el largo plazo? El hecho de que Rómulo Betancourt sintetizase en esta concepción de la revolución su obra histórica impone tratarla con detenimiento.


  Intentar dilucidar el sentido y el alcance del concepto de revolución democrática suscita al menos tres órdenes de cuestiones capitales. En primer lugar, las que conciernen al concepto mismo de revolución; en segundo lugar las que conciernen al concepto de violencia, y en tercer lugar las que conciernen al calificativo de democrática. Las tres consideraciones, si bien, en el caso que nos ocupa se hallan vinculadas, admiten un tratamiento en algún grado específico. Pero antes de entrar a estudiarlas, parece necesario sentar algunos criterios de método.


  El concepto de revolución acuñado por Rómulo Betancourt: criterios de método


  Los criterios de método consisten en determinar la naturaleza del enfoque que cabe adoptar para descifrar, en primer lugar, el agregado conceptual enunciado como revolución democrática o evolutiva; que es vinculante, al parecer, de los conceptos de revolución y de democracia, ¿con la violencia como catalizador? Para descifrar ese agregado conceptual no vale una visión de corto plazo, pues en esta tendería a predominar el catalizador violencia; utilizado en una acepción que implicaría un intento de ruptura del curso histórico por medios no pacíficos ni evolutivos. La visión de mediano plazo, a su vez, podría llevarnos a fijar nuestra atención en el concepto de revolución, como caracterización de la naturaleza de la violencia empleada o de la evolución, promovida u ocurrida. En cambio, la visión de largo plazo permitiría establecer la correlación entre los términos polares: uno representado por la correlación revolución y democracia, y el otro por el catalizador violencia, pero traducido como el concepto de cambio social. De esta manera la violencia sería empleada para realizar una revolución cuyo objetivo sería el cambio social, representado por la implantación de un régimen sociopolítico democrático. Pero, tratemos de desagregar esta secuencia.


  En el orden de lo sociopolítico, el término revolución sugiere un acto de violencia, con el cual se procura incidir en la dinámica de continuidad y ruptura propia del curso de lo histórico; operación cuyo sentido y objetivo sería sintetizado y caracterizado como cambio revolucionario. Obviamente, hay otras modalidades de la violencia; pero quienes emplean el término cambio revolucionario suelen utilizarlo ubicando en una perspectiva de futuro la realización del segundo término de la fórmula –es decir el de revolucionario– y de atemperar y recomendar el tenor violento del primer término empleando el concepto de cambio. Obviamente, en este juego conceptual se halla implícito el reconocimiento de que no toda incidencia en la dinámica de continuidad y ruptura del curso de lo histórico puede aspirar a que se le catalogue como cambio revolucionario.


  Respecto del concepto mismo de revolución, el siglo XX se encargó de despojarlo de su capacidad de extraviar mentalidades y de inducir conductas. El hacerlo corrió a cargo de la revolución castrista, muerta al nacer; y de la revolución soviética, fallecida en estado de prolongada decrepitud. Dijo el historiador colombo-venezolano del siglo XIX, Ricardo Becerra, que la revolución perfecta es la sideral, puesto que es de 360º. Aludía con este símil a la vana práctica de pretender perfeccionar la revolución precedente con otra proclamada mejor; pero también aludiendo, probablemente, al hecho de que las revoluciones históricas han mostrado una marcada tendencia a tener como desenlace el hacer retornar las cosas a como estaban en el punto de arranque de la proclamada revolución, si es que no hacia un poco más atrás; esto último si atendemos al mensaje enviado por Alexis de Tocqueville, iniciándose la segunda mitad del siglo XIX, en su obra L’ancien régime et la révolution; y al actual renacer de la socialdemocracia en la Europa hasta hace poco tiempo sovietizada.


  Por mi parte, tomando en cuenta el legado de la porción final de la segunda parte del siglo XX, y observando el juego dialéctico en curso entre el comunismo y la socialdemocracia, suelo decir que quienes pretenden, mediante el acto revolucionario, sea o no manifiestamente violento, romper drásticamente con el pasado histórico, parecen solo lograr cerrarse la puerta del futuro también histórico. Los hombres notables que postularon y pusieron en marcha la realización de la revolución democrática o evolutiva, no incurrieron en la vana pretensión de romper drásticamente con el pasado histórico.


  Por su parte, la implantación de la democracia no concierne tanto a un cambio político como a un cambio social. Y el cambio social, por su naturaleza, se corresponde con la dinámica histórica de continuidad y ruptura, sigue un ritmo de transformación paulatina del estado social que se busca superar; y por su proyección perdurable ilustra mejor la noción de democracia de lo que pretende hacerlo el cambio político, dada la naturaleza sociopolítica de la democracia. Ahora bien, si el cambio político implicado por la asociación violencia-revolución es perceptible en el corto y/o el mediano plazo, como efecto de su pretensión de ruptura drástica del curso histórico; el cambio sociopolítico solo es perceptible en el largo plazo, por su necesario curso evolutivo, determinado por la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. ¿Por eso Rómulo Betancourt habló también de revolución evolutiva?


  Es posible concluir, por consiguiente y mirando hacia el presente histórico de las sociedades que han sido orientadas a tomar por esta vía, que el concepto de revolución democrática no ha carecido de virtualidad. ¿Tampoco el de su propuesto sinónimo revolución evolutiva?


  ¿Coetaneidad creativa o intercomunicación?


  Por razones historiográficas debo dar paso a la consideración, necesariamente sumaria, de las condiciones sociohistóricas en las que el concepto de revolución democrática fue invocado, coetáneamente, por Rómulo Betancourt y Luis Muñoz Marín. Para ello viene al caso considerar algunas significativas circunstancias. En primer lugar, el propósito de cambio que los animó se refería a un estado de atraso y de pobreza común a las sociedades en las que actuaron. En segundo lugar, la erradicación de las causas del atraso y la pobreza implicaba, necesariamente, el empleo de modalidades particulares de la violencia. En tercer lugar, el cambio procurado era, por definición y propósito, de carácter revolucionario. Entremos en algunas explicaciones. Es posible comprobar documentalmente que entre Rómulo Betancourt y Luis Muñoz Marín hubo estrechos nexos de fundamento ideológico, de naturaleza política y de carácter personal. Se sabe de la suerte de comunión que sobre estas bases practicaron; y del respeto y la recíproca admiración que se profesaron. Pero los escasos juicios que me atreveré a formular sobre esa relación son necesariamente muy provisorios, si bien necesarios. Me valdré de mi somero conocimiento de la historia de la nación puertorriqueña; y de la visión gráfica de la realidad del espacio sociohistórico en el que le tocó a Luis Muñoz Marín poner en marcha, en 1940, «(...) los inicios de la revolución democrática, del gran cambio de la política en Puerto Rico, que resultó ser el Partido Popular Democrático (...)», según sus palabras, recogidas en el capítulo VII de su obra La Historia del Partido Popular Democrático. Atendiendo a estas circunstancia, haré algunas breves consideraciones conceptuales.


  Los testimonios fotográficos –que ponen calor humano a las cifras estadísticas– del estado de las sociedades puertorriqueña y venezolana, todavía en los inicios de la década de 1940 –sobre todo en el área rural–, hacen necesario un gran esfuerzo para advertir diferencias significativas. Estaba implícita, en ese estado de cosas, una carga de violencia, sostenida, generalizada y al parecer desesperanzadora; el resultado de cuya combinación representaba en alto grado la ausencia de las denominadas condiciones objetivas requeridas para la promoción de la revolución política entonces pautada internacionalmente, y siguiendo ideas tempranamente profesadas por ambos revolucionarios.


  Respecto de los factores generadores de esa situación, nos encontramos con una coalición, formada históricamente, entre latifundismo e imperialismo; coalición presente en Puerto Rico, si bien perturbada a fines del siglo XIX; y perceptible en Venezuela, con su crudeza colateralmente modernizadora, la petrolera, desde fines de la segunda década del siglo XX.


  En lo ideológico-político, brotaban en ambos escenarios propósitos de cambio social que se plantearon, inicialmente, en los términos del liberalismo decimonónico, en el cual se amalgamaban la aspiración de libertad y la determinación de independencia nacional. Esta amalgama reinó, poco menos sin ser cuestionada, hasta que padeció una intrusión y una irrupción. La intrusión fue por el contagio con la mezcla ideológica, activa desde los inicios de la década de 1930, del decimonónico antiimperialismo leninista y el socialismo autocrático estalinista. La irrupción estuvo representada, desde el inicio de la década de 1940, por los principios de la rooseveltiana Doctrina de las cuatro libertades –decálogo de libertades–, y los términos de la Carta del Atlántico –código de la autodeterminación de los pueblos–. Redondeando estos aspectos de la situación confrontada por ambas sociedades, desde el inicio de la década de 1940 estuvo la revelación de su altísima vulnerabilidad, que llegó a asumir el carácter de una grave crisis de subsistencia alimentaria.


  Una emulsión revolucionaria de realismo sociohistórico, pragmatismo político y creatividad teórica


  La necesidad de encarar constructivamente la enrevesada situación así creada a las respectivas sociedades, impuso a quienes se sintieron llamados a intentarlo con un propósito de cambio, el tener que realizar un gran esfuerzo de creatividad crítica en tres sentidos primordiales. Uno consistió en superar el enfoque liberal tradicional y en digerir, también crítica y creativamente, las nuevas orientaciones ideológico-políticas. Otro consistió en revisar la conceptualización leninista del imperialismo, situándola en el contexto ideológico-político de la inicialmente guerra europea convertida en guerra mundial. Y el tercero consistió en concebir y llevar a la práctica el resultado de esa proeza ideológico-política denominada la revolución democrática. Esto último exigía identificar, primariamente, el enemigo principal a vencer; y este se aparecía como el atraso y la pobreza. No se requería esfuerzo intelectual para percibir la presencia y los efectos depredadores de este enemigo; bastaba con mirar alrededor. Lo que hizo Rómulo Betancourt a partir de su llegada a Venezuela, en 1936.


  Superar el enfoque liberal tradicional; y digerir, crítica y creativamente, las nuevas corrientes ideológico-políticas, demandaban un esfuerzo crítico que si bien podía considerarse en algo desigual en las respectivas sociedades, en lo concerniente, quizás, al arraigo de lo que había que superar; no lo era en cuanto a la dificultad de traducir el resultado de ese esfuerzo en una doctrina democrática. El liberalismo tradicional estaba asociado orgánicamente con la situación que se buscaba cambiar. Las nuevas corrientes ideológico-políticas eran promovidas mediante una simplificación burocrática despegada de la realidad de la situación que se buscaba cambiar.


  La revisión crítica de la conceptualización leninista del imperialismo, reforzada esta por la consigna internacionalista de la revolución agraria antiimperialista, no solo significaba insurgir contra un cuerpo de doctrina interpretada y guardada por imperativos pontífices; sino también y sobre todo, cuestionar el contexto ideológico político de lo rechazado, llevando la crítica hasta los fundamentos del dogma por esos pontífices predicado y guardado. Los motivos de esta osadía no podían ser sino trabajar por la erradicación del atraso y la pobreza, y anhelar libertad. Las consecuencias no podían ser sino atreverse a idear nuevos términos de relacionamiento con el hasta entonces y por siempre detestado imperialismo. ¿Con el viejo o con el nuevo, según la distinción que en una ocasión pareció establecer Rómulo Betancourt? Concebirla, y llevarla a la práctica, la resultante de esa proeza ideológico-política, denominada la revolución democrática, requería la concepción –y la formulación como doctrina o como acción; o como la combinación de ambas– de una teoría del cambio social que fuese capaz de armonizar el legado liberal en materia de ejercicio de la libertad y de vigencia de los derechos del hombre, con un renovado enfoque de la convivencia social, cuyo referente era la socialdemocracia, en esos momentos asediada por las derivaciones totalitarias del humanismo marxista, en la otrora poderosa y hoy extinta Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), en la Alemania nacionalsocialista y en la Italia fascista. Al logro de estos altos objetivos dedicaron su vida los hombres ejemplares que aquí evoco: Rómulo Betancourt Bello y Luis Muñoz Marín.


  El uso del concepto de revolución por Rómulo Betancourt


  Vendría al caso explorar, aunque fuere de manera sumaria, los usos del término revolución que se hallan en la obra, teórica, política y práctica de Rómulo Betancourt; y también la eventual atingencia de esos términos a la experiencia histórica de otras sociedades. Trataré de hacerlo anteponiendo, a lo que diré, la comprobación de que Rómulo Betancourt demostró no haberse quedado estancado en el concepto marxista de revolución. Dejemos de lado el hecho de que él llegó a emplear la expresión revolución de medianoche, para referirse a los golpes de Estado; y de revolución caudillesca o revolución de montonera, para referirse a los alzamientos de caudillos. Veamos los usos más acordes con el enfoque ideológico-político que postuló y practicó.


  La revolución democrática antiimperialista


  En un artículo de prensa sobre Irán, publicado el 16 de agosto de 1952, el Rómulo Betancourt líder político que había sido consecuente partidario del Gran frente de la democracia contra el fascismo, denunció que «(...) Métodos coloniales de explotación, los tradicionales del imperialismo inglés de viejo cuño, fueron aplicados allí como en el resto de Asia (...)». ¿Sugeriría, al decir esto, que había un imperialismo de nuevo cuño; valdría decir renovado? De manera general, refiriéndose a los acontecimientos de ese país, concluyó que «(...) Está en juego una tesis: la de autodeterminación de los pueblos, la del derecho de las naciones débiles a ser rectoras de sus propios destinos. Es la tesis oficial de Occidente, que se esgrime frente a la vocación expansionista de Rusia Soviética y su tendencia a crearse una constelación de Estados satélites (...)». Por eso, sentenció, el caso de Irán «(...) Ha llegado a ser piedra de toque para poner a prueba la sinceridad y buena fe del frente occidental». La actualización de la postura antiimperialista, planteada en estos términos por Rómulo Betancourt había llevado a que su partido Acción Democrática ratificase, en Declaración de la Dirección Política Nacional, suscrita por su presidente, Rómulo Betancourt, de septiembre de 1952, que «(...) Nuestro compromiso con Venezuela, el de actuar como un partido conductor de la alianza de clases explotadas, para cumplimiento de la revolución democrática y antiimperialista, no iba a ser olvidado (...)». Determinación política que, se proclamó, figuraba entre los principios y tácticas reafirmados desde el momento mismo en que fue decretada la disolución del partido, el 7 de diciembre de 1948.


  Rómulo Betancourt presidente constitucional declaró, en una conferencia de prensa con periodistas norteamericanos, celebrada el 25 de enero de 1963: «(...) hay un sincero empeño de todos los colaboradores y mío para hacer en Venezuela un ensayo estable de gobierno democrático y con un sentido activo y militante de reforma social». Este objetivo marcaba la culminación de una etapa en la decantación ideológica de Rómulo Betancourt líder político, como lo fue la de la revolución agraria antiimperialista; y quizá un afinamiento de la subsiguiente revolución democrática antiimperialista. Pero no se trataba de un mero cambio conceptual o terminológico. Fue un hecho que el segundo apellido de la última de esas revoluciones se había trocado de antiimperialista en nacionalista; solo que atenuada esta última característica por la condición de ser democrático y venezolanista ese nacionalismo, reformulado tempranamente como nacionalismo defensivo. En suma, merece atención el recurso retórico de que se valió Rómulo Betancourt líder político para quitarle así la ponzoña al nacionalismo, condenado por el leninismo-estalinismo como reaccionario y guerrerista, además de ser contrario al muy predicado y engañador internacionalismo proletario.


  Una política nacional a la que Rómulo Betancourt atribuyó gran proyección fue la de reforma agraria. La valoración de su alcance esperado, tanto en lo social como en lo económico, no requiere gran esfuerzo demostrativo. Importa mucho, en cambio, atender a sus motivaciones no evidentes. Estas reconocen una raíz que tendía a desvanecerse en función de que avanzaba, en Rómulo Betancourt líder político, su proceso de decantación ideológica. Se trataba de la directriz política emanada de la III Internacional recogida en la consigna revolución agraria antiimperialista. El eco que inicialmente tuvo esa consigna en el pensamiento político de Rómulo Betancourt se avenía con su explicación de la dictadura, a la que durante su primer exilio combatía. Para él estuvo claro que si la dictadura se apoyaba en la alianza entre el imperialismo petrolero y el latifundismo caudillesco, combatir a este último significaba combatir también al primero. Pero la engañosa sencillez de esa consigna política, girada para uso del mundo subdesarrollado y semicolonial, no sobrevivió a la prueba de la Segunda Guerra Mundial y del menestrone ideológico –para usar el término tan del gusto de Rómulo Betancourt líder político–, cocinado para atender a la necesidad de combatir el nazi-fascismo.


  Estas consideraciones quizás ayuden a comprender la nueva fundamentación ideológica de la reforma agraria, ahora como instrumento para realizar la revolución democrática antiimperialista; la cual era entendida como el medio más eficaz para promover el cambio social –centrado en el rescate de la población rural de la miseria, el atraso y el abandono gubernamental–; impulsar el desarrollo económico, procurando la soberanía alimentaria; y, por estas vías, avanzar hacia la independencia económica; así compensando y relegando la entonces abrumadora dependencia respecto de la explotación del petróleo, generadora de la condición que él definía como dependencia semicolonial. Si esta concepción de la reforma agraria era de un alcance teórico que resultaba entonces nada fácil de formular, era aún menos fácil de aceptar por mentalidades imbuidas de un radicalismo ya tradicional, entonces y ahora contagiadas de fidelismo.


  Demostraba Rómulo Betancourt líder político ser consecuente con lo recomendado por él mismo en un Memorándum para el Buró Sindical de su partido, Acción Democrática, fechado en el 31 de diciembre de 1957, refiriéndose a sus relaciones con las organizaciones obreras norteamericanas AFL-CIO; y a la defensa por ellas asumida, ante el Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, de «(...) mi inconfundible posición de dirigente democrático, sin concomitancia de ninguna clase con los comunistas (...)». Dicho esto, sentenció: «(...) Nosotros no estamos obligados, como los comunistas y como los yancófobos profesionales, a estar atacando en todo momento a esa Cancillería. Somos fríamente objetivos y sabemos a donde vamos y lo que queremos (...) Que los criticones de pacotilla critiquen; que los eruptivos profesionales hipen. Allá ellos. Nosotros estamos creciditos. Sabemos que no somos, no hemos sido, ni seremos, cáuda [sic] de nadie. Pero que aprovechamos toda coyuntura propicia para actuar en defensa de los objetivos revolucionarios del Partido, que son los objetivos del pueblo venezolano». Sobraba decir que estos objetivos eran, en primer lugar, rescatarse del hambre, la desnutrición, las enfermedades endémicas, la miseria y el atraso; erradicando mediante ello el despotismo y la autocracia, para que pudiesen arraigar y desarrollarse la libertad y su fuente y garante la democracia.


  La revolución democrática como una verdadera revolución


  La importancia inmediata, y la significación a largo plazo, de las medidas de saneamiento gubernativo y administrativo, radicaban en que ellas debían cumplir papel fundamental, tanto en la puesta en marcha de la revolución democrática como en su culminación. Contribuirían a refutar la tesis de las «(...) fuerzas interesadas en que en Venezuela se haga una revolución distinta de la que estamos haciendo (...)». De esta manera, dijo Rómulo Betancourt presidente al país, el 26 de abril de 1960, con motivo de la asonada cuartelaria de San Cristóbal –ocurrida el 20–, sería posible confirmar el aserto de que:


  
    «(...) en Venezuela estamos haciendo una revolución. Es una revolución el haber triplicado el número de muchachos y de adolescentes que asisten a las escuelas. Es una revolución que en todo el país se están asentando campesinos en tierra suya. Es una revolución que los órganos crediticios del Estado estén prestando más dinero en un solo año del que se prestó en el último quinquenio. Es una revolución que se haya establecido la ética administrativa y que los gobernantes podamos presentarnos ante nuestros gobernados orgullosos de mantener nuestras manos limpias(...).»

  


  En suma, una revolución no sanguinaria, ¿pero también sin violencia? Quizás haya sido el más fecundo –y por lo mismo el más revolucionario– de los resultados de la decantación ideológica proseguida por Rómulo Betancourt, a lo largo de toda su vida histórica, el haber llegado a la convicción de que ninguna forma de violencia supera la ejercida por el hambre crónica, la precariedad existencial insuperable y el atraso universal; reinantes sobre los pueblos sumidos en la privación de su dignidad de seres humanos, representada por el sometimiento al despotismo.


  ¿Más sobre la meta de la revolución evolutiva?


  Estas posturas, decididamente revisionistas –según sus excompañeros de secta–, debían desembocar en la redefinición, por Rómulo Betancourt líder político, de conceptos mayores, como lo hizo al fraguar el concepto de la revolución evolutiva, para él sinónimo de la revolución democrática; propiciadora del concurso de las clases sociales en el proceso de transformación socioeconómica. No parece posible relacionar el concepto de la revolución evolutiva con el concepto de la revolución permanente, propugnada en la obra de León Trotski, así titulada, publicada en 1930, seguramente conocida por Rómulo Betancourt; puesto que, en su esencia, la concepción contenida en esa obra contempla la evolución democrática de la sociedad, bajo la dirección del proletariado, como instancia preparatoria de la revolución socialista. No he contado con indicios capaces de dar sustento a esta última idea, en el pensamiento político de Rómulo Betancourt; y no parece que su alta valoración política del movimiento sindical, recogida en su afirmación de que el partido y el movimiento sindical eran los dos pilares de la revolución democrática, compensase esa carencia.


  En la clausura de la Convención de Industriales, celebrada en Caracas el 31 de enero de 1961, Rómulo Betancourt se refirió al propósito de empresarios privados de enviar una misión a los Estados Unidos de América y Europa, bajo los auspicios y con la simpatía y el respaldo del Gobierno. La finalidad no sería solicitar créditos, «(...) Eso vendrá después (...)». Se trataría de plantear «(...) cuál es la situación real de Venezuela (...)», en cuanto a las favorables posibilidades económicas. Se esperaba que se precisaría:


  
    «(...) cómo nuestra situación interna es absoluta y totalmente diferente hoy, y lo será en lo futuro, de la situación de la hermana República de Cuba. No voy a calificar ese Gobierno. Pero sabido es el rumbo por él escogido, que consiste en la abolición de la propiedad privada en lo interno, y en lo externo en su franca ubicación dentro del bloque oriental, dentro del bloque constituido por la Unión Soviética, por China y por las llamadas democracias populares. En Venezuela existe un régimen que constitucionalmente respeta la propiedad privada, que va hacia la justicia social realizando una revolución evolutiva (y los términos no son excluyentes ni contradictorios), y un Gobierno que está franca y decididamente ubicado dentro del mundo de Occidente.»

  


  Experiencia esta que no se circunscribiría a Venezuela, dijo Rómulo Betancourt presidente al presidente de los Estados Unidos de América, John Fitzgerald Kennedy, en carta de 15 de marzo de 1961: «(...) cada día adquiere mayor fuerza la idea de que en la América Latina debe realizarse una revolución, mediante la reforma agraria y la incorporación a las ventajas económicas, sociales y culturales de la vida civilizada de los millones de gentes que viven hoy al margen de cuanto hace deseable la humana existencia. Esa revolución es perfectamente enmarcable dentro de normas de derecho y puede realizarse por métodos evolutivos (...)».


  Condiciones adversas a la prosecución de los objetivos de la revolución democrática o evolutiva


  En un marco lastrado por la presencia social y política de las tendencias autocráticas y dictatoriales tradicionales –históricamente reaccionarias, puesto que significaban la perduración ¿agudizada? del despotismo absolutista rechazado por la República–, la instauración de procedimientos democráticos suscitaba reservas, y hasta franca oposición, en diversos niveles de la escala social, movidos unos por intereses afectados; otros ¿todos? por atavismos espirituales y culturales. Entre estos atavismos sobresalían el regionalismo, el machismo y algo de fundamentalismo religioso, por no exagerar los efectos de la indeleble conciencia monárquica refugiada en figuras tales como las de el Hombre y el Jefe, rechazadas consecuentemente por Rómulo Betancourt.


  Situación fácilmente explicable en algunos casos; francamente desconcertante en otros, los factores adversos a la instauración de la República liberal democrática eran proclives a confabulaciones con las dictaduras americanas sobrevivientes, agentes negociadores y gestores criollos del imperialismo irredento, y representantes del comunismo estalinista.


  Creación de condiciones para el advenimiento del capitalismo moderno


  El establecimiento del régimen sociopolítico liberal democrático actualizado apuntaba hacia la creación de las condiciones necesarias para el advenimiento del capitalismo moderno, mediante la modernización de los factores de la producción, la promoción de la formación básica del mercado nacional y la generalización y consolidación del régimen social y jurídico de la propiedad privada.


  La reforma agraria, definida como integral, correlacionaba el elemental reparto de la propiedad de la tierra –entendido ahora como distribución y generalización de tal propiedad–, con la formación de una población rural de productores independientes; motivados, organizados y capacitados técnicamente, para transformar el medio rural en todos los aspectos necesarios para rescatar al impropiamente denominado campesinado, y que Rómulo Betancourt líder político veía como casi sobrevivientes. Dueño de su tierra, contribuyente al mejoramiento de su entorno, y con acceso al crédito, a la educación y al asesoramiento técnico, esa suerte de campesinado democrático ¿sería el embrión de una clase media rural como la de los kulaks, aborrecida por los dirigentes comunistas soviéticos y satanizada por sus novelistas-propagandistas?


  Viéndose acosado por el elevado desempleo y por la debilidad estructural de la economía, el régimen sociopolítico democrático actualizado retomó con mayor empeño la política de industrialización diversificada, diseñada y promovida por la República liberal democrática desde la fundación de la Corporación Venezolana de Fomento (CVF) el 29 de mayo de 1946. La presencia y el discurso de Rómulo Betancourt en las reuniones anuales de Fedecámaras, y particularmente en las de industriales, buscó persuadir a los empresarios de que el posible desarrollo de la empresa radicaba en la cooperación activa de los sectores público y privado; y en la modernización de las relaciones obrero-patronales; prédica que también llevó, consecuentemente, a las reuniones de trabajadores.


  Continuidad y evolución de la concepción del imperialismo en Rómulo Betancourt


  En suma, la implantación definitiva de la República liberal democrática debía llevarse a cabo enfrentando, simultáneamente, el imperialismo tradicional y el comunismo estalinista. Solo que mientras este último era un peligro que evitar, el primero era un mal por derrotar y con secuelas que erradicar. ¿Cómo pudo encarar estos retos ideológico-políticos una mentalidad como la de Rómulo Betancourt, formada primariamente al calor del humanismo marxista y de la concepción leninista del imperialismo? Vista la evolución de la formación marxista primaria de Rómulo Betancourt; ya en desarrollo la estrategia de retorno al poder, transformada en la de restablecer el régimen sociopolítico liberal democrático, renovado, y de consolidarlo y defenderlo, se imponía una revisión de la noción de imperialismo. Para comprenderla quizás ayude comentar brevemente las maneras como Rómulo Betancourt percibió el imperialismo. No me detendré a evaluar la fundamentación teórica atribuible a cada etapa de esa evolución; centraré mi atención en la línea evolutiva conceptual que marcó su secuencia, porque la creo pertinente al aspecto que nos ocupa.


  El imperialismo aprendido y el imperialismo observado


  Como punto de partida es dable diferenciar entre el imperialismo aprendido y el imperialismo observado. Rómulo Betancourt no había tenido contacto directo con el imperialismo moderno –y con la que fue, quizás, una de sus fases más reveladoras– hasta su virtual llegada a Venezuela en 1936. El imperialismo político y azucarero caribeño, y platanero centroamericano y colombiano, si bien exhibían una brutal explotación del trabajo local, tenían un carácter más comercial que industrial. Para enfrentar esa realidad elemental, solo estaba disponible la teoría del imperialismo elaborada por Lenin, en la cual pesaban, sobre todo, el desarrollo industrial, las rivalidades por mercados y la postulada como tendencia natural de ese régimen a dirimir las diferencias mediante la guerra.


  Influyó en el entonces emergente líder revolucionario Rómulo Betancourt el imperialismo evaluado en la perspectiva histórica latinoamericana. La descripción y denuncia de la explotación de los recursos naturales, sobre todo mineros; las condiciones en muchos casos infrahumanas de los trabajadores, y los conflictos y las guerras entre estados latinoamericanos, siempre atribuidos a la manipulación de los gobernantes por empresas en competencia por fuentes de materias primas o por mercados, contribuyeron a formar la conciencia antiimperialista de Rómulo Betancourt. ¿Las controversias fronterizas carecían de virtualidad histórica?


  El imperialismo soviético representó para Rómulo Betancourt una especie de tropezón en la vía de su decantación ideológica. Lo negó enfáticamente en el amanecer de esa que luego pasó a ser una rigurosa etapa de depuración ideológica. Cuando todavía reconoció en la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) de Stalin un Estado burocrático y despótico, al que sin embargo debían abonársele méritos sociales, el significado del pacto nazi-soviético, de la Cortina de Hierro y de la Guerra Fría le llevaron a extremos condenatorios de su expansionismo que culminaron con motivo de la crisis de los cohetes en Cuba, y de la agresión armada del fidelismo contra su concepción de la revolución democrática.


  Primer contacto directo con el imperialismo en Venezuela y su evolución pragmática


  El primer contacto directo de Rómulo Betancourt con el imperialismo en Venezuela perturbó profundamente su conciencia política, su espíritu patriótico y su sensibilidad. La vivencia de la precariedad ambiental y urbanística de los campos petroleros, y la percepción de la escandalosa relación deficitaria entre la riqueza producida y las miserables condiciones de vida de los trabajadores y demás pobladores de los centros petroleros, creaban condiciones solo comparables a las que resultaban de la incuria de los gobiernos de la República liberal autocrática y de su degradación dictatorial liberal regionalista.


  Como resultado del proceso de decantación ideológico-política, la valoración por Rómulo Betancourt de la presencia del imperialismo petrolero –norteamericano y angloholandés–, en Venezuela, evolucionó desde lo inmutable hacia lo pragmático. Ya como Presidente provisional, en 1947, su comprobación del profundo atraso en que vivía la sociedad venezolana, de las consecuencias de la crisis de subsistencia padecida durante la Segunda Guerra Mundial, y de la imposibilidad de pretender un desarrollo económico e industrial con los solos recursos nacionales, le llevaron a afinar su postura ante los Estados Unidos de América, marcando el comienzo de una revisión conceptual que tomó un definitivo carácter político durante la formulación de la estrategia de retorno al poder, realizada en las circunstancias de su tercer exilio. Siempre será posible preguntarse si tal demostración, riesgosa, de pragmatismo político, significó: ¿evolución o rectificación ideológico-política del inicialmente fervoroso militante antiimperialista Rómulo Betancourt? A favor de lo primero puede alegarse su sostenido fervor anticolonialista; a favor de lo segundo, su no menos militante ruptura con el comunismo expansionista.


  En este cuadro se advierten los efectos de la concepción del universalismo de la democracia como un enfoque previsor. Nunca adoptó Rómulo Betancourt una postura limitadamente nacional de la democracia; y pronto tampoco meramente política. Cultivó siempre el universalismo de la democracia, tanto en su cobertura social como en su correlación internacional. ¿Un enfoque previsor? ¿La democracia no podría realizarse en un solo país, como lo predicaba Trotsky respecto del socialismo; y lo pretendía a contrario Stalin con la patria socialista soviética? ¿O, simplemente, la consideraba una suerte de panacea para los males ancestrales de sociedades como la venezolana; males cuyos efectos había padecido directamente a partir de la cárcel y durante su primer exilio; lo que le abría de par en par las puertas hacia la socialdemocracia?


  Rómulo Betancourt siempre tuvo claro que, en primer lugar, la democracia debía llevar a la sociedad hacia la erradicación del caudillismo, en todos sus matices; sin establecer diferencias fundamentales entre los que mandaban y los que aspiraban a mandar; ninguno a gobernar civilizadamente. El único antídoto contra lo que el caudillismo representaba como permanente amenaza de despotismo absolutista contra la libertad, habría de ser el pleno ejercicio de la soberanía popular, fundamento necesario de la democracia entendida como régimen sociopolítico genuinamente republicano.


  El uso del concepto de absolutismo aplicado al caudillismo genérico suscitaba una interesante cuestión de significado de la dinámica de continuidad y ruptura respecto del caudillismo absolutista colonial. ¿Era el caudillismo, en esencia, en el colonial vigencia, y en el republicano supervivencia de la conciencia monárquica? Desde este punto de vista, ¿cabía establecer diferencias esenciales entre el restaurador del nexo colonial en 1814, José Tomás Boves, y los caudillos de todos los tiempos de la República? Lo que llevaba a plantearse el nexo entre el caudillismo atávico y su correlativo, el personalismo republicano, muy certeramente representado por la figura-puente decimonónica del doctor y general.


  La democracia como requisito para el desarrollo socioeconómico


  El ejercicio de la democracia también fue visto por Rómulo Betancourt como requisito para el desarrollo económico y el fomento del bienestar de la sociedad. Para él la instauración del régimen sociopolítico liberal democrático, actualizado, habría de significar la creación de las condiciones requeridas para combatir y erradicar, definitivamente, los ancestrales atraso y pobreza. Para este propósito era necesario activar tres poderosos resortes.


  Generalizar y expandir la educación en todos sus niveles, canalizando así la difusión y el arraigo de los valores democráticos en toda la sociedad, era requisito para que se crease una opinión pública informada y políticamente alerta; capaz, por lo mismo, de brindarle a la República liberal democrática el respaldo de una opinión pública consciente de sus derechos y de sus deberes; valía decir, plenamente capacitada para el ejercicio responsable de la soberanía popular.


  Impulsar el sector privado de la economía, estimulando el espíritu empresarial y el desarrollo de la creatividad, propiciaría la maduración de una burguesía nacional capaz de contribuir a la formación de una economía nacional diversificada, generadora de empleo y contribuyente a la política dirigida a sustraer esa economía del dominante condicionamiento petrolero.


  La generalización de la propiedad privada, mediante la distribución controlada de la propiedad de la tierra, iría asociada al disfrute de la libertad y a la erradicación del despotismo, en una sociedad de ciudadanos en la cual no fuese abrumadora la brecha existente entre la sociedad urbana y la rural, en lo concerniente al acceso a los bienes de la civilización.


  La fundación de la República liberal democrática y la transformación de la sociedad


  Las políticas conducentes al logro de estos objetivos significarían la transformación de las dimensiones político-organizativas de la sociedad, potenciando su aptitud para avanzar en la implantación definitiva de la República liberal democrática, y del funcionamiento del correspondiente régimen sociopolítico. En síntesis, se operaría una reformulación de la estructura de poder interna de la sociedad, que generaría signos de acelerado desarrollo.


  Al volverse, por su esfuerzo, una sociedad democráticamente institucionalizada, la venezolana se transformaría en una genuina sociedad de ciudadanos; es decir una en la cual los derechos humanos y los derechos políticos del individuo estarían garantizados y protegidos por las instituciones; y amparados por el desempeño responsable del Poder Público, subordinado al ejercicio, fundamental y permanente, de la soberanía popular.


  Una sociedad organizada, en partidos políticos, sindicatos y organizaciones gremiales, dejaría de ser una masa amorfa, puesta a la merced de regímenes como el representado por la República liberal autocrática y su fase degenerativa la dictadura liberal regionalista.


  La ejemplaridad de un transformador social


  En la promoción de la implantación de la República liberal democrática, Rómulo Betancourt practicó y ejemplificó, con su vida histórica, la reafirmación heroica de la concepción pedagógica democrática del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público.


  Hizo de la alternabilidad republicana el paso perfeccionador del régimen sociopolítico democrático liberal. Desde muy temprano se había pronunciado contra el continuismo, denunciándolo como una vía para el personalismo y la dictadura. La figura constitucional de la no reelección, por él promovida y demostrada, dejó definitivamente sentada su determinación democrática. Su negativa de retornar al desempeño del Poder Público refrendó esa determinación, animada por la convicción de que la República así edificada no necesitaría tutores.


  PARTE XII.

  La personalidad histórica de Rómulo Betancourt: el balance historiográfico y el de sí mismo


  Pero los motivos y los propósitos reales en los sucesos no son con frecuencia los que se presumen en las historias que simplemente los exaltan. Los partícipes en un acontecimiento también, con frecuencia, van descubriéndose a sí mismos, en un impulso no limitado por los ocasionales motivos de su rebeldía. O bien es el adversario quien consagra el significado de ella.


  MANUEL CALVILLO, «Prólogo». Servando Teresa de Mier,

  Cartas de un americano. 1811-1812, p. 12


  Esta organización hará historia. Y llegará la hora –lo digo sin jactancia, con una profunda convicción– en que se reconozca cómo no ha habido en nuestra vida social, después de la gesta militar de la Independencia, nada comparable a la gesta civil cumplida por este partido.


  «Actividades del Partido Acción Democrática». Diario Ahora, 5 de septiembre de 1941.

  Rómulo Betancourt. Antología política, 1936-1941, vol. II, p. 572


  Y tú serás siempre, siempre, el foco de convergencia de los impulsos de la hidra retoñada.


  Carta de VALMORE RODRÍGUEZ. Nueva York, 19 de diciembre de 1952.

  Rómulo Betancourt. Antología política, 1958-1952, vol. V, p. 667


  Me ha parecido realista y coincidente con tu ideología la posición asumida frente a la cuestión comunista. Ser claro y decir que nada se quiere con esa gente, sumisa a la consigna importada, es un deber hacia nuestros pueblos. Otros adoptan una posición en ese sentido por oportunismo internacional. Pero allá ellos con su actitud: la nuéstra [sic] es ótra [sic]. En ese aspecto, mi experiencia de gobernante es muy significativa. Habíamos peleado durante más de quince años con los comunistas, y el pleito continuó cuando llegamos al gobierno. Hubo una especie de división del trabajo: la derecha reaccionaria minaba sectores del ejercito [sic], para empujarlos a la subversión; y los comunistas hacían cuanto estaba en sus manos para quebrantar la fé del pueblo en su gobierno.


  Carta de RÓMULO BETANCOURT a Ramón Villeda Morales, recién electo Presidente de Honduras, de 20 de octubre de 1954


  La de Rómulo Betancourt fue una vida histórica agitada, hasta el punto de que probablemente resulte difícil hallar en ella espacios carentes de relevancia. La diversidad y la intensidad de las situaciones que atravesó obligan a tamizar esa vida, aplicando un sentido histórico crítico que pueda separar lo altamente significativo de lo menos altamente significativo; si es que tal formulación resulta admisible para el lector crítico.


  Al tratar de la significación histórica de Rómulo Betancourt debe tenerse presente que su legado se corresponde con la valoración de su personalidad histórica, por cuanto en él se halla sintetizada la trayectoria de quien, venciéndose a sí mismo, y superando toda suerte de obstáculos, ha llegado a merecer que se le denomine Padre de la democracia moderna venezolana. Es oportuno subrayar, sin embargo, que la perdurabilidad de ese legado sobrepasa la significación de un acto fundacional. Su alcance persiste como término histórico referencial, y como fuente de inspiración, de posiciones ideológicas y políticas vigentes.


  En esta condición se manifiesta el hecho de que tal legado resulte del enfoque crítico de las ideologías; del ejercicio creativo y pedagógico de la política y del desempeño del Poder Público; y de la concepción creadora de objetivos. Estos fueron servidos por una conducta de líder, dirigente y estadista, que mantuvo el rumbo hacia las más altas metas. Lo hizo en función de la genuina vivencia del patriotismo; entendida esa vivencia como consagración a la instauración de la libertad y a la procuración del bienestar democrático integral de la sociedad venezolana, con especial cuidado por sus sectores hasta entonces dramáticamente marginados.


  El legado histórico de Rómulo Betancourt, líder, dirigente y estadista


  El legado histórico de Rómulo Betancourt, como líder, dirigente y estadista, cabe apreciarlo atendiendo a tres constantes de su personalidad histórica; y a la conjunción de ellas. Fueron: la ruptura creativa con tendencias y prácticas sociopolíticas, establecidas o en trance de serlo; el cumplimiento ejemplarizante de la dirección partidista; y la práctica de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público. La acción de esas constantes confluyó en una concepción programática de la democracia moderna para Venezuela; en la formulación de una estrategia para llevarla a su realización; en la formación del aparato partidista requerido para ello; y en la determinación ejemplarizante de estimular al pueblo para que realizase el rescate de sí mismo y de sus valores. En suma, en el diseño y aplicación de estrategias y tácticas eficaces que pusieron en marcha la que su autor denominó la revolución democrática y también la revolución evolutiva.


  La comprensión histórica del legado así conformado, obliga a ubicarlo en un contexto sociocultural y político que generó dos determinantes básicas de la percepción, por Rómulo Betancourt, del escenario en el cual se desarrolló lo fundamental de su actuación histórica. La primera de esas determinantes fue la escasez, no menos que la precariedad, de la información relativa a ese escenario, de que dispuso, casi hasta mediados de la década de 1940; y luego, desde 1948 hasta 1958. La casi ausencia de estadísticas, y el monopolio gubernamental de la muy cuestionable disponible, afectaron necesariamente su percepción de la realidad de los procesos, particularmente de los de orden socioeconómico, amén de los de naturaleza política. Hasta el punto de que su toma de decisiones refleja una fuerte dosis de inspiración programática. La segunda determinante nacía del hecho de que su intelecto, empeñado en el esfuerzo de percepción de lo real, libró una esforzadísima lucha por enriquecerse científica y culturalmente; y por actualizar críticamente su forzado empirismo. ¿Quizás fuese esto último el resorte, secreto y eficaz, de la creatividad crítica de Rómulo Betancourt? En suma, un conjunto de factores que parecen restar viabilidad a la posibilidad de aplicar los criterios de acierto y desacierto, a la valoración de la actuación histórica de un hombre que tuvo que hacer más preguntas a su experiencia personal y a la Historia, que al saber científico sistematizado y al conocimiento fáctico de la realidad por él primordialmente considerada.


  El propósito de romper con tendencias y prácticas sociopolíticas establecidas había servido de coartada para el ejercicio de modalidades más o menos ilustradas de autocracia. Quizás haya sido la personificada por el Gral. Antonio Guzmán Blanco la más representativa de ellas. Procuró implantar, de manera autoritaria, medidas y disposiciones tendientes a liberalizar y modernizar la sociedad. Dadas sus precedentes referencias escritas a la democracia, parecería posible atribuirle al general participación en la formulación del Decreto de Garantías, dictado por el Gral. Juan Crisóstomo Falcón, el 18 de agosto de 1863, cuyo único considerando no se halla muy distante de los postulados fundacionales de la República liberal democrática[14].


  La diferencia, insalvable, entre ambas expresiones de inspiración democrática, radica en que al Decreto de Garantías le siguió una suerte de actualización principista de la ya instalada República liberal autocrática. Esta fue llevada a su más alto nivel de formalidad, antes de naufragar en la dictadura liberal regionalista, sembrada por el Gral. Cipriano Castro. Representando un radical contraste, la dedicación de Rómulo Betancourt a la democracia moderna fue regida por su concepción pedagógica de la política y del desempeño del Poder Público, practicada en la formación de un partido político y en la dotación democrática básica de una sociedad que estaba configurada, en el momento cuando él hizo su ingreso consciente a la vida política, con arreglo a patrones de generalizado y arraigado atraso sociopolítico, manifiestos en el autoritarismo de las autoridades y el sometimiento de los ciudadanos. En este doloroso resultado habían operado y seguían haciéndolo, confabulados y confundidos, el latifundismo y el militarismo, integrados en el caudillismo. Contra este enemigo inmediato de la democracia moderna apuntó sus baterías Rómulo Betancourt, librando una lucha decidida, hasta el punto de que su acción política se halla vinculada con la erradicación de esa plaga.


  Condicionando estos empeños corre, como criterio diferenciador respecto de un pasado que tendía a perpetuarse, la formulación y práctica de una nueva ética política: la concebida para la República liberal democrática. Esta ética política alienta propósitos fundamentales y específicos. En primer lugar, y como escenario indispensable para el disfrute de la libertad, estipula el compromiso de erradicar el ejercicio arbitrario, y jurídicamente irresponsable, del Poder Público. En segundo lugar, cuida de la legitimidad del fundamento legal del Poder Público, aboliendo el principio de autoridad y el denominado jefecivilismo. En tercer lugar, practica el ejercicio transparente del Poder público, mediante la consulta a la opinión pública libre, valorada como consubstancial con el ejercicio de la Soberanía popular, en la formación del Poder Público. En cuarto lugar, monta celosa guarda de la institucionalidad democrática en las instancias de la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público. Y en quinto lugar, sitúa la responsabilidad política y personal del gobernante como base de su obligada ejemplaridad ciudadana; quedando claro que el ordenamiento de estos enunciados no significa precedencia ni ubicación jerárquica, sino desagrega su orgánica interrelación.


  La enseñanza de la democracia, así concebida éticamente, la promovió Rómulo Betancourt en el ámbito de una inspirada confianza: la de que la vocación democrática esencial del pueblo venezolano aguardaba la oportunidad de manifestarse. Al promover la apertura de la estructura de poder interna de la sociedad, dando culminación a las ancestrales luchas de pardos y exesclavos por la igualdad; y abriendo camino a la participación política plena de la mujer, los analfabetos y los jóvenes mayores de dieciocho años, sentó las bases de la que está en camino de ser una sociedad genuinamente democrática. A tales propósitos respondió el comportamiento político de Rómulo Betancourt desde su ejercicio y desempeño del Poder Público, en el lapso 1945-1948, primero como Presidente de la Junta Revolucionaria de Gobierno y luego como Presidente provisional de la República.


  Su segundo desempeño del Poder Público, en el lapso 1959-1964, reflejó la circunstancia de que no le fue posible gobernar con arreglo pleno a los valores que plantó en su primer desempeño de ese poder. Vistos los hechos a razonable distancia histórica, Rómulo Betancourt comprendió que su papel ya no sería el de contribuir a implantar la democracia moderna, sino el de reinstaurarla actualizándola; y, sobre todo, el de defenderla y consolidarla. Mas su propósito fundamental siempre fue establecer, firmemente, la democracia, retomando el curso que el rebrote del militarismo tradicional había interrumpido, bajo el amparo de los implacables dictados de la surgente Guerra Fría, en 1948. La certidumbre de que ello requería que se reanudase y desarrollase la institucionalización de la vida política hizo que se mantuviese abierta la puerta a la participación política, subordinándola a la renuncia de la violencia, incluso de los más tenaces adversarios y enconados enemigos de la República liberal democrática, entonces en vías de ser reinstaurada.


  Fue planteado un gran reto a los principios largamente madurados y lealmente propagados por Rómulo Betancourt. De allí que él actuara, con expresa y reiterada determinación, enfrentado la confabulación tramada por el militarismo tradicional –primero revestido de una suerte de nacionalismo desarrollista– y la subversión y el terrorismo guerrillero. Aislada del grueso de la sociedad, pero fuerte de la intervención del gobierno fidelista –llevada hasta la incursión armada directa de fuerzas integradas por guerrilleros venezolanos y militares activos cubanos, en territorio venezolano–, esa coalición contó con hallar ventaja en un medio social golpeado por adversas condiciones económicas, el desempleo y el pesado lastre fiscal dejado por la dictadura. La estrategia seguida por el Gobierno democrático, para enfrentar semejante fuerza colecticia, probó su eficacia en el hecho de que ella fue derrotada políticamente, además de serlo en lo militar y policial.


  Esta experiencia justificó la convicción de Rómulo Betancourt de que debía consolidarse la democracia, desalentándose la eventual repetición de confabulaciones de civiles y militares como aquellas en las que él mismo participó, en 1928 y en 1945, para derrocar la dictadura liberal regionalista. El denominado Pacto de Puntofijo, condenado por los autoexcluidos de entonces; y desvirtuado por una lectura política sesgada de su primordial propósito –al igual que la dada al Programa mínimo conjunto de gobierno al que ese pacto dio base política–, fueron concebidos y concertados para contrariar la alianza del militarismo tradicional con civiles organizados que le sirviesen de mampara, cual sucedió en las asonadas militares, históricamente reaccionarias –por cuanto insurgieron contra un régimen legal y legítimamente constituido–, ocurridas en Carúpano y Puerto Cabello. En suma, un conjunto de acechanzas que le obligaron a renunciar a su aspiración de que reinase una normal convivencia democrática.


  La honestidad política y la pulcritud administrativa, como normas de gobierno institucionalizadas, resultaban de la combinación de la honestidad personal con la legalidad en la formación del Poder Público; y con la legitimidad jurídico-ética en el desempeño y la finalidad del mismo. Este poderoso conjunto de determinantes se expresaba en el respeto de la opinión pública, en sus diversas manifestaciones, que formaban una gama en la que se combinaban la libertad de expresión y la libre participación comicial; en la vigilancia antipeculado, como compromiso personal y como precepto del recto funcionamiento de la Administración Pública; y en el sentido democrático de la rendición de cuentas ante la sociedad, en sus varios niveles y ante los diversos sectores, sociales y profesionales; no solo ante las instancias constitucionales.


  En dos áreas fue sobresaliente el respeto de la opinión pública. Una fue la ampliación del universo electoral, reconociéndole sus derechos políticos a la mujer, y extendiéndolos a los analfabetos y a los mayores de dieciocho años. Al completarse, de esta manera, la sociedad republicana venezolana, la noción de opinión pública adquirió, por primera vez, pleno sentido. Hasta 1946 la representación de la misma estuvo restringida a los varones mayores de veintiún años que supieran leer y escribir. Pero, sobre todo, y esta es la segunda área de respeto a la opinión pública, por primera vez en nuestra historia la opinión pública dejó de ser solo una actitud social para volverse fuerza determinante, mediante el ejercicio universal, directo y secreto del sufragio, practicado en libertad y regido autónomamente; al mismo tiempo que era canalizada por partidos políticos organizados de alcance nacional.


  La Venezuela de 1945, que era la de siempre, como solía decirse, en lo tocante al inescrupuloso manejo de la Hacienda pública; y con particular discrecionalidad en la ejecución del Presupuesto nacional, parecía condenada a perecer aquejada del cáncer del peculado. Una sociedad depauperada y carente de elementales servicios, veía cómo los encargados de administrar la denominada cosa pública hacían de esta su personal patrimonio. El dicho popular de la época reflejaba, a la vez, las carencias de la sociedad y el hartazgo de los saqueadores del fisco, satirizando la práctica del peculado con la pintoresca denominación de comerse un queso. Rómulo Betancourt enfrentó este ya hábito de los gobernantes, en todas la escala del Poder Público, mediante una conducta personal en la que ni siquiera sus más enconados enemigos han podido sorprender actos de inconsecuencia; y mediante severas disposiciones administrativas y actuaciones judiciales abiertas a la opinión pública; al igual que mediante la ya referida rendición de cuentas ante la sociedad, además de ante las instancias constitucionales.


  Pero tal rendición de cuentas desbordó lo administrativo. Se convirtió en comparecencia política ante las más diversas audiencias, con arreglo a la franca exposición, respecto de la Administración Pública, sobre lo necesario, lo posible y lo no posible. Este fue un lenguaje nuevo, no solo en su empleo público sino, sobre todo, en el grado de credibilidad que suscitaba en el auditorio. El ciudadano no se sentía expuesto a la hueca retórica patriotera; ni al carnaval de promesas de imposible cumplimiento; si era que en algún momento quienes lo jugaban habían pensado sobrepasar la demagogia apaciguadora y políticamente rentable.


  Concebir el ejercicio de la política, y el desempeño de las labores de gobierno, como una incesante siembra de principios, significaba desenvolverse, bajo los dictados de la difícil dialéctica de continuidad y ruptura, en la propia observancia de tales principios. Hacerlo en un medio regido por la libre opinión pública, de expresión y comicial, significaba someter a permanente escrutinio las facultades del liderazgo, practicado como función social y como deber político libremente asumido. Sobre todo, teniendo el coraje de hacerlo con el solo escudo de la sinceridad vital y política, manifiesta en la actitud abierta ante la crítica; y en la constante disposición para el reconocimiento de errores políticos y conceptuales. El temple de ese escudo solo podía ser resultado de la austeridad privada, como patrón de conducta pública; y de la capacidad persuasiva, nutrida del horror a la demagogia.


  Los venezolanos habíamos perdido hasta el recuerdo de la renombrada austeridad republicana; si es que alguna vez esta había expresado otra cosa que escasez de recursos y de medios. Los juicios de responsabilidad civil y administrativa, incoados a varias decenas de representantes de la dictadura liberal regionalista, revelaron ante la opinión pública la largueza y hasta la desfachatez con que funcionarios se aprovecharon de la cosa pública, engrosando su peculio privado. Rómulo Betancourt llegó, en cambio, ¡hasta a informar públicamente sobre el modesto costo de su gira presidencial de solidaridad democrática por América Central y México, en 1946!


  Proclamar, persistentemente, la franqueza como precepto rector de la acción y la palabra, no es terreno propicio para la práctica solapada de la demagogia. Menos lo es el rendir cuentas públicas, como se ha dicho, sobre la base de lo necesario, lo posible y lo no posible, en materia de gestión gubernamental. Pero menos aún se aviene la demagogia con la concepción y la práctica pedagógicas de la política y de la gestión gubernativa. Rómulo Betancourt asumió todos estos compromisos éticos, y dejó probada su voluntad de honrarlos.


  Otro fue el caso en lo concerniente a los principios, cuya vigencia se halla ineludiblemente condicionada por situaciones impredecibles, como sucedió durante el gobierno constitucional, coaligado, de Rómulo Betancourt presidente. Sometido a los rigores de la Guerra Fría y al perturbador impacto de la que nació como la Revolución cubana, ese Gobierno vio generarse situaciones cuyo enfrentamiento arrojó un déficit considerable del ejercicio democrático, en aspectos básicos de los derechos políticos y humanos. Eventualidad para la que se había preparado durante su tercer exilio, al entrever la necesidad de un cambio de conducta, sobre el cual escribió el 19 de junio de 1956 a Carlos Canache Mata:


  
    «Me dice Ud. en su carta algo absolutamente cierto: «Nos queda, eso sí, la permanente lección de no incurrir alguna otra vez en la ingenua tolerancia con los conspiradores y enemigos de la democracia, en esa misma tolerancia que causó la caída de la República española». Estoy plenamente identificado con ese criterio. Alguna vez me pronuncié desde el gobierno contra la «democracia bobalicona»; y con gran asombro de Jóvito [Villalba Gutiérrez], hablando en [como] profesor de Derecho Constitucional, dije en otra oportunidad «que se garantizarían todos los derechos, menos el de conspirar» (...).»

  


  Sabía, por consiguiente, a lo que se exponía. No obstante, dio reiteradas pruebas de entereza al poner a un lado la que en esa vez denominó la democracia bobalicona, y con ello atraer la censura de quienes al pronunciarla daban prueba, entre otras deficiencias, de no haber siquiera entrevisto las más altas cumbres de nuestra historia republicana.


  Los diversos aspectos e instancias del legado histórico de Rómulo Betancourt confluyeron en la práctica de una ética republicana, en la que la intolerancia con las transgresiones a la misma debía regir en todos los ámbitos, desde el de su vida privada hasta el del ejercicio de la política y el desempeño del Poder Público, por sí y por colaboradores políticos y funcionarios. El celo ético de esta manera practicado adquiere especial relevancia al proveer los recursos argumentales para dilucidar cargos de ligereza ideológico-política, o de oportunismo, formulados por adversarios y enemigos.


  ***


  En la acción histórica de Rómulo Betancourt, en sus dimensiones ética y política –entendida la primera también en su proyección moral; y la segunda igualmente en su proyección pedagógica– se advierte consubstancialidad en un grado tal, y de manera tan relevante, que lo hacen sobresalir de entre los dirigentes civiles republicanos venezolanos. Hasta el punto de que se le puede reconocer un alto grado de ejemplaridad, si no también de singularidad. Para fundamentar esta última aseveración es posible invocar tres principios, si así cabe denominarlos, destilados a través de mi experiencia de historiador, ya algo prolongada.


  El primer principio, recoge la casi perogrullesca comprobación de que nadie es grande impunemente. El ser objeto, a un tiempo, de grados extremos de admiración y de diatriba, es signo de normalidad en la grandeza. Quizás por la dificultad valorativa que esto genera, se suele dejar el asunto en manos de historiadores.


  El segundo principio recoge una comprobación que, desde muy temprano, impregna el legado de Plutarco, Suetonio y otros. Consiste en que el ejercicio del poder genera, necesariamente, servidumbres. Una de estas, y ciertamente no la menos pesada, consiste en que la práctica de los principios proclamados y observados desemboca –en algún momento, instancia o grado; y, aunque ello parezca paradójico– en tener que violarlos, no ya para preservarlos sino incluso para promover su vigencia y proteger su observancia. Admito que de esta comprobación sale maltrecha la moral común, como admito que el solo intentar comprenderla requiere aplicarle una dosis, alta y escurridiza, de sentido histórico.


  Sobre el tercer principio confieso que me cuesta invocarlo, porque hacerlo me llevará a incurrir en la esclavización a la romana, a que es sometido, en estos tristes tiempos, el pensamiento de Simón Bolívar (recuérdese aquello, referido al esclavo en Roma, de uso, disfrute y abuso). Es el caso al invocar la lección que él impartió al Dr. Don Salvador Jiménez, obispo de Popayán, el 10 de junio de 1822:


  
    «(...) La historia que enseña todas las cosas, ofrece maravillosos ejemplos de la grande veneración que han inspirado en todos tiempos los varones fuertes que, sobreponiéndose a todos los riesgos, han mantenido la dignidad de su carácter delante de los más fieros conquistadores, y aun pisando los umbrales del templo de la muerte. Yo soy el primero, Ilustrísimo señor, en tributar mi entusiasmo a todos los personajes célebres que han llenado así su carrera hasta el término que les ha señalado la Providencia. Pero yo no sé si todos los hombres pueden entrar en la misma línea de conducta sobre una base diferente. El mundo es uno, la religión otra. El heroísmo profano no es siempre el heroísmo de la virtud y de la religión: un guerrero generoso, atrevido y temerario es el contraste más elocuente con un pastor de almas [cursivas nuestras](...)[15].»

  


  Alegadas estas consideraciones, parece posible hacer resaltar ciertos rasgos de la consubstanciación de valores que vengo sugiriendo desde el comienzo de este capítulo. Hago valer para ello la convicción de que también me estoy refiriendo a un guerrero generoso, atrevido y temerario, que dio pruebas de tenacidad creativa en la que he denominado la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia.


  Pero adelantadas estas razones, y apuntadas tales comprobaciones, queda por resolver una cuestión que condiciona todo lo dicho. Ella es la dificultad de determinar en qué momentos de la vida política e intelectual de un personaje histórico es procedente apreciar su ejercicio de criterios y valores, con el fin de sacar balance de su respeto; sabiéndose que tanto los criterios como los valores se hallan necesariamente expuestos a la acción de constantes de la condición humana que no son ajenas a determinantes tales como la edad del personaje, su experiencia adquirida y las circunstancias, permanentes y/o específicas, en que hubo de desenvolverse. Ante este complejo de condicionantes se cae fácilmente en la tentación de refugiarse en una suerte de abstracción, basada en la suposición de alguno de esos absolutos que suelen acompañar la palabra siempre. Pero ocurre que la Historia detesta los absolutos, si bien teme igualmente la elástica relatividad y aborrece el acomodaticio si condicional.


  Probablemente por estas razones concedo particular importancia al prólogo de la segunda edición de Venezuela, política y petróleo, fechado por su autor en Berna, el 18 de diciembre de 1967. Cabe pensar que al escribirlo, Rómulo Betancourt quiso acercarse al significado y el valor histórico perdurables de su vida. Para eso recurrió a una traslación de significados, y habló de pueblos y naciones cuando, quizás con más propiedad, pudo haber hablado de hombres. Veamos si esto tiene fundamento. Escribió:


  
    «(...) La historia de los pueblos no sigue una línea recta, como en las modernas autopistas. El proceso evolutivo de las naciones se realiza en zig-zag, con caídas y recuperaciones. Lo que importa es señalar el carácter positivo o negativo, lo que se avanzó o se retrocedió, en cada etapa del devenir de un país, y procurar que no se repitan los errores y faltas que lo hicieron retroceder hacia el pasado cuando ya estaba enrumbado por la buen vía de la democracia política y de la reforma socia[16].»

  


  Me pregunto qué ocurriría si damos otra lectura a este mismo párrafo; si la hacemos de la siguiente manera:


  
    «(...) La historia de los hombres no sigue una línea recta, como en las modernas autopistas. El proceso evolutivo de los hombres se realiza en zig-zag, con caídas y recuperaciones. Lo que importa es señalar el carácter positivo o negativo, lo que avanzaron o retrocedieron, en cada etapa del devenir de su actuación, y procurar no repetir los errores y faltas que les hicieron retroceder hacia el pasado cuando ya estaban enrumbados por la buena vía de la democracia política y de la reforma social.»

  


  Lo que acabo de proponer no es un juego retórico. Quise someter a consideración del lector la cuestión de método que es central en el tema que nos ocupa. Y tal es valorar en qué grado la vulnerabilidad de la actuación política, ante las circunstancias, ya señaladas, se extiende desde el campo de la ética política a la moral personal, y viceversa. Sería una fácil salida el separar ambos campos, y asignarle a cada uno poco menos que plena autonomía. Pero el problema es que tratándose de Rómulo Betancourt, ambas esferas, la de lo ético y la de lo moral, están tramadas, tanto en lo personal como en lo político.


  ***


  Sentados estos criterios básicos, resulta pertinente examinar, si bien sumariamente, algunas manifestaciones sobresalientes de esta intrincada cuestión historiográfica, que creo pertinentes a la naturaleza de este estudio; en la medida en que obedece al propósito de proponerle al lector el planteamiento, que se pretende estructurado, de un tema de reflexión.


  Parece comprobado que la primera instancia del ciclo histórico de Rómulo Betancourt consistió en su determinación de vencerse a sí mismo, en lo espiritual y lo humano, depurando su carácter y enriqueciendo su formación intelectual, a la vez que procurando decantarse en lo ideológico. Partió de la toma de conciencia de su déficit formativo, en lo concerniente a la conducta personal, al bagaje cultural y a la carga ideológica; déficit que le era necesario cubrir para ponerse en condiciones de encaminarse hacia el liderazgo, concebido este como la resultante de un sostenido esfuerzo de capacitación para cumplir una misión que debía superar, creativamente, lo tradicional; al igual que desbordar lo inmediato.


  El vencerse a sí mismo habría de partir del rediseño de la conducta personal. Sobre la base de la disciplina vital, era necesario formarse hábitos de laboriosidad, de autocontrol ético y de activa solidaridad, aun en medio de circunstancias no solo poco propicias sino, en ocasiones, hasta dramáticamente adversas. La disciplina vital debía resultar de la valoración autocrítica de la propia personalidad. Habría de conducir al cultivo de una línea de conducta personal, auspiciosa del propósito de liderazgo, tempranamente concebido y osadamente asumido. Esa línea de conducta serviría de escudo ante los efluvios psicológicos adversos del exilio y la pobreza. Tal grado de disciplina vital habría de manifestarse en áreas bien definidas. La laboriosidad debía traducir un permanente estado de alerta ante el tedio, la ociosidad, el desaliento y aun la depresión, que suelen acechar al exiliado. El autocontrol ético debía llevarle a esforzarse en la superación de flaquezas humanas; y a sustentar con ello una clara fijación de metas cuyo logro requeriría celo ético. La solidaridad, entrevista como igualdad activa, propiciatoria del liderazgo, se hallaba presente en la relación, solícita y orientadora, con sus llamados Hermanitos y otros exiliados.


  En función de estas normas de conducta emprendió Rómulo Betancourt la depuración de su formación intelectual. Para ello le era necesario aumentar y enriquecer su bagaje inicial, mediante una intensa, sostenida y diversificada labor autodidacta; no circunscrita a lo político y lo económico; ni al teatro social inmediato. Habría de ser teniendo como eje el cultivo del conocimiento histórico, con el consiguiente desarrollo del sentido histórico. Este empeño se manifestó en áreas concomitantes que habrían de hacerle desembocar en la madurez intelectual. La depuración de la personalidad intelectual debía resultar del debate entre el fondo liberal tradicional y el materialismo marxista. A su vez, esto último requería evolucionar desde una aproximación literaria a lo real, hacia un acercamiento fáctico a lo real, partiendo de una básica formación escolar e incipiente universitaria. De esta experiencia sacó una contundente conclusión: «(...) En nuestro tiempo son más convincentes los hechos escuetamente expuestos y las cifras esclarecedoras que los denuestos latigueantes utilizados en sus obras por un Montalvo [Juan], un Rufino Blanco Fombona o un José Rafael Pocaterra»[17].


  En medio de la insuperable precariedad de recursos materiales, la vía a seguir no podía haber sido sino la de la formación autodidacta. Lo que, probablemente, le llevó a emitir un juicio sobre la formación académica, que parece inspirado en los desahogos antiacadémicos de José Carlos Mariátegui y Georges Sorel. En el prólogo a la primera edición de su obra Venezuela, política y petróleo, fechado en Puerto Rico, en 1955, Rómulo Betancourt se refiere, entre sus colaboradores, a «(...) dos hombres del pueblo, sin lastre universitario (...)». La tarea autodidacta cumplida revela, en cuanto a áreas formativas preferentemente cultivadas, el aprendizaje del marxismo doctrinario y el estudio de la economía política, sirviendo de aval de una creciente disidencia ideológica éticamente responsable. El objetivo estuvo claramente concebido como incremento y fortalecimiento del conocimiento y del sentido históricos, centrados en la comprensión materialista de la historia de Venezuela; si bien es perceptible en esto el peso de la visión tradicional fundada en las historiografías patria y nacional; y del culto a Bolívar; expreso este último en la ficción del Bolívar revolucionario, demócrata y hasta adelantado agrarista.


  La decantación ideológica representó un serio trance ético. Significó emprender viaje desde la primaria y fervorosa militancia comunista, hacia la socialdemocracia. Enriqueciendo el conocimiento de la teoría-doctrina marxista, mediante la reflexión autónoma, referida al complejo social venezolano y latinoamericano, accedió al cultivo crítico del humanismo marxista esencial; a la percepción del contraste teórico-político entre este y su poco fiel derivación leninista, y al inmediato y persistente rechazo de la perversión dictatorial estalinista.


  La crítica del pronto bautizado marxismo-leninismo –ya en trance de recibir la gracia de su segundo apellido: estalinismo– como teoría del poder, no se fundó en la disputa ideológica abstracta, sino en la confrontación de ese amasijo ideológico con la práctica, a partir del diagnóstico de la realidad sociopolítica a la que se disponía a aplicarlo. Esto abrió la puerta a los cargos, demoledores para un militante, de caer en desviación ideológica, incurrir en revisionismo y practicar el oportunismo ideológico-político. Pero, en cambio, proveyó a quien enfrentaba decididamente el riesgo de tales cargos, de una estimulante base ética, personal y política. Esta posición crítica asumió dos modos. El primero consistió en el ejercicio de la dialéctica del acuerdo y el desacuerdo, mediante la aplicación crítica de la formación adquirida en el humanismo marxista primario, a la comprensión e interpretación del complejo sociohistórico venezolano y latinoamericano; pero dándole, engelianamente, primacía a la comprensión e interpretación de este complejo sociohistórico, respecto de los postulados teóricos encapsulados en principios. El segundo modo consistió en emitir señales de autonomía crítica, incipientes y al cabo consolidadas, que requerían coraje personal y arrojo intelectual. Por consiguiente, la aplicación creadora de la formación humanista marxista primaria, y el crecientemente ostensible revisionismo disidente ante el leninismo y el estalinismo, significaron para Rómulo Betancourt tener que enfrentar el cargo de trotskismo, convertido en máximo estigma para un militante comunista estalinista.


  No son menos trascendentales las implicaciones éticas de la concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público, asumida como la procuración y práctica de ese poder con el fin de promover la transformación, modernizadora y democrática, de los procedimientos y mecanismos institucionales –y de las conductas sociopolíticas– atinentes a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público. Esto requería, en lo inmediato, el deslinde de los procedimientos de formación del Poder Público, vivido como la pugna entre las vías tradicionales –de corte caudillista-militarista– y las nuevas proposiciones, nacidas del marxismo –la lucha de clases– y el leninismo –el partido obrero revolucionario–. La nueva concepción, en esta materia, informó el Decreto N. 9 de la Junta Revolucionaria de Gobierno, de 22 de octubre de 1945, en virtud del cual se dispone:


  
    «La Junta Revolucionaria de Gobierno de los Estados Unidos de Venezuela, acatando el imperativo compromiso de antipersonalismo que tiene contraído con la Nación, y convencida de que gobernar es también educar con el ejemplo, dicta el siguiente Decreto. Artículo 1.º. Los miembros de la Junta Revolucionaria de Gobierno de los Estados Unidos de Venezuela, creada la misma noche en que triunfó definitivamente la insurrección del Ejército y pueblo unidos, quedan inhabilitados para postular sus nombres como candidatos a la Presidencia de la República, y para ejercer este alto cargo cuando en fecha próxima elija el pueblo venezolano su Primer Magistrado. Rómulo Betancourt. Mayor Carlos Delgado Chalbaud. Raúl Leoni. Capitán Mario Vargas. Gonzalo Barrios. Luis B. Prieto F. Edmundo Fernández[18].»

  


  Fueron echadas así las bases para que se pudiese formular la concepción ética, republicana y democrática del desempeño del Poder Público; contrapuesta a la tradicional práctica arbitraria y jurídicamente irresponsable de ese poder; y a su aprovechamiento ilícito e ilegítimo por un reducido sector de la sociedad; concepción también dirigida a refrenar tendencias a la extralimitación despótica en su desempeño. El cuidado por la legitimidad del fundamento legal del Poder Público es, quizás, uno de los rasgos más notables de la nueva concepción ética del poder político, al cual no se le reconoce la legalidad como base suficiente. La legitimidad del desempeño del Poder Público debía resultar de la satisfacción de requisitos taxativos de orden ético, de la salvaguarda de los derechos humanos y políticos, de la celosa observancia de los procedimientos democráticos atinentes a la formación, el ejercicio y la finalidad del Poder Público; y de la práctica de la alternabilidad republicana. En este orden de ideas, en el legado de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt sobresale la vigencia de los siguientes preceptos:


  Primero: la responsabilidad política y personal del gobernante. Entendida y practicada esta responsabilidad en todos los niveles de la función pública. De esto debía dar prueba convincente y reiterada, en primer lugar, el Presidente de la República; situado como principal gestor, guardián y responsable, de la conducta pública en lo ético.


  Segundo: la honestidad administrativa, asumida no solo como correlativa a la honestidad personal del gobernante; sino también, y sobre todo, como compromiso cuyo cumplimiento se desprendería, por igual, de la legalidad del mandato recibido y de la legitimidad constantemente extraída del recto cumplimiento del mismo. En este último sentido, la rectitud, la imparcialidad y la diligencia, en el desempeño de la función administrativa, abarcan integralmente la gestión política.


  Tercero: el antipeculado, observado como compromiso personal, y como norma de política, debía significar la exaltación de la honestidad administrativa, haciendo de ella el modo de conducta normal del administrador público; no un rasgo de excepcionalidad. El cumplimiento de ese compromiso habría de estar sujeto a celosa comprobación por la opinión pública. Al mismo tiempo, la conducta personal del gobernante, en esta materia, daría la pauta a seguir en todas las instancias del Poder Público. A este respecto son pruebas el Decreto Ejecutivo de 31 de diciembre de 1945, que impone la declaración de bienes personales, al ocupar y al dejar un cargo público, dictado con el propósito de «(...) depurar la Administración Pública de vicios y corruptelas (...)»; y su cumplimiento por Rómulo Betancourt. Con fecha 15 de enero de 1945, declaró bienes personales montantes a unos diez mil bolívares, y una deuda de 2.000. El 19 de febrero de 1948, al dejar el cargo de Presidente provisional de la República, en la declaración correspondiente el balance estaba formado por un activo montante a Bs. 17.000 y un pasivo montante a 15.855. Haciendo constar que «(...) no existen bienes patrimoniales de mi conyugue [sic] (...)», Rómulo Betancourt subrayó la importancia y la trascendencia de este hecho, bien calculado. Lo hizo en el Prólogo de 1967, de su obra Venezuela, política y petróleo, al subrayar que cuando salió del poder, en 1948, «(...) estaba tan pobre como cuando entré a Miraflores (...)», luego de formar parte del «(...) primer equipo gobernante de Venezuela al cual no se pudo entonces, ni después, acusar de aprovechamiento del poder para el enriquecimiento sin causa (...)»[19].


  Corolario de esta disposición moralizadora de la Administración Pública fue la instauración de un Tribunal de Responsabilidad Civil y Administrativa, que «(...) condenó o absolvió procesados, de una lista que excedía del centenar de antiguos funcionarios públicos (...)». de la Dictadura; procedimiento judicial especial justificado por Rómulo Betancourt, pese a los cuestionamiento políticos y los reparos jurídicos que suscitó[20].


  La fidelidad generalmente demostrada en el cumplimiento de dos normas de conducta personal coadyuvaba en la observancia convincente de estos preceptos. Ellas fueron la enfática veracidad presidencial y la celosa legitimación ideológico-política del ejercicio del Poder Público.


  La enfática veracidad presidencial, valorada no solo en su sentido ético
sino también en su instrumentación política, era considerada por Rómulo
Betancourt presidente como un requisito para ganar credibilidad, en
una sociedad en la cual casi ningún crédito se concedía a la palabra oficial;
sin que importasen el ritual y el engolamiento retórico de que la rodeasen.
La practicó afirmándola y reclamando su aceptación; demostrando con ello
que la consideraba la mejor manera de estar con el pueblo verbo a verbo,
como gustaba decir. Del cultivo de la veracidad venía la genuina autoridad
con que podía dirigirse a empresarios, obreros y campesinos; a militares, al
pueblo reunido en grandes concentraciones y espacios. La veracidad era,
por todas estas razones y circunstancias, base de la autenticidad al reclamar
esfuerzos y sacrificios, al censurar conductas, al enaltecer méritos.


  La celosa legitimación ideológico-política del desempeño del Poder Público
era la resultante de la concurrencia de los preceptos y actitudes. Pero estos
debían ser convalidados por la evidencia de que no se desempeñaba el Poder
Público para procurar el enriquecimiento propio, para satisfacer soterradas
ansias despóticas o para grosero alardear. Debía ser percibido ese desempeño,
por la sociedad, como esfuerzo, y hasta como sacrificio, en la procura de objetivos
concebidos en función del bien común.


  Tan elevadas concepción y práctica éticas del ejercicio de la política
y del desempeño del Poder Público, inusitadas en la sociedad venezolana,
suscitan la cuestión del papel de las virtudes espirituales en el liderazgo, practicado
como función social, y libremente asumido como responsabilidad
ético-política personal. A su vez, ambas actitudes empalman con lo contemplado
en la primera instancia de este recorrido historiográfico, al significar la
culminación de una construcción del liderazgo vuelta acercamiento al que
Juan David García Bacca denomina el «(...) catálogo griego y romano de
virtudes: prudencia, justicia, fortaleza, templanza, liberalidad, magnanimidad
–todas ellas virtudes humanas y naturales– (...)»[21]. En este orden de ideas
vale subrayar tres rasgos de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt:


  En primer lugar, cabe mencionar la sinceridad vital, comprendida y practicada como la expresión directa y llana de simpatías y antipatías; poniendo referentes claros y hasta insoslayables para la certera ubicación de partidarios y adversarios; al igual que para cultivar o sancionar a partidarios y simpatizantes, y para la valoración de sus propósitos, actuaciones y desempeño ético. Esto, exaltando los méritos de la consecuencia heroica con los valores de la democracia moderna; como lo hizo de manera muy elocuente el 8 de febrero de 1951, refiriéndose a la «Campaña pro-libertades públicas», lanzada por el Partido Acción Democrática en la clandestinidad; que calificó de extraordinariamente exitosa: «(...) Pero debo insistir en que la campaña alrededor de nuestros presos debe estar en el primer plano de la actividad partidista. Está bien que legalmente se pida genéricamente garantías, libertad de presos, etc. Esas consignas necesariamente genéricas en los documentos legales deben tener nombres propios en nuestra literatura. Creo que debe escogerse cuatro nombres para centrar en torno de ellos esa propaganda: Acosta [Luis Augusto Dubuc], Lep. [¿Octavio Lepage?], A-1 [Pedro Bernardo Pinto Salinas] y Luis [¿?]».


  Lo planteado por él sería corregir la que consideró una falta del partido cuyos orígenes pasó a exponerlos críticamente, al recomendar «(...) Exaltarlos sin vacilación, aún en forma ditirámbica. Vieja falla, tradicional error de nuestra organización, es esa cobardía que hemos tenido para vocear las calidades de nuestros dirigentes (...)». Al demostrar esta timidez, apunta: «(...) Hemos caído en la famosa trampa del ‘caudillismo’ y por eso procedemos de manera absolutamente diferente a las de todos lo demás P. revolucionarios. Pareciera como que el P. está dirigido por fantasmas, y no por hombres con nombre y apellido(...)». En cambio, recomienda: «(...) Observen como los camds. le [sic] fabrican heroicidades a sus siameses, y a rajatablas [sic] los presentan como héroes, pero son ellos mismos, específicamente, los que han creado en AD ese complejo de inhibición (...)». Mas, consideraba que este asunto revestía gran importancia, tanto política como ética:


  
    «(...) Además de la importancia que tiene mantener ante el pueblo vigentes los nombres de sus conductores, eso que propugno es una compensación, muy humana por otra parte, para quienes están sepultados en los calabozos. Insisto en que esto se haga y que sea objeto esta orientación nueva en cuanto a la exaltación de nuestra gente de un documento interno, en el cual se admita como un error ya crónico del P. eso de estar haciéndose perdonar la vida por el hecho de que los más aguerridos conductores políticos de Venezuela y los más sembrados en la devoción popular militen en sus filas (...)[22].»

  


  En segundo lugar cabe mencionar la austeridad, como ejemplo de conducta, tanto privada como pública; reveladora, al mismo tiempo, de la consecuencia de Rómulo Betancourt con su origen social, a la par de su genuina identificación con los grandes rasgos de la porción ejemplarizadora de la sociedad. Todo fue prueba, especialmente elocuente, de la legitimidad social del mandato asumido por él como responsabilidad integral. Para él la majestad democrática del desempeño del Poder Público se nutriría de la sobriedad de su expresión; en cambio, padecería con el boato y la ostentación. Hubo quien la denominó sencillez republicana, contrastándola con las galas de la monarquía, persistentes en la República liberal autocrática; y con el exacerbado peculado y usufructo del poder, rampantes en la dictadura liberal regionalista. En Rómulo Betancourt austeridad y sencillez hablan sobre todo de identificación con las condiciones de vida de la gran masa del pueblo[23].


  En tercer lugar cabe mencionar el horror a la demagogia. Este corona los requisitos éticos del liderazgo, cerrándole el paso a la complacencia y al halago; llegando a rayar en arrestos de abrupta intolerancia; incurriendo por ello en aparente contradicción con la esencia democrática de su conducta personal y de la acción de gobierno. Cuando se ejerce como líder y orientador de un movimiento social o político, en el horror a la demagogia se vuelve muy tenue la línea divisoria entre el reconocimiento –y hasta la exaltación de méritos individuales y colectivos–, por una parte; y algún grado de demagogia, por la otra. El asunto se justifica, sobre todo, cuando semejante exaltación emana de la propia conducta modélica del líder, sintetizada en la incitación a ser como yo soy..., sin que contase mucho que la incitación fuese expresa.


  La concepción ética de la política cae, ineludiblemente, presa de la dialéctica que se establece entre el celo principista y la derogación, al menos parcial o circunstancial, de los principios que la norman. De manera global puede decirse que esta dialéctica es resultante del contraste, susceptible de establecerse, entre los modos históricos del desenvolvimiento de las sociedades y los propósitos de quienes trabajan por reorientarlas. En el caso de Rómulo Betancourt sobresalen tres manifestaciones de esta dialéctica, que le preocuparon expresamente (quizás por tratarse del zig-zag conductual del que en una ocasión habló). Ellas fueron:


  El recurso a la conjura militar, tradicional en la República liberal autocrática desde su inauguración bolivariana en 1828 –en forma de una dictadura comisoria basada en el Ejército– como vía de acceso al Poder Público o como recurso para su preservación. Esto, pese a que en el caso de Rómulo Betancourt la conjura sirvió, cabe reiterarlo, para abrirle camino a la República liberal democrática; cuya definitiva instauración apunta a cerrar ese capítulo de la historia republicana de Venezuela.


  La difícil conciliación entre los propósitos y principios genuinamente democratizadores de esa República, por una parte; y la transgresión circunstancial de los mismos, por la otra –sobre todo en función de la lucha política– hizo que esa transgresión fuese considerada como poco menos que una ineludible pero siempre condenable violación de los derechos humanos, para preservar la democracia, ante enemigos que buscaban impedir, valiéndose de medios implacables, su instauración y consolidación. Enemigos –ya no adversarios– que volvieron programa de la lucha armada que proclamaban revolucionaria, la violación de tales derechos. La violación represiva de los mismos fue llevada hasta la disposición de que, en casos de flagrante actividad terrorista, fuese aplicada, extrajudicialmente, una suerte de pena de muerte; y también a la aplicación efectiva de la pena de exilio, tan padecida como condenada por el propio Rómulo Betancourt.


  La conciliación de la política revolucionaria democrática con el sedimento antiimperialista, dejado por la militancia comunista y el indoctrinamiento leninista, en lo concerniente a las relaciones políticas y económicas con el sistema capitalista mundial, fue procurada mediante la oferta de incentivos y el otorgamiento de alicientes a la inversión extranjera, definidos como privilegios contractuales desde los congresos de la República de Colombia, alias Gran Colombia. Quizás, también, por el progresivo reemplazo, en el discurso revolucionario democrático, del término imperialismo por el de coloniaje.


  ***


  Procede ahora un intento de puntualizar aspectos del legado histórico de Rómulo Betancourt que han marcado hitos en el desarrollo de la Venezuela republicana; desgajándolos del complejo de valores constituido por la instauración de la República liberal democrática. Pero sin desmedro del hecho mayor de que esta última marcó el inicio, mediante el rescate de la soberanía popular y el perfeccionamiento de su ejercicio, de la liquidación del ancestral despotismo, representado regularmente por la República liberal autocrática; y en su más alto grado por la fase degenerativa de esta, la dictadura liberal regionalista.


  Atento a su obra, el propio Rómulo Betancourt destacó otros cuatro aspectos de su legado histórico, a los que atribuyó, justificadamente, especial significación. Ellos son: la decidida reanudación del proceso de implantación de la sociedad venezolana, en sentido espacial y social; la promoción de la estructuración sociopolítica y de la formación ciudadana de los venezolanos; la moralización de la vida política y del desempeño ético del Poder Público; y, como confluencia de estos factores, la progresiva consolidación de la nacionalidad venezolana.


  La reanudación del proceso de implantación de la sociedad venezolana, tanto en el sentido espacial como en el social, significó darle renovado impulso al curso histórico iniciado en el siglo XVI, virtualmente suspendido a fines del siglo XVIII, reanudado parcialmente y luego estancado casi por completo desde fines del siglo XIX, y reanudado inicialmente como repercusión de la era petrolera, finalizando la tercera década del siglo XX. En el sentido espacial de ese proceso sobresalen las que Rómulo Betancourt denominó globalmente Operación Guayana, llamada a crear el punto de arranque de la industria pesada; y la elaboración y puesta en ejecución del Plan preliminar de vialidad, elaborado por el Ministerio de Obras Públicas en 1947, con el consiguiente desarrollo de la red vial, tanto primaria como secundaria. En el sentido social básico, la reanudación del proceso de implantación significó el mejoramiento sanitario, alimentario y educativo de la población; y el incremento de esta por obra de la política inmigratoria. En lo social estructural, cuenta la denominada Operación rescate del campesinado, que tendría como eje la reforma agraria integral y habría de significar comenzar a sacar de la miseria y el atraso a más de la mitad de la población.


  En lo social funcional, el programa de acción, concebido inicialmente por Rómulo Betancourt durante su primer exilio, fue parcialmente reformulado, ampliado e impulsado a su retorno –que más tuvo de llegada– a Venezuela, en 1936. De su constancia da fe el hecho de que lo expusiera, durante su segundo exilio, al responder, el 12 de marzo de 1940, a una carta de Mario Briceño-Iragorry. Comentando «(...) una frase que me hizo meditar (...)», la citó: «(...) ‘Para una racional política de convivencia venezolana urge fijar puntos cardinales que sirvan a determinar el horizonte social’ (...)», y pasó a observar: «(...) El caos político nuestro tenderá a aclararse cuando esos ‘puntos cardinales’ sean fijados, lealmente, por cada sector de la opinión nacional. La polémica fecunda, esa pugna creadora que ha sido impulso, motor, de toda transformación progresista de un pueblo, será posible allá solo cuando se agrupen libremente los hombres en sus partidos y en sus asociaciones, en torno a criterios y programas definidos»[24].


  En lo concerniente a la conciencia social, el legado histórico de Rómulo Betancourt alcanzó los más altos niveles mediante la promoción de la organización sindical, considerada factor, en el mismo grado que el partido político, del desarrollo sociopolítico. Propició el desarrollo del movimiento sindical mediante una permanente atención puesta a las reivindicaciones obreras, y a la participación de las organizaciones de trabajadores en el debate y definición de políticas nacionales fundamentales. La asiduidad demostrada por Rómulo Betancourt en su asistencia a los congresos de trabajadores y de campesinos; a la par de las conferencias anuales de empresarios, se correspondía con un genuino propósito de propiciar contactos y modos de avenimiento que redundasen en beneficio de los primordiales agentes de la producción; pero sobre todo en el desarrollo de la economía nacional diversificada mediante el fomento del mercado nacional, basado en el mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo de los obreros, de los trabajadores en general, y de la porción rural de la población.


  En lo concerniente a la conciencia nacional, a la confluencia de los factores ya mencionados, contemplada en la reorientación de la finalidad del Poder Público, se sumó la definición de políticas nacionales realistas y creativas. Al fundarse estas en alimentación, educación y salud; y al estar expresamente dirigidas al mejoramiento del denominado capital humano, en lo físico, lo moral y lo político ciudadano, esas políticas marcaron el inicio de la demolición del regionalismo y de su base el aislamiento en lo social y lo cultural –baste, a esos fines, pensar en los efectos de la incorporación de la mujer y de los analfabetos–; al igual que condujeron a la reubicación de la nación venezolana en el escenario internacional, como un referente de desarrollo político y social inspirador de conductas acordes con las pautas democráticas modernas, tocantes al disfrute y ejercicio de la libertad y al goce de los derechos humanos.


  En lo concerniente a la moral social, la conducta personal y de gobernante, mantenida por Rómulo Betancourt, refrendó lo que proclamó, casi al inicio de su ejercicio constitucional de la Presidencia de la República, el 26 de abril de 1960, en una exposición por radio y televisión: «(...) Es una revolución que se haya establecido la ética administrativa y que los gobernantes podamos presentarnos ante nuestros gobernados orgullosos de mantener nuestras manos limpias(...)[25].


  ***


  Cediendo a la tentación de formular una suerte de balance acerca del legado histórico de Rómulo Betancourt, como líder, dirigente y estadista, cabría destacar, en el Activo, la que estimo como la más alta y perdurable entrega de ese legado; y en el Debe la que fue una necesidad sociopolítica, correlacionada con esa porción del legado, que fue enunciada acertadamente pero no satisfecha; dejando planteada la tarea de una revaloración crítica de tal cuestión.


  La entrega más trascendental y convincente del legado histórico de Rómulo Betancourt, como líder y estadista, consistió en el pleno ejercicio y la celosa guarda de la soberanía popular, rescatada bajo su dirección y validada como fundamento insoslayable de la democracia moderna venezolana. Así lo expuso en el II Congreso campesino, celebrado el 3 de junio de 1962: «(...) los venezolanos todos saben que tengo un mandato que termina a plazo fijo, y que en abril de 1964 entregaré la banda presidencial a quien me suceda, y que la culminación de mi vida pública, treinta y cinco años de entrega constante a Venezuela, será la de presidir una elecciones absolutamente imparciales y totalmente libres, en las cuales ni el Gobierno ni yo, tendremos candidato, en las que ganará y será Presidente quien obtenga el sufragio mayoritario del electorado (...)»[26]. En síntesis, con estas palabras se daba ejemplo de auténtico respeto al ejercicio de la soberanía popular; y se renunciaba a toda veleidad continuista, directa o hipócritamente denominada alternativa.


  En la porción no plenamente satisfecha del legado, también atinente al ejercicio de la soberanía popular, se inscribe la muy limitada desagregación del poder político. De viejo venía esta reivindicación, que se manifestaba como el federalismo. Se le consideraba un instrumento constitucional necesario para contrariar, cuando menos, la centralización del despotismo. Imbuido de la concepción pedagógica del desempeño del Poder Público, Rómulo Betancourt llegó a concebir esa desagregación preventiva del poder político como una eficaz escuela de ciudadanía. Fue, por ello, lúcido y tenaz crítico de la farsa federalista. Refirió la cuestión sobre todo a la necesidad de la descentralización administrativa, aunque sin omitir sus otras proyecciones: consideró que «(...) Sólo la descentralización administrativa, el reintegro a los estados y los municipios de varias rentas absorbidas y centralizadas por el Ejecutivo Federal, podrá darle base y estabilidad al federalismo político, teóricamente consagrado –y sólo teóricamente– en las leyes fundamentales de la Nación».


  Esto lo afirmó Rómulo Betancourt en un artículo publicado el 5 de mayo de 1939[27]. No hallé indicios firmes de que durante su Presidencia Constitucional, iniciada veinte años después, pusiera especial empeño en perfeccionar la descentralización así concebida e institucionalmente esbozada, aun enclavándola en el Plan de la Nación. Pero correspondió a su partido promoverla, siguiendo la recomendación de la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE); echando con ello bases para adelantar en la conformación de una sociedad genuinamente democrática; lo que fuera vital aspiración de Rómulo Betancourt.


  Proyección de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt


  Hasta ahora no ha tenido Venezuela en su ciclo de República ningún hombre cerca de la masa, ningún político identificado con las necesidades e ideales de la multitud. Las apetencias populares han buscado, en vano, quienes las interpreten honradamente y honradamente pidan para ellas beligerancia.


  RÓMULO BETANCOURT,

  Plan de Barranquilla, 22 de marzo de 1931


  (...) tengo un sentido de permanencia y de historia (...)


  «Una política económica». RÓMULO BETANCOURT.

  Antología política, vol. VII, p. 271


  Lo más fácil para un gobernante en vísperas de dejar el poder es dar muestra de humanitario espíritu frente a los autores de motines y sediciones, dejándole a su sucesor la peligrosa herencia de la impunidad del crimen político. Tengo demasiado sentido de responsabilidad conmigo mismo y con la historia para proceder así. Estoy consciente de que por esta línea de conducta, indesviable e inmodificable, caerán sobre mí rencores familiares e individuales imborrables, pero gobernar con sentido de lealtad al país no es, en mi concepto, eludir responsabilidades, sino asumirlas ante la propia conciencia, ante la Nación y ante la historia.


  Ibídem, vol. VII, p. 337


  Señalé allí [ante el Congreso, el 12 de enero], sin subterfugios y con directa franqueza, que el régimen constitucional por mí presidido ha venido sufriendo en el trienio constitucional [transcurrido] el enconado acoso de dos conspiraciones (...) Una busca restaurar el régimen derrocado el 23 de enero de 1958. La otra, que «(...) el régimen representativo y democrático de gobierno, peyorativamente calificado por esas fuerzas como ‘democracia formal’, sea derrocado y sustituido por un sistema totalitario de partido único; de abolición de la propiedad privada, de las libertades políticas, civiles y sindicales; de eliminación de las Fuerzas Armadas regulares para suplantarlas por milicias, y de supeditación de la autónoma política exterior del Gobierno de Venezuela a otra que sea simple eco dócil de la política exterior chino-soviética; en otras palabras, que en Venezuela no se gobierne de acuerdo con las pautas y normas que soberanamente se dio la Nación en las alecciones del 7 de diciembre de 1958, sino que se ajuste a los moldes acuñados por el régimen vigente en Cuba».


  «Mensaje especial al Congreso Nacional sobre restricción y reglamentación de
ciertas garantías constitucionales. 25 de marzo de 1962».

  Ibídem, vol. VII, p. 313


  Un denso y explicable silencio amenazaba envolver la proyección de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. Era parte del esfuerzo vanamente dirigido, por enemigos e ignorantes, a desdibujar la significación de su personalidad histórica. Sin embargo, no solo no se ha eclipsado la presencia de Rómulo Betancourt en la Venezuela actual, sino que ella tiende a incrementarse y consolidarse. Esta aparente contradicción se explica porque la vigencia de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt se basa en que el rasgo distintivo, de su vida política, consistió en su dedicación a la promoción de la democracia moderna venezolana, en la lúcida definición de sus principios, en la eficaz promoción de los instrumentos que condujeron a su establecimiento, y en el estímulo al aprendizaje social de valores ciudadanos y actitudes políticas que garantizan su perduración. En síntesis, una vida histórica consagrada a la instauración, la consolidación y la defensa de la democracia moderna, enclavándola, mediante su sentido histórico, en la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia.


  En esta dedicación a la democracia moderna sobresalió la creatividad, teórica y práctica. Para Rómulo Betancourt su enseñanza de la democracia comenzó por aprenderla mediante propio esfuerzo. Se atrevió a pensar libremente sobre la política y la economía, cuando quienes lo rodeaban consultaban el catecismo leninista-estalinista. Este gran pecado, original, cometido a la vista de todos y coronado por el éxito, lo volvió aborrecible para quienes carecieron de equiparable coraje intelectual. Dio, de esta manera, un ejemplo nada tranquilizador para quienes predican o practican el conformismo ideológico.


  La creatividad asomó muy tempranamente en el pensamiento de Rómulo Betancourt, si bien siguió tortuosos caminos, según su testimonio, publicado en mayo de 1932: «(...) para nosotros, juventudes socialistas [¿socialistas como sinónimo de comunistas?], el diálogo entre liberales y conservadores, controversia entre sectores en pugna de la clase poseyente, es ya espectáculo sin relieves reclamadores de atención (...)». Anunció lo que fue, en realidad, inicio de la búsqueda de una nueva vía para su pensamiento político: «(...) En esta materia aceptamos íntegro el pensamiento revolucionariamente expresado por José Carlos Mariátegui en su obra Siete ensayos de interpretación de la realidad peruana (...)»[28]. Esta declaración marcó el término de la primera etapa del ejercicio de creatividad teórica y práctica emprendido por Rómulo Betancourt. Como antecedente, vale recordar que el 29 de julio de 1931 le había confiado a Germán Herrera Umérez: «(...) mi verdadero esfuerzo de superación, de firme trabajo intelectual, es de apenas un año para acá. Antes me había limitado a lecturas superficiales, más literarias que científicas, y a hilvanar insultos y más insultos contra los hombres del Gobierno venezolano (...) En Colombia comencé a leer mejor literatura –antiimperialismo, cuestiones sociales, economía, historia– y lentamente me fui afirmando en la posición ideológica de izquierda, que ya en forma definitiva es la mía (...)[29].


  Es reveladora de este esfuerzo autodidacta la forma como adquirió los conocimientos de economía venezolana, de los que luego hizo constante uso en su labor de proselitismo político, según testimonio de 11 de enero de 1944: «(...) En ‘Ahora’ de ‘antes’ [Diario publicado en Caracas, que se volvió vocero oficialista] me improvisé periodista. Eran días de persecución y de lucha desde la catacumba clandestina (...)». Se refiere a su permanencia clandestina en Caracas, durante dos años y medio, a partir del 13 de marzo de 1937, antes de salir al que sería su segundo exilio, el 8 de noviembre de 1939. Revela que «(...) La necesidad económica, y la urgencia casi biológica de opinar sobre los problemas del país, me llevaron de la mano hacia la cotidiana redacción de artículos (...)» sobre temas económicos, pues no podía tratar temas directamente políticos[30].


  La consagración al liderazgo arraigó en la que he denominado emergencia de un líder; operación en la cual el vencerse a sí mismo, en el ámbito de la personalidad, estuvo acompañado de una incesante decantación ideológica. Los propósitos-resultados de esta empresa fueron convencer mediante el ejemplo personal; y persuadir mediante la razón ilustrada. Estas determinaciones, abiertamente asumidas y tenazmente cultivadas, confluyeron en la formulación de la que bien puede denominarse, en razón de su especificidad, históricamente fundada, la teoría de la democracia a la venezolana; y en los consiguientes trazado de la estrategia, diseño de las tácticas y montaje de los instrumentos organizativos requeridos para la acción política; reunido todo en la concepción que me atrevo a sintetizar como la de hacer un partido para un pueblo; y formar un pueblo para un partido.


  Para abonar al sentido de la fórmula democracia a la venezolana, es necesario tomar en consideración dos aspectos mayores. En primer lugar, tal concepción no fue un punto de partida apriorísticamente asumido. Marcó la culminación de un camino nada rectilíneo, en cuyo recorrido hubo que superar no pocas contrariedades; y asimilar críticamente no menos contradicciones. Rómulo Betancourt logró mantener, siguiendo ese camino, una orientación clara: era necesario partir de la realidad venezolana para llegar a la formulación de políticas que se correspondieran con la naturaleza de su sociedad, y que estuviesen acordes con su historicidad. No tuvo menos claro que ello requería disociarse de contextos tradicionales, como lo eran el caudillismo y el personalismo republicanos; al igual que cerrarse a la prédica teorizante de los misioneros del estalinismo; si bien con ambas sectas compartió, por algún tiempo, actitudes y no pocas ideas. En suma, lo nuevo no podía brotar solo del rechazo del entorno político y doctrinario, sino también, y sobre todo, de su reelaboración creativa. Ilustra ejemplarmente esta aserción su revisión de la tesis leninista sobre el imperialismo. La hizo desde dentro, como fervoroso practicante; no como un crítico no comprometido con lo criticado, o como un observador declarativamente imparcial.


  No era menos complejo el cuadro en lo concerniente a estrategias y tácticas; si bien estas se ubicaban, globalmente, entre el garibaldismo y la revolución proletaria. Solo que para lo primero abundaba el fervor, cargado de resentimiento contra el despotismo y de aspiración de una libertad comprendida inicialmente como la antítesis de la dictadura. A su vez, para lo segundo apenas faltaba un proletariado que revolucionar. La posibilidad de optar, en esta alternativa, estaba condicionada por dos incuestionables realidades, representadas por el latifundismo y el imperialismo, conjugados en la dictadura liberal regionalista, cuyo tranco que se reveló como culminante, personificado en el Gral. Juan Vicente Gómez Chacón, era el escenario en el que deberían desenvolverse quienes se sentían llamados a diseñar las tácticas pertinentes a las nuevas estrategias; y a formar y conducir los instrumentos sociopolíticos de lucha creados al efecto. En consecuencia, el resultado de estos esfuerzos no podía menos que reflejar la situación sociohistórica así generada. De allí la concepción de hacer un partido para un pueblo, es decir uno que hiciese confluir la heterogeneidad de la sociedad en una voluntad democrática moderna, si bien organizada y dirigida con criterios partidistas de inspiración leninista; y la de formar un pueblo para un partido; es decir de un compuesto social llamado a aprender esa democracia practicándola desde su más elemental nivel.


  Al término de su actuación histórica, Rómulo Betancourt vivió, como su frecuente inspirador Simón Bolívar, la agonía espiritual y la acentuada e íntima soledad de los grandes arquitectos de sociedades. Tuvo que observar, en lo personal, la difícil conducta determinada por la dinámica propia de la relación que llega a establecerse entre el curso autónomo de la obra sociopolítica promovida y las expectativas de su diseñador y constructor. Este ha sido el trance vivido por todos los grandes arquitectos de sociedades. Generalmente han sufrido un acceso de perplejidad ante la conducta por asumir en tal situación. Una conducta adoptada ha sido la de pretender controlar el desenvolvimiento de la obra, permaneciendo a su cabeza; volviéndose con ello, más que líderes, conductores imposibles. Otra ha consistido en asumir la denuncia admonitoria, siempre en vano, de la tergiversación infligida a la obra común. La tercera conducta, extremadamente penosa, ha consistido en hacer mutis oportuno, guareciéndose en el prestigio de haber sido el fundador de la obra por otros ahora conducida. Son contados los grandes arquitectos de sociedades que han dado prueba de lucidez –no de resignación–, optando por la tercera salida. Rómulo Betancourt fue uno de los muy contados, que esto hicieron, ingresando por ello en un selecto club cuyos polos parecen estar representados, hasta el presente, por los grandes arquitectos de pueblos George Washington y Nelson Rolihlahia Mandela. Simón Bolívar no se resignó a figurar en ese club.


  Su etapa de combatiente contra la dictadura militar del Gral. Juan Vicente Gómez Chacón la vivió Rómulo Betancourt como un oscuro, ambicioso y en ocasiones pretencioso –pero también auténticamente tenaz y creativo– aspirante al liderazgo. Su primer ejercicio del poder –como dictador comisorio, primero; y su desempeño como Presidente provisional, luego–; fue una carrera veloz y hasta algo desesperada, en lucha contra los arraigados atavismos sociales; carrera que produjo, sin embargo, dos resultados perdurables: la siembra efectiva de los principios básicos de la democracia moderna, como régimen sociopolítico; y la confirmación de la desconfianza de Rómulo Betancourt en los militares, como estamento, cuando de democracia y Gobierno se trataba. Su tercer exilio, enmarcado en la implacable Guerra Fría, lo templó como líder y dirigente de su partido; al igual que lo atemperó como ideólogo de la democracia moderna a la venezolana. El desempeño de la Presidencia constitucional coaligada puso a prueba su capacidad política y su determinación espiritual, en la consolidación y preservación del régimen sociopolítico liberal democrático, enmarcado en la que denominó la revolución democrática o la revolución evolutiva. Su cuarto exilio, voluntario, significó apartarse para que esa democracia se sometiese a la prueba de sí misma.


  En suma, elementos suficientes como para ver en Rómulo Betancourt el prototipo del auténtico gobernante democrático del siglo XX venezolano; al igual que para comprender el denso silencio en que han pretendido envolver su proyección histórica, no solo sus adversarios y enemigos, sino también quienes han carecido de la lucidez, la determinación y el coraje de preservar y cultivar creativamente su legado político.


  Fue el sino dramático de la vida toda de Rómulo Betancourt el que solo brevemente alcanzase a vivir, como ciudadano, la democracia que impartió y promovió. Pero la personalidad histórica de Rómulo Betancourt confluyó en el destacado lugar que está llamado a ocupar en la definición de la teoría y la práctica política de la socialdemocracia. Su ubicación en la historia de la socialdemocracia, a la europea, a la venezolana y a la latinoamericana, se basa en tres hechos fundamentales. En primer lugar, vivió creativamente los avatares, ideológicos y políticos, confrontados por la socialdemocracia en el tránsito de los siglos XIX a XX, como repercusión de la dura controversia en torno al socialismo, centrada en el grado de correspondencia de las vertientes de este con el humanismo marxista primigenio. En segundo lugar, encaró, con éxito, la tarea de formular una teoría de la socialdemocracia en un país clasificado por él mismo como semicolonial, presa de un generalizado atraso. En tercer lugar, fue el padre fundador de una de las más exitosas y longevas democracias modernas, junto con las de India y Japón, surgidas las tres al calor de la Segunda Guerra Mundial. Es posible concluir, en atención a este proceso de decantación ideológica vinculada con la crítica de lo real, que Rómulo Betancourt no llegó a la socialdemocracia por adopción de una ideología ya conformada, sino por descarte crítico de las derivaciones del humanismo marxista que lo desvirtuaban; y esto, llevado por una genuina y primaria vocación de libertad, que se correspondía con la esencia de ese humanismo, consistente en la procuración del hombre libre; valía decir libre de la explotación del trabajo, libre de la credulidad, y libre del sometimiento intelectual.


  Esta rica proyección histórica aflora ya en los estudios de quienes intentamos ver nuestro desarrollo ideológico-político –venezolano y latinoamericano– desde nuestra realidad hacia fuera; no preferentemente a la inversa; o pagándole tributo a la visión del vecino de enfrente, al tomarla por reveladora de nuestra realidad interior. ¿No fue este, esencialmente, un criterio rector de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, como ideólogo practicante?


  ***


  ¿Y la proyección histórica del hombre Rómulo Betancourt? No es separable de la del combatiente que hizo todo lo que corre en mi borrador de este ensayo de interpretación de su personalidad histórica. ¿Es la relación con la mujer la medida del hombre? Me limitaré a consignar una prueba de que él mismo así se vio. Refiriéndose a Carmen Valverde –dijo «(...) mi ‘novia’ (...)»–, en carta a Germán Herrera Umérez, de 29 de julio de 1931: «(...)Carmen es mi mujer. No hemos necesitado latinazos de cura para casarnos. No vivimos juntos porque no tengo dinero para sostenerla. Ella vive en su casa, una casa pobrísima, paupérrima donde los veinticinco dólares de su sueldo de maestra de escuela es entrada indispensable (...)». Subraya que «(...) Hace más de año y medio que somos marido y mujer; y todavía no conozco a su familia (...)». Tras lo que siguen reveladoras aclaratorias que aportan una posible explicación de la conexión entre los dos Rómulo Betancourt, el histórico y el elementalmente humano: «(...) Me basta con conocerla a ella y tener en ella lo que no es fácil encontrar entre las mujeres: comprensión ideológica, espíritu de sacrificio, orgullo porque yo sea digno y miserable, desprecio por quienes suben reptando, inteligencia viva, sin bachillerías y sin pedanterías. En síntesis Gordito, una mujer y una camarada, que conmigo pasará hambre cuando sea necesario pasar hambre, que no tiene prejuicios elitescos (...)». Y ¿sobre todo? «(...) que no vacilaría en apartarme de su vida cuando en la mía echara yo un borrón o flaqueza. No es ni ha sido un estorbo en mi vida (...)»[31]. ¿Fue ella su propia imagen, hasta que la decantación ideológica de Rómulo Betancourt los separó?


  Vigencia de la obra sociopolítica de Rómulo Betancourt


  Siento que ahora es mayor [la responsabilidad], cuando hombres de las nuevas promociones humanas de nuestro país se están haciendo matar por ideas que nosotros hemos sembrado, por escuchar el mensaje que nosotros lanzamos.


  Fuertemente golpeado por el asesinato de Leonardo Ruiz Pineda, así escribió el 29 de octubre de 1952 a Rómulo Gallegos y Andrés Eloy Blanco.

  Ibídem, vol. V, p. 758


  quienes estamos empeñados en darle estabilidad a la vida política venezolana estructurando sus corrientes de opinión en torno a programas y disciplinas de Partido, escondemos el biscocho, casi nos avergonzamos de ser dirigentes de un Partido y como simples unidades nos metemos en un saco con tutilimundi, en condición de ‘simples ciudadanos’.


  Carta de RÓMULO BETANCOURT a Valmore Rodríguez.

  San José de Costa Rica, 27 de julio de 1953. Ibídem, vol. VI, p. 77


  Y asperjaba con azufre y creolina la ‘Democracia’ de Betancourt.


  «Carlos Contramaestre, el alquimista». RAMÓN PALOMARES,

  Vuelta a casa. Poesía inédita, p. 18


  Para redactar este capítulo he tenido que enfrentar y superar reservas conceptuales y temores metodológicos. En lo conceptual, no ignoro el riesgo que se corre –al tratar de la vigencia de una personalidad histórica– de contravenir uno de los principios básicos que rigen el oficio de historiador. Consiste en no incurrir en el vicio historiográfico denominado la historia si. Vicio que consiste en pretender razonar sobre actitudes y posturas del pasado histórico obviando la distancia histórica –no solo cronológica– que media entre este y el presente también histórico, y no solo cronológico. Recuérdese que el tiempo histórico está regido por la acción combinada de dos dinámicas: la de cambio, –como sentido del curso de la Historia–, y la de continuidad y ruptura –como el acontecer de ese cambio. En lo metodológico, deliberadamente incurriré en el censurado vicio del solapamiento; vale decir repetición, influido, quizás, por lo aficionado que fue Rómulo Betancourt a hacerlo cuando lo creyó necesario, hasta el punto de que al inaugurar la III Convención de Gobernadores, el 20 de febrero de 1960, consideró que era «(...) oportuno repetir y ratificar que este no es un Gobierno de ensimismados ególatras convencidos de tener siempre en sus manos la solución cabal de los problemas de Venezuela (...)»; y subrayó: «(...)Este Gobierno escucha las reacciones de la opinión pública porque ésa es una forma inteligente y democrática de gobernar».


  Hechas estas advertencias, intentaré exponer algunas ideas sobre la actualidad del pensamiento y la acción, en lo sociopolítico, de Rómulo Betancourt; procurando referir esas ideas a problemas sociopolíticos hoy presentes. Dejo al lector crítico el cuidado de evaluar el grado de la vigencia que doy por sentada.


  La verdad sea dicha, no es la primera vez que cedo a esta tentación. En enero-febrero de 2000 publiqué una nota titulada «20 años después»[32]. Obviamente, versa sobre la vigencia de ese incómodo –por ser creativo, osado y denso–, personaje histórico. Pero quizás sea otra, en el presente caso, la razón fundamental: cedí a la tentación de tratar de ver los actuales malos pasos de la sociedad venezolana con los ojos de quien representa el rescate de la soberanía popular, que había permanecido secuestrada desde que Simón Bolívar, Presidente de la República de Colombia, alias Gran Colombia, asumió la dictadura comisoria de esa República, en 1828. Soberanía hoy amenazada de secuestro agravado, pues se realizaría bajo el amparo de la fuerza pública, conjugada con fuerzas irregulares y extranjeras. En suma: cedí porque se trataba, por lo dicho en otros de mis textos, y reiterado en este, del Padre de la democracia moderna a la venezolana.


  Mis intentos se han basado en la determinación de algunos criterios clave, extraídos de una cuidadosa evaluación de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt; vale decir de su pensamiento y obra, sociopolíticos, destilados de su rica vida histórica. Recuérdese que él vivió, como principal actor –y no como observador ni comparsa–; y lo hizo crítica y creativamente, el tormentoso siglo XX, en sus manifestaciones de más alta intensidad política e ideológica, tanto en Venezuela como en el escenario internacional.


  Para que pueda resultar razonablemente viable lo que ahora pretendo hacer, creo necesario enunciar nuevamente ciertas premisas, fundadas en lo que Rómulo Betancourt declaró al diario La Esfera, de Caracas, el 11 de febrero de 1936, al momento de regresar de su primer exilio, que fue, en realidad –y él lo comprendió así–, llegar a Venezuela: «No soy hombre del pasado sino del presente y el futuro»[33]. Pienso que si él hubiera profundizado más en el estudio de la Historia, estudio que, sin embargo, adelantaba con empeño, le habría bastado decir: soy hombre histórico; puesto que enunció, correlacionándolos, los tres niveles del tiempo que se conjugan en el tiempo histórico. Me refiero a las siguientes premisas:


  Primera: partiendo de la condición de estudiante rebelde, en lucha por una libertad que jamás había conocido, Rómulo Betancourt llegó a ser un marxista ilustrado, además de fervoroso militante comunista. Así lo digo porque mi experiencia personal me enseñó que estos términos suelen marchar separados. Por haber alcanzado la primera condición mediante la asimilación crítica del humanismo marxista, leído en sus fuentes y no en manuales de adoctrinamiento; y por haber evaluado críticamente la perversión estalinista del socialismo, desembocó en la socialdemocracia moderna; y no solo abandonó tempranamente el comunismo sino que lo combatió con determinación y eficacia. Su ejemplo está vigente en todos los que hemos transitado por la misma ruta y en quienes lo hacen hoy en todo el globo.


  Segunda: por haber llegado a ser un genuino socialista, creyó activamente en la perfectibilidad del hombre en sociedad. Proyectó esta creencia en la Venezuela y los venezolanos de la noche gomecista, y fue capaz de concebir una Venezuela en progreso, con una sociedad orientada hacia el ejercicio de la democracia moderna y la vida en libertad. Para ello tuvo que enfrentar la difícil conciliación entre dos postulados básicos del materialismo dialéctico, representados por las denominadas condiciones objetivas y las no igualmente apreciadas condiciones subjetivas. Supo combinarlas sobre una base realista. Su ejemplo exitoso está vigente para quienes encaramos con lucidez y determinación estos aciagos tiempos.


  Tercera: percibió pronto que la antinomia que regía la vida de su Venezuela contemporánea no era la que él también proclamó en 1928, con sus compañeros de generación; es decir la de dictadura vs libertad; sino otra por la que combatió y venció: dictadura vs democracia-libertad. Marcando en la contraposición el rol dominante de la dictadura y la determinación retadora de su adversaria en trance de instauración. Quedaba vigente su propósito de erradicar, en la sociedad venezolana, las formas autoritarias, autocráticas, llanamente dictatoriales, o, como él las denominara, absolutistas, haciéndola apurar el paso hacia su conversión en una genuina sociedad democrática.


  Cuarta: comprendió, tras una serie de giros, que el papel de la violencia en la Historia debe ser el de servir al logro de la democracia, como teatro para el ejercicio del valor humano libertad. Comprendió que solo por esta vía podría la violencia salir de la Historia de los pueblos; quedando esa Historia en manos del libre ejercicio de la soberanía popular, como única fuente tanto de la legalidad como de la legitimidad del poder público. Comprometido en este empeño, y enfrentando a la violencia varia practicada por las fuerzas que combatía, ¿llegó Rómulo Betancourt, fuerte de su conciencia histórica, a rendirse ante la evidencia de que no registraba la Historia un caso de advenimiento de la democracia por vías y procedimientos democráticos? Sus conceptos sobre el papel de la violencia en la promoción del cambio sociopolítico así parecen comprobarlo. La tenacidad y la lucidez demostradas por la mayoría de los venezolanos actuales, y en particular por los jóvenes, en practicar la defensa de la democracia mediante procedimientos acordes con su esencia, ¿probaría la no vigencia –o la superación– del ejemplo dado por Rómulo Betancourt, en su tiempo?


  Quinta: por haberse convertido en uno de los contados grandes arquitectos de sociedades que registra la Historia contemporánea, al ser hombre clave en la fundación de una de las tres grandes democracias –junto con la de India y Japón– nacidas al calor de la Segunda Guerra Mundial, comprendió Rómulo Betancourt que no bastaba con formular una doctrina de la democracia moderna venezolana; ni con trazar la consiguiente estrategia; era necesario no solo hacer un partido para un pueblo sino también formar un pueblo para un partido. La persistencia de la concepción partidista de una democracia tal, representa la vigencia de este histórico logro.


  Por último, comprendió Rómulo Betancourt, y lo practicó, el precepto de que siendo la democracia obra de sí misma, ella debía refrendarse, dando pruebas de su viabilidad, en otras manos. Traducida en la alternabilidad republicana, la vigencia de esta convicción se ve confirmada, a contrario, por el actual intento de restablecer el arcaico continuismo.


  ***


  Si algo creo haber comprendido de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, en lo concerniente a su estructura espiritual e intelectual, es que fue hombre de firmes principios éticos y morales; a la vez que un político que llevó su pragmatismo hasta poner en uno de los platillos de la balanza de la Historia –no en la de la Justicia– esos principios; y en el otro los requerimientos de la preservación de la democracia en vías de instaurarse; e hizo que la balanza se inclinase a favor de este último platillo. Lo hizo sin temor a una disputable interpretación del precepto de que el fin justifica los medios; ni a la censura de adversarios y enemigos. Lo hizo retando la incomprensión y las aprensiones de vacilantes y timoratos; al igual que la de quienes proyectan los criterios humanitarios de hoy sobre la sociedad bárbara de antier. Más aún, tengo en cuenta que no pudo ser bajo el costo de esta determinación, para quien no vaciló en recurrir a la fuerza para combatir la fuerza; ni en hacer padecer esta obligada pero consciente inconsecuencia a su concepción de la libertad consubstanciada con la democracia moderna.


  En la proclamación y defensa de la libertad y la democracia invirtió su existencia Rómulo Betancourt, con la satisfacción de ver la obra realizada al costo de su tranquilidad espiritual e intelectual. También al costo de valores sociales que practicó lealmente; pero solo hasta el momento en que su vivencia de esos valores no alcanzó a compensar la inconsecuencia y la deslealtad –para con esos mismos valores– de parte de quienes compartieron su afecto, movieron su respeto y hasta habían despertado su admiración. Supo ser implacable con quienes se valieron de la disidencia para convertirse en tránsfugas respecto de la prosecución de esos valores, y que abrazaron la falsa salida de la desde hace mucho desvirtuada revolución cubana desnuda de ideología.


  El haber tenido que enfrentarse, a un costo que no pudo ser más alto, repito, en lo humano, lo espiritual y lo político, a quienes vio formarse en las filas de la democracia, y luego extraviarse yendo tras el señuelo fidelista, fue para Rómulo Betancourt una decisión arraigada en profundas convicciones. Veía a Venezuela, afirmó en su VI y último Mensaje presidencial, presentado el 9 de abril de 1964, como «(...) acaso el país de la América Latina donde con más voluntariosa decisión se ha realizado junto con una política de libertades públicas otra de cambios sociales, con simpatía y respaldo de los sectores laboriosos de la ciudad y del campo (...)». En síntesis, consideró que quienes conspiraban contra esa obra procuraban «(...) echar por tierra una experiencia de gobierno democrático de raíz popular y vocación de justicia social, que resultaba una alternativa valedera frente al totalitarismo imperante en Cuba (...)». De allí la advertencia final: «(...) Mientras perviva el régimen comunista en La Habana (...) persistirá un riesgo inocultable para los países de la América Latina». Y en carta al presidente John Fitzgerald Kennedy, de 22 de julio de 1963, hizo un ominoso vaticinio: «(...) Lo que está en juego es algo más de fondo: es la proliferación o no en esta parte del continente de formas de gobierno, si no idénticas, muy parecidas en su mentalidad y reacciones a lo que existe en Cuba».


  El legado histórico de Rómulo Betancourt está hoy vigente, de manera particularmente significativa, en la mujer venezolana, que goza de su personalidad política; al igual de los analfabetos y los mayores de dieciocho años. Lo está, también, en todos los que hemos hecho nuestra su convicción del triunfo de la libertad y la democracia. Lo está en la mayoría del pueblo venezolano, que practica y defiende esos valores. Que ha vuelto creencia la comprensión de que la democracia no es asunto de los gobiernos sino de la sociedad, ante la cual Rómulo Betancourt se mantuvo en constante y franca comparecencia democrática.


  Pasada revista a su personalidad histórica, cabe afirmar que Rómulo Betancourt llamaría hoy a luchar, por todos los medios, para restablecer en su plenitud democrática la soberanía popular, base sociopolítica necesaria de la República; para restablecer la soberanía nacional, degradada; para salvaguardar los intereses materiales, políticos y espirituales de los venezolanos, de hoy y de mañana; para rescatar la dignidad de los poderes públicos, degradada; para devolverle el decoro a las Fuerzas Armadas, falseadas; para fortalecer los partidos políticos, acosados; para promover la vida sindical, desvirtuada; y para estimular el desarrollo crítico y creativo de la cultura nacional, asediada por una confabulación del arcaísmo y la seudocreatividad, prevalidos de la perversión del Poder Público.


  En pocas palabras: para terminar de echar al basurero de la Historia los vestigios del despotismo, que los venezolanos llevamos doscientos años combatiendo.


  ***


  Dichas estas generalizaciones, estimo oportuno y necesario ofrecer una suerte de puntualización de los hechos más sobresalientes que conforman la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, situándola en la perspectiva del largo período histórico y determinando, por lo mismo, la vigencia de su obra. A él le corresponde el mérito de seguir siendo el impulsor principal, el realizador tenaz y el orientador lúcido y creativo, de los siguientes logros de la sociedad venezolana:


  La genuina instauración de la República, dado que esta se inicia, propiamente, diferenciándose de la Monarquía instaurando el ejercicio de la soberanía popular como fundamento necesario en el proceso de formación del Poder Público, de su ejercicio y de su finalidad. Ello está ocurriendo con la instauración de la República liberal democrática, que puso cese, históricamente, a las que habían sido las prácticas absolutistas de la República liberal autocrática, desde la ruptura de la República de Colombia alias Gran Colombia; autocracia que había degenerado en la dictadura liberal regionalista, padecida por la sociedad venezolana durante la primera mitad del siglo XX.


  La superación, mediante la instauración de la República liberal democrática, de la elemental fórmula política dictadura vs. libertad, substituyéndola en esa ecuación sociopolítica por una en la cual democracia-libertad, es el instrumento teórico-práctico eficaz para erradicar la dictadura, y por ende la dictadura y el despotismo.


  La orientación teórico-política y la capacidad de liderazgo de Rómulo Betancourt contribuyeron de manera fundamental a que se completase la sociedad venezolana, mediante el acceso pleno de la mujer a la condición jurídica de ciudadano, gracias al reconocimiento de sus derechos políticos.


  El sentido histórico y la visión política de Rómulo Betancourt condujeron a que bajo sus auspicios se superase el anticlericalismo decimonónico, y se cerrase la brecha en las relaciones del Estado con la Iglesia cristiana católica, surgida en la República de Colombia, alias Gran Colombia, como resultado de la atribución a esta del Real Patronato. Valoró de esta manera la Iglesia como factor de cohesión y control social en el marco de la estructura de poder interna de una sociedad democrática fundada en valores de naturaleza religiosa.


  La concepción de un partido político popular, ampliamente representativo de la sociedad venezolana, en lo social y lo espacial, impulsó de manera determinante la conformación de la nacionalidad; y dio concreción popular a la integración nacional.


  La introducción del sistema electoral directo, universal y secreto, para la elección del Presidente de la República, y de los legisladores, abrió el camino hacia la modernización del desempeño del Poder Público, y dio fundamento concreto a la noción jurídico-política de ciudadano.


  La valoración ética, al igual que el acatamiento de la institucionalidad democrática, de la opinión pública, estimularon la toma de conciencia sobre que el ejercicio de la democracia conlleva el escrutinio de los actos del Poder Público, tanto en el país como en el exterior. El 2 de mayo de 1952 dijo a Serafino Romualdi «(...) Fui el primer gobernante venezolano de este siglo [el XX] que abolió la censura para la transmisión de noticias al exterior (...)». Con lo que se quiso poner término a la práctica política de los gobiernos autocráticos, consistente en escudarse tras la invocación de la soberanía nacional para poder oprimir al pueblo, holgadamente y a salvo de miradas que pudieren resultar indiscretas.


  ***


  Entre los precedentes sociopolíticos que sentó Rómulo Betancourt, se destacan tres que, por significar la superación de prácticas gubernamentales que parecían de imposible erradicación, han llegado a representar consubstanciales expresiones del desempeño democrático del Poder Público.


  El primer precedente consistió en inaugurar la genuina alternabilidad republicana, fundada en el libre y acatado ejercicio de la soberanía popular, que había sido rescatada en el lapso 1945-1948, y fue arteramente vulnerada por la resurgente dictadura militar en este último año. El segundo precedente admite una definición tan sintética como expresiva. Consistió en demostrar que en Venezuela sí se puede gobernar sin robar ni abusar discrecionalmente del poder, inaugurando con ello una nueva ética administrativa, a la cual dieron cumplido respeto los altos cargos del Gobierno y la Administración Pública, infatigables predicadores y practicantes de la lucha contra el peculado, en todas sus modalidades. El tercer precedente resultó de la demostración fehaciente de que un régimen sociopolítico democrático, que contase con el apoyo de una sociedad políticamente activa y debidamente informada, estaba capacitado para defenderse utilizando la Ley como escudo y arma; y prescindiendo del principio de autoridad como substitutivo del espíritu ciudadano.


  Reunidos, estos precedentes conformaron una cátedra de ciudadanía, que fue impartida por Rómulo Betancourt y su partido, inspirándose en su concepción pedagógica de la política y del desempeño del Poder Público; y dando ejemplo con su conducta personal.


  Sobre el precedente de la genuina alternabilidad republicana, vale ser más explícito. La respetó y practicó en dos ocasiones. Como Presidente Provisional de la República, en 1947, transmitiendo el poder a Rómulo Gallegos, quien asumió la Presidencia de la República en febrero de 1948, como resultado de las primeras elecciones presidenciales limpias de la historia de Venezuela republicana. Luego hizo entrega del poder, como Presidente constitucional de la República, al Dr. Raúl Leoni, electo también limpiamente el 1.º de diciembre de 1961. Al entregar el poder declaró que no volvería a ser candidato a la Presidencia, y cumplió.


  Rómulo Betancourt asestó al personalismo el más duro golpe que hasta entonces había recibido, al haber sido capaz, una vez derrocada la dictadura militar, de promover y participar del ascenso pactado al poder; y del desempeño programado y coaligado del mismo. Lo hizo, consciente de que la sociedad venezolana, seriamente afectada en las formas políticas y sociales comenzadas a implantar durante la fundación de la República liberal democrática, requería tiempo y condiciones propicias para recuperarse; y poder así ofrecerse y garantizarse los modos y procedimientos sociopolíticos propios de una democracia moderna. Por ello fue concebido el ejercicio pactado y coaligado del poder, como ejemplar negación del personalismo, como preventivo de eventuales rebrotes militaristas y como una escuela de ciudadanía, al hacer participar de la formulación y ejecución de las políticas nacionales a los partidos democráticos que renacían y a calificados independientes.


  Bajo la dirección del Gobierno de coalición, presidido por Rómulo Betancourt, se sentaron las bases iniciales para la descentralización, mediante la institucionalización de la Convención de gobernadores de Estados y Territorios, y la de municipalidades, obedeciendo a la consideración de que, como lo afirmó en la inauguración de la II Convención Nacional de Municipalidades, el 18 de septiembre de 1960, «(...) los problemas del país son tan variados y complejos, y en una nación de vastísima área Geográfica y de tan dispersa ubicación poblacional, que se impone un proceso de descentralización administrativa (...)». Y aseverando que «(...) Ese proceso no pugna ni colide con la necesaria planificación en escala nacional de las labores de la Administración pública. El Plan Cuatrienal que está aplicando ya el Gobierno no es incompatible sino coincidente con la autonomía municipal y con pasos efectivos hacia el autogobierno local (...)».


  En síntesis, el criterio maestro para valorar la vigencia de la obra ideológica y sociopolítica de Rómulo Betancourt podría consistir en la comprobación de que no se ha podido abolir ninguno de los aportes fundacionales de la República liberal democrática; pese a los rebrotes, más o menos disimulados, de la República liberal autocrática en su fase dictatorial. Esta se ha visto obligada a recurrir, ostensiblemente, a expedientes autoritarios y prácticas electorales perversas.


  La personalidad histórica de Rómulo Betancourt vista por Rómulo Betancourt: Venezuela, Política y petróleo


  Como no soy historiador profesional, escribo siempre pensando en el público que me interesa fundamentalmente: el pueblo venezolano, el hombre medio de nuestro país. He logrado hacerme entender de él, y eso mismo procuro en este mi primer trabajo orgánico que publicaré.


  Carta de RÓMULO BETANCOURT a Ricardo Montilla. 10 de marzo de 1954.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, p. 261


  Este es un libro de historia. Y creo pertinente precisar la manera como enfoco la tarea de historiar.


  RÓMULO BETANCOURT,

  Venezuela, política y petróleo. Prólogo a la segunda edición. Fechado en el 18 de octubre de 1967


  Y es que me preocupaba, sin expresarlo mucho, el tránsito tan rapido [sic] que había hecho toda una hornada del Partido del banco universitario a la curul parlamentaria, sin una pasantía previa en cargos de responsabilidad partidista y sin haber adquirido ese conocimiento de los hombres y de sus reacciones –las malas y las buenas– que tan necesarios [sic] es al dirigente político (...) Y es que no puedo negar cierta ambición, tal vez la más profunda y determinante en mi conducta: la de que el Partido que impulsé con tan pocos, en los años ya lejanos del 37 y siguientes, tenga quienes lo comanden y orienten, cuando desaparezca yo físicamente o los años me recluyan al banco donde sientan a los que ya no batean.


  Carta de RÓMULO BETANCOURT a Octavio Lepage, de 30 de septiembre de 1954.

  Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, pp. 202-203


  Es un lugar común señalar la necesaria relación entre la obra y su autor. Es menos frecuente señalar la relación entre la obra, el autor y la acción, pasada y futura. Obviamente, al decir esto me refiero al vínculo entre Venezuela, política y petróleo y su autor, en la acción desarrollada por ambos, porque obra, autor y acción están consubstanciados. Pretendo subrayar el hecho de que la obra cuya aparición conmemoramos[34], prologada por primera vez en 1955, representa la manera activa como su autor recogió su experiencia en el diseño e instauración de la República liberal democrática. Lo hizo presentando cuentas a sus compatriotas; pero más que a estos, a sí mismo. El conjunto es reflexión histórico-política, pero sobre todo búsqueda del camino para reanudar la acción, que fuera parcial y transitoriamente malograda por la dictadura militar durante el lapso 1948-1958.


  Por eso creo que no cabe establecer separación entre Venezuela, política y petróleo –que en el borrador de este ensayo he denominado El libro, aludiendo tanto a los afanes de su elaboración y difusión como a su significación proclamados por su autor– y el curso de la acción política de este. Por eso, igualmente, trataré de aspectos y circunstancias en los cuales ese vínculo no solo es visible sino que llega a ser orgánico. Sobre esta consubstanciación entre la obra, su autor y la acción versarán las consideraciones siguientes.


  La historia como acción


  En una primera aproximación vale decir que la obra debe ser considerada, en su versión definitiva, de 1967, un enfoque histórico-contemporáneo, muy elaborado, de la situación de Venezuela en la segunda mitad del siglo XX. Fue compuesta para fundamento, explicación y justificación de la acción política del autor en sus dos etapas primordiales, la que corrió entre 1945 y 1948, y la que se inició en 1958; y para canalizar la reflexión durante el período de maduración intelectual y política del autor que corrió entre ambas etapas, y se concretó en la que he denominado la estrategia de retorno al poder.


  Desde este punto de vista, puede afirmarse que la obra no carece de antecedentes en nuestra historia política; pero también que sobresale por su bagaje conceptual y su alto nivel crítico. Al valorarla no debe distraernos el que su autor afirme que: «Este es un libro de historia (...)»; ni confundirnos el que añada que no está destinado a la docencia. Con ello quiso advertir el autor sobre el alcance probatorio de su obra, pero también que al escribirla ejerció su libertad para enjuiciar hechos, circunstancias y personajes. En suma, según el autor, el suyo es un libro polémico, que se ocupa de Venezuela contemporánea en una perspectiva histórica amplia. Quiso el autor delimitar, así, el área en la cual debería desenvolverse la valoración crítica de su obra.


  El quincuagésimo aniversario de la publicación de Venezuela, política y petróleo es oportunidad propicia para referirse a la naturaleza de la obra, pero también a las circunstancias de su origen. Sobre esto último el autor ofrece, en los prólogos a la primera y a la segunda edición, una detallada explicación. Del prólogo a la primera edición retendré el hecho de que el autor declara haber trabajado inicialmente su obra en el lapso 1937-1939, en circunstancias de persecución política y clandestinidad.


  Retengo este dicho porque me da pie para someter a la consideración del lector una explicación de la razón de ser y del alcance previsto de la obra, que ratifica su ubicación primaria como parte del intento colectivo de lo que se denominó entonces nacionalizar o venezolanizar el marxismo. Esta explicación reitera la ofrecida por el autor en un artículo intitulado «El problema agrario en Venezuela», dedicado a subrayar los méritos de la obra Latifundio, de Miguel Acosta Saignes, y al elogio de su autor, publicado en la revista bogotana Acción Liberal, en noviembre de 1937. La operación ideológica así denominada, buscaba contrarrestar el ser calificado el marxismo –para el caso confundido con comunismo– de ideología exótica, como lo hizo el albacea de la dictadura gomecista, Gral. Eleazar López Contreras; y que como tal fuese condenada en virtud del inciso 6.º del Art. 32 constitucional, que hacía pasibles a quienes la profesasen de ser expulsados del país. Frente a este acoso, Rómulo Betancourt asienta, en el mencionado artículo, que: «Es ahora cuando comienzan las izquierdas venezolanas a darle contenido teórico a sus luchas (...) nos hemos impuesto la tarea de dotar de una doctrina a nuestro frente de combate».


  Puedo respaldar esta explicación, invocando el testimonio personal de dos destacados venezolanos, José Fabbiani Ruiz y Carlos Irazábal. Cuando indagaba para mi sumario estudio sobre la historiografía marxista venezolana, publicado en 1967[35], me extrañó observar que de dos ediciones de la misma obra, Latifundio, en la primera, publicada por la Editorial Élite, en Caracas, en 1937, aparece como autor José Fabbiani Ruiz; y en la segunda, publicada por la Editorial Popular, en México, en 1938, aparece como autor Miguel Acosta Saignes. Comenté el hecho con el primer autor. De él escuché lo ya mencionado de que en esos años se había acordado emprender la nacionalización del marxismo; y para el efecto se convino en la preparación de tres obras que debían ser fundamentales: Carlos Irazábal interpretaría la historia de Venezuela a la luz del materialismo histórico; y tal hizo en su obra Hacia la democracia, editada en México por la Editorial Popular, en 1939. Miguel Acosta Saignes estudiaría la cuestión agraria, y tal hizo en su obra Latifundio, publicada por primera vez, como he dicho, con la firma de José Fabbiani Ruiz, por razones de orden policial; y Rómulo Betancourt se ocuparía del petróleo y la dictadura, en obra cuya elaboración padeció también las consecuencias de la persecución política y la clandestinidad; y de la cual dice su autor, en el artículo citado, «(...) libro mío actualmente editándose en México (...)». Quizás la explicación de esta circunstancia sea la ofrecida por el autor al decirnos, en el prólogo a la primera edición de Venezuela, política y petróleo, hecha en México por el Fondo de Cultura Económica, en 1956, que no pudo utilizar sino «(...) algunos datos del primer borrador, los incluidos en el folleto Una república en venta, impreso en 1937».


  No he intentado hacer una valoración crítica ajustada de estos testimonios. Me atrevo a someterlos a la consideración del lector con el solo propósito de observar que entre el proyecto original y la obra acabada en su primera versión, con la introducción fechada en 1955, medió el alejamiento, que no la ruptura total –pues esta no se produjo completamente desde el punto de vista de la concepción materialista de la historia–, entre el fervor doctrinario inicial del militante y la consolidación de la autonomía crítica del dirigente político experimentado. En efecto, en el artículo de revista ya citado sobresalen las siguientes consideraciones teóricas, que anuncian la evolución del pensamiento de Rómulo Betancourt en relación con el marxismo, y por lo mismo en lo que toca a la concepción de la historia:


  
    «Cuando he dicho que nos hemos impuesto la tarea de dotar de una doctrina a nuestro fervoroso movimiento de liberación social y nacional, entiéndase bien que no pretendemos patentar teorías autóctonas. No es posible que ningún movimiento revolucionario moderno pretenda desechar el pensamiento marxista (...) Pero el pensamiento marxista, conforme a la propia definición de sus geniales creadores, no es una camisa de fuerza, sino un método. Pretender, en consecuencia, aplicar internacionalmente una esquemática y simplista interpretación del marxismo es negar la esencia misma, evolucionista y dinámica del marxismo.»

  


  Y de inmediato brotó el joven aspirante a líder. Arremetió contra quienes habrían de ser sus más irreconciliables adversarios; sus hasta entonces compañeros ideológicos:


  
    «Cierta ortodoxia, tan beata como poltrona, se aferra en sostener lo contrario. Le resulta más cómodo rumiar la fórmula europea –lista para ser deglutida– (...) antes que luchar a brazo partido con nuestra realidad, y desentrañarle su contenido. La tendencia tropical a la pereza [sic], a la ociosidad mental [sic], colabora mucho en la gestación de esta actitud. El duro esfuerzo de asomarse con ojos propios al drama de un pueblo, para arrancarle la clave de su destino, no es tarea fácil ni extraña a la vigilia. El trasplante no reclama sino obcecación y buena voluntad; la creación implica estudio, desvelo, tanteo y hasta error. En todo caso, ese esfuerzo casi doloroso de meterse en la historia, en la psicología, en la vida compleja de un pueblo, para poder adecuar a su vocación nacional la idea simple y grande de la revolución.»

  


  Se operaba, en el pensamiento de Rómulo Betancourt, una radical diferenciación entre los postulados del marxismo teórico y las que calificó de beatas invocaciones del mismo. Proyectada de manera creativa en el hacer político, esta diferencia se perfeccionó en la «Apostilla del autor», fechada en noviembre de 1939, a su obra Problemas venezolanos, publicada en 1940: «(...) Estoy y estaré siempre en la trinchera del pueblo. Lucho y lucharé siempre en las filas porveniristas de la izquierda. Empero, propugnando para Venezuela la solución de sus problemas nacionales impuesta por la estructura del país y por el clima histórico que vive. Esas soluciones son tan diferentes de las mediocres panaceas del liberalismo, inoperantes e históricamente agotadas, como de las fórmulas soviéticas». Dicho esto, sacó dos conclusiones, una política y otra personal; ambas rotundas. La conclusión política reza: «(...) Un Partido Liberal o un Partido Comunista, no podrán cumplir en Venezuela ese rol histórico, sólo asumible por una organización de plataforma doctrinaria y de estructura interna democráticas y anti-imperialistas». La conclusión personal no es menos terminante: «Expuesto tan lealmente mi pensamiento político, nadie tendrá por que [sic] ubicarme, en lo sucesivo, en filas distintas de aquellas donde ocupo sitio de combate».


  Lo que nos lleva al hombre político Rómulo Betancourt. Puede decirse que vivió la Venezuela contemporánea practicándola, con disposición creativa, como un proceso de continuidad y ruptura, ejemplarmente recogido en la obra que nos ocupa. Pareciera que el autor personificó, con su pensamiento y su acción, la eficacia de este precepto metódico de la historia. En efecto, su meta, a corto y mediano plazo, fue la ruptura con la República liberal autocrática, instaurada en Venezuela, sin solución de continuidad, desde la ruptura de la República de Colombia, alias Gran Colombia. Pero su objetivo fue la instauración de la República liberal democrática, moderna. En consecuencia, los medios empleados fueron, simultáneamente, la organización de un partido político popular, de composición policlasista y de alcance nacional; y el golpe civil-militar-civil, parcialmente tradicional en su gestación y dinámica, pero novedoso en su utilización para abrirle camino a la instauración de la República liberal democrática; todo aprovechando la coyuntura internacional que, dando prueba de una clara visión política, el autor consideró favorable para este último propósito.


  Es muy agudo el razonamiento de Rómulo Betancourt sobre esta materia, expuesto en un mitin de su partido, el 6 de mayo de 1945, cuando terminaba la porción europea de la Segunda Guerra Mundial. Reunidos, su realismo político y su entusiasmo revolucionario le llevaron a decir: «(...) Desconfiamos confesamente de los gobiernos que están moldeando la paz, pero creemos con apasionada y militante fe, en los pueblos de Europa, de Asia, de América, que con su energía colectiva serán capaces de forjar un mundo mejor, de hacer cumplir la Carta del Atlántico, de transformar las cuatro libertades rooseveltianas en norma de convivencia humana (... )». Culminó, categóricamente: «Nosotros creemos que la post-guerra abre para todos los pueblos del universo magníficas perspectivas y grandes posibilidades. Entre ellas hay una fundamental: libre vía para el desarrollo democrático de las naciones, porque si algo ha quedado liquidado definitivamente, o cuando menos por algunas décadas, en esta sangrienta contienda, ha sido la tesis providencialista del «‘jefe único’ (...)»[36].


  Pero el realismo de Rómulo Betancourt se atenuaba, al paso que crecía su entusiasmo revolucionario, al denominar «(...) violento episodio del 18 de octubre (...)». el desarrollo insurreccional de una conjura de militares apoyados por un reducido grupo de civiles[37]. No era la primera vez que esta asociación de fuerzas se daba en Venezuela, como tampoco la circunstancia de que el triunfo levantase fervor popular. Pero, a diferencia de lo que ahora ocurría, si también antes se les denominaba revoluciones, contaban desde el inicio con un caudillo representativo, destinado a capitalizar el poder y, si posible, a eternizarse en su ejercicio, perpetuando el régimen autocrático; lo que el nuevo episodio de esa larga y dolorosa experiencia descartó cumplidamente desde el inicio.


  Para enfrentar las críticas suscitadas por esta utilización del muy censurado recurso a las armas, el autor asume una posición firme: «(...) Nunca nos hemos arrepentido quienes fuimos actores en el episodio político del 18 de octubre de 1945 de nuestra participación en él (...)»[38]. ¿Significa esto que habría estado dispuesto a reconocer que tales actores participantes lo habían sido de una conjura militar? El autor se ampara, con razones que considero históricamente válidas, en la justificación de lo que significó lo cumplido, por los acontecimientos que de inmediato siguieron al golpe civil-militar-civil, consistentes en echar las bases de la República liberal democrática. En otros términos, Rómulo Betancourt no vaciló en justificar el empleo del menos democrático de los procedimientos de formación del Poder Público, para abrirle paso a una transformación radical del ejercicio de la soberanía por sus genuinos depositarios. En esto último radicó la comprobación de la innovación en el procedimiento, justificando –dentro de la relatividad de este concepto– los medios en función del fin logrado.


  La innovación, así fundada, consistió en la eficaz reformulación e instrumentación democrática del Proyecto Nacional liberal, basada en el nuevo diseño, durante los años 1945-1947, de los procedimientos de formación, ejercicio y finalidad del Poder Público; concebido y elaborado este diseño en función del ejercicio, por el todo social, de la soberanía que había sido usurpada primariamente por los actores de la República liberal autocrática, y en la validación de la expresión libre de esa soberanía.


  Es de especial importancia insistir en esta cuestión, sobre todo en tiempos cuando no faltan escritores de historia, aficionados unos, graduados otros, que se dedican a rastrear, en la actuación de los dos últimos gobernantes del gomecismo, indicios de comportamiento democrático. Buscan con ello, sobre todo, pruebas que puedan demeritar la violenta fundación de la República liberal democrática, al presentarla como la injustificable interrupción de la evolución hacia la democracia[39].


  Me temo que quienes valoran alto las tímidas aperturas democráticas del gobernante que cierra la era gomecista, Gral. Isaías Medina Angarita, haciéndose eco de lo aseverado por su antecesor, ignoran o subestiman las circunstancias internacionales en las cuales se vio compelido a adoptarlas. Subestiman, sobre todo, el hecho de que tales aperturas no afectaban los mecanismos nada democráticos de formación, ejercicio y finalidad del Poder Público, consecuentemente preservados por los gobernantes de la República liberal autocrática. Especialmente valoran, como signos probatorios de sus afirmaciones, los atinentes a la ampliación del margen de tolerancia de las libertades públicas. Al hacerlo desestiman el hecho de que la libertad es uno de los derechos del Hombre, que no es uno de los derechos del ciudadano; y que, por lo mismo, nadie puede dar ni quitar lo que es inherente a la existencia del Hombre, sin incurrir en el más condenable de los despojos, desvirtuando la esencia de esa libertad.


  Al completar, por primera vez en nuestra historia, la ciudadanía venezolana, reconociéndole a la mujer sus derechos políticos, y extendiendo este derecho a los analfabetos y a los mayores de dieciocho años, la soberanía popular cambió definitivamente de manos; y adquirió su plena validez al solicitar la participación no ya de decenas de miles, sino de cerca de millón y medio de ciudadanos.


  Debo observar que, como lo he dicho en ocasiones semejantes de esta, fui testigo de la puesta en práctica de esta heroica decisión; y de la agria controversia que suscitó entre escritores y políticos malavenidos con lo que se iniciaba. Con el tiempo he llegado a interpretar esa decisión como una arriesgadísima estrategia, dirigida a quebrarle el espinazo a la República liberal autocrática, degenerada en la dictadura liberal regionalista. Pero no he dejado de preguntarme sobre si quien fue el más empeñoso promotor de esa estrategia lo hizo porque conocía al pueblo venezolano; si lo hizo por convicción doctrinaria; o si ella representó un acto de audacia, poco menos que inconsulto, basado en una fe romántica en el pueblo.


  Quizás fue todo esto, a un tiempo, pero es razonable contrastar esa decisión con la visión de ese pueblo ofrecida por el propio empeñoso promotor de la misma: «(...) El pueblo trabajador, indefenso, analfabeto, humillado, con su paludismo y su sífilis, era siervo de la gleba en las haciendas gomeras, artesano explotándose a sí mismo, esclavo asalariado en los campamentos mineros (...)»[40]. Poco menos que un pueblo sobreviviente «(...) En una nación donde no hubo durante décadas prensa libre, ni elecciones siquiera fueran fraudulentas, ni remedo de actividades parlamentarias, ni organizaciones políticas y sindicales (...)»[41]. ¿Podría considerarse una demostración de realismo político el proponerse edificar, con ese material social, una República liberal democrática moderna? Recuerdo muy bien que los espíritus realistas acreditados, de la época, lo consideraron un propósito desatinado, y hasta imposible.


  Quizás este, que parecería haber sido, objetivamente, un imprudente gesto de audacia, se explique por haber sido el inicio de lo dicho por el propio Rómulo Betancourt al referirse, en 1967, a «(...) la acción cumplida a través de los últimos 17 años para democratizar, modernizar y venezolanizar a Venezuela»[42].


  Confieso que esta secuencia me ha preocupado en relación con sus dos primeros estadios. Me pregunto: ¿democratizar para modernizar o modernizar para democratizar? Pareciera que, vistos al ras de los tiempos, los acontecimientos dan la razón a Rómulo Betancourt. Lo necesario, en primer término, era romper con la República liberal autocrática, y así se hizo, pues el rebrote de esta, en forma de una dictadura militar pretendidamente desarrollista, instaurada a partir de 1948, no pudo borrar del todo lo adelantado, en materia de participación democrática, por aquella República.


  Pero, vistos en una suerte de largo período histórico, si tal medición fuere utilizable en nuestra breve historia republicana, la secuencia real parece haber sido otra que la enunciada por Rómulo Betancourt. Y tal ha sido que el proceso de modernización inaugurado por el Gral. ilustrado Antonio Guzmán Blanco; y continuado de hecho, en lo administrativo, durante el gomecismo, hizo posible que el auge petrolero, generado por los requerimientos energéticos de la Segunda Guerra Mundial, la reconstrucción europea y la guerra de Corea –y la concomitante inmigración masiva– impulsaran un acelerado proceso de modernización que preparó el escenario para la reinstauración de la República liberal democrática, a partir de 1958; es decir de la República que hoy padece una severa indigestión.


  Debo proseguir con la historia como pasión


  De Rómulo Betancourt puede decirse que se sabía a sí mismo parte de la Historia, como consecuencia de su conocimiento de la evolución de la historiografía venezolana, conocimiento que lo mostró capaz de componer la nutrida introducción al ensayo sobre el «Problema agrario en Venezuela», ya mencionado, que intituló «Ubicación histórica del latifundio»; e igualmente de formular juicios ponderados sobre esa evolución y autores representativos, si bien en esos juicios figuran también los que serían estereotipos de la historiografía marxista venezolana. Como ejemplo de ponderación citaré un durísimo artículo publicado en Orve, el 22 de noviembre de 1936, intitulado «Vallenilla Lanz, máximo exponente de la prostitución intelectual, ha muerto»; del cual me permito leer el siguiente párrafo:


  
    «Al lado de la cínica actuación gomecista de Vallenilla Lanz, que hace para siempre execrable y odiosa su memoria, está el otro aspecto de su obra: el de investigador de nuestros anales históricos. Le hacemos justicia al reconocer que fue el primero en asomarse, con criterio analítico, a la historia nacional. Abandonó lo anecdótico, esa delectación narrativa y epopéyica [sic], que son [sic] características definidoras del «estilo» de investigación en los otros historiadores nuestros. En ellos, con variantes muy poco acentuadas, ha permanecido vigente el método exclusivamente apologético de un Larrazábal [Felipe] o la obsesión de lo heroico de un Eduardo Blanco.[43]»

  


  Vale pensar que su sentido de la evolución de la historia de Venezuela le llevó a trazar y promover la estrategia que condujo, primero a la instauración de la República liberal democrática moderna; y luego a dirigir con acierto la defensa de esa República, reinstaurada, contra las agresiones francamente regresivas y la confabulación de sus adversarios políticos –que habían defendido el último estadio del régimen gomecista– ahora validos de la intervención armada del régimen dictatorial hoy eternizado en Cuba.


  El estudio de la obra Venezuela, política y petróleo nos dice que para Rómulo Betancourt vivir la Historia no era conocerla de manera más que elemental; y sentirla de manera más o menos fogosa. Era vivirla políticamente, en el sentido de tratarla como un arsenal del cual era posible extraer armas para combatir, pero también para justificar, una osada vocación de poder. Quizás esto explique no solo su juicio sobre la obra historiográfica de Laureano Vallenilla Lanz, sino también la adopción de la concepción materialista de la historia, como se advierte en las huellas de su formación marxista. De estas circunstancias deriva que pudiese participar en el que fue denominado entonces «el rescate de Bolívar», al compartir la creencia de que también fue un adelantado de la moderna reforma agraria. Igualmente, la circunstancia de que pagase tributo a la conseja de la deformación de la economía nacional, como consecuencia del establecimiento de la industria petrolera. Es decir, dos postulados de la caduca historiografía marxista venezolana que, sin embargo, aún anidan en nuestros institutos de enseñanza.


  Cuando tuve ocasión de prologar documentos primeros de Rómulo Betancourt, comencé a advertir que él sentía que vivía para la Historia, sin atender a la enorme distancia que mediaba entre ese tener conciencia de vivir para ella y los recursos de que disponía, en orden a conocimiento, crédito revolucionario y significación social. Pero sobre todo me quedó clara su decisión de vivir la que sería su propia biografía, si cabe decirlo así, al poner atención a todo lo que podía enriquecerla, como muestra de una firme determinación, al desdeñar flaquezas y al forjarse, espiritual e intelectualmente. Lo hizo en obsequio de la que fue una vida dedicada a instaurar en Venezuela la democracia moderna, a consolidarla y a defenderla, incluso mediante procedimientos en ocasiones poco o nada democráticos, por considerar que así servía a la Historia. El saldo no pudo ser más dramático: el hombre que representa la fundación de la República liberal democrática moderna en Venezuela, y que asumió más tarde la responsabilidad histórica de trabajar por su reinstauración y consolidación –esto en medio de un incesante acoso– solo vivió en una democracia no azarosa durante su retiro bernés.


  Pero más que el conocimiento de la Historia, fue el sentido histórico el que le permitió a Rómulo Betancourt tender el puente que le llevó desde la adquisición del marxismo teórico elemental, a un estadio de reelaboración creativa del mismo que lo convirtió en campeón de la socialdemocracia venezolana. Esta comprobación me induce a formular una proposición que, seguramente, parecerá un tanto atrevida: Rómulo Betancourt, como algunos otros, llegó a la democracia moderna por medio de la realista experiencia creadora del marxismo, basada en la elemental comprobación de que el hombre nuevo, anunciado por el evangelio revolucionario, no puede ser sino un hombre libre.


  ***


  Terminaré con algunas consideraciones sobre el cultivo, por el autor de la obra cuya aparición conmemoramos, de su propia historicidad. El celo documentalista demostrado por Rómulo Betancourt, como político visionario y como hombre de acción, tiene conocidos precedentes en los siglos XVIII y XIX venezolanos. Sabiéndose destinado a someterse al que denominó «(...) juicio implacable de la historia (...)»[44], formuló una severísima sentencia, en el prólogo a la segunda edición de la obra que comento. Dice en ese prólogo, fechado en 1967, que respeta el contenido de la primera edición, de 1956, permitiéndose «(...) sólo cambio de palabras, y nunca de conceptos (...)»; posición que se ampara en un principio: «(...) No he considerado ajustado a la ética de quien escribe historia retractarme en 1967 de lo que se publicó por primera vez en 1956 (...)»[45]. Este juicio fue rebatido por Luis Beltrán Prieto Figueroa, en un artículo intitulado «Una voz de ultratumba», publicado en El Nacional, de Caracas, el 12 de agosto de 1975. El crítico se refiere a la segunda edición, «(...) en la cual se suprimieron muchas cosas que están en la primera (...)»; y sentencia: «(...) Se las había llevado el Guaire en su transcurso de años y de días (...)».


  Estamos, por consiguiente, en presencia de la obra de quien declara que actúa como un historiador respetuoso de su oficio; pero una obra respecto de la cual sería necesario dictaminar si trata de historia de lo contemporáneo o de historia contemporánea, propiamente dicha.


  La cuestión tiene importancia, porque el autor proporciona argumentos para uno y otro enfoque de la naturaleza de su obra, que merecen atenta valoración, porque no dejan de revelar cierto grado de contradicción; si bien el autor intentó reunirlos en una drástica sentencia: «Ningún historiador es imparcial (...)»[46]. En efecto, en el prólogo a la primera edición  fechado en 1955, confiesa: «(...) Escribo como pienso y como siento. Llevo a Venezuela en la sangre y en los huesos; me duelen sus dolores colectivos y cuando se trata de hablar de ellos sería un farsante si jugara a la comedia de la imparcialidad. De allí la pasión confesa con que analizo los problemas de mi país (...)»[47]. Pero esto dice después de adelantar su esfuerzo documental, y de consulta en diversos niveles. En el prólogo a la segunda edición, fechado en 1967, luego de la citada afirmación de que el suyo «(...) es un libro de historia (...)», intentó sentar doctrina historiográfica: «(...) Ningún historiador es imparcial. Majadería es negar que el acontecer de los pueblos es rememorado por quien sobre estos temas [no] escriba enfocando hombres y sucesos a través del prisma de sus propias convicciones ideológicas. Lo que no es válido ni respetable es que el historiador distorsione hechos e invente situaciones para falsificar, en beneficio de sus propias tesis, lo acontecido en una nación (...)»[48]; tras lo cual reiteró su celoso esfuerzo documental.


  A quien tenga experiencia en el ejercicio historiográfico, y sea capaz de enjuiciar críticamente su propia obra, no dejará de parecerle que estamos en presencia de un caso de confusión entre el deber de imparcialidad y el propósito de objetividad, principios particularmente aplicables al estudio de la historia contemporánea. Pero le parecerá razonable, también, pensar que no es la renuncia expresa al cumplimiento del deber de imparcialidad un buen camino hacia la realización del propósito de objetividad. Y justamente en este difícil equilibrio radica una de las diferencias primordiales entre escribir historia de lo contemporáneo y escribir historia contemporánea. El no observar este equilibrio acerca más lo escrito hacia la categoría testimonial, que puede resultar de muy alto valor, sin embargo, para quien escriba historia contemporánea; valor sin duda realzado por la honesta advertencia de parcialidad.


  Cabe afirmar que, para el historiador que investigue la historia contemporánea de Venezuela, la obra que comentamos es de una utilidad no igualada, en su género específico, porque recoge el testimonio de una persona altamente dotada para la observación y el análisis –además de poseer un robusto sentido histórico–, que vivió esa realidad, intensamente comprometido con ella, y actuó guiado creativamente por su conocimiento de esa realidad, hasta el punto de haber llegado a ser el principal actor de su transformación.


  Quizás la clave de esta relativa confusión conceptual radique en que si bien esta notable obra versa sobre los dolores de Venezuela, responde igualmente al propósito de bosquejar el marco histórico en el cual sabía el autor que habría de ubicarse su vida, entendida como acción y pensamiento de político creador.


  Por todo lo dicho, no se requiere ser muy sagaz para percibir que no era el último de los cuidados del autor el ayudar a la comprensión histórica de su papel en el establecimiento de la República liberal democrática moderna venezolana. Bien sabía que su participación en esa empresa había sido fundamental, y que tendría gran trascendencia; pero necesitaba consolidar esta visión, casi obvia; y como no es posible haber sido ideológicamente marxista sin guardar algún rescoldo, demostró su interés en revisar lo elaborado por los fundadores del humanismo marxista sobre el papel del individuo en la historia.


  Sin embargo, cuando recibí la carta que de seguidas comento, con un propósito testimonial, toda mi atención se centró en el hecho de que recibiese una carta suya, pues no existía entre nosotros ningún precedente de trato amistoso; es más, no habíamos tenido ocasión de conocernos personalmente, como lo declara el propio Rómulo Betancourt en otra carta, de 14 de julio de 1975, que comentaré más adelante.


  La carta en cuestión está fechada en Caracas, el 19 de marzo de 1975. En ella anuncia que me hará dos «peticiones». Luego de la primera, relativa a su agradecimiento por el «(...) envío por usted, y por segunda vez, de una copia en xerox de mi trabajo escrito en torno del libro ‘Latifundio’ de Miguel Acosta Saignes (...)», añade: «La segunda se refiere a que usted me ubique, si le es posible, la explicación que hizo Engels sobre el concepto de Marx ‘El papel del hombre [sic] en la historia’. Algunos marxistas de la primera época cayeron en cierto mecanicismo diciendo que para Marx el hombre era un simple instrumento de factores económicos extraños y superiores a su propia voluntad. Engels insurgió contra esa tesis. Estoy seguro de haber leído ese trabajo del compañero e íntimo colaborador de Marx. Pero no recuerdo en cuál trabajo suyo emite esos conceptos. Si usted también los ha leído, espero de su amabilidad que me indique la fuente donde pueda documentarme».


  No sé por qué pensó Rómulo Betancourt que yo podría ayudarlo en el sentido solicitado. Ciertamente que no poco había estudiado sobre el tema, pero mis lecturas del marxismo teórico habían quedado un poco atrás, en los tiempos cuando seguí el curso sobre Marxismo impartido por Jean Baby en el Instituto Nacional de Ciencias Políticas, en París.


  No obstante, respondí el 3 de abril. Luego de referirme al envío de una nueva copia de su trabajo «El problema agrario en Venezuela», le informo: «Hallará también en este sobre copia xerox del capítulo X de la obra de Rodolfo Mondolfo, El materialismo histórico en F. Engels y otros ensayos. He estimado conveniente enviárselo porque se refiere útilmente a las cartas de Engels que creo son, junto con algunos pasajes del Antidüring (me refiero sobre todo a los comienzos del capítulo V sobre ‘Estado, familia, educación’), los textos que desea Ud. ubicar. Se trata de tres cartas (a J. Bloch, del 21-IX-1890, a H. Starkenburg, del 25-I-1894, y a K. Schmidt, del 27-X-1890). Las cartas fueron publicadas por Antonio Labriola en el apéndice de su obra Discorrendo di socialismo e di filosofia, traducida al español bajo el título de Socialismo y filosofía. Lamentablemente, la edición actualmente en librerías (Madrid, Alianza Editorial, 1969) suprime del apéndice justamente las cartas». Dicho lo cual continué: «Recuerdo haber leído esas cartas en la biblioteca del Dr. Wenceslao Roces, mi profesor en México, de manera que si mis gestiones para obtenerlas aquí no dan resultado pediré al Dr. Roces que me envíe una copia que le haré llegar con mucho gusto».


  Para subsanar esta falta escribí a mi profesor y amigo, en la Escuela de Historia de la Facultad de Filosofía y Letras Universidad Autónoma de México, Wenceslao Roces, destacado estudioso y traductor de las obras más notables del marxismo teórico. Como correspondía, le informé del motivo de mi carta, y como lo esperaba, recibí lo solicitado, que transmití a Rómulo Betancourt con carta fechada 7 de julio, añadiendo dos aportes del profesor Roces: una carta de Engels a Franz Mehring, de 14 de julio de 1893, y la sugerencia de estudiar también el capítulo sobre Feuerbach de la Ideología alemana.


  Pensaba haber cumplido así el encargo recibido de quien suponía ocupado en escribir sus memorias, según me lo informó en carta del 18 de enero de 1979: «Trabajo en mis memorias. Espero terminarlas en este año 79 (...)»; lo que, obviamente, le obligaba a cierto ajuste de cuentas con su pasado ideológico y militante.


  Pero mi interpretación tropieza con un obstáculo que mi oficio de historiador me impone considerar críticamente. Recibí una carta de Rómulo Betancourt, fechada en el 14 de julio de 1975, en la que acusa recibo de la mía del 7 del mismo mes, y confirma: «(...) Me envió usted documentos sobre Engels que he releído con el mayor interés (...)». Pero añade: «(...) Lástima grande que no llegaran con anticipación a la publicación que en el mismo día de hoy sale en Bohemia [Revista nacida en La Habana y entonces refundada en Caracas] del prólogo libro [sic] ‘Hombres y villanos’. Hubiera querido utilizar la manera como Marx-Engels entendían el papel del hombre [sic] en la historia (...)». Mas, dada la referencia que hizo a estar escribiendo sus memorias, me inclino a pensar que al autor de ese nuevo libro en ciernes le sobraban razones para considerarse entre los hombres de alta significación histórica.


  Este asunto había salido completamente del cuadro de mis preocupaciones historiográficas, cuando el encargo de que redactase un estudio introductorio para el volumen I de sus papeles, me hizo entrar en áreas de la personalidad de Rómulo Betancourt de las cuales había tenido vagas y nada benévolas referencias, hechas por sus irreconciliables adversarios del Partido Comunista de Venezuela, exiliados en Ciudad de México.


  Este inesperado compromiso me llevó a redactar un breve texto intitulado La emergencia de un líder. Rómulo Betancourt y el Plan de Barranquilla, publicado por la Fundación Rómulo Betancourt en 1994. El elaborarlo estimuló mi interés en el personaje, de quien había leído mucho al seleccionar las muestras historiográficas que forman mi Historia de la historiografía venezolana. Textos para su estudio[49], en búsqueda de un texto que pudiese representar el uso político de la historia para los fines de la historia contemporánea reciente de Venezuela. Seleccioné la «Versión taquigráfica de una conferencia dictada en el Instituto Pedagógico Nacional, en Caracas, al iniciarse el programa de extensión cultural del curso de alfabetizadores de adultos, el 29 de diciembre de 1945». Este texto me pareció de especial interés por tratarse de una conferencia, improvisada, en la cual el orador se propuso ubicar históricamente acontecimientos inmediatos de la evolución histórica de Venezuela. Como el autor había declarado a la prensa que entendía vivir de sus escritos, y que por lo mismo debía requerirse su autorización para publicarlos, le escribí desde la Universidad de Cambridge, Gran Bretaña, donde regentaba yo la Cátedra Simón Bolívar, solicitando su autorización. Pronto recibí respuesta positiva y una copia de la conferencia con una sola corrección de estilo.


  Ofrezco estas referencias precisas para abonar el hecho de que me creo autorizado a afirmar que Rómulo Betancourt quería respaldar doctrinariamente su actuación histórica, porque necesitaba comprobar si podía considerarse el padre de la democracia venezolana; lo que hoy no vacilo en afirmar, contrariando el juicio de mi recordado amigo Rodolfo Quintero, para quien Rómulo Betancourt sería, a lo sumo, el «Padre severo de la democracia», por los excesos que cometió en su nombre, según artículo con ese título, publicado en el diario El Nacional, del 12 de marzo de 1978; y también las dudas de mi amigo y colega Manuel Caballero, en su reciente biografía de Rómulo Betancourt, en lo concerniente solo al uso del concepto de su paternidad respecto de la democracia moderna en Venezuela.


  Fundo esta última afirmación no solamente en lo que llevo dicho, en el presente ensayo sobre su personalidad histórica, sino también en un análisis histórico sobre el cual algo he publicado. Rómulo Betancourt demostró, como Presidente de la Junta Revolucionaria de Gobierno establecida en 1945-1946, y lo ratificó en su actuación hasta su muerte, que había superado la tradicional confusión entre libertad y democracia. Que él concebía esta última como el resultado de la modernización de los procedimientos de formación del Poder Público, del ejercicio de ese poder y de la finalidad del mismo. Fue seguramente movido por la comprensión de que no sería fácil disipar en el pueblo la confusión, tan arraigada, entre libertad e independencia; e inculcarle la vivencia democrática del Poder Público, que practicó siempre una concepción pedagógica del ejercicio de la política y del desempeño del Poder Público; lo que no dejó de irritar a sus adversarios confesos y a no pocos de sus seguidores menos advertidos.


  Es casi innecesario subrayar que para llevar a cabo este replanteamiento del Poder Público trabajó con destacados venezolanos, merecedores de buena parte de ese crédito; pero no es menos cierto que todos los testimonios, tanto de compañeros como de adversarios, lo reconocen y señalan como el principal y fundamental impulsor de la República liberal democrática moderna venezolana.


  ***


  Dicho esto, he llegado a una conclusión. Deseo hacer una confesión y formular un voto. La confesión consiste en delatar el conato de angustia que me produce el atreverme a pensar, siquiera por un instante, que este autor que tiene el honor de comparecer ante sus lectores, pueda parecerse a ese historiador que el autor de Venezuela, política y petróleo esperaba, refiriéndose a la valoración de lo iniciado el 18 de octubre de 1945: «(...) Creemos, además, y así será generalmente reconocido cuando se enjuicie con perspectiva de tiempo la labor del gobierno surgido de él, que será apreciado ese período como un hito de progreso en la historia nacional y como un cambio hacia lo mejor que estaba reclamando el país (...)»[50]. El voto consiste en que alguno de nuestros prometedores historiadores disipe pronto, con su obra, mi naciente angustia.


  Conclusiones


  La personalidad histórica de Rómulo Betancourt se corresponde con el pleno funcionamiento de la dialéctica histórica de continuidad y ruptura. Transcurrió en la articulación entre el siglo XIX, todavía esencialmente vigente en la Venezuela de su juventud; y el brote del siglo XX, en el escenario mundial y en sus primarias repercusiones directas y crecientemente determinantes en Venezuela. En este marco se inició su personalidad histórica, propiamente activa, a partir de 1936.


  Tomada en sí, la personalidad histórica de Rómulo Betancourt refleja la dialéctica de continuidad y ruptura, en sus dos directrices primordiales. Estuvo orientada hacia la ruptura, por el hecho de que toda ella se manifestó como un incesante y heroico afán de reorientar la sociedad venezolana, en función de preceptos democráticos que propiciaran el ejercicio de la libertad y la superación en todos los órdenes vitales. Estuvo regida por la continuidad porque, en todo momento, refirió el propósito de ruptura a su entronque con la caracterización de la evolución sociohistórica de la sociedad que se propuso cambiar; tomando esa conexión, apreciada como una fuente de factores condicionantes –tanto en sentido positivo como en sentido negativo– de la oportunidad y la factibilidad del cambio sociopolítico procurado.


  La armonía dialéctica así lograda podría expresarse, en sencillas palabras, como una demostración de lucidez que le llevó a esforzarse por abrir camino hacia el futuro sin violentar el tiempo histórico. De allí que entendiera el presente como el área de conjugación de un futuro posible en función de un pasado que era a la vez rémora y fuente de confianza en la capacidad de acceder a ese entrevisto futuro. Hay indicios fehacientes de que este enfoque de la realidad le permitió eludir la trampa seudorrevolucionaria que consiste en cerrarse el futuro mediante la negación acrítica del pasado. Cabe pensar que su sentido histórico le permitió a Rómulo Betancourt encarar de manera constructiva la fuerza inhibidora de la postulada subordinación de la factibilidad del cambio social a la correlación materialista mecanicista entre las denominadas condiciones objetivas y las denominadas condiciones subjetivas, al comprender que si bien las primeras las genera la sociedad como organismo, las segundas las genera el hombre como individuo social.


  Rómulo Betancourt se desenvolvió en esa dialéctica valiéndose de su genuina creatividad intelectual, fundada en el cultivo del espíritu crítico, en el enriquecimiento del sentido histórico y en el coraje intelectual, practicado al expresar su pensamiento superando trabas doctrinarias y retando prejuicios pretendidamente realistas. Tales fueron los instrumentos de una laboriosa y prolongada tarea de formación intelectual autodidacta; y de una sostenida decantación ideológico-doctrinaria.


  En este camino, llegó a combinar, eficazmente, la incesante formación teórica, la percepción lúcida de la cambiante realidad –en correlación dialéctica con los principios, asumidos críticamente– y la capacidad de rectificación; tanto en la formulación de objetivos político-estratégicos como en el trazado de estrategias, en la instrumentación práctica de estas, en la concepción pedagógica del ejercicio de la política y en el desempeño del Poder Público.


  Cultivó la primacía inteligente de los principios, propios y adoptados, pero libre y creativamente interpretados, enérgicamente observados y ejemplarmente postulados, sin arredrarse antes las imputaciones de haber incurrido en inconsecuencia, procedentes de quienes hacían de los principios aprendidos dogmas acomodados a su flojera intelectual.


  Por consiguiente, practicó una concepción instrumental de principios y conceptos, en cuya confrontación con propósitos y situaciones prevaleció el realismo político; pero este acatado, a su vez, como dirigido a la transformación de lo real, en acuerdo con metas y objetivos acordes con la dinámica social, en acto y en potencia, objetivamente percibidos y políticamente procesados.


  Parece posible demarcar –si bien no de manera radical– dos grandes estadios en la personalidad histórica de Rómulo Betancourt. El primer estadio, que culminó con el inicio de su período como Presidente constitucional, el 13 de febrero de 1959, fue de un sostenido y prolongado esfuerzo creativo, en lo individual, lo ideológico y lo político. El segundo estadio, que corrió hasta su entrega del poder, el 11 de marzo de 1964, se caracterizó, sobre todo, por el despliegue de la determinación, la tenacidad y la lucidez que le exigieron las tareas de reinstauración, consolidación y preservación de la democracia moderna, en el marco de la República liberal democrática, con su carga de excepcionalidad en la vigencia de los principios que rigieron la vida pública y el desempeño político del principal promotor y dirigente de esa República.


  Bien supo Rómulo Betancourt darle a su vida histórica un epílogo que marcó en alto grado su consecuencia con el primer estadio de esa vida, en lo concerniente a la concepción pedagógica del ejercicio del liderazgo político y del desempeño del Poder Público. Al igual que tuvo claro el propósito y la vigencia de sus esfuerzos, hasta el momento de retirarse de la vida política activa. Aunque pueda parecer paradójico, hizo esto último de la manera más trascendente, tanto en función de lo que contribuyó a demoler como en función de lo que condujo hacia ponerse en marcha. El 28 de mayo de 1960, en ejercicio de la Presidencia constitucional por decisión de la soberanía popular, expresada mediante el voto universal, directo y secreto, afirmó en el acto de clausura de la XVI Asamblea Anual de Fedecámaras: «El camino está ahora más despejado y más seguro, porque definitivamente está afirmada la realidad de que en este país no puede llegarse al Gobierno sino por la vía civilizada del voto(...)»[51]. A lo que añadió, en el discurso pronunciado en el Salón Elíptico del Capitolio Nacional, al ponerle el ejecútese a la Constitución Nacional, el 23 de enero de 1961: «(...) el pueblo de Venezuela en todos sus rangos, estamentos y profesiones está decidido a que en este país no se retrograde nunca a formas francas o disimuladas de despotismo (...)»[52]. Los acontecimientos políticos profundos, sucedidos a partir de 4 de febrero de 1992, han confirmado –y están confirmándolos– estos asertos de quien orientó, condujo y consolidó el rescate de la soberanía popular.


  Por estas razones y circunstancias he considerado oportuno y necesario ofrecer una suerte de puntualización de los hechos más sobresalientes que conforman la personalidad histórica de Rómulo Betancourt, ubicándola en la perspectiva del largo período histórico. Lo que condujo a que muchos hechos, acontecimientos y personajes que pueblan su biografía hayan visto desvanecerse su relevancia, más o menos circunstancial, en beneficio de que se destaquen los rasgos históricamente perdurables.


  Como han obligado también, estas razones y circunstancias, a observar que en el enfoque de la realidad venezolana por Rómulo Betancourt pesaron al menos dos consideraciones, que imponen una cuidadosa aproximación crítica. Una fue su reiterada valoración de los recursos petroleros, no ya como no renovables sino como llamados a agotarse en un breve plazo, que llegó a anunciar con alguna precisión. También merece reflexión el hecho de que por obra de su discurso sociopolítico, y si bien para condenarlos, parecieron revestir carácter de marcada continuidad histórica actos de gobierno, y prácticas políticas, que en una sociedad bien estructurada y asentada habrían sido solo flagrantes delitos. ¿En el primer caso, padeció de una corta visión, quizás explicable por los conocimientos técnicos disponibles? ¿En el segundo caso, pagó un oneroso tributo a prácticas ancestrales de gobierno, en correspondencia con el estado de atraso de la sociedad?


  Pero quizás sea la muestra más cargada de significación, de la que he denominado decantación ideológica cultivada por Rómulo Betancourt, la contenida en un documento ¿que marcó la culminación de su desarrollo teórico y conceptual? Tal es el Plan Cuatrienal de Gobierno, presentado en sesión solemne al Congreso Nacional el 29 de abril de 1960. Resultante del contraste crítico vivido entre la concepción teórico-doctrinaria del cambio social y económico, por una parte; y la experiencia de haber gobernado hombres y realidades sociales, por la otra, fue este reconocimiento de lo posible:


  
    «Exportar mineral o materias primas, por si [sic] solo, no constituye marca de esclavismo, como ingenuamente, o maliciosamente, se pretende. Cuando sabemos que debemos y podemos exportar petróleo o hierro, esclavismo o incapacidad es no poner empeño en lograr los justos precios y adecuada participación que estas riquezas nuestras deben aportar al país. Con incapacidad, si nos dejamos engañar al exportar estos productos, también nos engañarán al exportar productos terminados, si llegare el caso, como habrá de llegar, de producirlos; al adquirir o instalar las maquinarias necesarias para elaborar esos productos, reconociéndose finalmente que el mal está en que vivimos en un mundo de lucha por la subsistencia, en el cual los débiles y pobres de espíritu serán atropellados todavía por mucho tiempo. No se trata de sistemas formalmente diferentes, capitalismo, socialismo, sino de la más profunda raigambre de la condición humana y de las realidades de la vida como lo demuestra el curso de la historia. Por esto el Gobierno que presido, de nacionalismo confeso y militante, no se encandila por el brillo de las propagandas doctrinarias ni por esquemas rígidos de ideólogos de escritorio[53].»

  


  Ante tal comprobación no se arredró. Hasta el punto de que en el balance general de su empeño y esfuerzo por transformar la sociedad venezolana queda un incuestionable Haber de éxitos. Hasta el punto de que en el Debe cabe inscribir lo que Thomas Jefferson dijo de George Washington: «[El Presidente] yerra, como todo hombre, pero yerra con integridad»[54].


  ***


  Concordaré con quien califique de exabrupto metódico lo que sigue, porque podría parecer una conclusión de las conclusiones; o una especie de codicilo. En realidad solo aspira a ser una aglomerado de los rasgos de la personalidad histórica de Rómulo Betancourt tratados o mencionados a lo largo del presente ensayo o del extenso borrador en el cual se apoya.


  Marcada por la persistencia del esencial y fundamental humanismo marxista, adquirido en su juventud, en la personalidad histórica de Rómulo Betancourt prevaleció la determinación de hacer Historia. Para este fin practicó la decantación ideológica, aunada a la creatividad –y armada del coraje intelectual, político y personal–, puestos al servicio de una práctica política democrática genuinamente revolucionaria. El haber reunido la ética personal y política en un legado de superación social lo hace voz alentadora en la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia; sobreponiéndose para ello al impacto de signos nada alentadores, respecto de la disposición del pueblo para esos efectos; signos que no vaciló en recoger y estigmatizar.


  El legado perdurable de su personalidad histórica y de su magistral desenvolvimiento en función de la dialéctica histórica de continuidad y ruptura lo hacen digno de ser reconocido como el Padre de la democracia moderna en Venezuela. Fue capaz de sintetizar la teoría de esa democracia, de formular la estrategia orientadora de su instauración, de diseñar las tácticas conducentes a su conversión en un régimen sociopolítico liberal democrático, de promover la organización del instrumento partidista requerido para esos efectos, y de dirigir ese instrumento en la lucha correspondiente. Ello significó que a los aportes de quienes, en Venezuela y fuera de ella, cultivaron la aspiración de democracia, fue capaz de darles la sistematización, teórica y operativa, que se tradujo en una exitosa hazaña sociopolítica: la fundación de la República liberal democrática en Venezuela, enmarcada en la que denominó la revolución democrática o evolutiva.


  Deliberadamente cerraré esta conclusión de las conclusiones consignando dos que probablemente merecerán especial atención. Pero lo haré en forma de preguntas, solicitando las respuestas del lector para sí mismo:


  En primer lugar, y atendiendo al funcionamiento institucionalizado de su Revolución democrática: ¿no contribuyó Rómulo Betancourt, de manera determinante, a la creación de las condiciones sociohistóricas que condujeron a la instauración de la democracia moderna en Venezuela, mediante el establecimiento de un régimen de inspiración socialista –socialdemócrata–, propiciando la alternabilidad en el desempeño del Poder Público de dos vertientes del socialismo, representada la social democracia por el partido Acción Democrática, y el social cristianismo por el partido Copei?


  En segundo lugar, y atendiendo a la inauguración de la vigencia, en 1946-1948, de los instrumentos políticos e institucionales requeridos para la instauración de un régimen sociopolítico genuinamente republicano, integrados en la República liberal democrática: ¿no fue Rómulo Betancourt el eje de la instauración definitiva, en Venezuela, de la República popular representativa, originariamente contemplada en la Constitución de la República de Colombia, alias Gran Colombia?


  Notas


  1. Al revisar estas consideraciones, en octubre de 2011, he tenido muy en cuenta el siguiente pasaje de una correspondencia privada de John Lynch, fechada en agosto de 2010, en respuesta a mis comentarios sobre sus luminosas biografías de Simón Bolívar y José de San Martín: «The biographical mode embraces not only narrative, though narrative is a valid part of history, but also demands a conceptual approach, for a study of the liberators challenges the historian to discover the dynamics of leadership. Leadership was a vital factor in the process of independence. (1) Leadership embodied a strong sense of destiny and mission. (2) Clarity of mind and strength of purpose, beyond the competence of rivals, were classic qualities of leadership.  (3) Leadership is revealed and tested in various qualities; these begin with the power of the will, the passion to command.  (4) Oratory was a powerful leadership technique, which Bolívar had to perfection, revealed also in his writings.  Eloquence did not come naturally to San Martín, but he knew the importance of spectacle and liturgy.  (5) What today is called ‘man management’, dealing effectively with colleagues and followers, was essential to leadership.  (6) Ruthlessness was also a quality of leadership, more obvious in Bolívar than in San Martín, who admitted that he should have shot some of his senior officers but could not bring himself to do so; Bolívar did not hesitate to execute Piar and Padilla.  (7) Leadership is a variable concept, making different demands in different times.  One constant is the ability to inspire people, to make everything seem possible.  Leaders demand things that look hopeless to others, insist on goals that seem unreasonable, and impose ideas that only they have thought of.  You can ask your group to produce examples of these in Bolívar and San Martín!».


  2. Rómulo Betancourt. Antología política, 1928-1935, vol. I, p. 277.


  3. «Bolívar auténtico y Bolívar falsificado». Charla radiodifundida desde San José de Costa Rica, el 24 de julio de 1931. Ibidem, vol. I, p. 287.
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  9. Friedrich Engels, Anti-Dühring. M. E. Dühring bouleverse la science. Oeuvres complétes de Friedrich Engels. París, Editions Sociales, 1950, p. 68.


  10. En una carta de Henri Lacroix a Rómulo Betancourt, fechada en Madrid el 26 de mayo de 1932, se le dio la dirección de León Trotski en Estambul, acompañada de la siguiente recomendación: «Tenga muchísimo cuidado con esta dirección. No estamos autorizados para darla a nadie, pero para que no considere una falta de confianza y atención ya que Vd. parece inclinado hacia nosotros, no hemos vacilado en dársela». El remitente firma por el Comité Ejecutivo de la Izquierda Comunista Española, desprendimiento del Partido Comunista español, calificado de trotskista. (Archivo de Rómulo Betancourt, tomo 4, 1932, pp. 201-202).
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